
 
 
Señor(a)  
Juez Constitucional Circuito (Reparto) 
E. S. D. 
 
 
Referencia. - 
Asunto: Acción de Tutela 

Accionante: ANDRÉS DÍAZ SALINAS 

Accionada: Escuela Judicial Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 

 
 
ANDRÉS DÍAZ SALINAS, residenciado en la ciudad de Tunja, identificado como aparece al 
pie de mi firma y obrando en nombre propio, instauro Acción de Tutela contra la Escuela 
Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” (en adelante: la escuela, la accionada o la entidad 
accionada); para lo cual, solicito se ampare mi derecho fundamental al debido proceso, la 
confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, y los demás que usted 
encuentre vulnerados.  
 
 

I. MEDIDA PROVISIONAL 
 
Se DISPONGA MI INCLUSIÓN PROVISIONAL EN LA SUBFASE ESPECIALIZADA del 

curso concurso de formación judicial (IX curso de formación judicial) a cargo de la 
accionada, hasta que usted resuelva la presente acción constitucional. 
 
Medida que solicito, dado que mediante la Resolución N. EJR24-944, contra la cual no 
procede recurso alguno, la entidad accionada me categorizó como “REPROBADO” de la 
subfase general, otorgándome un puntaje de 792 —el mínimo exigido es de 800—. Ello 
implica que, producto de tal decisión quedo fuera del concurso de méritos y no puedo 
avanzar a la subfase especializada que iniciará el próximo 16 de noviembre de 20241.  
 

 
(…) 

 
 
 
Es por ello y en consonancia con el establecido en el auto 555 del 23 de agosto de 2021, 
proferido por la Sala Quinta de Revisión de la Honorable Corte Constitucional, me permito 
sustentar la presente solicitud a partir de los requisitos allí exigidos de la siguiente manera: 
 
 

1. Que exista una vocación aparente de viabilidad.  

 
En este caso me permito precisar que permiten inferir una posible afectación de mis 
derechos ya que:  
 
a) Superé el puntaje mínimo requerido para aprobar las pruebas de conocimientos y 
aptitudes realizadas y así avanzar a la siguiente etapa del concurso de méritos.  
 
b) Realicé la subfase general del IX curso de formación judicial.  
 

 
1 Conforme está dispuesto en el más reciente cronograma de la fase III del concurso, visible en: 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/ixcurso   

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/ixcurso


c) Se pone en controversia el hecho de que la accionada se ha apartado del Acuerdo 
Pedagógico que rige el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de 
Magistrados/as y Jueces de la República en todas las especialidades, Promoción 2020-
2021” y del Documento maestro del IX Curso de Formación Judicial al incurrir en 
conductas como: 
 
Lo que implica que la accionada incumplió los parámetro o criterios de evaluación, entre 
otros:  
 
-No valorar la apropiación del contenido académico enfocado a la práctica judicial 
ni buscar el desarrollo de competencias sobre la función judicial, la interpretación 

de textos jurídicos y la lógica del razonamiento para la solución de problemas 

jurídicos, previstas para la actividad objeto de evaluación de la subfase general, 
denominada “taller virtual”. Esto lo mostraré con los argumentos que desarrollaré más 
adelante y soportes que aporto con esta acción constitucional. 
 
-Incluir dentro de los temas objeto de evaluación, aspectos que abiertamente había 
informado no será objeto de evaluación. Frente a ello, se precisa que en múltiples escenarios 
la accionada nos informó que sólo evaluaría las denominadas lecturas obligatorias, mismas 
que consistían en rangos específicos de lectura de la denominada “BIBLIOGRAFÍA DE 
OBLIGATORIA CONSULTA”, incluida en los Syllabus suministrados al inicio de cada 
módulo. Esto último se reiteró en la parte motiva de la Resolución N. EJR24-1473, dónde 
la accionada indicó: “…es preciso destacar que el proceso de diseño y formulación de las 
preguntas se llevó a cabo de manera rigurosa, basándose en las lecturas obligatorias 
correspondientes a la Subfase general.” 
 
Pues bien, la realidad es que existen múltiples preguntas que fueron calificadas sin tener 
en cuenta la apropiación del contenido académico enfocado a la práctica judicial ni el 
desarrollo de competencias sobre la función judicial, ni la interpretación de textos jurídicos 
ni la lógica del razonamiento para la solución de problemas jurídicos ni los rangos de 
lecturas obligatorias 
 
e) La accionada no se pronunció congruentemente sobre los argumentos puntuales que 
planteé en el recurso contra los resultados de la evaluación de la subfase general del IX 
curso de formación judicial. Esto se evidencia al comparar los argumentos planteados en 
el recurso y lo indicado por la accionada la Resolución N. EJR24-944. Situación que tiene 
explicación, entre otras cosas, en el uso de Inteligencia Artificial (IA) para resolver mi 
recurso: 
 

 
 
https://justdone.ai/es/try/humanize-
ai?utm_adset_id=169538328138&utm_network=g&utm_matchtype=b&gad_source=1 
Consultado el 23 de noviembre de 2024 
 
Ahora, con lo anterior no se está atacando la implementación de IA, sino los evidentes 
parámetros sugestivos con el que fue manipulada la tecnología para dar apariencia de 
legalidad a la actuación surtida. Pues lastimosamente se muestra que la instrucción dada 
a la IA fue que se enfocara en respaldar post-hoc las respuestas consideradas como 
acertadas por la accionada y no que analizara la pertinencia y procedencia de las objeciones 
propuestas. 
 
Para dimensionar la gravedad del asunto, se tomará el siguiente ejemplo, 
de la IA Claude, en modo pago, que ante la pregunta de qué color es la bandera de Colombia, 
responde: 
 

https://justdone.ai/es/try/humanize-ai?utm_adset_id=169538328138&utm_network=g&utm_matchtype=b&gad_source=1
https://justdone.ai/es/try/humanize-ai?utm_adset_id=169538328138&utm_network=g&utm_matchtype=b&gad_source=1


 
 
Ahora, para mostrar que la IA no es neutral y que puede presentar resultados 
discriminatorios o sesgados, según las indicaciones que se le den, véase lo que sucede 
cuando se le da una instrucción errada: 
 

 
 
Lo anterior, evidencia que el análisis realizado por la accionada con apoyo en una IA, con 
el que la Escuela buscó respaldar respuestas anteriores y no estudiar objetivamente los 
argumentos propuestos, termina impactando la esencia del recurso como medio de 
protección, pues tal actuación implica una clara y notoria en una vía de hecho, que 
transforma el recurso en un mero formalismo. 
 
Es decir, el uso de IA con parámetros sugestivos para resolver el recurso —como los que se 
dieron a la IA utilizada por la accionada—, vulnera el debido proceso y el derecho de 
defensa, pues impedir una verdadera valoración de los argumentos de impugnación y 
convertir el recurso de reposición en un trámite formal sin análisis real de fondo. 
 
Afectando con ello, la transparencia del procedimiento administrativo, pues se usó una de 
IA para dirigir la generación de respuestas o resultados específicos –prompt-, sólo dio 
apariencia de perfección y legalidad al examen del curso de formación judicial, más no 
atendió en debida forma lo planteado. 
 
A tono con la gravedad de lo expuesto, la Corte Constitucional, en providencia en la 
Sentencia T-323 de 20242, estableció como límites y reglas para que el juez natural fuese 
siempre humano, no máquina, sin importar la complejidad del caso3. Providencia es la que 
se expusieron los siguientes criterios: 
 

“…[E]l uso de la IA en el sistema judicial para los ámbitos de gestión 
administrativa y documental, así como el de apoyo a la gestión judicial y la 
corrección y síntesis de largos textos, no comporta una transgresión a la garantía 
del juez natural pues, en tales eventos, la utilización de estas tecnologías no 
remplaza la labor esencial que se le ha atribuido al funcionario judicial, 
consistente en conocer y resolver de fondo el asunto para el cual fue investido de 
competencia. Lo anterior se cumple, siempre y cuando no se involucre una labor 
de creación de contenido ni interpretación de hechos o pruebas y, mucho menos, 
la solución de casos, y siempre y cuando haya una supervisión posterior por 
parte de algún funcionario o empleado de la Rama Judicial. 

 222. De esta forma, es de especial importancia que cuando el juez natural haga 
uso de herramientas de IA, para las funciones anteriormente definidas, se 

 
2 Ver https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm  
3 Producto de los dispuesto en la sentencia T-323 de 2024, el Consejo Superior de la Judicatura, emitió el siguiente un 

protocolo, el que puede consultarse en: 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-

31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804


cumpla con los criterios de (i) responsabilidad, (ii) guarda del principio de 
legalidad y (iii) idoneidad. Además, no sobra advertir que tratándose de una 
materia que se caracteriza por un desarrollo permanente y veloz, la pertinencia 
de estas consideraciones debe valorarse en el tiempo, según la evolución que se 
produzca en los ámbitos de regulación normativa y, por supuesto, en el 
tecnológico.” (Subrayas fuera del texto original) 

 
Es decir, la Corte habilitó el uso de la IA la misma para labores que no implicaran creación 
de contenido ni interpretación de hechos o pruebas ni solución de casos. Reglas que 
evidentemente son desconocidas por la Escuela Judicial en la respuesta a los recursos 
interpuestos, conforme el rastro que de ello quedó la página 97 de la Resolución N. EJR24-
1473.  
 
 
 

2. Que exista un riesgo probable de afectación a derechos fundamentales por la 
demora en el tiempo “periculum in mora”.  

 
Atendiendo a las fechas fijadas en el cronograma del IX curso de formación judicial, la 
subfase especializada comenzó el sábado 16 de noviembre de 2024. Por lo tanto, estamos 
frente a un perjuicio irremediable, toda vez que esperar 10 días hábiles para una sentencia 
de primera instancia me pondría en una condición de absoluta orfandad frente a mis 
compañeros discentes. 
 
El perjuicio derivado de no acoger la solicitud de decretar una medida provisional, se 
materializa en la inminencia de ocurrencia, ya que la subfase especializada ya inició. Por lo 
tanto, esperar a que se profiera el fallo de tutela se tornaría ineficaz por haberse proferido 
después de tiempo al haberse consumado el daño. 
 
 

3. Que la medida provisional no resulte desproporcionada:  

 
La medida no es desproporcionada, toda vez que existe una apariencia de buen derecho, la 
Escuela ha vulnerado sistemáticamente los derechos fundamentales de los discentes y es 
la única forma de evitar un perjuicio irremediable al suscrito. 
 
Además, la medida pedida no resulta onerosa para la autoridad accionada, dado que ya 
tiene contratada la subfase especializada para la totalidad de los dicentes que iniciamos la 
subfase general; es decir, para incluirme provisionalmente en la subfase especializada, la 
accionada no tiene que realizar una contratación diferente a la existente ni un desembolso 
o afectación presupuestal distinto a lo ya previsto. 
 
Prueba de ello es el documento contractual de las obligaciones entre la EJLB y la UT 
encargada de desarrollar el IX Curso en el que se establece la siguiente obligación en 
concreto a cargo de la la UT  
 



 
 
En su página 19, el caul puede consultar en el siguiente link: 
https://drive.google.com/file/d/1DZNn861GvZ-
aBZiai9vilFAjv0QQABHJ/view?usp=sharing  
 
Los datos de la relación contractual se pueden consultar acá: 
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=
https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2
fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3d
False  
 

 
 
Advierto que quienes pasaron el examen de conocimiento fueron aproximadamente 3800 
de 43.000 concursantes de esos 3800 aproximadamente 3010 se inscribieron en el IX 
curso, si la contratación esta obligada a 3459 beneficiarios y en la actualidad son 
beneficiarios de del IX Curso entre 1500 y 2000 concursantes, se puede concluir que mi 
inclusión transitoria en el IX curso no afecta fiscalmente a la entidad.  
 
 
Anterior solicitud de medida provisional y la presente acción, también los fundo en los 
siguientes: 
 
 
 

II. HECHOS Y ARGUMENTOS 
 

PRIMERO. Me encuentro participando en el concurso de méritos para la provisión de 
los cargos de funcionarios de la Rama Judicial (Convocatoria 27), convocado en desarrollo 
de la cláusula constitucional que obliga a que el servicio público se posesione por sistema 
de méritos contenida ene el Art. 125 superior, mediante Acuerdo PCSJA18-11077 del 16 
de agosto de 2018. Concurso en el que actualmente se desarrollan las fases a cargo de la 
Escuela, producto de lo cual, recientemente se surtió la subfase general del curso concurso 

https://drive.google.com/file/d/1DZNn861GvZ-aBZiai9vilFAjv0QQABHJ/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1DZNn861GvZ-aBZiai9vilFAjv0QQABHJ/view?usp=sharing
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse


de formación judicial (IX curso de formación judicial) y el 16 de noviembre de 2024 inicia 
la subfase especializada. 
 
SEGUNDO. Las subfases a cargo de la escuela se rigen por el Acuerdo PCSJA19-11400 
de 2019 “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá el “IX Curso de Formación 
Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en 
todas las especialidades, Promoción 2020-2021”. 
 
TERCERO. Los resultados de las evaluaciones aplicadas para la subfase antes referida, 
fueron publicados en la plataforma de la accionada; para lo cual, esta expidió la Resolución 
EJR24-298 del 21 de junio de 2024 y su anexo. Decisión que para mi caso fue repuesta, 
en cuanto al resultado obtenido, a través de la Resolución No. EJR24-944 del 5 de 
noviembre de 2024, la que me fue notificada el 8 de noviembre de 2024 a las 09:42 PM. 
 
CUARTO. Con la Resolución EJR24-944, se me reconoció un resultado de 792 puntos; 
es decir, 8 puntos menos de los requeridos para continuar a la subfase especializada: 
 
QUINTO. Respecto de la decisión adoptada por la escuela, tengo múltiples reparos, 
pues existe un importante número de preguntas que no se ajustan a los propósitos de la 
evaluación indicados en el acuerdo pedagógico que rige el IX curso de formación judicial, 
tales como: preguntas que fueron calificadas sin tener en cuenta la apropiación del 
contenido académico enfocado a la práctica judicial ni el desarrollo de competencias sobre 
la función judicial, ni la interpretación de textos jurídicos4 ni la lógica del razonamiento 
para la solución de problemas5 jurídicos ni los rangos de lecturas obligatorias6, entre otros 
aspectos. 
 
Preguntas que, de ser necesario discutiré judicialmente en sede ordinaria, dado que la sede 
administrativa se agotó con la expedición de la Resolución EJR24-1473, tal y como queda 
claro en el ordinal cuarto de dicha resolución. Sin embargo, espero que ello no sea 
necesario, dado protuberante que resulta la violación a mis DDFF. 
 

SEXTO. Los reparos que tengo superan con creces los 8 puntos aparentemente 
faltantes.  
 
SÉPTIMO. Ilegalidad en la ejecución del taller. En el Acuerdo PCSJA19-11400 de 2019, 
se definió que dentro de las actividades objeto de evaluación de la subfase general, se 
aplicaría un taller virtual, el que se definió así: “Esta actividad pretende que el discente 
realice una capacitación intensiva y práctica del programa. El taller virtual tiene un peso 
de 60 puntos sobre 125 del programa”; además se dijo: “Las actividades objeto de 
evaluación buscan valorar la apropiación del contenido académico enfocado a la 
práctica judicial por parte de cada discente.” (Negrita subrayada fuera del original) 
 
Además, en uno de los documentos guía — DOCUMENTO MAESTRO— sobre el desarrollo 
del IX curso de formación judicial, respecto del taller virtual se precisa: “El taller virtual se 
desarrollará a partir de una prueba objetiva interactiva, el cual estará integrado por alguna 
o algunas actividades contempladas en la caja de herramientas, y cuya finalidad está 
basada en el desarrollo de competencias sobre la función judicial, la interpretación 
de textos jurídicos y la lógica del razonamiento para la solución de problemas 
jurídicos.” (Negrita subrayada fuera del original). 
 
La ejecución de IX Curso de Formación Judicial, atentó contra la legalidad, pues 

documentos académicos modificaron entre otras cosas las formas de evaluación, 
entre ella el concepto de taller  
 

ACUERDO PEDAGÓGICO 
 

ACUERDO NO. PCSJA18-11077 DE 
16 DE AGOSTO DE 2018 - 

 

ADOPTA EL ACUERDO PEDAGÓGICO 

QUE REGIRÁ EL “IX CURSO DE 
FORMACIÓN JUDICIAL INICIAL - 

CONTENTIVO DE LA 
CONVOCATORIA 27 

 

DOCUMENTO MAESTRO Y 
DESCRIPCION DE LA EJECUCION 

 
SOPORTE GUÍA ACADÉMICA 

ELABORADO POR LA ESCUELA 

JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA 

 
(PUBLICADO ÚNICAMENTE EN PAGINA 

WEB – OCTUBRE 23/23) 

 
CAPÍTULO VII, 5.1.1. 
 

 
4.2.3 Materiales académicos, pág. 
86 

 
4 Por citar algunas, la pregunta 39 de la evaluación del módulo de Justicia transicional y justicia restaurativa, 79 de la 

evaluación del módulo de Filosofía Derecho e Interpretación Constitucional, 77 de la evaluación del módulo de DDHH Género. 
5 Por citar algunas, la pregunta 34 de la evaluación del módulo de Habilidades humanas. 
6 Por citar algunas, las preguntas 4 y 41 de la evaluación del módulo de Habilidades humanas, 45, 47 y 57 de la evaluación 

del módulo de Argumentación judicial y valoración probatoria y 63 de la evaluación del módulo de DDHH Género. 



Taller virtual: Esta actividad pretende 
que el discente realice una 
capacitación intensiva y práctica del 
programa.  
 
 

La evaluación se realizará de 
manera sincrónica en sede y se 
aplicará en la plataforma 
tecnológica, en la que se 
incorporará la construcción de 
la actividad y las distintas 
opciones de respuesta (…) 
 
Instrumento de evaluación: 
Contempla actividades como: 
asociación de palabras, selección de 
texto, arrastrar respuesta, escoger 
palabra, elegir opción  test multi-
respuesta. 

 
 
 
 

 Documento maestro7 es 
publicado por la EJLB, en su web, 
poco antes de empezar el IX Curso, el 
23 de octubre de 2023, se refiere a él 
como el desarrollo de los soporte 
jurídicos y precisó que  “Este 
documento presenta el diseño 
formativo e instruccional del conjunto 
de conceptos, criterios, estrategias, 
procesos y etapas atinentes a la 
ejecución del Curso” pretende “el 
diseño formativo del IX Curso desde el 
enfoque centrado en formación por 
competencias, las estrategias 
metodológicas y la evaluación del 
aprendizaje”.  
 
En el mismo sentido, conforme lo 
certificó la Directora de la Escuela 
Judicial8, este documento “es un acto 
académico, en los términos de la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado, 
que presenta el diseño formativo e 
instruccional del conjunto de 
conceptos, criterios, estrategias, 
procesos y etapas atinentes a la 
ejecución del curso”. 
 
El denominado Documento maestro 
vulnera normas superiores, pues no 
tiene la jerarquía reglamentaria ni la 
competencia, o del mismo nivel 
normativo. El contenido regulatorio de 
éste desarrollo académico no tiene, ni 
puede contener la capacidad jurídica 
para modificar el marco jurídico del IX 
Curso.  
 
Por lo tanto, con este documento, se 
estructura un vicio de falta 
competencia, configurando 
vulneración directa a las disposiciones 
contenidas en los artículos 162, 164 y 
168 de la Ley 270 de 1996, así como 
de los mencionados Acuerdos 
reglamentarios expedidos por el 
Consejo Superior de la Judicatura. 

 
 
 
 

 

Como se ve, al desarrollar las formas en que se ejecutó este tipo de evaluación, no se 

 
7 https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/form/documentos-de-interes 
 
8 Ver Oficio EJO24-1689 de septiembre 17 de 2024 dirigida al suscrito apoderado: 
https://drive.google.com/file/d/1qGv2l1pyQE5L8jylh1xYUGAcijaA2wFg/view?usp=sharing 
 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/form/documentos-de-interes
https://drive.google.com/file/d/1qGv2l1pyQE5L8jylh1xYUGAcijaA2wFg/view?usp=sharing


corresponde con la definición dada en el Acuerdo Pedagógico. El taller, como se 
practicó y evalúo, no capacita intensivamente; únicamente evalúa a través de 
actividades que no son prácticas como  “asociación de palabras, selección de texto, 
arrastrar respuesta, escoger palabra, elegir opción y test multi-respuesta”.  
Exclusivamente evalúo la memoria textual de 200 textos. Afirmación que soporto con 
el dictamen que aporto. 
 
 
En los syllabus que son los programas de cada uno de los 8 módulos se anunció que los 
talleres serían:  
 

 
Sin embargo, su evaluación fueron preguntas de memoria, en la Guía de orientación al 
discente para la evaluación virtual de la subfase general9 se dieron algunos  
 
Cabe resaltar que en el instrumento de evolución se asignaron valores por preguntas así:  
 

Tipo de 
evaluación 

Puntos por 
programa, 
cada 
programa 
da un 
total de 
125 

distribuido 
así: 

Número 
de 
preguntas 

por 
programa 

Valor por 
pregunta 

Total de 
preguntas 
de todo el 
examen (8 
programas) 

por tipo de 
evaluacion  

Máximo 
de puntos 
posible 
por tipo 

de 
evalaucion  

Porcentaje 
de cada 
tipo de 
evaluación 
en 
relación 
con la 
totalidad 

del 
examen.  

Control de 
lectura 40 32 1,25 256 320 32% 

Taller 60 6 10 48 480 48% 

Análisis 
jurisprudencial 
o de casos 25 4 6,25 32 200 20% 

Totales: 336 1000 100% 
 
Son muchos los reparos que existen frente al proceso de formación y al instrumento de 
evaluación, pero lo ocurrido con las evaluaciones denominadas taller ponen en duda la 
legalidad y construcción de 480 puntos. Cabe resaltar que la en estas preguntas solo se 
midió la memoria textual de lecturas que debía leerse entre diciembre de2023 y mayo de 
2024. Pero fue una única evaluación un día en mayo y otro día en junio. 
 
Los 8 módulos o programas evaluados fueron: 
 

 

 
 

9 https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing 
 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/ngomezv_cendoj_ramajudicial_gov_co/EiMeJ3Z2OgVEsguorT-c6wIB3iEbUv83G79k26Ozs2KQSQ?e=Gy5CvY
https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing


 
 
OCTAVO: Cambio de evaluaciones parciales a evaluaciones acumuladas, que atendaron 
contra la legalidad reglamentaria del IX Curso de Formación Judicial.  

 

ACUERDO PEDAGÓGICO 
 

ACUERDO NO. PCSJA18-11077 DE 
16 DE AGOSTO DE 2018 - 

 
ADOPTA EL ACUERDO PEDAGÓGICO 

QUE REGIRÁ EL “IX CURSO DE 
FORMACIÓN JUDICIAL INICIAL - 

CONTENTIVO DE LA 
CONVOCATORIA 27 

 
& 

 
DOCUMENTO MAESTRO 

 
SOPORTE GUÍA ACADÉMICA 

ELABORADO POR LA ESCUELA 

JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA 
 

(PUBLICADO ÚNICAMENTE EN 
PAGINA WEB – OCTUBRE 23/23) 

 
 

 
GUÍA DE ORIENTACIÓN AL DISCENTE 

PARA LA EVALUACIÓN VIRTUAL DE LA 
SUBFASE GENERAL 

Acuerdo: Capítulo VI 
 
Documento Maestro: 4.1.1.5.2, pp. 
75-76 
 
5.1.1. Actividades objeto de evaluación 
de la subfase general  
 
Para cada programa que conforma la 
subfase general que tiene una 
asignación máxima  
de 125 puntos, las actividades que 
evaluará la Escuela Judicial son las 
siguientes: 
 
Control de lectura: Una vez 
culminado el programa, el discente se 
encuentra preparado para que la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 
aplique la evaluación virtual, 
denominada control de lectura, la cual 
tiene un peso de 40 puntos sobre 125 
del programa.  
 
Análisis jurisprudencial o de casos: 
Esta actividad busca que el discente 
ponga en práctica las propuestas 
metodológicas aprendidas, en un 
determinado problema que será 
planteado por la Escuela Judicial. Esta 
actividad tiene un peso de 25 puntos 
sobre 125 del programa.  
 
Taller virtual: Esta actividad pretende 
que el discente realice una 
capacitación intensiva y práctica del 
programa. El taller virtual tiene un 
peso de 60 puntos sobre 125 del 
programa. 
 
 
Las actividades objeto de evaluación 
buscan valorar la apropiación del 
contenido académico enfocado a la 

Pág. 6 
 
En ese sentido, para el próximo 4 y 5 de 
mayo de 2024, se tiene programada la 
evaluación de los ocho (8) programas 
académicos que conforman la Subfase 
General (…) 
 
Guía de orientación al discente para la 

evaluación virtual de la subfase 

general10Adicionalmente, el 12 de abril de 
2024, cuatro meses después de haber 
iniciado el IX Curso, la Escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla incurrió en otro 
abuso de competencia, al comunicar a los 
correos personales de los discentes, 
notificando la existencia de la Guía de 

orientación al discente para la 

evaluación virtual de la subfase 

general. De nuevo, esta cambió las 
condiciones de la evaluación, de 3 
evaluaciones parciales durante cada 
programa a 24 evaluaciones concentradas, 
además modificó la presentación del 
examen de virtual presencial a virtual en 
el lugar que cada discente escogiera, este 
último punto pone en entredicho la 
garantía del sistema antifraude (ver punto 
C, más abajo).     
 
Por lo tanto, con este documento, se 
estructura un vicio de falta competencia, 
configurando vulneración directa a las 
disposiciones contenidas en los artículos 
162, 164 y 168 de la Ley 270 de 1996, así 
como de los mencionados Acuerdos 
reglamentarios expedidos por el Consejo 
Superior de la Judicatura. 

 
10 https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing 
 

https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing


práctica judicial por parte de cada 
discente. 
 
 

 
Como se observa, de la expresión “al final de cada programa” se deriva la aplicación de 
evaluaciones parciales, y no concentradas, en la ejecución del IX Curso esto fue  

modificando y “regulando” ilegalmente pro  la denominada Guía de orientación al 

discente para la evaluación virtual de la subfase general11  

 
Entonces según la legalidad durante el transcurso del cada uno de los 8 programas debían 
evaluarse 3 notas, pero en la práctica se acumularon 28 evaluaciones una vez finalizado 
los 8 programas y se impuso un único examen escrito que preponderamente midió la 
memoria. Según dictamen que anexo. 
 
NOVENO: Análisis de preguntas concretas para el accionante en concreto. Pues bien, una 
de las preguntas12 aplicadas en el denominado taller virtual fue:  
 

Evaluación subfase general 2 de junio - jornada tarde 2PM -6PM 

Pregunta 37 Valor: 10 
Reconocido: 6.67 
 

Enunciado: Reconstrucción del ítem  
Instrucción 
En el contexto hacen falta 3 conceptos clave. Seleccione la opción correcta 
para encontrar el sentido del párrafo. 
Contexto 
En el Plan estratégico de transformación de la Rama Judicial PETD 2021-2025, 
se lee: “a lo largo de los últimos años, la Rama Judicial ha ___________, desde 
distintas aristas, hacia la ____________ interna de la gestión judicial, la 
generación y análisis de información estadística para la toma de decisiones, 
así como del acceso y servicio al ciudadano, a partir del uso de la tecnología. 
Así las cosas, a hoy contamos con importantes avances e insumos, que 
servirán para seguir materializando el objetivo de alcanzar una justicia 
moderna y __________". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, Pág 6) 

Opciones de respuesta: 

equitativa 
mejora 
desarrollado 
avanzado 
optimización 
transparente 

Respuestas seleccionadas por 
mí: avanzado, mejora, 
transparente 

Clave EJRLB: avanzado, optimización, 
transparente 

 
De esta pregunta, la accionada no me reconoció 3.33 puntos, por haber escogido el vocablo 
“mejora” en vez de “optimización”. Frente a ello, el 25 de julio de 2024, sustenté recurso 
ante la accionada objetando dicha pregunta, indicando: 
 

“Para comenzar, la instrucción no resulta del todo clara por tres razones 

relacionadas con la elección de un léxico impreciso. Primero, se habla de “contexto” 

pero, en realidad, lo que se presenta es una cita a la que hacen falta tres palabras. 

Segundo, al respecto de esas palabras faltantes, no es cierto que se trate de tres 

conceptos claves, ya que se trata de palabras de uso genérico que no se usan con 

un sentido técnico o teórico específico en el documento citado. “avanzado” es un 

participio para hacer referencia a un conjunto muy amplio de actividades y 

procesos de mejora o desarrollo; “optimización” es un sustantivo pero también 

hace referencia a un conjunto muy amplio de actividades y procesos de mejora; y, 

“trasparente” es un adjetivo ampliamente utilizado en todo tipo de situaciones de 

administración (pública o privada) en referencia a la honestidad y la 

verificabilidad. Tercero, más que “encontrar” el sentido, lo que debe hacer el 

evaluado es completarlo.  

Además, el fragmento citado no se contextualiza de manera adecuada dado que, 

si bien se dice de qué documento procede, no se especifica la sección le tema que 

se está tratando. Por esta razón, se le quita la posibilidad al evaluado de 

determinar con precisión la procedencia de la cita y sobre qué se está hablando en 

la parte del documento de la que se extrajo la cita.   

 
11 https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing 
 
12 Manifiesto que apliqué una serie de técnicas de reconstrucción y recuperación de la información con el fin de obtener la 

versión más fidedigna posible de los ítems que pretendo objetar. 

https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing


Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, los argumentos 

anteriores permiten afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su 

claridad. Además de esto, la mayor inadecuación del ítem radica en el ejercicio 

que propone. Como se explicó, por un lado, las palabras que faltan en la cita no 

son conceptos clave y, por otro lado, la forma como se introduce la cita no permite 

una contextualización correcta de la cita. Estos factores combinados generan que 

el único procedimiento cognitivo mediante el cual un evaluado puede resolver el 

ítem es la recordación literal del texto. En otras palabras, por la forma como está 

construido el ítem, esté se solamente se puede resolver si se tiene un recuerdo 

literal del texto del que se extrajo la cita. Por ello, se puede decir que el ítem evalúa 

la memoria de los evaluados y no alguna competencia o conocimiento relevante 

para el programa de gestión jurídica y tecnologías de la información y la 

comunicación.  

Esto se confirma con el hecho de que dos de los distractores pueden entenderse 

como sinónimos de una de las respuestas correctas. Esto indica que no se está 

evaluando la comprensión del sentido sino de la recordación de las palabras 

particulares. Uno de los distractores sinónimo de una de las respuestas correctas 

es “desarrollado” respecto de “avanzado”. El mismo tipo de relación de sinonimia 

se presenta entre “mejorar” y “optimizar”. 

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

En el caso de este ítem, se debe llamar la atención sobre el hecho de que, según el 

Acuerdo Pedagógico, éste hace parte del denominado Taller virtual; a saber: “Esta 

actividad pretende que el discente realice una capacitación intensiva y práctica del 

programa.” En esta medida, cabe preguntarse cómo se espera que un ejercicio de 

completar o de asociar palabras constituya una “capacitación intensiva y práctica 

del programa”.  

Tanto el concepto de taller como el de capacitación implican una mediación a través 

de un agente que lidera o facilita el proceso (un docente o algún rol similar). Para 

la muestra, la acepción 2 de la definición de taller en el Diccionario de la lengua 

española lo describe como “Escuela o seminario de ciencias o de artes” y lo 

presenta como sinónimo de clase, charla o seminario. Por su parte, en el mismo 

diccionario, el verbo capacitar (base para el sustantivo capacitación), se define 

como “Hacer a alguien apto, habilitarlo para algo”.  

Visto lo anterior, no se identifica ningún proceso o actividad que efectivamente 

tenga un mediador, así sea éste virtual; o que implique un ejercicio intensivo y 

práctico de formación. En este sentido, este ítem y los demás que hacen parte de 

esta actividad incumplen flagrantemente el Acuerdo. 

Debido a que el ítem termina evaluando la memoria de los evaluados, el ítem no 

cumple con los siguientes elementos propuestos en el Acuerdo PCSJA19-11400 de 

19 de septiembre de 2019 y el syllabus para el programa de gestión judicial y 

tecnologías de la información y la comunicación: 

 Impartir formación judicial general y especializada, integral y de alta calidad 

para quienes aspiran a prestar un servicio público, en los próximos años en la 

Rama Judicial. (Acuerdo PCSJA19-11400) 

 Preparar a los aspirantes en herramientas de argumentación, interpretación 

judicial y constitucional que faciliten y mejoren las decisiones judiciales. (Acuerdo 

PCSJA19-11400) 

 Suministrar a los/las discentes los referentes y paradigmas teóricos, conceptos, 
metodologías, herramientas y competencias que les permitan construir, 
implementar y enfrentar los retos que genera el uso de tecnologías en el entorno 
judicial. (Syllabus) 

Frente a lo planteado en mi recurso, en la Resolución EJR24-944 se indica:  
 

“(…) 

Para [[2]] optimización: Este concepto es fundamental en el contexto dado, ya que 

se refiere específicamente a la mejora y eficiencia en la gestión judicial interna, 

que es uno de los focos de avance mencionados.…”13 (Subrayas fuera del original) 

 
Como soporte de lo expuesto ante la escuela, hay sinonimia en las respuestas.  
 
Razón está, es claro que haber seleccionado en mi respuesta la palabra mejora y no la 

palabra optimización, en nada varía el sentido y comprensión del texto desde la práctica 

judicial —que era lo que en se buscaba evaluar, no la capacidad de memorizar—. Es más, 
es coherente con el uso que en la práctica judicial se da de estos vocablos. 
 

 
13 Ver pág. 93 de la resolución. 



OCTAVO. Otra de las preguntas14 aplicadas en el denominado taller virtual fue: 
 

Evaluación subfase general 2 de junio - jornada tarde 2PM -6PM 

Pregunta 38 Valor: 10 
Reconocido: 3.33 
 

Enunciado: Reconstrucción del ítem  
Instrucción 
En el contexto hacen falta 3 conceptos clave. Seleccione la opción correcta 
para encontrar el sentido del párrafo. 
Contexto 
En el Plan estratégico de transformación de la Rama Judicial PETD 2021-2025, 
se lee: "este pilar estratégico comprende el conjunto de proyectos dirigidos a 
fortalecer y mejorar el servicio de la administración de justicia en el país, a 
través del impulso de la ______________, el uso de la tecnología y la 
______________ de datos por medio de herramientas disruptivas. En ese sentido, 
este pilar, es considerado como un componente que, con fundamento en la 
generación de valor público, busca resolver necesidades reales en materia de 
justicia, como herramienta para hacer más ______________, moderno y 
transparente el servicio, siendo una de sus orientaciones el desarrollo del 
expediente electrónico". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, Pág. 13) 

Opciones de respuesta: 

transparente 

modernización 

ciencia 
gestión 
innovación 
eficiente 

Respuestas seleccionadas por 
mí: modernización, gestión, 
eficiente 

Clave EJRLB: innovación, ciencia, 
eficiente 

 
 
 
Frente a lo planteado en mi recurso, en la Resolución EJR24-944 se indica:  
 

 “- "Innovación" es apropiado para [[1]] porque implica la introducción de nuevas 

ideas y métodos en la administración de justicia. 

- "Ciencia" encaja en [[2]] al referirse al uso de métodos científicos en el análisis de 

datos judiciales..”15 (Subrayas fuera del original) 

 
Las razones que expuse en el recurso, y que no fueron resueltas de fondo por la escuela, 
fueron: 
 

“Para comenzar, la instrucción no resulta del todo clara por tres razones relacionadas 

con la elección de un léxico impreciso. Primero, se habla de “contexto” pero, en 

realidad, lo que se presenta es una cita a la que hacen falta tres palabras. Segundo, 

al respecto de esas palabras faltantes, no es cierto que se trate de tres conceptos 

claves, ya que se trata de palabras de uso genérico que no se usan con un sentido 

técnico o teórico específico en el documento citado. “Innovación” es una categoría 

genérica para clasificar artefactos, procesos y otros avances; “gestión” también hace 

referencia a una serie amplia y poco definida de acciones y proceso; y, “eficiente” es 

una propiedad genérica de las acciones y los procesos. Tercero, más que “encontrar” 

el sentido, lo que debe hacer el evaluado es completarlo.  

Además, el fragmento citado no se contextualiza de manera adecuada dado que, si 

bien se dice de qué documento procede, no se especifica la sección le tema que se está 

tratando. Esto resulta indispensable para introducir la cita ya que comienza con una 

referencia anafórica que se pierde al sacar la cita de su contexto original y traerla al 

ítem. La referencia anafórica perdida es aquella necesaria para comprender el sentido 

de “este pilar estratégico”. Por esta razón, se le quita la posibilidad al evaluado de 

determinar con precisión la procedencia de la cita y sobre qué se está hablando en la 

parte del documento de la que se extrajo la cita.   

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, los argumentos 

anteriores permiten afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su 

claridad. Además de esto, la mayor inadecuación del ítem radica en el ejercicio que 

propone. Como se explicó, por un lado, las palabras que faltan en la cita no son 

 
14 Manifiesto que apliqué una serie de técnicas de reconstrucción y recuperación de la información con el fin de obtener la 

versión más fidedigna posible de los ítems que pretendo objetar. 
15 Ver pág. 97 de la resolución. 



conceptos clave y, por otro lado, la forma como se introduce la cita no permite una 

contextualización correcta de la cita. Estos factores combinados generan que el único 

procedimiento cognitivo mediante el cual un evaluado puede resolver el ítem es la 

recordación literal del texto. En otras palabras, por la forma como está construido el 

ítem, esté se solamente se puede resolver si se tiene un recuerdo literal del texto del 

que se extrajo la cita. Por ello, se puede decir que el ítem evalúa la memoria de los 

evaluados y no alguna competencia o conocimiento relevante para el programa de 

gestión jurídica y tecnologías de la información y la comunicación.  

Esto se confirma con el hecho de que uno de los distractores (“modernización”) puede 

entenderse como sinónimo de una de las respuestas correctas (“innovación”). Esto 

indica que no se está evaluando la comprensión del sentido sino de la recordación de 

las palabras particulares. Que “modernización” es sinónimo de “innovación” se puede 

constatar consultado el Diccionario de la lengua española de la Real Academia 

Española (2023) . 

  

 

Por otro lado, incluso dentro de la lógica memorística propia del ítem, la segunda 

palabra de la clave de respuestas no corresponde con el texto original. Como se 

destaca en la siguiente cita recuperada del texto: 

Este pilar estratégico comprende el conjunto de proyectos dirigidos a fortalecer y 

mejorar el servicio de la administración de justicia en el país, a través del impulso de 

la innovación, el uso de la tecnología y la ciencia de datos por medio de herramientas 

disruptivas. En ese sentido, este pilar, es considerado como un componente que, con 

fundamento en la generación de valor público, busca resolver necesidades reales en 

materia de justicia, como herramienta para hacer más eficiente, moderno y 

transparente el servicio, siendo una de sus orientaciones el desarrollo del expediente 

electrónico. (Plan Estratégico de Transformación Digital de la Rama Judicial PETD 

2021-2025, énfasis agregado)  

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

 

En el caso de este ítem, se debe llamar la atención sobre el hecho de que, según el 

Acuerdo Pedagógico, éste hace parte del denominado Taller virtual; a saber: “Esta 

actividad pretende que el discente realice una capacitación intensiva y práctica del 

programa.” En esta medida, cabe preguntarse cómo se espera que un ejercicio de 

completar o de asociar palabras constituya una “capacitación intensiva y práctica del 

programa”.  

Tanto el concepto de taller como el de capacitación implican una mediación a través 

de un agente que lidera o facilita el proceso (un docente o algún rol similar). Para la 

muestra, la acepción 2 de la definición de taller en el Diccionario de la lengua española 

lo describe como “Escuela o seminario de ciencias o de artes” y lo presenta como 

sinónimo de clase, charla o seminario. Por su parte, en el mismo diccionario, el verbo 

capacitar (base para el sustantivo capacitación), se define como “Hacer a alguien 

apto, habilitarlo para algo”.  

Visto lo anterior, no se identifica ningún proceso o actividad que efectivamente tenga 

un mediador, así sea éste virtual; o que implique un ejercicio intensivo y práctico de 

formación. En este sentido, este ítem y los demás que hacen parte de esta actividad 

incumplen flagrantemente el Acuerdo. 

Téngase presente, por demás, que tampoco es claro cómo la actividad aporta a la 

competencia del módulo: “Conoce y aplica los diferentes conceptos y métodos de 

interpretación judicial, necesarios para un razonamiento correcto y que responda al 

compromiso social de la función judicial.” En efecto, el ejercicio de memoria que 

plantea el ítem no es ni taller, ni capacitación intensiva y práctica, ni aporta a la citada 

competencia. 

Debido a que el ítem termina evaluando la memoria de los evaluados, el ítem no 

cumple con los siguientes elementos propuestos en el Acuerdo PCSJA19-11400 de 19 

de septiembre de 2019 y el syllabus para el programa de gestión judicial y tecnologías 

de la información y la comunicación: 

 Impartir formación judicial general y especializada, integral y de alta calidad 

para quienes aspiran a prestar un servicio público, en los próximos años en la Rama 

Judicial. (Acuerdo PCSJA19-11400) 

 Preparar a los aspirantes en herramientas de argumentación, interpretación 

judicial y constitucional que faciliten y mejoren las decisiones judiciales. (Acuerdo 

PCSJA19-11400) 

 Suministrar a los/las discentes los referentes y paradigmas teóricos, conceptos, 
metodologías, herramientas y competencias que les permitan construir, implementar y 
enfrentar los retos que genera el uso de tecnologías en el entorno judicial. (Syllabus)” 
 



NOVENO. Los argumentos antes expuestos, son una muestra que la entidad accionada 
ha vulnerado mis derechos al debido proceso, la confianza legitima, la buena fe y el acceso 
a cargos públicos, pues no ha respetado las reglas que rigen el concurso de méritos en la 
fase de curso de formación judicial (Acuerdo PCSJA19-11400 de 2019), ni el documento 
guía — DOCUMENTO MAESTRO— sobre el desarrollo del IX curso de formación judicial, 
dónde respecto del taller virtual se precisa: “El taller virtual se desarrollará a partir de una 
prueba objetiva interactiva, el cual estará integrado por alguna o algunas actividades 

contempladas en la caja de herramientas, y cuya finalidad está basada en el desarrollo 
de competencias sobre la función judicial, la interpretación de textos jurídicos y la 
lógica del razonamiento para la solución de problemas jurídicos.”  
 
Como se evidencia del contenido de las consideraciones de la Resolución EJR24-944, la 
Escuela optó por verificarme únicamente la literalidad frente a los textos evaluados y no mi 
apropiación del contenido académico ni mi capacidad para interpretar textos jurídicos de 
manera lógica; que fue lo que hice, conforme queda planteado en los argumentos séptimo 
y octavo, que son las razones por las que seleccioné mis respuestas y que junto a otros 
argumentos, fue lo que le plantee en sede administrativa a la entidad accionada. 
 
Además de ello, se tiene que la escuela no dio aplicación a su propio dicho, lo afirmado en 
respuesta masiva del 15 de julio de 2024 —que era lo lógico frente a la finalidad de medir 
capacidad de interpretación y apropiación del conocimiento—; esto es, tener como validos 
lo aciertos que tenían correspondencia con el sentido del texto por el que se preguntaba. 
Aspecto que, refuerza la violación al debido proceso en consonancia con la confianza 
legitima cuya protección constitucional ruego. 
 

DECIMO: En conclusión, señor(a) Juez además de los vicios de legalidad y de debido 
proceso en el proceso de formación, en el instrumento de evaluación y en la ejecución del 
IX Curso, las preguntas tienen vicios técnicos en los conceptos que miden, en las 
competencias que miden, en la redacción. No debieron evaluarnos exclusivamente con 
preguntas y menos la nota determinada como taller que corresponde a 480 puntos de 1000, 
un dictamen pericial que aporto ha determinado que esos puntos fueron evaluados 
completamente de memoria y desde la dinámicas legales. 
 
La sede administrativa para defender mis derechos ante la entidad publica se cerró el 
viernes 8 de noviembre y a partir de ahora tengo 4 meses para demandar ante el juez 
ordinario, sin embargo el IX Curso se reinicia el 16 de noviembre por lo que en una semana 
el estado me impuso la carga de contratar abogado, redactar una demanda de esta 
complejidades y lograr que el Juez administrativo conceda una medida cautelar de 
urgencia. 
 
Cabe resaltar que al subfase especializada del IX curso empieza el 16 de noviembre y 
termina a mediados del año entrante, que el estado ya destinó y contrató el IX curso y que 
el amparo de la justicia administrativa podría ser posterior a la terminación del IX Curso. 
 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 
El derecho al debido proceso goza de protección conforme al mandato constitucional del 
artículo 29 de nuestra constitución política: “El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas…” 
 
Mientras que la confianza legítima, es un corolario de la buena fe y consiste en que el 
Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones 
con los particulares. No se trata, de lesionar o vulnerar derechos adquiridos, sino tan sólo 
de amparar unas expectativas válidas que los particulares se habían hecho con base en 
acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo, bien que se trate de 
comportamientos activos o pasivos de la administración pública, regulaciones legales o 
interpretaciones de las normas jurídicas.  
 
Ahora, es relevante tener en cuenta el carácter vinculante de los acuerdos o normas 
proferidas para el desarrollo de una convocatoria, al respecto la Corte Constitucional en la 
sentencia SU-067 de 2022 (la cual versa, precisamente, sobre esta Convocatoria 27), 
expuso: “«[L]a convocatoria es norma obligatoria que regula todo proceso de selección 
mediante concurso de méritos». La Corte ha declarado, de manera reiterada, que la 
convocatoria que da inicio a estas actuaciones administrativas constituye la norma jurídica 
primordial para su desarrollo. La relevancia de este acto administrativo ha llevado a este 
tribunal a definirlo como «la ley del concurso». Lo anterior se explica en la medida en que 
el cumplimiento de los fines que se persiguen a través del concurso público depende de que 
este sea surtido con riguroso apego a las normas que hayan sido dispuestas en la aludida 
convocatoria, las cuales deben ceñirse en todo a la Constitución y la ley.” 
 
Asuntos de procedibilidad. 
 
La procedibilidad de la acción de tutela en el contexto de concursos de méritos es un tema 
que ha sido abordado por la jurisprudencia, especialmente por la Corte Constitucional (SU 
068 de 2022 expedida por hechos de este mismo concurso) y el Consejo de Estado. La tutela 



es viable cuando se presenta una flagrante violación de derechos fundamentales, como el 
derecho al trabajo, la igualdad, y el debido proceso, en el marco del concurso de méritos16 
 

1. Excepcionalidad de la Tutela: La acción de tutela es un mecanismo excepcional que 
puede proceder en el contexto de concursos de méritos cuando se busca proteger 
derechos fundamentales que han sido vulnerados y no existe otro medio judicial 
eficaz para hacerlo de manera rápida y urgente. Esto es particularmente relevante 
cuando no se ha configurado una lista definitiva que reconozca derechos subjetivos 
de los participantes17. 
 

2. Subsidiariedad e Inmediatez: La tutela como sabemos solo procede cuando no hay 
otro medio de defensa judicial disponible, a menos que se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable Urgencia de evitar el 

acaecimiento de un perjuicio irremediable.. Además, debe ser un instrumento 
de protección inmediata para garantizar la guarda efectiva de los derechos 
fundamentales18.  O cuando se requiere como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. La tutela es procedente cuando los medios judiciales 
ordinarios no garantizan la inmediatez y eficacia necesarias para proteger los 
derechos fundamentales involucrados, debido a la complejidad y duración de los 
procesos contenciosos administrativos19 La tutela puede proceder cuando, por las 
circunstancias excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de no 
producirse la orden de amparo, podrían resultar irremediablemente afectados los 
derechos fundamentales del solicitante20.  

 
Tenga en cuenta señor(a) juez que de no ingresar prontamente, así sea de manera 
transitario al Subfase especializada del IX Curso de Formación Judicial,  perderé la 
oportunidad acceder al servicio publico en las cargos ofertados porque un proceso 
ordinaria demoraría más de una año y esta subfase terminaría en agosto del año 
entrante, porque que aunque la justicia ordinaria conceda las pretensiones es un 
sobrecosto para el estado volver a abrir un curso de formación máxime cuando este 
ha generado un costo de 14.mil millones de pesos21 y en el hay capacidad contrata 
para 3459 beneficiarios y en la actualidad en la subfase especializada son 
beneficiarios de del IX Curso entre 1500 y 2000 concursantes, se puede concluir 
que mi inclusión transitoria en el IX curso no afecta fiscalmente a la entidad22. 
 
LA SU 067 de 2022 expedida por hechos generados por este mismo concurso 
advierte que es procedente acción de tutela cuando existe un planteamiento de 
un problema constitucional que desborde el marco de competencias del juez 
administrativo. Advierto señor juez que el conflicto constitucional que acá se 
discute es sobre el cumplimiento de una cláusula constitucional contenida en el 
Art. 125 superior que obliga a que los cargos de jueces y magistrados de tribunales 
deben ser seleccionados por sistema de méritos. No es competente el juez 
administrativo para hacer cumplir esta cláusula y menos en ante los hechos que 
acá expongo y desde la individualidad, pues la pretensión que me ampararía  mis 
derechos tendría como finalidad demandar al legalidad de 2 actos administrativos 
que me calificaron el examen de la subfase general con la finalidad de aprobar esta 
subfase o demandar todo la actuación administrativa llamada IX curso de 
Formación Judicial con los costos fiscales que ello implique.  
 
Cabe resaltar señor(a) juez que los actuales aprobados de la convocatoria 27 no 
alcanzaran para proveer la totalidad de las actuales vacantes.  
 
En su momento la SU 067 de 2022 considero procedente la acción de tutela y 
expresó: 

 
16 CE-11001-03-15-000-2014-03142-01(AC)-2015 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., trece (13) de octubre de dos mil quince (2015) Actor: 
MARTHA YULIANA CUENCA SANCHEZ 
17 CE-11001-03-15-000-2014-03437-00(AC)-2015, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCION QUINTA Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO (E) Bogotá, D.C., veintidós (22) 
de enero de dos mil quince (2015) Actor: JEFERSON ALEXANDER CRUZ HERRERA 
18 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., quince (15) de marzo de dos mil doce (2012) Radicación 
número: 05001-23-31-000-2011-01917-01(AC) Actor: RUBEN DARIO MAYA BEDOYA 
19 CE-05001-23-33-000-2017-00471-01(AC)-2017 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER Bogotá, 
D.C., dieciséis (16) de mayo de dos mil diecisiete (2017) Radicación número: 05001-23-33-000-2017-00471-01(AC) Actor: 
LEIDY MILENA VILLADA FERNÁNDEZ 
20 CE-25000-23-41-000-2014-00904-01(AC)-2014, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION QUINTA Consejero ponente: ALBERTO YEPES 
BARREIRO Bogotá, D.C., tres (3) de septiembre de dos mil catorce (2014). Radicación número: 
25000-23-41-000-2014-00904-01(AC) Actor: LUIS ALBERTO SANDOVAL NAVAS Demandado: 
CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA 
21 
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%
2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID
%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse  
22 Argumento que desarrollé y probé en la solicitud de la medida cautelar. 

https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse


 
Planteamiento de un problema constitucional que desborde el marco de 
competencias del juez administrativo. Finalmente, la tercera salvedad 
reconocida por la jurisprudencia constitucional se basa en la especial índole 
que presentan ciertos problemas jurídicos. De conformidad con el criterio 
expresado en las sentencias T-160 de 2018 y T-438 de 2018, algunas demandas 
plantean controversias que desbordan el ámbito de acción del juez de lo 
contencioso administrativo. En tales casos, «las pretensiones del accionante no 
se dirigen a determinar la legalidad de los actos administrativos expedidos en 
desarrollo de la convocatoria, pretensión para la cual puede acudir a los medios 
de control de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino que pretende 
demostrar que la aplicación de estas normas, en su caso concreto, lesiona sus 
derechos fundamentales»23.  
 

 
3. Protección de Derechos Fundamentales: En el marco de un concurso de méritos, 

está en juego el derecho de acceso al trabajo. Por lo tanto, el concurso debe ser visto 
con rigor constitucional, y las controversias sobre la protección de derechos 
fundamentales deben ser resueltas de manera pronta y eficaz, lo cual generalmente 
se logra a través de la tutela24. 

 
4. Regla General de Improcedencia y Excepciones: Aunque la regla general es la 

improcedencia de la tutela para controvertir actos administrativos que reglamentan 
concursos de méritos, existen excepciones cuando se trata de proteger derechos 
fundamentales en situaciones concretas que afectan los presupuestos del Estado 
social de derecho25. 

En resumen, la acción de tutela puede ser procedente en concursos de méritos cuando se 
busca proteger derechos fundamentales y no existe otro medio judicial eficaz. Sin embargo, 
su uso debe ser excepcional y justificado por la urgencia y la necesidad de evitar un 
perjuicio irremediable. 

 
IV. PRETENSIONES 

 
 
Teniendo en cuenta los fundamentos facticos y de derecho que sustentan la presente acción 
de tutela, además del acervo probatorio que se recaude dentro del trámite de la acción, 
solicito acceder a las siguientes pretensiones: 
 
TUTELAR mis derechos fundamentales al debido proceso, la confianza legitima, la buena 
fe y el acceso a cargos públicos, vulnerados por la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 
y, en consecuencia, ORDENAR a la accionada que en un término improrrogable de 48 
horas: 
 

-EXPIDA un acto administrativo en el que: i) reconozca como acertadas las respuestas que 
di a las preguntas referidas en los argumentos séptimo y octavo de la presente acción  ii) 
DISPONGA mi inclusión definitiva o transitoria en la subfase especializada del curso 
concurso de formación judicial (IX curso de formación judicial). 
 
Subsidiariamente y en el evento de no considerase la anterior orden, pido que se 
DISPONGA mi inclusión provisional en la subfase especializada del curso concurso de 
formación judicial (IX curso de formación judicial), hasta que un juez ordinario resuelva la 
demanda que, en ese evento, presentaré contra los resultados de la subfase general del 
mencionado curso de formación judicial. 
 
Para ello, pido tener en cuenta las misma razones que expuse frente a la medida provisional 
solicitada, pues lo pedido no resulta oneroso para la autoridad accionada, dado que ya tiene 
contratada la subfase especializada para la totalidad de los dicentes que iniciamos la 
subfase general; es decir, incluirme provisionalmente en la subfase especializada, no 
implica para la accionada realizar una contratación diferente a la existente ni un 
desembolso o afectación presupuestal distinto a lo ya previsto.  

 
23 En ambos casos, la Corte revisó dos acciones de tutela de personas que habían sido excluidas 
de sendos concursos de méritos como consecuencia de razones que comprometían sus derechos 
fundamentales: en un caso, la exclusión se basó en el hecho de que el concursante tenía un 
tatuaje en su cuerpo; mientras que en el otro la determinación se basó en la estatura del aspirante. 
En opinión de la Corte, tales controversias excedían el ámbito de competencia de la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, pues planteaban un estricto problema de constitucionalidad, y no de 
legalidad. Por tal motivo, estimó procedente la solicitud de amparo. 
24 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., cinco (5) de abril de dos mil trece (2013). Radicación 
número: 41001-23-31-000-2012-00200-02(AC) Actor: JESÚS EDUARDO RINCÓN SILVA 
25 CE-11001-03-15-000-2019-00477-00(AC)-2019 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER Bogotá, D. 
C., veintinueve (29) de abril de dos mil diecinueve (2019) Radicación número: 11001-03-15-000-2019-00477-00(AC) Actor: 
AUSBERTO RODRÍGUEZ MORA Demandado: PRESIDENTE DEL CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE 
BOGOTÁ Y DIRECTORA DE LA UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN DE LA CARRERA JUDICIAL DEL CONSEJO SUPERIOR 
DE LA JUDICATURA 
 



 
Además, si mis reclamos se llegaren a descartar en un eventual proceso ordinario, la 
autoridad accionada no vería afectado su patrimonio por lo aquí pedido; situación que no 
ocurriría si mis reclamos son aceptados —como estoy convencido que son— y para ese 
momento no he realizado la subfase especializada, pues me causaría un perjuicio, dada la 
posición desigual y desventajosa en la que quedaría frente a los concursantes que iniciaron 
dicha subfase el 16/11/2024, dadas las consecuencia que ello trae frente a la 
conformación del registro de elegibles. Téngase en cuenta que, la subfase especializada será 
evaluada a más tardar el 30 de julio de 2025, término que, conforme a las reglas de la 
experiencia es muy inferior al de duración razonada del proceso ordinario que instauraría 
si no se accede a mi pretensión principal. 
 
 
 
 

V. ANEXOS  
 

1. Acuerdo PCSJA18-11077 de 16 de agosto de 2018, 

2. Los relacionados mediante link durante el texto. 

3. Resolución No. EJR24-944 de 2024.  

4. Respuesta masiva del 15 de julio de 2024, dada por la Unión Temporal “UT 
Formación Judicial 2019” ante peticiones hechas a la accionada. 

5. SYLLABUS JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA, que muestran las lecturas 
obligatorias y los rangos de páginas de lectura. 

6. Módulo “PROGRAMA DE FORMACIÓN ESPECIALIZADA ÁREA PENAL, Justicia 
Restaurativa en el Sistema de responsabilidad Penal para Adolescentes”. 

7. Módulo “PROGRAMA DE FORMACIÓN ESPECIALIZADA ÁREA PENAL, Justicia 
Restaurativa en el Sistema Acusatorio Penal”.  

8. Recurso de reposición presentado en sede administrativa, radicado el 25 de julio de 
2024. 

9. Dictamen sobre preguntas de taller correspondientes a 480 puntos y sus anexos 

 
 
 

VI. JURAMENTO 

 
 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 manifiesto bajo 
la gravedad del juramento, que no he interpuesto acción de tutela por los mismos hechos 
y derechos ante ninguna autoridad judicial. 
 

VII. NOTIFICACIONES  
 
La accionada: convocatoria27@cendoj.ramajudicial.gov.co; 
escujud@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
Nombre: ANDRÉS DÍAZ SALINAS 
C.C. : 1016042808 
Correo electrónico: andresdiazs509@gmail.com 
Calle 42 No. 8-56 Apto 303 de Tunja, Boyacá 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/unidad-de-administracion-de-carrera-judicial/acuerdo-de-convocatoria5
https://drive.google.com/file/d/1CzCjNfjWfPVqGdrFZCest-UTdPBK-9V5/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1CzCjNfjWfPVqGdrFZCest-UTdPBK-9V5/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1ag9la3BNclJqDa5jMazEvxfnMj7t6eAr/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1ag9la3BNclJqDa5jMazEvxfnMj7t6eAr/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1aX7IuH0aRuWOYNNln0lCr1fRLaH3d2tA/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1aX7IuH0aRuWOYNNln0lCr1fRLaH3d2tA/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1swIw-Sw1DT__1jlgOW7ugMscN3llHYuE/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1swIw-Sw1DT__1jlgOW7ugMscN3llHYuE/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1U7EqiNUw_HoBBbyd6-pB0u0tAzLYnY_Y/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1iGegPg8z8YE2W2PIhQq2lpQztdGfX61n/view?usp=sharing
mailto:convocatoria27@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:escujud@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Consejo Superior de la Judicatura 

Presidencia 
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ACUERDO PCSJA18-11077 
16 de agosto de 2018 

 
“Por medio del cual se adelanta el proceso de selección y se convoca al concurso de méritos 

para la provisión de los cargos de funcionarios de la Rama Judicial” 
 

EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los 
artículos 256 de la Constitución Política y 85 numerales 17 y 22, 162, 164, 165 y 168 de la 
Ley 270 de 1996, de conformidad con lo dispuesto en la sesión de 15 de agosto de 2018, y 
 

CONSIDERANDO 
 

Que con la creación del Consejo Superior de la Judicatura se implementó de manera 
efectiva la carrera judicial al asumir la responsabilidad de garantizar el acceso al servicio 
judicial en condiciones de concurrencia, participación profesional y regional, transparencia 
y solvencia profesional y ética, en beneficio del ejercicio independiente y autónomo de la 
función jurisdiccional y de la imparcialidad y calidad de las decisiones judiciales. 
 
Que esta función ha sido cumplida con la importancia y relevancia que merece, de 
manera que su ejecución se adelanta en forma planeada y de conformidad con el 
presupuesto asignado año a año por el Gobierno Nacional. 
 
Que es así como se está convocando al veintisieteavo proceso de selección, para invitar a 
participar dentro de esta convocatoria, a los ciudadanos colombianos, que reúnan los 
requisitos fijados por el legislador. 
 
Que la Carrera Judicial permite al Estado contar con servidores cuya experiencia, 
conocimiento y dedicación, contribuyan a alcanzar cada vez más, mejores índices de 
resultados, al contar también con las aptitudes para atender la alta responsabilidad de 
administrar justicia. 
 
Que a través de convocatoria pública y abierta se busca seleccionar a los abogados que 
se acerquen más y mejor al perfil de un juez con las competencias necesarias para el 
óptimo desempeño de sus funciones, de manera que se evalúen además de las 
exigencias de formación y experiencia, las características y rasgos o competencias 
comportamentales, así como los atributos profesionales, personales, éticos y gerenciales, 
que incluyen entre otros, cultura digital, razonamiento ético, liderazgo, trabajo en equipo, 
solución de conflictos, pensamiento conceptual y analítico. 
 
Que conforme lo señala la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, artículos 162 y 
164, al Consejo Superior de la Judicatura le compete reglamentar la forma, clase, 
contenido, alcances y demás aspectos de cada una de las etapas del proceso de 
selección y del concurso de méritos. 
 
Que por tanto, en el presente acuerdo se definen las etapas del proceso de selección y 
del concurso de méritos, bajo el entendido de que el proceso de selección para 
funcionarios comprende las etapas de concurso de méritos, conformación del registro 
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nacional de elegibles, elaboración de listas de candidatos, nombramiento y confirmación 
y, por su parte, el concurso de méritos comprende dos etapas sucesivas, de selección y 
de clasificación. 
 
Que se definen los cargos a convocar, de conformidad con las especialidades fijadas en 
la ley, enmarcadas dentro de la correspondiente área. 
 
Que para participar en el proceso de selección se requiere acreditar el cumplimiento de 
los requisitos mínimos señalados en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
Sin embargo, previa a su verificación -que se llevará a cabo con posterioridad a la 
presentación de las pruebas de aptitudes, conocimientos y psicotécnica-, los aspirantes 
tendrán que manifestarlo bajo la gravedad del juramento, con el objeto de que queden 
habilitados para la aplicación de las pruebas previstas en la convocatoria. 
 
Que la etapa de selección está comprendida por las fases de i) pruebas de aptitudes y 
conocimientos; ii) verificación de requisitos mínimos y iii) curso de formación judicial 
inicial, los cuales tienen carácter eliminatorio, en tanto que la etapa clasificatoria del 
concurso de méritos está dada, además de los puntajes obtenidos en la prueba de 
conocimientos, aptitudes y curso de formación judicial inicial, que revisten el carácter 
eliminatorio y clasificatorio, por los obtenidos en la prueba psicotécnica, experiencia y 
capacitación adicional, que se encuentran estos últimos, orientados al perfil del mejor juez 
posible. 
 

ACUERDA: 
 
ARTÍCULO 1. Adelantar el proceso de selección para la provisión de cargos de 
funcionarios de la Rama Judicial, que de conformidad con lo establecido en el artículo 162 
de la Ley 270 de 1996, comprende las etapas de: i) concurso de méritos, ii) conformación del 
Registro Nacional de Elegibles, iii) elaboración de listas de candidatos, iv) nombramiento y v) 
confirmación. 
 
ARTÍCULO 2. Convocar a los interesados en vincularse a la Rama Judicial en los cargos 

que se relacionan a continuación, para que se inscriban y participen en el concurso de 
méritos destinado a la conformación de los correspondientes Registros Nacionales de 
Elegibles. 

 
1. Magistrado de Tribunal Administrativo 
2. Magistrado de Tribunal Superior - Sala Civil 
3. Magistrado de Tribunal Superior - Sala Penal 
4. Magistrado de Tribunal Superior - Sala de Familia  
5. Magistrado de Tribunal Superior - Sala Laboral  
6. Magistrado de Tribunal Superior - Sala Civil – Familia 
7. Magistrado de Tribunal Superior - Sala Civil – Familia – Laboral 
8. Magistrado de Tribunal Superior - Sala Única 
9. Magistrado de Consejo Seccional de la Judicatura 
10. Magistrado de Sala Jurisdiccional Disciplinaria Seccional, Comisión Seccional de 

Disciplina Judicial o quien haga sus veces 
11. Juez Administrativo 
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12. Juez Civil del Circuito - Juez Civil del Circuito especializado en restitución de 
tierras - Juez Civil del Circuito de ejecución de sentencias – Juez Civil del 
Circuito que conoce procesos laborales 

13. Juez Penal del Circuito 
14. Juez de Familia 
15. Juez Laboral 
16. Juez Penal del Circuito para Adolescentes 
17. Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 
18. Juez Penal del Circuito Especializado - Juez Penal del Circuito Especializado de 

extinción de dominio 
19. Juez Promiscuo del Circuito 
20. Juez Promiscuo de Familia 
21. Juez Civil Municipal - Juez de Pequeñas Causas y competencia múltiple – Juez 

Civil Municipal de ejecución de sentencias 
22. Juez Penal Municipal 
23. Juez Penal Municipal para Adolescentes 
24. Juez Promiscuo Municipal 
25. Juez Laboral Municipal de Pequeñas Causas 

 
Sólo se permitirá la inscripción para un (1) cargo. 
 
Los cargos convocados pertenecen a las siguientes áreas: 
 

ÁREA O ESPECIALIDAD CARGOS 

CIVIL 

Magistrado de Tribunal Superior - Sala Civil / Restitución de Tierras 

Juez Civil del Circuito – Juez Civil del Circuito especializado en 
restitución de tierras – Juez Civil de Circuito que conoce de procesos 
laborales – Juez Civil del Circuito de ejecución de sentencias 

Juez Civil Municipal - Juez de Pequeñas Causas y competencia 
múltiple – Juez Civil Municipal de ejecución de sentencias  

PENAL 

Magistrado de Tribunal Superior - Sala Penal 

Juez Penal del Circuito 

Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

Juez Penal del Circuito para Adolescentes 

Juez Penal Municipal para Adolescentes 

Juez Penal del Circuito Especializado – Juez Penal del Circuito 
Especializado de extinción de dominio 

Juez Penal Municipal 

LABORAL 

Magistrado de Tribunal Superior - Sala Laboral 

Juez Laboral 

Juez Laboral Municipal de Pequeñas Causas 

FAMILIA 
Magistrado de Tribunal Superior – Sala de Familia 

Juez de Familia 

PROMISCUO 

Magistrado de Tribunal Superior - Sala Civil-Familia 

Magistrado de Tribunal Superior - Sala Civil-Familia-Laboral 

Magistrado de Tribunal Superior – Sala Única 

Juez Promiscuo del Circuito 

Juez Promiscuo Municipal 

Juez Promiscuo de Familia 
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CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 

Magistrado de Tribunal Administrativo 

Juez Administrativo 

DISCIPLINARIA 
Magistrado Comisión Seccional de Disciplina Judicial o Magistrado de 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria Seccional o quien haga sus veces 

ADMINISTRATIVA Magistrado Consejo Seccional de la Judicatura 

 
En caso de creación de despachos judiciales que correspondan a nuevas 
denominaciones, o modificaciones y necesidades respecto de los existentes, el Consejo 
Superior de la Judicatura hará la correspondiente homologación, para que sean provistos 
de los registros de elegibles vigentes. 
 
ARTÍCULO 3. El concurso es público y abierto. La convocatoria es norma obligatoria y 
reguladora de este proceso de selección, por tanto, de perentorio cumplimiento tanto para 
la administración como para los participantes, quienes con su inscripción, aceptan las 
condiciones y términos señalados en el presente Acuerdo. 
 
1. REQUISITOS 
 
1.1. Requisitos Generales 
 
Los aspirantes, en el término de inscripción, deberán acreditar el cumplimiento de los 
siguientes requisitos: 
 

 Presentar solicitud de inscripción en la forma y en las condiciones que fija el 
Acuerdo PCSJA17-10717 de 2017 y en los que más adelante se señalan. 
 

 Ser colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio y estar en pleno goce de 
sus derechos civiles. 

 No estar incurso en causal de inhabilidad o incompatibilidad, lo cual deberá 
acreditarse con una declaración juramentada suscrita por el aspirante, escaneada 
y cargada en formato PDF. 
 

 Tener título de abogado expedido por una universidad reconocida oficialmente o 
convalidado conforme a la ley. 

 
 No haber llegado a la edad de retiro forzoso. 

 
 Quienes aspiren a vincularse en el Distrito Judicial de San Andrés y Providencia, 

deben acreditar el cumplimiento de lo previsto en el artículo 45 de la Ley 47 de 
1993, junto con los demás requisitos legales, a efectos de obtener la confirmación 
por el correspondiente nominador.  

 
1.2. Requisitos Específicos 

 
 Para Magistrado de Consejo Seccional de la Judicatura1 

 

                                                 
1 Artículo 84 de la Ley 270 de 1996 
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- Tener título de especialización en ciencias administrativas, económicas o 
financieras, expedido por una universidad reconocida oficialmente o 
convalidado conforme a la ley. Esta especialización podrá compensarse con 
tres (3) años de experiencia específica en los mismos campos. 

 
- Acreditar experiencia específica en áreas administrativas, económicas o 

financieras, por un lapso no inferior a cinco (5) años y no tener antecedentes 
disciplinarios. 

 
 Para Magistrado de Comisión Seccional de Disciplina Judicial2 o Magistrado 

de Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Consejo Seccional de la Judicatura o 
quien haga sus veces 

 
- Acreditar experiencia profesional, por un lapso no inferior a ocho (8) años y 

no tener antecedentes disciplinarios. 
 
 Para Magistrado de Tribunal Administrativo o de Tribunal Superior de Distrito 

Judicial 
 

- Acreditar experiencia profesional, por un lapso no inferior a ocho (8) años. 
 

 Para Juez de categoría Circuito 

 
- Acreditar experiencia profesional, por un lapso no inferior a cuatro (4) años. 
 

 Para Juez de categoría Municipal 
 

- Acreditar experiencia profesional, por un lapso no inferior a dos (2) años. 
 
La experiencia profesional deberá ser adquirida con posterioridad a la obtención del 
título de abogado en actividades jurídicas o en ciencias administrativas, económicas o 
financieras, según sea el caso, ya sea de manera independiente o en cargos públicos o 
privados, o en el ejercicio de la función judicial. En todo caso, respecto de los cargos de 
juez municipal, juez del circuito y magistrado de tribunal, para estos efectos se computará 
como experiencia profesional la actividad como empleado judicial que se realice con 
posterioridad a la obtención del título de abogado.3 
 
El incumplimiento de uno o varios de los requisitos anteriores, será causal de 
rechazo4. 
 
2. REGLAS PARA LA INSCRIPCIÓN 
 
2.1 Quiénes pueden inscribirse 

                                                 
2 Ibídem 
3
 Art. 128 parágrafo 1.º de la Ley 270 de 1996. 

4 Art. 164 numeral 3.° de la Ley 270 de 1996 - Las solicitudes de los aspirantes que no reúnan las calidades señaladas 
en la convocatoria o que no acrediten el cumplimiento de todos los requisitos en ella exigidos, se rechazarán mediante 
resolución motivada contra la cual no habrá recurso en la vía gubernativa. 
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Podrán participar los ciudadanos colombianos de nacimiento, que cumplan los requisitos 
de acuerdo a la categoría y  especialidad del cargo por proveer y que para la fecha de la 
inscripción reúna los requisitos señalados en el numeral 1.º de esta convocatoria. Sólo se 
permitirá la inscripción a un único cargo. 
 
2.2 Material de inscripción 

 
Para la inscripción al concurso el aspirante deberá diligenciar el formulario electrónico 
dispuesto en el Portal de la Rama Judicial www.ramajudicial.gov.co, link concursos, y 
seleccionar el cargo de aspiración, dentro del término señalado para el efecto. En el 
formulario será obligatorio registrar el correo electrónico (e-mail) del aspirante. 
 
Al diligenciar el formulario en el aplicativo, el aspirante deberá declarar, bajo la gravedad 
del juramento, que cumple y acredita los requisitos mínimos exigidos para el cargo 
seleccionado y que son veraces y fidedignos los documentos que lo soportan, so pena de 
las investigaciones a que haya lugar y del rechazo de plano de la inscripción. 
 
2.3 Lugar y término 
 
Las inscripciones podrán hacerse durante las 24 horas, desde el día 27 de agosto a las 
cero horas (0:00) hasta el 7 de septiembre a las venticuatro horas (24:00), vía WEB, 
a través del Portal de la Rama Judicial www.ramajudicial.gov.co, link concursos. 
Para el efecto, el instructivo de inscripción hará parte del presente Acuerdo y se publicará 
en el citado Portal de la Rama Judicial; la información allí reportada se validará con la 
documentación que haya sido digitalizada y se vea reflejada en el aplicativo. 
 
Se dará soporte vía correo electrónico, a las peticiones allegadas hasta el jueves 6 de 
septiembre a las 12:00 m. 
 
Sólo podrá realizarse una inscripción, para lo cual el sistema arrojará un código de 
inscripción como validador de que seleccionó el cargo en el aplicativo y en caso de 
que el aspirante requiera cambio de cargo, deberá solicitarlo durante el término de 
las inscripciones al correo electrónico convocatorias@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
Posteriormente se publicará en la página WEB de la Rama Judicial, el listado de 
aspirantes inscritos, a efectos de conciliar las inscripciones, para lo cual los aspirantes 
podrán solicitar durante los tres días hábiles siguientes a la fecha de publicación, las 
correcciones a que haya lugar. 
 
2.4 Documentación  
 
Los aspirantes deberán anexar, de conformidad con el instructivo, en archivo de formato 
PDF, copia de los siguientes documentos o certificaciones, tanto para acreditar el 
cumplimiento de los requisitos mínimos exigidos para el cargo de aspiración, como para 
acreditar la experiencia y la capacitación que otorgan puntaje adicional. 
 

2.4.1 Fotocopia de la cédula de ciudadanía por ambas caras. En el evento de que la 
cédula esté en trámite, se deberá allegar fotocopia de la contraseña respectiva 

http://www.ramajudicial.gov.co/
http://www.ramajudicial.gov.co/
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expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil, en la que aparezca la 
foto e impresión dactilar del aspirante y la firma del funcionario 
correspondiente5.  

 
2.4.2 Fotocopia del acta de grado o del diploma de abogado o de la tarjeta 

profesional. 
 

2.4.3 Certificados de experiencia profesional. 
 

2.4.4 Certificados de ejercicio de la docencia en áreas jurídicas. 
 

2.4.5 Para el cargo de magistrado de Consejo Seccional de la Judicatura, se deberá 
acreditar, experiencia, capacitación o docencia en ciencias administrativas, 
económicas o financieras. 

 
2.4.6 Declaración juramentada de ausencia de inhabilidades e incompatibilidades. 

 
2.5 Presentación de la documentación. 

 
2.5.1 Los certificados de servicios prestados en entidades públicas o privadas, 

deben indicar de manera expresa y exacta: i) cargos desempeñados; ii) 
funciones, salvo que la ley las establezca y iii) fecha de ingreso y de retiro (día, 
mes y año).  

 
2.5.2 Las certificaciones deberán ser expedidas por el jefe de personal o el 

representante legal de la entidad o quien haga sus veces. 
  

2.5.3 Quienes hayan ejercido la profesión de abogado de manera independiente, 
deberán anexar certificaciones en las que conste la prestación de servicios 
profesionales y se indique de manera expresa y exacta las fechas de iniciación 
y terminación de las funciones encomendadas. Así mismo, la certificación 
deberá indicar con precisión, la dirección y número telefónico de quien la 
suscribe. No son conducentes para acreditar el ejercicio profesional, las 
declaraciones extra juicio del aspirante. 

 
2.5.4 El ejercicio del litigio se acreditará con certificaciones de los despachos 

judiciales en las que consten, de manera expresa y exacta, las fechas de 
iniciación y terminación de la gestión y el asunto o procesos atendidos. 

 
2.5.5 Las certificaciones para acreditar el ejercicio de la docencia, deberán ser 

expedidas por las respectivas entidades de educación superior oficialmente 
reconocidas, en las que conste la cátedra o cátedras dictadas y las fechas 
exactas de vinculación, tipo de vinculación, retiro y la dedicación.  

 
2.5.6 Para acreditar experiencia en virtud de la prestación de servicios profesionales 

a través de contratos, deberá allegarse la respectiva acta de cumplimiento o de 
iniciación y liquidación (día, mes y año) de los mismos, precisando las 

                                                 
5 Circular No. 031 del 9 de marzo de 2007, Expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil 
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actividades desarrolladas, que deberán ser de carácter jurídico o 
administrativo, económico y financiero, según el cargo de aspiración. No se 
admiten, ni se tendrán en cuenta textos de contratos que se anexen a la 
inscripción. 

 
2.5.7 Para el caso de certificaciones expedidas por personas naturales, las mismas 

deberán llevar la firma, nombre legible y número de cédula de empleador 
contratante, así como su dirección y teléfono. 

 
2.5.8 La formación y/o capacitación se debe acreditar, mediante la presentación de 

copia del acta de grado o de títulos de pregrado o postgrado relacionados con 
los cargos del área, ciencia o especialidad de aspiración o certificación del ente 
universitario donde conste que cursó y aprobó todas y cada de las asignaturas 
que comprende el pensum académico del post grado o que sólo se encuentra 
pendiente de ceremonia de grado. Tratándose de títulos de estudios de 
educación superior otorgados en el exterior, sólo serán admisibles mediante la 
convalidación y/u homologación de los mismos, en los términos del artículo 62 
de la Ley 1753 de 2015, el Decreto 1083 de 2015 y la sentencia T-232 de 2013 
proferida por la Corte Constitucional. 

 
2.5.9 Las certificaciones de experiencia laboral deben allegarse en orden 

cronológico comenzando desde el primer empleo o cargo a partir de la fecha 
de grado como abogado hasta el actual. No se deben enviar actas de 
posesión ni documentos irrelevantes para demostrar la experiencia. 

 
Las certificaciones que no reúnan las condiciones anteriormente señaladas, no 
serán tenidas en cuenta dentro del proceso de selección ni podrán ser objeto de 
posterior complementación. 
 
3. CAUSALES DE RECHAZO  

 
Serán causales de rechazo, entre otras: 
 

3.1.  No acreditar la condición de colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio.  
 
3.2. No acreditar el título de abogado.  
  
3.3. Para magistrado de Consejo Seccional de la Judicatura, exclusivamente, no 

acreditar el título de especialista en alguna de las áreas relacionadas en el 
numeral 2.4.6 de esta convocatoria. 

 
3.4. No acreditar el requisito mínimo de experiencia. 

 
3.5. No presentar la declaración juramentada de ausencia de inhabilidades e 

incompatibilidades.  
 

3.6. Inscripción extemporánea. 
 

3.7. Haber llegado a la edad de retiro forzoso. 
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3.8. No haber declarado bajo juramento al momento de la inscripción, que cumple y 

acredita los requisitos mínimos exigidos para el cargo seleccionado y que son 
veraces y fidedignos los documentos que los soportan. 

 
3.9. El incumplimiento de alguna de las obligaciones señaladas en la presente 

convocatoria, la ley y los reglamentos.  
 
4. ETAPAS DEL CONCURSO 
  
El concurso de méritos comprende dos (2) etapas: Selección y Clasificación. 
 
4.1 Etapa de Selección 
  
Comprende la Fase I - Prueba de Aptitudes y Conocimientos, la Fase II – Verificación de 
requisitos mínimos y la Fase III – Curso de Formación Judicial Inicial, las cuales ostentan 
carácter eliminatorio. (Artículos 164 - 4 y 168 LEAJ).  
   
Fase I. Prueba de aptitudes y conocimientos  
   
Los aspirantes inscritos al concurso serán citados a presentar las pruebas, en la forma 
indicada en el numeral 5.1 del presente acuerdo, las cuales evaluarán los siguientes 
atributos: (i) aptitudes y (ii) conocimientos. La prueba de conocimientos se encuentra 
constituida por dos componentes: uno general y otro específico relacionado con la 
especialidad seleccionada. 
 
En esta etapa, la calificación de las pruebas de aptitudes y conocimientos se hará a partir 
de una escala estándar entre 1 y 1.000 puntos.  La prueba de aptitudes se calificará entre 
1 y 300 puntos y la de conocimientos entre 1 y 700 puntos. Para aprobar se requerirá 
obtener un mínimo de 800 puntos, sumando los puntajes de las dos pruebas. 
 
Los puntajes de aptitudes y conocimientos serán determinados mediante Resolución 
expedida por la Unidad de Administración de la Carrera Judicial, por delegación. 
 
Posteriormente, para valorar la etapa clasificatoria, a los concursantes que hayan 
obtenido 800 puntos o más, se les aplicará una nueva escala de calificación según se 
explica en el acápite 4.2 de este Acuerdo. 
 
El diseño, administración y aplicación de las pruebas serán los determinados por el 
Consejo Superior de la Judicatura. Al momento de presentar las pruebas, los aspirantes 
suscribirán declaración juramentada de cumplir los requisitos mínimos para el desempeño 
del cargo seleccionado y así recibir el correspondiente cuadernillo. 
 
Las pruebas se llevarán a cabo en el lugar escogido al momento de la inscripción, no 
obstante los aspirantes podrán solicitar el cambio de sede para la presentación de las 
mismas, solamente dentro de los tres días siguientes a su citación. Una vez vencido el 
término, no se autorizarán cambios de sede para la presentación de la prueba. 
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La presentación y aprobación de las prueba de aptitudes y conocimientos no garantiza la 
permanencia en el concurso, se requiere adicionalmente la acreditación, en debida forma, 
del cumplimiento de los requisitos mínimos. 
 
Fase II. Verificación de requisitos mínimos 

  
La Unidad de Administración de la Carrera Judicial del Consejo Superior de la Judicatura, 
verificará el cumplimiento de los requisitos mínimos señalados en la presente 
convocatoria respecto de quienes aprobaron las pruebas de aptitudes y conocimientos y 
decidirá mediante Resolución sobre la admisión o rechazo al concurso, indicando la 
causal o causales que dieron lugar a la decisión.  
 
Sólo dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de dicha Resolución, los 
aspirantes rechazados podrán pedir la verificación de su documentación, mediante escrito 
que debe ser remitido únicamente al correo electrónico 
convocatorias@cendoj.ramajudicial.gov.co, dentro del citado término. Cualquier solicitud 
extemporánea o enviada por un medio diferente al correo indicado, se entenderá como no 
presentada. 
 
Fase III. Curso de Formación Judicial Inicial 

 
Los aspirantes que aprueben la prueba de conocimientos y de aptitudes y que reúnan los 
requisitos para el cargo de aspiración, serán convocados a través de la página web de la 
Rama Judicial www.ramajudicial.gov.co a participar en la Fase III - Curso de Formación 
Judicial Inicial, que estará a cargo del Consejo Superior de la Judicatura a través de  la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Para tal efecto deberán inscribirse 
obligatoriamente, en la fecha, lugar y hora que se indique en la citación. La no 
inscripción conllevará el retiro del proceso de selección del o de la aspirante. 
  
Modalidad: El curso concurso se impartirá en la modalidad b-learning, mediante 
actividades presenciales y virtuales,  según el cronograma de actividades que se dará 
conocer a los/las participantes, en la sede o sedes que determine esta Corporación, para 
lo cual se tendrán en cuenta, entre otras circunstancias, el número de concursantes  y sus 
lugares de inscripción.  
 
Sedes: El Consejo Superior de la Judicatura determinará la sede o sedes en las cuales 
se llevará a cabo el curso atendiendo, entre otras circunstancias, al número de aspirantes 
que participarán en el mismo y sus lugares de inscripción. 
 
Componentes del CFJI: El Curso de Formación Judicial Inicial, estará integrado por dos 
sub fases: General y Especializada. 
 
Puntaje aprobatorio y asistencia: Para aprobar el curso concurso, es indispensable 
aprobar cada una de las sub fases previstas con un puntaje mínimo de 800 puntos en una 
escala de 1 a 1.000. La aprobación de la sub fase general es prerrequisito para 
cursar la sub fase especializada, de manera que sólo los aspirantes que aprueben 
ambas sub fases y obtengan un puntaje final ponderado igual o superior a 800 puntos, 
continuarán en el proceso de selección e integrarán el correspondiente Registro Nacional 
de Elegibles. 

mailto:convocatorias@cendoj.ramajudicial.gov
http://www.ramajudicial.gov.co/
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La asistencia al 100% de las sesiones presenciales programadas en ambas sub fases 
del concurso es obligatoria. La inasistencia por causas justificadas por caso fortuito o 
fuerza mayor, debidamente probada, no podrá superar el 20%. La causa de la 
inasistencia deberá ser acreditada dentro de los cinco (5) días siguientes a ésta.  
 
Los gastos de desplazamiento, hospedaje y alimentación serán asumidos por cada uno/a 
de los participantes.  
  
Decisiones: Los puntajes de cada una de las sub fases, los recursos contra los mismos y 

sus correspondientes notificaciones, serán determinados, resueltos y realizadas por el 
Consejo Superior de la Judicatura a través de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, 
por delegación. Una vez en firme los actos administrativos que determinan los 
puntajes y que resuelven los recursos interpuestos, la Escuela Judicial consolidará 
los listados con los nombres de los discentes y sus respectivos puntajes finales; 

dichos listados serán remitidos a la Unidad de Administración de Carrera Judicial para que 
adelante la consolidación de los puntajes de la etapa clasificatoria del proceso de 
selección.   
  
Acuerdo Pedagógico: El Curso de Formación Judicial Inicial se regirá por las anteriores 

disposiciones y por las que se señalen en el correspondiente Acuerdo Pedagógico, que 
expida el Consejo Superior de la Judicatura para el efecto y que se constituye en norma 
rectora de su desarrollo en todas las sub fases, el cual será publicado en la Gaceta 
Judicial y en la página web de la Rama Judicial -www.ramajudicial.gov.co-.  
 
4.2. Etapa Clasificatoria 
  
Comprende los siguientes factores: i) Pruebas de aptitudes y conocimientos, ii) Prueba 
psicotécnica; iii) Curso de formación judicial inicial; iv) Experiencia adicional y docencia y 
v) Capacitación adicional.  
  
La puntuación se realizará así:  
 
I) Pruebas de aptitudes y conocimientos. Hasta 500 puntos. 

  
A los concursantes que obtengan 800 puntos o más en las prueba de aptitudes y de 
conocimientos, se les aplicará una nueva escala de calificación entre 300 y 500 puntos 
así: el menor puntaje de los aspirantes que superen las pruebas de aptitudes y 
conocimientos (800) será ahora de 300/500 y el mayor (1.000) será de 500/500. Los 
demás puntajes se asignarán proporcionalmente. 
 
II) Prueba psicotécnica. Hasta 200 puntos. 
 
La prueba psicotécnica se aplicará en la misma sesión que las pruebas de aptitudes y 
conocimientos; tiene un puntaje máximo de 200 puntos y es de carácter clasificatorio. 
Sólo se publicarán los resultados de la prueba psicotécnica de los concursantes que 
hayan aprobado las pruebas de aptitudes y conocimientos.  
 
III) Curso de Formación Judicial Inicial.  Hasta 200 puntos 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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A los concursantes que hayan superado satisfactoriamente la Fase III de la etapa de 
selección – Curso de Formación Judicial Inicial, esto es, quienes hayan obtenido entre 
800 y 1000 puntos, se les aplicará una nueva escala de calificación que oscila entre 100 y 
200 puntos. De tal forma que el menor puntaje para los aspirantes que superen el curso 
de formación (800) será 100/200 y el mayor (1.000) será 200/200. Los demás puntajes se 
asignarán proporcionalmente. 
 
IV) Experiencia adicional y docencia. Hasta 70 puntos. 
  

La experiencia laboral en cargos con funciones relacionadas con la especialidad a 
desempeñar, o en el ejercicio profesional independiente en áreas jurídicas o ciencias 
administrativas, económicas y financieras según el cargo, adicional a la experiencia 
mínima requerida, dará derecho a diez (10) puntos por cada año o proporcional por 
fracción de éste.  
  
La docencia en la cátedra en áreas jurídicas o en ciencias administrativas, económicas o 
financieras, cuando el cargo lo requiera6, dará derecho a cinco (5) puntos por cada 
semestre de ejercicio de tiempo completo. 
 
En todo caso, la docencia y la experiencia adicional no podrán ser concurrentes en el 
tiempo y el total del factor no podrá exceder de 70 puntos. 
  
V) Capacitación adicional. Hasta 30 puntos. 
  
Cada título de postgrado relacionado con la especialidad del cargo de aspiración, que se 
acredite en la forma señalada en el numeral 2.5.8 del presente Acuerdo, se calificará así: 
especialización 5 puntos; maestría 15 puntos y doctorado 30 puntos. En todo caso, no se 
calificarán más dos especializaciones y una maestría como capacitación adicional. 
  
Los postgrados que permitirán a los aspirantes obtener puntaje en el factor de 
capacitación adicional, deberán relacionarse directamente con la especialidad del cargo 
de aspiración, para lo cual, se aplicará la siguiente tabla de especialidades de cargos y 
postgrados, así: 
 
Título de postgrado en derecho por la especialidad de cargo (s) de aspiración 
 

Especialidad Cargo 
de Aspiración 

Postgrados que 
aplican a todas las 
especialidades  

Postgrados por Especialidad 

Civil 
Familia 

 
Derecho 
Derecho Constitucional 
Derechos Humanos    
Derecho Probatorio     
Derecho Procesal  
Filosofía del derecho 

Derecho Civil, Derecho Comercial, 
Derecho Económico, Derecho 
Económico y de Mercados, Derecho de 
Sociedades, Derecho Aduanero y de 
Comercio Exterior, Derecho 
Contractual, Derecho de Empresa, 
Derecho Financiero, Derecho de 

                                                 
6 Magistrado Consejo Seccional de la Judicatura 
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Especialidad Cargo 
de Aspiración 

Postgrados que 
aplican a todas las 
especialidades  

Postgrados por Especialidad 

 
 

Familia, Negociación, Conciliación y 
Arbitraje, Derecho de Propiedad 
Intelectual, Derecho Comercial y 
Marítimo, Derecho de Sociedades, 
Derecho de Mercado de Capitales, 
Derecho de Seguros, Derecho de 
Competencia y del Libre Comercio.  

Penal 

Derecho Penal, Casación Penal, 
Derecho Penal y Ciencias Forenses, 
Ciencias Forenses y Técnica 
Probatoria, Derecho económico y 
financiero. 

Laboral 
Derecho Laboral, Derecho Laboral y 
Seguridad Social, Derecho Médico 
Sanitario, Derecho del Trabajo.   

Contencioso 
Administrativa 

Derecho Administrativo, Derecho 
Contencioso Administrativo, Derecho 
Tributario, Derecho Económico, 
Derecho en Hacienda Pública, Derecho 
Ambiental, Derecho de las 
Telecomunicaciones, Derecho Electoral, 
Derecho Urbano, Gestión Jurídica 
Pública, Derecho Minero y Petróleos, 
Contratación Estatal, Derecho 
Sustancial y Contencioso 
Constitucional, Derecho Urbanístico, 
Derecho Público y Financiero, 
Responsabilidad y daño resarcible. 

Comisión Seccional 
de Disciplina Judicial 

Derecho Disciplinario y Derecho Penal. 

Consejo Seccional de 
la Judicatura 

Ciencias Administrativas, Económicas o 
Financieras.  

 
Y los demás posgrados afines a la especialidad del cargo a que se aspire. 
 
Para los cargos de magistrado de sala única y de salas integradas por diferentes 
especialidades y juez promiscuo del circuito, se aplican los diferentes postgrados de las 
especialidades enunciadas anteriormente, excepto las específicas para la especialidad 
contenciosa administrativa.   
 
Para el cargo de juez promiscuo municipal se aplican los diferentes postgrados de las 
especialidades enunciadas anteriormente, excepto las específicas para la especialidad 
contenciosa administrativa y laboral. 
 
Con relación al cargo de juez promiscuo de familia se aplican los postgrados de las 
especialidades civil y penal. 
 
En todo caso, el factor de capacitación adicional no podrá exceder de 30 puntos. 
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5. CITACIONES, NOTIFICACIONES Y RECURSOS 

  
5.1. Citaciones 
 

 Los aspirantes inscritos al concurso de méritos serán citados a la presentación de 
las pruebas de aptitudes y conocimientos, y psicotécnica, a través de la página 
web de la Rama Judicial www.ramajudicial.gov.co, en la que se indicará día, hora y 
lugar de presentación de las mismas. 

  
 Los aspirantes que superen la prueba de aptitudes y conocimientos, que cumplan 

los requisitos para el ejercicio del cargo, una vez sean admitidos en el concurso, 
serán citados a través de la página Web de la Rama Judicial 
www.ramajudicial.gov.co y deberán inscribirse, dentro del término que allí se 
señale, al Curso de Formación Judicial Inicial, si a ello hubiere lugar. En la 

citación se indicará día, hora y lugar de la inscripción. La omisión de este deber 
determinará el retiro del concurso. 

 
De la misma manera se procederá cuando en desarrollo del proceso de selección 
se requiera hacer otras citaciones. 

 
5.2. Notificaciones 

  
 La notificación de las decisiones que conlleven dicha diligencia, se realizarán 

mediante su fijación durante el término cinco (5) días hábiles, en el Consejo 
Superior de la Judicatura. De igual manera se informará a través de la página web 
de la Rama Judicial, www.ramajudicial.gov.co y en los Consejos Seccionales de la 
Judicatura.   

 
De la misma forma se notificarán todos los actos de carácter particular y concreto 
que expidan, por delegación, la Unidad de Administración de la Carrera Judicial y 
la “Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla”, en desarrollo del proceso de selección, 
incluidos los que resuelven los recursos. 

 
5.3. Recursos 
  

 Sólo procede recurso de reposición contra los siguientes actos: 
 

1. Resultado de las pruebas de aptitudes y conocimientos, el cual será 
resueltos por la Unidad de Administración de la Carrera Judicial, por 
delegación. 

2. Eliminatorios de cada una de las sub fases, general o especializada, dentro 
del Curso de Formación Judicial Inicial, los cuales serán resueltos por la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, por delegación. 

3. Acto administrativo que contiene el puntaje obtenido por los aspirantes en 
la etapa clasificatoria, el cual será resuelto por la Unidad de Administración 
de la Carrera Judicial, por delegación. 

 

http://www.ramajudicial.gov.co/
http://www.ramajudicial.gov.co/
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El recurso deberá presentarse por escrito, por parte de los interesados, ante la Unidad de 
Administración de la Carrera Judicial o la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, según 
sea el caso, dirigido al correo electrónico dispuesto para el efecto, dentro de los diez (10) 
días siguientes a la desfijación de la respectiva resolución y de conformidad con lo 
establecido en el artículo 77 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.  
  
No procederá recurso contra los puntajes que de conformidad con este reglamento, ya 
hubieren sido objeto de un recurso anterior. 
 
6. REGISTRO DE ELEGIBLES 
  
6.1. Registro 
  
Concluida la etapa clasificatoria con la firmeza del acto administrativo que da a conocer 
los puntajes finales de los aspirantes, expedida por la Unidad de Administración de 
Carrera Judicial, por delegación, el Consejo Superior de la Judicatura procederá a 
conformar los correspondientes Registros Nacionales de Elegibles, según orden 
descendente de puntajes por categoría de cargo y especialidad. 
 
En caso de que los registros de elegibles de esta convocatoria (27) se expidan sin que se 
hayan agotado los que le anteceden (convocatorias 20 y 22), las relaciones de aspirantes 
por sede incluirán en primer término a integrantes de éstas y a continuación a los de 
aquella, debiéndose agotar las listas resultantes en este mismo orden. 
 
6.2. Reclasificación 
  

Los factores susceptibles de modificación mediante reclasificación, son los de experiencia 
adicional, docencia y capacitación adicional, teniendo en cuenta los puntajes establecidos 
en la convocatoria para los mismos factores y conforme la documentación que sea 
presentada por los integrantes del Registro de Elegibles que tengan su inscripción 
vigente, de conformidad con lo establecido en el artículo 165 de la Ley 270 de 1996 y las 
disposiciones legales y el reglamento vigente.  
  
6.3. Opciones de sede  
  
Esta se realizará de conformidad con el parágrafo del artículo 162 y 165 de la Ley 270 de 
1996 y el reglamento vigente. Para quienes aspiren a vacantes en el Distrito Judicial de 
San Andrés Isla, deberán acreditar el cumplimiento de lo previsto en el artículo 45 de la 
Ley 47 de 1993, junto con los demás requisitos legales, a efectos de obtener la 
confirmación por el correspondiente nominador.  
 
7. LISTAS DE CANDIDATOS 
 
Para magistrado de tribunal administrativo, magistrado de tribunal superior de distrito judicial, 
magistrado de consejo seccional de la judicatura y magistrado de comisión seccional de 
disciplina judicial, de la sala jurisdiccional disciplinaria o quien haga sus veces, el Consejo 
Superior de la Judicatura conformará y remitirá las listas de candidatos con base en las 
cuales se procederá al nombramiento por la respectiva autoridad nominadora. 
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Para los jueces de la República, los Consejos Seccionales de la Judicatura conformarán y 
remitirán a los respectivos nominadores las listas de candidatos con base en las cuales se 
procederá al nombramiento. 
 

La conformación de listas de candidatos se realizará conforme al reglamento vigente.  
 
8. NOMBRAMIENTO Y CONFIRMACIÓN 
  
Una vez recibida la lista de candidatos por parte del nominador, éste procederá a realizar 
el nombramiento y su confirmación en la forma y términos señalados en los artículos 133 
y 167 de la Ley 270 de 1996. 
 
En el evento de que el respectivo nominador tenga conocimiento de que alguno de los 
integrantes de la lista de candidatos conformada para la provisión de un cargo, ya fue 
confirmado para otro cargo de igual especialidad y categoría o no se encuentra vigente su 
inscripción en el Registro de Elegibles para el mismo, debe abstenerse de considerar su 
nombre para la provisión de aquel.  
 
9. EXCLUSIÓN DEL PROCESO DE SELECCIÓN 
  
La ausencia de requisitos al momento de la inscripción, para el cargo de aspiración, 
determinará el retiro inmediato del proceso de selección, cualquiera que sea la etapa del 
proceso, previa a la firmeza del correspondiente Registro de Elegibles. 
 
Así mismo, cuando en cualquiera de las etapas del concurso se detecte la comisión de 
irregularidades o ilegalidades por parte de un aspirante, o se establezca que las 
afirmaciones hechas bajo la gravedad de juramento no concuerdan con la realidad, el 
Consejo Superior de la Judicatura lo excluirá del concurso y compulsará copias a las 
autoridades competentes. 
 
10. CONCURSO DESIERTO 
 
Se declarará desierto el concurso cuando ninguno de los aspirantes haya obtenido el 
puntaje mínimo aprobatorio en las pruebas de aptitudes y conocimiento; cumpla con los 
requisitos mínimos exigidos para el cargo o apruebe el Curso de Formavión Judicial Incial. 
 
ARTÍCULO 4. La convocatoria contenida en el presente Acuerdo, se dará a conocer 
mediante publicación en la Gaceta de la Judicatura y en la página web de la Rama 
Judicial -www.ramajudicial.gov.co-. A título informativo se fijará en el Consejo Superior de 
la Judicatura y en los Consejos Seccionales de la Judicatura, en la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y en las Direcciones Seccionales de Administración Judicial.  
 
ARTÍCULO 5. Los Consejos Seccionales de la Judicatura, las Direcciones Seccionales de 

Administración Judicial y las Oficinas de Apoyo Administrativo colaborarán en la 
realización de las distintas actividades del concurso, de acuerdo con las instrucciones que 
impartirá la Corporación. 
  

http://www.ramajudicial.gov.co/
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La Unidad de Administración de la Carrera Judicial tendrá a su cargo la coordinación, con 
el apoyo logístico de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el de las demás 
Unidades del Consejo Superior de la Judicatura, en lo que fuere de su competencia. 
  
La Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” tendrá bajo su responsabilidad el desarrollo de 
las diferentes actividades relacionadas con la inscripción, implementación, evaluación, 
notificación y publicación de los resultados del Curso de Formación Judicial Inicial, hasta 
su culminación, y una vez en firme, remitirán consolidados los resultados finales a la 
Unidad de Administración de la Carrera Judicial.    
 
ARTÍCULO 6. El presente Acuerdo rige a partir de su publicación en la Gaceta de la 
Judicatura y deroga todas las normas que le sean contrarias. 
 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
Dado en Bogotá D. C., a los dieciséis (16) días del mes de agosto del año dos mil 
dieciocho (2018). 

 
 
 
 
 

EDGAR CARLOS SANABRIA MELO 
Presidente 

 
 
 
 
 
UCJ/CMGR 
PCSJ/GANN/JMDM/JFLS 



 
 

Consejo Superior de la Judicatura 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 

 
Calle 11 No. 9A – 24  Piso 4.  Tel: 3 550666 
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SC5780-4 

 

 
RESOLUCION No. EJR24-944 

 

“Por medio de la cual se resuelve un recurso de reposición contra la Resolución 
EJR24-298 del 21 de junio de 2024, corregida por la Resolución EJR24-317 del 28 

de junio de 2024”  
 

LA DIRECTORA DE LA ESCUELA JUDICIAL “RODRIGO LARA BONILLA”, 
UNIDAD DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

 
En ejercicio de las facultades conferidas por los acuerdos PCSJA18-11077 del 16 
de agosto de 2018 y PCSJA19-11400 del 19 de septiembre de 2019 (aclarado 
mediante el Acuerdo PCSJA19-11405 del 25 de septiembre de 2019), proferidos 
por el Consejo Superior de la Judicatura y teniendo en cuenta los siguientes: 

 
1. ANTECEDENTES 

 
El Consejo Superior de la Judicatura realizó, en el marco de sus funciones 
constitucionales1 y legales2, la veintisieteava convocatoria para el proceso de selección de 
jueces/zas y magistrados/das (Convocatoria 27), la cual fue reglamentada por el Acuerdo 
PCSJA18-11077 de 16 de agosto de 20183. En el referido Acuerdo, se dispuso que la 
etapa de selección de la Convocatoria 27 comprende las siguientes fases: (i) pruebas de 
aptitudes y conocimientos, (ii) verificación de requisitos mínimos y (iii) curso de formación 
judicial inicial, las cuales tienen carácter eliminatorio. 
 
A su vez, en el numeral 4.1 del Acuerdo se estableció que los aspirantes que superaran la 
prueba de aptitudes y de conocimientos (Fase I) y que reunieran los requisitos para el 
cargo al que aspiran (Fase II), serían convocados a participar en la Fase III, denominada: 
Curso de Formación Judicial Inicial, que estará a cargo del Consejo Superior de la 
Judicatura, a través de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. 

 
Lo anterior, en concordancia con el artículo 160 de la Ley 270 de 1996, el cual 
señala que, para el ejercicio de cargos de carrera de la Rama Judicial, además de 
los requisitos exigidos en las disposiciones generales, se requiere haber superado 
satisfactoriamente el proceso de selección. Adicionalmente, establece que el 
acceso por primera vez a cualquier cargo de funcionario de carrera requerirá de la 
previa aprobación del curso de formación judicial Inicial.  
 
A su vez, el artículo 168 de la referida ley establece que el curso de formación 
judicial inicial tiene por objeto formar al aspirante para el adecuado desempeño de 

 
1 Artículo 256, Constitución Nacional.  
2 Artículo 160, Ley 270 de 1996. 
3 “Por medio del cual se adelanta el proceso de selección y se convoca al concurso de méritos para la 
provisión de los cargos de funcionarios de la Rama Judicial”. 
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la función judicial y puede realizarse como parte del proceso de selección, caso en 
el cual tendrá efecto eliminatorio en modalidad de curso-concurso. 
 
En desarrollo de tales preceptos, el Consejo Superior de la Judicatura profirió el 
Acuerdo Pedagógico mediante el Acuerdo PCSJA19-11400 del 19 de septiembre 
de 2019, el cual rige el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a 
cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en todas las especialidades” 
(aclarado con el Acuerdo PCSJA19-11405 del 25 de septiembre de 2019). 
 
Dicho Acuerdo Pedagógico facultó a la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 
para expedir los actos administrativos de carácter general y particular, tendientes a 
lograr su adecuada implementación4. En consecuencia, una vez surtido el proceso 
de inscripción por parte de los aspirantes que aprobaron las Fases I y II de la 
Convocatoria 275, la Escuela Judicial profirió la Resolución EJR23-349 del 9 de 
octubre de 20236, por medio de la cual se publicó el Anexo 1 con el listado de los 
aspirantes admitidos al IX Curso de Formación Judicial Inicial.  
 
Bajo este supuesto, y de conformidad con el Cronograma definido por el Consejo 
Superior de la Judicatura, la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” dio inicio al IX 
Curso de Formación Judicial Inicial con la subfase general, la cual comprendió 
ocho (8) programas, cada uno dividido en dos (2) unidades temáticas7. 
 
Dichos programas fueron cursados por los discentes a través del campus virtual8, 
en el periodo comprendido entre el 3 de diciembre de 2023 y el 27 de abril de 
2024. Esto, teniendo en cuenta que, de conformidad con el Acuerdo Pedagógico, 
el desarrollo del proceso formativo y evaluativo de la subfase general se 
adelantaría bajo la modalidad virtual9: 
 
Atendiendo al Cronograma previsto por el Consejo Superior de la Judicatura, una 
vez finalizadas las actividades en el campus virtual, y de acuerdo con la naturaleza 
eliminatoria del IX Curso de Formación Judicial Inicial10, los días 19 de mayo y 2 
de junio de 2024 se llevaron a cabo las jornadas de evaluación de la subfase 
general. En dichas sesiones se evaluaron los ocho (8) programas establecidos en 
el siguiente orden: para la jornada del 19 de mayo, Habilidades Humanas, 

 
4 Artículo 2, Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 del 19 de septiembre de 2019. 
5 Capítulo V, ibídem. 
6 “Por medio de la cual se conforma y publica la lista de discentes admitidos para participar en el IX Curso de 
Formación Judicial Inicial, en cumplimiento del Acuerdo PCSJA18-11077 de 16 de agosto de 2018 y Acuerdo 
PCSJA19-11400 del 19 de septiembre de 2019”. 
7 Numeral 6.1., Capítulo III, ibídem.  
8 https://campus.ix-cursoformacionjudicial.com/. 
9 Numeral 6.1., Capítulo III. op cit: “6.1 Programas, unidades de aprendizaje y temáticas de la subfase general 
/ Modalidad: La subfase general se desarrollará de manera virtual” 
10 Numeral 1, Capítulo VII, op cit: “Por disposición del artículo 168 de la ley 270 de 1996 y el Acuerdo 
PCSJA18-11077 de 16 de agosto de 2018 (…), el IX Curso de Formación Judicial Inicial tiene carácter 
eliminatorio y clasificatorio, por lo tanto, cada una de las actividades que se desarrollen deberán ser evaluadas 
y calificadas de conformidad con las condiciones y requisitos indicados en el presente Acuerdo Pedagógico”. 
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Interpretación Judicial y Estructura de la Sentencia, Justicia Transicional y Justicia 
Restaurativa, Argumentación Judicial y Valoración Probatoria; para la jornada del 
2 de junio, los programas de Ética, Independencia y Autonomía Judicial, Derechos 
Humanos y Género, Gestión Judicial y Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, y Filosofía del Derecho e Interpretación Constitucional. 
 
Surtidas las anteriores jornadas, la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” expidió 
la Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 202411, por medio de la cual publicó 
los puntajes finales obtenidos por los discentes en la evaluación de la subfase 
general del IX del Curso de Formación Judicial Inicial. El anterior acto 
administrativo fue corregido mediante la Resolución EJR24-317 del 28 de junio de 
2024, que subsanó un error de digitación frente a la fecha para la interposición del 
recurso de reposición, precisando que este podría ser interpuesto por el término 
de diez (10) días, del 15 al 26 de julio de 2024. 
 
Conforme al cronograma del IX Curso de Formación Judicial Inicial, los días 7 y 14 
de julio de 2024 se llevaron a cabo las jornadas de exhibición, a través del campus 
virtual donde se desarrolló el proceso formativo y evaluativo. Para tal fin, se 
expidió el “Protocolo de exhibición de pruebas subfase general evaluación 19 de 
mayo y 2 de junio de 2024 – IX curso de formación judicial inicial”12, mediante el 
cual se estableció el procedimiento a seguir para realizar la exhibición y consulta 
de las pruebas presentadas en la subfase general. 
 
Dentro del término establecido, del 15 al 26 de julio de 2024, los discentes del IX 
Curso de Formación Judicial Inicial presentaron sus recursos de reposición contra 
la Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 2024 (corregida mediante la 
Resolución EJR24-317 del 28 de junio de 2024).  
 

2. CONSIDERACIONES 

 
2.1. Sobre la procedencia del recurso 

 
Con el propósito de verificar la procedencia del recurso, la Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla” comprobará dos aspectos: (i) que el discente no haya 
obtenido un resultado mayor o igual a 800 puntos13 (ii) y que el recurso haya sido 
presentado a través del aplicativo dispuesto para tal fin o de manera física ante 

 
11 “Por medio de la cual se publican los resultados de la subfase general del IX Curso de Formación Judicial Inicial’’. 
12 Al cual se podía acceder escaneando el código QR, que fue puesto a disposición de los discentes mediante la página 
web: https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/noticia/protocolo-de-exhibicion-de-pruebas.  
13 Numeral 5.1., Capítulo VII, Acuerdo Pedagógico. “Desarrollada la totalidad de las actividades académicas de la subfase 

general, la Directora de la Escuela Judicial por delegación mediante acto administrativo, notificará las calificaciones 
obtenidas por los discentes. Dicho acto administrativo será susceptible del recurso de reposición, en los términos de la Ley 
1437 de 2011, modificada por la ley 1755 de 2015, solamente respecto de aquellos discentes que no aprobaron la subfase 

general por no obtener como mínimo 800 puntos”. 
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esta Unidad14. Esto, atendiendo a lo dispuesto en los numerales 5.1. y 9 del 
Capítulo VII del artículo primero del Acuerdo Pedagógico.  
 
Por otra parte, atendiendo a que algunos discentes radicaron su recurso de 
reposición en reiteradas ocasiones a través del campus virtual, en virtud del 
principio de eficiencia y economía administrativa, la Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla” los incluirá en un único pronunciamiento. Esto, sin perjuicio del análisis al 
que haya lugar frente argumentos o documentos adicionales, remitidos dentro del 
término para la interposición de recursos, los cuales también serán objeto de 
pronunciamiento. 
 
2.2. Alcance del pronunciamiento en sede del recurso 

 

El recurso de reposición es un mecanismo de defensa mediante el cual el 
interesado tiene la oportunidad de ejercer el derecho de controvertir una decisión 
de la administración, para que confirme, aclare, modifique, adicione o revoque el 
acto recurrido. Por lo tanto, con la interposición del recurso de reposición, el 
recurrente tuvo la oportunidad para manifestar su inconformidad respecto de su 
calificación publicada en la Resolución EJR24 - 298 de 2024 “Por medio de la cual 
se publican los resultados de la subfase general del IX Curso de Formación 
Judicial Inicial”. 
 
En atención a lo previsto en el inciso segundo del artículo 80 del CPACA15, la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” resolverá todas las peticiones que el 
recurrente haya planteado de manera oportuna. Igualmente, se pronunciará sobre 
las que surjan con motivo del recurso16.  
 
Se resalta que el recurso de reposición es un instrumento de auto tutela de la 
administración que pretende la fiabilidad y coherencia de la actuación 
administrativa, de modo que se corrijan los errores17, sin que su aplicación 
menoscabe el principio de confianza legítima.  

 
14 Numeral 9, Capítulo VII, Acuerdo Pedagógico: “Contra los resultados de las evaluaciones, de las subfases general y la 
especializada en forma independiente del IX Curso de Formación Judicial Inicial solo procederá el recurso de reposición que 
deberá presentarse y sustentarse a través del aplicativo dispuesto para tal fin o de manera física ante la Escuela Judicial 

(…)” Subrayado por fuera del texto. 
15 Articulo 80 CPACA “la decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido oportunamente planteadas y las que surjan 
con motivo del recurso” 
16 Al respecto, ver: Santofimio, J. Compendio de derecho administrativo (1.ª ed.). Universidad Externado de 
Colombia. https://publicaciones.uexternado.edu.co/gpd-compendio-de-derecho-administrativo-9789587727951.html. “(…) 
De ahí que el legislador exija los mismos requisitos que para la expedición del primer acto, para el acto final, esto es, para el 

que resuelve la vía gubernativa; en ese sentido, abordará todas las cuestiones que se hayan planteado y las que aparezcan 
con motivo del recurso, aunque no lo hubieren sido antes (…)” Subrayado por fuera del texto. 
17 Corte Constitucional. Sentencia SU-067 del 24 de febrero de 2022. M.P. Paola Andrea Meneses Mosquera: 169. 

Existencia de instrumentos que permiten la corrección de las irregularidades y equivocaciones cometidas por la 
Administración. En razón de lo anterior, el ordenamiento jurídico ha dispuesto un conjunto de instrumentos y acciones 
judiciales que permiten subsanar los desaciertos en que hayan incurrido las autoridades. (…) los recursos de reposición y 

apelación[144], que se emplean en el curso de las actuaciones administrativas, les brindan a aquellas la oportunidad de 
ajustar sus actuaciones a las normas pertinentes. Son mecanismos de autotutela, en los cuales la propia Administración 
sujeta, bien sea de manera rogada o espontánea, sus determinaciones a los dictados del ordenamiento (…). / En la medida 

en que es un instrumento de racionalización del poder público, que pretende satisfacer las expectativas de fiabilidad y 

http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/
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Por otra parte, en virtud de los principios que orientan la función administrativa 
establecidos en el artículo 209 de la Constitución Política, del debido proceso 
administrativo y de favorabilidad, la Escuela Judicial analizará los motivos de 
inconformidad expuestos por el discente, así como todos los aspectos que consten 
en el desarrollo de la presente actuación administrativa y, de ser procedente, 
ajustará la actuación en derecho. 
 
Finalmente, se precisa que la Escuela Judicial se abstendrá de adoptar decisiones 
que le resulten desfavorables para el recurrente, de manera que en todo caso 
reconocerá la nota que les resulte más favorable. 
 
2.3. Análisis frente a los motivos de inconformidad 

 
Para una mejor comprensión, claridad y concreción de la decisión, una vez 
revisado y analizado el recurso, los motivos de inconformidad expuestos por el 
discente serán abordados y decididos por temáticas, sin transcribir apartes del 
recurso. En primer lugar, se analizarán los motivos de inconformidad que se 
refieran a aspectos generales del IX Curso de Formación Judicial Inicial. En 
segundo lugar, se evaluarán los motivos de inconformidad específicos frente al 
contenido del cuestionario aplicado en las jornadas de evaluación de la subfase 
general.  
 
Respecto a las pruebas oportunamente aportadas en los recursos, la Escuela 
Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” procederá a incorporar y valorar aquellas que 
resulten conducentes, pertinentes y útiles para resolver la presente actuación 
administrativa. Esto, de conformidad con lo previsto en los artículos 4018, 77 y 79 
del CPACA, así como de lo previsto en el artículo 16719 del Código General del 
Proceso. 
 

3. CASO EN CONCRETO 

 
3.1. Procedencia del recurso 

 
El señor Andrés Diaz Salinas, identificado con la cédula de ciudadanía 
1.016.042.808, fue admitido al IX Curso de Formación Judicial Inicial, según 
consta en el Anexo 1 de la Resolución EJR23-349 del 9 de octubre de 2023:  
 

 
coherencia de los administrados, la confianza legítima no puede ser argüida con el propósito de que la Administración 
persevere en errores precedentes o en la violación de los principios del texto superior”. 
18 Inciso tercero, Art. 40, CPACA. “Serán admisibles todos los medios de prueba señalados en el Código de Procedimiento 
Civil”. 
19 Art. 165, CGP: “Son medios de prueba la declaración de parte, la confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el 

dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios, los informes y cualesquiera otros medios que sean 
útiles para la formación del convencimiento del juez. / El juez practicará las pruebas no previstas en este código de acuerdo 
con las disposiciones que regulen medios semejantes o según su prudente juicio, preservando los principios y garantías 

constitucionales”. 
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CÉDULA CARGO ESPECIALIDAD 

1.016.042.808 Juez Civil 

 
En su calidad de discente participó de manera efectiva en las jornadas de 
evaluación de la subfase general los días 19 de mayo y 2 de junio de 2024. Según 
los resultados publicados en el Anexo de la Resolución EJR24-298 del 21 de junio 
de 2024, obtuvo un puntaje final de “783,770”, por lo cual su estado es de 
“Reprobado”. 
 
El señor Andrés Diaz Salinas interpuso recurso de reposición contra la 
Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 2024, entre el 15 y 26 de julio a través 
de la plataforma de tickets. Como anexo al recurso, el discente aportó los 
documentos que se relacionan y se analizan en el numeral 3.2. 
 
Analizado el recurso, la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” encuentra que este 
es procedente, teniendo en cuenta que el puntaje que obtuvo el discente en la 
evaluación de la subfase general es inferior a 800 y, cumple con los requisitos 
previstos en los artículos 76 y 77 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo (CPACA – Ley 1437 de 2011), pues el recurrente: (i) 
lo interpuso dentro del término establecido en la EJR24-298 de 21 de junio de 
2024, corregida por la Resolución EJR24– 317 de 28 de junio de 2024; (ii) 
sustentó los motivos de su inconformidad contra el acto atacado; (iii) relacionó las 
pruebas que pretende hacer valer; e (iv) indicó el nombre y su dirección de 
notificación.  
 
Por lo expuesto, la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” procederá a 
pronunciarse sobre (i) las pruebas aportadas y pedidas con el recurso; (ii) los 
motivos de inconformidad frente aspectos generales y (iii) los motivos de 
inconformidad frente al cuestionario aplicado en las jornadas de evaluación de la 
subfase general. 
 

3.2. Pronunciamiento sobre las pruebas  

 
Para sustentar algunos de los motivos de inconformidad, el discente Andrés Diaz 
Salinas solicitó las siguientes pruebas:  
 

3.1.1. Copia del Syllabus de cada programa 
3.2.1.  “Copia de la grabación de mis jornadas de presentación de la prueba para 
corroborar que las respuestas marcadas correspondan con las respuestas que 
dice la Escuela Judicial que marqué, ya que la evaluación virtual no genera 
garantías sobre si la parte de respuestas corresponden con las verdaderamente 
seleccionadas o el sistema las cambió aleatoriamente de tal manera que sirva para 
subsanar el proceso de exhibición de una evaluación virtual”. 
3.2.2. “Anexo técnico de planeación del diseño de las pruebas que indique los 
aspectos psicométricos a considerar como número de ítems construidos, el nivel 
cognitivo de cada ítem construido, el nivel de dificultad de cada ítem, justificación 
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de la medición de la competencia en términos de relevancia y pertinencia temática, 
justificación de la clave de respuesta y de los distractores, y demás aspectos 
proyectados en la planeación de la prueba. De no tener nada de lo anterior, 
certificar dicho hecho”. 

 
Analizado el contenido de los documentos relacionados y solicitados, se procede a 
evaluar la conducencia, pertinencia y utilidad de cada uno de ellos, precisando que 
de conformidad con lo dispuesto en el acuerdo pedagógico20, el acto 
administrativo de calificaciones de la subfase general será susceptible del recurso 
de reposición, de manera que su trámite y lo referente a las pruebas se efectúa en 
los términos dispuestos en la Ley 1437 de 2011. Precisado lo anterior, la Escuela 
Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” se pronuncia en los siguientes términos: 
 
Frente a las pruebas relacionadas en el numeral 3.2.1 se tendrán como 
documentales21. Se precisa que los Syllabus son los instrumentos a partir de los 
que se planificaron los programas del IX Curso de Formación Judicial Inicial y, por 
ende, ya forman parte de la presente actuación administrativa, de manera que 
serán tenidos en cuenta para decidir los reparos que se relacionen con ellos.  
 
En lo que respecta a la solicitud del numeral 3.2.2 se precisa que con el propósito 
de decidir las inconformidades que tienen que ver con la marcación de las 
respuestas, se revisaron y analizaron los logs de la prueba, en efecto el criterio 
técnico de la Unión Temporal Formación Judicial 2019, en calidad de contratista 
experto en el diseño, estructuración académica y desarrollo en modalidad virtual y 
presencial del IX Curso De Formación Judicial Inicial manifestó lo siguiente; 
 

‘’Durante la evaluación del IX Curso de Formación Judicial Inicial, realizada 
en el Campus Virtual, los logs22 registraron en detalle cada acción realizada 
por los discentes, así como cualquier evento relacionado. Estos registros 
permiten un seguimiento exhaustivo del proceso, desde el acceso a la 
evaluación hasta su finalización, proporcionando información clave para 
monitorear el desempeño. 
 
Al iniciar la evaluación, el Campus Virtual genera un log que documenta la 
hora exacta de acceso y el inicio de la evaluación. Desde ese momento, 

 
20 ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá el 

“IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en todas las 
especialidades, Promoción 2020-2021” 5.1. Componente ponderado de la subfase general. 
21 Son documentos los escritos, impresos, planos, dibujos, cuadros, mensajes de datos, fotografías, cintas cinematográficas, 

discos, grabaciones magnetofónicas, videograbaciones, radiografías, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos y, en 
general, todo objeto mueble que tenga carácter representativo o declarativo, y las inscripciones en lápidas, monumentos, 
edificios o similares. Los documentos son públicos o privados. Documento público es el otorgado por el funcionario público 

en ejercicio de sus funciones o con su intervención. Así mismo, es público el documento otorgado por un particular en 
ejercicio de funciones públicas o con su intervención. Cuando consiste en un escrito autorizado o suscrito por el respectivo 
funcionario, es instrumento público; cuando es autorizado por un notario o quien haga sus veces y ha sido incorporado en el 

respectivo protocolo, se denomina escritura pública. 
22 Registro cronológico de eventos, operaciones o actividades que ocurren en un sistema informático o en una aplicación. 
Estos registros son utilizados para monitorear el funcionamiento, detectar errores, analizar comportamientos y garantizar la 

seguridad del sistema- Ins|tituto Nacional de Ciberseguridad (INCIBE) 
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cada interacción del discente, como el tiempo dedicado a cada pregunta, 
los cambios de respuestas, las opciones seleccionadas y el uso de los 
botones de navegación, queda registrada. Si el discente abandona 
temporalmente la evaluación o actualiza la página, estas acciones también 
son registradas, lo que resulta útil para detectar posibles irregularidades. 
Además, el sistema registra el dispositivo y la dirección IP desde los cuales 
se realiza la evaluación, proporcionando un nivel adicional de seguridad 
para garantizar la autenticidad del proceso evaluativo. 
 
Este enfoque de monitoreo detallado asegura la integridad del proceso y 
facilita la identificación de cualquier anomalía que pudiera surgir durante la 
evaluación. Finalmente, los discentes pueden observar en la plataforma la 
calificación original e inalterable de cada ítem, de acuerdo con los 
protocolos de seguridad de la plataforma y la propia evaluación’’. 
 

De conformidad con lo expuesto, no resulta posible que el sistema marque una 
opción diferente a la que el recurrente seleccionó, por lo que, la información que 
se observó en la exhibición es la misma que se diligenció al momento de realizar 
la prueba y que se registra en los videos. 
 
Así mismo, y en palabras de la corte suprema de justicia – sala civil y 
agraria23“los mecanismos audiovisuales y demás apoyos tecnológicos de que 
pudieron valerse los organizadores del curso de formación tenía como finalidad 
prevenir, constatar y sancionar faltas en el desarrollo de las actividades 
académicas y de evaluación de los discentes, relacionadas con fraude o inducción 
en error que pudieran suscitarse. Así que, en lo que atañe a que esos documentos 
pudieran tenerse como evidencia o medio probatorio, sin perjuicio del análisis que 
realice el funcionario competente que adelante la actuación administrativa o 
judicial, su conducencia, pertinencia y utilidad, en principio estaría delimitada a 
corroborar o desvirtuar una sanción por fraude (…)”, como no ocurre en el caso 
concreto, pues el recurrente impugnó la resolución ejr24-298 del 21 de junio de 
2024 con el fin de que sea revisado su resultado en la evaluación de la subfase 
general. 
 
En consecuencia, acceder a una nueva exhibición ni a un nuevo plazo para 
presentar el recurso de reposición. 
 
Finalmente, frente a la solicitud del numeral 3.2.3, será valorada en el acápite 
denominado ’Planteamientos generales sobre el IX Curso de Formación 
Judicial Inicial’’, en el que además se expondrá el proceso de diseño de las 
preguntas y respuestas de la evaluación de la subfase general. 
 

 
23 Providencia STC9422-2024, con radicación n° 11001-02- 30-000-2024-00920-00 del 1 de agosto de 2024.  
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Así mismo frente a cada una de las preguntas objetadas, en el acápite 
denominado ’Pronunciamiento sobre los motivos de inconformidad frente al 
cuestionario aplicado en las jornadas de evaluación de la subfase general’’, 
argumentara el contexto de la pregunta, los elementos psicométricos, la 
coherencia y cohesión de los ítems, lo relativo a los componentes de formación 
integral24, lo relativo a las fuentes de cada una de estas preguntas y la conclusión 
de la elaboración de cada ítem, concluyendo con la retroalimentación de cada 
opción de respuesta, en aras de valorar integralmente su solicitud.  
 
Lo anterior, para confrontar y decidir el reparo elevado y sustentado por el 
recurrente, siendo esto, un punto primordial para la decisión tomada en el 
presente acto administrativo. 
 

3.3. Pronunciamiento sobre los motivos de inconformidad frente aspectos 
generales del IX Curso de Formación Judicial Inicial 

 
Los motivos de inconformidad que presentó el recurrente frente a aspectos 
generales, pueden organizarse y se comprenden en las siguientes temáticas, que 
proceden a relacionarse y a resolverse: 
 
3.3.1. Fase III concebida como eliminatoria sin tener justificación para ello 

 

El recurrente argumenta que dicha fase fue concebida eliminatoria sin justificación 
razonable.  
 
Al respecto es preciso decir que, los artículos 256 y 257 de la Constitución Política 
de Colombia establecieron la competencia del Consejo Superior de la Judicatura 
para el gobierno y administración de la Rama Judicial con el fin de afianzar su 
autonomía administrativa.  
 
A su vez, el artículo 75, los numerales 17 y 22 del artículo del artículo 85, así como 
los artículos 162 y 164 de la Ley 270 de 1996 confieren competencia al Consejo 
Superior de la Judicatura para administrar la carrera judicial y también para 
reglamentar la forma, clase, contenido, alcances y demás aspectos de cada una 
de las etapas del proceso de selección y del concurso de méritos. El Curso de 
Formación Judicial Inicial es un programa de formación diseñado para preparar a 
los aspirantes a los cargos de juez o magistrado, y si bien es un curso en sí 
mismo, también forma parte de un proceso meritocrático de selección del talento 
humano al servicio de la administración de justicia. 
 
De otra parte, el artículo 168 de la Ley 270 de 1996 establece que el curso de 
formación judicial inicial tiene por objeto formar profesionalmente al aspirante para 

 
24 Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, Modelo pedagógico 2020, pág. 16 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/sites/default/files/Modelo-PedagOgico-2020-EJRLB_adc.pdf  
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el desempeño de la función judicial. Ahora bien, al realizarse dentro del proceso 
de selección bajo la modalidad de curso-concurso, tiene carácter eliminatorio. 
 
Con fundamento en la potestad reglamentaria conferida al Consejo Superior de la 
Judicatura tanto por la Constitución Política como por la ley, se expidió el Acuerdo 
PCSJA18-11077 del 16 de agosto de 2018, “por medio del cual se adelanta el 
proceso de selección y se convoca al concurso de méritos para la provisión de los 
cargos de funcionarios de la Rama Judicial”, cuyo décimo considerando estableció 
lo siguiente: 
 

“[…] la etapa de selección está comprendida por las fases de i) pruebas 
de aptitudes y conocimientos; ii) verificación de requisitos mínimos y iii) 
curso de formación judicial inicial, los cuales tienen carácter 
eliminatorio, en tanto que la etapa clasificatoria del concurso de méritos 
está dada, además de los puntajes obtenidos en la prueba de 
conocimientos, aptitudes y curso de formación judicial inicial, que 
revisten el carácter eliminatorio y clasificatorio, por los obtenidos en la 
prueba psicotécnica, experiencia y capacitación adicional, que se 
encuentran estos últimos, orientados al perfil del mejor juez posible.” 
(Subrayado fuera de texto) 
 

Corolario de lo anterior, el IX Curso de Formación Judicial Inicial, al realizarse 
dentro del proceso de selección, tiene efecto eliminatorio. 
 
Sea del caso destacar que los participantes, entre ellos, el recurrente, desde el 
inicio del curso-concurso, es decir, desde su inscripción, aceptaron las condiciones 
y los términos señalados en los acuerdos PCSJA18-11077 de 2018 y PCSJA19-
11400 de 2019, modificado por el PCSJA19-11405 de 2019. Por consiguiente, las 
reglas establecidas en la convocatoria son normas obligatorias y reguladoras de 
este proceso de selección; por tanto, de perentorio cumplimiento tanto para la 
administración como para los participantes. 
 
La Corte Constitucional, en sentencia SU-067 del 2022, determinó que:  
  

“Se funda en el valor normativo que tiene el acuerdo de convocatoria 
en los concursos de méritos. Con antelación se hizo referencia al 
carácter vinculante de estas reglas. Pues bien, según se indicó 
anteriormente, el apartado 5.3 del artículo tercero del Acuerdo 
PCSJA18-11077 estableció que el recurso de reposición «[s]ólo 
procede» contra tres actos administrativos: el que publica los 
resultados de las pruebas de conocimientos y aptitudes; los actos de 
carácter eliminatorio de cada una de las subfases dentro del curso de 
formación judicial (fase III); y el que contiene el puntaje obtenido por los 
aspirantes en la etapa clasificatoria. En este listado no se encuentran 
los actos administrativos que dispongan la corrección de las 
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irregularidades que ocurran en el desarrollo de la convocatoria. De tal 
suerte, en cumplimiento de las reglas del concurso, el Consejo Superior 
de la Judicatura no se encontraba obligado a permitir la presentación 
de recursos contra esta determinación [...]’’25 

 
En este orden de ideas, los argumentos del recurrente carecen de fundamento 
legal, ya que el carácter eliminatorio de la Fase III está plenamente respaldado por 
la normativa vigente.  
 
3.3.2. Aplicativo Klarway 

 
Manifiesta el recurrente que el tiempo de duración de las sesiones de la 
evaluación fue menor al establecido.  
 
Al respecto, la Unión Temporal Formación Judicial 2019, en calidad de contratista 
experto en el diseño, estructuración académica y desarrollo en modalidad virtual y 
presencial del IX Curso de Formación Judicial Inicial para los aspirantes a 
magistrados y jueces de la República de todas las especialidades y jurisdicciones, 
manifestó que:  
 

“El Campus Virtual es una plataforma en línea diseñada para facilitar la 
enseñanza y el aprendizaje de los discentes, proporcionando 
herramientas que optimizan el desarrollo del material del curso-
concurso y permitiendo la interacción flexible con los contenidos. Por 
su parte, Klarway es un sistema de proctoring, una herramienta 
tecnológica que supervisa a los discentes durante la evaluación virtual 
del IX Curso de Formación Judicial Inicial, garantizando la integridad 
del proceso mediante métodos como la vigilancia a través de cámaras, 
el registro de actividades en los dispositivos utilizados y la identificación 
biométrica. Mientras el Campus Virtual se enfoca en el acceso y 
aprovechamiento de los contenidos, Klarway se centra en la prevención 
de fraudes durante la evaluación. 
 
El 21 de abril y el 2 de mayo de 2024 se realizaron jornadas de ensayo 
para familiarizar a los discentes con las plataformas tecnológicas, 
Campus Virtual y Klarway, utilizadas en la evaluación de la subfase 
general. Dichos ensayos permitieron identificar y resolver situaciones 
técnicas experimentadas por los discentes, optimizando así el 
desarrollo de las evaluaciones. 
 
El equipo de tecnología de la Unión Temporal Formación Judicial 2019 
implementó una actualización en Klarway, atendiendo las dificultades 
detectadas. Esta actualización consistió en permitir el refresco de la 

 
25 Corte Constitucional, SU – 067 de 2022 
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página sin necesidad de abandonar el entorno de evaluación en caso 
de problemas relacionados con la inestabilidad de la conexión. 
 
Durante las jornadas de ensayo, los servidores operaron por debajo del 
15% de su capacidad. No obstante, algunos usuarios experimentaron 
lentitud en su conexión a internet, lo que generó una alerta en la 
plataforma. Como resultado, se recomendó a los discentes contar con 
una conexión mínima de 20 MB simétricas, preferiblemente cableada, y 
sin otros dispositivos conectados a la red, para asegurar un 
rendimiento óptimo durante la evaluación. 
 
Adicionalmente, se modificó el mensaje de cierre de la evaluación, 
indicando expresamente a los discentes que no debían cerrar Klarway 
hasta que se completara el 100% de la carga de las evidencias. Es 
importante señalar que dichas evidencias se sincronizaban desde el 
inicio de la evaluación, y al finalizar, solo se transmitían los fragmentos 
de video pendientes.  
 
Para evitar la transmisión de un único video de larga duración, el 
proceso de carga se fragmentó y se envió de manera simultánea, 
garantizando así una gestión eficiente del tiempo. Con el fin de mejorar 
la infraestructura de la plataforma, los servidores en la nube fueron 
trasladados a una región geográfica distinta, lo que permitió una 
reducción significativa en los tiempos de carga, beneficiando a los 
discentes con una mayor agilidad en la transmisión de evidencias. 
 
Finalmente, es necesario concluir que el aplicativo Klarway, utilizado en 
la evaluación de los días 19 de mayo y 2 de junio de 2024, no presentó 
fallas en su ejecución. Por el contrario, ofreció un mecanismo de 
seguridad adecuado e indispensable para el cumplimiento de los 
parámetros establecidos en el Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400. 
 
Los certificados de funcionalidad del aplicativo Klarway en las jornadas 
del 19 de mayo y 2 de junio de 2024, se incluyen a continuación”: 
 

Imagen No. 1 Certificación funcionalidad 19 de mayo 2024 
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Imagen No. 2 Certificación funcionalidad 19 de mayo 2024 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
De conformidad con lo expuesto, queda claro que se dio cumplimiento al tiempo 
establecido para la realización de la evaluación de la subfase general del IX Curso 
de Formación Judicial Inicial.  
 
En ese sentido, no tiene vocación de prosperidad el cargo sobre el instrumento de 
evaluación.  
 
3.3.3. Cumplimiento de los Acuerdos y documentos soporte del desarrollo del IX 

Curso de Formación Judicial Inicial 

 

De otro lado, señala el recurrente que la Escuela Judicial no cumplió con las 
reglas concebidas para desarrollar el curso de formación y que ello tuvo incidencia 
en el instrumento de medición. Al respecto, manifestamos lo siguiente:  
 
La facultad reglamentaria del Consejo Superior de la Judicatura está contemplada 
en los artículos 256 y 257 de la Constitución Política. Específicamente, el numeral 
primero del artículo 256 superior faculta a la corporación para administrar la 
carrera judicial.  
 
En la Sentencia SU-539 de 2012, la Corte Constitucional señaló que la función del 
Consejo Superior de la Judicatura relativa a su facultad de reglamentar la carrera 
judicial se inscribe en lo que la jurisprudencia constitucional ha denominado 
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“potestad reglamentaria de los órganos constitucionales”, la cual se concreta en la 
expedición de las normas de carácter general que sean necesarias para la 
cumplida ejecución de la ley, en este caso, la Ley 270 de 1996.  
 
Así, la Corte Constitucional concluyó que el Consejo Superior de la Judicatura 
tiene una competencia normativa o potestad reglamentaria en el ámbito de la 
carrera judicial y, por ende, la facultad de adoptar disposiciones que desarrollen el 
sentido de la ley para hacerla ejecutable.  
 
En esta línea, el parágrafo del artículo 162 de la Ley 270 de 1996, en lo atinente a 
las etapas del proceso de selección a los cargos de carrera judicial, señala que:  
 

“[La Sala Administrativa del] Consejo Superior de la Judicatura, 
conforme a lo dispuesto en la presente ley, reglamentará la forma, 
clase, contenido, alcances y los demás aspectos de cada una de las 
etapas. Los reglamentos respectivos deberán garantizar la publicidad y 
contradicción de las decisiones”.  

 
Del mismo modo, el parágrafo 1° del artículo 164 de la Ley 270 de 1996 dispone 
que:  
 

“[…] [La Sala Administrativa del] Consejo Superior de la Judicatura 
reglamentará de manera general el contenido y los procedimientos de 
cada una de las etapas, y señalará́ los puntajes correspondientes a las 
diferentes pruebas que conforman la primera”.  
 

Con fundamento en dicha potestad reglamentaria, conferida tanto por la 
Constitución Política como por la ley, el Consejo Superior de la Judicatura expidió 
el Acuerdo PCSJA18-11077 de 2018, que reglamenta la Convocatoria No. 27, así 
como el Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 de 2019, que regula el IX Curso de 
Formación Judicial Inicial.  
 
Por su parte, el Consejo de Estado ha señalado que los actos administrativos que 
expida el Consejo Superior de la Judicatura en ejercicio de su atribución de 
administrar y regular la carrera judicial son típicos reglamentos que desarrollan 
una ley habilitante, que en este caso es la Ley Estatutaria de Administración de 
Justicia, la cual, aunada a la Constitución, define los límites a los que debe 
sujetarse esa actividad de producción normativa.  
 
A su vez, el Acuerdo PCSJA19-11400 de 2019 facultó a la directora de la Escuela 
Judicial para expedir las disposiciones de carácter general y particular para la 
adecuada implementación del Acuerdo pedagógico. En este orden, los actos 
administrativos emitidos por la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, a lo largo 
del IX Curso de Formación Judicial Inicial, se han caracterizado por el irrestricto 
apego a las normas superiores en las cuales se sustentan. El Acuerdo PCSJA19-
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11400 de 2019 se encuentra vigente, posee fuerza vinculante, goza de presunción 
de legalidad y, por lo tanto, es de riguroso cumplimiento tanto para la 
Administración como para los discentes. 
 
También se adoptaron diversas medidas para integrar las necesidades 
particulares de los discentes con condiciones especiales o diferenciales, en pro de 
permitir el acceso a los programas académicos y la presentación de la evaluación 
en condiciones de igualdad. 
 
Por todo lo anterior, se puede afirmar que se ha dado cumplimento a lo ordenado 
en el Acuerdo PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, Convocatoria 27, 
Fase III, Etapa de Selección del IX Curso de Formación Judicial Inicial y demás 
documentos que han sido guías y de libre conocimiento y consulta por parte de los 
discentes, argumentos suficientes por demás para desestimar la solicitud de 
repetir nuevamente el IX Curso de Formación Judicial Inicial.  

 
3.3.4. Metodología del curso de formación judicial inicial - Modelo Pedagógico del 

curso  

 
Manifiesta el discente sobre la metodología del IX Curso de Formación Judicial 
Inicial, que no es cierto que el IX curso de formación judicial haya sido diseñado a 
partir del Modelo Pedagógico y conforme al enfoque curricular de la Escuela 
Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Asimismo, señala el recurrente que en el curso de 
formación y en el instrumento de evaluación, desconocieron los principios de su 
propio Modelo Pedagógico. 
 
Adicionalmente, asegura que no se presentaron ni contenidos ni actividades 
enfocadas en los 3 ejes de las competencias, saber conocer, saber hacer y saber 
ser. Agregando que, el curso no construyó habilidades ni destrezas. 
 
Finalmente, asegura que no se cumplió con las reglas consistentes en la 
construcción colectiva del conocimiento, la indagación, la reflexión crítica y el 
enfoque hacia la práctica judicial; asimismo, que no se midió gradualmente con 
evaluaciones progresivas, ni se llevaron a cabo retroalimentaciones del proceso 
formativo. 
 
Al respecto, resulta pertinente señalar que el IX Curso de Formación Judicial 
Inicial se fundamenta en la metodología del Modelo Pedagógico de la Escuela 
Judicial, pues se basa en la formación integral y la formación por competencias. 
 
El modelo pedagógico de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” explica que los 
enfoques pedagógicos, didácticos y curriculares que se plantean giran en torno a 
la formación integral y la formación por competencias. 
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La formación integral pretende el desarrollo humano integral en tres dimensiones: 
ser, saber y hacer. En este sentido el aprendizaje no es unidimensional, sino que 
integra múltiples ámbitos en el desarrollo de actitudes, conocimientos y 
habilidades. 
 
La formación por competencias concibe el aprendizaje como un proceso a través 
del cual los discentes adquieren y desarrollan competencias genéricas y 
específicas necesarias para el desempeño académico y profesional. 
 
Adicionalmente, los enfoques denominados andragogía, aprendizaje autónomo, 
enfoque colaborativo, evaluación por competencias del aprendizaje, y los 
conceptos de indagación, y reflexión crítica, refuerzan la formación integral y la 
formación por competencias sobre la cual se cimienta el IX Curso de Formación 
Judicial Inicial.   
 
La andragogía es un enfoque de formación que se centra en los procesos de 
aprendizaje en adultos. El enfoque andragógico se caracteriza fundamentalmente 
por responder a las necesidades de formación y capacitación desde una mirada 
integral. Así mismo, parte de las experiencias y conocimientos previos del 
discente, lo cual enriquece los procesos de enseñanza-aprendizaje significativos. 
 
El aprendizaje autónomo se basa en la capacidad del discente para definir una 
ruta de trabajo concreto que guiará sus propios procesos de aprendizaje. En 
consecuencia, el discente lleva a cabo un proceso autodirigido que incluye 
establecer las metas de aprendizaje que aspira alcanzar, así como gestionar los 
recursos y medios para lograrlas. 
 
El enfoque colaborativo sobre el cual se estructuró el IX Curso de Formación 
Judicial Inicial se fundamentó en la construcción del conocimiento que se realizó 
en la interacción y participación de la Red de Formadores de la Escuela Judicial, 
expertos y los profesionales de la Escuela Judicial 
 
Adicionalmente, el curso de formación presenta mediación de contenidos 
interactivos en escenarios de aprendizaje autónomo en plataforma que promueven 
la indagación, exploración y la profundización de las temáticas propuestas. 
Asimismo, las actividades de aprendizaje dispuestas en el campus virtual en cada 
programa, de la subfase general, corresponden a metodologías activas que 
permiten que los discentes reflexionen críticamente sobre los contenidos 
académicos y su proceso de aprendizaje. 
 
Agregando que, los programas académicos del IX Curso de Formación Judicial 
presentan escenarios en las mediaciones enfocadas a la práctica judicial.  
 
Por otro lado, el Acuerdo Pedagógico es claro al determinar que la Subfase 
General del IX Curso de Formación Judicial Inicial se debe desarrollar en su 
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totalidad de manera virtual y, por consiguiente, cada uno de los programas ha 
contado con una ruta de aprendizaje que integra actividades de retroalimentación 
dentro del mismo Scorm. 
 
Aunado a lo anterior, en la subfase general se llevaron a cabo encuentros 
asincrónicos para varios programas de esta subfase. Igualmente, se atendieron 
las consultas pedagógicas presentadas a través de tickets, y posteriormente 
fueron publicadas, a través del campus virtual, para conocimiento de todos los 
dicentes, lo que permitió aclarar dudas relacionadas con las temáticas abordadas 
y profundizar los contenidos. Así mismo, se emitieron guías para la presentación 
de la evaluación en línea y para la exhibición previa a la presentación de los 
recursos de reposición. 
 
Ahora bien, el IX Curso se imparte conforme al diseño curricular y Modelo 
Pedagógico de la Escuela Judicial, en la modalidad virtual y B-learning. 
Subrayando que, como bien se señaló en el Acuerdo Pedagógico, “la Subfase 
General se desarrollará de manera virtual”, en consecuencia, la subfase 
especializada se desarrollará en modalidad B-learning, atendiendo lo dispuesto en 
el Acuerdo Pedagógico.  
 
En conclusión, el IX Curso de Formación Judicial Inicial cumplió con el objeto 
expuesto en el Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 de 2019 toda vez que 
denota su conexión directa con el Modelo Pedagógico de la Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla” para la formación de Jueces y Magistrados de la República, 
demostrando con ello que la estructura del curso de formación, incluido el proceso 
de evaluación, cumplió con los fundamentos de formación integral y formación por 
competencias, en sus tres dimensiones, ser, saber y hacer. Así como el enfoque 
colaborativo, los conceptos de indagación y reflexión crítica, y el proceso de 
retroalimentación, incluyendo la modalidad establecida para la subfase general. 
 
Por lo expuesto, no sale avante el reparo del discente. 

 
3.3.5. Cuestionamiento sobre el sistema de evaluación del Acuerdo Pedagógico 

 

El recurrente estima que el instrumento de evaluación no sirvió para evidenciar la 
adquisición de competencias y habilidades del discente en la aplicación práctica 
de los conocimientos en la actividad judicial y no midió el cumplimiento de los 
objetivos del curso de formación judicial inicial. Agrega que, no se calificaron las 
competencias asociadas a los controles de lectura ni al análisis de casos o de 
jurisprudencia y que no se realizaron talleres. Al respecto se precisa lo siguiente: 
 
El sistema de evaluación del IX Curso de Formación Judicial Inicial se encuentra 
regulado en el Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 de 2019, que es la norma 
que rige el actual curso concurso, acto administrativo conocido por el recurrente y 
que este revestido de la presunción de legalidad de que trata el artículo 88 de la 
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Ley 1437 de 2011, siendo de obligatorio cumplimiento para la Administración y 
para todos los discentes.  

 

De la misma forma, la evaluación de la Subfase General se estructuró observando 
lo dispuesto en el referido Acuerdo Pedagógico, incluyendo las actividades objeto 
de evaluación (control de lectura, análisis jurisprudencial y taller virtual), cuya 
finalidad es establecer el cumplimiento de los objetivos del curso a nivel individual, 
bajo el enfoque del aprendizaje basado en competencia. Luego, el horizonte del 
sistema de evaluación es precisamente evidenciar la adquisición, por parte de los 
discentes, de las competencias propuestas sin dejar de lado el carácter 
clasificatorio y eliminatorio atribuido por el artículo 168 de la Ley 270 de 1996 y el 
Acuerdo PCSJA18-11077 del 16 de agosto de 2018. Así mismo, el Acuerdo 
Pedagógico estableció con meridiana claridad las actividades objeto de evaluación 
y el valor o puntaje asignado a cada una de ellas. 
 
En igual sentido, la evaluación cumplió con tres objetivos, (i) comprobó la 
adquisición de competencias y habilidades cognoscitivas y humanas del discente 
en la aplicación práctica de los contenidos temáticos de los módulos de la parte 
general y especializada. (ii) evidenció la adquisición de competencias y 
habilidades del discente en la aplicación práctica de los conocimientos en la 
actividad judicial y (iii) corroboró la adquisición de competencia del discente en la 
construcción de documentos procesales e interpretación de los precedentes 
judiciales26, contrario a lo señalado por el discente en su recurso. 
 
Es este punto es preciso recordar que, de conformidad con lo dispuesto en el 
Acuerdo Pedagógico, la subfase general está integrada por ejes temáticos 
transversales a todas las especialidades, por consiguiente, está dirigida a todos 
los discentes del IX Curso de Formación Judicial Inicial. 
 
Adicionalmente, reiteramos que el concurso de méritos en las etapas de carácter 
eliminatorio, tiene como objetivo buscar la excelencia para el cargo de juez o 
magistrado de carrera judicial, virtud que va en consonancia con los objetivos de la 
evaluación. A saber, la Corte Constitucional en sentencia SU067 de 2022, 
manifestó que:  
 

“El concurso como elemento de articulación de los principios 
constitucionales del mérito y de la carrera administrativa. Un elemento 
adicional que debe considerarse para el completo análisis del asunto 
bajo estudio es el concurso de méritos. Desde una perspectiva técnica, 
esta corporación lo ha definido como «el procedimiento complejo 
previamente reglado por la Administración, mediante el señalamiento 
de las bases o normas claramente definidas, en virtud del cual se 
selecciona entre varios participantes que han sido convocados y 

 
26 Documento Maestro. Pág. 37.  
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reclutados, a la persona o personas que por razón de sus méritos y 
calidades adquieren el derecho a ser nombradas en un cargo público». 
Al reparar en el propósito que persigue, esta corporación ha 
establecido que el concurso es la herramienta concebida para «evitar 
que criterios diferentes [al mérito] sean los factores determinantes del 
ingreso, la permanencia y el ascenso en carrera administrativa»27. 
Dicho instrumento permite evaluar de manera imparcial, objetiva e 
integral las calidades profesionales, personales y éticas de los 
individuos que aspiran a contribuir al servicio público. De este modo, 
pretende impedir que tales determinaciones sean adoptadas con base 
en «motivos ocultos, [como las] preferencias personales, [la] 
animadversión o criterios tales como el sexo, la raza, el origen nacional 
o familiar, la lengua, la religión, o la opinión pública o filosófica»28. De 
tal suerte, el concurso de méritos «constituye el instrumento principal 
para garantizar que quienes trabajen en el Estado tengan la suficiente 
idoneidad profesional y ética para el desempeño de las importantes 
labores que les son encomendadas».”29 

 
Bajo esta mirada y al amparo del Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 del 19 de 
septiembre de 2019, del Documento Maestro del IX Curso de Formación Inicial y 
de la Guía de orientación al discente, se reitera la idoneidad de la evaluación en 
su conjunto y de cada una de las actividades objeto de la misma, (control de 
lectura, análisis jurisprudencial y talleres virtuales), las cuales si fueron incluidas 
en el instrumento.  
 
Agréguese a lo anterior, que en el Acuerdo Pedagógico también se definió la 
asignación de puntos, de la siguiente manera para la subfase general: 
 
Control de Lectura    40 puntos 
Análisis jurisprudencial o de casos  25 puntos 
Taller Virtual    60 puntos 

 
En cumplimiento de este marco regulatorio, la Escuela Judicial aplicó la evaluación 
de la subfase general, cumpliendo con los objetivos de la misma.  
 
Así mismo, la definición y alcance de los talleres virtuales fue establecida en el 
Documento Maestro, el cual fue acatado en el desarrollo de la evaluación, 
contrario a lo señalado por el recurrente. 
 
Por lo expuesto, no proceden los argumentos del recurrente. 
 

 
27 Sentencia C-901 de 2008. 
28 Sentencia C-211 de 2007. 
29 Sentencia de Unificación 067 de 2022, Corte Constitucional.  
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3.3.6. Interacción desde la concepción b–learning y e–learning (sincrónicos vs 
asincrónicos) 
 

La inconformidad expresada por el recurrente se centra en el hecho de que la 
Escuela Judicial no aplicó la modalidad b-learning (semipresencial) estipulada en 
su enfoque pedagógico. En lugar de ello, el curso se desarrolló en un formato 
100% virtual asincrónico, sin justificar ni modificar las reglas del Acuerdo 
Pedagógico, lo que afectó el modelo de evaluación. 
 
Frente a ello, cabe señalar que la oferta académica de cursos de formación, 
mediada por entornos digitales, ofrece diversas modalidades que dependen del 
objetivo y de la interacción entre los participantes en el proceso de enseñanza-
aprendizaje. 
 
1. En el aprendizaje sincrónico hay una interacción entre el docente y estudiantes, éstos 
pueden interactuar con el profesor y con sus compañeros. Las consultas pueden 
hacerse durante la clase y son resueltas allí mismo. 
 

2. El aprendizaje asincrónico es aquél que puede llevarse a cabo en vivo o estando 
desconectados a través de videos, material o recursos previamente proporcionados, el 
alumno aprende a su propio ritmo y maneja su tiempo para cursar cada programa 
 

3. Modalidad asociada a la virtualidad es la denominada blended learning o b-learning 
(cuyo significado sería aprendizaje mezclado) también traducido como aprendizaje 
híbrido que combina la presencialidad y la virtualidad. Esta es una singularidad del 
aprendizaje mixto, que armoniza las clases con asistencia en el aula y el trabajo a 
distancia online30. 
 

De conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo Pedagógico, las subfases general 
y especializada de IX Curso de Formación Judicial Inicial se desarrollan bajo un 
modelo de enseñanza-aprendizaje basado en la interacción mediada por una 
plataforma tecnológica de aprendizaje. En efecto, la mediación tecnológica, en los 
procesos de formación, es entendida como la interacción e interactividad en 
entornos digitales dispuestos para la enseñanza-aprendizaje. En el entorno digital 
la interacción con los discentes en el proceso de formación se realiza en espacios 
que pueden ser sincrónicos (simultáneos en línea) o asincrónicos (no 
simultáneos). 
 
El IX Curso de Formación Judicial Inicial se imparte conforme al diseño curricular y 
modelo pedagógico de la Escuela Judicial, en la modalidad virtual y b-learning: la 
primera en la subfase general y la segunda en la subfase especializada. 
Disposición que fue aclarada por el Acuerdo PCSJA19-11405 de 2019: 
 

 
. 

http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/


Resolución EJR24-944 Hoja No. 21   

Calle 11 No. 9A – 24  Piso 4.  Tel: 3 550666 
http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co 

 

“[…] ARTÍCULO 1.º Aclarar el numeral 6.2 del artículo 1.° del Acuerdo PCSJA19-
11400 de 19 de septiembre de 2019 que quedará así: 6.2 Programas, unidades de 
aprendizaje y temáticas de la subfase especializada Modalidad: La subfase 
especializada se desarrollará en la modalidad B-learning, presencial y virtual. […] 
 
En este orden, es evidente que se ha cumplido a cabalidad el Acuerdo 
Pedagógico en lo atinente a la modalidad de formación para la subfase general. 
 
3.3.7. ¡Error! Marcador no definido. 

 

Respecto a la inconformidad a lo largo del recurso con referencia al syllabus, su 
diseño, contenidos y objetivos. El criterio técnico de la Unión Temporal Formación 
Judicial 2019, en calidad de contratista experto en el diseño, estructuración 
académica y desarrollo en modalidad virtual y presencial del IX Curso de 
Formación Judicial Inicial manifestó que:  
 

“La bibliografía referida en los syllabus del IX curso de formación 
judicial inicial de Jueces y Magistrados ha sido cuidadosamente 
seleccionada y constituye una parte fundamental del proceso formativo. 
Esta bibliografía fue considerada en la elaboración de la evaluación, ya 
que los contenidos evaluados están directamente relacionados con los 
conocimientos teóricos y prácticos propuestos en cada programa del 
curso. 
Es importante destacar que la evaluación no está diseñada para citar 
directamente la bibliografía en cada pregunta, sino para medir las 
competencias y habilidades específicas descritas en los syllabus. Los 
discentes deben demostrar su comprensión de los temas a través de 
los conocimientos adquiridos a partir de la bibliografía recomendada, la 
cual sustenta la totalidad del contenido evaluado. 
Por lo tanto, es incorrecto afirmar que la bibliografía de los syllabus no 
fue tenida en cuenta. La construcción de las preguntas y el enfoque de 
la evaluación reflejan la aplicación de los conocimientos previstos en 
los syllabus, asegurando coherencia y pertinencia entre lo enseñado y 
lo evaluado. Este enfoque garantiza que el proceso evaluativo sea justo 
y equitativo para todos los discentes”.  
 

3.3.8. Proceso de diseño de las preguntas y respuestas de la evaluación.  

 
Respecto a la solicitud sobre los ítems objetados concerniente al diseño, 
componentes y la formulación de la pregunta y asimismo respondiendo a la 
solicitud de prueba numeral 3.2.3.  con el propósito de resolver esta inconformidad 
con argumentos técnicos, se refiere el criterio de la Unión Temporal Formación 
Judicial 2019, en calidad de contratista experto, el cual preciso que:  
 

http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/


Resolución EJR24-944 Hoja No. 22   

Calle 11 No. 9A – 24  Piso 4.  Tel: 3 550666 
http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co 

 

“El proceso de construcción de la evaluación se estructuró en varias 
etapas críticas, diseñadas para garantizar que las preguntas fueran 
claras, precisas y estuvieran alineadas con los objetivos formativos. A 
continuación, se describe el modelo explicativo del proceso: 
 
1.    Diseño de Preguntas (Constructor): El proceso de construcción 
de las preguntas comenzó con el trabajo del constructor, quien diseñó 
los ítems en función de los objetivos de aprendizaje del curso. Cada 
pregunta fue creada cuidadosamente para medir competencias 
específicas y estuvo alineada con las normativas técnicas y jurídicas 
requeridas. 
2.    Primera Revisión (Coordinador de Área): Las preguntas 
diseñadas fueron enviadas al Coordinador de Área, quien verificó que 
el contenido fuera pertinente al área evaluada. En esta etapa, se revisó 
la conducencia y la pertinencia de las preguntas. 
3.    Segunda Revisión (Psicometría y Corrección de Estilo): 
Después de la revisión de área, las preguntas fueron evaluadas por 
expertos en psicometría y corrección de estilo. En esta etapa, se 
aseguró que las preguntas estuvieran redactadas de manera clara y 
precisa, se revisó la validez y la confiabilidad de los ítems, y se 
corrigieron posibles errores de redacción. 
4.    Tercera Revisión (Validación Doble Ciego): Las preguntas se 
sometieron a un proceso de validación doble ciego, en el cual dos 
revisores independientes revisaron cada ítem sin conocer la identidad 
del constructor. Esto garantizó una evaluación imparcial y neutral. 
5.       Cuarta Revisión (Equipo Central): Las preguntas fueron 
revisadas por el Equipo Central de evaluación, quienes aseguraron que 
los ítems estaban alineados con los objetivos generales del programa 
de formación y cumplieran con los estándares técnicos y pedagógicos. 
En conclusión, el modelo de construcción y validación de las preguntas 
incluyó múltiples niveles de revisión, lo que aseguró que las preguntas 
estuvieran alineadas con los objetivos del curso, que cumplieran con 
los criterios psicométricos y lingüísticos, y que fueran claras y 
pertinentes para los discentes. En el siguiente gráfico se muestran de 
manera visual las etapas por las que debía pasar cada pregunta antes 
de ser aprobada:” 
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De conformidad con lo expuesto, es evidente que la Escuela Judicial cumplió con 
las reglas concebidas para el desarrollo del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 
así como para el instrumento de evaluación, en tanto que en el diseño y la 
estructuración de cada una de las preguntas se tuvieron en cuenta los criterios de 
pertinencia, conducencia y documentos del syllabus en su elaboración.   
 
3.3.9. Información de los Webinar 

 
El recurrente sostiene que los denominados “webinars” no sustituyen los espacios 
de mediación presencial.  
 
Para dilucidar este motivo de inconformidad, resulta necesario explicar que los 
seminarios web dentro de la precitada subfase del IX curso fueron una estrategia 
de retroalimentación para fortalecer algunos ejes temáticos y no tuvieron el 
carácter de participación obligatoria ni de necesaria participación directa de los 
discentes. Respecto de los programas seleccionados para la realización 
seminarios web, el criterio fue definido por las solicitudes de los discentes. 
 
Es importante destacar, que el Acuerdo Pedagógico determinó que la subfase 
general del IX Curso de Formación Judicial Inicial se desarrollaría en su totalidad 
de manera virtual y, por consiguiente, los programas contaban con una ruta de 
aprendizaje que integraban didácticas y actividades de retroalimentación dentro 
del mismo.  
 
Cabe señalar que los Webinar fueron puestos a disposición de los discentes a 
través del campus virtual y del canal institucional de YouTube de la Escuela 
Judicial, para que fueran consultados de manera permanente. 
 
Se aclara entonces que las temáticas abordadas en estos seminarios web, no 
constituyen per se contenidos académicos adicionales y por tal motivo no se 
consideraron para el diseño de evaluación, pues siempre se informó que el 
fundamento de la evaluación se circunscribía a las lecturas obligatorias y los tv 
learn dictados en el campus virtual LMS. 
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3.3.10. Cumplimiento de los criterios psicométricos, lingüísticos, técnicos y 
jurídicos por lo que no se generó una evaluación objetiva.  
 

Con el propósito de resolver la inconformidad planteada en relación con el 
instrumento de evaluación y sus criterios psicométricos, lingüísticos, técnicos y 
jurídicos, la Unión Temporal Formación Judicial 2019, en calidad de contratista 
experto en el diseño, estructuración académica y desarrollo en modalidad virtual y 
presencial del IX curso de formación judicial inicial para los aspirantes a 
magistrados y jueces de la República de todas las especialidades y jurisdicciones, 
manifiesta que:   
 

 “Todas las preguntas de la evaluación son sometidas a un riguroso 
proceso de validación que incluye criterios psicométricos, lingüísticos, 
técnicos y jurídicos. Este proceso está documentado en el protocolo de 
elaboración y validación de preguntas del IX curso. Los resultados del 
análisis psicométrico muestran que las preguntas cumplen con los 
estándares de dificultad y discriminación establecidos. Además, cada 
pregunta es revisada por expertos disciplinares correspondientes para 
asegurar su precisión técnica y jurídica” 
 

De lo referido, resulta diáfano que en el proceso de construcción del instrumento 
de evaluación se surtió un juicio de validación psicométrico, lingüístico, técnico y 
jurídico avalado por expertos en varias disciplinas, los cuales constataron que los 
ítems en su totalidad cumplieron con los estándares adecuados para proceder con 
la aplicación de la evaluación; argumentos suficientes por demás para desestimar 
la solicitud de aplicar nuevamente el instrumento de evaluación.  

 
3.3.11. Inconformidad sobre la aplicación de preguntas memorísticas. 

 

Frente a los argumentos esbozados por el recurrente en el sentido que los ítems 
aplicados no median competencias sino una aptitud de memorización de 
contenidos, es pertinente traer a colación la respuesta brindada por la Unión 
Temporal de Formación Judicial 2019:  
 

“En relación con la aparente inclusión de preguntas consideradas 
estrictamente memorísticas, entendidas como aquellas que exigían 
una coincidencia literal con las lecturas obligatorias o el uso de 
sinónimos para ser respondidas correctamente, resulta necesario 
aclarar los siguientes aspectos. 

 
Primero, es preciso destacar que el proceso de diseño y formulación 
de las preguntas se llevó a cabo de manera rigurosa, basándose en 
las lecturas obligatorias correspondientes a la subfase general. Las 
preguntas no fueron concebidas con el propósito de evaluar 
exclusivamente la capacidad de memorización literal. Por el contrario, 
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se estructuraron con el fin de medir un amplio espectro de habilidades 
cognitivas, conforme a lo dispuesto en la Taxonomía de Bloom, la cual 
comprende desde el nivel de recordación hasta capacidades 
superiores como la comprensión, aplicación, análisis, síntesis y 
evaluación. 
 
La memoria, dentro de este marco, constituye un componente 
esencial del proceso cognitivo y del aprendizaje, especialmente en 
cualquier contexto formativo. La recordación, según la Taxonomía de 
Bloom, representa el nivel más elemental del aprendizaje y, a su vez, 
es la base sobre la cual se desarrollan competencias más avanzadas. 
Sin embargo, esto no implica que las preguntas se limitarán a un 
ejercicio de memorización, ni que su único objetivo fuese la repetición 
literal de información. 
 
El diseño de estas preguntas tuvo como finalidad asegurar que los 
discentes hubieran interiorizado los conceptos fundamentales del 
programa formativo. La capacidad de recordar ciertos elementos 
textuales es, por tanto, un paso preliminar indispensable para poder 
comprender, aplicar y analizar dichos conceptos en situaciones más 
complejas. De este modo, las preguntas no se limitaron a medir la 
memorización, sino que integraron un enfoque más amplio orientado a 
la evaluación integral de las competencias y destrezas necesarias 
para el adecuado desempeño en el ámbito judicial. 
 
En conclusión, si bien algunas preguntas pudieron percibirse como 
más enfocadas en la memoria, su propósito no se restringía a un 
ejercicio puramente memorístico. Estas preguntas fueron diseñadas 
dentro de una estrategia pedagógica cuyo fin último era garantizar 
que los discentes no solo retuvieran información, sino que fueran 
capaces de comprenderla y aplicarla en diferentes escenarios 
judiciales, contribuyendo así a una evaluación exhaustiva y equitativa 
de sus competencias” 
 

3.3.12. Coherencia, pertinencia y conducencia.  

 
Respecto de la coherencia, pertinencia y conducencia del IX Curso de Formación 
Judicial Inicial, el contratista experto en el diseño estructuración y desarrollo, es 
decir la Unión Temporal Formación Judicial, aduce lo siguiente:  
 

“Cada pregunta de la evaluación está alineada con los contenidos y 
competencias establecidos en el programa del IX curso de formación 
judicial. La pertinencia y calidad de las preguntas se garantiza a través 
de un riguroso proceso de revisión que involucra a expertos en las 
disciplinas, psicometría y educación. Además, estas preguntas no 

http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/


Resolución EJR24-944 Hoja No. 26   

Calle 11 No. 9A – 24  Piso 4.  Tel: 3 550666 
http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co 

 

buscan evaluar respuestas memorizadas, sino que están diseñadas 
para medir tanto el conocimiento teórico como la capacidad de aplicar 
dicho conocimiento en situaciones prácticas, clave para el ejercicio de 
la función pública”. 
 

De conformidad con lo anterior, la evaluación de la subfase general del IX Curso 
de Formación Judicial Inicial tiene una lógica, coherencia y estructuración 
adecuada, de manera que las preguntas cuentan con criterios de pertinencia y 
conducencia en su elaboración.   
 
3.3.13. Solicitud de revocatoria de la Resolución de calificaciones. 

 
Solicita el recurrente que se revoque la Resolución EJR24-298, al respecto 
señalamos lo siguiente: 
 
La Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 2024 fue expedida en estricto 
cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11400, aclarado con el Acuerdo PCSJA19-
11405, y conforme a las disposiciones legales vigentes, garantizando así el 
respeto por los principios de legalidad, igualdad y debido proceso, entre otros. 
 
Por lo expuesto no procede la solicitud del recurrente. 
 
3.4. Pronunciamiento sobre los motivos de inconformidad específicos frente al 

contenido del cuestionario aplicado en las jornadas de evaluación de la 
subfase general del IX Curso de Formación Judicial 

 
En este punto, la Escuela Judicial procede a resolver las inconformidades del 
recurrente en el sentido de revisar las preguntas y, si es del caso, ajustar la 
calificación de la evaluación de la subfase general, teniendo en cuenta lo 
siguiente: 
 
Se verificó el puntaje consolidado de la evaluación de la subfase general del 
recurrente, evidenciando que la sumatoria de las preguntas P35 (35 Ética, 
Independencia y Autonomía Judicial), P50 (50 Interpretación Judicial y Estructura 
de la Sentencia), P143 (59 Argumentación judicial y Valoración probatoria), P295 
(43 Filosofía del Derecho e Interpretación Constitucional), P275 (23 Gestión 
Judicial y TIC) se aplicó al consolidado final, conforme a lo explicado en la 
Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024. 
 
Se atendieron los criterios técnicos de la Unión Temporal Formación Judicial 2019. 
 
3.4.1. Programa de Habilidades Humanas: Jornada de la mañana del 19 de mayo de 

2024  
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Frente a los motivos de inconformidad esgrimidos por el discente y relacionadas 
con las preguntas del programa en mención, informamos que el criterio técnico de 
la Unión Temporal Formación Judicial 2019, quien estuvo a cargo del diseño, 
estructuración académica y desarrollo del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 
señaló lo siguiente: 

 

PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

5 

 
1. Enunciado y sustentación de las opciones: 
 
Opción correcta: "comunicar la nueva orientación a quienes pueden 
crear coaliciones, comprenden la visión y están comprometidos con 
su logro." 
 
Sustentación: Esta opción es correcta porque refleja fielmente la 
explicación de Kotter sobre la expresión "alinear a las personas" en 
el contexto del liderazgo. Como se indica en la página 19 del texto, 
Kotter explica que alinear implica la comunicación de un sentido de 
orientación claro a lo largo de una organización, la comprensión de 
la visión y el compromiso con su logro. Esta opción captura la 
esencia del liderazgo al enfocarse en la comunicación de la visión y 
la creación de coaliciones comprometidas. 
 
Opciones incorrectas: 
 
a) "escoger una estructura de cargos y de relaciones de 
dependencia y dotarla con las personas idóneas para los cargos." 
Sustentación: Esta opción es incorrecta porque, como se explica en 
la página 21 del texto, esta es una característica de la gestión, no 
del liderazgo. Además, va en contra del concepto de 
interdependencia, que es crucial en las organizaciones modernas 
según Kotter. 
 
b) "crear sistemas humanos que puedan implementar planes tan 
precisa y eficientemente como sea posible." 
Sustentación: Esta opción es incorrecta porque, como se indica en la 
página 21, es una práctica de gestión, no de liderazgo. Los 
ejecutivos en roles de gestión se enfocan más en organizar a las 
personas para avanzar en una dirección específica, mientras que el 
liderazgo se centra en alinearlas con una visión. 
 
c) "brindar capacitación a los que la necesiten, comunicar los planes 
a la fuerza laboral y decidir cuánta autoridad se va a delegar." 
Sustentación: Esta opción es incorrecta porque, como se menciona 
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PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

en la página 21, estos son criterios organizacionales propios de la 
gestión o de las decisiones arquitectónicas, no del liderazgo. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado de la pregunta muestra una clara coherencia y 
cohesión con el texto citado de Kotter. El fragmento presenta la 
definición de liderazgo y su enfoque en el cambio, y la pregunta se 
centra específicamente en interpretar el significado de "alinear a las 
personas" en este contexto. Esto establece una conexión lógica 
entre la información proporcionada y lo que se pide al examinado. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El contexto y el enunciado son claros y permiten resolver la pregunta 
sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales ni 
ortográficos que puedan dificultar la comprensión. La pregunta está 
formulada de manera directa y específica, solicitando al examinado 
que interprete el significado de una expresión concreta en el 
contexto del liderazgo. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser (actitudes, disposiciones y valores): 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica y autocrítica al requerir 
que el examinado analice críticamente el concepto de liderazgo y lo 
distinga de la gestión. Fomenta la apreciación de la diversidad al 
considerar diferentes enfoques de liderazgo y gestión. Además, 
promueve la motivación por la calidad y el logro al enfocarse en la 
importancia de la comunicación efectiva y el compromiso en el 
liderazgo. 
 
3.1.2. Saber (conocimientos): 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el examinado interprete el significado de una 
expresión específica en el contexto del liderazgo. Demuestra la 
capacidad de adquirir y aplicar conocimientos en el ámbito del 
liderazgo organizacional, distinguiéndolo de la gestión. 
 
3.1.3. Hacer (capacidades y habilidades): 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos al requerir 
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PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

que el examinado interprete la información proporcionada y la 
aplique para seleccionar la respuesta correcta. Fomenta la 
capacidad de resolución de problemas al presentar un concepto de 
liderazgo que requiere una interpretación específica y su 
diferenciación de las prácticas de gestión. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. Respuesta única correcta: 
La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que es la opción que 
refleja fielmente la explicación de Kotter sobre la expresión "alinear a 
las personas" en el contexto del liderazgo. 
 
4.2. Claridad de la respuesta: 
La respuesta correcta no es confusa ni ambigua. Está formulada de 
manera clara y directa, reflejando fielmente la explicación de Kotter 
sobre el liderazgo y la alineación de personas. 
 
4.3. Descarte de otras opciones correctas: 
Las otras opciones no son correctas, ya que se refieren a prácticas 
de gestión o decisiones arquitectónicas, no a las características del 
liderazgo según Kotter. 
 
4.4. Validez de las opciones: 
Todas las opciones son válidas en el sentido de que están 
relacionadas con conceptos de gestión y liderazgo organizacional, 
pero solo una se ajusta correctamente a la explicación de Kotter 
sobre el liderazgo y la alineación de personas. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (control de lectura): 
Esta pregunta corresponde al componente de evaluación de control 
o comprensión de lectura porque: 
- Se basa en un texto específico proporcionado. 
- Requiere que el examinado comprenda e interprete la información 
del texto. 
- Solicita identificar el significado específico de una expresión dentro 
del texto. 
- Evalúa la capacidad del examinado para discriminar entre 
diferentes interpretaciones posibles de una idea y distinguir entre 
conceptos de liderazgo y gestión. 
 
6. Relativas a la fuente: 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria KOTTER, J. (2005). Lo 
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PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

que de verdad hacen los líderes. Harvard Business School 
Publishing Corporation.P 19 
 
En conclusión, la pregunta muestra calidad y validez, evaluando la 
comprensión del examinado sobre conceptos clave de liderazgo y su 
distinción de la gestión. La pregunta está bien formulada, tiene una 
respuesta clara y correcta, y evalúa competencias relevantes para 
futuros jueces y magistrados en el ámbito de las habilidades 
humanas y el liderazgo organizacional. 

6 

 
1. Enunciado y sustentación de las opciones: 
 
Opción correcta: "buenas prácticas ambientales, laborales y de 
producción que hagan parte de los valores esenciales de la 
empresa." 
 
Sustentación: Esta opción es correcta porque refleja fielmente la 
conclusión de los autores sobre la influencia de la cultura 
organizacional en la sustentabilidad empresarial. El texto menciona 
específicamente que la cultura influye en la sustentabilidad cuando 
se apoya en estrategias que mejoran la productividad, las 
condiciones laborales, las relaciones de trabajo, las prácticas 
ambientales y el desarrollo de recursos humanos. Estas prácticas, al 
ser adoptadas como parte de los valores y cultura personal de los 
empleados, se convierten en valores esenciales de la empresa. 
 
Opciones incorrectas: 
 
a) "sensatas medidas de desarrollo del recurso humano que faciliten 
la sustentabilidad." 
Sustentación: Esta opción es incorrecta porque invierte la relación 
causal presentada en el texto. El texto afirma que la cultura 
organizacional influye en la sustentabilidad, no al revés. Aunque el 
desarrollo del recurso humano es mencionado, no es el fundamento 
principal de la afirmación. 
 
b) "innovadoras estrategias ambientales que mitiguen el daño 
causado por la productividad." 
Sustentación: Esta opción es incorrecta porque, aunque las 
estrategias ambientales son mencionadas en el texto, no se 
presenta como el fundamento principal de la influencia de la cultura 
en la sustentabilidad. Además, el texto no habla de "mitigar el daño 
causado por la productividad", sino de mejorar la productividad junto 
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con las prácticas ambientales. 
 
c) "óptimas condiciones laborales para que el personal no tenga que 
debatirse entre la rentabilidad y la sustentabilidad." 
Sustentación: Esta opción es incorrecta porque, si bien las 
condiciones laborales son mencionadas en el texto, no se presenta 
un conflicto entre rentabilidad y sustentabilidad. El texto enfatiza la 
integración de buenas prácticas en la cultura organizacional, no un 
dilema entre diferentes objetivos. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado de la pregunta muestra una clara coherencia y 
cohesión con el texto citado de Carro-Suárez et al. El fragmento 
presenta la relación entre cultura organizacional y sustentabilidad, y 
la pregunta solicita identificar el fundamento de esta afirmación. Esto 
establece una conexión lógica entre la información proporcionada y 
lo que se pide al examinado. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El contexto y el enunciado son claros y permiten resolver la pregunta 
sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales ni 
ortográficos que puedan dificultar la comprensión. La pregunta está 
formulada de manera directa y específica, solicitando al examinado 
que identifique el fundamento de la afirmación principal del texto. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser (actitudes, disposiciones y valores): 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica y autocrítica al requerir 
que el examinado analice críticamente la relación entre cultura 
organizacional y sustentabilidad. Fomenta la apreciación de temas 
ambientales al considerar las prácticas ambientales como parte de la 
sustentabilidad empresarial. Además, promueve la motivación por la 
calidad y el logro al enfocarse en la importancia de integrar buenas 
prácticas en la cultura organizacional. 
 
3.1.2. Saber (conocimientos): 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el examinado identifique el fundamento principal de la 
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afirmación sobre cultura organizacional y sustentabilidad. Demuestra 
la capacidad de adquirir y aplicar conocimientos en el ámbito de la 
gestión organizacional y la sustentabilidad empresarial. 
 
3.1.3. Hacer (capacidades y habilidades): 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos al requerir 
que el examinado interprete la información proporcionada y la 
aplique para seleccionar la respuesta correcta. Fomenta la 
capacidad de resolución de problemas al presentar un concepto 
complejo que requiere una interpretación específica. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. Respuesta única correcta: 
La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que es la opción que 
refleja fielmente la explicación de los autores sobre cómo la cultura 
organizacional influye en la sustentabilidad empresarial. 
 
4.2. Claridad de la respuesta: 
La respuesta correcta no es confusa ni ambigua. Está formulada de 
manera clara y directa, reflejando fielmente los elementos clave 
mencionados en el texto. 
 
4.3. Descarte de otras opciones correctas: 
Las otras opciones no son correctas, ya que no capturan 
adecuadamente la relación entre cultura organizacional y 
sustentabilidad presentada en el texto o invierten la relación causal. 
 
4.4. Validez de las opciones: 
Todas las opciones son válidas en el sentido de que están 
relacionadas con conceptos de cultura organizacional y 
sustentabilidad, pero solo una se ajusta correctamente a la 
explicación proporcionada en el texto. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (control de lectura): 
Esta pregunta corresponde al componente de evaluación de control 
o comprensión de lectura porque: 
- Se basa en un texto específico proporcionado. 
- Requiere que el examinado comprenda e interprete la información 
del texto. 
- Solicita identificar el fundamento principal de una afirmación clave 
del texto. 
- Evalúa la capacidad del examinado para discriminar entre 
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diferentes interpretaciones posibles de la información presentada. 
 
6. Relativas a la fuente: 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria CARRO-SUÁREZ, 
Jorge, SARMIENTO-PAREDES, Susana & ROSANO-ORTEGA, 
Genoveva. (2017). La cultura organizacional y su influencia en la 
sustentabilidad empresarial. La importancia de la cultura en la 
sustentabilidad empresarial. Estudios Gerenciales, 33(145), 
Universidad ICESI (pp. 353) 
 
En conclusión, la pregunta muestra calidad y validez, evaluando la 
comprensión del examinado sobre la relación entre cultura 
organizacional y sustentabilidad empresarial. La pregunta está bien 
formulada, tiene una respuesta clara y correcta, y evalúa 
competencias relevantes para futuros jueces y magistrados en el 
ámbito de las habilidades humanas y la gestión organizacional. 

8 

1. Enunciado y sustentación de las opciones: 
 
Opción correcta: "2 y 4 son correctas." 
 
Sustentación: Esta opción es correcta porque identifica 
adecuadamente las dos afirmaciones que no se pueden deducir del 
texto. La afirmación 2 "El clima organizacional y el compromiso 
institucional se relacionan porque se enmarcan en las mismas 
dimensiones" es incorrecta, ya que el texto menciona que solo tres 
de los cuatro factores del clima organizacional se correlacionan con 
el compromiso, no todos. La afirmación 4 "El compromiso 
organizacional resulta ser un elemento del clima organizacional" 
también es incorrecta, pues el título del estudio y el contenido del 
texto sugieren lo contrario: el clima laboral es un elemento del 
compromiso organizacional. 
 
Opciones incorrectas: 
 
a) "3 y 2 son correctas." 
Sustentación: Esta opción es incorrecta porque la afirmación 3 "Las 
redes de comunicación de la organización son variables del clima 
laboral" sí se puede deducir del texto, que menciona explícitamente 
"la naturaleza de las redes de comunicación de las organizaciones" 
como parte de un clima organizacional sano. 
 
b) "1 y 3 son correctas." 
Sustentación: Esta opción es incorrecta porque ambas afirmaciones 
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(1 y 3) sí se pueden deducir del texto. La afirmación 1 sobre los 
efectos positivos de las variables favorables del clima organizacional 
en el compromiso se infiere de la correlación mencionada en el 
texto, y la afirmación 3 se menciona explícitamente. 
 
c) "1 y 4 son correctas." 
Sustentación: Esta opción es incorrecta porque, aunque la 
afirmación 4 no se puede deducir del texto (lo cual es correcto), la 
afirmación 1 sí se puede deducir, por lo que no cumple con el criterio 
de la pregunta que busca identificar las afirmaciones que no se 
pueden deducir. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado de la pregunta muestra una clara coherencia y 
cohesión con el texto citado del estudio de Domínguez et al. El 
fragmento presenta información sobre la relación entre clima 
organizacional y compromiso, y la pregunta solicita identificar qué 
afirmaciones no se pueden deducir de esta información. Esto 
establece una conexión lógica entre la información proporcionada y 
lo que se pide al examinado. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El contexto y el enunciado son claros y permiten resolver la pregunta 
sin ambigüedades. La formulación "Del texto descrito se pueden 
deducir las siguientes opciones, excepto que" es precisa y directa. 
No se observan errores gramaticales ni ortográficos que puedan 
dificultar la comprensión. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser (actitudes, disposiciones y valores): 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica y autocrítica al requerir 
que el examinado analice críticamente las afirmaciones presentadas 
y las compare con la información del texto. Fomenta la apreciación 
de la diversidad al considerar diferentes aspectos del clima 
organizacional y el compromiso. Además, promueve la motivación 
por la calidad y el logro al enfocarse en la comprensión precisa de 
conceptos organizacionales. 
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3.1.2. Saber (conocimientos): 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el examinado identifique qué afirmaciones no se 
pueden deducir del texto. Demuestra la capacidad de adquirir y 
aplicar conocimientos en el ámbito de la gestión organizacional y el 
comportamiento humano en las organizaciones. 
 
3.1.3. Hacer (capacidades y habilidades): 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos al requerir 
que el examinado interprete la información proporcionada y la 
aplique para seleccionar la respuesta correcta. Fomenta la 
capacidad de resolución de problemas al presentar un conjunto de 
afirmaciones que deben ser evaluadas críticamente. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. Respuesta única correcta: 
La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que es la opción que 
identifica correctamente las dos afirmaciones que no se pueden 
deducir del texto. 
 
4.2. Claridad de la respuesta: 
La respuesta correcta no es confusa ni ambigua. Está formulada de 
manera clara y directa, identificando las dos afirmaciones que no se 
pueden deducir del texto. 
 
4.3. Descarte de otras opciones correctas: 
Las otras opciones no son correctas, ya que incluyen afirmaciones 
que sí se pueden deducir del texto o no identifican correctamente las 
dos afirmaciones que no se pueden deducir. 
 
4.4. Validez de las opciones: 
Todas las opciones son válidas en el sentido de que están 
relacionadas con el texto y las afirmaciones presentadas, pero solo 
una identifica correctamente las dos afirmaciones que no se pueden 
deducir. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (control de lectura): 
Esta pregunta corresponde al componente de evaluación de control 
o comprensión de lectura porque: 
- Se basa en un texto específico proporcionado. 
- Requiere que el examinado comprenda e interprete la información 
del texto. 
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- Solicita identificar qué afirmaciones no se pueden deducir del texto, 
lo que implica una comprensión profunda del contenido. 
- Evalúa la capacidad del examinado para discriminar entre 
diferentes interpretaciones posibles de la información presentada. 
 
6. Relativas a la fuente: 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria de DOMÍNGUEZ, Luis, 
RAMÍREZ Álvaro & GARCÍA, Andrés. El clima laboral como un 
elemento del compromiso organizacional. Revista Nacional de 
Administración, 4 (1): (pp.59-70) enero-junio, 2013. P 68 
 
En conclusión, la pregunta muestra calidad y validez, evaluando la 
comprensión del examinado sobre la relación entre clima 
organizacional y compromiso, así como su capacidad para analizar 
críticamente afirmaciones basadas en un texto. La pregunta está 
bien formulada, tiene una respuesta clara y correcta, y evalúa 
competencias relevantes para futuros jueces y magistrados en el 
ámbito de las habilidades humanas y la gestión organizacional. 

15 

Análisis de calidad y validez de la pregunta 
 
1. Enunciado y sustentación de las opciones: 
 
Opción correcta: "plantear un enfoque en acciones sostenibles que 
equilibren consideraciones económicas, ambientales y sociales 
como parte de su cultura corporativa." 
 
Sustentación: Esta opción es correcta porque captura de manera 
integral el concepto de desarrollo sustentable mencionado en el 
texto. Refleja el equilibrio entre los aspectos económicos, 
ambientales y sociales, que son los pilares fundamentales del 
desarrollo sustentable. Además, vincula estos aspectos con la 
cultura corporativa, lo cual se alinea con la idea presentada en el 
texto de que las empresas realizan acciones de sustentabilidad 
como parte de sus valores y creencias. 
 
Opciones incorrectas: 
 
a) "incentivar la sostenibilidad que abarca aspectos económicos y 
ambientales, reflejando los valores y creencias de la empresa." 
Sustentación : Esta opción es incorrecta porque, aunque menciona 
aspectos económicos y ambientales, omite el componente social del 
desarrollo sustentable. El concepto completo debe incluir los tres 
aspectos: económico, ambiental y social. 
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b) "desarrollar estrategias empresariales que integren prácticas 
sostenibles ambientales como parte de su visión y misión 
organizacional." 
Sustentación : Esta opción es incorrecta porque se enfoca 
exclusivamente en el aspecto ambiental, ignorando las dimensiones 
económicas y sociales del desarrollo sustentable. Además, no refleja 
la integración de estas prácticas en la cultura corporativa general. 
 
c) "adoptar prácticas de responsabilidad social y ambiental que se 
alinean con los objetivos económicos a largo plazo de la empresa." 
Sustentación : Aunque esta opción menciona aspectos sociales, 
ambientales y económicos, no enfatiza el equilibrio entre estos 
elementos ni su integración en la cultura corporativa. Se centra más 
en la alineación con objetivos económicos que en un enfoque 
holístico de sustentabilidad. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado de la pregunta muestra una clara coherencia y 
cohesión con el texto citado. El fragmento presenta información 
sobre la relación entre cultura organizacional y desarrollo 
sustentable, y la pregunta solicita interpretar el significado de 
"desarrollo sustentable" en este contexto. Esto establece una 
conexión lógica entre la información proporcionada y lo que se pide 
al examinado. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El contexto y el enunciado son claros y permiten resolver la pregunta 
sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales ni 
ortográficos que puedan dificultar la comprensión. La pregunta está 
formulada de manera directa y específica, solicitando al examinado 
que interprete el significado de una expresión concreta en el 
contexto dado. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser (actitudes, disposiciones y valores): 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica y autocrítica al requerir 
que el examinado analice críticamente el concepto de desarrollo 
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sustentable. Fomenta la apreciación de la diversidad y temas 
ambientales al considerar diferentes aspectos de la sustentabilidad 
empresarial. Además, promueve la motivación por la calidad y el 
logro al enfocarse en prácticas empresariales sostenibles. 
 
3.1.2. Saber (conocimientos): 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el examinado interprete el significado de "desarrollo 
sustentable" en el contexto dado. Demuestra la capacidad de 
adquirir y aplicar conocimientos en el ámbito de la cultura 
organizacional y la sustentabilidad empresarial. 
 
3.1.3. Hacer (capacidades y habilidades): 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos al requerir 
que el examinado interprete la información proporcionada y la 
aplique para seleccionar la respuesta correcta. Fomenta la 
capacidad de resolución de problemas al presentar un concepto 
complejo que requiere una interpretación específica. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. Respuesta única correcta: 
La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que es la opción que 
refleja fielmente el concepto de desarrollo sustentable en el contexto 
de cultura organizacional presentado en el texto. 
 
4.2. Claridad de la respuesta: 
La respuesta correcta no es confusa ni ambigua. Está formulada de 
manera clara y directa, reflejando fielmente los elementos clave del 
desarrollo sustentable mencionados en el texto. 
 
4.3. Descarte de otras opciones correctas: 
Las otras opciones no son correctas, ya que no capturan 
adecuadamente todos los aspectos del desarrollo sustentable o su 
relación con la cultura organizacional. 
 
4.4. Validez de las opciones: 
Todas las opciones son válidas en el sentido de que están 
relacionadas con conceptos de sustentabilidad y prácticas 
empresariales, pero solo una se ajusta correctamente a la definición 
completa de desarrollo sustentable en el contexto dado. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (control de lectura): 
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Esta pregunta corresponde al componente de evaluación de control 
o comprensión de lectura porque: 
- Se basa en un texto específico proporcionado. 
- Requiere que el examinado comprenda e interprete la información 
del texto. 
- Solicita identificar el significado de una expresión específica dentro 
del contexto dado. 
- Evalúa la capacidad del examinado para discriminar entre 
diferentes interpretaciones posibles de un concepto clave. 
 
6. Relativas a la fuente: 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria CARRO-SUÁREZ, 
Jorge, SARMIENTO-PAREDES, Susana & ROSANO-ORTEGA, 
Genoveva. (2017). La cultura organizacional y su influencia en la 
sustentabilidad empresarial. La importancia de la cultura en la 
sustentabilidad empresarial. Estudios Gerenciales, 33(145), 
Universidad ICESI (pp 364.) 
 
En conclusión, la pregunta muestra calidad y validez, evaluando la 
comprensión del examinado sobre el concepto de desarrollo 
sustentable en el contexto de la cultura organizacional. La pregunta 
está bien formulada, tiene una respuesta clara y correcta, y evalúa 
competencias relevantes para futuros jueces y magistrados en el 
ámbito de las habilidades humanas y la gestión organizacional 
sostenible. 

34 

Análisis de la calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta es: "diseñar un protocolo sobre el procedimiento 
a llevar a cabo por el despacho para tramitar las denuncias que 
formulen sus empleados por acoso laboral." 
 
Sustentación: Esta opción es correcta porque el diseño de un 
protocolo para tramitar denuncias de acoso laboral no es 
responsabilidad del líder del despacho, sino del Comité de 
Convivencia Laboral de la Rama Judicial. Aunque puede ser una 
acción preventiva al informar sobre el procedimiento, no es una 
acción que el líder del despacho deba implementar directamente. 
 
Las opciones incorrectas son: 
 
a) "promover una campaña que describa la ruta que se debe agotar 
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para denunciar por acoso laboral y pegar carteles alusivos en 
algunos espacios del despacho." 
Sustentación: Esta es una acción preventiva e informativa efectiva 
que el líder del despacho puede implementar para detectar e 
intervenir tempranamente el acoso laboral. 
 
b) "gestionar capacitaciones sobre el acoso laboral dirigidas a los 
miembros del despacho para que estos lo reconozcan y logren 
identificar sus modalidades." 
Sustentación: Las capacitaciones son acciones preventivas 
reconocidas en la cartilla laboral y pueden ser gestionadas por el 
líder del despacho en colaboración con la Unidad de Recursos 
Humanos. 
 
c) "realizar talleres de relaciones humanas que faciliten la 
integración y el mejoramiento de las relaciones interpersonales entre 
los miembros del despacho." 
Sustentación: Los talleres de relaciones humanas son acciones 
preventivas efectivas que pueden ser diseñadas e implementadas 
por el líder del despacho con el apoyo de la Unidad de Recursos 
Humanos. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta un contexto claro y coherente sobre una 
situación de potencial acoso laboral en un despacho judicial. La 
pregunta se relaciona directamente con las acciones que el líder del 
despacho puede implementar para prevenir y abordar el acoso 
laboral, lo cual es coherente con el contexto presentado y las 
opciones de respuesta proporcionadas. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y proporciona suficiente información para 
comprender la situación y responder la pregunta sin ambigüedades. 
No se observan errores gramaticales u ortográficos significativos que 
puedan afectar la comprensión del texto. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: 
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La pregunta evalúa la capacidad de crítica y autocrítica al requerir 
que el aspirante analice las acciones propuestas y determine cuál no 
es efectiva para abordar el acoso laboral. También aborda la 
apreciación de la diversidad y multiculturalidad al centrarse en un 
escenario que involucra respeto y empatía entre compañeros de 
trabajo. 
 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el aspirante comprenda el contexto presentado, las 
acciones propuestas y las normativas relacionadas con el acoso 
laboral. También evalúa la adquisición de conocimientos en el 
ámbito laboral y judicial. 
 
3.1.3. Hacer: 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos al requerir 
que el aspirante identifique las acciones efectivas para prevenir el 
acoso laboral. También evalúa la toma de decisiones y resolución de 
problemas al plantear un escenario que requiere intervención. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que es la opción 
d), como se explicó anteriormente. 
 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, ya que 
claramente establece una acción que no es responsabilidad directa 
del líder del despacho. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las demás 
opciones representan acciones efectivas y apropiadas que el líder 
del despacho puede implementar. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado 
planteado, pero solo una representa una acción que no es efectiva 
para que el líder del despacho implemente directamente. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (análisis de caso): 
 
Esta pregunta corresponde a un análisis de caso porque presenta 
una situación específica en un despacho judicial y requiere que el 
aspirante analice el contexto, identifique el problema (potencial 
acoso laboral) y evalúe las posibles acciones a tomar. El aspirante 
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debe aplicar sus conocimientos sobre prevención de acoso laboral y 
gestión de recursos humanos en el contexto judicial para determinar 
la respuesta correcta. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria CONSEJO SUPERIOR 
DE LA JUDICATURA. DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, Unidad de Recursos Humanos. 
Cartilla Laboral para la Rama Judicial. Bogotá: CENDOJ, 2014. 57p. 
(pp. 44-45). 
 
Conclusión: 
En síntesis, esta pregunta demuestra calidad y pertinencia para 
evaluar a los aspirantes a jueces y magistrados en el programa de 
Habilidades Humanas. Su fortaleza radica en varios aspectos clave: 
 
Relevancia temática: Aborda un tema crucial en el ámbito laboral 
judicial, como es la prevención y manejo del acoso laboral, 
demostrando la importancia de las habilidades interpersonales y de 
liderazgo en la administración de justicia. 
Complejidad cognitiva: Exige que los aspirantes no solo conozcan 
las acciones preventivas contra el acoso laboral, sino que también 
comprendan las responsabilidades y límites de actuación de un líder 
de despacho judicial, fomentando un pensamiento crítico y analítico. 
Alineación con competencias: La pregunta evalúa eficazmente las 
competencias del Ser, Saber y Hacer, promoviendo una evaluación 
integral del aspirante. 
Claridad y estructura: Presenta un escenario realista y bien 
contextualizado, con opciones de respuesta claras y diferenciadas, 
evitando ambigüedades. 
Fundamentación teórica: Se basa en fuentes oficiales y pertinentes, 
como la Cartilla Laboral para la Rama Judicial, asegurando su 
validez y alineación con los estándares institucionales. 
Aplicabilidad práctica: Simula una situación que los futuros jueces y 
magistrados podrían enfrentar en su carrera, promoviendo la 
aplicación práctica de conocimientos y habilidades. 
 
Esta pregunta cumple con la calidad esperada, Y contribuye a la 
selección de profesionales capaces de liderar equipos judiciales con 
empatía, respeto y apego a las normas institucionales. Su diseño 
fomenta el tipo de pensamiento crítico y conocimiento práctico 
esencial para el desempeño efectivo en la judicatura, respaldando 
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así su inclusión en el examen para aspirantes a jueces y 
magistrados. 
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Análisis de la calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
Opciones correctas: {comportamiento} {moralidad} {actos} 
{principios} 
 
Sustentación: Estas opciones son correctas porque completan 
coherentemente el párrafo sobre ética pública. "Comportamiento" se 
refiere a la conducta de los funcionarios, "moralidad" a la cualidad 
ética de las acciones, "actos" a las acciones concretas, y "principios" 
a las normas fundamentales de la ética. 
 
Distractores: actuar, conducta, fines. 
 
Sustentación: Estos distractores son incorrectos porque, aunque 
relacionados con el tema, no encajan perfectamente en el contexto 
dado. "Actuar" es menos preciso que "comportamiento", "conducta" 
es sinónimo pero menos apropiado en este contexto, y "fines" no se 
ajusta a la idea de principios generales y universales. 
 
 
Para [[1]] comportamiento: Este término es el más apropiado porque 
la ética pública se enfoca en cómo actúan los funcionarios en 
relación con su servicio público. 
 
Para [[2]] moralidad: Este concepto es fundamental en la ética, 
refiriéndose a la cualidad de los actos humanos en términos de bien 
y mal. 
 
Para [[3]] actos: La ética se ocupa de las acciones concretas de los 
funcionarios públicos, por lo que "actos" es el término más preciso 
aquí. 
 
Para [[4]] principios: La ética como ciencia se basa en principios 
generales y universales, por lo que este término es el más adecuado 
en este contexto. 
 
Justificación de "actos" sobre "actuar": 
 
* Sustantivo vs. Verbo: "Actos" es un sustantivo, mientras que 
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"actuar" es un verbo. En el contexto dado, se requiere un sustantivo 
para mantener la coherencia gramatical de la frase "...la moralidad 
de los [[3]] humanos...". 
 
* Especificidad: "Actos" se refiere a acciones concretas y definidas, 
lo cual es más preciso en el contexto de la ética pública. "Actuar" es 
más general y puede implicar un proceso continuo, menos definido. 
 
* Uso en ética: En el lenguaje de la ética y la filosofía moral, se habla 
comúnmente de la "moralidad de los actos", no del "actuar". Esto se 
debe a que la ética evalúa acciones específicas y sus 
consecuencias. 
Coherencia con el texto: El párrafo menciona "actos humanos" más 
adelante, lo que refuerza la elección de "actos" para mantener la 
consistencia terminológica. 
 
Justificación de "comportamiento" sobre "conducta": 
 
* Amplitud del concepto: Aunque "comportamiento" y "conducta" son 
a menudo utilizados como sinónimos, "comportamiento" tiende a ser 
un término más amplio que abarca no solo las acciones observables 
(conducta), sino también los procesos mentales y emocionales que 
las acompañan. 
Uso en contextos profesionales: En el ámbito de la ética profesional 
y organizacional, "comportamiento" es un término más comúnmente 
utilizado. Se habla de "comportamiento ético", "códigos de 
comportamiento", etc. 
 
* Connotaciones: "Conducta" puede tener connotaciones más 
asociadas con el cumplimiento de normas o reglas específicas, 
mientras que "comportamiento" sugiere un enfoque más holístico 
que incluye la toma de decisiones éticas y el razonamiento moral. 
 
* Coherencia con el enfoque de la ética pública: La ética pública, 
como se describe en el párrafo, no solo se ocupa de las acciones 
visibles de los funcionarios, sino también de sus motivaciones y 
procesos de toma de decisiones. "Comportamiento" captura mejor 
esta idea integral. 
 
* Flexibilidad contextual: "Comportamiento" se adapta mejor a 
diferentes contextos dentro de la administración pública, desde 
interacciones interpersonales hasta la toma de decisiones políticas. 
2. Relativos al enunciado: 
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2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta un párrafo coherente sobre ética pública, con 
espacios numerados para completar. La pregunta se relaciona 
directamente con la comprensión del texto y la selección de los 
términos más apropiados, manteniendo la cohesión del párrafo. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y proporciona suficiente contexto para resolver 
la pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales 
u ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que el 
aspirante analice y seleccione los términos más apropiados en el 
contexto de la ética pública. También aborda la motivación por la 
calidad al exigir precisión en la selección de términos. 
 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el aspirante comprenda el contexto y seleccione los 
términos adecuados. También evalúa la adquisición de 
conocimientos en el ámbito de la ética pública y la administración. 
 
3.1.3. Hacer: 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos sobre 
ética pública en un contexto específico. También evalúa la 
capacidad de resolución de problemas al requerir que el aspirante 
complete coherentemente el párrafo. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. Los distractores son opciones incorrectas porque, aunque 
relacionados con el tema, no encajan perfectamente en el contexto 
dado, como se explicó anteriormente. 
 
4.2. Las respuestas correctas no son confusas ni ambiguas, ya que 
cada una encaja perfectamente en su respectivo espacio, 
manteniendo la coherencia del párrafo. 
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4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las 
opciones proporcionadas son las únicas que completan 
coherentemente el párrafo. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (taller virtual): 
 
Esta pregunta corresponde a un taller virtual porque requiere que el 
aspirante interactúe con el texto, completando espacios en blanco. 
Este formato simula una actividad de aprendizaje activo, donde el 
aspirante debe aplicar sus conocimientos y comprensión del texto 
para completar la información faltante. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria correspondiente, que 
es la Cartilla Laboral para la Rama Judicial (2014), específicamente 
en la sección que trata sobre cultura organizacional y ética pública. 
 
 
Conclusión: 
 
En síntesis, esta pregunta demuestra calidad y pertinencia para 
evaluar a los aspirantes a jueces y magistrados en el programa de 
Habilidades Humanas. Los aspectos que soportan calidad son: 
 
1. Relevancia temática: Aborda un tema crucial como la ética 
pública, fundamental para el desempeño de funcionarios judiciales. 
 
2. Complejidad cognitiva: Exige que los aspirantes comprendan y 
analicen un texto sobre ética pública, seleccionando los términos 
más apropiados. 
 
3. Alineación con competencias: La pregunta evalúa las 
competencias del Ser, Saber y Hacer, promoviendo una evaluación 
integral del aspirante. 
 
4. Claridad y estructura: Presenta un texto claro y bien estructurado, 
con opciones de respuesta que requieren un análisis cuidadoso. 
 
5. Fundamentación teórica: Se basa en conceptos de ética pública 
respaldados por una fuente oficial de la Rama Judicial. 
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6. Aplicabilidad práctica: Requiere que los aspirantes demuestren su 
comprensión de conceptos éticos fundamentales para su futura labor 
judicial. 
 
7. Formato interactivo: Como taller virtual, promueve el aprendizaje 
activo y la aplicación práctica de conocimientos. 
 
Esta pregunta cumple con la calidad esperada, y contribuye a la 
selección de profesionales con una sólida comprensión de la ética 
pública, esencial para el desempeño en la judicatura. 
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Análisis de la calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
Opciones correctas: gestión, conductas, objetivos, identidad 
 
Sustentación: 
- "Gestión" es apropiada para [[1]] porque se refiere a los procesos y 
actividades de administración organizacional. 
- "Conductas" encaja en [[2]] al referirse a los comportamientos 
necesarios para lograr los objetivos. 
- "Objetivos" es correcta para [[3]] al aludir a las metas estratégicas 
de la organización. 
- "Identidad" es adecuada para [[4]] pues se relaciona con la esencia 
y valores corporativos. 
 
Distractores: dimensiones, proyectos, innovación 
 
Sustentación: 
- "Dimensiones" es menos preciso que "gestión" en el contexto 
organizacional. 
- "Proyectos" es más específico que "objetivos" y no abarca toda la 
estrategia organizacional. 
- "Innovación" no se ajusta al contexto de identidad y valores 
corporativos. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta un texto coherente sobre comunicaciones 
internas en organizaciones. La pregunta se relaciona directamente 
con la comprensión del texto y la selección de términos apropiados, 
manteniendo la cohesión del párrafo. 
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2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y proporciona suficiente contexto para resolver 
la pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales 
u ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que el 
aspirante analice y seleccione los términos más apropiados en el 
contexto de la comunicación organizacional. También aborda la 
motivación por la calidad al exigir precisión en la selección de 
términos. 
 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el aspirante comprenda el contexto y seleccione los 
términos adecuados. También evalúa la adquisición de 
conocimientos en el ámbito de la gestión y comunicación 
organizacional. 
 
3.1.3. Hacer: 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos sobre 
comunicación interna en un contexto organizacional. También 
evalúa la capacidad de resolución de problemas al requerir que el 
aspirante complete coherentemente el párrafo. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. Los distractores son opciones incorrectas porque, aunque 
relacionados con el tema, no encajan perfectamente en el contexto 
dado, como se explicó anteriormente. 
 
4.2. Las respuestas correctas no son confusas ni ambiguas, ya que 
cada una encaja perfectamente en su respectivo espacio, 
manteniendo la coherencia del párrafo. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las 
opciones proporcionadas son las únicas que completan 
coherentemente el párrafo. 
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5. Relativas a la tipología de la pregunta (taller virtual): 
 
Esta pregunta corresponde a un taller virtual porque requiere que el 
aspirante interactúe con el texto, completando espacios en blanco. 
Este formato simula una actividad de aprendizaje activo, donde el 
aspirante debe aplicar sus conocimientos y comprensión del texto 
para completar la información faltante. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
El contexto presentado fue Tomado de la Lectura obligatoria  Reyes, 
J(2012). Las cuatro dimensiones de la comunicación interna. Centro 
de Estudios en Diseño y Comunicación. Cuaderno 40. pp. 127 
 
Conclusión: 
 
En síntesis, esta pregunta demuestra calidad y pertinencia para 
evaluar a los aspirantes a jueces y magistrados en el programa de 
Habilidades Humanas. Los aspectos que soportan calidad son: 
 
1. Relevancia temática: Aborda un tema crucial como la 
comunicación interna en organizaciones, fundamental para el 
desempeño de líderes judiciales. 
 
2. Complejidad cognitiva: Exige que los aspirantes comprendan y 
analicen un texto sobre comunicación organizacional, seleccionando 
los términos más apropiados. 
 
3. Alineación con competencias: La pregunta evalúa las 
competencias del Ser, Saber y Hacer, promoviendo una evaluación 
integral del aspirante. 
 
4. Claridad y estructura: Presenta un texto claro y bien estructurado, 
con opciones de respuesta que requieren un análisis cuidadoso. 
 
5. Aplicabilidad práctica: Requiere que los aspirantes demuestren su 
comprensión de conceptos fundamentales en la gestión y 
comunicación organizacional, aplicables a su futura labor judicial. 
 
6. Formato interactivo: Como taller virtual, promueve el aprendizaje 
activo y la aplicación práctica de conocimientos. 
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Esta pregunta cumple con la calidad esperada, y contribuye a la 
selección de profesionales con una sólida comprensión de la 
comunicación organizacional, esencial para el desempeño en roles 
de liderazgo judicial. 

39 

Análisis de la calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
Opciones correctas: autoconciencia, conciencia 
 
Sustentación: 
- "Autoconciencia" es apropiada para [[1]] porque se refiere al primer 
componente de la inteligencia emocional que implica el conocimiento 
de uno mismo, incluyendo valores y objetivos personales. 
- "Conciencia" encaja en [[2]] al referirse a un conocimiento profundo 
de uno mismo, lo que permite tomar decisiones alineadas con los 
propios principios y metas. 
 
Distractores: autorregulación, orgullo, motivación, conocimiento 
 
Sustentación: 
- "Autorregulación" es otro componente de la inteligencia emocional, 
pero no el que se describe en este párrafo. 
- "Orgullo" no se relaciona directamente con la comprensión de 
valores y objetivos personales. 
- "Motivación" es otro componente de la inteligencia emocional, pero 
no el descrito aquí. 
- "Conocimiento" es demasiado general y no captura la especificidad 
de la autoconciencia. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta un texto coherente sobre uno de los 
componentes de la inteligencia emocional en el trabajo. La pregunta 
se relaciona directamente con la comprensión del texto y la 
selección de términos apropiados, manteniendo la cohesión del 
párrafo. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y proporciona suficiente contexto para resolver 
la pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales 
u ortográficos significativos. 
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3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica y autocrítica al requerir 
que el aspirante analice y seleccione los términos más apropiados 
en el contexto de la inteligencia emocional. También aborda la 
motivación por la calidad al exigir precisión en la selección de 
términos. 
 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el aspirante comprenda el contexto y seleccione los 
términos adecuados. También evalúa la adquisición de 
conocimientos en el ámbito de la inteligencia emocional en el 
trabajo. 
 
3.1.3. Hacer: 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos sobre 
inteligencia emocional en un contexto laboral. También evalúa la 
capacidad de resolución de problemas al requerir que el aspirante 
complete coherentemente el párrafo. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. Los distractores son opciones incorrectas porque, aunque 
relacionados con la inteligencia emocional, no encajan 
perfectamente en el contexto dado, como se explicó anteriormente. 
 
4.2. Las respuestas correctas no son confusas ni ambiguas, ya que 
cada una encaja perfectamente en su respectivo espacio, 
manteniendo la coherencia del párrafo. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las 
opciones proporcionadas son las únicas que completan 
coherentemente el párrafo. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (taller virtual): 
 
Esta pregunta corresponde a un taller virtual porque requiere que el 
aspirante interactúe con el texto, completando espacios en blanco. 

http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/


Resolución EJR24-944 Hoja No. 52   

Calle 11 No. 9A – 24  Piso 4.  Tel: 3 550666 
http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co 

 

PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

Este formato simula una actividad de aprendizaje activo, donde el 
aspirante debe aplicar sus conocimientos y comprensión del texto 
para completar la información faltante. 
 
6. Relativas a la fuente: 
El contexto presentado fue Tomado de la lectura obligatoria Reyes, 
J(2012). Las cuatro dimensiones de la comunicación interna. Centro 
de Estudios en Diseño y Comunicación. Cuaderno 40. pp. 127 
 
 
Conclusión: 
 
En síntesis, esta pregunta demuestra calidad y pertinencia para 
evaluar a los aspirantes a jueces y magistrados en el programa de 
Habilidades Humanas. Los aspectos que soportan calidad son: 
 
1. Relevancia temática: Aborda un tema crucial como la inteligencia 
emocional en el trabajo, fundamental para el desempeño de líderes 
judiciales. 
 
2. Complejidad cognitiva: Exige que los aspirantes comprendan y 
analicen un texto sobre inteligencia emocional, seleccionando los 
términos más apropiados. 
 
3. Alineación con competencias: La pregunta evalúa las 
competencias del Ser, Saber y Hacer, promoviendo una evaluación 
integral del aspirante. 
 
4. Claridad y estructura: Presenta un texto claro y bien estructurado, 
con opciones de respuesta que requieren un análisis cuidadoso. 
 
5. Aplicabilidad práctica: Requiere que los aspirantes demuestren su 
comprensión de conceptos fundamentales en la inteligencia 
emocional, aplicables a su futura labor judicial. 
 
6. Formato interactivo: Como taller virtual, promueve el aprendizaje 
activo y la aplicación práctica de conocimientos. 
 
Esta pregunta cumple con la calidad esperada, y contribuye a la 
selección de profesionales con una sólida comprensión de la 
inteligencia emocional, esencial para el desempeño en roles de 
liderazgo judicial. La única sugerencia de mejora sería incluir la 
referencia específica de la fuente del texto para reforzar su validez 
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teórica. 

 
3.4.2. Programa de Interpretación Judicial y Estructura de La Sentencia: Jornada 

de la mañana del- 19 de mayo de 2024  

 
Frente a los motivos de inconformidad esgrimidos por el discente y relacionadas 
con las preguntas del programa en mención, informamos que el criterio técnico de 
la Unión Temporal Formación Judicial 2019, quien estuvo a cargo del diseño, 
estructuración académica y desarrollo del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 
señaló lo siguiente: 
 

PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

61 

Análisis de la Calidad y Validez de la Pregunta de Examen 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones 
 
La opción correcta es "Están obligados en principio a aplicar el 
precedente, pero puede separarse de él, aunque afecten la 
seguridad jurídica y la protección de la confianza". Esta opción se 
justifica adecuadamente en la retroalimentación, basándose en las 
reglas J.13 y J.14 propuestas por Alexy sobre el uso de 
precedentes. 
 
según Robert Alexy (Teoría de la argumentación jurídica, 1997, p. 
264) “se puede formular pues como reglas más generales del uso 
del precedente las siguientes reglas: (J.13) Cuando pueda citarse un 
precedente en favor o en contra de una decisión debe hacerse. 
(J.14) Quien quiera apartarse de un precedente, asume la carga de 
la argumentación”. De esta forma, los jueces están obligados en 
principio a aplicar el precedente, pero puede separarse de él, 
aunque afecten la seguridad jurídica y la protección de la confianza. 
 
Opciones incorrectas: 
 
: "Están obligados a aplicar siempre el precedente para garantizar el 
principio de la igualdad, más que la seguridad jurídica y la protección 
de la confianza." Se descarta por imponer una obligación absoluta 
de aplicar el precedente, lo cual no es consistente con el texto. 
 
; "NO están obligados a aplicar el precedente, pero pueden 
inspirarse en él y aplicarlo para desarrollar la seguridad jurídica y la 
protección de la confianza." 
se descarta por sugerir que los jueces no están obligados a aplicar 
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el precedente, lo cual contradice la regla J.13 de Alexy. 
 
; Están obligados siempre a aplicar el precedente para garantizar la 
seguridad jurídica y la protección de la confianza, entre otros 
principios.se descarta por imponer una obligación absoluta de 
aplicar el precedente, lo cual no es consistente con la regla J.14 de 
Alexy. 
 
2. Relativos al enunciado 
 
2.1. El enunciado muestra coherencia y cohesión al presentar un 
extracto relevante del texto fuente que introduce la importancia del 
precedente para la seguridad jurídica y la protección de la confianza, 
conduciendo lógicamente a la pregunta sobre la obligación de los 
jueces respecto al precedente. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros, permitiendo resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales u 
ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el aspirante comprenda la complejidad de la aplicación de 
precedentes en la práctica judicial. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información al exigir la comprensión de conceptos 
complejos sobre el uso de precedentes en la teoría jurídica. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos al requerir que el aspirante identifique el enfoque 
correcto para el manejo de precedentes en la práctica judicial. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta 
 
4.1. La pregunta tiene una única respuesta correcta que se justifica 
adecuadamente en relación con el texto citado y las reglas 
propuestas por Alexy. 
 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, ya que se 
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explica claramente en la retroalimentación y se corresponde 
directamente con lo expresado en el texto fuente. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, pues las demás se 
descartan con argumentos sólidos basados en el texto fuente y las 
reglas de Alexy. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado, 
representando diferentes enfoques sobre el uso de precedentes, 
pero solo una captura correctamente el equilibrio propuesto por 
Alexy. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta 
 
Esta pregunta corresponde al componente de control o comprensión 
de lectura porque: 
- Se basa en información específica del texto fuente. 
- Requiere que el aspirante identifique y comprenda conceptos clave 
presentados en el texto. 
- Evalúa la capacidad de extraer y aplicar información compleja 
sobre el uso de precedentes en la práctica judicial. 
 
6. Relativas a la fuente 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria ROBERT ALEXY, 
Teoría de la argumentación jurídica, (Traducción de Manuel Atienza 
e Isabel Espejo), Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1997. 
P 264. 
 
Conclusión: 
 
Esta pregunta demuestra calidad en su diseño y ejecución. Evalúa la 
comprensión de conceptos fundamentales en la teoría de la 
argumentación jurídica, específicamente el uso de precedentes y su 
relación con la seguridad jurídica y la protección de la confianza. La 
pregunta está bien estructurada, con un enunciado claro que 
presenta información relevante del texto fuente y opciones de 
respuesta pertinentes y diferenciadas. Se basa en el material de 
lectura asignado y contribuye a evaluar las competencias genéricas 
relevantes para aspirantes a jueces y magistrados, incluyendo el 
análisis crítico, la síntesis de información y la aplicación de 
conocimientos teóricos a la práctica judicial.  

65 Análisis de la Calidad y Validez de la Pregunta de Examen 
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1. Enunciado y sustentación de opciones 
 
La opción correcta es "trágicos". Esta opción se basa en información 
adicional del texto fuente que describe los casos trágicos como los 
más complejos y menos susceptibles de aplicación simple del 
método de subsunción. 
 
conforme el texto Amós Arturo Grajales y Nicolás Jorge Negri: 
“Sobre la argumentación jurídica y sus teorías”, Madrid, 2018, 
página 51, que señala: 
 
“(…) los casos fáciles no se presentan con tanta frecuencia como 
sería deseable. Generalmente los litigios judiciales presentan 
circunstancias fácticas complejas que son arduas de probar; las 
normas, principios o valores en juego no son tan simples de 
aprehender y de aplicar. Además, las leyes cuentan con términos, 
expresiones y conceptos equívocos y ambiguos. Constituyen pues 
los llamados casos difíciles. Si, además, el caso difícil requiere una 
decisión que inevitablemente implique un menoscabo a las partes 
intervinientes en el proceso, se lo denomina caso trágico o 
problemático, por ejemplo, en el caso de la madre cuya vida peligra” 
 
Por lo tanto, se evidencia que en los casos trágicos es donde existe 
menor posibilidad de  aplicar el método de la subsunción, pues son 
los casos que menos se presenta. 
 
Opciones incorrectas: 
 
- "Imposibles" se descarta por no existir en el ordenamiento jurídico. 
- "Difíciles" se descarta porque, aunque son complejos, no son los 
menos susceptibles de subsunción. 
Es incorrecta, porque los casos dificiles son los litigios judiciales que 
presentan circunstancias fácticas complejas que son arduas de 
probar; las normas, principios o valores en juego no son tan simples 
de aprehender y de aplicar. Además, las leyes cuentan con 
términos, expresiones y conceptos equívocos y ambiguos. 
Constituyen pues los llamados casos difíciles ((Amós Arturo Grajales 
y Nicolás Jorge Negri, Sobre la argumentación jurídica y sus teorías, 
Madrid, 2018, en la página 51). Pero a partir de aquí los casos 
Trágicos, como se ha dicho, son casos difíciles que requieren una 
decisión que inevitablemente implique el menoscabo a las partes 
intervinientes en el proceso,  es así que resulte aún más complejo 
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aplicar la subsunción en los trágicos que el los casos difíciles.  
 
- "Fáciles" se descarta porque son precisamente los casos donde la 
subsunción es más aplicable. 
Es incorrecta, porque son casos fáciles aquellos en los que no 
existen dificultades en identificar la norma a aplicar y el supuesto de 
hecho objeto de decisión; por ejemplo, aquellos en que la norma 
utiliza conceptos unívocos (aeronave, cheque, hecho imponible, 
etc.), o cuando utiliza conceptos numéricos, cuando establece la 
mayoría de edad a los dieciocho años, o requiere la existencia de 
tres testigos en los testamentos o determina que el muro medianero 
debe tener como mínimo tres metros de altura. El caso se considera 
fácil, en la medida en que el ordenamiento otorga un único sentido a 
las expresiones aeronave, cheque y hecho imponible, o en el hecho 
de que expresiones como dieciocho años, tres testigos y tres metros 
de altura constituyen conceptos numéricos de fácil comprobación. 
De allí que se afirme que en los casos fáciles sea más evidente la 
aplicación del derecho como subsunción156 (Amós Arturo Grajales y 
Nicolás Jorge Negri, Sobre la argumentación jurídica y sus teorías, 
Madrid, 2018, en la página 50). 
 
2. Relativos al enunciado 
 
2.1. El enunciado muestra coherencia y cohesión al presentar un 
extracto relevante del texto fuente que critica la aplicación simple de 
la subsunción, conduciendo lógicamente a la pregunta sobre en qué 
tipo de casos es menos posible aplicar este método. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros, permitiendo resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales u 
ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el aspirante comprenda las limitaciones de los métodos de 
interpretación jurídica en casos complejos. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información al exigir la comprensión de diferentes tipos de 
casos jurídicos y su relación con los métodos de interpretación. 
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3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos al requerir que el aspirante identifique correctamente 
el tipo de caso donde la subsunción es menos aplicable. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta 
 
4.1. La pregunta tiene una única respuesta correcta que se justifica 
adecuadamente en relación con el texto citado y la información 
adicional proporcionada. 
 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, ya que se 
explica claramente en la retroalimentación y se corresponde con la 
descripción de casos trágicos en el texto fuente. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, pues las demás se 
descartan con argumentos sólidos basados en el texto fuente y 
conocimientos jurídicos adicionales. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado, 
representando diferentes tipos de casos jurídicos, pero solo una 
captura correctamente el tipo de caso donde la subsunción es 
menos aplicable. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta 
 
Esta pregunta corresponde al componente de control o comprensión 
de lectura porque: 
- Se basa en información específica del texto fuente. 
- Requiere que el aspirante identifique y comprenda conceptos clave 
presentados en el texto. 
- Evalúa la capacidad de extraer y aplicar información sobre la 
aplicabilidad de métodos de interpretación jurídica en diferentes 
tipos de casos. 
 
6. Relativas a la fuente 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria AMÓS Arturo Grajales 
y NICOLÁS Jorge Negri. Sobre la argumentación jurídica y sus 
teorías, Madrid, 2018, Pp. 49 a 56. Inicio de lectura 4.1. Subsunción 
hasta finalizar el texto (página 56). P 50-51. 
 
Conclusión: 
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Esta pregunta demuestra calidad en su diseño y ejecución. Evalúa la 
comprensión de conceptos fundamentales en la teoría de la 
interpretación jurídica, específicamente las limitaciones del método 
de subsunción en diferentes tipos de casos. La pregunta está bien 
estructurada, con un enunciado claro que presenta información 
relevante del texto fuente y opciones de respuesta pertinentes y 
diferenciadas. Se basa en el material de lectura asignado y 
contribuye a evaluar las competencias genéricas relevantes para 
aspirantes a jueces y magistrados, incluyendo el análisis crítico, la 
síntesis de información y la aplicación de conocimientos teóricos a la 
práctica jurídica.  

 
3.4.3. Programa de Justicia Transicional y Justicia Restaurativa: Jornada de la 

tarde el 19 de mayo de 2024.  

 
Frente a los motivos de inconformidad esgrimidos por el discente y relacionadas 
con las preguntas del programa en mención, informamos que el criterio técnico de 
la Unión Temporal Formación Judicial 2019, quien estuvo a cargo del diseño, 
estructuración académica y desarrollo del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 
señaló lo siguiente: 
 

PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

1 

Análisis de la Calidad y Validez de la Pregunta 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones 
 
La opción correcta es "reconocer a las víctimas la condición de 
ciudadanos con derecho a ser reparados". Esta opción refleja 
directamente uno de los propósitos esenciales de los programas 
masivos de reparación mencionados en el texto. El fragmento 
establece claramente que estos programas tienen como propósito 
"reconocer su condición de ciudadanos con plenos derechos". Esto 
implica que las víctimas no solo reciben una compensación material, 
sino que se les reconoce su estatus como ciudadanos plenos, lo 
cual es fundamental para su reintegración en la sociedad y la 
recuperación del tejido social. 
 
Retroalimentación opciones incorrectas: 
 
- "Establecer amnistías para garantizar desarmes" Esta opción es 
incorrecta porque el texto no menciona en absoluto las amnistías o 
los desarmes. Los programas de reparación se centran en las 
víctimas, no en los perpetradores o combatientes. Las amnistías y 
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desarmes son aspectos diferentes de los procesos de justicia 
transicional, no relacionados directamente con los programas de 
reparación descritos. 
 
- "Entregar dinero en efectivo" Aunque el texto menciona la entrega 
de dinero en efectivo como una posibilidad dentro de los programas 
de reparación, esta no es presentada como el propósito principal o 
esencial. El fragmento describe esto como el nivel más básico de 
reparación, indicando que los programas pueden ser mucho más 
complejos e incluir otros tipos de apoyo. Además, el énfasis está en 
la restitución de derechos y el reconocimiento de ciudadanía, no 
simplemente en la compensación monetaria. 
 
- "Buscar el enjuiciamiento de involucrados" Esta opción es 
incorrecta porque el enjuiciamiento de perpetradores no se 
menciona en absoluto en el fragmento sobre los programas de 
reparación. Los programas descritos se centran en la reparación a 
las víctimas, no en la persecución judicial de los responsables. El 
enjuiciamiento pertenece a otro aspecto de la justicia transicional, no 
a los programas de reparación masiva descritos en el texto.                                                
                                                                                                                                                                                                                                                                                                         
2. Relativos al enunciado 
 
2.1. El enunciado muestra coherencia y cohesión al presentar un 
extracto relevante sobre los programas masivos de reparación y 
luego preguntar sobre sus implicaciones. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros, permitiendo resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales u 
ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica y apreciación 
de la diversidad al requerir que el aspirante comprenda el propósito 
de los programas de reparación en el contexto de la justicia 
transicional. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información al exigir la comprensión de los conceptos clave 
de los programas de reparación. 
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3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos al requerir que el aspirante identifique correctamente 
el propósito esencial de los programas de reparación. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, justificada por la 
interpretación precisa del texto fuente. 
 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, ya que se basa 
directamente en el texto proporcionado. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, pues las demás no 
reflejan el propósito esencial descrito en el texto. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado, 
representando diferentes aspectos relacionados con la justicia 
transicional, pero solo una captura correctamente el propósito de los 
programas de reparación. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta 
 
Esta pregunta corresponde al componente de control o comprensión 
de lectura porque: 
- Se basa en información específica del texto fuente. 
- Requiere que el aspirante identifique y comprenda el propósito 
principal de los programas de reparación presentados en el texto. 
- Evalúa la capacidad de extraer y aplicar información clave de un 
párrafo sobre justicia transicional. 
 
6. Relativas a la fuente 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria UPRIMNY, Rodrigo, 
SÁNCHEZ, Nelson & LOZANO, Laura M,  Introducción al concepto 
de justicia transicional y al modelo de transición colombiano. Módulo 
de Formación autodirigido. Plan de formación de la Rama Judicial. 
Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla”, (pp. 42). 
 
Conclusión: 
Esta pregunta demuestra calidad en su diseño y ejecución. Evalúa la 
comprensión de conceptos sobre los programas masivos de 
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reparación en el contexto de la justicia transicional. La pregunta está 
bien estructurada, con un enunciado claro que presenta información 
relevante del texto fuente y opciones de respuesta pertinentes y 
diferenciadas. Se basa en el material de lectura asignado y 
contribuye a evaluar las competencias genéricas relevantes para 
aspirantes a jueces y magistrados, incluyendo el análisis crítico, la 
síntesis de información y la aplicación de conocimientos teóricos al 
contexto de la justicia transicional.  

4 

Análisis de calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
Opción correcta: "adoptar un enfoque punitivo similar al sistema 
penal formal" 
1. El texto enfatiza que el SRPA es un "sistema de justicia especial o 
de responsabilidad", lo que implica un enfoque diferente al sistema 
penal formal para adultos. 
2. Se menciona explícitamente que la "especialidad está 
determinada por la condición de niño y la edad del sujeto", lo cual 
contrasta directamente con un enfoque punitivo similar al sistema 
penal formal. 
3. El uso de términos como "responsabilidad penal" y 
"consecuencias jurídicas" en lugar de "castigo" o "pena" sugiere un 
enfoque más orientado a la rehabilitación que a la punición. 
4. La idea de un sistema "especial" implica que se aparta del 
enfoque punitivo tradicional, adaptándose a las necesidades y 
circunstancias particulares de los adolescentes. 
 
Opciones incorrectas: 
 
- "centrarse en la responsabilidad penal y las consecuencias 
jurídicas, a diferencia del sistema penal formal" 
Por qué es incorrecta: 
* Esta opción refleja precisamente lo que el texto afirma sobre el 
SRPA, no se opone a la postura central. 
* El texto menciona explícitamente que "lo medular es la 
responsabilidad penal y las correspondientes consecuencias 
jurídicas", lo cual es consistente con esta opción. 
 
- "considerar la edad y condición del adolescente como aspectos 
relevantes en el proceso judicial" 
Por qué es incorrecta: 
* Esta opción está en línea con lo que el texto describe como la 
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"especialidad" del sistema. 
* El texto menciona específicamente que la especialidad "está 
determinada por la condición de niño y la edad del sujeto", lo cual es 
exactamente lo que esta opción propone. 
 
- "considerar la edad y condición del adolescente como aspectos 
relevantes en el proceso judicial" 
Por qué es incorrecta: 
* Esta opción es una repetición de la anterior y, por lo tanto, es 
incorrecta por las mismas razones. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. El enunciado es coherente y cohesivo. Presenta un contexto 
claro sobre el SRPA y luego solicita identificar la idea que se opone 
a la postura central del autor. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros y permiten resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales o 
ortográficos significativos. 
 
3. Competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el aspirante identifique una postura opuesta a la presentada en el 
texto, fomentando el pensamiento crítico sobre los sistemas de 
justicia para adolescentes. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información al requerir la comprensión del texto y la 
identificación de conceptos clave sobre el SRPA. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos al requerir que el aspirante interprete el texto y lo 
relacione con diferentes enfoques de justicia penal. 
 
4. Opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, claramente 
identificada y justificada. 
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4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, ya que se 
opone claramente a la postura presentada en el texto. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta que pueda considerarse 
correcta, dado que las otras opciones reflejan aspectos 
mencionados en el texto como parte del SRPA. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas en el contexto de la pregunta, 
pero solo una se opone a la postura central del texto. 
 
5. Tipología de la pregunta: 
 
Esta pregunta corresponde al componente de control o comprensión 
de lectura porque requiere que el aspirante entienda el contenido del 
texto, identifique la postura central del autor y luego determine qué 
idea se opone a esta postura. Esto implica una comprensión 
profunda del material leído y la capacidad de contrastar diferentes 
ideas. 
 
6. Fuente: 
 
La pregunta se fundamenta en la Lectura obligatoria, CHAPARRO 
BORDA, Víctor (2010). Justicia Restaurativa en el Sistema de 
responsabilidad Penal para Adolescentes. Bogotá: Módulo de 
Formación autodirigido. Plan de Formación de la Rama Judicial. 
Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla” (pp. 35-216) Pág. 37 
 
Conclusión: 
Esta pregunta demuestra calidad en su diseño y validez para evaluar 
las competencias requeridas en aspirantes a jueces y magistrados. 
Evalúa la comprensión del Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes y la capacidad de análisis crítico de los aspirantes. La 
pregunta es clara, coherente y bien estructurada, permitiendo 
evaluar la capacidad de los candidatos para interpretar y analizar 
textos jurídicos complejos. A pesar de la repetición de una opción 
incorrecta, lo cual no invalida la pregunta ni implica multiplicidad de 
claves. 

13 

Análisis de Calidad y Validez de la Pregunta 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta ("por la fragilidad de las instituciones, que se 
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traduce en la de los poderes públicos"). Esta opción es correcta 
porque refleja precisamente la idea central del autor sobre el 
debilitamiento del Estado de derecho en contextos de justicia 
transicional. El texto señala explícitamente que "en los países que 
salen de un conflicto – o pretenden salir de él -, el Estado de 
derecho suele ser débil o inexistente, apenas hay capacidad para la 
aplicación de la ley y la administración de justicia". Esta afirmación 
indica claramente la fragilidad de las instituciones. 
Además, el texto menciona que esta situación "a menudo se ve 
agudizada por la falta de confianza de la población en los poderes 
públicos y por la escasez de recursos". Esto subraya cómo la 
debilidad institucional se traduce en una fragilidad de los poderes 
públicos, afectando su capacidad para aplicar la ley y administrar 
justicia efectivamente. 
Esta fragilidad institucional y de los poderes públicos es, según el 
autor, una característica fundamental de los contextos de justicia 
transicional, lo que dificulta la implementación efectiva de medidas 
de transición y la satisfacción de las necesidades de las víctimas. 
 
Las opciones incorrectas están bien argumentadas: 
-"debido a la existencia de violaciones a los derechos humanos en el 
territorio": Esta opción es incorrecta porque, aunque el texto 
menciona la existencia de violaciones a los derechos humanos, 
estas son presentadas como una consecuencia o característica de la 
situación, no como la causa del debilitamiento del Estado de 
derecho. El autor señala que las violaciones de derechos humanos 
son un resultado de la debilidad institucional, no su causa principal. 
-"dada la existencia de gobiernos que tienen prácticas autoritarias y 
dictatoriales": Esta opción es incorrecta porque, si bien el texto 
menciona "gobiernos autoritarios y dictatoriales" como parte del 
contexto histórico, no los presenta como la causa directa del 
debilitamiento del Estado de derecho en situaciones de justicia 
transicional. El enfoque del autor está en la fragilidad institucional 
que persiste después de estos regímenes o conflictos. 
-"puesto que se produce el desmantelamiento de estructuras 
reproductoras de violencia": Esta opción es incorrecta porque el 
desmantelamiento de estructuras reproductoras de violencia es 
presentado en el texto como un objetivo o tarea de las sociedades 
en transición, no como una causa del debilitamiento del Estado de 
derecho. De hecho, este desmantelamiento es parte del proceso de 
fortalecimiento del Estado de derecho, no su debilitamiento.                
                                                                                                                                                                                                                                                                                                         
2. Relativos al enunciado: 
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2.1. El enunciado es coherente y cohesivo con el contexto y las 
opciones de respuesta. Presenta un extracto sobre los desafíos de 
la justicia transicional y solicita al examinando identificar la razón 
específica del debilitamiento del Estado de derecho en estos 
contextos. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros y permiten resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales u 
ortográficos significativos que puedan afectar la comprensión. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el examinando analice las causas subyacentes del debilitamiento 
institucional en contextos complejos. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información sobre los desafíos de la justicia transicional, 
requiriendo una comprensión profunda de las dinámicas 
institucionales en situaciones post-conflicto. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos teóricos a situaciones prácticas, al requerir que el 
examinando identifique las consecuencias concretas del 
debilitamiento del Estado de derecho. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene una única respuesta correcta, que está 
claramente justificada en las retroalimentaciones proporcionadas. 
 
4.2. La respuesta no es confusa ni ambigua, ya que las 
justificaciones para cada opción son claras y están basadas en una 
interpretación correcta del texto proporcionado. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las demás 
opciones son descartadas con argumentos sólidos en las 
retroalimentaciones. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado 
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planteado, ya que se relacionan con aspectos mencionados en el 
texto sobre justicia transicional, aunque solo una captura 
correctamente la razón del debilitamiento del Estado de derecho. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
 
Esta pregunta corresponde a un control de lectura y comprensión 
porque requiere que el examinando interprete y analice 
correctamente un fragmento de texto académico, identificando la 
razón específica del debilitamiento del Estado de derecho en 
contextos de justicia transicional. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria UPRIMNY, Rodrigo, 
SÁNCHEZ, Nelson & LOZANO, Laura M. (s/f). Introducción  
al concepto de justicia transicional y al modelo de transición 
colombiano. Módulo de Formación autodirigido. Plan de formación 
de la Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, página 19. 
 
Conclusión: 
 
La pregunta evaluada demuestra calidad en su diseño y ejecución. 
Cumple con los criterios de claridad, coherencia y relevancia para 
evaluar la comprensión y análisis de conceptos complejos 
relacionados con la justicia transicional y el Estado de derecho. La 
pregunta evalúa las competencias genéricas del programa, 
fomentando el pensamiento crítico y la aplicación de conocimientos 
teóricos a situaciones prácticas. Las opciones de respuesta y sus 
retroalimentaciones están bien fundamentadas, permitiendo una 
evaluación de la capacidad del examinando para identificar las 
causas fundamentales del debilitamiento institucional en contextos 
de transición.  

20 

Análisis de Calidad y Validez de la Pregunta 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta ("las afirmaciones 2 y 3 son correctas") Esta 
combinación es correcta porque refleja con precisión el rol de los 
padres como intervinientes especiales según el texto proporcionado: 
 
(2) Su participación se dirige al desarrollo educativo y de justicia 
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restaurativa. 
(3) Deben colaborar con el tratamiento sancionatorio decidido para 
el adolescente. 
 
El texto afirma explícitamente que la intervención de los padres "está 
ligada exclusivamente al logro de la finalidad pedagógica y de la JR 
que tiene el proceso, las medidas y las sanciones". Esto respalda 
directamente la afirmación 2, que se refiere al desarrollo educativo 
(pedagógico) y de justicia restaurativa. 
La afirmación 3 se sustenta en la parte del texto que menciona "las 
medidas y las sanciones". Aunque no se menciona explícitamente la 
colaboración con el tratamiento sancionatorio en el extracto 
proporcionado, la información adicional en la retroalimentación 
indica que esto se relaciona con "el deber de colaboración en el 
eventual tratamiento sancionatorio (artículo 178 Ibíd.)". 
 
Las opciones incorrectas están bien argumentadas: 
 
- La opción "1 y 2": Esta opción es incorrecta porque, aunque la 
afirmación 2 es correcta, la afirmación 1 ("pueden impugnar las 
decisiones del juez en el proceso penal de adolescentes") no está 
respaldada por el texto. Además, la retroalimentación menciona 
explícitamente que los padres no tienen la facultad de impugnar 
decisiones del juez en el proceso penal de adolescentes. 
 
- La opción "3 y 4": Esta opción es incorrecta porque, aunque la 
afirmación 3 es correcta, la afirmación 4 ("tienen la obligación de 
representar al adolescente ante el sistema judicial") contradice la 
información proporcionada. La retroalimentación indica claramente 
que "los padres no tienen la obligación de representar al 
adolescente judicialmente, el adolescente tiene capacidad para 
actuar por sí mismo". 
 
- La opción "1 y 4":  Esta opción es incorrecta porque ambas 
afirmaciones son falsas según la información proporcionada. Como 
se mencionó anteriormente, los padres no pueden impugnar 
decisiones del juez (afirmación 1) ni tienen la obligación de 
representar al adolescente judicialmente (afirmación 4). 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. El enunciado es coherente y cohesivo con el contexto y las 
opciones de respuesta. Presenta un extracto sobre el papel de los 
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padres en el SRPA y solicita al examinando identificar las razones 
correctas por las que son considerados "intervinientes especiales". 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros y permiten resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales u 
ortográficos significativos que puedan afectar la comprensión. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el examinando analice el papel de los padres en el contexto del 
SRPA y la justicia restaurativa. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información sobre el SRPA y el rol de los intervinientes, 
requiriendo una comprensión profunda de estos conceptos. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos teóricos para identificar las funciones específicas de 
los padres en el proceso penal de adolescentes. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene una única respuesta correcta, que está 
claramente justificada en las retroalimentaciones proporcionadas. 
 
4.2. La respuesta no es confusa ni ambigua, ya que las 
justificaciones para cada opción son claras y están basadas en una 
interpretación correcta del texto proporcionado y la ley. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las demás 
combinaciones son descartadas con argumentos sólidos en las 
retroalimentaciones. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado 
planteado, ya que se relacionan con posibles roles de los padres en 
el SRPA mencionados en el texto o en la legislación. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
 
Esta pregunta corresponde a un control de lectura y comprensión 
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porque requiere que el examinando interprete y analice 
correctamente un fragmento de texto académico, identificando las 
razones correctas por las que los padres son considerados 
"intervinientes especiales" en el SRPA. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria CHAPARRO BORDA, 
Víctor (2010). Justicia Restaurativa en el Sistema de responsabilidad 
Penal para Adolescentes. Bogotá: Módulo de Formación 
autodirigido. Plan de Formación de la Rama Judicial. Bogotá. 
Consejo Superior de la Judicatura - Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla” (pp 52). 
 
Conclusión: 
 
La pregunta evaluada demuestra calidad en su diseño y ejecución. 
Cumple con los criterios de claridad, coherencia y relevancia para 
evaluar la comprensión y análisis de conceptos relacionados con el 
SRPA y el papel de los padres en el proceso penal de adolescentes. 
La pregunta evalúa las competencias genéricas del programa, 
fomentando el pensamiento crítico y la aplicación de conocimientos 
teóricos a situaciones prácticas en el contexto de la justicia 
restaurativa y el SRPA. Las opciones de respuesta y sus 
retroalimentaciones están bien fundamentadas, permitiendo una 
evaluación de la capacidad del examinando para identificar los roles 
específicos de los padres como intervinientes especiales. 
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Análisis de Calidad y Validez de la Pregunta 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta (2 y 3 son correctas). Esta opción refleja con 
precisión los elementos de reconocimiento en la justicia restaurativa 
según el texto: 
 
2. Reconocimiento por parte de la víctima al ofensor como 
vulnerador de sus derechos y de las circunstancias de su obrar. 
3. Reconocimiento por parte del victimario del delito, del daño 
causado y la o las personas que lo sufren. 
 
"El ofensor reconoce que cometió un delito, que irrogó un daño y 
que su interlocutor es el ofendido que lo sufre. La víctima reconoce 
al primero como vulnerador de sus derechos y comprende las 
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circunstancias o motivos que originaron su obrar." 
Estas dos afirmaciones capturan la esencia del elemento de 
reconocimiento en la justicia restaurativa, que implica un proceso 
bilateral donde tanto el ofensor como la víctima reconocen aspectos 
cruciales del delito y sus circunstancias. 
 
Las opciones incorrectas están bien argumentadas: 
- "1 y 2 son correctas" Esta opción es incorrecta porque, aunque la 
afirmación 2 es correcta, la afirmación 1 no lo es. La afirmación 1 
("reconocimiento económico a través de la compensación, la 
devolución o la indemnización") no se refiere al elemento de 
reconocimiento, sino al de reparación. El texto claramente distingue 
entre estos elementos, indicando que "La reparación material se 
realiza mediante la compensación, la devolución, o la 
indemnización", lo cual es un proceso separado del reconocimiento. 
 
- "2 y 4 son correctas" Esta opción es incorrecta porque, aunque la 
afirmación 2 es correcta, la afirmación 4 no lo es. La afirmación 4 
("reconocimiento simbólico a través del ofrecimiento de disculpas, 
manifestación de arrepentimiento, solicitud de ser perdonado") se 
refiere a la reparación simbólica, no al reconocimiento. El texto 
específicamente menciona estos aspectos bajo la sección de 
reparación: "La reparación simbólica consiste en ofrecimiento de 
disculpas, manifestación de arrepentimiento, solicitud de ser 
perdonado." 
 
- "3 y 4 son correctas" Esta opción es incorrecta porque, aunque la 
afirmación 3 es correcta, la afirmación 4 no lo es por las mismas 
razones explicadas en la opción anterior. La afirmación 4 describe 
elementos de la reparación simbólica, no del reconocimiento. 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                         
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. El enunciado es coherente y cohesivo con el contexto y las 
opciones de respuesta. Presenta un extracto sobre justicia 
restaurativa y solicita identificar las afirmaciones que describen 
correctamente el elemento de reconocimiento. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros y permiten resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales u 
ortográficos significativos que puedan afectar la comprensión. 
 
3. Relativa a las competencias: 

http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/


Resolución EJR24-944 Hoja No. 72   

Calle 11 No. 9A – 24  Piso 4.  Tel: 3 550666 
http://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co 

 

PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el examinando analice y distinga entre diferentes elementos de la 
justicia restaurativa. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información sobre justicia restaurativa, requiriendo una 
comprensión profunda de sus elementos. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos teóricos para identificar correctamente los elementos 
de reconocimiento en la justicia restaurativa. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene una única respuesta correcta, que está 
claramente justificada en las retroalimentaciones proporcionadas. 
 
4.2. La respuesta no es confusa ni ambigua, ya que las 
justificaciones para cada opción son claras y están basadas en una 
interpretación correcta del texto proporcionado. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las demás 
combinaciones incluyen elementos que no corresponden al 
reconocimiento según el texto. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado 
planteado, ya que se relacionan con aspectos de la justicia 
restaurativa mencionados en el texto. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
 
Esta pregunta corresponde a un control de lectura y comprensión 
porque requiere que el examinando interprete y analice 
correctamente un fragmento de texto académico, identificando los 
elementos específicos del reconocimiento en la justicia restaurativa. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria FLÓREZ RODRÍGUEZ, 
Max (2019). Justicia Restaurativa y Proceso Penal. Consejo  
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Superior de la Judicatura. Bogotá. (pp. 6) 
 
Conclusión: 
 
La pregunta evaluada demuestra calidad en su diseño y ejecución. 
Cumple con los criterios de claridad, coherencia y relevancia para 
evaluar la comprensión y análisis de conceptos fundamentales de la 
justicia restaurativa. La pregunta evalúa las competencias genéricas 
del programa, fomentando el pensamiento crítico y la aplicación de 
conocimientos teóricos. Las opciones de respuesta y sus 
retroalimentaciones están bien fundamentadas, permitiendo una 
evaluación de la capacidad del examinando para identificar los 
elementos de reconocimiento en la justicia restaurativa.  

23 

Análisis de Calidad y Validez de la Pregunta 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta (3 y 4 son correctas). Esta opción identifica 
correctamente las afirmaciones que se oponen a la idea central del 
texto sobre justicia restaurativa: 
 
3. La justicia restaurativa se centra en la culpabilidad del ofensor y 
sopesa los derechos de la víctima. 
4. La reparación simbólica menoscaba los derechos económicos de 
la víctima. 
 
Estas afirmaciones contradicen los principios de justicia restaurativa 
presentados en el texto, que enfatiza el diálogo, la comprensión 
mutua y la reparación integral. Estas afirmaciones contradicen los 
principios de justicia restaurativa presentados en el texto por las 
siguientes razones: 
 
- El texto enfatiza que la justicia restaurativa no se centra en la 
culpabilidad del ofensor, sino en el diálogo, la comprensión mutua y 
la reparación. El fragmento menciona que "Victimario y víctima se 
encuentran o reencuentran en el programa restaurativo para el 
diálogo, la reflexión y el autocuestionamiento." Esto contradice 
directamente la afirmación 3. 
 
-La afirmación 4 es incorrecta porque el texto presenta la reparación 
simbólica como complementaria a la reparación material, no como 
algo que menoscaba los derechos económicos de la víctima. El texto 
señala: "La reparación material se realiza mediante la 
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compensación, la devolución, o la indemnización. La reparación 
simbólica consiste en ofrecimiento de disculpas, manifestación de 
arrepentimiento, solicitud de ser perdonado." Esto indica que ambas 
formas de reparación coexisten y no se excluyen mutuamente. 
 
Las opciones incorrectas están bien argumentadas: 
- "2 y 4 son correctas" se descarta porque la afirmación 2 es 
coherente con el texto. 
- "2 y 3 son correctas" se descarta por la misma razón. 
- "1 y 2 son correctas" se descarta porque ambas afirmaciones son 
coherentes con el texto. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. El enunciado es coherente y cohesivo con el contexto y las 
opciones de respuesta. Presenta un extracto detallado sobre justicia 
restaurativa y solicita identificar las afirmaciones que se oponen a la 
idea central. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros y permiten resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales u 
ortográficos significativos que puedan afectar la comprensión. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el examinando analice y distinga entre afirmaciones coherentes e 
incoherentes con los principios de justicia restaurativa. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información sobre justicia restaurativa, requiriendo una 
comprensión profunda de sus principios y procesos. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos teóricos para identificar correctamente las 
afirmaciones que contradicen los principios de justicia restaurativa. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene una única respuesta correcta, que está 
claramente justificada en las retroalimentaciones proporcionadas. 
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4.2. La respuesta no es confusa ni ambigua, ya que las 
justificaciones para cada opción son claras y están basadas en una 
interpretación correcta del texto proporcionado. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las demás 
combinaciones incluyen afirmaciones coherentes con el texto. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado 
planteado, ya que se relacionan con aspectos de la justicia 
restaurativa mencionados en el texto. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
 
Esta pregunta corresponde a un control de lectura y comprensión 
porque requiere que el examinando interprete y analice 
correctamente un fragmento de texto académico, identificando las 
afirmaciones que contradicen los principios de justicia restaurativa 
presentados. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria FLÓREZ RODRÍGUEZ, 
Max (2019). Justicia Restaurativa y Proceso Penal. Consejo  
Superior de la Judicatura. Bogotá. (pp. 6). 
 
Conclusión: 
 
La pregunta evaluada demuestra calidad en su diseño y ejecución. 
Cumple con los criterios de claridad, coherencia y relevancia para 
evaluar la comprensión y análisis crítico de los principios 
fundamentales de la justicia restaurativa. La pregunta evalúa las 
competencias genéricas del programa, fomentando el pensamiento 
crítico y la aplicación de conocimientos teóricos. Las opciones de 
respuesta y sus retroalimentaciones están bien fundamentadas, 
permitiendo una evaluación de la capacidad del examinando para 
identificar afirmaciones que contradicen los principios de justicia 
restaurativa.  

36 

Análisis de la Calidad y Validez de la Pregunta 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones 
 
La opción correcta es "puede proponerlos para que los involucrados 
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acudan a un centro de mediación o de conciliación en equidad, 
previa remisión del juez a la Fiscalía". Esta opción es correcta por 
las siguientes razones: 
 
1. Papel proactivo del juez: El Protocolo para la Promoción de la 
Justicia Restaurativa en Colombia establece que el juez debe utilizar 
un enfoque restaurativo para informar a las partes sobre la justicia 
restaurativa, sus ventajas y consecuencias. 
2. Momento procesal adecuado: Según el artículo 367 de la Ley 906 
de 2004, antes de declarar instalada la audiencia de juicio oral, el 
juez puede explicar los beneficios de la justicia restaurativa, lo cual 
coincide con el escenario planteado en la pregunta. 
3. Procedimiento correcto: El protocolo indica que ante el 
desconocimiento de las partes sobre los mecanismos de justicia 
restaurativa, el juez puede comunicar a la fiscalía para que se remita 
lo pertinente a un centro de mediación o de conciliación en equidad. 
4. Voluntariedad: Esta opción respeta el principio de voluntariedad 
de la justicia restaurativa, ya que el juez propone, no impone, estos 
mecanismos. 
5. Continuidad del proceso: Permite que el proceso judicial no se 
detenga, sino que se abra una vía paralela para la justicia 
restaurativa. 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                      
Retroalimentación opciones incorrectas: 
-"NO puede proponerlos porque los involucrados manifestaron 
desconocer un mecanismo alternativo, por lo que debe proceder con 
el juicio y una eventual condena": Esta opción es incorrecta porque 
el desconocimiento de las partes sobre los mecanismos de justicia 
restaurativa no es un impedimento para que el juez los proponga. De 
hecho, el protocolo específicamente contempla esta situación y 
sugiere que el juez debe informar y explicar estos mecanismos. 
-"Puede proponerlos puesto que la Fiscalía puede acudir al juez con 
un acuerdo que las partes deben ratificar en un centro de mediación 
o conciliación en equidad": Esta opción es incorrecta porque invierte 
el proceso correcto. No es la Fiscalía quien propone un acuerdo a 
las partes, sino que son las partes quienes deben llegar a un 
acuerdo voluntario. Además, la ratificación no es obligatoria 
("deben"), sino una posibilidad. 
-"NO puede proponerlos dado que el juez al ser el "director del 
proceso", puede hacer que las partes se sientan obligadas a 
aceptarlos bajo la supervisión de la Fiscalía": Esta opción es 
incorrecta porque malinterpreta el papel del juez en la promoción de 
la justicia restaurativa. Aunque el juez es el director del proceso, su 
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rol en este contexto es informativo y facilitador, no coercitivo. La 
participación en mecanismos de justicia restaurativa debe ser 
voluntaria, no obligada. 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                            
2. Relativos al enunciado 
 
2.1. El enunciado muestra coherencia y cohesión al presentar un 
escenario realista de una audiencia de juicio oral y la introducción de 
conceptos de justicia restaurativa por parte del juez. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros, permitiendo resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales u 
ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de apreciar la 
importancia de la justicia restaurativa y el papel proactivo del juez en 
su promoción. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información sobre procedimientos judiciales y mecanismos 
de justicia restaurativa. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos sobre justicia restaurativa en el contexto de un 
proceso penal. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, justificada por el 
Protocolo para la Promoción de la Justicia Restaurativa en 
Colombia. 
 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, ya que se basa 
directamente en los procedimientos establecidos en el protocolo. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, pues las demás 
contradicen aspectos fundamentales de la justicia restaurativa o el 
papel del juez en su promoción. 
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4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado, 
representando diferentes interpretaciones del papel del juez, pero 
solo una se ajusta correctamente al protocolo y los principios de 
justicia restaurativa. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta 
Esta pregunta corresponde al tipo de análisis de caso o 
jurisprudencial por las siguientes razones: 
 
- Presenta un escenario específico: La pregunta comienza 
describiendo una situación concreta en un juzgado, donde un juez 
está a punto de iniciar una audiencia de juicio oral en un caso de 
lesiones personales. 
 
- Requiere aplicación de conocimientos legales: El aspirante debe 
aplicar sus conocimientos sobre Justicia Restaurativa y 
procedimientos judiciales a esta situación particular. 
 
- Evalúa la comprensión de roles y facultades: La pregunta examina 
el entendimiento del aspirante sobre las facultades del juez en 
relación con la proposición de mecanismos de Justicia Restaurativa. 
 
- Implica interpretación de normas: El aspirante debe interpretar las 
normas relativas a la Justicia Restaurativa y su aplicación en el 
contexto de un juicio penal. 
 
- Simula una toma de decisiones judiciales: La pregunta pide al 
aspirante que determine la acción correcta del juez en esta 
situación, simulando así el proceso de toma de decisiones que 
enfrentaría un juez real. 
 
-  Integra múltiples aspectos legales: La pregunta requiere 
considerar no solo la Justicia Restaurativa, sino también los 
principios del debido proceso y el papel del juez como director del 
proceso. 
 
6. Relativas a la fuente 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria PROTOCOLO PARA 
LA PROMOCIÓN DE LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN 
COLOMBIA, Proyecto fortalecimiento de la Justicia restaurativa. 
Consultoría para la elaboración del protocolo para la promoción de la 
Justicia Restaurativa en Colombia. Bogotá: Unión Europea. Adelante 
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facilidad para la cooperación triangular UE-ALC. 2019.  P 13 y 14. 
 
Conclusión: 
Esta pregunta demuestra calidad en su diseño y ejecución. Evalúa la 
comprensión y aplicación de conceptos fundamentales de justicia 
restaurativa en el contexto de un proceso penal colombiano. La 
pregunta está bien estructurada, con un enunciado detallado que 
presenta un escenario práctico relevante y opciones de respuesta 
que reflejan diferentes interpretaciones del papel del juez en la 
promoción de la justicia restaurativa. Se basa en el material de 
lectura asignado y en los procedimientos establecidos, 
contribuyendo a evaluar las competencias genéricas y específicas 
necesarias para aspirantes a jueces y magistrados en el ámbito de 
la justicia restaurativa.  

 
3.4.4. Programa de Argumentación Judicial y Valoración Probatoria: Jornada de la 

tarde del 19 de mayo de 2024 

 
Frente a los motivos de inconformidad esgrimidos por el discente y relacionadas 
con las preguntas del programa en mención, informamos que el criterio técnico de 
la Unión Temporal Formación Judicial 2019, quien estuvo a cargo del diseño, 
estructuración académica y desarrollo del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 
señaló lo siguiente: 

 

PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

45 

Análisis de Calidad y Validez de la Pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta es "al discurso". La opción "al discurso" es la 
respuesta correcta porque el texto de Atienza se refiere 
específicamente al uso del lenguaje como medio para lograr la 
adhesión del auditorio. El discurso es precisamente la manifestación 
concreta del lenguaje en el proceso argumentativo. 
En la definición proporcionada, Atienza enfatiza que la 
argumentación se realiza "sólo por medio del lenguaje". El discurso 
es la forma en que se articula y se presenta ese lenguaje con el 
propósito de persuadir. Es el vehículo a través del cual se construye 
y se comunica la argumentación. 
Además, al mencionar que la argumentación prescinde "del uso de 
la violencia física o psicológica", Atienza está subrayando que el 
único medio válido para la argumentación es el discurso verbal o 
escrito. Esto refuerza la idea de que el elemento central al que se 
refiere es el discurso como manifestación del lenguaje en el proceso 
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argumentativo. 
El discurso, como elemento de la argumentación, engloba la 
estructura, el contenido y la forma en que se presentan los 
argumentos para lograr la adhesión del auditorio. Es el medio a 
través del cual se realiza la acción o el proceso argumentativo 
mencionado por Atienza. 
 
Las opciones incorrectas se descartan apropiadamente: 
- "A la persuasión". Esta opción es incorrecta porque, aunque la 
persuasión es ciertamente el objetivo o la finalidad de la 
argumentación, no es el elemento al que se refiere Atienza en la cita 
proporcionada. La persuasión es el resultado que se busca obtener 
a través de la argumentación, pero no es el medio o el elemento que 
se utiliza para alcanzar ese resultado. Atienza habla 
específicamente del uso del lenguaje como medio, lo que apunta al 
discurso como elemento central, no a la persuasión en sí misma. 
- "Al auditorio". Esta opción es incorrecta porque el auditorio, si bien 
es un componente importante en el proceso argumentativo, no es el 
elemento al que se refiere Atienza en la cita dada. El auditorio es el 
destinatario de la argumentación, a quien se pretende persuadir, 
pero no es el medio a través del cual se realiza la argumentación. 
Atienza menciona al auditorio como el objetivo de la adhesión, pero 
enfatiza que esta adhesión se logra "sólo por medio del lenguaje", lo 
que nos dirige al discurso como el elemento central, no al auditorio. 
- "A la demostración". Esta opción es incorrecta porque la 
demostración es un concepto distinto de la argumentación, y Atienza 
no se refiere a ella en la cita proporcionada. La demostración 
típicamente se asocia con pruebas lógicas o matemáticas, mientras 
que Atienza está hablando de un proceso que busca la adhesión del 
auditorio a través del lenguaje. Además, la argumentación, tal como 
la describe Atienza, no necesariamente implica una demostración 
formal, sino más bien un uso persuasivo del lenguaje. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. El enunciado muestra coherencia y cohesión al presentar una 
cita directa de Manuel Atienza que define claramente la 
argumentación. Las opciones de respuesta se relacionan 
directamente con elementos mencionados o implicados en la cita. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros y permiten resolver la 
pregunta sin ambigüedades. La cita de Atienza proporciona 
información suficiente para identificar el elemento central de la 
argumentación al que se refiere. 
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3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el aspirante analice y comprenda la naturaleza de la argumentación 
como un proceso no violento de persuasión. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información al exigir la comprensión de la definición de 
argumentación propuesta por Atienza y la identificación de su 
elemento central. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos teóricos sobre argumentación jurídica para identificar 
correctamente sus elementos constitutivos. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que identifica el 
discurso como el elemento central de la argumentación según la 
definición de Atienza. 
 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, sino que se 
refiere claramente al uso del lenguaje en el proceso argumentativo. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las demás 
opciones se refieren a aspectos que, aunque relacionados con la 
argumentación, no son el elemento central al que alude la cita de 
Atienza. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas en cuanto a su formulación y 
relación con el tema, pero solo una es correcta conforme al 
enunciado planteado. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
 
Esta pregunta corresponde al componente de control o comprensión 
de lectura porque requiere que el aspirante interprete correctamente 
la cita de Manuel Atienza y extraiga de ella el elemento central de la 
argumentación al que se refiere. 
 
6. Relativas a la fuente: 
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La pregunta se basa en la lectura obligatoria ATIENZA, Manuel. Las 
razones del derecho. Teorías de la argumentación jurídica. México: 
Instituto de Investigaciones Jurídicas. Serie Doctrina Jurídica. 
Universidad  Nacional Autónoma de México, 2005, pp. 1-80. 
Capítulo primero: Derecho y Argumentación. Capítulo segundo: La 
tópica y el razonamiento jurídico. Capítulo tercero: Perelman y la 
nueva retórica. P 50 
 
Conclusión: 
 
El análisis detallado de esta pregunta demuestra calidad en términos 
de contenido, estructura y capacidad evaluativa. La pregunta evalúa 
la comprensión de conceptos fundamentales de la teoría de la 
argumentación jurídica, exigiendo a los aspirantes aplicar 
habilidades críticas y analíticas. Su formulación clara, opciones bien 
diferenciadas y base en la literatura recomendada la convierten en 
un instrumento válido y confiable para evaluar las competencias 
requeridas en aspirantes a jueces y magistrados. La pregunta logra 
evaluar no solo el conocimiento teórico, sino también la capacidad 
de interpretar y aplicar ese conocimiento en el contexto de la 
argumentación jurídica, lo cual es pertinente para la práctica jurídica.  

 
3.4.5. Programa de Ética - Independencia y Autonomía Judicial: Jornada de la 

mañana del 2 de junio de 2024  

 
Frente a los motivos de inconformidad esgrimidos por el discente y relacionadas 
con las preguntas del programa en mención, informamos que el criterio técnico de 
la Unión Temporal Formación Judicial 2019, quien estuvo a cargo del diseño, 
estructuración académica y desarrollo del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 
señaló lo siguiente: 
 

PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

2 

Análisis de Calidad y Validez de la pregunta 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta es: "aptitud crítica para comprender la 
complejidad del caso." 
 
Esta opción es la más acertada porque refleja con precisión el punto 
central del argumento de la autora. En el texto, María Amaya 
enfatiza que: 
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Es necesario que el juez tenga la capacidad de "percibir que el caso 
es, en realidad, un caso difícil". 
Se requiere "darse cuenta de que aunque a primera vista pueda 
parecer que el caso cae claramente dentro de la aplicación de una 
determinada norma jurídica, tal aplicación es, sin embargo, 
problemática". 
 
Estos puntos subrayan la importancia de una aptitud crítica, que 
implica: 
a) La capacidad de mirar más allá de las apariencias iniciales. 
b) La habilidad para cuestionar la aplicación aparentemente simple 
de una norma. 
c) La competencia para identificar la complejidad subyacente en 
casos que pueden parecer sencillos a primera vista. 
Esta aptitud crítica es fundamental para que el operador jurídico 
pueda navegar eficazmente los "casos difíciles", que son aquellos 
que requieren un análisis más profundo y no se resuelven con una 
simple aplicación mecánica de la ley. 
 
Las opciones incorrectas se descartan por las siguientes razones: 
 
a) "Sensibilidad personal y profesional frente al caso planteado": 
Esta opción es incorrecta porque, aunque la sensibilidad puede ser 
una cualidad útil para un juez, no es el punto central del argumento 
de la autora. El texto no enfatiza la sensibilidad emocional o 
profesional, sino la capacidad crítica y analítica para identificar la 
complejidad de un caso. La sensibilidad por sí sola no garantiza la 
capacidad de reconocer un caso difícil cuando se presenta. 
 
b) "Fuertes convicciones personales que guíen su proceder": Esta 
opción es incorrecta porque la autora no menciona en absoluto las 
convicciones personales del juez. De hecho, basarse en fuertes 
convicciones personales podría ser contraproducente en el manejo 
de casos difíciles, ya que podría llevar a prejuicios o a ignorar la 
complejidad real del caso. La autora enfatiza la necesidad de un 
análisis objetivo y crítico, no de seguir convicciones personales. 
 
c) "Profundo conocimiento jurídico sobre el derecho vigente": 
Aunque el conocimiento jurídico es indudablemente importante para 
cualquier operador jurídico, esta opción es incorrecta en el contexto 
de la pregunta. La autora argumenta que los casos difíciles van más 
allá de la simple aplicación del derecho vigente. De hecho, sugiere 
que incluso con un profundo conocimiento jurídico, un juez podría 
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pasar por alto la complejidad de un caso si no tiene la aptitud crítica 
necesaria para reconocer que la aplicación aparentemente clara de 
una norma puede ser problemática. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta una cita directa de la autora María Amaya, 
proporcionando un contexto claro sobre los casos difíciles en el 
ámbito judicial. La pregunta que sigue se relaciona directamente con 
el contenido de la cita, manteniendo la coherencia temática. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y preciso, sin errores gramaticales o 
ortográficos que puedan dificultar su comprensión. La cita 
proporciona información suficiente para que el lector pueda inferir la 
respuesta correcta sin ambigüedades. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica y autocrítica al requerir 
que el aspirante reconozca la importancia de cuestionar las 
apariencias iniciales en los casos judiciales. También fomenta la 
apreciación de la diversidad al reconocer que los casos pueden ser 
más complejos de lo que parecen a primera vista. 
 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el aspirante extraiga la idea principal del texto y la 
aplique a la situación planteada. También implica la adquisición de 
conocimientos en el ámbito de la ética judicial y la toma de 
decisiones. 
 
3.1.3. Hacer: 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos al exigir 
que el aspirante relacione el concepto de "casos difíciles" con las 
habilidades necesarias para abordarlos. También implica la 
adaptación a nuevas situaciones, ya que se enfoca en la capacidad 
de reconocer cuando un caso no se ajusta a los patrones habituales. 
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4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que es la que 
enfatiza la aptitud crítica para comprender la complejidad del caso. 
 
4.2. La respuesta no es confusa ni ambigua, ya que se basa 
directamente en la interpretación correcta del texto citado. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta que pueda considerarse 
correcta, ya que las demás alternativas no capturan la esencia del 
argumento de la autora sobre la importancia de reconocer la 
complejidad de los casos difíciles. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas en relación con el enunciado 
planteado, pero solo una refleja con precisión la idea central de la 
autora. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
 
Esta pregunta corresponde a un control de lectura porque requiere 
que el aspirante comprenda e interprete correctamente el texto 
citado.  El discente debe identificar la idea principal de la autora y 
seleccionar la opción que mejor refleje esa idea, demostrando así su 
capacidad de comprensión lectora y análisis crítico. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria AMAYA NAVARRO, 
María Amalia. Virtudes Judiciales y Argumentación. Una 
aproximación a la ética jurídica. Temas selectos de Derecho 
Electoral 6. México: Tribunal Electoral, 2009. Pp. 9-52.FUENTE: P 
39 . 
 
Conclusión: 
 
Esta pregunta demuestra calidad en su diseño y ejecución. Evalúa la 
comprensión del discente sobre un concepto fundamental en el 
ámbito judicial: la capacidad de reconocer y abordar casos difíciles. 
La pregunta examina el conocimiento teórico, y la capacidad de 
análisis crítico y la aplicación de conceptos en contextos judiciales 
complejos. Su clara formulación, opciones de respuesta bien 
diferenciadas y estrecha relación con las competencias requeridas la 
convierten en un instrumento útil y pertinente para evaluar a los 
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aspirantes a jueces y magistrados en el programa de Ética, 
Independencia y Autonomía Judicial. 

4 

Análisis de Calidad y Validez de la pregunta 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta es: "ciertos postulados y convicciones que guían 
sus actuaciones." 
 
Esta opción es la más acertada porque refleja con precisión la 
definición de moralidad presentada por Dussan Cabrera en el texto 
citado. Los elementos clave que sustentan esta respuesta son: 
 
-El autor define la moralidad como "el conjunto de valores y 
principios que una persona adquiere, aprehende, e interioriza". 
-Estos valores y principios provienen "de su entorno familiar y 
social". 
-Permiten a la persona, "conforme a su conciencia, determinar su 
actitud interior y su actuación". 
-Estos valores y principios guían la actuación "respecto de los 
hechos naturales o sociales". 
 
La opción correcta captura estos elementos al hablar de "ciertos 
postulados y convicciones" (que corresponden a los valores y 
principios mencionados) y al afirmar que estos "guían sus 
actuaciones" (lo que se alinea con la idea de determinar la actitud y 
actuación de la persona). 
 
Las opciones incorrectas se descartan por las siguientes razones: 
 
a) "Sus convicciones personales y familiares y no son negociables": 
Esta opción es incorrecta porque, aunque el texto menciona que los 
valores se adquieren del entorno familiar y social, no implica que 
sean inmutables o no negociables. El autor habla de un proceso de 
adquisición, aprehensión e interiorización, lo que sugiere un proceso 
dinámico. Además, la idea de que estos valores "no son 
negociables" no se menciona en el texto y contradice la noción de 
que la moralidad se forma a partir de diversas influencias y 
experiencias. 
 
b) "La cultura del medio social donde se desenvuelve y es 
cambiante": Esta opción es incorrecta porque, si bien el texto 
reconoce la influencia del entorno social en la formación de la 
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moralidad, no sugiere que esta sea tan volátil como para cambiar 
constantemente con el entorno. La definición de Dussan Cabrera 
enfatiza la interiorización de valores y principios, lo que implica un 
proceso más profundo y duradero que una simple adaptación a la 
cultura circundante. Además, el autor menciona que estos valores 
guían la actuación de la persona, lo que sugiere cierta estabilidad en 
lugar de un cambio constante. 
 
c) "La formación teórica e intelectual recibida según su profesión": 
Esta opción es incorrecta porque el texto no hace referencia 
específica a la formación profesional o intelectual como fuente 
principal de la moralidad. Dussan Cabrera enfatiza que la moralidad 
se forma a partir de valores y principios adquiridos del entorno 
familiar y social, no necesariamente de la educación formal o 
profesional. Aunque la formación profesional puede influir en el 
comportamiento ético de un juez, no es el factor principal que el 
autor destaca en su definición de moralidad. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta una cita directa de Dussan Cabrera que 
proporciona una definición clara de moralidad. La pregunta que 
sigue se relaciona directamente con el contenido de la cita, 
manteniendo la coherencia temática al preguntar sobre el proceder 
moral de los jueces. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y preciso, sin errores gramaticales o 
ortográficos que puedan dificultar su comprensión. La cita 
proporciona información suficiente para que el lector pueda inferir la 
respuesta correcta sin ambigüedades. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica y autocrítica al requerir 
que el aspirante reflexione sobre la naturaleza de la moralidad y su 
aplicación en el ámbito judicial. También fomenta la apreciación de 
la diversidad al reconocer que los valores y principios se adquieren 
del entorno familiar y social, lo que implica una variedad de 
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influencias. 
 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el aspirante extraiga la idea principal del texto y la 
aplique al contexto judicial. También implica la adquisición de 
conocimientos sobre conceptos éticos fundamentales para la 
práctica judicial. 
 
3.1.3. Hacer: 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos al exigir 
que el aspirante relacione el concepto de moralidad con la práctica 
judicial. También implica la toma de decisiones, ya que los jueces 
deben aplicar sus valores y principios en situaciones complejas. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que es la que 
enfatiza los postulados y convicciones que guían las actuaciones. 
 
4.2. La respuesta no es confusa ni ambigua, ya que se basa 
directamente en la interpretación correcta del texto citado. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta que pueda considerarse 
correcta, ya que las demás alternativas no capturan la esencia de la 
definición de moralidad presentada por Dussan Cabrera. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas en relación con el enunciado 
planteado, pero solo una refleja con precisión la idea central del 
autor sobre la moralidad. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
 
Esta pregunta corresponde a un control de lectura porque requiere 
que el aspirante comprenda e interprete correctamente el texto 
citado de Dussan Cabrera.  El discente debe identificar la definición 
de moralidad proporcionada por el autor y seleccionar la opción que 
mejor refleje esa definición en el contexto judicial. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria DUSSÁN Cabrera, 
Enrique. Módulo Ética Judicial. VII Curso de Formación Inicial para 
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jueces y Magistrados. Consejo Superior de la Judicatura – Escuela 
Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Bogotá D.C. noviembre de 2016. (pp. 
1-53). FUENTE: P 39 
 
Conclusión: 
 
Esta pregunta demuestra calidad en su diseño y ejecución. Evalúa la 
comprensión del discente sobre un concepto fundamental en el 
ámbito judicial: la moralidad y su relación con la práctica judicial. La 
pregunta examina el conocimiento teórico, y la capacidad de análisis 
crítico y la aplicación de conceptos éticos en el contexto judicial. Su 
clara formulación, opciones de respuesta bien diferenciadas y 
estrecha relación con las competencias requeridas la convierten en 
un instrumento útil y pertinente para evaluar a los aspirantes a 
jueces y magistrados en el programa de Ética, Independencia y 
Autonomía Judicial. 

 
3.4.6. Programa de Derechos Humanos y Género: Jornada de la mañana del 2 de 

junio de 2024. 
 

Frente a los motivos de inconformidad esgrimidos por el discente y relacionadas 
con las preguntas del programa en mención, informamos que el criterio técnico de 
la Unión Temporal Formación Judicial 2019, quien estuvo a cargo del diseño, 
estructuración académica y desarrollo del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 
señaló lo siguiente: 
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Análisis de la calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta "que no se deben reabrir las investigaciones 
debido a la falta de supuestos necesarios" Esta opción es la 
respuesta correcta porque refleja con precisión la conclusión de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Suárez 
Peralta vs Ecuador. Según el párrafo 176 de la sentencia, la Corte 
establece que "en el presente caso no se presentan los supuestos 
necesarios para emplear alguna de las excepciones a la aplicación 
de la prescripción". 
Los elementos clave que justifican esta elección son: 
 
1. Falta de supuestos necesarios: La Corte específicamente 
menciona que no se dan las condiciones requeridas para aplicar 
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excepciones a la prescripción. 
2. Decisión de no reabrir: Como consecuencia de la falta de 
supuestos necesarios, la Corte concluye que "no resulta procedente 
ordenar al Estado una reapertura de las investigaciones penales". 
3. Aplicación específica al caso: La Corte hace esta determinación 
específicamente para el caso de Melba Suárez Peralta, basándose 
en las circunstancias particulares del caso. 
 
Esta respuesta captura la esencia de la decisión de la Corte, que 
reconoce la existencia de posibles excepciones a la prescripción, 
pero determina que en este caso específico no se justifica su 
aplicación y, por lo tanto, no ordena la reapertura de las 
investigaciones. 
 
Las opciones incorrectas se descartan apropiadamente: 
-Que las investigaciones nunca deben ser reabiertas una vez 
cerradas: Esta opción es incorrecta porque presenta una 
generalización absoluta que no se corresponde con la decisión de la 
Corte. La Corte no establece una regla universal contra la reapertura 
de investigaciones, sino que toma una decisión específica para este 
caso. El uso de la frase "nunca deben ser reabiertas" contradice la 
posibilidad de que existan excepciones en otros casos, algo que la 
Corte implícitamente reconoce al mencionar "supuestos necesarios" 
para aplicar excepciones. 
-Que la reapertura es necesaria debido a la gravedad del caso: Esta 
opción es incorrecta porque va directamente en contra de la 
conclusión de la Corte en este caso. La Corte específicamente 
determina que no es procedente ordenar la reapertura de las 
investigaciones, lo cual contradice la idea de que la reapertura sea 
necesaria. Además, aunque la gravedad del caso es un factor que la 
Corte considera en sus decisiones, en este caso particular no fue 
suficiente para justificar la reapertura de las investigaciones. 
-Que la reapertura es opcional según la discreción del Estado: Esta 
opción es incorrecta porque malinterpreta la naturaleza de la 
decisión de la Corte. La Corte no deja la decisión a discreción del 
Estado, sino que determina específicamente que "no resulta 
procedente ordenar al Estado una reapertura de las investigaciones 
penales". Esta es una decisión firme de la Corte, no una opción que 
se deje al criterio del Estado. Además, en casos de violaciones de 
derechos humanos, las decisiones de la Corte Interamericana son 
vinculantes para los Estados parte, no opcionales. 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                 
2. Relativos al enunciado: 
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2.1. El enunciado muestra coherencia y cohesión al presentar el 
contexto del caso y la explicación de la Corte sobre excepciones a la 
prescripción. Las opciones de respuesta se relacionan directamente 
con posibles conclusiones sobre la reapertura de investigaciones. 
 
2.2. El contexto y enunciado son claros y permiten resolver la 
pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales ni 
ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el aspirante analice las implicaciones de las decisiones de la Corte 
en materia de derechos humanos. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información al exigir la comprensión de conceptos jurídicos 
específicos en el contexto de la jurisprudencia internacional. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos sobre jurisprudencia internacional en materia de 
derechos humanos a situaciones concretas. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que refleja 
fielmente la conclusión de la Corte en el caso específico. 
 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, sino que 
establece claramente la razón por la cual no se deben reabrir las 
investigaciones. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las demás 
opciones contradicen o malinterpretan la decisión de la Corte. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas en cuanto a su relación con el 
tema de reapertura de investigaciones, pero solo una refleja 
correctamente la conclusión de la Corte en este caso. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
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Esta pregunta corresponde al componente de control o comprensión 
de lectura porque requiere que el aspirante interprete correctamente 
la información proporcionada en la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y extraiga la conclusión 
específica sobre la reapertura de investigaciones en este caso. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa  en la lectura obligatoria CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Suárez 
Peralta Vs Ecuador. Excepciones preliminares. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de mayo de 2013. Serie 
CN 261. Párrafo 176. 
 
Conclusión: 
El análisis detallado de esta pregunta demuestra calidad en términos 
de contenido, estructura y capacidad evaluativa. La pregunta evalúa 
la comprensión de conceptos en materia de derechos humanos y 
jurisprudencia internacional, exigiendo a los aspirantes aplicar 
habilidades críticas y analíticas. Su formulación es clara y las 
opciones están bien diferenciadas, lo que permite una evaluación del 
entendimiento de los aspirantes sobre las decisiones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en casos específicos. La 
pregunta se basa en la lectura obligatoria referenciada y logra 
evaluar no solo el conocimiento teórico, sino también la capacidad 
de interpretar y aplicar ese conocimiento en el contexto del derecho 
internacional de los derechos humanos, lo cual es pertinente para la 
práctica judicial en esta área.  

 
3.4.7. Programa de Gestión Judicial y Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones Jornada de la tarde del 2 de junio de 2024  

 
Frente a los motivos de inconformidad esgrimidos por el discente y relacionadas 
con las preguntas del programa en mención, informamos que el criterio técnico de 
la Unión Temporal Formación Judicial 2019, quien estuvo a cargo del diseño, 
estructuración académica y desarrollo del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 
señaló lo siguiente: 
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37 
Análisis de la calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
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Opciones correctas: avanzado, optimización, transparente 
 
Sustentación: 
 
Para [[1]] avanzado: Este término es el más apropiado porque refleja 
el progreso continuo y significativo que ha realizado la Rama Judicial 
en los últimos años en diversos aspectos. 
 
Para [[2]] optimización: Este concepto es fundamental en el contexto 
dado, ya que se refiere específicamente a la mejora y eficiencia en 
la gestión judicial interna, que es uno de los focos de avance 
mencionados. 
 
Para [[3]] transparente: Este término es el más adecuado en este 
contexto, ya que se alinea con el objetivo de una justicia moderna 
que utiliza la tecnología para mejorar el acceso y servicio al 
ciudadano, implicando claridad y apertura en los procesos judiciales. 
Distractores: desarrollado, mejora, equitativa 
 
Sustentación: 
- "Desarrollado" es menos preciso que "avanzado" en este contexto, 
aunque similar en significado. 
- "Mejora" es menos específica que "optimización" en el contexto de 
la gestión judicial. 
- "Equitativa", aunque es un concepto importante en la justicia, no se 
ajusta tan bien como "transparente" al contexto de modernización y 
uso de tecnología mencionado en el párrafo. 
 
"Desarrollado" vs. "Avanzado": 
 
Aunque "desarrollado" y "avanzado" pueden parecer sinónimos, en 
el contexto de la planificación estratégica judicial, "avanzado" es 
más apropiado por las siguientes razones: 
 
Connotación de progreso continuo: "Avanzado" implica un 
movimiento constante hacia adelante, lo cual se alinea mejor con la 
idea de una transformación en curso en la Rama Judicial. 
Superación de obstáculos: "Avanzado" sugiere que se han superado 
desafíos, lo cual es relevante en el contexto de mejoras en 
diferentes "aristas" mencionadas en el texto. 
Dinamismo: "Avanzado" transmite una sensación de dinamismo y 
adaptación continua, crucial en el contexto de la modernización 
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judicial. 
Uso en documentos estratégicos: En documentos de planificación 
estratégica, "avanzado" se usa con más frecuencia para describir 
progresos significativos en múltiples áreas. 
 
 
"Mejora" vs. "Optimización": 
 
Aunque ambos términos implican perfeccionamiento, "optimización" 
es más adecuado en este contexto por: 
 
Eficiencia y eficacia: "Optimización" implica no solo mejorar, sino 
hacerlo de la manera más eficiente posible, lo cual es crucial en la 
gestión de recursos judiciales. 
Enfoque sistémico: "Optimización" sugiere un enfoque más holístico 
y sistemático, considerando múltiples variables para lograr el mejor 
resultado posible. 
Tecnicismo: En el contexto de la gestión y la tecnología 
mencionadas en el texto, "optimización" es un término más técnico y 
preciso. 
Alineación con objetivos estratégicos: "Optimización" se alinea mejor 
con los objetivos de alto nivel de un plan estratégico judicial, 
implicando un proceso más sofisticado y orientado a resultados. 
 
"Equitativa" vs. "Transparente": 
 
Aunque ambos son conceptos importantes en la justicia, 
"transparente" es más apropiado en este contexto por: 
 
Alineación con la tecnología: El texto menciona el uso de tecnología 
para mejorar el acceso y servicio al ciudadano. "Transparente" se 
relaciona más directamente con este aspecto, implicando apertura y 
accesibilidad de la información. 
Modernización: En el contexto de una "justicia moderna", la 
transparencia es un concepto clave, especialmente en relación con 
el uso de tecnologías de la información. 
Rendición de cuentas: "Transparente" implica una mayor rendición 
de cuentas y visibilidad de los procesos judiciales, lo cual es un 
aspecto crucial de la modernización judicial. 
Confianza pública: La transparencia es fundamental para construir y 
mantener la confianza pública en el sistema judicial, un objetivo 
implícito en la modernización de la Rama Judicial. 
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2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta un extracto coherente del Plan Estratégico de 
Transformación de la Rama Judicial. La pregunta se relaciona 
directamente con la comprensión del texto y la selección de términos 
apropiados, manteniendo la cohesión del párrafo. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y proporciona suficiente contexto para resolver 
la pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales 
u ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que el 
aspirante analice y seleccione los términos más apropiados en el 
contexto de la modernización judicial. También aborda la motivación 
por la calidad al enfocarse en la optimización y transparencia del 
sistema judicial. 
 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el aspirante comprenda el contexto y seleccione los 
términos adecuados. También evalúa la adquisición de 
conocimientos en el ámbito de la gestión y modernización judicial. 
 
3.1.3. Hacer: 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos sobre 
planificación estratégica en el contexto judicial. También evalúa la 
capacidad de resolución de problemas al requerir que el aspirante 
complete coherentemente el párrafo. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. Los distractores son opciones incorrectas porque, aunque 
relacionados con el tema, no encajan perfectamente en el contexto 
dado, como se explicó anteriormente. 
 
4.2. Las respuestas correctas no son confusas ni ambiguas, ya que 
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cada una encaja perfectamente en su respectivo espacio, 
manteniendo la coherencia del párrafo. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las 
opciones proporcionadas son las únicas que completan 
coherentemente el párrafo. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (taller virtual): 
 
Esta pregunta corresponde a un taller virtual porque requiere que el 
aspirante interactúe con el texto, completando espacios en blanco. 
Este formato simula una actividad de aprendizaje activo, donde el 
aspirante debe aplicar sus conocimientos y comprensión del texto 
para completar la información faltante. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basaen la lectura obligatoria 
 
Conclusión: 
 
Esta pregunta demuestra calidad y pertinencia para evaluar a los 
aspirantes a jueces y magistrados en el programa de Habilidades 
Humanas. Los aspectos que soportan su alta calidad son: 
 
1. Relevancia temática: Aborda un tema crucial como la 
modernización y optimización del sistema judicial, fundamental para 
futuros jueces y magistrados. 
 
2. Complejidad cognitiva: Exige que los aspirantes comprendan y 
analicen un texto sobre planificación estratégica judicial, 
seleccionando los términos más apropiados. 
 
3. Alineación con competencias: La pregunta evalúa eficazmente las 
competencias del Ser, Saber y Hacer, promoviendo una evaluación 
integral del aspirante. 
 
4. Claridad y estructura: Presenta un texto claro y bien estructurado, 
con opciones de respuesta que requieren un análisis cuidadoso. 
 
5. Aplicabilidad práctica: Requiere que los aspirantes demuestren su 
comprensión de conceptos fundamentales en la modernización 
judicial, directamente aplicables a su futura labor. 
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6. Formato interactivo: Como taller virtual, promueve el aprendizaje 
activo y la aplicación práctica de conocimientos. 
 
7. Se basa en una fuente de consulta obligatoria. 
 
Esta pregunta cumple con los estándares de calidad esperados y 
contribuye a  la selección de profesionales con una comprensión 
sólida de las direcciones estratégicas actuales en la administración 
de justicia, esencial para el desempeño en roles judiciales. 

38 

Análisis de la calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
Opciones correctas: innovación, ciencia, eficiente 
 
Sustentación: 
- "Innovación" es apropiado para [[1]] porque implica la introducción 
de nuevas ideas y métodos en la administración de justicia. 
- "Ciencia" encaja en [[2]] al referirse al uso de métodos científicos 
en el análisis de datos judiciales. 
- "Eficiente" es correcta para [[3]] porque refleja uno de los objetivos 
clave de la modernización judicial, que es mejorar la efectividad y 
rapidez del servicio. 
 
Distractores: modernización, gestión, transparente 
 
Sustentación: 
- "Modernización" es menos preciso que "innovación" en este 
contexto, aunque está relacionado con el tema general. 
- "Gestión" es menos específica que "ciencia" en el contexto del 
análisis de datos mencionado. 
- "Transparente", aunque es un concepto importante en la justicia y 
se menciona en el texto, no se ajusta tan bien como "eficiente" al 
contexto de mejora del servicio judicial. 
 
Profundización sobre por qué los distractores no son las respuestas 
correctas: 
 
1. "Modernización" vs. "Innovación": 
   - Alcance: Mientras que "modernización" implica una actualización 
general, "innovación" sugiere la introducción de ideas y métodos 
completamente nuevos. 
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   - Disrupción: "Innovación" se alinea mejor con el concepto de 
"herramientas disruptivas" mencionado en el texto. 
   - Creatividad: "Innovación" implica un enfoque más creativo y 
original en la resolución de problemas, lo cual es crucial en el 
contexto de mejora del servicio judicial. 
   - Cambio paradigmático: "Innovación" sugiere un cambio más 
profundo en la forma de pensar y abordar los desafíos judiciales. 
 
2. "Gestión" vs. "Ciencia": 
   - Precisión metodológica: "Ciencia" implica un enfoque más 
riguroso y basado en evidencia para el análisis de datos. 
   - Objetividad: "Ciencia" sugiere un análisis más imparcial y objetivo 
de la información judicial. 
   - Avance del conocimiento: "Ciencia" se alinea mejor con la idea 
de generar nuevos conocimientos a través del análisis de datos. 
   - Herramientas analíticas avanzadas: "Ciencia" se relaciona más 
directamente con el uso de herramientas disruptivas mencionadas 
en el texto. 
 
3. "Transparente" vs. "Eficiente": 
   - Enfoque en resultados: "Eficiente" se centra más en la mejora del 
rendimiento y la efectividad del sistema judicial. 
   - Optimización de recursos: "Eficiente" implica un mejor uso de los 
recursos disponibles, lo cual es crucial en la administración de 
justicia. 
   - Alineación con objetivos: "Eficiente" se alinea mejor con la idea 
de resolver "necesidades reales en materia de justicia" mencionada 
en el texto. 
   - Complementariedad: Aunque "transparente" es un objetivo 
mencionado, "eficiente" complementa mejor los otros aspectos de 
modernización y servicio mencionados. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta un extracto coherente del Plan Estratégico de 
Transformación de la Rama Judicial. La pregunta se relaciona 
directamente con la comprensión del texto y la selección de términos 
apropiados, manteniendo la cohesión del párrafo. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y proporciona suficiente contexto para resolver 
la pregunta sin ambigüedades. No se observan errores gramaticales 
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u ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que el 
aspirante analice y seleccione los términos más apropiados en el 
contexto de la modernización judicial. También aborda la motivación 
por la calidad al enfocarse en la innovación y eficiencia del sistema 
judicial. 
 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el aspirante comprenda el contexto y seleccione los 
términos adecuados. También evalúa la adquisición de 
conocimientos en el ámbito de la gestión y modernización judicial. 
 
3.1.3. Hacer: 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos sobre 
planificación estratégica en el contexto judicial. También evalúa la 
capacidad de resolución de problemas al requerir que el aspirante 
complete coherentemente el párrafo. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. Los distractores son opciones incorrectas porque, aunque 
relacionados con el tema, no encajan perfectamente en el contexto 
dado, como se explicó anteriormente. 
 
4.2. Las respuestas correctas no son confusas ni ambiguas, ya que 
cada una encaja perfectamente en su respectivo espacio, 
manteniendo la coherencia del párrafo. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta, ya que las 
opciones proporcionadas son las únicas que completan 
coherentemente el párrafo. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (taller virtual): 
 
Esta pregunta corresponde a un taller virtual porque requiere que el 
aspirante interactúe con el texto, completando espacios en blanco. 
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Este formato simula una actividad de aprendizaje activo, donde el 
aspirante debe aplicar sus conocimientos y comprensión del texto 
para completar la información faltante. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en el Plan Estratégico de Transformación de la 
Rama Judicial PETD 2021-2025, publicado por el Consejo Superior 
de la Judicatura en 2020. . 
 
Conclusión: 
 
Esta pregunta demuestra calidad y pertinencia para evaluar a los 
aspirantes a jueces y magistrados en el programa de Habilidades 
Humanas. Los aspectos que soportan su alta calidad son: 
 
1. Relevancia temática: Aborda temas cruciales como la innovación, 
la ciencia de datos y la eficiencia en el contexto de la modernización 
judicial. 
 
2. Complejidad cognitiva: Exige que los aspirantes comprendan y 
analicen un texto sobre planificación estratégica judicial, 
seleccionando los términos más apropiados y distinguiéndolos de 
conceptos similares pero menos precisos. 
 
3. Alineación con competencias: La pregunta evalúa eficazmente las 
competencias del Ser, Saber y Hacer, promoviendo una evaluación 
integral del aspirante. 
 
4. Claridad y estructura: Presenta un texto claro y bien estructurado, 
con opciones de respuesta que requieren un análisis cuidadoso y 
una comprensión profunda del contexto. 
 
5. Aplicabilidad práctica: Requiere que los aspirantes demuestren su 
comprensión de conceptos fundamentales en la modernización 
judicial, directamente aplicables a su futura labor. 
 
6. Formato interactivo: Como taller virtual, promueve el aprendizaje 
activo y la aplicación práctica de conocimientos. 
 
7.Se basa en una fuente de obligatoria consulta. 
 
Esta pregunta cumple con los estándares de calidad esperados y 
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contribuye a  la selección de profesionales con una comprensión 
sólida y matizada de las direcciones estratégicas actuales en la 
administración de justicia, esencial para el desempeño en roles 
judiciales. 

42 

Análisis de la calidad y validez de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
Conceptos y sus características correspondientes: 
 
1. Proyecto de transformación digital: 
   Característica: Está integrado por cuatro componentes: i) Servicios 
de justicia centrados en el ciudadano, ii) Gestión judicial eficiente, iii) 
Control y transparencia en la gestión judicial, iv) Fortaleza y 
capacidades de la Rama Judicial. 
 
Sustentación: Esta característica describe los componentes 
específicos del proyecto de transformación digital de la Rama 
Judicial. 
 
2. Plan estratégico de tecnologías de la información: 
   Característica: Refleja la arquitectura tecnológica que debe ser 
alcanzada para poder soportar efectivamente procesos mejorados y 
más eficientes operativamente. 
 
Sustentación: Esta característica se alinea con el propósito de un 
plan estratégico de TI, que busca establecer una arquitectura 
tecnológica para mejorar la eficiencia operativa. 
 
3. Proyecto de inversión de transformación digital: 
   Característica: Su objetivo es dotar a la Rama Judicial de nuevas 
capacidades digitales, tecnológicas y organizacionales que le 
permitan innovar y ofrecer servicios más eficientes, expeditos, 
trasparentes y de fácil acceso. 
 
Sustentación: Esta característica describe el objetivo principal de un 
proyecto de inversión en transformación digital. 
 
4. Arquitectura tecnológica y organizacional: 
   Característica: Asegura la alineación entre la tecnología y los 
objetivos de la empresa; su énfasis está en mejorar procesos y 
eficiencia operativa. 
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Sustentación: Esta característica define el propósito de una 
arquitectura tecnológica y organizacional, que busca alinear la 
tecnología con los objetivos institucionales. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. Coherencia y cohesión: 
El enunciado presenta de manera clara y coherente los conceptos y 
características relacionados con el Plan Estratégico de 
Transformación Digital de la Rama Judicial. La pregunta mantiene 
una estructura lógica y cohesionada. 
 
2.2. Claridad y ausencia de ambigüedades: 
El enunciado es claro y proporciona instrucciones precisas sobre 
cómo relacionar los conceptos con las características. No se 
observan errores gramaticales u ortográficos significativos. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: 
La pregunta evalúa la capacidad de crítica y análisis al requerir que 
el aspirante identifique y relacione correctamente los conceptos con 
sus características. También aborda la apreciación de la diversidad 
al considerar diferentes aspectos de la transformación digital en el 
sistema judicial. 
 
3.1.2. Saber: 
La pregunta evalúa la capacidad de analizar y sintetizar información 
al requerir que el aspirante comprenda y diferencie los conceptos 
relacionados con la transformación digital. También evalúa la 
adquisición de conocimientos en el ámbito de la planificación 
estratégica y tecnológica. 
 
3.1.3. Hacer: 
La pregunta evalúa la capacidad de aplicar conocimientos sobre 
transformación digital y planificación estratégica en el contexto 
judicial. También evalúa la capacidad de resolución de problemas al 
requerir que el aspirante establezca relaciones correctas entre 
conceptos y características. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
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4.1. Cada opción de respuesta es correcta para una sola 
característica, lo que evita ambigüedades. 
 
4.2. Las respuestas no son confusas ni ambiguas, ya que cada 
concepto tiene una característica distintiva que lo diferencia de los 
demás. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta correcta para cada 
característica, ya que los conceptos proporcionados son los únicos 
que corresponden correctamente a las características dadas. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta (taller virtual): 
 
Esta pregunta corresponde a un taller virtual porque requiere que el 
aspirante interactúe con el contenido, estableciendo relaciones entre 
conceptos y características. Este formato simula una actividad de 
aprendizaje activo, donde el aspirante debe aplicar sus 
conocimientos para realizar las asociaciones correctas. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa explícitamente en el Plan Estratégico de 
Transformación Digital de la Rama Judicial PETD 2021-2025. 
 
Conclusión: 
 
Esta pregunta demuestra calidad y pertinencia para evaluar a los 
aspirantes a jueces y magistrados en el programa de Habilidades 
Humanas. Los aspectos que soportan su alta calidad son: 
 
1. Relevancia temática: Aborda conceptos cruciales relacionados 
con la transformación digital y la planificación estratégica en el 
ámbito judicial. 
 
2. Complejidad cognitiva: Exige que los aspirantes comprendan, 
diferencien y relacionen correctamente conceptos estratégicos con 
sus características correspondientes. 
 
3. Alineación con competencias: La pregunta evalúa eficazmente las 
competencias del Ser, Saber y Hacer, promoviendo una evaluación 
integral del aspirante. 
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4. Claridad y estructura: Presenta los conceptos y características de 
manera clara y estructurada, requiriendo un análisis cuidadoso para 
establecer las relaciones correctas. 
 
5. Aplicabilidad práctica: Requiere que los aspirantes demuestren su 
comprensión de conceptos fundamentales en planificación 
estratégica y transformación digital, aplicables a su futura labor en 
un entorno judicial en proceso de modernización. 
 
6. Formato interactivo: Como taller virtual, promueve el aprendizaje 
activo y la aplicación práctica de conocimientos. 
 
7. Se basa en una fuente de obligatoria consulta. 
 
Esta pregunta cumple con los estándares de calidad esperados y 
contribuye a  la selección de profesionales con una sólida 
comprensión de la planificación estratégica y la transformación 
digital en el ámbito judicial, esencial para el desempeño en roles de 
liderazgo judicial en la era moderna. 

 
3.4.8. Programa de Filosofía del Derecho e Interpretación Constitucional Jornada 

de la tarde del 2 de junio de 2024  

 
Frente a los motivos de inconformidad esgrimidos por el discente y relacionadas 
con las preguntas del programa en mención, informamos que el criterio técnico de 
la Unión Temporal Formación Judicial 2019, quien estuvo a cargo del diseño, 
estructuración académica y desarrollo del IX Curso de Formación Judicial Inicial, 
señaló lo siguiente: 
 

PREGUNTA SUSTENTACIÓN 

75 

Análisis de la validez y calidad de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta "construir una base de análisis frente a anteriores 
decisiones judiciales de la Corte Constitucional" es acertada porque 
refleja fielmente el propósito central de la ratio decidendi en materia 
de tutela, según lo expuesto en la sentencia T-292 de 2006. Esta 
opción enfatiza la importancia de analizar y construir sobre 
decisiones previas para mantener la coherencia jurisprudencial y 
asegurar la igualdad en la aplicación de la ley. 
 
Retroalimentación: Esta opción no solo recoge elementos anteriores 
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de la jurisprudencia, sino que también subraya la necesidad de una 
evolución jurisprudencial coherente y vinculante. Esto es 
fundamental para garantizar la seguridad jurídica y la igualdad en la 
interpretación constitucional. 
 
El texto enfatiza la importancia de la ratio decidendi en la 
jurisprudencia constitucional. La sentencia T-292 de 2006 establece 
que el valor vinculante de la ratio decidendi es "asegurar la unidad 
en la interpretación constitucional en el ordenamiento" (Citado en la 
pregunta). 
Se menciona que el fallador debe "identificar elementos que le 
permitan delimitar la línea del análisis jurisprudencial desarrollado 
para cada caso" (enunciado de la pregunta). Esto implica la 
construcción de una base de análisis basada en decisiones 
anteriores. 
El texto describe una evolución jurisprudencial sobre el 
reconocimiento del precedente constitucional. Por ejemplo, se 
menciona: "Esta descripción de la evolución sobre el reconocimiento 
del precedente, hará énfasis en los aspectos relevantes que resulten 
necesarios para resolver la tutela de la referencia" (pág 22). 
Se hace referencia a la importancia de la coherencia del orden 
jurídico y la preeminencia de la Constitución, lo que respalda la idea 
de construir una base de análisis consistente con decisiones 
anteriores. 
El texto menciona explícitamente la necesidad de "organizar un 
precedente jurisprudencial", lo cual se alinea directamente con la 
idea de construir una base de análisis frente a decisiones anteriores. 
 
Las opciones incorrectas se descartan por las siguientes razones: 
 
- "Analizar los criterios con que se identifica el método utilizado para 
un precedente específico": Esta opción es insuficiente porque se 
enfoca solo en el método, ignorando la importancia de la 
construcción evolutiva del precedente y la vinculatoriedad de las 
decisiones anteriores. 
 
- "Valorar los aportes que dan algunos de los principios a la 
interpretación constitucional": Esta opción es demasiado limitada, ya 
que la interpretación constitucional requiere un análisis más amplio 
que incluye no solo principios, sino también la evolución 
jurisprudencial y el contexto de cada caso. 
 
- "Identificar la Constitución como ordenamiento jurídico con 
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pluralidad de disposiciones": Esta opción es inadecuada porque se 
centra en la naturaleza de la Constitución sin abordar la importancia 
del precedente y la evolución jurisprudencial en la interpretación 
constitucional. 
 
2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. El enunciado es coherente y cohesivo, ya que presenta 
claramente el contexto de la sentencia T-292 de 2006 y su 
relevancia para la interpretación constitucional y la construcción de 
precedentes jurisprudenciales. Las opciones de respuesta están 
directamente relacionadas con el tema planteado en el enunciado. 
 
2.2. El enunciado es claro y permite resolver la pregunta sin 
ambigüedades. No se detectan errores gramaticales ni ortográficos 
significativos que puedan afectar la comprensión del texto. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el aspirante valore diferentes enfoques de interpretación 
constitucional. También fomenta la apreciación de la diversidad al 
considerar la importancia de la igualdad en la aplicación de la ley. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información al requerir que el aspirante comprenda y 
aplique conceptos complejos de interpretación constitucional y 
precedente judicial. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos y tomar decisiones al requerir que el aspirante 
seleccione la opción más adecuada basándose en su comprensión 
de la interpretación constitucional y el precedente judicial. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que es la opción 
que se enfoca en construir una base de análisis frente a anteriores 
decisiones judiciales. 
 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, ya que se 
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alinea claramente con el propósito expresado en la sentencia T-292 
de 2006. 
 
4.3. No existe otra opción de respuesta que pueda considerarse 
correcta, ya que las demás opciones no capturan adecuadamente la 
esencia de la ratio decidendi y su papel en la interpretación 
constitucional. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado 
planteado, pero solo una captura correctamente el argumento 
central de la sentencia. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
 
Esta pregunta corresponde al componente de análisis de caso o 
jurisprudencial porque requiere que el aspirante analice y 
comprenda el texto proporcionado de la Sentencia T-292 de 2006 
para identificar desde el rol de juez o magistrado la correcta 
distinción entre principios y reglas en el ordenamiento jurídico. 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia T-292/06. Expediente: T1222275. 
(06, abril, 2006). M.P: Manuel José Cepeda Espinosa. En: Sala 
Tercera de Revisión de la Corte Constitucional. Bogotá, D.C.: 2006. 
Pág  22 
 
Fragmento tomado de página 42 considerando 23 de la sentencia T-
292/06, lo cual no afecta la pertinencia de la pregunta pues el 
discente ha tenido acceso a los contenidos evaluados durante el 
curso y en el examen mismo. El contexto y el enunciado son una 
construcción del evaluador quien puede utilizar libremente usar 
fragmentos de diversas fuentes o de su propia creación, siempre 
procurando la pertinencia y correspondencia con los contenidos a 
evaluar, lo cual se cumple a cabalidad en esta pregunta. 
 
Conclusión: 
En síntesis, esta pregunta demuestra calidad en su diseño y 
ejecución. Evalúa la comprensión de conceptos clave en la 
interpretación constitucional y la construcción de precedentes 
jurisprudenciales. La pregunta es clara, coherente y está firmemente 
basada en la fuente citada. Además, evalúa múltiples competencias 
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relevantes para aspirantes a jueces y magistrados, incluyendo el 
análisis crítico, la síntesis de información compleja y la aplicación de 
conocimientos jurídicos.   

76 

Análisis de la validez y calidad de la pregunta: 
 
1. Enunciado y sustentación de opciones: 
 
La opción correcta "el principio como soporte de una conducta y la 
regla como el límite exigido en un comportamiento" es acertada 
porque refleja con precisión la distinción fundamental entre principios 
y reglas en el ordenamiento jurídico, según lo expuesto en la 
Sentencia C-818 de 2005. 
 
Retroalimentación: Esta opción no solo distingue correctamente 
entre principios y reglas, sino que también destaca su función 
complementaria en el sistema jurídico. Los principios, como soportes 
de conducta, proporcionan una base interpretativa más amplia y 
flexible, mientras que las reglas, al establecer límites exigidos, 
ofrecen una guía más concreta y específica para el comportamiento. 
Esta distinción es crucial para la correcta aplicación del derecho por 
parte de los jueces y magistrados. 
 
Las opciones incorrectas se descartan por las siguientes razones: 
 
- "Los principios como fundamentos del ordenamiento jurídico y la 
regla como imperativo categórico": Esta opción es incorrecta porque 
simplifica excesivamente la naturaleza de las reglas. Las reglas no 
son meros imperativos categóricos, sino normas específicas que 
pueden variar según el contexto jurídico. 
 
- "Los principios como soporte ante las decisiones y la regla como 
primacía ante las decisiones": Esta opción es errónea porque 
invierte la relación jerárquica entre principios y reglas. Los principios, 
por su naturaleza más general, tienen primacía sobre las reglas en 
caso de conflicto, no al revés. 
 
- "El principio como valor ético de la institución jurídica y la regla 
como imperativo hipotético": Esta opción es inadecuada porque 
reduce los principios a meros valores éticos, ignorando su función 
como directrices hermenéuticas y fuentes de derecho. Además, 
caracterizar las reglas como imperativos hipotéticos no capta su 
naturaleza normativa concreta. 
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2. Relativos al enunciado: 
 
2.1. El enunciado es coherente y cohesivo, ya que presenta 
claramente el contexto de la Sentencia C-818 de 2005 y su 
relevancia para la comprensión de principios y reglas en el 
ordenamiento jurídico. Las opciones de respuesta están 
directamente relacionadas con la distinción planteada en el 
enunciado. 
 
2.2. El enunciado es claro y permite resolver la pregunta sin 
ambigüedades. No se detectan errores gramaticales ni ortográficos 
significativos que puedan afectar la comprensión del texto. 
 
3. Relativa a las competencias: 
 
3.1. Competencias genéricas: 
 
3.1.1. Ser: La pregunta evalúa la capacidad de crítica al requerir que 
el aspirante analice y distinga entre diferentes conceptos jurídicos 
fundamentales. También fomenta la apreciación de la diversidad 
conceptual en el ámbito jurídico. 
 
3.1.2. Saber: La pregunta evalúa la capacidad de analizar y 
sintetizar información al requerir que el aspirante comprenda y 
aplique conceptos complejos de teoría del derecho, específicamente 
la distinción entre principios y reglas. 
 
3.1.3. Hacer: La pregunta evalúa la capacidad de aplicar 
conocimientos y tomar decisiones al requerir que el aspirante 
seleccione la opción más adecuada basándose en su comprensión 
de la teoría jurídica y su aplicación práctica en la interpretación del 
derecho. 
 
4. Relativos a las opciones de respuesta: 
 
4.1. La pregunta tiene solo una respuesta correcta, que es la opción 
que distingue correctamente entre principios como soportes de 
conducta y reglas como límites exigidos en un comportamiento. 
 
4.2. La respuesta correcta no es confusa ni ambigua, ya que se 
alinea claramente con la distinción presentada en la Sentencia C-
818 de 2005. 
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4.3. No existe otra opción de respuesta que pueda considerarse 
correcta, ya que las demás opciones contienen errores conceptuales 
o simplificaciones excesivas. 
 
4.4. Todas las opciones son válidas conforme al enunciado 
planteado, pero solo una captura correctamente la distinción entre 
principios y reglas según la sentencia citada. 
 
5. Relativas a la tipología de la pregunta: 
Esta pregunta corresponde al componente de análisis de caso o 
jurisprudencial porque requiere que el aspirante analice y 
comprenda el texto proporcionado de la Sentencia C-818 de 2005 
para identificar desde el rol de juez o magistrado la correcta 
distinción entre principios y reglas en el ordenamiento jurídico. 
 
 
6. Relativas a la fuente: 
 
La pregunta se basa en la lectura obligatoria COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia C-818/ 05. Expediente: D-5521. (09, 
agosto,2005). M.P: Rodrigo Escobar Gil. En: Sala Plena de la Corte 
Constitucional. Bogotá, D.C.: 2005. FUENTE: Página 32 -34 
 
Conclusión: 
En síntesis, esta pregunta demuestra calidad en su diseño y 
ejecución. Evalúa la comprensión de conceptos clave en la teoría del 
derecho, específicamente la distinción entre principios y reglas. La 
pregunta es clara, coherente y está firmemente basada en la fuente 
citada. Además, evalúa múltiples competencias relevantes para 
aspirantes a jueces y magistrados, incluyendo el análisis crítico, la 
síntesis de información y la aplicación de conocimientos jurídicos. 

 
Respecto de las demás objeciones la respuesta se refleja en el consolidado de 
notas que se relaciona a continuación. 
 
En atención a la solicitud de recalificación del componente evaluativo, se ha 
realizado un exhaustivo proceso de revisión de técnica de las respuestas, llegando 
a los siguientes resultados: 
 

Programa 
No. 

Pregunta 
Calificación 

HABILIDADES HUMANAS P. 1  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 2  1,25 
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Programa 
No. 

Pregunta 
Calificación 

HABILIDADES HUMANAS P. 3  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 4  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 5  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 6  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 7  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 8  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 9  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 10  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 11  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 12  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 13  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 14  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 15  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 16  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 17  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 18  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 19  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 20  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 21  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 22  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 23  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 24  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 25  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 26  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 27  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 28  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 29  1,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 30  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 31  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 32  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 33  6,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 34  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 35  6,25 

HABILIDADES HUMANAS P. 36  0 

HABILIDADES HUMANAS P. 37  7,5 

HABILIDADES HUMANAS P. 38  7,5 

HABILIDADES HUMANAS P. 39  5 

HABILIDADES HUMANAS P. 40  10 
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Programa 
No. 

Pregunta 
Calificación 

HABILIDADES HUMANAS P. 41  2,5 

HABILIDADES HUMANAS P. 42  10 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 43  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 44  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 45  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 46  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 47  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 48  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 49  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 50  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 51  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 52  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 53  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 54  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 55  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 56  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 57  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 58  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 59  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 60  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 61  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 62  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 63  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 64  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 65  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 66  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 67  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 68  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 69  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 70  0 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 71  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 72  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 73  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 74  1,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 75  6,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 76  6,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 77  6,25 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 78  6,25 
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Programa 
No. 

Pregunta 
Calificación 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 79  10 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 80  5 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 81  10 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 82  10 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 83  10 

INTERPRETACIÓN JUDICIAL Y ESTRUCTURA DE LA SENTENCIA P. 84  10 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 1  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 2  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 3  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 4  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 5  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 6  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 7  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 8  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 9  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 10  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 11  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 12  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 13  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 14  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 15  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 16  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 17  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 18  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 19  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 20  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 21  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 22  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 23  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 24  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 25  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 26  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 27  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 28  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 29  1,25 
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No. 

Pregunta 
Calificación 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 30  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 31  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 32  1,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 33  6,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 34  6,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 35  6,25 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 36  0 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 37  10 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 38  10 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 39  6,67 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 40  6,67 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 41  10 

JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA P. 42  10 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 43  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 44  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 45  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 46  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 47  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 48  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 49  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 50  0,00 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 51  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 52  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 53  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 54  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 55  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 56  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 57  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 58  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 59  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 60  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 61  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 62  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 63  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 64  1,25 
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No. 

Pregunta 
Calificación 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 65  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 66  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 67  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 68  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 69  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 70  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 71  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 72  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 73  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 74  1,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 75  6,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 76  6,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 77  0 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 78  6,25 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 79  10 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 80  10 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 81  10 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 82  10 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 83  6,67 

ARGUMENTACIÓN JUDICIAL Y VALORACIÓN PROBATORIA P. 84  10 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 1  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 2  0 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 3  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 4  0 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 5  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 6  0 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 7  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 8  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 9  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 10  0 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 11  0 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 12  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 13  0 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 14  0 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 15  1,25 
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ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 16  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 17  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 18  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 19  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 20  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 21  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 22  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 23  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 24  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 25  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 26  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 27  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 28  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 29  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 30  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 31  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 32  1,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 33  6,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 34  6,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 35  6,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 36  6,25 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 37  10 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 38  10 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 39  10 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 40  6,67 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 41  10 

ETICA - INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA JUDICIAL P. 42  10 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 43  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 44  0 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 45  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 46  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 47  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 48  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 49  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 50  0 
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Programa 
No. 

Pregunta 
Calificación 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 51  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 52  0 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 53  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 54  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 55  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 56  0 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 57  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 58  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 59  0 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 60  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 61  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 62  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 63  0 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 64  0 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 65  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 66  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 67  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 68  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 69  0 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 70  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 71  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 72  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 73  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 74  1,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 75  6,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 76  6,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 77  6,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 78  6,25 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 79  6,67 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 80  10 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 81  10 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 82  10 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 83  10 

DERECHOS HUMANOS Y GENERO P. 84  10 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 1  1,25 
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Programa 
No. 

Pregunta 
Calificación 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 2  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 3  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 4  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 5  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 6  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 7  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 8  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 9  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 10  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 11  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 12  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 13  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 14  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 15  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 16  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 17  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 18  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 19  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 20  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 21  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 22  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 23  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 24  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 25  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 26  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 27  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 28  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 29  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 30  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 31  1,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 32  0 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 33  6,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 34  6,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 35  6,25 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 36  6,25 
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Programa 
No. 

Pregunta 
Calificación 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 37  6,67 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 38  3,33 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 39  10 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 40  10 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 41  10 

GESTION JUDICAL Y TIC'S P. 42  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 43  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 44  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 45  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 46  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 47  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 48  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 49  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 50  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 51  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 52  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 53  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 54  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 55  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 56  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 57  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 58  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 59  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 60  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 61  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 62  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 63  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 64  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 65  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 66  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 67  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 68  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 69  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 70  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 71  0 
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No. 

Pregunta 
Calificación 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 72  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 73  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 74  1,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 75  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 76  0 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 77  6,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 78  6,25 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 79  6,67 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 80  10 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 81  6,67 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 82  10 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 83  3,33 

FILOSOFÍA DEL DERECHO E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL P. 84  10 

TOTAL: 791,270 

 
 
En los anteriores términos, el puntaje total en la subfase general del IX Curso de 
Formación Judicial Inicial es de 791,270 sobre el cual se aplica la regla para la 
aproximación prevista en el Acuerdo Pedagógico31. Eso quiere decir que su 
calificación se modifica a 792 puntos. Por lo tanto, procede reponer parcialmente 
la Resolución EJR24-298 del 21 de junio de 2024. 
 
En mérito de las consideraciones expuestas, y con fundamento en la competencia 
delegada por el Consejo Superior de la Judicatura en el Acuerdo PCSJA19-11400 
del 19 de septiembre de 2019, la directora de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla” 
 

4. RESUELVE: 

 
 

PRIMERO. – REPONER PARCIALMENTE la Resolución EJR24-298 del 21 de 
junio de2024, en el sentido de ajustar la calificación de la evaluación de la subfase 
general del IX Curso de Formación Judicial Inicial que obtuvo el discente Andrés 
Diaz Salinas identificado con la cédula de ciudadanía 1.016.042.808.  
 

 
31 Acuerdo Pedagógico PCSJA19-11400 19 de septiembre de 2019 precisó que “para la consolidación de la calificación de 
cada una de las subfases general y especializada del curso de formación judicial inicial, se aplicará la regla para la 

aproximación al número entero cerrado siguiente” 
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SEGUNDO. – MODIFICAR el Anexo de la Resolución EJR24-298 de 21 de junio 
de 2024, el cual quedará así:  
 

CÉDULA CALIFICACIÓN TOTAL ESTADO 

1.016.042.808 792 Reprobado 

 
TERCERO. – NOTIFICAR de manera personal la presente decisión al correo 
electrónico del discente.   
 
CUARTO. – Contra la presente decisión no procede recurso alguno en sede 
administrativa.  
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Bogotá, 5 de noviembre de 2024 
 
 
 
 
GLORIA ANDREA MAHECHA SÁNCHEZ 
Directora 
 
 
Elaboró: DACC 
Revisó: JVB 
Aprobó: LCHG. 
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Bogotá D.C., 15 de julio de 2024 

 

 
RESPUESTA MASIVA A DERECHO DE PETICIÓN PRESENTADO POR 

DISCENTES DEL IX CURSO DE FORMACIÓN JUDICIAL INICIAL 

Respetados Discentes del IX Curso de Formación Judicial Inicial, en cumplimiento 

del parágrafo 2 del artículo 22 de la Ley 1755 de 2015, la Unión Temporal Formación 

Judicial 2019 se permite dar respuesta a los derechos de petición presentados de 

manera masiva, de conformidad con los siguientes: 

SOBRE EL PROCEDIMIENTO DE CALIFICACIÓN Y NOTAS REGISTRADAS: 

PRIMERO. Desglose de la calificación; puntuación obtenida en cada sección 

o componente del examen, discriminando en cada uno de ellos el puntaje 

obtenido tanto por el control de lectura, análisis jurisprudencial y taller y 

número de respuestas correctas e incorrectas por sección. 

Con el propósito de que todos los discentes que presentaron la evaluación 

correspondiente a la Subfase General del IX Curso de Formación Judicial Inicial, y 

que obtuvieron una calificación inferior a 800 puntos, pudieran hacer la revisión que 

consideraran necesaria para sustentar los respectivos recursos en sede 

administrativa, se programaron jornadas de exhibición para el 7 y 14 de julio de 

2024. 

 
En esta oportunidad, señalada en el cronograma conocido por todos, los discentes 

pudieron verificar cada una de las preguntas formuladas, junto con la hoja de 

respuestas y las claves de las respuestas correctas. De esta forma, verificaron sus 

aciertos y desaciertos, con base en los cuales conocerán el desglose de la calificación 

y la puntuación obtenida en cada componente, discriminado de acuerdo con los 

criterios de cada uno. 

 
Estas jornadas se llevaron a cabo de manera individual y mediante el Campus 

Virtual. 

 
SEGUNDO. Método de calificación detallado: Fórmula específica utilizada para 

calcular la puntuación final; fórmula específica utilizada para calcular la 

puntuación final; ponderación de cada componente del examen (si los hubo); 

criterios de evaluación para cada tipo de pregunta. 

 La fórmula empleada es la siguiente: 
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En cuanto a la ponderación, la evaluación de la Subfase General del IX Curso de 

Formación Judicial inicial se calificó conforme está dispuesto en el Acuerdo 

PCSJA19-11400 de 2019, teniendo en cuenta el puntaje asignado por criterio. 

 
Los criterios de evaluación para cada tipo de pregunta, son los siguientes: 

 
 

Criterio de Evaluación # ítems Puntos Valor del ítem 

Control de Lectura 256 320 1.25 

Análisis Jurisprudencial o de 

Caso 

32 200 6.25 

Taller Virtual 48 480 10 

 
TERCERO. Estadísticas del examen: Distribución de calificaciones (media, 

mediana, desviación estándar); tasa de aprobación/reprobación; calificación 

más alta y más baja obtenida. 

 
No contamos con los datos de media, mediana y desvuación estándar, dado que no 

son procedentes para esta calificación. 

 
En cuanto a las tasas de aprobación y reprobación, así como las calificaciones más 

altas y más bajas, estos datos pueden ser calculados con los resultados conocidos 

por todos a través de la resolución que se expidió para dar a conocer la calificación 

de los discentes. (RESOLUCION EJR24-298 del 21 de junio de 2024 “Por medio de 

la cual se publican los resultados de la subfase general del IX Curso de Formación 

Judicial Inicial’’) 
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CUARTO. Información sobre el proceso de validación del examen: Métodos 

utilizados para garantizar la confiabilidad y validez de las preguntas; proceso 

de revisón y aprobación de las preguntas. 

 
Para garantizar la validez y confiabilidad de la prueba, se implementó la metodología 

del Diseño Centrado en Evidencias – DCE -, la cual propone una serie de pasos 

que permiten desagregar y generar un puente entre lo que se quiere evaluar 

(conjunto de competencias, conocimientos, habilidades o destrezas de un área o 

campo específico) y las tareas que debería desarrollar el discente para dar cuenta 

de eso particular que se evalúa. 

 
Proceso de revisión y aprobación de las preguntas 

 
El proceso de revisión y aprobación de las preguntas elaboradas para la evaluación 

de la Subfase General del IX Curso Judicial Inicial es el siguiente: 

 

QUINTO. Explicación de los cambios en el formato de calificación: Razones 

para no desglosar las notas como en cursos anteriores; como se asegura la 

comparabilidad con ediciones anteriores del curso. 

 
El Consejo Superior de la Judicatura, como órgano de administración y gobierno de 

la Rama Judicial, tiene la competencia para administrar la carrera judicial, entre 

otras funciones, según lo establecido en la Constitución Política y la Ley 270 de 

1996. Esta facultad incluye la capacidad de reglamentar y establecer metodologías 

y parámetros que se ajusten a la realidad fáctica, técnica y pedagógica del 

momento, especialmente en lo referente al desarrollo integral del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial. 

 
En ejercicio de estas atribuciones, se expidió el Acuerdo PCSJA19-11400 de 2019, 

que regula dicho curso concurso. Este se rige exclusivamente por los Acuerdos 

PCSJA18-11077 de 2018 y PCSJA19-11400 de 2019, sin que exista soporte jurídico 

para realizar comparaciones que puedan constituir obligaciones para el IX Curso de 

Formación Judicial Inicial. 
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SEXTO. Información sobre el proceso de revisión post-examen: Detallen cómo 

se manejaron las preguntas problemáticas mencionadas en la resolución 

(P35, P50, P143, P295 y P275) 

 
La RESOLUCIÓN No. EJR24-298 (21 de junio de 2024) responde de manera clara 

y concreta a ese interrogante. Indica que, según el informe del análisis psicométrico, 

“durante el proceso de análisis posterior a la aplicación de la evaluación, se 

obtuvieron indicadores psicométricos para todos los ítems que componían la 

prueba. Como resultado del proceso, se detectaron alertas en los índices de 

discriminación, lo cual indicó posibles problemas en su capacidad para medir 

adecuadamente el rendimiento de los discentes. Estas preguntas fueron revisadas 

minuciosamente por un grupo de expertos, quienes determinaron que las 

 
preguntas P35, P50, P143 y P295 no cumplían con los estándares esperados de 

validez y confiabilidad, por lo que, en un esfuerzo por mantener la equidad en la 

evaluación, se optó por imputar el acierto a todos los aspirantes en estas preguntas 

específicas. Adicionalmente, para la pregunta P275 se identifica como un caso tipo 

2, alerta de doble clave por lo que optó por reconocer el punto a los discentes que 

hubieren contestado cualquiera de las opciones válidas”. 

 
SÉPTIMO. Acceso al examen: Solicito una copia de mi hoja de respuestas; 

clave de respuestas correctas para comparación en proceso de exhibición. 

 
Esta solicitud, para quienes reprobaron la evaluación de la Subfase General, 

corresponde a un hecho superado. En las exhibiciones realizadas el 7 y 14 de julio, 

tuvieron acceso a toda esta información en los mismos términos en que aplicaron la 

evaluación. 

 
OCTAVO. Respuestas a las preguntas del “taller”: Respecto de las preguntas 

del taller llevadas a cabo por cada uno de los ocho (8) programas de formación 

de la subfase general, se tuvo en cuenta para su calificación los aciertos 

parciales que contenía cada pregunta, tanto las de asociar palabras como las 

de completar frases memorísticas que se plantearon. 

 
B. Basándome en el documento maestro del IXCFJI, así mismo se me 

especifique en el cado donde existían preguntas de completar palabras con 

claves sinónimas, si no se acertaba la que el texto o pié de página del texto 

donde se extrajo contenía, se aprobaba cuando se respetaba la coherencia de 

la frase. 
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Efectivamente, se otorgaron aciertos parciales respecto a los ítems del taller virtual. 

Por ejemplo, si el ítem contaba con cinco ejercicios a resolver, cada uno aportaba 

dos puntos. De esta manera, los discentes que contestaron parcialmente el ítem 

recibieron un puntaje parcial por cada ítem. 

 
Por otra parte, en el caso hipotético de existir una pregunta que pudiera tener 

opciones que conserven la coherencia y el sentido del texto, se constituiría una 

alerta de doble clave. Esto debe ser evaluado en concreto, y si se confirma la 

correspondencia del sentido, se tendría como respuesta correcta. 

 
NOVENO. Comparativa con ediciones anteriores: Datos sobre cómo se han 

manejado situaciones similares en cursos anteriores; cambios significativos 

en la estructura o contenido del examen respecto a ediciones previas. 

 
Esta información podrá ser verificada por los discentes, ya que los actos 

administrativos expedidos por el Consejo Superior de la Judicatura son normas de 

público conocimiento y pueden ser consultados en el portal web de la Rama Judicial. 

 
 

DÉCIMO. Explicación de la metodología utilizada en el análisis psicométrico 

mencionado en la resolución. 

 
Para el análisis psicométrico y la calificación de la evaluación de la Subfase General 

del IX Curso de Formación Judicial Inicial, realizada el 19 de mayo y el 2 de junio 

de 2024, se empleó la Teoría Clásica de los Test (TCT). Este modelo teórico permite 

la medición de atributos o constructos a partir de las respuestas observables de los 

discentes evaluados. El modelo asume que las respuestas a los ítems del test se 

combinan en una única puntuación para cada discente. 

 
DÉCIMO PRIMERO. Información sobre el equipo evaluador: Composición del 

equipo que diseñó y evaluó el examen; Cualificaciones de los evaluadores. 

 
El proceso de elaboración de las actividades de evaluación se ha llevado a cabo de 

manera metódica y secuencial, en el cual han participado diversos actores tanto en 

la fase de elaboración como en los procesos de revisión y validación, a saber: 

 
• Confección de los factores de evaluación por parte del grupo de expertos 

• Revisión y validación por parte de pares internos y formadores/as de la 

EJRLB 

• Ajustes por grupo de expertos. 
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• Revisión final (EJRLB y UT). 

 
DÉCIMO SEGUNDO. Detalles específicos sobre el diseño instruccional 

aplicado al curso, incluyendo: Estructura detallada de las rutas de 

aprendizaje; tipos de actividades formativas utilizadas y su relación con las 

competencias evaluadas; Criterios de diseño de los Objetos Virtuales de 

Aprendizaje (OVA) 

 
De acuerdo a lo descrito en el Documento Maestro de IX Curso, la configuración de 

los OVA está directamente relaciona el guion pedagógico, ya que conserva la misma 

estructura temática y el planteamiento de las actividades formativas y de 

aprendizaje. Es así como "por tratarse de un ambiente virtual de aprendizaje, la 

mediación principal dispuesta para cumplir con los objetivos y propósitos de 

formación del IX CFJI implica disponer para los/las discentes de objetos virtuales de 

aprendizaje (OVA) que cuenten con actividades interactivas, permitiendo el análisis 

de contenidos"; lo anterior, a partir de los contenidos aprobados por la Red de 

Formadores de la Rama Judicial. 

 
Para la elaboración de cada OVA, se partió del guion pedagógico de cada Unidad 

y, acto seguido, se realizó la adecuación pedagógica, que dia como resultado los 

guiones instruccionales, el cual "se entiende como la estructuración de un Curso de 

formación desde los lineamientos metodológicos y didácticos, incluyendo los 

materiales (recursos), su organización, las necesidades y propósitos de formación, 

los objetivos de aprendizaje, la línea argumental (secuencia), la metodología", tal y 

como lo describe el Documento Maestro de IX Curso de Formación Judicial Inicial. 

 
DÉCIMO TERCERO. Información sobre el proceso de virtualización de 

contenidos: o Metodología utilizada para transformar los guiones 

pedagógicos en contenido interactivo; criterios de selección y adaptación del 

material documental y audiovisual. 

 
Como se explica en el Documento Maestro de IX Curso de Formación Judicial 

Inicial, " la metodología de mediación es secuencial y sistemática, la cual le permitirá 

al/la discente disponer de los recursos, contenidos y herramientas de fácil acceso y 

accesibilidad". Esta metodología "tiene en cuenta el perfil de los/las discentes o 

participantes del IX Curso de Formación Judicial Inicial" y está enmarcada en el 

Modelo Pedagógico de la EJRLB, el cual se fundamenta en "metodologías activas, 
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las cuales se centran en los aprendizajes del discente a partir de estrategias 

didácticas que generan aprendizajes significativos. Estas estrategias se diseñan e 

implementan con el objeto de suscitar la participación y reflexión del discente a 

través de actividades de aprendizaje que promuevan el diálogo, la colaboración y la 

construcción de conocimientos. Están orientadas a profundizar en el conocimiento 

y a desarrollar en los discentes las habilidades de búsqueda, análisis y síntesis de 

la información para la solución de problemas. Estas metodologías atienden a los 

diferentes estilos de aprendizaje, recurriendo a una variedad de técnicas de 

enseñanza-aprendizaje". 

 
DÉCIMO CUARTO. Detalles sobre la implementación de la modalidad b- 

learning; proporción y naturaleza de las actividades sincrónicas vs 

asincrónicas; Métodos utilizados para garantizar la equivalencia en la 

evaluación entre modalidades. 

 
De acuerdo con el Documento Maestro del IX Curso, durante la duración de cada 
programa se integran estrategias de aprendizaje sincrónico y asincrónico que 
fomentan un aprendizaje interdisciplinario, crítico y situado para abordar los 
desafíos globales y los nuevos paradigmas, bajo el enfoque de las competencias 
del ser, saber y hacer. Este proceso se realiza a través de un sistema de formación 
virtual que propone nuevas experiencias de aprendizaje práctico judicial. 

 
Se llevaron a cabo encuentros asincrónicos para cada programa de la Subfase 
General, igualmente se atendieron todas las consultas pedagógicas y sobre los 
contenidos a través de tickets publicados para conocimiento general. Lo que 
permitió a los discentes aclarar dudas relacionadas con las temáticas abordadas, 
específicamente, en los encuentros asincrónicos dirigidos por expertos en las 
áreas disciplinarias de cada programa, se  profundizaron en los contenidos 
específicos y se explicó su correcta aplicación en el ámbito judicial. 

 
DÉCIMO QUINTO. Información sobre el rol y la participación de la Red de 

Formadores en: la validación final de los contenidos virtualizados; el diseño 

de las rúbricas de evaluación, especialmente para la evaluación oral 

presencial. 

 
El documento maestro explica en el numeral 1.2.9. Rol de la Red de Formadores/as: 

La Red de Formadores/as de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” es la piedra 

angular de 
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la formación judicial, considerando que su conocimiento y experiencia, en la práctica 

judicial, orientan el proceso de enseñanza-aprendizaje. 

 
El modelo pedagógico de la Escuela judicial concibe que «Los 

formadores/facilitadores son profesionales con experiencia en las diferentes áreas 

del derecho. Tienen experiencia como Magistrados/as o Jueces/zas de la 

República, con vocación de servicio, compromiso y deseo de acompañar el proceso 

de aprendizaje de los y las discentes» 

 
En el IX Curso de Formación Judicial Inicial la Red de Formadores/as son 

cocreadores de la ruta formativa para cada uno de los programas que lo componen. 

En tal sentido, participan en el proceso de construcción de contenidos tanto de la 

Subfase General como de la Especializada; iniciando en la planificación y diseño 

con la orientación académica desde la práctica judicial de los syllabus y los guiones 

pedagógicos y, una vez estructurados, con la validación de estos. 

 
Así mismo, con el objetivo de identificar el procedimiento y metodología de los 

criterios de evaluación y posterior refrendación de las actividades de evaluación se 

realizó con la red de formadores/as de la EJRLB, taller de ilustración de las 

actividades de evaluación planificadas dentro del proceso y posteriores talleres de 

validación de los factores de evaluación de la Subfase General. 

 
La rúbrica de evaluación es la herramienta definida por la EJRLB para valorar los 

aprendizajes y la aplicación de las competencias que requiere todo discente para 

desempeñarse de manera correcta en el rol que cumple como servidor judicial. A 

partir de ello y teniendo en cuenta los objetivos del programa, se formuló una rúbrica 

que permite valorar los niveles de desempeño de los discentes ante situaciones 

determinadas, con criterios específicos sobre rendimiento. 

 
El punto de partida de elaboración de la rúbrica son las competencias que deben 

poseer jueces y magistrados, las cuales están descritas para cada programa, es 

decir, área de aprendizaje, y que deben verse materializadas en la actividad 

evaluativa que se llevará a cabo de manera presencial. Esta rúbrica, conocida como 

rúbrica analítica, "se utiliza para evaluar las partes del desempeño del discente, 

desglosando sus componentes para obtener una calificación total. Puede utilizarse 

para determinar el estado del desempeño, identificar fortalezas, debilidades, y para 

permitir que los discentes conozcan lo que requieren para mejorar", según lo 

describe el Modelo Pedagógico de la EJRLB. 
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DÉCIMO SEXTO. Detalles sobre la aplicación del aprendizaje basado en 

problemas (ABP): o criterios para la selección y diseño de los problemas 

/casos utilizados o relación entre los problemas planteados y las 

competencias específicas evaluadas. DÉCIMO SÉPTIMO. Detalle sobre la 

aplicación del enfoque de formación por competencias o matriz de alineación 

entre competencias, objetivos de aprendizaje y criterios de evaluación o 

métodos utilizados para evaluar las competencias en las dimensiones del ser, 

saber y hacer. 

 
Esta información podrá ser consultada por los discentes en el Syllabus de cada 

programa que se encuentra cargado en la plataforma del IX Curso de Formación 

Judicial, toda vez que allí se encuentran contenidos los objetivos de aprendizaje y 

los criterios de evaluación que fueron implementados para cada programa. 

 
En relación con los métodos utilizados para evaluar las competencias en las 

dimensiones del ser, saber y hacer, de acuerdo con lo indicado en el Modelo 

Pedagógico de la EJRLB, "se ha establecido como directriz curricular la formación 

judicial orientada hacia un enfoque integral por competencias, de manera que se 

responda a las necesidades e intereses reales del contexto", ya que no debe 

promoverse solamente el aprendizaje de conocimiento explícito, sino la adquisición 

de competencias. 

 
Para cada programa se desarrollaron temas y se plantearon didácticas de 

aprendizaje que incluyen el desarrollo de procesos mentales de orden superior que 

cimenten la adquisición de conocimientos, habilidades y actitudes. Es así como, 

enmarcados en el Modelo Pedagógico de la EJRLB, el método utilizado para evaluar 

a partir de las tres dimensiones es el indicado en el documento anteriormente 

mencionado, el cual describe: 

 
El enfoque por competencias incorpora las competencias genéricas y específicas al 

diseño del currículo, como uno de sus elementos fundamentales. Esto significa un 

cambio en la estructura del currículo que va de aquellos centrados en contenidos a 

currículos centrados en el desarrollo de competencias. 

 
Desde este enfoque, los contenidos jurídicos, jurisprudenciales y doctrinales 

adquieren relevancia y pertinencia cuando se integran a habilidades y actitudes que 

posibilitan su aplicación práctica. Así, la formación judicial es un proceso 

multidimensional que implica la formación profesional integral. 
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Las competencias, a diferencia de los contenidos específicos, son aprendizajes 

transferibles, lo que permite dar solución a problemas en múltiples contextos. Otra 

diferencia con los contenidos específicos es que las competencias son 

interdisciplinares y multidisciplinares, lo que posibilita usar las herramientas 

conceptuales y metodológicas de otras especializaciones del derecho y de otros 

campos del conocimiento. Además, las competencias son integradoras, porque 

combinan conocimientos, habilidades y actitudes. Por ende, un currículo por 

competencias se estructura fundamentalmente para que los discentes estén en la 

capacidad de transferir las competencias y aplicar lo que aprenden a diversos 

contextos durante su desempeño profesional. 

 
DÉCIMO OCTAVO. Información sobre el proceso de calibración de las 

preguntas y actividades evaluativas: Métodos estadísticos utilizados para 

analizar la dificultad y discriminación de las preguntas o criterios para la toma 

de decisiones sobre ajustes o eliminación de preguntas. La anterior 

información me proporcionará una visión más completa y detallada del diseño 

e implementación del curso, lo que puede ser crucial para fundamentar 

cualquier argumento en su recurso. 

 
Los indicadores calculados para calibrar la calidad de las preguntas fueron los 

indicadores de dificultad y discriminación, que a su vez se utilizaron para la toma de 

decisiones. A continuación, se describe el cálculo de cada uno. 

 
Índice de dificultad. Bajo la Teoría Clásica de los Test, para cada uno de los ítems 

aplicados, el índice de dificultad se define como la proporción de sujetos que 

aciertan el ítem sobre el total que lo responden. 

 
Índice de discriminación. Bajo el mismo contexto de la Teoría Clásica de los Test, 

otro indicador susceptible a utilizar para realizar este análisis es el Coeficiente de 

Correlación Biseral-puntual, que viene siendo similar al Coeficiente de correlación 

producto-momento de Pearson pero que adopta una forma simplificada cuando una 

de las variables es dicotómica y la otra variable es numérica continua. Para la toma 

de decisiones se pasaron a revisión por expertos todos aquellos ítems que 

presentaron una discriminación y una dificultad igual o menor a 0,20. 

 
Criterios para la toma de decisiones sobre ajustes o eliminación de preguntas. 

Conforme a lo establecido en la RESOLUCION EJR24-298 del 21 de junio de 2024 

“Por medio de la cual se publican los resultados de la subfase general del IX Curso 
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de Formación Judicial Inicial’’ se evidenció en el informe psicométrico lo siguiente: 

(…) “Durante el proceso de análisis posterior a la aplicación de la evaluación, se 

obtuvieron indicadores psicométricos para todos los ítems que componían la 

prueba. Como resultado del proceso, se detectaron alertas en los índices de 

discriminación, lo cual indicó posibles problemas en su capacidad para medir 

adecuadamente el rendimiento de los discentes. Estas preguntas fueron revisadas 

minuciosamente por un grupo de expertos, quienes determinaron que las preguntas 

P35, P50, P143 y P295 no cumplían con los estándares esperados de validez y 

confiabilidad, por lo que en un esfuerzo por mantener la equidad en la evaluación, 

se optó por imputar el acierto a todos los aspirantes en estas preguntas específicas. 

Adicionalmente, para la pregunta P275 se identifica como un caso tipo 2, alerta de 

doble clave por lo que optó por reconocer el punto a los discentes que hubieren 

contestado cualquiera de las opciones validas”. 

 
DÉCIMO NOVENO. Matriz de especificaciones del examen: Información o 

Documento que muestre la relación entre los ítems del examen y las 

competencias que supuestamente evalúan; Porcentaje de preguntas 

dedicadas a cada nivel cognitivo (conocimiento, comprensión, aplicación, 

análisis, síntesis, evaluación). 

 
Para cada programa, el documento que describe la relación de las competencias y 

las temáticas a partir de las cuales se configuró el examen aplicado en la Fase 

Evaluativa de la Subfase General, es el syllabus. Esta matriz se explica al discente 

en el Documento Maestro del IX Curso, en el cual se indica lo siguiente: 

 
El syllabus o sílabo en castellano es el instrumento a partir del cual se planifican los 

programas del IX Curso de Formación Judicial Inicial. Cada syllabus contiene la 

justificación, objetivos generales y específicos, las competencias, contenido de las 

unidades de aprendizaje, evaluación y recursos puestos a disposición de los/las 

discentes en la ruta de aprendizaje (secuencia que se desarrollara para el proceso 

de aprendizaje) propuesta. A continuación, se detalla el formato para la construcción 

de syllabus de cada uno de los programas de las Subfases General y Especializada: 

 
1. Identificación: describe la introducción, las competencias y los objetivos 

generales y específicos del IX Curso de Formación Judicial Inicial. 

2. Estructura: describe la duración del Curso, las horas de trabajo autónomo, 

las actividades de aprendizaje o de formación y el número de unidades 

del IX Curso de Formación Judicial Inicial. 

3. Competencias generales: resultan de la integración de habilidades y 

conocimientos. En esta medida, las dimensiones del ser, saber y el hacer, 
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se integran al contexto inmediato de los/las discentes del IX CFJI, por lo 

cual, se han definido teniendo en cuenta el impacto en el desempeño 

profesional. 

4. Unidad de aprendizaje: corresponde a la estructura organizativa por 

temas de cada programa del IX Curso de Formación Judicial Inicial. 

Resultan de la agrupación coherente de conocimientos conforme a las 

competencias propuestas a los/las discentes. 

5. Competencias específicas, objetivos de aprendizaje y actividades de 

aprendizaje o de formación 

a. Competencias específicas: son aquellas acciones orientadas al 

desempeño profesional. Su redacción tiene en cuenta los contenidos de 

cada unidad de aprendizaje, los objetivos y actividades propuestas. Son 

aptitudes definidas que debe alcanzar el/la discente al finalizar cada 

unidad de aprendizaje. Describen las acciones que se deben alcanzar y 

están diseñadas acorde con la finalidad del IX Curso de Formación 

Judicial Inicial. 

b. Objetivos de aprendizaje: son las metas esperadas y están ligadas a la 

planeación de los programas por cuanto definen las acciones que los/las 

discentes desarrollarán durante su participación en los mismos. En esta 

medida, son el desarrollo de las competencias. 

c. Actividades de aprendizaje o de formación: en este espacio se describen 

las actividades que se requieren desde lo cognoscitivo, lo afectivo- 

motivacional (ser) y las acciones (hacer) para poder evidenciar los 

objetivos de aprendizaje. Estas actividades se desarrollan de manera 

formativa y, por tanto, no hacen parte de la evaluación del discente. 

6. Bibliografía: constituida por las referencias de autores y editoriales 

utilizados para la construcción de los contenidos de cada unidad de 

aprendizaje o programa, tales como módulos de la EJRLB, textos, 

artículos, vínculos, videos, legislación, jurisprudencia, sentencias y demás 

recursos utilizados o referidos para el aprendizaje. 

7. Evaluación del aprendizaje: conformada por las actividades específicas, 

previstas en el Acuerdo PCSJA-19-101400 de 2019 «Por el cual se 

adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá el IX Curso de Formación 

Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la 

República en todas las especialidades, Promoción 2020-2021», que 

permiten evidenciar el alcance de las competencias específicas y 

generales al finalizar el proceso formativo del Curso. 

8. Recursos: conjunto de herramientas, materiales, insumos que se 

utilizarán para el desarrollo del Curso". 
 
 
 

12 



 

VIGÉSIMO. Proceso de diseño de ítems; Guías o instrucciones dadas a los 

desarrolladores de preguntas; criterios utilizados para validar que las 

preguntas evalúan competencias y no solo memorización. VIGÉSIMO 

PRIMERO. Validación del contenido del examen; Informes de revisión por 

pares o expertos externos.; Documentación sobre cómo se aseguró que el 

examen refleja las competencias descritas en el documento maestro 

VIGÉSIMO SEGUNDO: Análisis psicométrico detallado; Índices de dificultad y 

discriminación de cada ítem; análisis de distractores para preguntas de 

opción múltiple; coeficientes de confiabilidad del examen. 

 
Esta información tiene carácter de reserva de conformidad con lo dispuesto en el 

parágrafo segundo del artículo 164 de la ley 270 de 1996 y por la misma razón no 

es dable que los discentes revisen este análisis. 

 
VIGÉSIMO TERCERO. Ejemplos de preguntas consideradas de "alto nivel"; 

muestra de ítems que supuestamente evalúan razonamiento y aplicación 

práctica; explicación de cómo estas preguntas se alinean con las 

competencias del perfil de egreso. 

 
Esta información tiene carácter de reserva de conformidad con lo dispuesto en el 

parágrafo segundo del artículo 164 de la ley 270 de 1996 y por la misma razón no 

es dable que los discentes revisen este análisis. 

 
Ahora bien, con respecto al perfil de egreso, conforme con la Constitución Política, 

la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, los postulados de la Sentencia 

C-037 de 1996 y la misión y visión que se ha trazado la Escuela Judicial “Rodrigo 

Lara Bonilla”, el IX CFJI busca fortalecer el perfil del/la Magistrado/a, Juez/a, para 

que responda a las necesidades de la administración de justicia, desde una visión 

de integralidad en el desarrollo de sus competencias profesionales al servicio de 

Rama Judicial y de los ciudadanos, fomentando los principios éticos en el 

desarrollo de su ejercicio judicial. 

 
VIGÉSIMO CUARTO. Comparación con exámenes anteriores; datos sobre la 

distribución de tipos de preguntas en cursos previos; análisis comparativo de 

la complejidad cognitiva entre este examen y los anteriores. 
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El Consejo Superior de la Judicatura, como órgano de administración y gobierno de 

la Rama Judicial, tiene la competencia para administrar la carrera judicial, entre 

otras funciones, según lo establecido en la Constitución Política y la Ley 270 de 

1996. Esta facultad incluye la capacidad de reglamentar y establecer metodologías 

y parámetros que se ajusten a la realidad fáctica, técnica y pedagógica del 

momento, especialmente en lo referente al desarrollo integral del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial. 

 
En ejercicio de estas atribuciones, se expidió el Acuerdo PCSJA19-11400 de 2019, 

que regula dicho curso concurso. Este se rige exclusivamente por los Acuerdos 

PCSJA18-11077 de 2018 y PCSJA19-11400 de 2019, sin que exista soporte jurídico 

para realizar comparaciones que puedan constituir obligaciones para el IX Curso de 

Formación Judicial Inicial. 

 
VIGÉSIMO QUINTO. Proceso de establecimiento de puntos de corte: 

Metodología utilizada para determinar los puntajes de aprobación. 

Justificación de cómo estos puntos de corte se relacionan con el nivel de 

competencia requerido. 

 
La teoría utilizada en el proceso de calificación de la evaluación de la Subfase 

General del IX Curso de Formación Judicial Inicial fue la Teoría Clásica de los Tests 

(TCT). Este modelo teórico permite la medición de atributos o constructo a partir de 

las respuestas observables de las personas, en este caso, los evaluados. El modelo 

parte de que las respuestas a los ítems del test se combinan en una única 

puntuación para cada sujeto. 

 
VIGÉSIMO SEXTO. Documentación sobre la alineación curricular: evidencia 

de cómo las actividades formativas prepararon a los discentes para el tipo de 

evaluación realizada; correspondencia entre los objetivos de aprendizaje 

declarados y los ítems del examen. 

 
Esta información podrá ser consultada por los discentes en el Syllabus de cada 

programa que se encuentra cargado en la plataforma del IX Curso de Formación 

Judicial, toda vez que allí se encuentran contenidos los objetivos de aprendizaje, las 

actividades de aprendizaje y los criterios de evaluación que fueron implementados 

para cada programa. 

 

 
En relación con los métodos utilizados para evaluar las competencias en las 

dimensiones del ser, saber y hacer, de acuerdo con lo indicado en el Modelo 
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Pedagógico de la EJRLB, "se ha establecido como directriz curricular la formación 

judicial orientada hacia un enfoque integral por competencias, de manera que se 

responda a las necesidades e intereses reales 

del contexto", ya que no debe promoverse solamente el aprendizaje de 

conocimiento explícito, sino la adquisición de competencias. 

 
Para cada programa se desarrollaron temas y se plantearon didácticas de 

aprendizaje que incluyen el desarrollo de procesos mentales de orden superior que 

cimenten la adquisición de conocimientos, habilidades y actitudes. Es así como, 

enmarcados en el Modelo Pedagógico de la EJRLB, el método utilizado para evaluar 

a partir de las tres dimensiones es el indicado en el documento anteriormente 

mencionado, el cual describe: 

 
El enfoque por competencias incorpora las competencias genéricas y específicas al 

diseño del currículo, como uno de sus elementos fundamentales. Esto significa un 

cambio en la estructura del currículo que va de aquellos centrados en contenidos a 

currículos centrados en el desarrollo de competencias. 

 
Desde este enfoque, los contenidos jurídicos, jurisprudenciales y doctrinales 

adquieren relevancia y pertinencia cuando se integran a habilidades y actitudes que 

posibilitan su aplicación práctica. Así, la formación judicial es un proceso 

multidimensional que implica la formación profesional integral. 

 
Las competencias, a diferencia de los contenidos específicos, son aprendizajes 

transferibles, lo que permite dar solución a problemas en múltiples contextos. Otra 

diferencia con los contenidos específicos es que las competencias son 

interdisciplinares y multidisciplinares, lo que posibilita usar las herramientas 

conceptuales y metodológicas de otras especializaciones del derecho y de otros 

campos del conocimiento. Además, las competencias son integradoras, porque 

combinan conocimientos, habilidades y actitudes. Por ende, un currículo por 

competencias se estructura fundamentalmente para que los 

 
discentes estén en la capacidad de transferir las competencias y aplicar lo que 

aprenden a diversos contextos durante su desempeño profesional. 

 
VIGÉSIMO OCTAVO. Informes de observadores externos; si hubo 

observadores durante el proceso de diseño o aplicación del examen, solicito 

sus informes. 
 
 
 

 

15 



 

Durante las jornadas de evaluación de la subfase general del IX Curso de Formación 

Judicial Inicial, no se contó con la presencia de observadores externos, ya sean 

privados o públicos. El acompañamiento, vigilancia, monitoreo y soporte técnico 

estuvieron a cargo de la EJRLB en conjunto con la UT, asegurando así el éxito de 

las jornadas. 

 
VIGÉSIMO NOVENO. Política de adaptaciones y ajustes: Información o 

documentación sobre cómo se manejaron las solicitudes de adaptaciones 

para discentes con necesidades especiales; cómo estas adaptaciones 

mantuvieron la integridad de la evaluación de competencias. 

 
El IX Curso de Formación Judicial Inicial realizó diversas medidas para integrar las 

necesidades particulares de los discentes con condiciones especiales o 

diferenciales, en pro de permitir la presentación de la evaluación por parte de todos 

aquellos que cumplieran con los perfiles y requisitos requeridos para ingresar al IX 

Curso. Cada adecuación se diseñó y practicó de forma particular frente a cada 

discente que lo solicitara. 

 
TRIGÉSIMO: Análisis de sesgo y equidad; estudios realizados para detectar 

posibles sesgos en las preguntas; medidas tomadas para garantizar la 

equidad en la evaluación para todos los grupos demográficos. 

 
D.- DEL PROCESO DE VERIFICACIÓN DE LAS AUTORIDADES 

TRIGÉSIMOPRIMERO: Análisis de preguntas; solicito previo a la exhibición, 

una revisión exhaustiva de todas las preguntas del examen por un panel de 

expertos, ojalá independientes, utilizando los mismos criterios y estándares 

aplicados para identificar las preguntas problemáticas P35, P50, P143, P295 y 

P275 mencionadas en la Resolución No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024. 

 
Esta solicitud no tiene posibilidad de prosperar por varias razones fundamentales. 

En primer lugar, es extemporánea, ya que el proceso de exhibición tuvo lugar el 

pasado 7 y 14 de julio de 2024. Además, según se puede verificar en el Secop por 

todos los discentes, la revisión solicitada no está contemplada en el contrato 

vigente, lo cual requeriría una adición de recursos y tiempo significativos. Además, 

es crucial recordar que los expertos en todas las áreas ya han participado 
 
 
 

16 



 

activamente en todos los escenarios presentados a lo largo del IX Curso de 

Formación Judicial Inicial. 

 
TRIGÉSIMOSEGUNDO: Criterios específicos; se proporcionen y apliquen los 

siguientes criterios a todas las preguntas: a) Alineación con competencias 

específicas del syllabus. b) Nivel cognitivo según la taxonomía de Bloom 

revisada (recordar, comprender, aplicar, analizar, evaluar, crear). c) Índice de 

discriminación y dificultad. d) Relevancia para la práctica judicial. e) Claridad 

y ausencia de ambigüedad en su redacción. 

 
Esta información tiene carácter de reserva de conformidad con lo dispuesto en el 

parágrafo segundo del artículo 164 de la ley 270 de 1996. 

 
TRIGÉSIMO TERCERO. Tratamiento equitativo; solicito, explícitamente, que: 

Todas las preguntas que no cumplan con los estándares establecidos, 

especialmente aquellas que solo evalúen memorización, reciban el mismo 

tratamiento que las preguntas P35, P50, P143, P295 y P275, es decir, que se 

impute el acierto a todos los aspirantes en estas preguntas específicas. 

 
Este proceso ya ha concluido y, tras la revisión de las preguntas, se emitió la 

RESOLUCIÓN No. EJR24-298 del 21 de junio de 2024, titulada “Publicación de los 

resultados de la subfase general del IX Curso de Formación Judicial Inicial”. Con el 

objetivo de mantener la equidad en la evaluación, se decidió asignar el acierto a 

todos los aspirantes en las preguntas específicas mencionadas. Esto demuestra 

que esta solicitud se refiere a un asunto que ya ha sido resuelto. 

 
TRIGÉSIMO CUARTO. Transparencia en el proceso: a) Se haga público el 
informe detallado del análisis de cada pregunta; b) Se permita a los aspirantes 
revisar este análisis antes de la etapa de exhibición del examen c) Se 
establezca un mecanismo para que los aspirantes puedan aportar sus 
observaciones sobre preguntas específicas durante la revisión. 

Esta información tiene carácter de reserva de conformidad con lo dispuesto en el 

parágrafo segundo del artículo 164 de la ley 270 de 1996 y por la misma razón no 

es dable que los discentes revisen este análisis. 
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FELIPE WILSON MARTINEZ 

Representante Legal (S) 

UT Formación Judicial 2019 

 

En cuanto al mecanismo para que los discentes puedan aportar observaciones 

sobre las preguntas, se reitera que el aplicativo de tickets está disponible para tales 

observaciones. Además, este mismo aplicativo es el único medio por el cual los 

discentes pueden presentar el recurso de reposición respecto a la evaluación de la 

Subfase General, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA19-11400. 

 

En los términos anteriores, damos respuesta de fondo dentro del término legal al 

Derecho de Petición interpuesto. 
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 Rama Judicial del Poder Público 

Consejo Superior de la Judicatura 

Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 

IX Curso de Formación Judicial Inicial para Jueces y Juezas, Magistrados y Magistradas de la República de Colombia 

PROGRAMA:  Justicia 

transicional y Justicia 

restaurativa.  

Unidad 1: Justicia transicional. 

 

SUBFASE: General CÓDIGO: IXCFJI-SG-011* 

IDENTIFICACIÓN 

JUSTIFICACIÓN:  

El momento histórico por el que atraviesa Colombia hace de la justicia transicional un modelo indispensable de 
conocimiento, aunque sus objetivos difieren según el contexto en el que se aplique, tiende a prevalecer la centralidad de 
las víctimas y el procurarles, según los estándares acordados, la verdad, justicia, reparación y no repetición. Por otra parte, 
la noción de Justicia transicional se constituye en un escenario de resolución de conflictos que debe ser parte de la 
formación de jueces/zas, magistrados/as ya que les permitirá distinguir los respectivos campos de acción y disponer de 
elementos de juicio para dirimir eventuales conflictos de jurisdicción. 
 

 
1* IX Curso de Formación Judicial Inicial-Subfase General-01 (Según orden del Acuerdo Pedagógico). 



 

 

 

OBJETIVO GENERAL DEL IX CURSO DE FORMACIÓN JUDICIAL INICIAL:  

Facilitar a los/as discentes procesos de formación por competencias que permitan desempeñar de forma eficiente y eficaz 

sus funciones judiciales, con base en actitudes, conocimientos y habilidades necesarias para el mejoramiento continuo de 

la administración de Justicia en Colombia. 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS DEL IX CURSO DE FORMACIÓN JUDICIAL INICIAL:  

● Desarrollar procesos de formación judicial inicial en áreas generales y especializadas para el logro de una 

administración de justicia eficiente, eficaz y con compromiso ético.  

● Aplicar enfoques de aprendizaje y evaluación por competencias que respondan a las necesidades de formación 

integral de la administración de Justicia para futuros funcionarios y funcionarias judiciales. 

● Desarrollar estrategias de aprendizaje y evaluación basadas en un uso eficiente y responsable de las tecnologías 

de la información y la comunicación (TIC).  

OBJETIVO GENERAL DEL PROGRAMA JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA:  

Facilitar a los/as discentes un proceso de formación por competencias que permita desempeñar en forma eficiente y eficaz 

sus funciones judiciales, con base en actitudes, conocimientos y habilidades teniendo en cuenta la Justicia transicional, sus 

estándares y el rol de las víctimas como centro del proceso y la Justicia restaurativa, su ámbito de aplicación y sus 

herramientas de aplicación en el sistema penal y en el SRPA, a partir de criterios de prudencia, integridad, equidad y 

justicia. 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS DEL PROGRAMA JUSTICIA TRANSICIONAL Y RESTAURATIVA:  

● Implementar un proceso de formación judicial inicial en Justicia transicional y Justicia restaurativa. 
 



 

 

● Aplicar el enfoque de aprendizaje y evaluación por competencias que respondan a las necesidades de formación en 
Justicia transicional y Justicia restaurativa. 
 

● Adquirir capacidad para dialogar y debatir desde una perspectiva jurídica y con conciencia crítica, 

comprendiendo las líneas generales de la Justicia transicional y la Justicia restaurativa, con el efecto de 

articularlos, proponer y brindar una solución jurídica razonada. 

 

● Comprender adecuadamente los fenómenos políticos y sociales que involucran a la Justicia transicional y la 
Justicia restaurativa los cuales contribuyen a formular soluciones jurídicas en análisis de casos generales y 
particulares. 
 

ESTRUCTURA DE LA UNIDAD 1. JUSTICIA TRANSICIONAL 

Unidad de 

aprendizaje: 

1 

Duración: 1 

semana 

 

15 horas 

4 horas de consumo directo virtual en plataforma 

LMS. 

11 horas de consumo o aprendizaje autónomo. 

 

Criterios de evaluación: 3 

COMPETENCIAS GENÉRICAS 

Ser (Actitudes, disposiciones y 

valores): 
Saber (Conocimientos): Hacer (Capacidades y habilidades): 

Se basa en la necesidad de que 

los/as discentes posean y 

Se basa en la necesidad de que 

los/as discentes posean y 

Se basa en la necesidad de que los/as 

discentes posean y desarrollen la capacidad 



 

 

desarrollen la capacidad de crítica 

y autocrítica, aprecien la 

diversidad, la multiculturalidad y los 

temas ambientales; se motiven por 

la calidad y el logro, y manifiesten 

en sus actuaciones un compromiso 

ético.   

desarrollen la capacidad de 

aprender a aprender, analicen y 

sinteticen información, adquieran 

conocimientos de diferentes 

ámbitos de estudio, y gestionen 

información de diversas fuentes. 

de aplicar el conocimiento, disponer de 

habilidades informáticas, adaptarse a nuevas 

situaciones, tomar decisiones, resolver 

problemas, generar nuevas ideas y trabajar de 

forma autónoma. 

UNIDAD DE APRENDIZAJE 1 JUSTICIA TRANSICIONAL 

Contenidos:  
 
1.      La Justicia transicional. 
1.1. Concepto. 
1.2. Las relaciones de la Justicia transicional con la Justicia restaurativa, el Derecho Penal Internacional y el Derecho 

Internacional Humanitario. 
1.3. Contenidos de la Justicia transicional. 

 
2.      Los estándares de la Justicia transicional. 
2.1. El derecho a saber o a la verdad. 
2.2. El derecho a la justicia. 
2.3. El derecho a obtener reparación. 
2.4. Garantías de no repetición de las violaciones. 

 
3.      La Justicia transicional en Colombia y el rol de las víctimas. 
3.1. Justicia y paz. 
3.2. Ley de víctimas y restitución de tierras (justicia transicional civil). 
3.3. Justicia especial para la paz. 

 



 

 

4.      Conflictos de Jurisdicción. 
4.1. Jurisdicción Ordinaria y Justicia Especial para la Paz. 

4.2. Justicia y paz y Jurisdicción Especial para la Paz. 

4.3. Jurisdicción Ordinaria y Justicia y Paz.  

 

 

COMPETENCIAS ESPECÍFICAS  OBJETIVOS DE APRENDIZAJE  ACTIVIDADES DE APRENDIZAJE 

Aplicar los conceptos y 

procedimientos relacionados con el 

modelo de Justicia transicional 

implementado en Colombia, con 

base en la normatividad y la 

jurisprudencia pertinente a cada 

caso concreto. 

 

Ser: 

 

Motivar la fundamentación y 

argumentación jurídica para la 

resolución de casos con base en los 

principios de la Justicia transicional. 

 

 

 

Control de lectura. 

Análisis de caso. 

Taller virtual. 

 

 

 

 

 

Saber:    

Identificar los principales conceptos 

de Justicia transicional en el 

ordenamiento colombiano de 

acuerdo con estándares normativos 

y jurisprudenciales. 

Hacer:   

Aplicar los conceptos, principios y 

elementos normativos y 



 

 

jurisprudenciales de la Justicia 

transicional a la solución de los 

casos propuestos. 

 

 

BIBLIOGRAFÍA DE 

OBLIGATORIA CONSULTA 

 
BOLÍVAR, Aura P., SÁNCHEZ, Nelson & UPRIMNY, Rodrigo (s/f). Restitución de 

Tierras en el marco de la justicia transicional civil. Módulo de Formación 

autodirigido. Plan de Formación de la Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de 

la Judicatura - Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, (pp. 107-150). Duración 

estimada: 25 minutos. 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA.  Ley 1448 de 2011 por la cual se 
dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones, artículos 71 a 102.  
Disponible en 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1448_2011_pr002.html  
Duración estimada: 30 minutos. 
 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA.  Ley 975 de 2005, modificada 

por la Ley 1592 de 2012, por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación 

de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan 

de manera efectiva a la consecución de la paz nacional. Duración estimada: 30 

minutos. 

CORTE CONSTITUCIONAL, Auto 401/18, Expediente CJU-00002. Conflicto entre 

jurisdicciones Autoridades en conflicto: Fiscalía General de la Nación – Jurisdicción 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1448_2011_pr002.html
Juan
Resaltado

Juan
Resaltado



 

 

Ordinaria- y Tribunal Especial para la Paz -Sección de Revisión- Trámite de 

extradición de Seuxis Paucias Hernández Solarte. PDF.  Disponible en 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2018/A401-18.htm Duración 

estimada: 20 minutos. 

NACIONES UNIDAS. E/CN.4/2005/102/Add.1. 8 de febrero de 2005. Informe de 
Diane Orentlicher, experta independiente encargada de actualizar el conjunto de 
principios para la lucha contra la impunidad y adición del Conjunto de principios 
actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad, (pp 1-19). Duración estimada: 20 minutos. 
 
 
UPRIMNY, Rodrigo, SÁNCHEZ, Nelson & LOZANO, Laura M. (s/f).  Introducción 
al concepto de justicia transicional y al modelo de transición colombiano. Módulo de 
Formación autodirigido. Plan de Formación de la Rama Judicial. Bogotá. Consejo 
Superior de la Judicatura - Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, (pp.  14-48).   
Duración estimada: 20 minutos. 
 
VALENCIA, Paula A., & FRANCÉS-GOMEZ, Pedro (2018). Legitimidad de la 

Jurisdicción Especial para la Paz. Granada: Revista Paz y Conflictos, Universidad de 

Granada, (pp. 105-133). PDF.  https://digibug.ugr.es/handle/10481/57592. Duración 

estimada: 15 minutos. 

 

BIBLIOGRAFÍA 

COMPLEMENTARIA PARA 

 
AGUDELO POSADA, Juan (2018). Jurisdicción Especial para la Paz vs. jurisdicción 
ordinaria: ámbitos de competencia. Bogotá: Opinión Jurídica, (pp. 281- 297).  PDF.  
Disponible en https://revistas.udem.edu.co/index.php/opinion/article/view/2790/2575  
Duración estimada: 8 minutos. 
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2018/A401-18.htm
https://digibug.ugr.es/handle/10481/57592
https://revistas.udem.edu.co/index.php/opinion/article/view/2790/2575
Juan
Resaltado

Juan
Resaltado

Juan
Resaltado

Juan
Resaltado



 

 

FORTALECER EL PROCESO 

FORMATIVO 

 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA.  Ley 1957 de 2019 Estatutaria de 
la Administración de Justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz.  Disponible en 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1957_2019.html  
Duración estimada: 30 minutos. 
 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 1922 de 2018 por medio de 
la cual se adoptan unas reglas de procedimiento para la Jurisdicción Especial para 
la Paz.  Disponible en 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1922_2018.html.   
Duración estimada: 30 minutos. 
 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1424 de 2010. (Reglamentada por la Ley 
2601 de 2011).  Por la cual se dictan disposiciones de justicia transicional que 
garanticen verdad, justicia y reparación a las víctimas de desmovilizados de grupos 
organizados al margen de la ley, se conceden beneficios jurídicos y se dictan otras 
disposiciones. http://wp.presidencia.gov.co/sitios/normativa/leyes/Documents/Juridic
a/Ley%201424%20de%202010.pdf Duración estimada: 30 minutos. 
 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Acto Legislativo 01 de 4 de abril 
de 2017. De las normas para la terminación del conflicto armado y la construcción de 
una paz estable y 
duradera.https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLA
TIVO%20N%C2%B0%2001%20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf Du
ración estimada: 30 minutos. 

 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Ley 906 de 2004, "Por la cual se 
expide el Código de Procedimiento 
Penal.  http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004.html D
uración estimada: 30 minutos. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1957_2019.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1922_2018.html
http://wp.presidencia.gov.co/sitios/normativa/leyes/Documents/Juridica/Ley%201424%20de%202010.pdf
http://wp.presidencia.gov.co/sitios/normativa/leyes/Documents/Juridica/Ley%201424%20de%202010.pdf
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004.html


 

 

 
 
CONVENCIÓN SOBRE LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LOS CRÍMENES DE 
GUERRA Y DE LOS CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD, Adoptada y abierta a la 
firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2391 (XXIII), 
de 26 de noviembre de 1968. Entrada en vigor: 11 de noviembre de 1970, de 
conformidad con el artículo VIII. Duración estimada: 30 minutos. 
 

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (PACTO DE SAN 

JOSÉ), San José, Costa Rica. 7 al 22 de noviembre de 

1969, https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-

32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm. Duración estimada: 30 

minutos. 

CORTE CONSTITUCIONAL, Auto 278/15. Ms. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
Referencia: C.J.001. 9 de julio de 2015. Conflicto de colisión negativo de 
competencia entre jurisdicciones, propuesto por el Juzgado Tercero de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá al Juzgado con Función de Ejecución de 
Sentencias de las Salas de Justicia y Paz del Territorio Nacional de la misma 
ciudad. PDF.  Disponible en  
https://www.corteconstitucional.gov.co/inicio/A278%20DE%202015.pdf  
Duración estimada: 20 minutos. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-139/19. MP. Carlos Bernal Pulido. 
Referencia: expedientes T-7.064.392 y T-7073283 del 28 de marzo de 2019.  
Disponible en https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU139-19.htm  
Duración estimada: 30 minutos. 
 
 

https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm
https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/inicio/A278%20DE%202015.pdf
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU139-19.htm
Juan
Resaltado

Juan
Resaltado



 

 

CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-225/95 Mg. Alejandro Martínez 
Caballero. Ref: Expediente No. L.A.T.-040. 18 de mayo de 1995. Control de 
constitucionalidad del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra y su Ley 
aprobatoria. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/c-225-
95.htm Duración estimada: 30 minutos. 
 

CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-007/18. Mg. Diana Fajardo 

Rivera. Referencia: Expediente RPZ-001. 1 de marzo de 2018. Revisión automática 

de la Ley 1820 de 2016 “Por medio de la cual se dictan disposiciones sobre amnistía, 

indulto y tratamientos especiales y otras 

disposiciones”. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/C-007-18.htm. 

Duración estimada: 30 minutos. 

CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-080/18 Mg. Antonio José Lizarazo 

Ocampo. Referencia: Expediente RPZ-010. 15 de agosto de 2018. Control 

automático de constitucionalidad del Proyecto de Ley Estatutaria número 08 de 2017 

Senado, 016 de 2017 Cámara, “Estatutaria de la Administración de Justicia en la 

Jurisdicción Especial para la 

Paz”. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/c-080-18.htm Duración 

estimada: 30 minutos. 

CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-017/18, Mg. Diana Fajardo 

Rivera. Referencia: Expediente RDL-009.21 de marzo de 2018. Revisión automática 

de constitucionalidad del Decreto Ley 588 de 2017, “Por el cual se organiza la 

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No 

Repetición”. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/C-017-18.htm. 

Duración estimada: 30 minutos. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/c-225-95.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/c-225-95.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/C-007-18.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/c-080-18.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/C-017-18.htm


 

 

CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-099 de 2013 de 27 de febrero de 2013, 

M.P María Victoria Calle Correa Referencia: expediente D-9214 del 27 de febrero de 

2013. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/C-099-13.htm. Duración 

estimada: 30 minutos. 

JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ, Acuerdo No. 001 de 2018, 9 de marzo 

de 2018. Por el cual se adopta el Reglamento General para la 

JEP. https://www.refworld.org.es/pdfid/5aaafa104.pdf. Duración estimada: 30 

minutos. 

OLIVEROS ORTIZ, Stephanie & SÁNCHEZ, Claudia Lorena. Los estándares 

internacionales en materia de justicia en el marco jurídico para la paz: una lectura 

desde la incidencia política. Volumen 13. Enero-diciembre de 2016. ISSN: 0123-

5826. Universidad de San Buenaventura Cali – Colombia.  PDF 

https://revistas.usb.edu.co/index.php/CienciasHumanas/article/view/2966/2518 (pp. 

91-110). Duración estimada: 15 minutos. 

 
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 1069 de 2015, Sector Justicia y del 
Derecho, articulo 
2.2.5.1.2.3.1 https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=7
4174  
Duración estimada: 5 minutos. 
 
RIVEROS GÓMEZ, Catalina (2014).  Desplazamiento Forzado, Víctimas y 
Restitución de Tierras en Colombia.  Módulo de Formación auto dirigido. Plan de 
Formación de la Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - Escuela 
Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, (pp. 161-169). Duración estimada: 9 minutos. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/C-099-13.htm
https://www.refworld.org.es/pdfid/5aaafa104.pdf
https://revistas.usb.edu.co/index.php/CienciasHumanas/article/view/2966/2518
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=74174
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=74174
Juan
Resaltado



 

 

 
RÚA DELGADO, Carlos.  El campo de la justicia transicional. UNIVERSUM • Vol. 33 
• N.º 1 • 2018 • Universidad de Talca PDF  
https://scielo.conicyt.cl/pdf/universum/v33n1/0718-2376-universum-33-01-00187.pdf. 
(pp. 187 a 210).  Duración estimada: 10 minutos.   
 
Salmón G., Elizabeth.    Algunas reflexiones sobre DIH y justicia transicional: 
lecciones de la experiencia latinoamericana.  International Review of the Red Cross.  
Junio de 2006, N.º 862 de la versión original. Disponible en 
https://www.icrc.org/es/doc/assets/files/other/ricr_862_salmon.pdf . Duración 
estimada: 30 minutos.  
 
SÁNCHEZ, Nelson & ORDUZ, Natalia (s/f). La restitución de derechos territoriales 

de pueblos indígenas.   Módulo de Formación autodirigido. Plan de Formación de la 

Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - Escuela Judicial 

“Rodrigo Lara Bonilla” (pp. 110-134).  Duración estimada: 20 minutos. 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ.  Sala de Justicia 
y Paz.  Radicación 110012252000201800404. MP.Oher Hadith Hernández Roa. 
Postulado:  Orlando Villa Zapata Boque Vencederos de Arauca, 10 de octubre de 
2019.   PDF.  Disponible en 
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/6342228/13968401/VILLA+ZAPATA.pdf
/81772626-0245-497f-b64d-02625c5b70f1.Duración estimada: 20 minutos. 
 
 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA. Sala Civil 
Especializada en Restitución de Tierras.  Radicado 68001-3121-001-2018-00018-01, 
MP. Benjamín de J. Yepes Puerta. Providencia: ST 21 de 2020, 8 de septiembre de 

https://scielo.conicyt.cl/pdf/universum/v33n1/0718-2376-universum-33-01-00187.pdf
https://www.icrc.org/es/doc/assets/files/other/ricr_862_salmon.pdf
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/6342228/13968401/VILLA+ZAPATA.pdf/81772626-0245-497f-b64d-02625c5b70f1
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/6342228/13968401/VILLA+ZAPATA.pdf/81772626-0245-497f-b64d-02625c5b70f1
Juan
Resaltado

Juan
Resaltado

Juan
Resaltado

Juan
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2020. PDF.  Disponible en 
https://www.restituciondetierras.gov.co/documents/20124/111952/68001312100120
180001801+Rionegro+8+de+septiembre+2020.pdf/289c7a2b-09e4-2d6c-9e59-
99ea4ddd2a5b?t=1610988844648&download=true.Duración estimada: 20 
minutos. 
 
UPRIMNY, Rodrigo & SAFÓN, María P. (2005). Justicia Transicional y restaurativa: 
tensiones complementarias.  Angélica Rettberg (Comp.) Entre el perdón y el paredón: 
preguntas y dilemas de la justicia transicional. Bogotá: Universidad de los Andes, (pp. 
118-124).  Duración estimada: 10 minutos. 
 

VARGAS, Fernando, GARAY Luis J. & RICO, Genny (2013).  Derechos 
patrimoniales de víctimas de la violencia:  Reversión jurídica y material del despojo y 
alcances de la restitución de tierras en procesos con oposición.   Módulo de 
Formación autodirigido. Plan de Formación de la Rama Judicial. Bogotá. Consejo 
Superior de la Judicatura - Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” (pp. 181-
257).  Duración estimada: 40 minutos. 
 
 

 
 

CRITERIOS DE EVALUACIÓN  

 

1.- Control de Lectura: Ponderada con 40 puntos de los 125 asignados a cada uno 

de los ocho (8) programas, en esta actividad evaluable, los/las discentes deberán 

responder a cuestionarios de pregunta cerrada opción múltiple con única respuesta 

(Tipo I) y opción múltiple con múltiple respuesta (Tipo IV), donde deberán demostrar 

el grado de apropiación de contenidos del programa, no solamente desde una 

concepción memorística, sino desde una postura analítico-deductiva (razonamiento).  

https://www.restituciondetierras.gov.co/documents/20124/111952/68001312100120180001801+Rionegro+8+de+septiembre+2020.pdf/289c7a2b-09e4-2d6c-9e59-99ea4ddd2a5b?t=1610988844648&download=true
https://www.restituciondetierras.gov.co/documents/20124/111952/68001312100120180001801+Rionegro+8+de+septiembre+2020.pdf/289c7a2b-09e4-2d6c-9e59-99ea4ddd2a5b?t=1610988844648&download=true
https://www.restituciondetierras.gov.co/documents/20124/111952/68001312100120180001801+Rionegro+8+de+septiembre+2020.pdf/289c7a2b-09e4-2d6c-9e59-99ea4ddd2a5b?t=1610988844648&download=true


 

 

 

2.- Análisis jurisprudencial o de casos:  Considerada dentro del modelo 

pedagógico de la EJRLB como una de las principales estrategias de aprendizaje, esta 

actividad consiste en la resolución de problemas a partir del análisis jurisprudencial o 

planteamiento de caso que, según el tipo de programa, podrán ser jurídicos o no 

jurídicos. La actividad está ponderada con 25 puntos de los 125 asignados a cada 

programa, y su forma de evaluación será la resolución de problema planteado con 

cuatro posibles variantes: a.- opciones de respuesta tipo I. b.- opciones de respuesta 

tipo IV., c.- respuesta en serie, y d.- test multi respuesta. 

 

3.- Taller virtual. Esta actividad evaluable tiene la mayor ponderación de la Subfase 

General, con 60 puntos de 125 asignados al programa. Para su realización, se 

sugiere el desarrollo de diferentes tipos de actividades y/o estrategias de aprendizaje 

que propicien la argumentación, la interpretación, la capacidad de análisis, la 

reflexión, entre otros. 

RECURSOS 

 

 

1. Módulos de aprendizaje auto dirigido del Consejo Superior de la Judicatura – 

EJRLB. 

2. Bibliografía del programa.  

3. Caja de Herramientas: 

3.1 Guías de aprendizaje. 

3.2 Guías de evaluación del aprendizaje. 

4. Documentos propios para el desarrollo del aprendizaje en cada programa. 



 

 

5. Video cápsulas 

6. Material visual y gráfico. 

7. Evaluaciones.  

8. Resolución de problemas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

UNIDAD 2. JUSTICIA RESTAURATIVA 

 



 

 

 

PROGRAMA:  Justicia transicional 

y Justicia restaurativa.  

 

Unidad 2: Justicia restaurativa. 

 

SUBFASE: General CÓDIGO: IXCFJI-SG-012* 

IDENTIFICACIÒN 

 

La justicia restaurativa se plantea como alternativa a la Justicia retributiva y permite avanzar en la restauración del tejido 

social a partir de prácticas que concentran su atención en las víctimas, sin dejar de lado la necesidad de lograr una 

resignificación en la vida del victimario y de la comunidad que se ha visto afectada por sus actos. En consecuencia, la 

tendencia es a reducir las sanciones de orden retributivo. Por ello, debe profundizarse la formación en esta materia porque 

este tipo de justicia tiene el potencial de desarrollar importantes principios constitucionales inherentes al Estado Social de 

Derecho3. 

 

 

 

ESTRUCTURA DE LA UNIDAD 2. JUSTICIA RESTAURATIVA 

 
2* IX Curso de Formación Judicial Inicial-Subfase General-01 (Según orden del Acuerdo Pedagógico). 

3 Extraído y adaptado del Módulo de Aprendizaje Autodirigido de PINZÓN, Ricardo. Justicia Restaurativa. Bogotá: Consejo Superior de la Judicatura. 

Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, 2020. 115p. 



 

 

Unidad de 

aprendizaje: 2 

Duración: 1 

semana 

 

15 horas 

4 horas de consumo directo virtual en 

plataforma LMS. 

11 horas de consumo o aprendizaje 

autónomo. 

Criterios de evaluación: 3 

COMPETENCIAS GENÈRICAS 

Ser (actitudes, disposiciones y 

valores) 
Saber (conocimientos) Hacer (capacidades y habilidades) 

Se basa en la necesidad de que 

los/as discentes posean y 

desarrollen la capacidad de crítica y 

autocrítica, aprecien la diversidad, 

la multiculturalidad y los temas 

ambientales; se motiven por la 

calidad y el logro, y manifiesten en 

sus actuaciones un compromiso 

ético.   

Se basa en la necesidad de que los/as 

discentes posean y desarrollen la 

capacidad de aprender a aprender, 

analicen y sinteticen información, 

adquieran conocimientos de diferentes 

ámbitos de estudio, y gestionen 

información de diversas fuentes. 

Se basa en la necesidad de que los/as 

discentes posean y desarrollen la 

capacidad de aplicar el conocimiento, 

disponer de habilidades informáticas, 

adaptarse a nuevas situaciones, tomar 

decisiones, resolver problemas, 

generar nuevas ideas y trabajar de 

forma autónoma. 

UNIDAD DE APRENDIZAJE 2 JUSTICIA RESTAURATIVA 



 

 

Contenidos: 
 

1. La Justicia restaurativa. 
1.1. Concepto. 
1.2. Diferencia entre la Justicia restaurativa y la Justicia retributiva. 
1.3. Prácticas restaurativas. 

 
2. Estándares de la Justicia restaurativa. 

 
3. Ámbito de aplicación de la Justicia restaurativa. 
3.1. Sistema de adultos. 
3.2. Sistema de adolescentes (enfoque diferencial). 
3.3. Sistema de justicia transicional. 
3.4. Justicia restaurativa ancestral. 

 
4. Herramientas para la aplicación de la Justicia restaurativa por parte del juez/a, magistrado/a. 
4.1. En la jurisdicción penal ordinaria. 
4.2. En el sistema de responsabilidad penal para adolescentes. 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

COMPETENCIAS ESPECÍFICAS OBJETIVOS DE APRENDIZAJE ACTIVIDADES DE APRENDIZAJE  



 

 

 

Aplicar los conceptos y 

procedimientos relacionados con el 

modelo de Justicia restaurativa 

colombiano, con base en la 

normatividad y la jurisprudencia a 

cada caso concreto. 

 

Ser: 

 

Motivar la fundamentación y 

argumentación jurídica para la 

resolución de casos con base en los 

principios de la Justicia restaurativa. 

Control de lectura. 

Análisis de caso. 

Taller virtual. 

 

Saber:    

Identificar el ámbito de aplicación de 

la Justicia restaurativa para resolver 

conflictos conforme al Sistema 

Penal Acusatorio y el Sistema de 

Responsabilidad Penal para 

Adolescentes. 

Hacer:   

Aplicar los conceptos, principios y 

elementos normativos y 

jurisprudenciales de la Justicia 

restaurativa a la solución de los 

casos propuestos. 

 

BIBLIOGRAFÍA DE 

OBLIGATORIA CONSULTA 

 
CHAPARRO BORDA, Víctor (2010). Justicia Restaurativa en el Sistema de 
responsabilidad Penal para Adolescentes. Bogotá:  Módulo de Formación 



 

 

autodirigido. Plan de Formación de la Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de la 
Judicatura - Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” (pp. 35-216).   
Duración estimada: 90 minutos. 
 
DECÁLOGO IBEROAMERICANO SOBRE JUSTICIA JUVENIL RESTAURATIVA. 
Proclamado en la Cumbre Judicial Iberoamericana del 20 de abril de 2018.  
Duración estimada: 15 minutos. 
 
FLÓREZ RODRÍGUEZ, Max (2019). Justicia Restaurativa y Proceso Penal. Consejo 
Superior de la Judicatura. Bogotá. (pp. 1-16).  
Duración estimada: 20 minutos. 
 
GAVIRIA LONDOÑO, Vicente Emilio (2010). Justicia Restaurativa en el Sistema 
Acusatorio Penal. Bogotá:  Módulo de Formación auto dirigido. Plan de Formación de 
la Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla” (pp. 31-41). Duración estimada: 20 minutos. 
 
OFICINA DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DROGA Y EL DELITO. Serie 
de manuales de Justicia Penal. Manual sobre programas de Justicia Restaurativa. 
Naciones Unidas. New York. 2006. Edición en español. Preparada por UNODC. 
Panamá.2011.  
Duración estimada: 20 minutos. 
 
PROTOCOLO PARA LA PROMOCIÓN DE LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN 
COLOMBIA, Proyecto fortalecimiento de la Justicia restaurativa. Consultoría para la 
elaboración del protocolo para la promoción de la Justicia Restaurativa en Colombia. 
Bogotá: Unión Europea. Adelante facilidad para la cooperación triangular UE-ALC. 
2019. (pp. 1-44).  
Duración estimada: 45 minutos. 
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RESOLUCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. 
Resolución UN E-CN15-2002/5/Add.1, (pág. 1-15).  
Duración estimada: 15 minutos. 
 

BIBLIOGRAFÍA 

COMPLEMENTARIA PARA 

FORTALECER EL PROCESO 

FORMATIVO 

CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C 979 de 2005. M.P. Jaime Córdoba 

Triviño. Referencia: expediente D-5590 del 26 de septiembre de 2005. Demanda de 

inconstitucionalidad contra los artículos 78, 192, 327,330 y 527 de la Ley 906 /2004. 

80 minutos. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-979-05.htm. 

Duración estimada: 30 minutos. 

 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. STP 5410-2019. M.P. 
Patricia Salazar Cuéllar. Radicación Nro. 104155 del 30 de abril de 2019. Sobre la 
responsabilidad penal del adolescente y la justicia restaurativa. 
https://icbf.gov.co/cargues/avance/docs/csj_scp_stp5410-2019(104155)_2019.htm. 
Duración estimada: 12 minutos. 
 
GARCIA PARRADO ANDRÉS. Aproximaciones a lo Justo de la Justicia: Debates y 
Devenires. En: Los Herederos de Quintín Lame y el Zapatismo. Ejercicios de reflexión 
académica, en el marco del proyecto de tesis titulada “Territorios indígenas, formas 
otras de vida, resistencia y Derecho”, dirigida por el Dr. Oscar Useche Aldana, para 
optar al título de Doctor en Estudios Sociales de la Universidad Distrital Francisco 
José de Caldas. Comunicación-Paz – Conflicto e Incidencia Política. Diálogos 
Colombia-México. USTA-UNAM. 2020. Duración estimada: 27 minutos. 
 
PINZÓN CONTRERAS, Ricardo (2019). TORRES CÁRDENAS Cesar. Justicia 
restaurativa. Bogotá: Consejo Superior de la Judicatura / Escuela Judicial "Rodrigo 
Lara Bonilla", (pp. 10-28). Duración estimada: 36 minutos. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-979-05.htm
https://icbf.gov.co/cargues/avance/docs/csj_scp_stp5410-2019(104155)_2019.htm
Juan
Resaltado

Juan
Resaltado

Juan
Resaltado



 

 

 
RODRÍGUEZ CELY, Leonardo (2012). Análisis de la Justicia Restaurativa en Materia 
de Responsabilidad Penal para Adolescentes en Colombia.  Madrid:  Anuario de 
Psicología Jurídica, 2012. (pp. 25-35).  Duración estimada: 15 minutos. 
 
SUÁREZ, Arturo (2019). Protocolo para la promoción de la Justicia Restaurativa en 
Colombia, Bogotá: Unión Europea (pp. 1-44). Duración estimada: 45 minutos. 
 

CRITERIOS DE EVALUACIÓN 

1.  Control de Lectura: Ponderada con 40 puntos de los 125 asignados a cada 

uno de los ocho (8) programas, en esta actividad evaluable, los/las discentes 

deberán responder a cuestionarios de pregunta cerrada opción múltiple con 

única respuesta (Tipo I) y opción múltiple con múltiple respuesta (Tipo IV), 

donde deberán demostrar el grado de apropiación de contenidos del 

programa, no solamente desde una concepción memorística, sino desde una 

postura analítico-deductiva (razonamiento).  

2. Análisis jurisprudencial o de casos:  Considerada dentro del modelo 

pedagógico de la EJRLB como una de las principales estrategias de 

aprendizaje, esta actividad consiste en la resolución de problemas a partir del 

análisis jurisprudencial o planteamiento de caso que, según el tipo de 

programa, podrán ser jurídicos o no jurídicos. La actividad está ponderada con 

25 puntos de los 125 asignados a cada programa, y su forma de evaluación 

será la resolución de problema planteado con cuatro posibles variantes: a.- 

opciones de respuesta tipo I. b.- opciones de respuesta tipo IV., c.- respuesta 

en serie, y d.- test multi respuesta. 



 

 

3. Taller virtual: Esta actividad evaluable tiene la mayor ponderación de la 

Subfase General, con 60 puntos de 125 asignados al programa. Para su 

realización, se sugiere el desarrollo de diferentes tipos de actividades y/o 

estrategias de aprendizaje que propicien la argumentación, la interpretación, 

la capacidad de análisis, la reflexión, entre otros. 

RECURSOS 

 

 

1. Módulos de aprendizaje autodirigido del CSJ- EJRLB. 

2. Bibliografía del programa.  

3. Caja de Herramientas: 

3.1. Guías de aprendizaje. 

3.2. Guías de evaluación del aprendizaje. 

4. Documentos propios para el desarrollo del aprendizaje en cada programa. 

5. Video cápsulas. 

6. Material visual y gráfico. 

7. Evaluaciones.  

8.Resolución de problemas. 
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PLAN DE FORMACIÓN DE LA RAMA JUDICIAL

PROGRAMA DE FORMACIÓN 
ESPECIALIZADA DEL ÁREA PENAL

PRESENTACIÓN

El Curso de Profundización sobre Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes forma parte del Programa de Formación Especializada del 
Área Penal construido por la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura, a través de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, 
de conformidad con su modelo educativo y enfoque curricular inte-
grado e integrador y constituye el resultado del esfuerzo articulado 
entre Magistradas, Magistrados y Jueces, Juezas de la Rama Judicial, la 
Red de Formadores y Formadoras Judiciales, los Comités Académicos y 
los Grupos Seccionales de Apoyo de la Escuela bajo la coordinación del 
Magistrado Hernando Torres Corredor, con la autoría de ﻿Víctor Manuel 
Chaparro Borda, quien con su conocimiento y experiencia y el apoyo 
permanente de la Escuela Judicial, se propuso responder a las necesi-
dades de formación desde la perspectiva de una Administración de 
Justicia cada vez más justa y oportuna para las y los colombianos.

El módulo Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, 
Justicia Restaurativa que se presenta a continuación, responde a la 
modalidad de aprendizaje autodirigido orientado a la aplicación en la 
práctica judicial, con absoluto respeto por la independencia del Juez 
y la Jueza, cuya construcción responde a los resultados obtenidos en 
los talleres de diagnóstico de necesidades que se realizaron a nivel 
nacional con funcionarios y funcionarias judiciales y al monitoreo de 
la práctica judicial con la finalidad de detectar los principales núcleos 
problemáticos, frente a los que se definieron los ejes temáticos de la 
propuesta educativa a cuyo alrededor se integraron los objetivos, temas 
y subtemas de los distintos microcurrículos. 
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De la misma manera, los conversatorios organizados por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura a través de la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, sirvieron para determinar los 
problemas jurídicos más relevantes y ahondar en su tratamiento en los 
módulos. 

El texto entregado por el autor fue validado con los Magistrados, 
Magistradas, Jueces y Juezas de los Comités Académicos quienes hicieron 
observaciones para su mejoramiento las cuales enriquecieron este trabajo. 

Se mantiene la concepción de la Escuela Judicial en el sentido de que 
todos los módulos, como expresión de la construcción colectiva, demo-
crática y solidaria de conocimiento en la Rama Judicial, están sujetos a 
un permanente proceso de retroalimentación y actualización, especial-
mente ante el control que ejercen las Cortes.

Enfoque pedagógico de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”

La Escuela Judicial como Centro de Formación Judicial Inicial y Continua 
de la Rama Judicial presenta un modelo pedagógico que se caracteriza por 
ser participativo, integral, sistémico y constructivista; se fundamenta en el 
respeto a la dignidad del ser humano y sus Derechos Fundamentales, elimi-
nando toda forma de discriminación, a la independencia del Juez y la Jueza, 
el pluralismo y la multiculturalidad, y se orienta hacia el mejoramiento del 
servicio de los usuarios y usuarias de la administración de Justicia.

El modelo pedagógico, es participativo, en cuanto que más de mil 
Magistrados, Magistradas, Jueces, Juezas, Empleadas y Empleados judi-
ciales participan como formadores y formadoras, generando una amplia 
dinámica de reflexión sobre la calidad y pertinencia de los planes educa-
tivos, módulos de aprendizaje autodirigido y los materiales educativos 
utilizados en los procesos de formación que se promueven. Igualmente, 
se manifiesta en los procesos de evaluación y seguimiento de las activi-
dades de formación que se adelantan, tanto en los procesos de ingreso, 
como de cualificación de los servidores y las servidoras públicos.
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Es integral en la medida en que los temas que se tratan en los módulos 
resultan recíprocamente articulados y dotados de potencialidad sinérgica y 
promueven las complementariedades y los refuerzos de todos los partici-
pantes y las participantes.

Es sistémico porque invita a comprender cualquier proceso desde una visión 
integradora y holista, que reconoce el ejercicio judicial como un agregado 
de procesos, que actúa de manera interdependiente, y que, a su vez, resulta 
afectado por el entorno en que tienen lugar las actuaciones judiciales.

El modelo se basa en el respeto a la dignidad humana. El sistema de justicia 
representa uno de los pilares del sistema social de cualquier comunidad, 
significa la capacidad que la sociedad tiene para dirimir los conflictos que 
surgen entre sus integrantes y entre algunos de sus miembros y la sociedad 
en general. De ahí que el modelo educativo fundamenta sus estrategias en 
el principio del respeto a la dignidad humana y a los derechos fundamentales 
individuales y colectivos de las personas.

El modelo se orienta al mejoramiento del servicio pues las acciones que se 
adelanten para el mejoramiento de las condiciones de trabajo y bienestar de 
las personas que hacen parte de la Rama Judicial, se hacen teniendo en la 
mira un mejoramiento sostenido del servicio que se le presta a la comunidad.

Lo anterior, en el marco de las políticas de calidad y eficiencia establecidas 
por el Consejo Superior de la Judicatura en el Plan Sectorial de Desarrollo, 
con la convicción de que todo proceso de modernización judicial ya sea 
originado en la implantación de nuevos esquemas jurídicos o de gestión, 
o de ambos, implica una transformación cultural y el fortalecimiento de 
los fundamentos conceptuales, las habilidades y las competencias de los 
y las administradoras de justicia, quienes requieren ser apoyados a través 
de los procesos de formación.

En este sentido, se desarrollan procesos formativos sistemáticos y de 
largo aliento orientados a la cualificación de los servidores y servidoras 
del sector, dentro de criterios de profesionalismo y formación integral, que 
redundan, en últimas, en un mejoramiento de la atención de los ciuda-
danos y ciudadanas, cuando se ven precisados a acudir a las instancias 
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judiciales para ejercer o demandar sus derechos o para dirimir conflictos 
de carácter individual o colectivo.

Aprendizaje activo

Este modelo educativo implica un aprendizaje activo diseñado y apli-
cado desde la práctica judicial para mejorar la organización; es decir, a 
partir de la observación directa del problema, de la propia realidad, de 
los hechos que impiden el avance de la organización y la distancian de su 
misión y de sus usuarios y usuarias; invita a compartir y generalizar las 
experiencias y aprendizajes obtenidos, sin excepción, por todas las y los 
administradores de justicia, a partir de una dinámica de reflexión, inves-
tigación, evaluación, propuesta de acciones de cambio y ejecución opor-
tuna, e integración de sus conocimientos y experiencia para organizar 
equipos de estudio, compartir con sus colegas, debatir constructivamente 
los hallazgos y aplicar lo aprendido dentro de su propio contexto.

Crea escenarios propicios para la multiplicación de las dinámicas forma-
tivas, para responder a los retos del Estado y en particular de la Rama 
Judicial, para focalizar los esfuerzos en su actividad central; desarrollar y 
mantener un ambiente de trabajo dinámico y favorable para la actuación 
de todos los servidores y servidoras; aprovechar y desarrollar en forma 
efectiva sus cualidades y capacidades; lograr estándares de rendimiento 
que permiten calificar la prestación pronta y oportuna del servicio en 
ámbitos locales e internacionales complejos y cambiantes; crear rela-
ciones estratégicas comprometidas con los “usuarios y usuarias” clave 
del servicio público; usar efectivamente la tecnología; desarrollar buenas 
comunicaciones, y aprender e interiorizar conceptos organizativos para 
promover el cambio. Así, los Jueces, Juezas y demás servidores y servi-
doras no son simples transmisores del aprendizaje, sino gestores y gestoras 
de una realidad que les es propia, y en la cual construyen complejas inte-
racciones con los usuarios y usuarias de esas unidades organizacionales.
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Aprendizaje social

En el contexto andragógico de esta formación, se dota de significado el 
mismo decurso del aprendizaje centrándose en procesos de aprendi-
zaje social como eje de una estrategia orientada hacia la construcción 
de condiciones que permitan la transformación de las organizaciones. 
Es este proceso el que lleva al desarrollo de lo que en la reciente litera-
tura sobre el conocimiento y desarrollo se denomina como la promoción 
de sociedades del aprendizaje “learning societies”, organizaciones que aprenden 
“learning organizations”, y redes de aprendizaje “learning networks”1. Esto 
conduce a una concepción dinámica de la relación entre lo que se quiere 
conocer, el sujeto que conoce y el entorno en el cual él actúa. Es así que el 
conocimiento hace posible que los miembros de una sociedad construyan 
su futuro, y por lo tanto incidan en el devenir histórico de la misma, inde-
pendientemente del sector en que se ubiquen.

Los procesos de aprendizaje evolucionan hacia los cuatro niveles defi-
nidos en el esquema mencionado: (a) nivel individual, (b) nivel organiza-
cional, (c) nivel sectorial o nivel de las instituciones sociales, y (d) nivel de 
la sociedad. Los procesos de apropiación de conocimientos y saberes son 
de complejidad creciente al pasar del uno al otro. 

En síntesis, se trata de una formación que a partir del desarrollo de 
la creatividad y el espíritu innovador de cada uno de los y las partici-
pantes, busca convertir esa información y conocimiento personal, en 
conocimiento corporativo útil que incremente la efectividad y la capa-
cidad de desarrollo y cambio de la organizacional en la Rama Judicial, 
trasciende al nivel sectorial y de las instituciones sociales contribuyendo 
al proceso de creación de “lo público” a través de la apropiación social 
del mismo, para, finalmente, en un cuarto nivel, propiciar procesos de 
aprendizaje social que pueden involucrar cambios en los valores y las 
actitudes que caracterizan la sociedad, o conllevar acciones orientadas 
a desarrollar una capacidad para controlar conflictos y para lograr 
mayores niveles de convivencia. 

1 	 Teaching and Learning: Towards the Learning Society; Bruselas, Comisión Europea, 1997.
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Currículo integrado-integrador

En la búsqueda de nuevas alternativas para el diseño de los currículos 
se requiere partir de la construcción de núcleos problemáticos, producto 
de la investigación y evaluación permanentes. Estos núcleos temáticos 
y/o problemáticos no son la unión de asignaturas, sino el resultado de la 
integración de diferentes disciplinas académicas y no académicas (coti-
dianidad, escenarios de socialización, hogar) que alrededor de problemas 
detectados, garantizan y aportan a la solución de los mismos. Antes que 
contenidos, la estrategia de integración curricular, exige una mirada 
crítica de la realidad.

La implementación de un currículo integrado-integrador implica que la 
“enseñanza dialogante” se base en la convicción de que el discurso del 
formador o formadora, será formativo solamente en el caso de que él o 
la participante, a medida que reciba los mensajes magistrales, los recons-
truya y los integre, a través de una actividad, en sus propias estructuras 
y necesidades mentales. Es un diálogo profundo que comporta partici-
pación e interacción. En este punto, con dos centros de iniciativas donde 
cada uno (formador, formadora y participante) es el interlocutor del otro, 
la síntesis pedagógica no puede realizarse más que en la interacción- 
de sus actividades orientadas hacia una meta común: la adquisición, 
producción o renovación de conocimientos.

Aplicación de las Nuevas Tecnologías

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a través 
de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, consciente de la nece-
sidad de estar a la vanguardia de los avances tecnológicos al servicio 
de la educación para aumentar la eficacia de loa procesos formativos ha 
puesto al servicio de la Rama Judicial el Campus y el Aula Virtuales. 
Así, los procesos formativos de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, 
se ubican en la modalidad b-learning que integra la virtualidad con la 
presencialidad, facilitando los escenarios de construcción de conoci-
miento en la comunidad judicial.
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La virtualización de los programas y los módulos, permite actualizar 
los contenidos en tiempo real y ampliar la información, ofrece la opor-
tunidad de acceder a una serie de herramientas como videos, audios, 
animaciones, infografías, presentaciones multimediales, hipertextos, 
etc., que hacen posible una mayor comprensión de los contenidos y una 
mayor cobertura. 

Planes de Estudio

Los planes de estudio se diseñaron de manera coherente con el modelo 
educativo presentado, con el apoyo pedagógico de la Escuela, los autores 
y autoras con el acompañamiento de la Red de Formadores y Formadoras 
Judiciales constituida por Magistrados, Magistradas, Jueces y Juezas, 
quienes con profundo compromiso y vocación de servicio, se prepararon 
a lo largo de varios meses en la Escuela Judicial tanto en los aspectos 
pedagógicos y metodológicos, como en los contenidos del programa, con 
el propósito de facilitar el proceso de aprendizaje que ahora se invita a 
desarrollar a través de las siguientes etapas:

Etapa 1. Reunión inicial. Etapa preparatoria para el inicio del programa, 
presenta los objetivos, metodología y estructura del plan de estudios; 
asesora el manejo del Campus y Aula Virtual, ofrece diferentes técnicas 
de estudio, y, en general, esta etapa busca motivar y comprometer al y la 
discente para abordar los módulos y emprender su proceso formativo con 
la metodología de aprendizaje autodirigido. 

Etapa 2. Análisis individual y comunidad judicial. Los resultados efectivos 
del proceso formativo, exigen de los y las participantes el esfuerzo y 
dedicación personal, al igual que la interacción con sus pares, de manera 
que se conviertan el uno y el otro en insumo importante para el logro 
de los propósitos.

La Etapa 2, esta conformada a su vez por 3 fases claramente identificables:

(1) El “Análisis Individual”, que apunta a la interiorización por parte de 
cada participante de los contenidos del programa, mediante la lectura, el 
análisis, desarrollo de casos y ejercicios propuestos en el módulo, consulta 
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de jurisprudencia y doctrina adicional a la incluida en los materiales 
educativos. (2) El “Foro Virtual” constituye la base del aprendizaje entre 
pares cuyo propósito es el de propiciar la socialización y el intercambio 
de conocimiento y experiencias entre los y las participantes mediante 
el uso de las nuevas tecnologías, con el fin de fomentar la construcción 
colectiva de conocimiento en la Rama Judicial, y, (3) La “Mesa de Trabajo 
o Conversatorio Local”, que busca socializar el conocimiento, fortalecer 
las competencias en argumentación, interpretación, decisión, dirección, 
etc., alrededor del estudio de nuevos casos de la práctica judicial previa-
mente seleccionados y estructurados por los formadores con el apoyo de 
los expertos, así como la simulación de audiencias. Finalmente, esta etapa 
permite la identificación de los momentos e instrumentos necesarios para 
la aplicación a la práctica judicial para que a partir de éstos, se generen 
compromisos concretos para desarrollar las siguientes etapas. 

Etapa 3. Aplicación a la Práctica Judicial: La aplicación a la práctica judicial 
es a la vez el punto de partida y el punto de llegada, ya que es desde la 
cotidianidad del desempeño laboral de los funcionarios y funcionarias 
que se identifican los problemas, y, mediante el desarrollo del proceso 
formativo, pueda traducirse en un mejoramiento permanente de la misma 
y por ende una respuesta con calidad a los usuarios y usuarias. 

Esta etapa se desarrolla también durante 3 fases: (1) La “Aplicación in situ”, 
que incorpora a la práctica judicial los conocimientos, técnicas y nuevas 
actitudes desarrolladas en las etapas anteriores; pretende impactar otros 
operadores de la justicia (empleados, abogados, usuarios, auxiliares, etc.), 
mejorar el acceso efectivo a la administración de justicia y aumentar la 
credibilidad en la misma. (2) El “Conversatorio o Videoconferencia” que 
posibilita a los operadores y operadoras identificar las fortalezas y debi-
lidades en la práctica cotidiana, con miras a fomentar el mejoramiento 
continuo de la labor judicial, y (3) El “Informe Individual”, en que él y 
la participante dan cuenta en forma escrita de la aplicación a la práctica 
de los contenidos objeto del programa y los invita a remitir sus aportes, 
sugerir nuevas posibilidades de aplicación y presentar casos exitosos y 
ejemplificantes de su labor. 



17

Etapa 4. Seguimiento y evaluación: Todo proceso formativo requiere para 
su mejoramiento y cualificación, la retroalimentación dada por los y las 
participantes del mismo. La etapa de Seguimiento y Evaluación busca 
obtener información sobre las debilidades y fortalezas del proceso, de 
manera que pueda aplicar los correctivos necesarios y a tiempo, que 
lleven al perfeccionamiento del mismo.

Para ello, el modelo pedagógico de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla” presenta 3 fases que posibilitan evidenciar la consecución de 
los objetivos del programa: (1) El “Monitoreo” promueve la motivación 
recíproca para el mejoramiento continuo en la práctica judicial; (2) El 
“Observatorio” con acciones concretas para analizar las providencias 
y actuaciones judiciales, difundir las mejores prácticas para promover 
el cambio en los demás despachos judiciales y por ende, cualificar la 
prestación del servicio, y (3) El “Informe Final”, que posibilita evaluar el 
impacto del programa sobre la gestión judicial y sus resultados frente a 
los usuarios y usuarias, para así, adoptar medidas de mejoramiento en 
cada uno de los aspectos evaluados. 

Los módulos

Los módulos son la columna vertebral en este proceso, en la medida 
que presentan de manera profunda y concisa los resultados de la inves-
tigación académica realizada durante aproximadamente un año, con la 
participación de Magistrados y Magistradas de las Altas Cortes y de los 
Tribunales, de los Jueces y Juezas de la República y expertos y expertas 
juristas, quienes ofrecieron lo mejor de sus conocimientos y experiencia 
judicial, en un ejercicio pluralista de construcción de conocimiento.

Se trata entonces, de valiosos textos de autoestudio divididos secuencial-
mente en unidades que desarrollan determinada temática, de disposi-
tivos didácticos flexibles que permite abordar los cursos a partir de una 
estructura que responde a necesidades de aprendizaje previamente iden-
tificadas. Pero más allá, está el propósito final: servir de instrumento para 
fortalecer la práctica judicial.
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Cómo abordarlos

Al iniciar la lectura de cada módulo el o la participante debe tener en 
cuenta que se trata de un programa integral y un sistema modular cohe-
rente, por lo que para optimizar los resultados del proceso de formación 
autodirigida tendrá en cuenta que se encuentra inmerso en el Programa 
de Formación Especializada para el Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes. A través de cada contenido, los y las discentes 
encontrarán referentes o remisiones a los demás módulos del plan de 
formación de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, que se articulan 
mediante diversos temas transversales, tales como Derechos Humanos, 
Constitución Política de 1991, Bloque de Constitucionalidad, la Ley espe-
cífica, al igual que la integración de los casos problémicos comunes que 
se analizan, desde diferentes perspectivas, posibilitando el enrique-
cimiento de los escenarios argumentativos y fortaleciendo la indepen-
dencia judicial.

Por lo anterior, se recomienda tener en cuenta las siguientes sugerencias 
al abordar el estudio de cada uno de los módulos del plan especializado: 
(1) Consulte los temas de los otros módulos que le permitan realizar 
un diálogo de manera sistémica y articulada sobre los contenidos que 
se presentan; (2) Tenga en cuenta las guías del y la discente y las guías 
de estudio individual y de la comunidad judicial para desarrollar cada 
lectura. Recuerde apoyarse en los talleres para elaborar mapas concep-
tuales, esquemas de valoración de argumentaciones, el estudio y análisis, 
la utilización del Campus y Aula Virtual y el taller individual de lectura 
efectiva del plan educativo; (3) Cada módulo presenta actividades peda-
gógicas y de autoevaluación que permiten al y la discente reflexionar 
sobre su cotidianidad profesional, la comprensión de los temas y su apli-
cación a la práctica. Es importante que en el proceso de lectura aborde y 
desarrolle con rigor dichas actividades para que críticamente establezca 
la claridad con la que percibió los temas y su respectiva aplicación a su 
tarea judicial. Cada módulo se complementa con una bibliografía básica 
seleccionada, para quienes quieran profundizar en el tema, o comple-
mentar las perspectivas presentadas.
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Finalmente, el Programa de Formación Especializada del Área Penal – Curso de 
Profundización sobre el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, 
que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” entrega a la judicatura colom-
biana, acorde con su modelo educativo, es una oportunidad para que la 
institucionalidad, con efectiva protección de los derechos fundamentales y 
garantías judiciales, cierre el camino de la impunidad para el logro de una 
sociedad más justa. 

Agradecemos el envío de todos sus aportes y sugerencias a la sede de la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” en la Calle 11 No 9ª -24 piso 4, de 
Bogotá, o al correo electrónico escuelajudicial@ejrlb.net los cuales contri-
buirán a la construcción colectiva del saber judicial alrededor del Programa 
de Formación del Área Penal – Curso de Profundización del Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes.
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JUSTIFICACIÓN

Mediante la Ley 12 de 1991, publicada el 28 de enero de ese año, Colombia 
aprobó la Convención Sobre los Derechos del Niño (CDN)1 adoptada por 
la Asamblea de las Naciones Unidas, fecha desde cuando el País venía en 
mora de cumplir con el deber jurídico de “… promover el establecimiento de 
leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicas para los niños de 
quienes se acuse o se declare culpable de haber infringido las leyes penales [sean 
tratados teniendo] en cuenta la edad del niño y la importancia de promover 
su reintegración y que asuma una función constructiva en la sociedad”2; 
la adopción de medidas para tratar a esos niños “sin recurrir a procedi-
mientos judiciales”3; lineamientos que identifican el enfoque de Justicia 
Restaurativa propio de cualquier sistema penal de adolescentes. 

Para atender a ese compromiso con la Comunidad Internacional, el 
Congreso expidió el Código de la Infancia y la Adolescencia4 (Ley 1098 del 8 
de noviembre de 2006)5, cuyo Libro II sistematiza los principios, criterios y 
normas internas e internacionales en materia sustantiva y procesal penal 
aplicables a las y los adolescentes que cometen delitos. Esta ley dispuso 
que el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA), se 
implementara de manera gradual a partir del “1º de enero de 2007 hasta su 
realización total el 31 de diciembre de 2009”. La Fiscalía General de la Nación, 
autorizada por el artículo 216 de la misma ley, determinó que el sistema 
se iniciara en el Distrito Judicial de Cali; empero, por inexistencia de las 
condiciones de infraestructura que la misma normativa impone más la 
falta de capacitación de los funcionarios judiciales que debían ponerlo en 
marcha, el sistema comenzó a operar el 15 de marzo de 2007 de manera 
progresiva en los distintos distritos judiciales hasta culminar la imple-
mentación en todo el país en la fecha que señala la ley.

El Código de la Infancia y la Adolescencia se ajusta a los aludidos crite-
rios universales establecidos en la CDN en materia de justicia penal para 
adolescentes, específicamente en lo que hace referencia a la necesidad 

1	 ONU. Resolución 44/25 del 20 de noviembre de 1989, en vigor desde el 2 de septiembre de 1990.
2	 CDN, artículo 40.1.3.
3	 Ibíd., artículo 40.3b.
4	 En adelante CIA.
5	 En: Diario Oficial 46.446, del 8 de noviembre de 2006.
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de recurrir a mecanismos alternativos para responder a las manifesta-
ciones de delincuencia de los mismos, en el entendido que el delito es, 
ante todo, un acto que destruye las relaciones personales y sociales y 
que los más ventajoso para el cuerpo político es restaurarlas pues de lo 
que se trata es de seguir contando con el adolescente y con la víctima 
como miembros importantes de la sociedad. El CIA además: (i) acoge 
la doctrina contenida en tres instrumentos básicos: las Reglas de Beijing; 
las Reglas de la Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados 
de la Libertad (Reglas de La Habana); y las Directrices de Riad6 que orientan 
la acción legislativa y judicial en el mismo sentido, razón por la cual, 
(ii) abandona el sistema tutelar y adopta un sistema de justicia mode-
rado especial para los adolescentes; (iii) determina que, por lo mismo, 
por una parte, el o la adolescente mayor de 14 y menor de 18 años de 
edad, por ser titular activo de derechos y obligaciones, tiene el deber 
de asumir las consecuencias penales de sus actos, lo cual permite casti-
garlo “… por un delito en forma diferente al adulto”7 -tratamiento distinto 
por virtud del cual, por ejemplo: el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional8 le quita competencia a ese organismo para conocer de 
los crímenes cometidos por personas que fueren menores de 18 años 
al momento de la comisión del mismo9- y, de otra, por consiguiente, en 
materia de derechos y garantías procesales, está en pie de igualdad con 
el adulto, lo cual es un avance político y social significativo y, (iv) adopta 
el enfoque o modelo de la Justicia Restaurativa que demarca de manera 
particular en términos políticos y conceptuales el SRPA.

Como se ve, la razón de ser de la producción de este módulo es entonces: 
1.	 La existencia de un nuevo orden normativo, el cual demanda que la 

comunidad jurídica -en particular los jueces y juezas de la República- 
responda tanto a los retos que el cambio de paradigma implica, como a 
las expectativas de la Comunidad Internacional en materia de Justicia 
Penal de adolescentes teniendo en cuenta el particular enfoque de 
Justicia Restaurativa que el derecho interno adopta como propósito 
fundamental del sistema.

6	 Riad o Riyadh, capital del Reino de Arabia Saudí.
7	 REGLAS DE BEIJING. R. 2.2.a. 
8	 Firmado en Roma, el 17 de julio de 1998, aprobado por Colombia con la Ley 742 de 2002. CORTE 

CONSTITUCIONAL. Sentencia C-578 de 2002, MP. Manuel José Cepeda Espinosa.
9	 CIA, artículo 26.
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2.	 La necesidad de conocer y analizar las características de un sistema 
que para todos resulta novedoso pues establece responsabilidad penal 
para los adolescentes infractores de la ley penal; le otorga las mismas 
garantías consagradas para los adultos pero le da, frente al adulto, 
un tratamiento distinto e impone el enfoque de Justicia Restaurativa 
como principio para resolver el conflicto que deriva del delito.

3.	 Las múltiples dificultades hermenéuticas y aplicativas del modelo 
restaurativo, atendiendo a que, primero, el cambio ha operado de 
manera -puede decirse- repentina; segundo, por formación profe-
sional y cultura jurídica del país, siempre se había entendido que los 
menores de 18 años de edad estaban al margen del derecho penal 
y que hablar de responsabilidad en este campo implica solamente 
la utilización del castigo como retribución y medio disuasivo para 
combatir el delito; concepción inaplicable en el SRPA y, tercero, por 
lo mismo, el modelo de Justicia Restaurativa ofrece resistencia.

4.	 Los jueces penales de adolescentes que entraron a aplicar el nuevo sistema 
son -por lo general- los mismos jueces de menores y los jueces penales 
ordinarios quienes -por razones obvias- no tienen la formación especia-
lizada que exigen los estándares internacionales, ni están ubicados en el 
enfoque de Justicia Restaurativa propia del SRPA; luego, se requiere de 
un esfuerzo pedagógico para que ejerzan su nueva función conforme 
con el sentido genuino de la Ley de la infancia y la adolescencia.

5.	 La variada gama de criterios judiciales que -con ocasión de la entrada 
en vigencia del CIA- han surgido, muchos de los cuales no se avienen 
con la teleología del sistema, más el gran abanico de inquietudes y 
problemas prácticos que se han puesto de manifiesto en los múltiples 
encuentros académicos y jornadas de capacitación10, por parte de los 

10	 Organizadas por la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, bajo la dirección de la Doctora Gladis 
Virginia Guevara Puentes, entre ellas las celebradas en Medellín, Paipa y Bucaramanga- que estuvieron 
lideradas por el Doctor Luis Fernando Delgado Llano -Magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior 
de Medellín- y la Doctora María Vivian Llinás -abogada asesora de la Escuela Judicial- en las cuales 
participaron como facilitadores, entre otros, los doctores Javier García Prieto, Carlos Alberto Moreno 
Arboleda, Juan Carlos Pérez Galindo, Juan Carlos Arias López, José Daniel Rodríguez Herrera, Marco 
Antonio Rueda Soto, Alexander Díaz, Nelson Saray Botero y Hernán Darío Nanclares quienes en su 
condición de jueces o magistrados, se ocuparon de temas específicos en materia de SRPA. 
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jueces y juezas de gran parte del país, entre ellos los relacionados con 
la Justicia Restaurativa como propósito básico del SRPA.

RESUMEN DEL MÓDULO

Este trabajo plantea los conceptos, principios, criterios y estándares del 
Derecho Internacional básicos necesarios para la formación en las áreas 
del saber, del saber hacer y del saber ser, tanto del juez o jueza como de todas las 
demás personas que tienen que ver con el sistema penal de adolescentes, 
en particular con la realización de la JR, lo cual les permite, entre otros, 
conocer que este no es ni puede ser idéntico al sistema penal ordinario; 
analizar que el carácter y la finalidad del proceso son sustancialmente 
distintos dado que, si bien el sistema consagra las mismas garantías, la 
ley le da al adolescente en conflicto con la ley penal tratamiento diferen-
ciado -respecto del adulto- por tratarse de una persona en desarrollo y 
porque en su proceder contrario a derecho ha tenido que ver también -de 
manera indirecta- la sociedad, el Estado y la familia.

Naturalmente, el planteamiento se hace de manera sintética y sin 
pretender agotarlo ni adoptar posturas dogmáticas o cerrar la posibi-
lidad de discusión; por el contrario, atendiendo a la novedad del mismo y 
partiendo de la base de que el o la juez, el o la fiscal y las o los operadores 
jurídicos en general, están en condiciones de discernir sobre la lógica 
del sistema, se abre la posibilidad de profundizar múltiples aspectos de 
la misma temática y establecer los criterios jurídicos más razonables y 
acordes con los estándares internacionales de justicia penal de adoles-
centes -en la cual predomina el modelo de la JR-, teniendo en cuenta que 
el sistema adoptado en el CIA se aparta de la tendencia neoliberal en la 
cual el tratamiento de los adolescentes que cometen delitos es el mismo 
establecido para los adultos.

En el trabajo, predomina la línea descriptiva en el tratamiento de los temas, 
pero tiene tendencia argumentativa con algunos, primero, con el fin de 
demostrar que, si bien el CIA consagra un sistema de responsabilidad 
y adopta el método acusatorio -consagrado en el sistema procesal penal 
ordinario- para adelantar el proceso penal de adolescentes, tiene teleo-
logía y enfoque sustancial diferentes, razón por la cual criterios en materia 
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procesal y sancionatoria aplicables en el sistema de adultos resultan incom-
patibles con el carácter, la función y la finalidad tanto del proceso como de 
las sanciones en el SRPA; segundo, atendiendo a que la idea es, además, 
esbozar criterios para tratar de resolver inquietudes vinculadas con la apli-
cación del modelo restaurativo y, tercero, porque para el funcionamiento del 
SRPA conforme con la teleología de la Ley de la Infancia y la Adolescencia 
se hace necesario fundamentar desde el punto de vista jurídico-conceptual 
las diferencias con el sistema penal de adultos. 

El módulo está dividido en cuatro unidades11, cada una con objetivos 
generales y específicos cuyo contenido temático es, en síntesis:

La Unidad 1 plantea la ubicación del SRPA; la identificación como sistema 
de justicia o de responsabilidad; destaca las características fundamen-
tales del mismo; hace una primera aproximación a la idea de la JR; iden-
tifica las partes e intervinientes en el proceso penal de adolescentes, el rol 
en el enfoque de la JR y su papel diferenciador frente al Sistema Penal de 
adultos atendiendo a la finalidad del SRPA, y la relevancia de los dere-
chos de la víctima en la estructura del mismo. La unidad culmina con 
un esbozo sobre el perfil del o la jueza penal de adolescentes orientado a 
hacer ver la trascendencia de su especialidad y la importancia jurídica, 
social y política de su función como garante de la JR.

En la Unidad 2, se estudia el concepto de la JR; se plantean las bases para 
la elaboración del mismo; se identifican los elementos estructurales del 
concepto de la JR y se determinan los lineamientos de ésta -elementos, 
características, funciones, condiciones, límites, fines y programas restau-
rativos en la experiencia comparada- con lo que se responden los interro-
gantes relacionados con: la ubicación conceptual del SRPA; el sistema de 
justicia adoptado en el CIA frente a los adolescentes en conflicto con la 
ley penal y la diferencia con el sistema anterior; la naturaleza del enfoque 
restaurativo; sus fundamentos en el Derecho Internacional; quién o quiénes 
la realizan, de qué manera, con qué instrumentos y bajo qué condiciones.

11	 Por la necesidad de ajustar el trabajo -en contenido y extensión- a los requisitos determinados por 
las autoridades administrativas y académicas encargadas de reproducirlo, en relación con la versión 
entregada a los jueces en los encuentros de capacitación del año 2009, el contenido de cada unidad 
ha variado y se redujo en más de 150 páginas en las cuales se trataban -entre otros- los temas de las 
sanciones, el principio de oportunidad y la responsabilidad civil desde la óptica de la JR. 
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La Unidad 3 destaca el carácter preferente e irrenunciable de la JR como 
principio en el SRPA, determina cómo debe entenderse el carácter y 
finalidad pedagógica -educativa- del proceso, la función que cumple y 
la relación que tiene la finalidad pedagógica del proceso con el enfoque 
restaurativo; las diferencias entre el sistema penal de mayores y el SRPA 
desde el punto de vista de la JR; la forma como garantiza el proceso penal 
de adolescentes la restauración; la razón de ser de la prohibición de los 
acuerdos con la Fiscalía y del juicio en ausencia; por qué la figura de la 
contumacia y el instituto de la declaratoria de persona ausente niegan 
la JR y a la vez, hace ver que la restauración se constituye en objeto del 
proceso penal de adolescentes. 

La Unidad 4 está dedicada a los mecanismos de Justicia Restaurativa consa-
grados en la Ley 906 de 2004, aplicables al SRPA; a establecer las caracterís-
ticas de la conciliación y la mediación, determinando las diferencias con el 
sistema penal de adultos en lo que hace a su procedencia, sus alcances y 
consecuencias frente al ejercicio de la acción penal en relación con los adoles-
centes; a establecer las particularidades del incidente de reparación integral 
como mecanismos de la JR y al planteamiento de problemas conexos con la 
reparación, como el contenido y alcance de la responsabilidad solidaria de 
los padres del adolescente, las medidas cautelares en relación con sus bienes 
y la trascendencia de la citación al incidente de reparación tanto del tercero 
civilmente responsable como del llamado en garantía.
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 OBJETIVOS

Og	 Objetivo general del Módulo
Identificar y explicar las características del modelo de JR 
adoptado en el CIA; establecer las diferencias con el sistema 
penal de adultos; valorar sus bondades y aplicarlo para 
solucionar los conflictos concretos que surgen entre el y 
la adolescente, la víctima y la sociedad, por razón del acto 
delictivo. 	
	

Oe	 Objetivos Específicos del Módulo
•• Ubicar el enfoque de JR en el SRPA.

•• Delimitar el concepto y alcance de la JR en el SRPA.

•• Analizar el carácter preferente e irrenunciable de la JR 
como principio rector del SRPA.

•• Identificar los mecanismos de JR en el SRPA.	



34



35

Unidad 1

Og	 Objetivo general de la unidad
Al terminar esta unidad temática, el y la discente podrá 
identificar las particularidades del sistema de responsa-
bilidad en la Ley 1098 de 2006; señalar las características 
generales del modelo restaurativo y utilizarlo frente a 
situaciones específicas.

Oe	 Objetivos específicos de la unidad
•• Señalar las características del sistema de justicia penal 

para adolescentes en el CIA.

•• Explicar la razón de ser del modelo de la JR en el SRPA.

•• Identificar los rasgos característicos generales de la JR.

•• Identificar las partes y los intervinientes en el proceso 
penal de adolescentes y explicar su rol dentro del mismo 
y frente a la JR.

•• Enunciar los derechos de las víctimas en el SRPA y la 
relación de éstos con la JR.

•• Delinear el perfil del juez y la jueza como garante de la 
JR en el SRPA.

LA JUSTICIA RESTAURATIVA (JR) EN EL 
SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL 

PARA ADOLESCENTES (SRPA)
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1.1 SISTEMA TUTELAR, SISTEMA DE JUSTICIA Y 
JUSTICIA RESTAURATIVA

El actual Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes consagrado 
en el CIA1, comparado con el sistema anterior, es un sistema de justicia espe-
cial o de responsabilidad en cuanto que, por una parte, desde el punto de 
vista sustancial, lo medular es la responsabilidad penal y las correspon-
dientes consecuencias jurídicas -sanciones- aplicables al o la adolescente 
que comete un delito2 y, de otro, la especialidad está determinada por la 
condición de niño y la edad del sujeto pasivo de la acción penal. 

Comparado con el sistema penal formal tradicional, caracterizado por el 
enfoque retributivo -en el cual lo importante es el castigo como medio 
disuasivo para evitar la delincuencia juvenil- el SRPA consagrado en el CIA, 
por una parte, está guiado por el principio de subsidiaridad en virtud del cual 
se consagran mecanismos alternativos al ejercicio de la acción penal para 
solucionar los múltiples problemas que emanan de la comisión del delito 
y, de otra, adopta el modelo o enfoque de Justicia Restaurativa en el cual se 
reorienta la intervención penal fundamentalmente a la toma de conciencia 
del adolescente sobre las consecuencias de sus actos y la necesidad de 
que las afronte; cobra capital importancia la reparación a la víctima y su 
recuperación o sanación de las heridas que produce el delito; es de suma 
trascendencia volver las cosas al estado anterior; lograr la reconciliación 
entre adolescente y víctima, lo mismo que la reintegración tanto de aquél 
como de ésta al seno de la sociedad para que se puedan seguir desenvol-
viendo en condiciones básicas de convivencia. El enfoque restaurativo del 
SRPA abarca todos los delitos -aunque con implicaciones jurídico-penales 
distintas-, en dos frentes: el alternativo o no formal que tiene una función 
sustitutiva del ejercicio de la acción penal en relación con determinados 
delitos –mediante los mecanismos de la conciliación y la mediación- y el 
judicial por medio de la acción pedagógica desplegada por el o la juez en 
cuyo caso la JR tiene función complementaria de la justicia penal formal. 

1	 LEY 1098 DE 2006, Libro II.
2	 CIA, artículo 163-4. En este sentido, se trata de derecho penal propiamente dicho; no de derecho de familia -pese 

a que, por ejemplo: las Salas de Decisión en los Tribunales Superiores estén integradas por dos Magistrados de 
la Sala de Familia y uno de la Sala Penal-, lo cual queda ratificado por el hecho de que en materia del recurso 
extraordinario de casación conoce únicamente la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. 
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Estas son las diferencias sustanciales con el modelo tutelar en el que se 
enmarcaba el derogado código del menor3 dentro del cual el adoles-
cente era considerado solamente como sujeto de protección, con la consi-
guiente irresponsabilidad del mismo por el delito cometido, debido a que 
se presumía -sin posibilidad de aducir prueba orientada a demostrar lo 
contrario- que carecía de capacidad para asumir las consecuencias de 
sus actos generando, por ende, el desconocimiento de los intereses de la 
víctima y la importancia de la restauración como forma efectiva y nece-
saria de resolver el antagonismo que surge de la infracción a la ley penal. 

1.1.1 El modelo actual de responsabilidad

El actual SRPA contenido en el CIA, se reitera, es un sistema de justicia 
especial moderado atendiendo a que, por una parte, es un instrumento 
jurídico cuyo objeto es la responsabilidad penal y las consecuencias de la 
misma naturaleza -aspecto sustantivo- aplicables a sujetos de derecho 
mayores de 14 y menores de 18 años de edad autores o partícipes de una 
conducta que de ser cometida por un adulto se considera delito en el 
sistema penal ordinario y, de otro, esas consecuencias jurídicas son de 
naturaleza y finalidad distintas a las del sistema penal de adultos. En 
contraposición con el anterior, es un sistema de responsabilidad y se carac-
teriza porque: 
 
1.	 En el aspecto sustantivo, es dependiente en sus presupuestos porque 

las hipótesis de violación son únicamente las que define la ley penal 
ordinaria4 -principios de legalidad del delito- y, por ende, la dogmá-
tica que lo rige -elementos del delito, autoría, participación, tentativa, 
modalidades subjetivas (dolo, culpa) etc.- es la misma del Código 

3	 DECRETO 2737 DE 1989. Corresponde al último de los estatutos de menores expedidos en 
Colombia durante el siglo XX, enmarcados en la doctrina tutelar -los otros cuatro son: la Ley 
98 de 1920, la Ley 83 de 1946, el Decreto 1818 de 1964 y la Ley 75 de 1968. En el siglo XIX, el 
sistema tutelar es acogido en los siguientes términos por la Ley 112 de 1873: “En ningún caso se 
impondrá pena al menor de doce años, i solamente se prevendrá los padres, abuelos o curadores cuiden 
de él, le den educación i lo corrijan convenientemente. Pero si hubiere fundado motivo para desconfiar 
de que los padres, abuelos o tutores lo corrijan, o se comprobare que es incorregible, se le pondrá en una 
casa de reclusión por el término que se estime conveniente, según su edad i circunstancias del caso, con 
tal que no pase de la época en que cumpla diez i siete años”.

4	 LEY 599 DE 2000, modificada por la LEY 1142 DE 2007.
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Penal colombiano común. Empero, respecto de las consecuencias, es 
autónomo pues las sanciones son las que consagran y definen el CIA 
-principio de legalidad de la sanción- y, por ello, los institutos que 
rigen su determinación -criterios para tasarla, parámetros, meca-
nismos sustitutivos, etc.- no son ni pueden ser, idénticos a los estable-
cidos en relación con la pena en el sistema de adultos. 

Desde el punto de vista adjetivo, es relativamente dependiente por 
cuanto determina normas especiales que rigen el trámite y remite a 
las normas de procedimiento ordinario bajo una cláusula de salva-
guarda ineludible que les da carácter especial: Que las mismas “no 
sean contrarias al interés superior del adolescente” (artículo 144 del CIA), 
-principio de legalidad del proceso-. Sus fuentes son la Constitución5, 
el Derecho Internacional de los derechos del niño y la Ley.

2.	 Está construido sobre la premisa juridico política de la titularidad 
activa de derechos; su ejercicio responsable por parte de los o las 
adolescentes6 y la necesidad de tratamiento diferenciado, respecto del 
sistema de adultos, conforme con la doctrina de la protección integral de 
sus derechos. Elimina, por lo tanto, las categorías de “situación irre-
gular”, “peligro” y “riesgo”como fundamento de la intervención penal. 
El fundamento de la responsabilidad penal es de naturaleza norma-
tiva -responde por ser titular activo de derechos y obligaciones- y el 
bienestar del adolescente es pilar de la política criminal del Estado 
pero enfocado en la persona como sujeto de derechos y obligaciones.

3.	 El destinatario es el niño7, específicamente el adolescente8 mayor de 
14 y menor de 18 años de edad que infringe la ley penal quien, por 
definición normativa: a.- es considerado como sujeto pleno de derechos 
y responsabilidades; b.- tiene capacidad limitada de derecho penal; c.- 
tiene derecho a acceder a la administración de justicia -a participar acti-
vamente; a expresar su opinión y a que la misma sea tenida en cuenta- y, 
d.- sus necesidades personales deben ser tenidas en cuenta por el juez.

5	 CONSTITUCIÓN POLÍTICA, artículos 13, 44, 45, 50 y 67.
6	 CIA, artículos 3 y 15.
7	 CDN., terminología propia.
8	 CIA, artículo 3.
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4.	 Tiene como eje transversal el principio del interés superior del adoles-
cente que exige tener en cuenta: (i) su derecho a la rehabilitación; a la 
resocialización9 -en términos restaurativos, a la reintegración social- y 
a la protección; (ii) que para determinar la responsabilidad penal e 
imponerle la sanción se debe considerar no solamente la naturaleza y 
gravedad del delito sino, igualmente, su edad, sus condiciones perso-
nales, familiares y sociales -como determinante de su proceder delic-
tivo- y, (iii) que ese interés superior del adolescente prevalece sobre el 
interés de la sociedad a sancionar al infractor de la ley penal10, razón 
por la cual el CIA jerarquiza y pone en tercer plano las necesidades 
de la sociedad -de castigo, de disuasión, de prevención general- como 
criterio para definir la sanción a imponer en un caso concreto11, lo 
cual corresponde al estándar internacional establecido en las reglas 
de Beijing, por ejemplo.

5.	 Se rige por los principios de especialidad y tratamiento diferenciado; 
por ende, por una parte, el procedimiento penal se ciñe a los princi-
pios, institutos y normas especiales; lo aplican jueces especiales con 
la asesoría de autoridades administrativas especiales y, de otro, las 
sanciones aplicables al o la adolescente no son las consagradas para los 
mayores en el sistema penal ordinario. El régimen sancionatorio en el 
sistema de adolescente es especial y totalmente diferente al de adultos 
en naturaleza y finalidad, razón por la cual, desde la perspectiva de 
la falta de desarrollo -que impide darle al adolescente el tratamiento 
de adulto- y exclusivamente para efectos de responsabilidad penal 
del mismo, implícitamente el CIA distingue, según la magnitud de la 
consecuencia jurídica y la naturaleza de la infracción penal, entre: (i) 
delitos poco graves -aquellos que requieren querella como condición de 
procedibilidad-; (ii) delitos graves -aquellos perseguibles de oficio cuya 
pena mínima prevista en el Código Penal colombiano no excede los 
6 años de prisión-, en relación con los cuales se establecen sanciones 
diversificadas -diferentes a la prisión- y proporcionales a la condición 
de persona en desarrollo que tiene el adolescente y, (iii) delitos gravísimos-
aquellos cuya pena mínima prevista en el Código Penal colombiano 

9	 Ibíd., artículo 19.
10	 REGLAS DE BEIJING. R.2.2.a.b.
11	 CIA, artículo 179-2.
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sea o exceda de 6 años de prisión más el homicidio doloso, secuestro o 
extorsión en todas sus modalidades-, en relación con los cuales la ley 
opta por la privación de libertad como medio obligado de lucha contra 
el delito de los adolescentes, aunque en forma limitada o mesurada: 1 
hasta 5 años para los delitos graves, cuando el adolescente es mayor de 
16 años de edad, y 2 hasta 8 años tratándose de los delitos muy graves 
-o gravísimos-, aún para el adolescente mayor de 14 y menor de 16 
años de edad12, razón por la cual al SRPA se le puede calificar como un 
sistema de justicia moderado en cuanto la magnitud y naturaleza de las 
consecuencias que prevé se corresponden con la minoría de edad del 
infractor y no necesariamente con la gravedad del delito.

6.	 Existe clara distinción entre medidas y sanciones; aquéllas son de natu-
raleza judicial, carácter procesal, provisionales, accesorias -lo prin-
cipal es definir la responsabilidad penal-; su procedibilidad se sujeta 
al principio de necesidad conforme expresa exigencia legal; su aplica-
ción es facultativa del juez y, ante todo, son distintas de las medidas 
administrativas destinadas al restablecimiento de los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes13, las cuales son imponibles por auto-
ridades de la misma naturaleza de acuerdo con la distinción entre 
competencias vinculadas con políticas sociales -dirigidas a superar 
cualquier situación de riesgo de los adolescentes- y competencias en 
materia penal, orientadas a determinar su responsabilidad por la 
comisión de delitos.

Las sanciones corresponden a la consecuencia jurídica que el sistema 
consagra para el adolescente infractor declarado penalmente respon-
sable; son diferentes a las consagradas en el sistema de adultos y 
diversificadas, en esencia las mismas que consagraba el Decreto 2737 
de 1989, pero: (i) se les reconoce contenido aflictivo pues afectan nega-
tivamente derechos fundamentales; (ii) tienen finalidad formativa, 
pedagógica -educativa-, restaurativa y protectora; (iii) sólo pueden ser 
impuestas en la sentencia; (iv) son de naturaleza determinada pues 
están definidas legalmente en el máximo, excepto la privación de 
libertad que también está limitada en el mínimo; (v) son seleccionadas 

12	 Ibíd., artículo 187.
13	 Ibíd., artículo 53.
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y dosificadas conforme con criterios objetivos; (vi) pueden ser modi-
ficadas en desarrollo de su ejecución, atendiendo a las circunstancias 
individuales del adolescente y a la finalidad de las mismas; (vii) el 
tope máximo para la ejecución de la sanción de privación de libertad 
es el límite de los 21 años de edad del infractor y, (viii) sólo pueden ser 
impuestas al adolescente infractor -siguiendo el principio de que la 
responsabilidad penal es personal-. 

7.	 El juez requiere de preparación y conocimientos especiales no sola-
mente en materia de derecho penal sino del Derecho Internacional de 
los derechos del niño y de Derechos Humanos y: a. tiene discreciona-
lidad amplia, gobernada por los principios de flexibilidad y progresi-
vidad como fuente de derecho; b. sus determinaciones son impugnables 
y, por ende, la discrecionalidad judicial tiene control intraprocesal y 
extraprocesal -eventualmente por vía de acción de tutela o acción de 
habeas corpus- y, c. el interés superior del adolescente se traduce en la 
plena satisfacción de sus derechos y se constituye tanto en garantía del 
ejercicio del poder punitivo, como en criterio para resolver conflictos 
relacionados con los derechos de los adolescentes.

8.	 Por tratarse de un sistema de responsabilidad, el adolescente infractor 
goza de idénticas garantías que el adulto, entre ellas, el debido proceso 
reforzado y la de defensa técnica; que se constituye en condición de 
eficacia de la sentencia condenatoria.

9.	 El defensor de familia no es sujeto procesal; es interviniente especial y 
tiene la función específica de verificar la garantía de derechos del adoles-
cente infractor y tomar medidas para el restablecimiento de los mismos.

10.	 El proceso, por una parte, tiene como objeto específico: a. la responsa-
bilidad penal y b. la responsabilidad civil, y por la otra, tiene la función 
de garantizar la Justicia Restaurativa -como un plus de la justicia penal 
formal tradicional-. Además, ante la demostración de una causal de 
cesación de procedimiento, el juez la declara y el adolescente no es 
sujeto de limitación alguna de sus derechos.
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11.	 En relación con delitos considerados poco graves -aquellos cuya pena 
mínima establecida en el Código Penal colombiano no excede de 6 
años de prisión- contempla la remisión a mecanismos alternativos al 
proceso penal en los que cobra especial importancia la participación 
de la víctima para que, en virtud del acercamiento personal con el 
victimario adolescente, puedan resolver, de común acuerdo, las dife-
rencias que surgen de la conducta punible, evitando de esta forma 
la intervención del sistema penal; pero si esto no es posible, de todas 
formas, el proceso penal formal garantiza la JR y esto implica que el 
funcionario judicial debe actuar como garante de la misma.

1.1.2	 El enfoque restaurativo 

Ap	A ctividades pedagógicas 
Analice el fragmento de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional que a continuación se transcribe, y responda 
los interrogantes que se le plantean al final, orientados a 
determinar si ha comprendido la naturaleza del modelo 
restaurativo y su capacidad para establecer relaciones entre 
premisas vinculadas al tema específico: 

La Justicia Restaurativa como mecanismo alternativo para 
la resolución de conflictos (Sentencia C-979 de 2005).

(…) Las múltiples disfunciones que plantea en la actualidad 
el sistema penal, tradicionalmente justificado con fines esen-
cialmente retributivos y punitivos, ha dado lugar a un signi-
ficativo auge de nuevos enfoques orientados a enfrentar las 
inequidades que entraña tal situación. Estos enfoques se 
fundamentan en la introducción de una perspectiva restau-
radora como paradigma alternativo por medio del cual se 
puedan enfrentar tales disfunciones y sus consecuencias.

Aunque su planteamiento aparece asociado a movimientos 
conceptuales que involucran una crítica al carácter repre-
sivo y retributivo del derecho penal, y a la patente ineficacia 
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del sistema penitenciario como institución integradora del 
infractor a la sociedad, sus fuentes menos inmediatas se 
encuentran en teorías y procesos de contenidos diversos 
que transitan por lo religioso, lo cultural y lo ético.

Así, la Justicia Restaurativa se presenta como un modelo alter-
nativo de enfrentamiento de la criminalidad, que sustituye la 
idea tradicional de retribución o castigo, por una visión que 
rescata la importancia que tiene para la sociedad la recons-
trucción de las relaciones entre víctima y victimario. El centro 
de gravedad del derecho penal ya no lo constituiría el acto 
delictivo y el infractor, sino que involucraría una especial 
consideración a la víctima y al daño que le fue inferido.

Conforme con este modelo, la respuesta al fenómeno de la 
criminalidad, debe diversificar las finalidades del sistema.

Debe estar orientada a la satisfacción de los intereses de las 
víctimas (reconocer su sufrimiento, repararle el daño infe-
rido y restaurarla en su dignidad), al restablecimiento de la 
paz social, y a la reincorporación del infractor a la comu-
nidad a fin de restablecer los lazos sociales quebrantados 
por el delito, replanteando el concepto de castigo retribu-
tivo que resulta insuficiente para el restablecimiento de la 
convivencia social pacífica.

Desde una perspectiva psicológica se destaca que en este 
modelo, esa mirada al pasado orientada a escudriñar la culpa 
del ofensor, propia de los esquemas retributivos, es desplazada 
por una visión de futuro anclada en el propósito de búsqueda 
de mecanismos mediante los cuales se propicie que el ofensor 
se enfrente con sus propios actos y sus consecuencias, adquiera 
conciencia acerca del daño que ocasionó, reconozca y asuma su 
responsabilidad e intente la reparación del agravio. En conse-
cuencia, no es un enfoque basado en los merecimientos, sino 
en las necesidades emocionales, relacionales y reparatorias de 
las personas involucradas en el conflicto.

Ap
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El modelo de Justicia Restaurativa parte de la premisa 
de que el delito perjudica a las personas y las relaciones, 
y que el logro de la justicia demanda el mayor grado de 
subsanación posible del daño. Su enfoque es cooperativo 
en la medida que genera un espacio para que los sujetos 
involucrados en el conflicto, se reúnan, compartan sus 
sentimientos, y elaboren un plan de reparación del daño 
causado que satisfaga intereses y necesidades recíprocos.

La relevancia que esta materia ha adquirido en los últimos 
tiempos en las orientaciones político criminales, se refleja 
de manera significativa en Colombia, en el rango constitu-
cional que se imprimió a la Justicia Restaurativa en materia 
penal. En efecto, el Acto Legislativo 02 de 2003, explícita-
mente estableció que “La ley fijará los términos en que 
podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de Justicia Restaurativa”. 

A. Preguntas de selección múltiple con múltiple respuesta. 
Las preguntas constan de un enunciado y 4 opciones de 
respuesta identificadas con las letras a, b, c y d. Una o más 
opciones pueden completar correctamente el enunciado. 
Marque en la hoja de repuestas según el siguiente cuadro: 

MARQUE A, Si las opciones a, b y c completan correcta-
mente el enunciado

MARQUE B, Si las opciones a y c completan correctamente 
el enunciado

MARQUE C, Si las opciones b y d completan correcta-
mente el enunciado

MARQUE D, Si sólo la opción d completan correctamente 
el enunciado

Ap
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MARQUE E, Si todas las opciones completan correcta-
mente el enunciado

1.  La JR
a.	 	Da máxima trascendencia a la reparación de todos los 

efectos causados con el delito.
b.	 	Busca en el victimario, la toma de conciencia sobre su 

proceder ilícito.
c.	 	Le niega al castigo, la importancia que le da el Derecho 

penal tradicional.
d.	 	En Colombia, tiene rango constitucional. 

2. Desde la óptica de la JR, el delito es
a.	 	La conducta de un ser humano que causa daño concreto 

a la víctima.
b.	 	El comportamiento que destruye relaciones interperso-

nales y sociales. 
c.	 	Causa de sufrimiento y atentado contra la dignidad de 

la víctima.
d.	 	Un hecho histórico cuya consecuencia necesaria es la pena.

3. El auge actual de la JR obedece
a.	 	A las fallas del sistema penitenciario para lograr la rein-

serción social del infractor.
b.	 	A la drasticidad del sistema penal tradicional.
c.	 	A que le da protagonismo a la víctima del delito.
d.	 	A que sustituye el castigo por la comprensión hacia el 

adolescente infractor.

4.  El modelo alternativo de la JR. 
a.	 	Establece la reparación económica como condición para 

la solución de los problemas que derivan del delito.
b.	 	Reconoce que para la sociedad lo importante es el acer-

camiento personal entre víctima y victimario.
c.	 	Enfrenta el problema de la criminalidad con medidas 

equivalentes a la retribución con el castigo.

Ap
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d.	 	Destaca el sufrimiento y la dignidad de la víctima como 
intereses esenciales de la misma que deben ser satisfechos.

5.  La idea de la JR. 
a.	 	Es exclusiva del Derecho penal de adolescentes.
b.	 Tiene origen en las soluciones que desde la ética, la 

religión o lo cultural se dan frente a conductas no nece-
sariamente delictivas.

c.	 	Corresponde a una concepción de contenido eminente-
mente jurídico.

d.	 	Equivale a subsanar el daño ocasionado con el delito.

6.  En el enfoque de justicia penal restaurativa.
a.	 	Uno de sus valores esenciales es la reintegración social 

del victimario.
b.	 	La restauración por el daño causado está referido única-

mente a la víctima.
c.	 	La respuesta al problema de la criminalidad es más de 

contenido psicológico que punitivo.
d.	 	La reintegración social de la víctima es secundaria.

B. Preguntas de análisis de relación.
A continuación, encontrará preguntas que constan de una 
afirmación y una razón unidas por la palabra “PORQUE”. 
Usted debe determinar, si la afirmación y la razón son 
verdaderas o falsas y, si la razón es una explicación de la 
afirmación. Conteste en su hoja de respuestas según el 
cuadro siguiente:

MARQUE A, Si tanto la afirmación como la razón son 
VERDADERAS y la razón es una explicación correcta de 
la afirmación.

MARQUE B, Si tanto la afirmación como la razón son 
VERDADERAS pero la razón NO es una explicación 
correcta de la afirmación.

Ap
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MARQUE C, Si la afirmación es VERDADERA pero la 
razón es FALSA.

MARQUE D, Si la afirmación es FALSA y la razón es 
VERDADERA.

MARQUE E, Si tanto la afirmación como la razón son 
FALSAS.

1. En el enfoque de la JR, la justicia frente a un caso concreto 
es la solución real o material del conflicto gracias al acerca-
miento personal entre víctima y victimario

Porque
	La reinserción social de la víctima es un valor de la JR.

2. El modelo de la JR propicia que el infractor se enfrente a 
sus propios actos y sus consecuencias.

Porque
	La conciencia del daño causado tiene mejores efectos polí-
tico criminales.

3. En la JR, el centro de gravedad del proceso sigue siendo 
el delito y su autor.

Porque
	La víctima y el daño a ella inferido, merecen especial 
consideración.

4. El pago de los perjuicios ocasionados a la víctima es de 
la esencia de la JR.

Porque
La JR está fincada en las necesidades emocionales y relacio-
nales de víctima y victimario.

5. En la JR, la sanción es una consecuencia jurídica secundaria.
Porque

	El infractor de la ley penal también resulta afectado con el delito.

Ap



6. El Acto Legislativo 02 de 2003 define el concepto de la JR 
en nuestro medio.

Porque
La ley debe fijar los términos en los cuales podrán inter-
venir las víctimas en el proceso penal.

HOJA DE RESPUESTAS

Preguntas de selección múltiple con múltiple respuestas: 

1 2 3 4 5 6
A A A A A A
B B B B B B
C C C C C C
D D D D D D
E E E E E E

Preguntas de análisis de relación:

1 2 3 4 5 6
A A A A A A
B B B B B B
C C C C C C
D D D D D D
E E E E E E

A.- 1-E, 2-A, 3-B, 4-C, 5-C, 6-B.
B.- 1-B, 2-A, 3-D, 4-D,5-B, 6-D.

Ap
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1.2 PARTES E INTERVINIENTES EN EL SRPA

Las partes en el proceso penal de adolescentes, son las mismas del proceso 
penal de adultos: la Fiscalía como titular de la acción penal y la defensa 
-integrada por el adolescente y su defensor técnico quienes conforman una 
unidad para todos los efectos-; cuya actuación se rige por el principio “equa-
lity of arms” -igualdad de armas- que impone igualdad de posibilidades y 
equilibrio entre ambas, y entre quienes el juez debe dirimir el conflicto de 
intereses opuestos; los demás son intervinientes, con limitación para actuar 
en el proceso según la reglamentación de la ley penal adjetiva.

 1.2.1 La víctima y sus derechos en el SRPA

Ante todo, el concepto de víctima corresponde a la concepción amplia 
que establecen los instrumentos internacionales en el sentido de que es:

… toda persona que haya sufrido daños individual o colectivamente, 
incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida 
económica o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, 
como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una 
violación manifiesta de las normas internacionales de derechos hu-
manos o una violación grave del Derecho Internacional humanitario. 
Cuando corresponda,… ’víctima’ también comprenderá a la familia 
inmediata o las personas a cargo de la víctima directa y a las perso-
nas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar asistencia a 
víctimas en peligro o para impedir la victimización14.

 
Esta tendencia es prohijada por la jurisprudencia constitucional15, acogida 
en la ley procesal penal ordinaria16 y adoptada por el CIA17. 

14	 ONU. Resolución 2005/35 del 19 de abril de 2005.
15	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-516 de 2007. MP. Jaime Córdoba Triviño. Síntesis del 

desarrollo jurisprudencial sobre el punto.
16	 Ibíd. Sentencia C-516 de 2007, MP. Jaime Córdoba Triviño. Analizada la Ley 906 de 2004, 

en su artículo 132, la Corte declaró inexequible la palabra “directo” porque establecía una 
calificación del daño y, por ende, restringía el concepto de víctima. 

17	 CIA, artículo 144.
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Tiene la condición de víctima la persona natural o jurídica que sufre daño 
de cualquier naturaleza como consecuencia de la conducta antijurídica 
de un adolescente; entidad que, a su vez, le asigna la calidad de intervi-
niente con legitimación para actuar dentro de los límites que le impone 
la ley, desde el momento de la indagación hasta la terminación del juicio 
oral, inclusive, en el marco de la JR, en la ejecución de la sanción; calidad 
que le otorga la titularidad de todos los derechos consagrados expresa-
mente por la ley18, entre otros:

1.	 La reparación integral, la verdad, la justicia, la no repetición.

2.	 Ser oída y a que pueda aportar pruebas.

3.	 Recibir información para la protección de sus intereses.

4.	 Que el fiscal y/o el juez consideren sus intereses al adoptar una deci-
sión discrecional -por ejemplo: la aplicación del principio de opor-
tunidad; la aplicación de una determinada medida o sanción-, en 
relación con el adolescente.

5.	 Ser informada sobre la decisión que ponga fin al ejercicio de la acción 
penal e interponer contra ella recurso19. 

6.	 Actuar directamente -sin necesidad de abogado- en todas las fases de 
la actuación penal20.

7.	 Intervenir representada judicialmente por un o una profesional del 
derecho a partir de la audiencia preparatoria con la finalidad de buscar 
la verdad y la justicia21 e igualmente, la reparación material -con la 
indemnización de los perjuicios- o simbólica.

18	 LEY 906 DE 2004., artículo 11.
19	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-004 de 2003, MP. Eduardo Montealegre Lynett y 

C-209 de 2007, MP. Manuel José Cepeda Espinosa. “La víctima del delito es un interviniente activo, 
constitucionalmente legitimado para hacer valer sus derechos dentro del proceso penal. La Corte reconoció 
su derecho a controvertir las decisiones que sean adversas a sus derechos y a impugnar decisiones tales 
como las de preclusión de la investigación, de cesación de procedimiento y la sentencia absolutoria”. 

20	 CIA., artículo 137.
21	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-228 de 2002, MP. Manuel José Cepeda Espinosa. 

“Existe una tendencia mundial, que también ha sido recogida en el ámbito nacional por la Constitución, 
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8.	 Si carece de medios económicos, la Fiscalía le designe de oficio un 
abogado o abogada para que la represente a partir de la audiencia 
preparatoria22. 

9.	 A que, tanto la Fiscalía -en la fase investigativa (la anterior a la formulación 
de la acusación)- como el juez o la jueza -en la etapa del juicio oral- adopten 
oficiosamente las medidas para el restablecimiento del derecho23.

Los perjuicios no constituyen objeto de la investigación por parte de la 
Fiscalía en la fase anterior al juicio pues en ésta se ventilan únicamente 
la responsabilidad penal del imputado; tampoco constituyen materia de 
controversia en la audiencia del juicio oral atendiendo a que la discu-
sión jurídica sobre la responsabilidad civil directa o indirecta se da entre 
víctima y adolescente en una fase posterior a la declaratoria de responsa-
bilidad penal: en el trámite del incidente de reparación integral. Empero, 
en el actual sistema acusatorio la víctima sigue amparada por el principio 
de restauración -la ley le denomina de restablecimiento del derecho24- y, por 
ende, a partir de la audiencia de imputación: (i) puede pedir directamente 
-sin necesidad de abogado o abogada- al juez o la jueza de control de 
garantías medidas cautelares sobre los bienes del procesado que garan-
ticen la indemnización de perjuicios, acreditando sumariamente su 
condición de víctima25, la naturaleza del daño y la cuantía de su preten-
sión -caso en el cual debe prestar previamente caución conforme con las 
reglas del procedimiento civil-; (ii) la Fiscalía puede pedir al juez o la jueza 
de control de garantías la imposición de las medidas de aseguramiento 
real de los bienes del imputado, caso en el cual no se requiere prestar 
caución26; (iii) oficiosamente el juez o la jueza deben imponer al proce-
sado la prohibición de enajenar bienes sujetos a registro durante los seis 
meses siguientes a la formulación de la imputación27 y puede autorizar 

según la cual la víctima o perjudicado por un delito no sólo tiene derecho a la reparación económica 
de los perjuicios que se le hayan causado, trátese de delitos consumados o tentados, sino que además 
tienen derecho a que a través del proceso penal se establezca la verdad y se haga justicia. Esa tendencia 
se evidencia tanto en el texto constitucional como en el derecho internacional y el derecho comparado”. 

22	 CIA, artículo 137-5.
23	 Ibíd., artículos 22, 99 y 139-6.
24	 LEY 906 DE 2004, artículo 22.
25	 Ibíd., artículo 132.
26	 Ibíd., artículo 92-2.
27	 Ibíd., artículo 97. 
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operaciones mercantiles sobre bienes del procesado que faciliten el pago de 
los perjuicios28; (iv) en los delitos culposos la entrega definitiva de vehí-
culos se supedita a la garantía del pago de los perjuicios29; (v) el ejercicio 
del principio de oportunidad está guiado por el criterio de la reparación30 
y, dentro de éste, la suspensión del procedimiento a prueba está subordi-
nado a la reparación conforme con el enfoque de Justicia Restaurativa31 
y, (vi) la solicitud de preclusión de la investigación32 impone escuchar a 
la víctima33 quien puede alegar o solicitar pruebas para oponerse a ella34.

Al culminar la audiencia del juicio oral, si el sentido del fallo declara 
la responsabilidad penal del adolescente y la víctima decide ejercer la 
acción de reparación, solicitando la iniciación del incidente de reparación 
integral, adquiere dentro de éste la calidad de parte con las facultades y 
las cargas procesales y probatorias que tal calidad conllevan, entre ellas, 
si su pretensión es de carácter económico, probar el perjuicio, su cuantía 
y las calidades de cierto, directo y actual del mismo.	

1.2.2 Los padres o representantes legales del adolescente

En el SRPA, los padres o adultos responsables del adolescente tienen la 
condición de intervinientes especiales en el proceso penal. Su intervención 
está ligada exclusivamente al logro de la finalidad pedagógica y de la JR 
que tiene el proceso, las medidas y las sanciones. Tal calidad deriva: a. del 
deber que tiene la autoridad que realiza la aprehensión del adolescente, 
en el sentido de notificar “inmediatamente a los padres”35; b. del “derecho a la 
presencia de los padres o tutores… en todas las etapas del proceso” que le reco-
noce al adolescente la Regla 7.1 de Beijing; c. del principio de responsabilidad 

28	 Ibíd., artículo 98.
29	 Ibíd., artículo 100.
30	 Ibíd., artículo 324-1.
31	 CPP, artículos 325 y 326.
32	 Ibíd., artículos 331 y 332.
33	 Ibíd., artículo 333.
34	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-209 del 21 de marzo de 2007, MP. Manuel José 

Cepeda Espinosa, según la cual “las víctimas pueden allegar o solicitar elementos materiales 
probatorios y evidencia física para oponerse a la petición de preclusión del fiscal”. 

35	 REGLAS DE BEIJING. R. 10.1.
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parental36 que es consustancial también al ejercicio de la patria potestad, 
conforme al cual los padres tienen la obligación de orientar y acompañar 
al adolescente durante su proceso de formación; d. del principio de corres-
ponsabilidad (artículo 10 CIA), por cuya virtud los padres son responsables 
-junto con la sociedad y el Estado- del cuidado -reintegración social- del 
adolescente en el sentido de “formarles, orientarles y estimularles en el ejer-
cicio de sus derechos y responsabilidades” (artículo 39-3 Ibíd.); e. del deber de 
colaboración en el eventual tratamiento sancionatorio (artículo 178 Ibíd.), 
y, f. de la naturaleza participativa de la JR en la cual su intervención es tan 
importante como la del adolescente.

La calidad de interviniente especial que tienen los padres del adolescente 
obliga al juez o jueza a contar con su presencia para efectos del proceso 
de la JR y como tal tiene el deber de exigir a la Fiscalía y al defensor de 
familia (artículo 52-4 Ibíd.), el suministro de toda la información que por 
razón de su trabajo investigativo deben tener al momento de la audiencia 
de imputación y/o de la audiencia de acusación pues, a diferencia del 
sistema de adultos, en el SRPA, atendiendo a que la decisión del juez o 
jueza debe darles tanta importancia a las circunstancias personales de los 
adolescentes como a las del delito, parte del objeto de las indagaciones e 
investigación es la ubicación de los padres del mismo. 

La intervención de los padres o adultos responsables del adolescente en 
el proceso penal y/o restaurativo –sobre todo si el caso admite la solución 
alternativa- se circunscribe al proceso de la JR mas no a representar al 
adolescente judicialmente -ya que ello no es legalmente necesario pues el 
adolescente tiene capacidad para actuar por sí mismo-, ni a controvertir 
aspectos probatorios relacionados con la responsabilidad penal y menos 
a impugnar decisiones del juez o jueza pues para ello está el mismo 
adolescente y su defensor técnico. 

36	 CIA, artículo 14.
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1.2.3 El defensor de familia

De manera expresa, el CIA le otorga al defensor de familia -funcionario 
administrativo perteneciente al ICBF37- la condición jurídica de intervi-
niente en el proceso penal de adolescente en las etapas de indagación, 
investigación y juicio38, sin que esto signifique que tal calidad la pierde 
en la fase de ejecución de la sentencia pues: (i) es el ICBF la entidad que 
debe diseñar los lineamientos de los programas orientados a la materia-
lización de las sanciones e intervenir en la consecución de los fines peda-
gógicos de su ejecución39; (ii) su deber funcional permanece mientras el 
adolescente no adquiera la mayoría de edad y, (iii) la finalidad pedagógica 
y restaurativa del SRPA le impone el acompañamiento del adolescente 
hasta la culminación del proceso restaurativo.

La intervención del defensor de familia en “toda la actuación del proceso” 
penal de adolescentes está fincada esencialmente en el sentido protector 
del sistema y carácter prevalente de los derechos del adolescente40; por 
ende, tiene un doble objeto:

1.	 Verificar el estado de cumplimiento de cada uno de los derechos del 
adolescente infractor de la ley penal -salud, nutrición, vacunación, 
inscripción en el registro civil de nacimiento, ubicación de la familia 
de origen, entorno familiar, vinculación al sistema de salud y educa-
tivo, e inclusive para efectos de la aplicación de la sanción (par. 1, 
artículo 167 y 168 CIA)-, con la finalidad específica de asumir la asis-
tencia y protección del adolescente, es decir, para que el mismo ente 
administrativo -el ICBF-, como integrante del sistema de responsa-
bilidad penal de adolescentes, asuma el rol concreto que le asigna la 
ley adoptando las medidas administrativas enfocadas al restableci-
miento de esos derechos del mismo. Para la satisfacción de este objeto 
y finalidad específica el defensor de familia tiene iniciativa propia y 
autonomía funcional. 

37	 Ibíd., artículos 79 y 163-9.
38	 Ibíd., artículo 146.
39	 Ibíd., artículo 158, par.
40	 CONSTITUCIÓN POLÍTICA, artículo 44.
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2.	 Rendir los informes o estudios que la ley (artículo 82-3 y 189 CIA), 
le impone sobre la situación familia económica, social, psicológica, 
cultural, del entorno y todo aquello que conforme con el sentido de 
justicia de adolescentes, el juez o jueza debe considerar como condición 
para poder determinar el tratamiento sancionatorio más adecuado.

El objeto y finalidad indicados delimitan la facultad que el defensor de 
familia tiene para hacer peticiones en el proceso penal, razón por la cual 
no puede sustituir el rol del padre del adolescente; no está facultado 
para hacer de representante judicial del mismo ni puede ocupar el rol 
del defensor técnico -postulando pruebas, controvirtiéndolas o interpo-
niendo recursos-, tampoco le es admitido coadyuvar la pretensión sancio-
natoria de la Fiscalía ni plantear solicitudes en relación con cuya solución 
tiene iniciativa propia vinculada con sus competencias funcionales en el 
campo administrativo y que, por ello, no requieren de decisión judicial 
-por ejemplo: adoptar las medidas materiales para restablecer el derecho 
a la salud del adolescente puesto en riesgo por su situación de abandono 
familiar o actividad delincuencial-.

El carácter restringido de la intervención del defensor de familia en el 
ámbito jurídico procesal penal de adolescentes lo corrobora la jurispru-
dencia al precisar que debe existir relación directa entre las peticiones 
y las facultades que el CIA confiere al aludido interviniente “en aras de 
consultar el interés superior de adolescente y de preservar los roles que deben 
cumplir cada una de las demás partes e intervinientes”41.

1.2.4 El procurador de familia o el personero municipal en 
donde aquél no existe

Ejerce la función de Ministerio Público en el SRPA con fundamento en el 
artículo 277-7 de la CP y en el par., del artículo 95 del CIA que lo faculta para 
intervenir de manera eventual y facultativa cuando lo considere necesario 
para “la defensa de los derechos y garantías fundamentales…” del adolescente.

41	 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala Penal. Sentencia del 4 de marzo de 2009, proceso 30.645. 
MP. María del Rosario González de Lemos.



UNIDAD 1

56

Si el Ministerio Público decide intervenir en el proceso penal de adoles-
centes, su participación debe estar enfocada exclusivamente a la defensa 
del interés superior del adolescente y no a la consecución de alguno otro, 
por ejemplo: hacer prevalecer el castigo como medio disuasivo del delito; 
hacer más gravosa la situación del adolescente u oponerse al proceso de 
la JR, para darle papel preponderante a la justicia penal formal-. 

Este enfoque de actuación funcional tiene fundamento en la supremacía 
que el Derecho Internacional de los derechos del niño42 le da al interés de 
éste sobre cualquiera otro de la sociedad y, por lo mismo, torna en carente 
de interés jurídico cualquier petición que se divorcie del mismo; aspecto 
que no puede perder de vista tanto el juez o jueza de control de garantías 
como el de conocimiento. 

1.3	 EL JUEZ O LA JUEZA EN EL SRPA

A diferencia del sistema penal de adultos, en el cual el juez o jueza es 
esencialmente un árbitro, en el SRPA es además, un pedagogo; un formador 
que tiene el deber funcional, como director del proceso, de garantizar 
la JR; por ende, se le exige poseer no sólo el conocimiento y la capacita-
ción especial que el sistema impone, sino también las manifestaciones 
comportamentales y actitudinales que determinan el éxito de la JR en 
términos pragmáticos o aplicativos, entre ellas: 

1.	 Superar la mentalidad propia del sistema tutelar y tener en cuenta 
que el adolescente como titular activo de derechos tiene el deber jurí-
dico de asumir las consecuencias legales de sus actos, entre ellas, la 
reparación a la víctima.

2.	 Idear estrategias que convoquen al adolescente a la reflexión y apli-
carlas con la convicción de que lo más importante desde el punto de 
vista criminológico, político y social es la solución del conflicto que 
deriva del delito por la vía restaurativa y no con la producción de una 
sentencia de contenido formal.

42	 REGLAS DE BEIJING. R.2.3.a.b., y la CDN.
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3.	 Conciencia de que el adolescente, por carecer del grado de desarrollo y 
madurez que ha logrado el adulto; por tratarse de un sujeto en progreso 
desde el punto de vista cognoscitivo y psicosocial y, por lo mismo, tener 
posibilidades de rehabilitación, requiere de la oportunidad para redi-
rigir su conducta y reintegrarse a la sociedad pues el ser humano puede 
aprender de sus propios errores y, por ello, el adolescente infractor del 
la ley penal puede aprender de su propia experiencia y cambiar. 

4.	 Convencimiento de que las prácticas restaurativas se inician en 
nuestra actividad cotidiana y que en esa medida pueden ser aplicadas 
al proceso. Si el juez o jueza no cree que se logra más con la persua-
sión y la reflexión del adolescente que con la sanción, se constituye en 
un obstáculo serio para el desarrollo y progreso de la JR.

5.	 Fundamentación en la toma de sus decisiones con argumentos sólidos 
razonables y suficientes para demostrar el acierto de la misma; superar 
el miedo a equivocarse; resistir la presión social y/o de los medios 
de comunicación y evitar ser criticado, teniendo en cuenta que la 
jurisprudencia en materia de JR en el SRPA se construye día a día 
precisamente por parte de los jueces penales de adolescentes cuando 
resuelven los casos sometidos a su conocimiento.

6.	 Entendimiento de que, por razón de nuestra idiosincrasia, ancestro 
cultural, formación profesional eminentemente contenciosa y cierto 
grado de misoneísmo, justicia penal es sinónimo de castigo ejempla-
rizante como instrumento de prevención general y, por lo mismo, 
sus decisiones enmarcadas dentro de la idea de la JR pueden, inicial-
mente, generar incomprensión, resistencia y hasta rechazo, ante lo 
cual no puede desanimarse; por el contrario, la crítica debe servirle 
de incentivo para liderar el cambio de mentalidad tanto de quienes 
tienen la función de administrar justicia penal para adolescente como 
de la comunidad en general, teniendo en cuenta que las grandes obras 
-la idea de la JR es una de ellas- no se hacen en corto tiempo pues el 
desarrollo cultural es lento y regularmente marcado de obstáculos, 
razón por la cual el papel del juez o jueza consiste también en trabajar 
para que la JR se arraigue en nuestra cultura jurídica.
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7.	 Comprender que la problemática de un adolescente no es igual a la de otro 
y que no todos tienen idénticos conflictos personales, familiares, escolares, 
etc., razón por la cual el tratamiento sancionatorio no puede obedecer a pará-
metros rígidos frases de cajón; decisiones de cartabón e ideas preconcebidas.

8.	 Saber que la JR corresponde más a un enfoque filosófico para resolver 
la problemática del delito, cuyos beneficios para el ciudadano común y 
sociedad en general no depende de la ritualidad o del formalismo de los 
actos de administración de justicia penal sino de su compromiso; de su 
convencimiento sobre sus bondades; de su espíritu creativo acudiendo 
tanto al sentido común como al sentido natural de las cosas, pues más 
que un problema de conocimiento profundo en materia de ciencias 
jurídicas o sociales es, en últimas, un problema de actitud positiva para 
solucionar los conflictos que derivan de la violación a la ley penal.

9.	 Compromiso para asumir que el sistema penal de adolescentes no está 
centrado en el delito como hecho histórico sino en el adolescente y la 
víctima quienes se deben reconciliar y volver al seno de la sociedad, 
razón por la cual la tarea del juez o jueza tiene proyecciones sociales y 
políticas de mayor alcance como quiera que se vincula con el futuro de 
la sociedad. La JR puede no ser la solución más rápida a la problemática 
de la delincuencia de adolescentes pero sí la más efectiva para asegurar 
la calidad del capital de reserva de la sociedad: los adolescentes. 

10.	 Su tarea pedagógica restaurativa puede ser invisible desde el punto 
de vista cuantitativo ya que en sí misma no es medible pero, indiscu-
tiblemente, trascendente para la sociedad del futuro. En esta línea de 
pensamiento y de actuación, vale más el seguimiento de inicio a fin 
del caso de un adolescente que la producción de múltiples sentencias 
de contenido formal, pues en materia de justicia penal de adolescentes 
las decisiones no se cuentan; se pesan. Además, su labor no se centra 
solamente en la víctima y el victimario sino que, por vía indirecta, 
debe extenderla también a todos los que tienen que ver con el SRPA, 
pues no tiene sentido que el juez o jueza actúe y decida con enfoque 
restaurativo y las demás personas o instituciones que hacen parte del 
sistema actúen con criterio represivo-retributivo; mentalidad forma-
lista y propósitos meramente estadísticos.
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Ae	A utoevaluación
LA ADOLESCENTE Y SU REBUSQUE

Gertrudis -una niña de 15 años de edad, de origen campe-
sino, analfabeta y quien por razón de la condición de despla-
zada por la violencia tiene que subsistir por sus propios 
medios y ayudar a cuatro de sus hermanos menores-, fue 
capturada cuando vendía marihuana y se le incautaron 200 
gramos de la sustancia.

En la audiencia de imputación, la Fiscalía le hace cargos 
como autora de tráfico de estupefacientes (artículo 376-2 
del CP); cargo que reitera en la anuencia de acusación.

Al iniciarse la audiencia pública de juicio oral, el fiscal 
conmovido por la situación personal de la adolescente, 
alega que la sanción sería innecesaria y que “lo más aconse-
jable para el interés superior de la menor es que el ICBF le imponga 
una medida de protección”, razón por la cual -corrido el tras-
lado del pedimento al defensor, quien estuvo de acuerdo- 
dictó sentencia en la cual dispuso que el ICBF ubicara a la 
adolescente en un lugar sustituto (artículo 59 CIA), mien-
tras se localizaba a la familia de origen. 

Quid iuris:

1.	 ¿Cuál era el deber funcional del Juez o Jueza y cuál el del 
Fiscal en el momento de la audiencia de juicio oral en el 
marco del proceso penal de adolescentes?

2.	 ¿De qué manera se pueden materializar en este caso los 
requisitos o valores de la JR?

3.	 Analice cuál es el instituto procesal al que ha debido acudir 
el fiscal para solucionar el caso y materializar la JR?

4.	 ¿Tiene relación la decisión del juez o jueza de conoci-
miento con el objeto del proceso en el SRPA y con el 
deber de garantizar la JR?
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5.	 ¿Se compadece la decisión del juez o jueza penal de 
adolescentes con el sistema de responsabilidad propio 
del SRPA? ¿Es jurídicamente necesaria la orden judi-
cial para que a la infractora se le aplique una medida 
de restablecimiento de sus derechos? Jurídicamente, 
explique su respuesta.

 

Ae
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Unidad 2
EL CONCEPTO DE JUSTICIA 

RESTAURATIVA (JR), EN EL SRPA

Og	 Objetivo general de la unidad
Al culminar el tema de esta unidad, el y la discente estará 
en capacidad de identificar las bases y la estructura concep-
tual del modelo o enfoque de la JR en el SRPA, y aplicarlo 
a casos concretos.

Oe	 Objetivos específicos de la unidad
•• Señalar la noción de la JR en la Ley 960 de 2004.

•• Identificar el concepto de la JR en el SRPA y señalar los 
principios jurídicos sobre los cuales está fundado.

•• Identificar los derroteros establecidos por la Comunidad 
Internacional sobre la aplicación de la JR.

•• Enunciar los elementos estructurales de la JR y explicar 
su contenido.

•• Explicar las características, funciones condiciones, 
límites y fines de la JR.

•• Hacer la distinción entre programas y mecanismos de la JR.

•• Señalar en la experiencia comparada el funcionamiento 
de los programas de la JR.

•• Enunciar los valores de la JR.	  
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El CIA abandona el modelo de bienestar -sistema tutelar- que consagraba el 
anterior Código del Menor, para enfrentar el fenómeno de la delincuencia 
de adolescentes; empero, no utiliza el modelo de justicia neoliberal en el 
cual prevalece el objetivo disuasivo por medio del castigo con penas drás-
ticas -principio de retribución- con énfasis en la responsabilidad penal, 
sino que adopta un modelo en el que lo fundamental es el logro de la JR, 
en el entendido de que ésta deja mejores y mayores dividendos desde el 
punto de vista político, sociológico, criminológico y práctico.

Corresponde ocuparse aquí de qué es la Justicia Restaurativa; los 
elementos estructurales del concepto; las características; las funciones; 
los objetivos; los mecanismos; la forma como se concibe en la legislación 
colombiana; los límites; las condiciones; la diferencia del SRPA con el 
sistema de adultos; las vías para lograrla; a quién corresponde hacerlo y 
cómo se aplica en el proceso penal.

La expresión Justicia Restaurativa es, de cierta manera ambigua, máxime 
si se tiene en cuenta que la misma no hace parte de nuestra cultura jurí-
dica porque el sistema penal liberal formal ha estado siempre centrado 
en el infractor, el delito, la culpabilidad, el castigo como retribución por 
el daño causado a la sociedad con la vulneración de los bienes jurídicos 
tutelados por la ley penal, y en la observancia de las ritualidades proce-
sales, sin importar los resultados materiales respecto del restablecimiento 
de la víctima ni la reintegración social de ésta y del adolescente infractor. 

La JR sigue siendo hoy en nuestro medio -y en la mayoría de países de 
América Latina- un concepto cuyo contenido y alcance varía según la 
persona, la cultura y el lugar donde se la defina, motivo por el cual ni 
siquiera en el sistema penal de adultos, se puede hablar de su aplicación 
de manera más o menos consolidada; lo que existe hasta el momento 
en países de América del Sur como Brasil, Perú, Chile, Argentina y 
Venezuela, son intentos legislativos y prácticos para tratar de superar el 
esquema de Justicia penal formal tradicional respecto de los adolescentes, 
dándole -aunque no de manera uniforme y en todos los casos- particular 
trascendencia a la víctima; a la intervención de la comunidad en la solu-
ción del conflicto; a la desjudicialización de algunos delitos considerados 
poco graves; a la reparación del daño causado y a la resocialización tanto 
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de la víctima como del victimario; aspectos vinculados con la idea esen-
cial de la JR pero que, por no concebírseles como la parte de un todo, 
hacen difícil la unificación conceptual. 

Al no existir una definición universal única del concepto de la JR, su signifi-
cado debe hallarse, acudiendo al sentido semántico; al criterio en el contexto 
internacional y al contenido de las normas internas que aluden a la misma43.

Según su significado, restaurar significa “Reparar, renovar o volver a poner 
una cosa en aquel estado o estimación que antes tenía”44.

En sentido amplio, la JR es la reparación de todas las consecuencias del 
delito a todos los que han resultado afectados por el mismo para que las 
cosas vuelvan al estado de normalidad que existía antes de producirse el 
mismo; concepto en el cual se destaca la intervención de la víctima y del 
victimario en la solución del conflicto que entraña el delito.

Para efectos de la delimitación conceptual de la JR, el victimario sigue 
siendo la persona natural que realiza la conducta típica y lesiona sin justa 
causa el bien jurídico objeto de tutela penal, denominado también sujeto 
activo del delito, es decir, quien causa daño individual o colectivo. En el 
sistema penal de adolescente se habla del infractor de la ley penal o del 
adolescente en conflicto con la ley penal. La víctima, por una parte, es el centro 
de atención; sobre quien se concentra el modelo restaurativo45 y por la 
otra, se concibe, en términos amplios: (i) en la acepción técnico jurídica, 
como la persona natural o jurídica que sufre la vulneración de sus dere-
chos -daño- o a quien se les pone en situación de peligro; se identifica 
con el titular del bien jurídico o sujeto pasivo del delito y, (ii) en términos 
materiales, como el perjudicado, vale decir, toda persona que ha sufrido 
daño “real, concreto y específico, cualquiera sea la naturaleza de éste (…) así no 
sea patrimonial, como consecuencia directa de la comisión del delito. Obviamente, 
la víctima sufre también daño, en este sentido, es igualmente un perjudicado”46. 

43	 CONSTITUCIÓN POLÍTICA, artículo 250. LEY 906 DE 2004, artículos 518 y ss., entre otros.
44	 DICCIONARIO DE LA LENGUA ESPAÑOLA. 20 ed. Real Academia de la Lengua, Madrid, 1984.
45	 LEY 906 DE 2004, artículo 133. Sin que esto signifique “redundar en perjuicio de los derechos del 

imputado o de un juicio justo e imparcial”. 
46	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-228 de 2002, MP. Manuel José Cepeda Espinosa y 

Eduardo Montealegre Llynett.
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2.1 LA NOCIÓN DE JR EN LA LEY 906 DE 2004

El Código de Procedimiento Penal ordinario dedica un libro47 a la Justicia 
Restaurativa, en el cual delimita la idea de ella; establece el debido proceso 
de la misma; identifica los mecanismos para que ofendido y ofensor la 
logren; determina las condiciones para hacer la remisión de un determi-
nado caso al programa de la JR48 y las consecuencias jurídicas que derivan 
de la solución a la cual llegan las partes. Específicamente, en cuanto hace 
al concepto, consagra:

Definiciones. Se entenderá por programa de Justicia Restaurativa 
todo proceso en el cual la víctima y el imputado, acusado o senten-
ciado participan conjuntamente en forma activa en la resolución de 
cuestiones derivadas del delito en busca de un resultado restaurativo, 
con o sin la participación de un facilitador (artículo 518 inc. 1, Ley 
906 de 2004)49.

Se entiende por resultado restaurativo, el acuerdo encaminado a 
atender las necesidades y responsabilidades individuales y colectivas 
de las partes a lograr la reintegración de la víctima y del infractor en 
la comunidad en busca de la reparación, la restitución y el servicio a 
la comunidad” (artículo 518 inc. 2 Ley 906 de 2004).

Concepto. Mediación es un mecanismo por medio del cual un ter-
cero neutral, particular o servidor público designado por el Fiscal 
General de la Nación o su delegado, conforme con el manual que 

47	 LEY 906 DE 2004. Libro VI.
48	 Ibíd., artículos 518 y 520. 
49	 Otras legislaciones, como: la Ley de Justicia Especial para Adolescentes Infractores (Decreto 

618 de 2006), del Estado de Chihuahua en México, son más explicitas: “Artículo 14.- Justicia 
Restaurativa. Para la solución de las controversias materia de la presente Ley, se adopta el Principio 
de Justicia Restaurativa, entendido como todo proceso en el cual la víctima u ofendido, el adolescente 
y su padre, madre, o ambos, o representante, participan conjuntamente, en forma activa y en busca 
de un resultado restaurativo en la resolución de las cuestiones derivadas de la conducta típica. El 
resultado restaurativo, tiene como presupuesto un acuerdo encaminado a atender las necesidades y 
responsabilidades individuales y colectivas de las partes y a lograr la integración de la víctima u 
ofendido y del adolescente en la comunidad en busca de la reparación, la restitución y el servicio a 
la comunidad. El Ministerio Público, con la finalidad de lograr la Justicia Restaurativa utilizará, 
entre otros medios, la mediación y la conciliación”. En: http://www.congresochihuahua.gob.mx/
gestorbiblioteca/gestorLeyes/archivosLeyes/87.pdf.
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se expida para la materia, trata de permitir el intercambio de opi-
niones entre víctima y el imputado o acusado para que confronten 
sus puntos de vista y, con su ayuda, logren solucionar el conflicto 
que les enfrenta.

	
La mediación podrá referirse a la reparación, restitución o resar-
cimiento de los perjuicios causados; realización o abstención de 
determinada conducta; prestación de servicios a la comunidad; o pe-
dimento de disculpas o perdón (artículo 523 Ibíd.).

Las mencionadas disposiciones son aplicables al SRPA debido a que: (i) el 
CIA establece que el procedimiento penal para adolescentes “se regirá por 
las normas consagradas en la Ley 906 de 2004 (sistema penal acusatorio)…”50; 
norma ésta que necesariamente debe interpretarse sin perder de vista 
que en “el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se 
tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación 
social…”51; (ii) si bien las normas sobre JR no son de la esencia del sistema 
acusatorio -lo cual ha llevado a la tesis de que el Libro VI de la Ley 906 
de 2004 no es aplicable al SRPA porque éste tiene regulación especial que 
no consagra el mecanismo de la mediación-, lo cierto es que se trata de 
normas de contenido sustancial que en nada riñen con el interés superior 
del adolescente -principio que determina qué normas del procedimiento 
penal de adultos son inaplicables a los adolescentes que cometen delitos-; 
por el contrario, permiten realizar el derecho que tiene el infractor a que 
su caso sea resuelto con sujeción al principio de subsidiaridad, regulador 
del ejercicio de la acción penal contra los adolescentes y, (iii) carecería de 
sentido que el CIA le asigne al proceso la función de garantizar la JR y a 
las sanciones finalidad restaurativa52 y que, al unísono, impida la aplica-
ción de las normas ordinarias sobre la materia.

50	 LEY 906 DE 2004., artículo 144.
51	 ONU. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 14.4. Adoptado por la Asamblea 

General de Naciones Unidas, el 16 de diciembre de 1966 y aprobado por Colombia con la Ley 74 de 
1968.

52	 LEY 906 DE 2004., artículos 140 y 178.
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2.2. BASES PARA LA ELABORACIÓN DEL CONCEPTO 
DE LA JR EN EL SRPA

A. Los principios de la JR en el contexto internacional

En este trabajo se emplea la expresión principio para expresar la idea 
de fundamento, pauta o punto de referencia universal e ineludible en 
materia de responsabilidad penal de adolescentes53.

El criterio de la Comunidad Internacional -de más de 36 países de todos los 
Continentes que intervinieron en la discusión del tema y opinaron desde 
la óptica de su propia experiencia54- coincide en que por existir distintos 
matices o variantes de la misma idea según las diferentes culturas, no es 
posible plantear una definición universal del fenómeno, pero conciben la 
JR como un enfoque alternativo de las prácticas de justicia penal cuyos 
objetivos fundamentales son, entre otros, hacer asumir su responsabi-
lidad al autor, la participación de la víctima y victimario en la búsqueda 
de soluciones que favorezcan la reparación, la reconciliación y la tran-
quilidad; enfoque fundado, entre otras razones, en que el sistema de 
justicia penal adversarial no siempre es el más idóneo para la solución 
del conflicto que enfrentan la víctima, el victimario y la comunidad con 
ocasión del delito, razón por la cual se constituye -la Justicia Restaurativa- 
en una alternativa flexible -en cuanto es posible ajustarla según la cultura 
y las necesidades de cada sociedad-, complementaria del sistema penal, 
que compensa los defectos del mismo; utilizable en todas las etapas del 
ejercicio de la acción penal y adecuada para enfrentar el delito, cuya filo-
sofía puede sintetizarse en que:

53	 BARRETO ARDILA, Hernando y BARRETO ARDILA, Blanca Nélida. Principios de Derecho 
Penal. 2 ed. Editorial Gustavo Ibáñez, Santafé de Bogotá, 1997., p. 18. “En sentido lógico, un 
principio es un punto de partida, un concepto central o el fundamento de un sistema. Constituye el 
origen, fuente, génesis, inicio de un fenómeno o sustrato del mismo. (…) Es entonces la pauta necesaria 
que debe tener lugar en cualquier desarrollo conceptual, teórico o material de una ciencia o disciplina. 
(…) Por tener el carácter de sustrato fundamentador, debe poseer las cualidades de universalidad y no 
excepcionalidad, esto es, el desarrollo de un principio debe cumplirse de manera ineluctable y no puede 
haber lugar a salvedad alguna, so pena de desvirtuar su esencia”. 

54	 ONU. Consejo Económico y Social. Comisión de Prevención del Delito, Viena. 16 al 25 de 
noviembre de 2002.
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a) el delito es un acto que atenta contra las relaciones humanas; b) las 
víctimas y la comunidad ocupan un lugar central en los procesos de 
administración de justicia; c) la prioridad máxima en los procesos de 
administración de justicia es ayudar a las víctimas; d) la segunda prio-
ridad es rehabilitar a la comunidad, en la medida de lo posible; e) el 
delincuente tiene una responsabilidad personal ante las víctimas y ante 
la comunidad por los delitos cometidos; f) la experiencia de participar 
en un proceso de Justicia Restaurativa permitirá al delincuente mejorar 
su competencia y entendimiento; y g) las partes interesadas comparten 
responsabilidades en el proceso de Justicia Restaurativa, colaborando 
entre sí para su desarrollo55.

El concepto de la JR lo delimita el Consejo Económico y Social de la ONU 
que, con base en las discusiones y conclusiones de los expertos sobre la 
materia, determina los principios básicos para la aplicación de programas de 
Justicia Restaurativa en materia penal56; documento que, entre otros aspectos: 

1.	 Define la noción de “programa de Justicia Restaurativa”; delimita qué 
debe entenderse como “proceso restaurativo”; “resultado restaurativo”; 
“partes” y “facilitador”. 

2.	 Plantea directrices generales sobre programas de Justicia Restaurativa 
“a la vez que recomienda a los Estados miembros considerar la posibilidad de 
formular estrategias y políticas nacionales encaminadas al desarrollo de la 
Justicia Restaurativa, y al desarrollo de una cultura propicia para su utiliza-
ción entre las autoridades policiales, judiciales, organizaciones sociales y las 
comunidades locales”57. 

3.	 Establece el debido proceso de la JR: la utilización de programas 
restaurativos requiere mínimo la condición de imputado; consen-
timiento libre de las partes; acuerdo razonable y proporcionalidad; 
confidencialidad y subsidiaridad del proceso restaurativo.

55	 Ibíd. 
56	 Ibíd. Resolución 2000/14. Viena, 16 al 25 de abril de 2002. 
57	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-975 de 2005. MP. Jaime Córdoba Triviño.
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4.	 Determina que si fracasa la utilización del programa de la JR “los 
funcionarios de justicia penal se esforzaran por alentar al delincuente a que 
asuma su responsabilidad para con la víctima y las comunidades afectadas, y 
apoyarán la reintegración de la víctima y del delincuente en la comunidad”, 
en lo cual se deja claro que la restauración es un propósito que debe 
perseguirse aún ante el fracaso de los mecanismos alternativos y que 
tan importante es el proceso restaurativo como el resultado restaurativo. 

La Resolución mencionada, aunque no tiene la fuerza vinculante de un 
tratado, por reflejar la trascendencia que para la Comunidad Internacional 
tienen la JR se constituye en derrotero ineludible en atención a que: (i) los 
conceptos que desarrolla son de utilidad “para dar un marco conceptual a este 
instrumento de justicia, que si bien no es totalmente desconocido en el orden jurí-
dico colombiano, ha sido ampliado y sistematizado en materia penal por el modelo 
de procesamiento penal introducido a partir del Acto Legislativo 03 de 2002”58; 
(ii) determina la necesidad de implementar programas de la JR en materia 
penal como solución complementaria del sistema penal tradicional para 
hacer frente al fenómeno de la delincuencia; (iii) fija los estándares interna-
cionales a los que debe ajustarse la legislación interna que regula la JR y, 
(iv) por ende, se convierte en fuente interpretativa sobre la materia.

Colombia reconoce el poder vinculante de la aludida Resolución, razón 
por la cual, con los ajustes que imponen las necesidades políticas, econó-
micas, sociales y culturales del país -lo cual es admitido como válido en el 
texto de la misma Resolución- acoge el marco conceptual y los principios 
en ella recogidos, plasmándolos como legislación positiva bajo el epígrafe 
Justicia Restaurativa en el Código de Procedimiento Penal ordinario59.

2.2.1 Los principios del Derecho Internacional de los 
derechos del niño

El origen del concepto de la JR como principio regulador del SRPA se 
halla en la Regla 11 de Beijing que obliga al Estado colombiano a examinar 
la posibilidad de resolver los conflictos penales de los adolescentes “sin 

58	 Ibíd. Sentencia C-979 de 2005, MP. Jaime Córdoba Triviño. Consideraciones 42 a 44.
59	 LEY 906 DE 2004. Capítulo I, Libro VI, artículos 518 a 527.
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recurrir a las autoridades” judiciales y procurar “facilitar a la comunidad 
programas de supervisión y orientación temporales, restitución y compensación 
a las víctimas”60. Estas obligaciones derivadas del aludido instrumento de 
Naciones Unidas determinan que en la legislación interna 

se prevean opciones sustitutorias viables del procedimiento ante la jus-
ticia de menores en la forma de una remisión basada en la comunidad. 
Se recomiendan especialmente los programas que entrañan la avenen-
cia mediante la indemnización de la víctima y los que procuran evitar 
futuras trasgresiones de la ley gracias a la supervisión y orientación 
temporales. Los antecedentes de fondo de los casos particulares deter-
minarán el carácter adecuado de la remisión, aún cuando se hayan 
cometido delitos más graves (por ejemplo, el primer delito, el hecho de 
que se haya cometido bajo la presión de los compañeros del menor, etc.)61. 

La fuente normativa de los programas alternativos de la JR se encuentra 
igualmente en la directriz 5 de Riad -principios fundamentales- conforme 
con la cual, la prevención de la delincuencia de adolescentes demanda 
“estudiar sistemáticamente y elaborar medidas pertinentes que evitan crimina-
lizar y penalizar al niño por una conducta que no causa graves perjuicios a su 
desarrollo ni perjudica a los demás”.

Punto obligado de partida para la elaboración del concepto de la JR son 
los siguientes principios: 

1.	 Tratamiento diferenciado. El adolescente, salvo en materia de garantías 
procesales, no puede dársele tratamiento de adulto. El adolescente es 
distinto al adulto y por ello frente a la comisión de un delito, debe tratár-
sele acorde a su condición de persona en desarrollo y carente de la condi-
ción de adulto. Este principio está cimentado en las siguientes normas: 

Artículo 1 CDN. … se entiende por niño todo ser humano menor de 
dieciocho años de edad,…

60	 REGLAS DE BEIJING. R.11.4.
61	 Ibíd. Comentario R.11.4.
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Artículo 40.1 CDN. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo 
niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales,… que se 
tengan en cuenta la edad del niño... 

R. 2.2.a de Beijing. Menor es todo niño… que con arreglo al sistema jurídico 
respectivo, puede ser castigado por un delito en forma diferente a un adulto. 

R.18.1 de Beijing. Para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de lo 
posible el confinamiento en establecimientos penitenciarios, la autoridad 
competente podrá adoptar una amplia diversidad de decisiones. Entre tales 
decisiones, algunas de las cuales pueden aplicarse simultáneamente… 

R. I.1 de La Habana. … El encarcelamiento deberá usarse como 
último recurso.

2.	 Especialidad. El tratamiento del adolescente infractor, atendiendo a 
que carece de mayoría de edad, demanda normas sustantivas, proce-
dimientos, autoridades judiciales y sanciones especiales, distintas del 
sistema penal ordinario; principio que deriva del:

Artículo 40.3 CDN. Los Estados Partes tomarán todas las medi-
das… para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, 
autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se 
alegue que han infringido las leyes penales… 

Artículo 40.4 CDN. Se dispondrá de diversas medidas… así como otras 
posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegu-
rar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que 
guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción.

 
3.	 Interés superior del adolescente. Las decisiones en materia de respon-

sabilidad penal de adolescentes deben consultar ante todo el interés 
superior del niño. Las bases normativas de este principio son:

Artículo 3.1 CDN. En todas las medidas concernientes a los niños 
que tomen… los tribunales… una consideración primordial a que se 
atenderá será el interés superior del niño. 
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R.2.3 de Beijing. En cada jurisdicción nacional se procurará promul-
gar un conjunto de leyes… aplicables específicamente a los menores 
delincuentes… que tendrá por objeto: a) Responder a las diversas 
necesidades de los menores delincuentes, y al mismo tiempo proteger 
sus derechos básicos; b) Satisfacer las necesidades de la sociedad. 

R.10.3 de Beijing. Sin perjuicio de que se consideren debidamente las 
circunstancias de cada caso, se establecerán contactos entre los or-
ganismos encargados de hacer cumplir la ley y el menor delincuente 
para proteger la condición jurídica del menor, promover su bienestar 
y evitar que sufra daño. 

R.14.3 de Beijing. El procedimiento favorecerá los intereses del me-
nor y se sustanciará en un ambiente de comprensión, que permita 
que el menor participe en él y se exprese libremente. 

R.17.1 a. de Beijing. La respuesta que se dé al delito será siempre 
proporcionada, no sólo a las circunstancias y la gravedad del delito, 
sino también a las circunstancias y necesidades del menor, así como 
a las necesidades de la sociedad. 

Tal principio contiene los siguientes aspectos principales:	

Jurídicamente, es “la satisfacción integral y simultánea de todos sus Derechos 
Humanos, que son universales, prevalentes e interdependiente (…) el interés supe-
rior del niño es la plena satisfacción de sus derechos”62 y tiene doble función: 

a)	 Función hermenéutica, en cuanto es principio rector que permite resolver 
conflictos de derechos en los que se vean involucrados los niños63.

62	 CILLERO BRUÑOL, Miguel. El Interés Superior del Niño en el marco de la Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño. Ponencia presentada en el XI Curso de Especialización Protección 
Judicial del Derechos del Niños para jueces, abogados y fiscales de Colombia, Brasil, Chile, 
Paraguay y Uruguay, organizado por UNICEF, Universidad Diego Portales de Chile. Bogotá, 
septiembre-octubre de 2008. 

63	 CIA, artículos 6 y 144. 
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El principio favor menoris, en materia hermenéutica impone que “en 
todo caso se aplicará siempre la norma más favorable al interés supe-
rior del niño”64, lo que implica: 1) que la interpretación de las normas 
del CIA debe hacerse siempre en interés del adolescente infractor; en 
el enfoque de “impartirle, en consonancia con la evolución de sus facul-
tades, dirección y orientación apropiadas” para que “el niño, niña o adoles-
cente pueda tomar conciencia de las consecuencias de su actuación delictiva y 
de las responsabilidades que de ella se derivan”65 y, 2) que en la interpreta-
ción de las normas debe eliminarse aquella que niega las finalidades 
del sistema y, por lo mismo, van en detrimento de alcanzar la JR.

b)	 Función política, pues se erige en garantía ante el ejercicio del poder 
estatal orientado y limitando la discrecionalidad en la toma de deci-
siones por parte del juez o jueza que, al aplicar una determinada 
medida o sanción que afecte al o la adolescente, debe adoptar aque-
llas que promuevan sus derechos y no los que los restringen. También 
es criterio para la adopción de las políticas públicas en relación con 
los niños. Es “la premisa bajo la cual se debe interpretar, integrar y aplicar 
la normatividad de la niñez y la adolescencia, y que constituye, por ello, un 
límite a la discrecionalidad de las autoridades en la adopción de decisiones 
relacionadas con los niños”66. 

Los principios que determinan el interés superior del adolescente y 
gobiernan su aplicación efectiva son el de integralidad de la protección 
de los derechos67; máxima operatividad, prevalencia68 y absoluta excepcio-
nalidad de las medidas que restringen los derechos, razón por la que 
en la opinión internacional se sostiene que:

La protección del interés superior del niño significa, por ejemplo, 
que los tradicionales objetivos de la justicia penal, a saber, represión/
castigo, deben ser sustituidos por la rehabilitación y justicia restaura-
tiva cuando se trate de menores delincuentes. Esto puede realizarse 

64	 Ibíd., artículo 6.
65	 CDN, artículo 5. CIA, artículo 174.
66	 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Condición Jurídica y Derechos del 

Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 del 28 de agosto de 2002.
67	 CONSTITUCIÓN POLÍTICA, artículo 44. CIA., artículos 7 y 8.
68	 Ibid., artículos 9 y 17.



 EL CONCEPTO DE JUSTICIA RESTAURATIVA (JR), EN EL SRPA

73

al mismo tiempo que se presta atención a una efectiva seguridad 
pública… los niños que tienen conflictos con la justicia, incluidos los 
reincidentes, tienen derecho a recibir un trato que promueva su reinte-
gración y el desempeño de una función constructiva en la sociedad69.

El principio del interés superior del niño necesariamente impone: (i) 
atender a sus particulares condiciones personales, familiares, sociales 
y de entorno en especial, como factores mitigantes de su responsa-
bilidad social -penal-; (ii) no perder de vista que el mismo no es de 
naturaleza abstracta y teórica sino que se materializa en derechos 
tales como: no separarlo de su familia en la medida de lo posible; 
no ser sometido procesalmente al mismo tratamiento que se le da a 
los adultos; que su caso sea resuelto preferiblemente a través de los 
medios alternativos no judiciales; que la solución judicial se haga 
siempre en el enfoque pedagógico y restaurativo.

4.	 Subsidiaridad -Justicia alternativa-. El ejercicio de la acción penal, no 
debe ser la regla para enfrentar el fenómeno de la delincuencia 
de adolescentes; las soluciones por vía no judicial formal demues-
tran ser más eficaces. El origen de este derrotero se halla en las 
siguientes disposiciones:

Artículo 40.3 b CDN. Siempre que sea apropiado y deseable, [se de-
ben tomar medidas para tratar al adolescente infractor] sin recurrir 
a procedimientos judiciales… 

R.11.1 de Beijing. Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de 
ocuparse de los menores delincuentes sin recurrir a las autoridades 
competentes [judiciales]. 

Opinión consultiva OC–17/02 Corte Interamericana de DD.HH. 
Tratándose de responsabilidad penal de adolescentes se requiere ‘el 
empleo de medios alternativos de solución de controversias y que la 
actuación sea gobernada por el criterio de oportunidad… las nor-
ma internacionales procuran excluir o reducir la “judicialización” 

69	 ONU. Comité de Derechos del Niño sobre la Justicia Juvenil. Observación General 10 de 
2007 sobre Los Derechos del Niño en la Justicia de Menores.
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de los problemas sociales que afectan a los niños… en este sentido 
son plenamente admisibles los medios alternativos de solución de 
controversias’ (Fundamentos 119, 135 y 136).

R.11.2 de Beijing. La policía, el Ministerio fiscal y otros organis-
mos que se ocupen de los casos de delincuencia de menores estarán 
facultados para fallar dichos casos discrecionalmente, sin necesidad 
de vista oficial… 

R.11.3 de Beijing. Toda remisión que signifique poner al menor a 
disposición de las instituciones pertinentes de la comunidad o de 
otro tipo estará supeditada al consentimiento del menor o al de sus 
padres o su tutor... 

R.11.4 de Beijing. Para facilitar la tramitación discrecional de los 
casos de menores, se procurará facilitar a la comunidad programas 
de supervisión y orientación temporales, restitución y compensa-
ción a las víctimas. 

R.17.4 de Beijing. La autoridad competente podrá suspender el pro-
ceso en cualquier momento. 

Diz. 5 de Riad. Deberá reconocerse la necesidad y la importancia 
de aplicar una política progresista de prevención de la delincuencia, 
así como de estudiar sistemáticamente y elaborar medidas pertinen-
tes que eviten criminalizar y penalizar al niño por una conducta 
que no causa graves perjuicios a su desarrollo ni perjudica a los 
demás. La política y las medidas de esa índole deberán incluir: … 
c) Una intervención oficial que se guíe por la justicia y la equidad, 
y cuya finalidad primordial sea velar por el interés general de los 
jóvenes… f) La conciencia de que, según la opinión predominante 
de los expertos, calificar a un joven de ‘extraviado’, ‘delincuente’ o 
‘predelincuente’ a menudo contribuye a que los jóvenes desarrollen 
pautas permanentes de comportamiento indeseable. 

Diz. 6 de Riad. Deben crearse servicios y programas con base en 
la comunidad para la prevención de la delincuencia juvenil, sobre 



 EL CONCEPTO DE JUSTICIA RESTAURATIVA (JR), EN EL SRPA

75

todo si no se han establecido todavía organismos oficiales. Sólo en 
última instancia ha de recurrirse a organismos oficiales de control 
social… 

Diz. 58 de Riad. Deberá capacitarse personal… [Que] deberá estar 
al corriente de los programas y posibilidades de remisión a otros 
servicios, y recurrir a ellos en la medida de lo posible con el fin de 
sustraer a los jóvenes al sistema de justicia penal. 

5.	 Participación activa. En el proceso de adolescentes, se hace indispen-
sable la participación activa del infractor y de sus padres para que 
procuren la solución de los problemas del delito cometido por él 
mismo; principio que es proclamado por las siguientes normas.

Artículo 12 CDN. Los Estados Partes garantizarán al adolescente… 
el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos 
que afectan, teniéndose debidamente en cuenta su opinión… 2. 
Con tal fin, se dará en particular al adolescente oportunidad de ser 
escuchado, en todo procedimiento judicial… que lo afecte… 

R.7.1 de Beijing. En todas las etapas del proceso se [respetarán]… 
el derecho a la presencia de los padres o tutores del adolescente… 

R.10.1 de Beijing. Cada vez que un menor sea detenido, la deten-
ción se notificará inmediatamente a sus padres o su tutor, y cuando 
no sea posible dicha notificación inmediata, se notificará a los pa-
dres o al tutor en el más breve plazo posible.

 
6.	 Individualización. Atendiendo a que un adolescente no es igual a otro; 

a que su problemática es distinta a la de los demás, el tratamiento 
debe consultar sus específicas y concretas necesidades de toda 
índole. Este principio tiene apoyo en la Regla 16.1 de Beijing: “Para 
facilitar la adopción de una decisión justa por parte de la autoridad compe-
tente, y a menos que se trate de delitos leves, antes de que esa autoridad dicte 
una resolución definitiva se efectuará una investigación completa sobre el 
medio social y las condiciones en que se desarrolla la vida del menor y sobre 
las circunstancias en las que se hubiere cometido el delito”. 
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7.	 Discrecionalidad -flexibilidad del sistema-. Por tratarse de una persona 
en formación, permanente cambio y posibilidad de reorientación de 
su conducta, el juez o la jueza dispone de discrecionalidad amplia 
para acceder en la solución individual; entendida la discreciona-
lidad como “las atribuciones en las cuales la ley deja librada la evaluación 
de ciertos asuntos al criterio de los funcionarios competentes para aplicar 
una norma”70. Esta premisa tiene apoyo en dos normas básicas:

R.6.1 de Beijing. Habida cuenta de las diversas necesidades es-
peciales de los menores, así como de la diversidad de medidas 
disponibles, se facultará un margen suficiente para el ejercicio de 
facultades discrecionales en las diferentes etapas de los juicios y en 
los distintos niveles de la administración de justicia de menores, 
incluidos los de investigación, procesamiento, sentencia y de las 
medidas complementarias de las decisiones. 

R.6.3 de Beijing. Los que ejerzan dichas facultades deberán estar 
especialmente preparados o capacitados para hacerlo juiciosamente 
y en consonancia con sus respectivas funciones y mandatos. 

8.	 Reintegración Social. El objetivo fundamental de la justicia penal de 
adolescentes es lograr que el infractor pueda seguirse desenvol-
viendo como ciudadano valioso para la sociedad y en este sentido 
debe orientársele. Tal finalidad dimana de dos imperativos:

Artículo 40.1 CDN. Los Estados Partes reconocen el derecho de 
todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes y la impor-
tancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma 
una función constructiva en la sociedad. 

Artículo 14.4 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
El procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales 
se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimu-
lar su reintegración social. 

70	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-095 de 2007, MP. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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La discrecionalidad alude al poder de decisión y a los límites dentro de 
los que debe ejercerlo, motivo por el que la facultad para decidir aparece 
siempre reglada por la ley en forma detallada, o gobernada por los prin-
cipios que hacen parte del sistema jurídico -no necesariamente en normas 
positivas-; en relación con aquella o con estos se confronta la decisión 
para determinar si permanece dentro de los parámetros que permite el 
derecho; si ello es así, la revisión de la misma por vía de apelación tiene 
que ser confirmada; de lo contrario no, pues ello significaría aceptar el 
voluntarismo o la arbitrariedad en la administración de justicia, y lo que 
diferencia la decisión discrecional de la voluntarista es la motivación y 
fundamentación jurídica explícita por parte del Juez o la Jueza.

2.2.2 Los principios en el derecho interno

Los principios que rigen el SRPA surgen del contenido del derecho inter-
nacional de los derechos del niño y del derecho interno, los cuales le dan 
coherencia, consistencia, unidad e integridad tanto al ordenamiento legal 
en materia de responsabilidad penal de adolescentes como a la acción judi-
cial, a los que el juez o jueza recurre cuando conjuga dos órdenes de natu-
raleza distinta: el mundo de lo abstracto contenido en la norma y el mundo 
fáctico o real, vale decir, cuando aplica una proposición normativa, consi-
derando que en la formulación de la misma se utiliza un lenguaje abierto 
y muchas veces ambiguo o de cierta vaguedad que no permite identificar 
fácilmente el concepto o juicio de valor que la misma contiene71.

El SRPA está constituido por el conjunto de normas que en el derecho 
interno definen los aspectos sustantivo y procedimental en materia de 
justicia penal para adolescentes. El CIA72 precisa los “principios rectores 
y definiciones del proceso”; normas que cumplen tres funciones básicas: 1.- 
sistematizadora, en cuanto definen, entre otros, la tendencia del modelo de 
JR para adolescentes; el carácter y finalidad del proceso y de las medidas; 
el carácter garantista del mismo; establece los lineamientos y derro-
teros obligatorios que le dan solidez al sistema; identifican los criterios 

71	 LOVERA PARMO, Domingo. Razonamiento Judicial y Derechos del Niño: De ventrílocuos y 
marionetas. En: Revista Justicia y Derechos de los Niños, 10. UNICEF, Bogotá, 2008., p. 45.

72	 CIA. Libro II, Título I, Capítulo I.
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obligatorios que guían la totalidad de las normas que lo integran, al paso 
que determinan las pautas para la interpretación de las normas tanto 
sustantivas como procesales; 2.- garantizadora, toda vez que, en relación 
con los adolescentes infractores de la ley penal, se erigen en el límite del 
poder punitivo del Estado; regulan las facultades del funcionario judi-
cial; dan fuerza al derecho positivo por su contenido coercitivo; se cons-
tituyen en fuente obligada de derecho; proscriben determinadas figuras 
propias del sistema de adultos -como los preacuerdos, juzgamiento en 
ausencia y la consideración de antecedentes penales-; propenden por un 
derecho penal más humanitario y son fuente de deberes jurídicos inelu-
dibles para el juez o jueza en el ejercicio de la función y, 3.- integradora, 
en cuanto obligan a aplicar las normas de la misma naturaleza -princi-
pios rectores- contenidas en otros ordenamientos -la Constitución y los 
tratados internacionales-. 

Los principios que caracterizan al SRPA son, fundamentalmente:

1.	 Participación activa de las víctimas. Las víctimas tienen derecho a que se 
considere siempre su interés y a intervenir activamente73 en la solu-
ción del conflicto del que es parte; participación que se apoya en:

Artículo 1º de la CP. Principio de la dignidad humana, que pro-
mueve el derecho a conocer la verdad y a que se haga justicia; la 
participación como principio del Estado social de derecho y el dere-
cho fundamental a la administración de justicia.

Artículo 2º de la CP. El deber de los funcionarios judiciales de pro-
pender por el goce efectivo de los derechos. 

Artículo 93 de la CP. Los derechos y deberes deben interpretarse 
conforme con los tratados internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia.

Artículo 250-6-7 de la CP. Que le otorga rango constitucional a los 
derechos e intervención de las víctimas en el proceso penal.

73	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-454 de 2006, MP. Jaime Córdoba Triviño y C-1199 de 
2008, MP. Nilson Pinilla Pinilla.
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Acto Legislativo 03 de 2002. 7… la ley fijará los términos en que 
podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los mecanismos 
de Justicia Restaurativa. 

2.	 De prevalencia del derecho sustancial. Las formas procesales son sola-
mente instrumentos para lograr los fines de la justicia (artículo 228 de 
la CP y 10 Ley 906 de 2004).

3.	 3.	 De reparación y restauración -restablecimiento del derecho-. El 
adolescente tiene el deber de volver las cosas al estado en que se 
encontraban antes de producir el daño con su conducta, la cual cons-
tituye el fundamento, entre otras, de las siguientes normas:

Artículo 22 Ley 906 de 2004. Cuando sea procedente, la Fiscalía 
General de la Nación y los Jueces deberán adoptar las medidas ne-
cesarias para hacer cesar los efectos producidos por el delito y las 
cosas vuelvan al estado anterior, si ello fuere posible, de modo que 
se restablezcan los derechos quebrantados, independientemente de la 
responsabilidad penal. 

Artículo 140 CIA. El proceso deberá garantizar la Justicia 
Restaurativa, la verdad y la reparación del daño.

 
4.	 De eficacia de la administración de justicia. El ejercicio de la justicia debe 

solucionar el conflicto que surge del delito; aspecto en el cual hace 
énfasis el artículo 10 de la Ley 906 de 2004: “La actuación procesal se 
desarrollará teniendo en cuenta el respeto a los derechos fundamentales de 
las personas que intervienen en ella y la necesidad de lograr la eficacia del 
ejercicio de la justicia. En ella los funcionarios judiciales harán prevalecer el 
derecho sustancial”.

5.	 De posibilidad abierta para la restauración. Mientras no se haya adoptado 
una decisión judicial definitiva frente al caso, cualquier momento es 
oportuno para hallar una solución por vía alternativa que logre la 
restauración; principio que le da razón de ser al Artículo 174 CIA: “Las 
autoridades judiciales deberán facilitar en todo momento el logro de acuerdos 
que permitan la conciliación y la reparación de los daños”. 
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6.	 De aplicación preferente del principio de oportunidad. Frente a los adoles-
centes, el no ejercicio de la acción penal conforme con las causales 
legales resulta más adecuado para los fines de la Justicia Restaurativa. 
En el SRPA, la aplicación del principio de oportunidad no es la excep-
ción ni una facultad de la Fiscalía –como en el sistema de adultos-; 
se trata de un imperativo: “Las autoridades judiciales… tendrán como 
principio rector la aplicación preferente del principio de oportunidad” (artí-
culo 174 CIA). El carácter preferente de este principio, sólo le permite al 
fiscal, en el evento de que él mismo entre en conflicto con otro -por 
ejemplo: con el del interés superior del adolescente-, hacer la pondera-
ción a fin de demostrar que él mismo debe ceder para no vulnerar el 
que resulta razonablemente más relevante. 

7.	 De responsabilización. Lo fundamental es que el adolescente infractor 
tome conciencia y encare las consecuencias de sus actos; aspecto que 
pone de manifiesto el artículo 174 CIA: Los programas restaurativos, ’se 
realizarán con el consentimiento de ambas partes y se llevarán a cabo con una 
visión pedagógica y formativa mediante la cual el niño, la niña o el adoles-
cente pueda tomar conciencia de las consecuencias de su actuación delictiva 
y de las responsabilidades que de ella se derivan’. 

8.	 Del carácter y finalidad pedagógica, específica y diferenciada del proceso, las 
medidas y las sanciones. 

Conforme con este principio, el proceso, las medidas y las sanciones apli-
cables al adolescente infractor deben estar orientados, antes que a casti-
garlo, a que reflexione y “… pueda tomar conciencia de las consecuencias de 
su acción delictiva y de las responsabilidades que de ella se derivan…”74. Este 
principio está fincado en: 

Artículo 140 CIA. En materia de responsabilidad penal para adoles-
centes tanto el proceso como las medidas que se tomen son de carácter 
pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema de adultos, 
conforme con la protección integral. El proceso deberá garantizar la 
Justicia Restaurativa, la verdad y la reparación del daño. 

74	 CIA, artículo 174.
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Artículo 178 CIA. Las sanciones señaladas en el artículo anterior 
tienen una finalidad protectora, educativa y restaurativa, y se aplica-
rán con el apoyo de la familia y de especialistas. 
 
El juez podrá modificar en función de las circunstancias individuales 
del adolescente y sus necesidades especiales las medidas impuestas. 

9.	 Del carácter preferente e irrenunciable de los principios, normas y reglas en 
materia de responsabilidad penal de adolescentes; base fundamental que 
aparece en el artículo 5 CIA: “Las normas sobre los niños, las niñas y 
los adolescentes, contenidas en este código, son de orden público, de carácter 
irrenunciable y los principios y reglas en ellas consagrados se aplicarán de 
preferencia a las disposiciones contenidas en otras leyes”. 

Según las aludidas previsiones normativas, en el SRPA, la JR es todo 
proceso en el cual la víctima, el adolescente y sus padres o tutores parti-
cipan conjunta y activamente en la solución de las cuestiones derivadas 
del delito que aquél ha cometido, en busca de un acuerdo encaminado 
a lograr la responsabilización del adolescente, la reparación -material o 
simbólica- del daño causado, atendiendo a las necesidades y responsa-
bilidades individuales y colectivas de las partes , con el fin de lograr la 
reintegración social de la víctima y del adolescente, para lo cual son útiles 
la conciliación y la mediación como mecanismos alternativos.

2.3 LOS ELEMENTOS ESTRUCTURALES DEL CONCEPTO 

El concepto de la JR en el SRPA está edificado sobre cinco elementos 
esenciales: (i) la participación activa de la víctima y del adolescente para 
lograr un acuerdo restaurativo; (ii) la responsabilidad del adolescente, en 
el sentido de la toma de conciencia, por medio de la acción pedagógica y 
formativa, de las consecuencias de su acto delictivo y de las obligaciones 
que de ella derivan; (iii) la reparación del daño conforme sus particulares 
necesidades; (iv) la restauración o curación de la víctima y, (v) la reinte-
gración social de ésta y de aquél; elementos que no se miran en términos 
jurídicos pues no los determina la ley sino, en lo que hace al primero, el 
componente psicológico -capacidad del adolescente para dar cuenta de 
sus propios actos y asumir de manera voluntaria las consecuencias- y, 



UNIDAD 2

82

en todos, la actitud y la voluntad de los correspondientes protagonistas 
que forman los tres vértices de un triángulo: el adolescente, el ofendido 
y la comunidad, cuya figura geométrica representa el plano de igualdad 
en que cada una de las partes se halla y el cambio de la relación vertical 
del ejercicio del poder punitivo del Estado por una relación horizontal en 
la que víctima y adolescente, con o sin la ayuda de un facilitador -conci-
liador, mediador, convocador, etc.- dialogan, procuran la solución más 
acertada para ellos y se muestran abiertos a la reconciliación.

El sistema normativo determina que la JR se logra de dos formas: (i) en 
el proceso penal mediante la acción pedagógica del funcionario judicial 
y, (ii) de manera alternativa, por fuera del proceso judicial, con programas 
restaurativos desarrollados mediante procesos de la misma naturaleza, de 
los cuales son mecanismos básicos la conciliación y la mediación.

Esos cinco elementos del concepto de la JR sintetizan los valores básicos 
que la integran: 

1.	 La participación activa del adolescente, la víctima y, cuando sea del caso, la 
comunidad -principio de inclusión-, comprometidos en la controversia 
derivada del injusto a fin de lograr la solución del mismo conforme 
con sus particulares intereses, necesidades y expectativas. La partici-
pación no está referida al tratamiento de la víctima y del adolescente 
como “sujetos jurídicos” dentro del proceso penal adversarial sino 
como los actores -“de carne y hueso”- del conflicto que ellos mismos 
pueden solucionar. 

2.	 La aceptación de responsabilidad del adolescente, no en el sentido jurídico 
y como presupuesto para terminar de manera anticipada el proceso 
penal acusatorio, sino como el efecto formativo del adolescente al 
encarar o afrontar las consecuencias de su proceder ilícito por virtud 
de la toma de conciencia sobre el daño que ha causado a la víctima y a 
la comunidad, reconocer su error y rectificar; es esto lo que se deno-
mina responsabilización. El punto de partida aquí es la idea de que la 
conciencia del infractor genera efectos más efectivos, rápidos y econó-
micos que los que podrían producir el castigo.
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3.	 La reparación del daño causado con el delito a la víctima y/o a la comu-
nidad, conforme con sus necesidades. La reparación, cuando existe 
acercamiento personal y participación directa de víctima y victimario, 
depende del acuerdo entre aquella y éste, que se traduce en el resultado 
restaurativo, razón por la cual éste puede estar referido a la reparación 
material que se hace de dos formas internacionalmente aceptadas: 

a)	 La indemnización con el pago de la suma de dinero que compensa los 
daños y perjuicios causados con el delito; compensación pecuniaria75 
que incluye el valor del daño emergente, el lucro cesante -consolidado 
y futuro-; el perjuicio moral -objetivo y objetivable-, los cuales pueden 
ser eventualmente determinados desde el punto de vista cuantitativo 
en el incidente de reparación integral y, 

b)	 La rehabilitación, traducida en todo aquello que materialmente hace el 
infractor de la ley penal para lograr que la víctima reciba todo tipo 
de atención, asistencia o tratamiento -médico, hospitalario, psicólo-
gico, ocupacional, etc.- que le permita volver a desempeñarse como lo 
hacía antes de haber recibido la ofensa76.

El acuerdo reparatorio puede estar referido a la reparación simbólica77, 
en la que lo trascendental para la víctima es la actitud y/o la acción del 
adolescente infractor para manifestar su arrepentimiento y propósito de 
cambio; modalidad de reparación que universalmente reviste dos formas 
básicas: la satisfacción y la garantía de no repetición, por medio de acciones 
del adolescente infractor que materializan el sentido de justicia de o en la 
víctima, en la que se contempla las siguientes posibilidades que la legis-
lación interna recoge en el artículo 523-2 de la Ley 906 de 2004:

i)	 El ofrecimiento de disculpas; la manifestación de arrepentimiento 
o de vergüenza por el comportamiento observado y/o la petición de 
perdón, aceptados por la víctima;

75	 CONVENCIÓN EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS. Se inclina por el concepto de reparación 
en sentido económico. Roma, 4 de noviembre de 1950. 

76	 LEY 906 DE 2004., artículo 328-8. 
77	 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. En sus diferentes fallos, a diferencia 

del criterio europeo, prohíja la reparación simbólica con la verdad y la justicia como complementarios 
de la reparación material.
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ii)	 El servicio a la comunidad como forma de restablecer la relación 
destruida con el delito, aún cuando el daño no sobrepase la órbita 
personal de la víctima y, con mucha más razón, cuando la afectada es 
también la comunidad;

iii)	 El trabajo o actividades en beneficio de la víctima en aquellos casos en 
los que resulta posible; 

iv)	 La realización por parte del adolescente de acciones o programas en 
su propio beneficio -terminar sus estudios; capacitarse en determi-
nado arte u oficio, etc.- y, 

v)	 Observar determinado comportamiento positivo o negativo dirigido 
a reorientar su conducta -hacer parte de un equipo deportivo; inte-
grar un grupo cultural; no asistir a determinado sitio, etc.-. 

4.	 La restauración, curación o restitución que se logra por virtud de acciones 
que le permiten a la víctima restablecerse satisfactoriamente de los 
estragos del delito, partiendo de la base de que lo que diferencia la 
justicia penal formal de la restaurativa es que en aquella lo justo lo deter-
mina previamente la ley en abstracto y sin atender a las necesidades 
de víctima y victimario, mientras ésta 

incluye elementos subjetivos en la definición de lo justo. En efec-
to, lo justo se determina principalmente por un sentimiento de las 
partes de haber sido tratadas con equidad y de sentirse satisfechas 
con la respuesta restauradora, más que en la aplicación correcta de 
un procedimiento y reglas objetivas (…) Así, la justicia o lo justo es 
evaluado de acuerdo al grado en que la responsabilidades se hacen 
efectivas, y la sanación (de personas y relaciones) es promovida78. 

78	 BLANCO, Rafael et al. Justicia Restaurativa: Marco Teórico, Experiencias Comparadas y Propuesta 
de Política Pública. Colección de investigaciones jurídicas, 6. Universidad Alberto Hurtado, 
Santiago de Chile, 2004., pp. 15 y 25. En: versión Web. 
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La restauración implica entonces, curar las heridas producidas con el 
delito tanto al ofensor como a la víctima; la aceptación de que no hay 
vencedor ni vencido y, por ende, la tranquilidad de la víctima, del victi-
mario y de la comunidad. En estos términos, tratándose de justicia penal 
para adolescentes, el objetivo es “alcanzar la equidad”79 como manifesta-
ción de justicia material. Existe Justicia Restaurativa cuando la víctima 
expresa e inequívocamente se declara satisfecha con la manifestación 
de vergüenza, de arrepentimiento y la petición de perdón por parte del 
ofensor pues con ello se satisfacen los valores esenciales de la JR y se 
logran los fines de la misma80.

5.	 La reintegración social tanto del victimario como de la víctima, lo cual 
implica que al adolescente infractor se le despoja de la etiqueta de 
delincuente o del estigma que le impide desenvolverse como ciuda-
dano; la comunidad lo acepta como ser humano valioso e indispen-
sable para producción de cultura, progreso y civilización. Lo propio 
acontece con la víctima que apoyada en la seguridad y tranquilidad 
que le significa el proceso restaurativo, se puede seguir desempe-
ñando en su cotidianidad sin mayor preocupación ni sobresalto.

79	 DIRECTRICES DE RIAD. Dz. I.5.c. CIA, artículo 12.
80	 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala Penal. Sentencia del 17 de marzo de 2009, proceso 

30.978, MP. Yesid Ramírez Bastidas. En su jurisprudencia, así lo ha reconocido: “Como para 
los efectos del incidente de reparación, el particular Alfonso del Cristo Hilsaca Eljaude manifestó no 
tener ningún interés económico y estar satisfecho con la aceptación de cargos por parte del acusado, 
surge evidente que para esta víctima resultó suficiente la obtención de verdad y la aplicación de justicia 
que conlleva la pena derivada del acuerdo suscrito entre el acusador y el acusado. Y como la víctima 
Dirección Nacional Ejecutiva de Administración Judicial, expresó por medio de su apoderado que a 
título indemnizatorio resultaba suficiente una declaración expresa de arrepentimiento y perdón por 
parte del procesado, lo que en efecto ocurrió al aceptar éste tal medio de resarcimiento y proceder 
inmediatamente dentro de la audiencia correspondiente a expresar su solicitud de perdón y el dolor que 
le ha causado el incumplimiento de sus deberes oficiales al utilizar su función de fiscal para constreñir a 
un ciudadano, se entiende plenamente realizada la justicia y satisfechas las exigencias que de la misma 
hicieron las víctimas dentro del presente asunto, además, se estima que este tipo de acción condujo a 
la recuperación institucional de la Fiscalía General de la Nación. La Sala resalta que Administración 
Pública ordinariamente no puede renunciar a la reparación económica derivada de algunos delitos, 
como ocurre por ejemplo cuando las acciones delictivas generan al menoscabo de su patrimonio, pero en 
punibles como la concusión es posible que se satisfagan los derechos de las víctimas con manifestaciones 
de arrepentimiento y contrición por parte del enjuiciado, resarcimiento simbólico que cada día cobra más 
fuerza y que genera un positivo y profundo impacto social que permite realizar algunas de las funciones 
preventivas que cumple el derecho penal (…) De lo anterior se sigue que en materia penal la reparación 
simbólica se erige en un instrumento idóneo, adecuado y proporcional de restablecimiento de los 
derechos de las víctimas cuando ellas no pueden o renuncian a acceder a compensaciones patrimoniales, 
cumpliendo de esa manera la jurisdicción penal una importante labor promocional”. 
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Puede hablarse de la JR aún en el caso cuando la víctima se niegue a parti-
cipar en el acercamiento personal con el adolescente, bajo la condición de 
que éste participe activamente en el proceso restaurativo; reconozca su 
error; asuma su responsabilidad y haga todo cuanto esté a su alcance 
para reparar a la víctima y rectificar. En el enfoque del CIA, no es condi-
ción indispensable la participación o el consentimiento de la víctima para 
lograr los propósitos de la JR pues, en últimas, de lo que se trata es que 
el adolescente tome conciencia; afronte las consecuencias negativas de su 
conducta; repare el daño causado con la misma; se posibilite el restableci-
miento de las relaciones personales y sociales rotas con el delito y abrir la 
vía expedita a la reintegración social del infractor como una persona que 
cometió un error pero, siendo consciente de ello, redirecciona su futuro.

Puesto que la experiencia indica que la víctima no siempre está intere-
sada en intervenir activamente en el proceso restaurativo, el concepto 
de Justicia Restaurativa no puede ser absoluto; contempla la posibilidad 
de acciones restaurativas que no necesariamente responden al encuentro 
personal entre víctima y victimario; idea ésta que justifica el enfoque 
restaurativo del sistema de justicia aún ante el fracaso de los programas 
alternativos -no judiciales- de la JR. Ahora, si el victimario decide simple-
mente reparar el daño o el perjuicio causado -o lo hace por él un tercero- 
se estará en presencia de justicia reparativa pero no restaurativa, y, como tal, 
no satisface el valor de la restauración, como propósito básico del SRPA.

2.4 LINEAMIENTOS DE LA JR

2.4.1	Características

En contraposición con el sistema penal formal liberal, en términos de la JR:

El delito es un comportamiento humano que ocasiona daño concreto a la 
víctima; afecta también negativamente al adolescente y destruye las rela-
ciones interpersonales y sociales indispensables para la convivencia pacífica.
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El victimario es la persona física con sus propias necesidades y circunstan-
cias que inciden en el momento de cometer el delito quien, por una parte, 
debe sentir vergüenza por el acto ilícito que ha realizado y, por la otra, 
contrae por razón de aquél, una obligación con la víctima la cual paga 
reparando el daño causado y restaurando la relación personal destruida. 
En este sentido, significativo peso tiene frente al concepto de la JR la teoría 
de la “vergüenza restauradora” de John Braithwaite, conforme con la cual 
los especiales vínculos con la comunidad y nexos con las personas del 
entorno al que pertenece el infractor -familia, escuela, amigos, etc.-, por 
una parte, le imponen la obligación personal de comportarse conforme 
con el sistema de valores y, si no lo hace, de otra, ellas tienen el poder de 
inducir en él vergüenza con efectos reintegradores que resulta más eficaz 
que el reproche que le puede hacer al adolescente infractor un tercero a 
quien no conoce: el juez o jueza81. 

La víctima es la persona de carne y hueso que de manera directa o indi-
recta sufre daño con el acto del adolescente; a quien se le generan necesi-
dades específicas; quien requiere ser reparada; restaurada en su dignidad 
y rehabilitada socialmente.

La víctima y el victimario son los protagonistas principales del problema 
que genera la acción delictual, quienes por ende, están en condiciones 
de igualdad, permanecen apropiados del mismo para lograr una solu-
ción conforme con sus propias necesidades y se constituyen en fuente de 
justicia y equidad frente a su propio caso.

81	 BLANCO, Rafael et al. Ob. Cit., p. 17. En versión Web. “Desde un punto de vista criminológico, 
John Braithwaite, en su obra Crime, Shame and Reintegration (1989), ha desarrollado la teoría de 
la ‘vergüenza re-integradora’, la cual ha proporcionado un fundamento empírico para adoptar 
modelos de Justicia Restaurativa que serian más efectivos en el control de la criminalidad que la 
retributiva que produce la estigmatización de los ofensores. La estigmatización produce como efecto la 
dificultad de llevar una vida como ciudadanos responsables de la comunidad. Braithwaite postula que 
la vergüenza es una emoción que se genera cuando los actos delictuales son reprobados por quienes 
tienen un lazo de cuidado con el ofensor, y que esta tendrá efectos preventivos de la criminalidad. 
Sin embargo, para que la vergüenza no degenere en estigmatización y alienación del autor (que ha 
sido criticada por las teorías de labelling approach como criminógenas), es necesario que se mantenga 
durante el acto de reprobación social o comunitaria, un permanente vinculo de respeto por la persona 
del ofensor, y que seguida de actos de arrepentimiento y perdón, continúe con actos concretos de 
reintegración del ofensor de la comunidad. Esta teoría ha ayudado en el desarrollo y afinamiento de 
numerosos programas de Justicia Restaurativa, siendo uno de los más conocidos el modelos Waga 
Waga de Conferencias Comunitarias o Familiares desarrollado en Australia”. 
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 La culpabilidad se centra en reprobar el acto delictual -no al autor-; es 
un concepto relativo en cuanto puede ser minimizada por la toma de 
conciencia por parte del victimario sobre su proceder ilícito, el reconoci-
miento del error, el arrepentimiento y la reparación de las consecuencias 
negativas del delito.

La reparación es de la esencia de la restauración y no una mera expecta-
tiva; es el centro de preocupación del proceso de justicia. 

La responsabilidad penal se centra en la actitud y conducta positiva del autor, 
encaminadas a borrar las consecuencias del daño ocasionado; volver las 
cosas al estado anterior y restaurar las relaciones personales y sociales 
alteradas con la conducta social y legalmente reprobada.

El castigo es una solución jurídica secundaria pues lo principal es la repa-
ración del mal causado, la restauración, la reconciliación entre víctima y 
victimario más la reintegración del agredido y del agresor a la comunidad.

La justicia es la solución del conflicto de manera material, con proyección 
futura; acudiendo al diálogo; a la comunicación personal de quienes han 
resultado afectados con el delito -víctima y victimario-, con la colabora-
ción de su círculo o comunidad de apoyo -constituida por todas aquellas 
personas vinculadas con cada una de aquellas por razones legales, de 
afecto, amistad, etc.-; sin fomentar la diferencia o el antagonismo propio 
del sistema penal acusatorio; incentivando el sentido de responsabilidad 
del adolescente y acudiendo a mecanismos que permiten las manifesta-
ciones de los sentimientos de dolor, angustia, arrepentimiento, perdón 
y reconciliación. La eficacia de la justicia se determina por el grado de 
satisfacción de las partes a la culminación del proceso restaurativo con el 
que se subsanan las consecuencias del delito.

La reintegración social es el producto del proceso restaurativo que genera 
en la comunidad actitud positiva frente a la víctima y el victimario para 
permitirles seguirse desenvolviendo en el seno de la misma como seres 
humanos valiosos importante desde todo punto de vista.
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2.4.2	Funciones

Frente al sistema tradicional de justicia penal, la Justicia Restaurativa cumple 
básicamente las funciones de: 1. compensación de los defectos del sistema 
penal acusatorio en lo relacionado, por ejemplo: con: el acceso restringido 
a la administración de justicia por razones económicas; la producción de 
menos daño tanto a la víctima como al adolescente por virtud del enfren-
tamiento que propicia el sistema acusatorio en el cual predomina la idea de 
vencedor y vencido y generar más beneficio para todos, acorde con las nece-
sidades regionales, étnicas, culturales, etc.; 2. restablecimiento del equilibrio en 
cuanto permite igualar la condición jurídica del adolescente infractor con la 
de la víctima; 3. complementación en lo que hace al concepto de lo justo ya que 
éste depende de las partes y no de lo que determine la ley o el fallo judicial, 
razón por la cual se entiende que la JR la hacen las partes con la dirección del 
juez; 4. prevención de conflictos que pueden generar otros y mayor violencia; 
5. descongestión pues en la medida en que se reduzca el número de casos 
que llegan al juicio oral, aumenta la posibilidad de que el aparato judicial se 
concentre en delitos de mayor trascendencia socio-política y, 6. economía, toda 
vez que disminuye los costos que demanda adelantar el juicio y materializar 
el castigo en el cual se centra el sistema de justicia penal formal. 
 

2.4.3	Condiciones

La utilización de programas restaurativos debe sujetarse al debido proceso 
propio de la JR orientado a garantizar: (i) la presunción de inocencia, el 
buen nombre y no autoincriminación del infractor; (ii) la autonomía de la 
voluntad de éste y de la víctima y la participación de ambos y, (iii) la obje-
tividad e imparcialidad con la que el mediador -facilitador, conciliador, 
etc.- debe dirigir el proceso que desarrolla el programa restaurativo.

Universalmente82, se conviene que la utilización de programas de la JR requiere:

1.	 Oportunidad abierta para recurrir a ellos, lo cual permite utilizarlos 
en cualquier etapa del sistema penal de justicia. Esto implica la 
posibilidad de lograr la JR en la fase de antejuicio, en la etapa del 

82	 ONU. Consejo Económico y Social. Documento 2000/14.
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juicio, o en la fase de la ejecución de la sanción -tercera etapa del 
ejercicio de la acción penal-. 

La posibilidad de recurrir en todo momento a programas alternativos 
de la JR lo enfatiza de manera expresa la Comunidad Internacional en 
el comentario a la figura jurídica de la “remisión de casos”, establecido 
como regla del procedimiento penal para adolescentes, por virtud 
de la cual el caso puede ser sustraído de los jueces penales para ser 
resueltos por una autoridad no judicial u otro organismo determi-
nado por la comunidad83. Tal condición lleva a que las autoridades 
judiciales tienen el deber jurídico de “facilitar en todo momento el logro 
de acuerdo que permitan la conciliación y la reparación de los daños”84.

2.	 Mérito probatorio para hacer imputación al adolescente infractor con 
cuya exigencia se garantiza la presunción de inocencia y el buen 
nombre del mismo. Esto se traduce en que debe existir “un mínimo de 
prueba que permita inferir la autoría o participación en la conducta punible”85; 
exigencia que en materia de derecho penal de adolescentes, desarrolla 
el principio de legalidad del delito consagrado como condición del 
ejercicio de la acción penal en los instrumentos internacionales86. Los 
programas de la JR sólo proceden en relación con comportamiento 
con trascendencia jurídico-penal en sentido estricto “independiente-
mente de la responsabilidad penal”87.

En los términos del CIA y de la Ley 906 de 2004, el concepto de 
Justicia Restaurativa necesariamente está vinculado con el ejercicio 
de la acción penal por parte de la Fiscalía; permanece subordinado a 
la existencia del proceso penal formal, razón por la cual el adolescente 
debe tener por lo menos la calidad de imputado88; esto se traduce en que 

83	 REGLAS DE BEIJING. R.11.2, Comentario: “… la remisión puede utilizarse en cualquier momento del 
proceso de adopción de decisiones por la policía, el Ministerio fiscal u otros órganos como los tribunales, 
juntas o consejos. La remisión pueden realizarla una, varias o todas las autoridades, según las reglas 
y normas de los respectivos sistemas y en consonancia con las presentes Reglas. No debe limitarse 
necesariamente a los casos menores, de modo que la remisión se convierta en un instrumento importante”. 

84	 CIA, artículo 174.
85	 LEY 906 DE 2004, artículo 327-4. 
86	 CDN, artículo 40.2.a. REGLAS DE BEIJING. R. 2.2.b. DIRECTRICES DE RIAD, Dz. 56.
87	 LEY 06 DE 2004, artículo 22.
88	 LEY 906 DE 2004, artículo 518. 
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en la actual legislación el esquema o modelo de la JR no se concibe de 
manera independiente o autónoma para solucionar el conflicto entre 
víctima y victimario a la manera abolicionista -“que busca la extinción 
del sistema penal, por irreal y totalitario, para sustituirlo por medidas basadas 
en el diálogo, la concordia, la apertura y la solidaridad”89-.

3.	 Consentimiento informado a fin de que víctima y victimario sepan cuáles 
son las consecuencias; condición que la ley consagra expresamente90.

Atendiendo a la naturaleza de la JR; a los valores que la integran y a 
los propósitos de la misma, la tendencia general a nivel universal es 
que el victimario no requiere estar acompañado de defensor técnico 
pero se conviene que puede pedir asesoría para su intervención en 
el proceso restaurativo; criterio acogido en la legislación interna 
conforme con la cual en los procesos restaurativos “la víctima y el 
imputado, acusado o sentenciado, tendrán derecho a consultar un abogado”91. 

4.	 Intervención libre y voluntaria de víctima y victimario, con lo que se garan-
tiza la autonomía de la voluntad -aspecto que el juez debe corroborar92- 
de ambos para continuar o retirarse del programa. Además, se garantiza 
que cada una de ellas puede participar en forma efectiva y que esa parti-
cipación es la que posibilita la solución. Esta condición es particular-
mente resaltada por la Comunidad Internacional a fin de evitar que el 
adolescente decida acudir a los programas alternativos presionado y que 
se someta a reparar de manera simbólica con servicios a la comunidad 
sin que ello responda a una verdadera toma de conciencia y aceptación93.

89	 PÉREZ PINZON, Álvaro Orlando. La Perspectiva Abolicionista. Temis, Bogotá, 1989., p. 7. 
90	 LEY 906 DE 2004, artículo 520.
91	 Ibíd., artículo 519-6. 
92	 Ibíd., artículo 520-2.
93	 REGLAS DE BEIJING. R.11, Comentario. “La regla 11.3 pone de relieve el requisito primordial de 

asegurar el consentimiento del menor delincuente (o de sus padres o tutores) con respecto a las medidas 
de remisión recomendadas (la remisión que consiste en la prestación de servicios a la comunidad sin 
dicho consentimiento, constituiría una infracción al Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso). No 
obstante, es necesario que la validez del consentimiento se pueda impugnar, ya que el menor algunas 
veces podría prestarlo por pura desesperación. La regla subraya que se deben tomar precauciones 
para disminuir al mínimo la posibilidad de coerción e intimidación en todos los niveles del proceso de 
remisión. Los menores no han de sentirse presionados (por ejemplo, a fin de evitar la comparecencia ante 
el tribunal) ni deben ser presionados para lograr su consentimiento en los programas de remisión”.
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5.	 Acuerdo entre víctima y victimario sobre los hechos fundamentales 
de la controversia, base de la participación de aquella y éste en el 
proceso restaurativo. Con esto se pretende lograr el efecto útil de la 
utilización del programa restaurativo pues éste carece de futuro si, 
por ejemplo: el imputado niega ser el autor del hecho delictivo. 

6.	 Confidencialidad del proceso restaurativo con lo cual se garantiza la 
no autoincriminación del infractor y que el contenido del mismo no 
se utilice judicialmente en su contra.

7.	 Objetividad e imparcialidad del facilitador -mediador, conciliador, 
convocador, etc.- en la dirección del proceso restaurativo, lo cual 
legítima el programa, facilita el resultado restaurativo y logra de 
manera efectiva la reconciliación entre víctima y victimario94.

8.	 Proporcionalidad y razonabilidad del acuerdo que constituye el resulta 
restaurativo. Las obligaciones que se derivan del acuerdo entre las 
partes no sólo deben ser proporcionales a la injuria producida sino, 
también, física y jurídicamente posibles -no es materialmente posible 
que si el adolescente infractor carece de bienes y no se halla en edad 
laboral convenga pagar, por ejemplo: en un caso de inasistencia 
alimentaria una cuota mensual equivalente a un salario mínimo. No 
es jurídicamente posible que, en el mismo ejemplo, acuerde renun-
ciar a la patria potestad sobre su hija o hijo-. 

9.	 Participación de padres y adultos responsables, específicamente en el 
SRPA, atendiendo a la naturaleza del mismo, al carácter y finalidad 
del proceso, de las medidas y de las sanciones, se considera necesario 
que el adolescente que participa en un proceso restaurativo, además 
de tener la facultad de consultar a un abogado, tiene derecho no sólo 
a estar acompañado de sus padres o tutores95 sino a que éstos inter-
vengan activamente en el mismo, atendiendo a que: 

94	 LEY 906 DE 2004, artículo 519-5. 
95	 REGLAS DE BEIJING. R. 7.1.	 “En todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesales 

básicas tales como el derecho a la presencia de los padres o tutores”. 
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a)	 Hacen parte de la comunidad de apoyo o grupo de protección natural 
del adolescente.

b)	 Los principios de corresponsabilidad y de responsabilidad parental96 les 
impone las obligaciones legales de, primero, concurrir con acciones 
conducentes a garantizar el ejercicio de los derechos de los adoles-
centes, uno de los cuales es el de la rehabilitación y resocialización, al 
que apunta como finalidad primordial la JR y, segundo, acompaña-
miento del adolescente durante el proceso de formación en el ejercicio 
responsable de los derechos97.

c)	 El principio de responsabilidad civil solidaria98 les otorga interés jurí-
dico válido para participar pues, en últimas, el concepto de restaura-
ción se extiende a ellos dada la vinculación legal y afectiva que tienen 
con el infractor.

2.4.4.	Límites

El criterio dominante en la Comunidad Internacional es que la utiliza-
ción de programas de la JR respecto de los adultos debe estar limitada a 
delitos leves porque respecto de los delitos graves se requiere mantener 
la acción penal como instrumento disuasivo para la protección de los 
bienes jurídicos del individuo y de la sociedad, corriéndose el riesgo de 
que la delincuencia se valga de los programas restaurativos para actuar 
impunemente. 

En lo que concierne a justicia penal de adolescentes el consenso es que 
“no debe limitarse necesariamente a los casos menores, de modo que la remi-
sión -posibilidad de acudir a mecanismos alternativos- se convierta en un 
instrumento importante”99. 

96	 CIA, artículos 10 y 14.
97	 Ibíd., artículo 15.
98	 Ibíd., artículo 170.
99	 REGLAS DE BEIJING. R.11.2, Comentario.
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La legislación colombiana, tratándose del sistema de adultos, por razones 
de política criminal, establece como límite objetivo o condición de proce-
dencia para la utilización de la JR -conciliación y mediación-, la menor 
gravedad del delito; por ende, sólo admite la utilización de los mismos en 
relación con: a.- aquellos que requieren querella como condición positiva 
de procedibilidad y establecen la no conciliación como requisito negativo 
del ejercicio de la acción penal y, b.- los perseguibles de oficio bajo dos 
condiciones: (i) que el parámetro mínimo de pena previsto en el corres-
pondiente tipo penal -la pena en abstracto- no exceda de 5 años de prisión 
y, (ii) que el bien jurídico protegido no sobrepase la órbita personal del 
perjudicado100. Esta regulación cambia en el SRPA en cuanto, respecto de 
adolescentes, el parámetro mínimo de la pena es de 6 años atendiendo 
a que sobre la norma ordinaria (artículo 524 Ley 906 de 2004), prevalece 
la norma especial del CIA cuyo artículo 187 determina que la sanción 
de privación de libertad sólo procede cuando la pena mínima prevista en 
el Código Penal colombiano sea o exceda de 6 años de prisión, razón por la 
cual, si la pena está por debajo de ese límite, el tratamiento sancionatorio 
no puede ser la privación de libertad sino que está limitado al resto de 
las sanciones especiales y diversificadas aplicables a los adolescentes; por 
consiguiente, se entiende que la menor drasticidad de la sanción tiene 
consonancia con la menor gravedad del delito -frente a los adolescentes 
y para efectos del tratamiento penal de éstos- y tal criterio torna legal-
mente procedente la solución alternativa por vía de la mediación; interpre-
tación que se aviene con el artículo 40.3.b de la CDN -el cual impone la 
adopción de medidas para tratar a los adolescentes que cometen delitos 
“sin recurrir a procedimientos judiciales” y con la Regla 11 de Beijing que 
determina resolver el conflicto generado por el adolescente infractor sin 
recurrir a las autoridades judiciales, a más de que la misma normatividad 
determina tener en cuenta la importancia “… de promover la reintegración 
del niño y que éste asuma una función constructiva en la sociedad”, lo cual se 
facilita por vía de la JR más que por vía de la justicia penal formal.

En relación con delitos considerados muy graves -aquellos cuya pena 
mínima establecida en el CP, sea o exceda de seis años de prisión- se 
descarta la posibilidad de recurrir a los mecanismos alternativos de 
Justicia Restaurativa para hallar la solución del conflicto penal y la 

100	 LEY 906 DE 2004, artículo 254.
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legislación opta por la privación de libertad como único instrumento 
para hacer frente a la delincuencia de adolescentes.

Empero, dado el enfoque restaurativo del SRPA, el hecho de que en rela-
ción con delitos muy graves se descarte la utilización de la conciliación 
y mediación como mecanismos alternativos no significa que el funcio-
nario judicial pueda optar por el enfoque netamente retributivo pues, 
tratándose de una persona en formación, sin importar la gravedad del 
delito, el proceso sigue teniendo carácter pedagógico -formativo- y fina-
lidad restaurativa que, de lograrse por vía del proceso penal, incide para 
efectos de determinar la sanción; cuantificarla e, inclusive, modificarla si 
la restauración se logra en la fase de la ejecución de la misma. 

2.4.5 	Fines

Los objetivos de la JR se centran en: 1. hacer asumir al infractor su 
responsabilidad por el daño que ocasiona con su conducta delictiva, 
en los términos metajurídicos ya indicados; lograr la demostración de 
su arrepentimiento, remordimiento y ánimo de corrección; 2. reparar el 
daño causado -a las personas y/o a la comunidad-; 3. recomponer las rela-
ciones personales y sociales destruidas con el delito; reducir el grado de 
conflicto; facilitar la cicatrización de las heridas; contribuir a la creación 
de comunidades más pacíficas y seguras y, por esta vía, lograr tanto la 
reconciliación entre víctima y victimario como la paz social y, 4. evitar 
futuras conductas ilícitas -la no repetición-.

2.4.6	Programas y mecanismos de la JR

Los programas restaurativos son planes de acción especialmente diseñados 
para lograr de manera eficiente la restauración; éstos se desarrollan por 
medio de procesos restaurativos que corresponde a una serie de actos no 
formales ni judiciales de características disímiles según la cultura de 
cada país, en los que se acude a la mediación; la facilitación o la conciliación 
como instrumento metodológico adecuado para lograr la participación 
activa de víctima, victimario y, cuando es del caso, de la comunidad, en 
la resolución de las cuestiones que derivan del delito.
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Aunque las prácticas restaurativas son antiguas101, el enfoque restaura-
tivo, como solución al problema de la delincuencia de adolescentes, se 
comienza a aplicar hacia finales de la década de los 80, y corresponde a 
una postura crítica al sistema penal tradicional en lo que tiene que ver 
tanto con el excesivo formalismo como con la calidad y eficacia del mismo, 
por estar centrado únicamente en el delincuente, el delito y la sanción sin 
considerar la situación de la víctima ni el futuro de ésta y del victimario.

Desde entonces, ha tenido desarrollos significativos en los que se destaca: 
(i) en Oceanía, el ejemplo neozelandés con la expedición en 1989 de la Ley 
de Niños, Jóvenes y sus Familias en el cual la JR se toma como principio para 
resolver los problemas de responsabilidad penal de adolescentes menores 
de 17 y mayores de 14 años, mediante programas restaurativos de confe-
rencias familiares, conferencias comunitarias, arbitraje entre víctima y victimario 
que responden a la necesidad cultural -cultura europea, polinesia, asiá-
tica y maorí-, y el australiano que adoptó los programas del modelo ante-
rior aprovechando sus bondades y complementándolo con el de reuniones 
de reparación; (ii) en Norteamérica el canadiense con los modelos restaura-
tivos de círculos comunitarios, círculos de sentencia o tratados de paz, círculos de 
sanación, la mediación víctima-ofensor y los foros comunitarios y, (iii) el Reino 
Unido (Escocia e Irlanda del Norte), con los programas restaurativos de 
paneles juveniles y reuniones comunitarias. 
 
Canadá es considerado hoy el país abanderado en programas de la JR por 
el número, calidad y resultados de los mismos102. Además, en ese país fue 
donde por primera vez (1974), el sistema de justicia penal formal admitió 
una práctica restaurativa que incidió directamente en la toma de la deci-
sión judicial frente a un caso: un juez autorizó a funcionarios adminis-
trativos para que, con la ayuda de miembros de la comunidad, realizaran 
reuniones entre víctimas y victimarios que culminaron con un acuerdo 
satisfactorio sobre la reparación por los daños causados con el delito103.

101	 ONU. Consejo Económico y Social. Informe E/CN.15/2002/Add.1, Justicia Restaurativa. Los expertos 
sostienen que los elementos restaurativos han existido en los principales ordenamientos jurídicos de 
todo el mundo durante decenios y en algunos casos, siglos.

102	 KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aída. Justicia Restaurativa. Posibles respuestas para el delito cometido 
por personas menores de edad. Capítulo IV. Rubinzal Culzoni, Buenos Aires, 2004. La autora trata 
sobre la experiencia de 32 países en América, Europa, África y Oceanía en materia de la JR. 

103	 PROGRAMA EDUCACIÓN PARA LA PAZ. Iglesias de Guatemala y la oficina CLAI 
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Latinoamérica sobresale por el estado de los estudios y el estado de la legis-
lación en materia de la JR. Es el caso de Brasil que ha considerado la utili-
zación de prácticas restaurativas como parte de la solución al problema de 
la delincuencia de adolescentes y ha promovido encuentros como la confe-
rencia de Brasilia (junio de 2005), en la cual se trataron diferentes aspectos 
sobre la materia y culminó con la Carta de Brasilia en la cual se reafirma la 
Declaración de Principios Básicos sobre la Utilización de Programas de la JR 
en materia penal de la ONU y se concluye que ésta demanda progresos en 
las leyes, las políticas públicas, la comunidad y en la formación de quienes 
integran la rama judicial, como condición para que sea instrumento eficaz 
en la lucha contra la delincuencia de adolescentes. 

Perú se destaca por su interés académico, científico y práctico en el tema, 
al punto que basados en su experiencia y en la necesidad de conocer la 
visión universal, fue la sede del “Primer congreso Mundial de Justicia Juvenil 
Restaurativa” a finales de 2009104. Además, sobresale con el Proyecto Piloto 
de Justicia Juvenil Restaurativa desarrollado en los distritos de El Agustino 
(Lima), y José Leonardo Ortiz (Chiclayo), desde comienzos de 2005 con 
el apoyo de las fundaciones Terre de Hommes, Lousanne y Encuentros, Casa 
de la Juventud, con miras a solucionar problemas puntuales de la justicia 

Guatemala e Instituto de Estudios Políticos y Sociales (IPES). Colegio Universitario de 
mediación Profesional de Guatemala. En: http://www.colegiomediacion.com/justicia_restaurativa.
htm. “… la primera Corte que ordenó una sentencia de Justicia Restaurativa fue realizada en Kitchener, 
Ontario. Dos jóvenes capturados tras una parranda vandálica que dejó 22 diferentes propiedades 
dañadas, fueron enviados a encontrarse con las víctimas y negociar con ellos el pago de lo dañado. 
Los jóvenes lo hicieron y gradualmente pudieron restituir el daño que habían causado. El éxito de este 
caso permite el establecimiento del primer programa de Justicia Restaurativa en Kitchener, conocido 
como Programa de Reconciliación entre Víctimas y Ofensores (Howard Zehr. Interviniendo en el 
Conflicto víctima / ofensor. Comité Central Menonita). En Elkhart, Indiana, el programa fue iniciado 
en pequeña escala en 1977-78 por agentes de libertad condicional (probatoria) que habían aprendido 
del modelo de Ontario. Para 1979 este programa se había convertido en la base de una organización no 
lucrativa llamada “El Centro para Justicia Comunitaria”. Programas similares están funcionando en 
Inglaterra, Alemania y otros lugares de Europa, por supuesto tienen variedad de formas para hacerlo. 
La Asociación de Mediación Víctima/ofensor de los Estados Unidos se formó hace varios años para 
unir tales programas en los Estados Unidos. En Canadá, la cadena: Interacción para la Resolución de 
conflictos trabaja de forma similar que FIRM (Foro para Iniciativas en Reparación y Mediación, en 
el Reino Unido). En Nueva Zelanda se originó en 1989 lo que se conoce como Conferencia de Grupos 
Familiares, en la comunidad indígena Maorí. Nueva Zelanda introdujo este modelo en su sistema de 
justicia juvenil para servir de alternativa en los juzgados juveniles (Alder, C & Wundersitz, J. Family 
Conferencing and Juvenile the Way Forward or Misplaced Optimism Canberra, Australia: Australian 
Institute of Criminology)”. 

104	 Consúltese: observación internacional de justicia juvenil en: www.oijj.org.
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penal de adolescentes: la judicialización constante de casos considerados 
delitos leves; la utilización indiscriminada de la figura de internamiento 
preventivo; la muy poca aplicación de sanciones diferentes a la privación 
de la libertad y la ausencia o deficiente defensa técnica en relación con los 
adolescentes infractores de la ley penal.

El proyecto peruano cobra trascendencia por su aplicación práctica y el 
reto de capacitación de funcionarios judiciales sobre el modelo de la JR; la 
concientización de los organismos gubernamentales y de la opinión pública 
sobre las bondades de la misma105 y la creación de un órgano especializado 
de difusión de sus experiencias, estudios de los expertos y valoración de 
los resultados, los cuales resultan útiles en medios como el nuestro106. 

Nicaragua realizó en marzo de 2007, el Primer Seminario Internacional 
en Justicia Juvenil Restaurativa y en agosto del mismo año, el Segundo 
Seminario Internacional sobre el mismo tema. Desde entonces, viene traba-
jando en el propósito de aplicar el modelo de Justicia Juvenil Restaurativa 
con fortalecimiento y promoción de sanciones alternativas a la privación 
de libertad, capacitación continúa de jueces y magistrados y apoyo a los 
organismos encargados de hacer el seguimiento de los programas107. 

Con algunas variantes que dependen de la concepción sobre lo que debe 
entenderse por JR, los programas restaurativos, denominados conferen-
cias familiares, conferencias comunitarias, conferencia grupal familiar, círculos 
comunitarios, paneles juveniles y foros comunitarios giran en torno a valores 
específicos de la JR como la importancia de la familia en la determinación 
del futuro del adolescente y en la reorientación del mismo; la trascen-
dencia de la comunidad en el control social y en la toma de la decisión 
para ayudar a solucionar el conflicto, y el efecto psicológico que produce 
en el infractor, el hecho de saberse comprometido por el daño causado en 
forma indirecta a la misma comunidad. 

105	 SCHMITZ, Jean. La Justicia Juvenil Restaurativa en el Perú, de la teoría a la práctica. Revista 
Justicia para crecer 1, diciembre 2005 – febrero 2006., pp. 20 y ss. Lima, Perú. 

106	 En: www.justiciaparacrecer.org. La Revista Especializada en Justicia Juvenil Restaurativa. 
107	 ORLANDO, John. Nicaragua y la Justicia Juvenil Restaurativa. En: Revista Justicia para Crecer 10, 

abril-junio., p. 27. Lima, 2008. 
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Los aludidos programas restaurativos tienen denominadores comunes en 
su naturaleza, desarrollo y finalidades. Se trata, en términos generales, de 
reuniones informales, nada rígidas en su forma y desarrollo: 1. reguladas 
únicamente por las normas de la cordialidad y el respeto al uso de la palabra 
-en algunos casos se utiliza un objeto que permanece en las manos de quien 
está interviniendo y cuando termina se lo entrega a quien sigue en el uso 
de la palabra- que propician el encuentro personal, la comunicación y el 
diálogo; 2. a la que asiste y participa de manera libre y voluntaria la víctima y 
el victimario -quien no necesariamente debe estar asistido por abogado- con 
su respectivo grupo familiar, círculo o comunidad de apoyo y, si la víctima 
no se siente en condiciones de asistir, se admite que alguien hable por ella 
o la sustituya; 3.- son coordinadas o moderadas por una persona especial-
mente capacitada para el efecto -moderador, director, orientador, convocador, 
facilitador, mediador, etc.- quien, por regla general, no pertenece al órgano 
judicial -regularmente alguien de extracción comunitaria con especial perfil, 
destrezas y capacidades para el manejo de situaciones conflictivas en las que 
la solución depende exclusivamente de las partes-; actúa de manera obje-
tiva e imparcial; se encarga de ilustrar a los asistentes sobre la finalidad del 
encuentro; presenta al infractor y a la víctima; narra los hechos, por ejemplo, 
según el informe de la policía, en relación con los cuales el infractor debe 
manifestarse; si los admite total o parcialmente puede pronunciarse sobre 
los mismos, hacer alguna manifestación verbal de desagravio o arrepenti-
miento. A continuación hace uso de la palabra la víctima o su vocero quien 
expresa la forma como se le ha perturbado, las consecuencias materiales y 
psicológicas que ha sufrido con el delito y todo aquello que siente por razón 
del hecho y hacía el autor del mismo. Acto seguido cada grupo de asistentes 
intercambia impresiones y opiniones sobre el caso; el infractor y su comu-
nidad de apoyo dialogan por aparte con el propósito de que aquél afronte la 
responsabilidad por su conducta y hallar la solución de reparación, la cual 
se presenta y sobre ella la víctima y su grupo de apoyo pueden dialogar, 
tratando de buscar la respuesta que consideren más justa y equitativa para 
ambas partes. Si llegan a un acuerdo éste se consigna en un acta que firman 
los asistentes con lo que se da por terminado el caso, salvo que contra el 
infractor se haya hecho imputación formal, en cuyo caso el acuerdo restau-
rativo se presenta a la valoración de la autoridad judicial. Si no es posible 
el acuerdo, el caso se envía al aparato formal de justicia para ventilarlo 
conforme con las normas procesales ordinarias.
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La diferencia específica entre la conferencia familiar y la conferencia 
comunitaria radica en que en ésta no participa la familia; solamente lo 
hace la comunidad del medio a donde pertenece el adolescente; a la cual 
asiste el victimario y la víctima puede ser sustituida por otra persona. 

Los círculos comunitarios, de sentencia, de conciliación, de sanación, etc., 
son programas restaurativos guiados por la misma filosofía y finalidades 
que deben su nombre a que, para desarrollar la reunión o proceso restau-
rativo en el cual es indispensable el acercamiento personal, el grupo 
de personas que interviene debe ubicarse en un círculo de tal manera 
que todos puedan verse a los ojos; centren su atención en lo que cada 
uno dice, les permita estar atentos a la comunicación con el lenguaje no 
verbal; puedan apreciar el estado o situación psicológica de todos, dado 
que el problema les pertenece por igual.

Los círculos de sentencia se caracterizan porque se realizan después del 
fallo judicial y con el fin de hallar la manera más indicada de ejecutarlo 
y lograr restauración. La decisión del grupo de personas que intervienen 
en el círculo -víctima, victimario, policía, defensor, representantes de la 
comunidad, etc.- tienen fuerza vinculante, al punto que pueden llegar a 
la conclusión sobre la eficacia de una medida o una acción diferente al 
castigo, lo cual prevalece sobre lo dispuesto en la sentencia judicial.

La mediación víctima -ofensor tiene idénticos propósitos y filosofía; sólo 
que las reuniones se hacen entre las dos partes, con la coordinación del 
mediador; son únicamente ellas las que determinan el acuerdo o resul-
tado restaurativo y puede presentarse inclusive después de que el órgano 
judicial haya declarado la responsabilidad penal del victimario.

Los paneles juveniles se caracterizan porque a más de intervenir la 
víctima y el victimario, la condición es que éste debe carecer de ante-
cedentes judiciales; ambas partes asisten con sus familias, intervienen 
representantes de la comunidad y un experto en delincuencia de adoles-
centes; su propósito adicional al de lograr la comunicación personal entre 
agraviado y ofensor, es determinar el correctivo más idóneo que atienda 
a la causa del comportamiento ilícito ocasional del infractor y un acuerdo 
sobre la manera adecuada de enmendar el daño causado. Si pese a la 
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insistencia del panel no se llega a algún acuerdo, el asunto debe ser deci-
dido por la justicia penal formal. Si se logra el acuerdo, su ejecución es 
controlada por un órgano administrativo integrado por representantes 
de múltiples entidades -policía, comunidad, autoridades de prevención 
de delincuencia juvenil, etc.-, encargadas del seguimiento de los infrac-
tores adolescentes y de prevenir su delincuencia. Si el acuerdo se cumple, 
la consecuencia es la terminación del caso sin que al adolescente le signi-
fique registro de antecedentes. 
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Ae	A utoevaluación
LA VENDEDORA DE MINUTOS

Sempronia -quien se gana el sustento de sus hijos 
“vendiendo minutos”- le entregó a Pedro -de 17 años de 
edad- el teléfono celular avaluado en $ 400.000 para hacer 
una llamada pero el joven se apoderó del aparato y salió 
corriendo. Al día siguiente, aquella logró ubicar al victi-
mario e instauró la querella en la cual reiterativamente 
pidió que se le devolviera su herramienta de trabajo. La 
Fiscalía, conforme con lo previsto en los artículos 74 y 522 
de la Ley 906 de 2004:
 
a.	 Fijó fecha para realizar la diligencia de conciliación 

preprocesal; citó las partes quienes comparecieron pero, 
debió suspenderla varias veces porque en la primera 
el adolescente compareció sin defensor; en la segunda 
oportunidad la Defensoría Pública no contaba con 
defensores para el caso y, en la tercera -ya contando con 
la presencia del abogado-, no fue posible la asistencia 
del defensor de familia. En estas tres oportunidades la 
ofendida insistió en que le devolvieran el aparato telefó-
nico pero el fiscal adujo que ese punto sólo podía resol-
verlo el juez o Jueza de control de garantías. 

b.	 	Cuando pudo realizar la diligencia de conciliación 
preprocesal –un mes después de los hechos-: 1.- la 
víctima dijo que estaba dispuesta a “retirar la demanda” 
si le pagaban $500.000 que hasta ese momento había 
perdido; 2.- el adolescente infractor adujo que su papá 
sólo le pagaba el valor del aparato, razón por la cual, 3.- 
el fiscal declaró superada la fase de conciliación y, ante 
el juez o jueza de control de garantías, le imputó el delito 
de hurto agravado por la confianza al adolescente; cargo 
que éste aceptó; en consecuencia, 
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c.	 	El juez o jueza penal para adolescente celebró audiencia 
de individualización de sanción y sentencia a la que 
compareció la víctima reclamando justicia, pero no 
asistió el infractor, pese a lo cual, bajo el argumento de 
que “la terminación del proceso no puede quedar en manos 
del implicado”, lo declaró en contumacia y, escuchado 
el informe del defensor de familia, dictó sentencia en 
la que lo declaró responsable; le impuso sanción de 
libertad asistida por un año, la cual redujo en la mitad 
por aceptación de cargos -aplicando el artículo 351 de 
la Ley 906 de 2004- y se abstuvo de condenarlo al pago 
de perjuicios, advirtiéndole informalmente a la víctima 
que podía demandarlos ante el juez civil. 

Quid iuris:

1.	 ¿El o la Fiscal y el Juez o la Jueza garantizaron la JR? 
Si considera que sí, fundamente su posición. Si su 
respuesta es negativa, de manera escrita relacione las 
acciones -u omisiones- de uno y otro que niegan la JR y 
explique por qué.

2.	 ¿Desde la óptica de la JR, la presencia del defensor 
técnico y del de familia eran requisito condición para 
realizar la conciliación preprocesal? En cualquier caso 
explique su respuesta.

3.	 En la lógica de la JR, ¿el juez o jueza tenía facultad jurí-
dica para intentar la conciliación procesal? En cualquier 
caso, fundamente su respuesta.

4.	 ¿Qué principios del SRPA se desconocieron, necesarios 
para solucionar el caso bajo el modelo de la JR consa-
grado en el CIA?

5.	 ¿En el rol de Fiscal, cómo habría procedido Ud., y en el 
papel de Juez o Jueza cómo habría actuado para solu-
cionar el conflicto con sujeción al modelo de la JR?

6.	 ¿Se respetó el debido proceso de la víctima y su derecho 
a la reparación?

Ae
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7.	 ¿El procedimiento y la decisión del Juez o Jueza satis-
face la finalidad restaurativa del SRPA? ¿Se ajusta al 
principio del interés superior del adolescente? ¿En qué 
se concreta el interés superior del adolescente?

Ae
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Unidad 3
LA JR COMO PRINCIPIO PREFERENTE 

E IRRENUNCIABLE

Og	 Objetivo general de la unidad
Analizar el carácter preferente e irrenunciable de la 
JR como principio del sistema penal de adolescentes.	  

Oe	 Objetivos específicos de la unidad
•• Explicar por qué la restauración es prioridad del SRPA.

•• Explicar la naturaleza de la acción pedagógica en el 
SRPA y su relación con la JR.

•• Analizar los mecanismos consagrados en el CIA para 
garantizar la JR en el sistema penal de adolescentes.

•• Demostrar que la restauración constituye objeto del 
proceso penal de adolescentes.
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En el sistema penal de adultos, la JR es principio rector108 del proceso 
e igualmente, lo es en el CIA pues éste remite a aquél109; empero, en el 
SRPA, la JR es principio rector irrenunciable e ineludible110, características 
que le imprimen al proceso penal de adolescentes, un enfoque distinto 
en el cual lo trascendental no es aplicar al infractor las consecuencias 
penales sino lograr la restauración.

El SRPA está regido por dos principios rectores indiscutibles: (i) el proceso, 
como tal, tiene carácter y finalidad pedagógica, diferenciada y específica y, (ii) 
el proceso “deberá garantizar la Justicia Restaurativa, la verdad y la reparación 
del daño”111. Además, la sanción en sí misma tiene finalidad “restaurativa”112.

Tales circunstancias normativas le imprimen al SRPA un enfoque y signi-
ficado totalmente diferente al de mayores con las cinco implicaciones que 
se explicitan en los siguientes acápites. 

3.1 LA RESTAURACIÓN ES PRIORIDAD DEL SISTEMA

El proceso penal en el SRPA no apunta solamente a declarar la responsa-
bilidad penal, imponer la sanción al o a la adolescente que ha cometido 
el delito y a declarar que la víctima tiene derecho a ser indemnizada -tal 
como acontece en el sistema retributivo de adultos-, pues esto no satis-
face la idea de justicia en términos materiales. La realidad indica que 
ello no permite subsanar las relaciones destruidas con el delito ni solu-
ciona totalmente los múltiples problemas que éste plantea, toda vez que 
la sanción y la declaración formal de responsabilidad civil no llevan a 
que la víctima en concreto se recupere de los efectos nocivos del daño 
que el victimario le ha ocasionado ni satisface la necesidad de la sociedad 

108	 LEY 906 DE 2004, artículo 22. “Restablecimiento del derecho. Cuando sea procedente, la Fiscalía 
General de la Nación y los jueces deberán adoptar las medidas necesarias para hacer cesar los efectos 
producidos por el delito y las cosas vuelvan al estado anterior, si ello fuere posible, de modo que se 
restablezcan los derechos quebrantados, independientemente de la responsabilidad penal”.

109	 CIA, artículo 144.
110	 Ibíd., artículo 5.
111	 Ibíd., artículos 140 y 161. Otras legislaciones, por ejemplo: la Ley de Justicia Especial para 

Adolescentes Infractores del Estado de Chihuahua en México, son más explícitas. Ob. Cit. En: 	
http://www.congresochihuahua.gob.mx/gestorbiblioteca/gestorLeyes/archivosLeyes/87.pdf.

112	 CIA, artículo 178.
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derivada del daño político que se le causa; por lo mismo, no le facilita 
al adolescente seguirse desenvolviendo como persona importante en el 
desarrollo colectivo; no le permite a víctima y victimario restablecer el 
vínculo de relación social perturbado y evitar otra situación de conflicto 
-dado que la calidad de víctima y de victimario lleva implícita la conno-
tación de enemigo-; ni le procura a la sociedad la posibilidad de contar 
con el o la adolescente como elemento valioso para la creación de cultura, 
progreso y civilización y mucho menos prevenir, en general, la aparición 
de nuevas conductas delictivas.

El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes enfoca su aten-
ción en el daño que ocasiona el acto delictivo del adolescente; en la obli-
gación de repararlo de manera sustancial113 y en la necesidad de sanar las 
secuelas que el mismo produce en la víctima, el victimario y la sociedad, 
razón por la cual:
	

3.1.1	 El carácter y finalidad pedagógica y formativa del 
proceso obliga a: 

1.	 Este no se realice simplemente de manera formal y mecánica como el 
medio necesario para llegar a la sentencia en la que se hace la decla-
ración ritual de responsabilidad penal, sino como la oportunidad 
indicada para hacer recapacitar al adolescente sobre la conveniencia 
de alejarse del medio que lo llevó al delito; enseñarle la importancia 
del sistema de valores necesarios para la coexistencia pacífica. Esto 

113	 El principio de justicia material, en la práctica, es una de las debilidades del SRPA, entre otras razones 
porque el modelo de Justicia Restaurativa que teleológicamente lo caracteriza, no se aplica debido a 
que se le da más trascendencia a la terminación del caso, profiriendo formalmente la sentencia que 
a la solución del conflicto entre víctima y victimario. Si bien la CORTE CONSTITUCIONAL en 
Sentencia C-209 de 2007, determina el alcance de la participación y facultades de la víctima en el 
proceso penal y le reconoce la calidad legal de “interviniente especial” con legitimación para actuar 
ejerciendo el control de la acción del fiscal y del juez bajo la premisa de que, desde el punto de vista 
del objeto del proceso (artículos 169 y 170 CIA), están en plano de igualdad tanto la responsabilidad 
penal del procesado como la reparación a la víctima -uno de los valores de la JR- en la práctica, pese a 
que el incidente de reparación integral tiene como requisito negativo de procedibilidad la conciliación 
–mecanismo de la JR- no se le da trascendencia a ésta y la controversia probatoria lo convierte en 
un trámite engorroso, dilatado y más dispendioso que el proceso mismo, el cual termina con un 
pronunciamiento formal que no satisface las aspiraciones de la víctima (Escuela Judicial “Rodrigo 
Lara Bonilla”. Conclusiones curso-taller sobre SRPA. Bucaramanga, 9 al 13 de diciembre de 2008).



UNIDAD 3

108

impone, por una parte, que la audiencia -cualquiera que sea- se 
conciba como el escenario apropiado en el cual la persona que la 
dirige propicie las condiciones para que el o la adolescente infractor o 
infractora reflexione sobre la trascendencia dañina de su conducta; la 
necesidad de reparar a la víctima y a la sociedad y, de otro, que el o 
la adolescente esté presente como protagonista de una relación implí-
cita enseñanza-aprendizaje, a fin de que “pueda tomar conciencia de las 
consecuencias de su actuación delictiva y de las responsabilidades que de ella 
se derivan…”114 pues, en el SRPA, el juez o jueza no sólo es el árbitro 
encargado de definir si le asiste razón a la Fiscalía en su petición de 
condena o al defensor en su solicitud de absolución sino, además, un 
pedagogo, en el sentido de que su deber funcional es ver al adoles-
cente como la persona que requiere formación y lo trate como tal, no 
simplemente como el destinatario de la sanción.

2.	 Las medidas de aseguramiento personal sean concebidas como medio 
adecuado para lograr la reflexión y la formación en valores del adoles-
cente infractor de la ley penal.

3.	 La sanción -cualquiera que ella sea- “fortalezca el respeto del niño por los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros… promueva su 
integración y que asuma una función constructiva en la sociedad”115.

3.1.2	 Debido al carácter y finalidad diferenciada, respecto 
del sistema de adultos: 

1.	 El proceso, aunque está regulado por las mismas normas del sistema 
penal ordinario, es diferente a éste porque se rige por principios espe-
ciales y tiene autoridades e institutos que les son exclusivos.

2.	 Las condiciones de imposición de las medidas de aseguramiento 
personal son diferentes.

114	 CIA, artículo 174.
115	 CDN, artículo 40-1.
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3.	 Las sanciones -salvo la privación de libertad prevista para delitos 
graves- tienen naturaleza jurídica y finalidad diferente a la que 
persigue el sistema penal ordinario.

El carácter y finalidad específica del SRPA determina que el proceso, 
las medidas y las sanciones están limitados a los adolescentes mayores 
de 14 y menores de 18 años de edad.

El artículo 5 del CIA determina que tanto el carácter como la finalidad 
que los artículos 140 y 161 Ibíd., le asignan al proceso, la medida y la 
sanción, por una parte, es irrenunciable, lo que quiere decir que el juez 
o jueza no tiene facultad legal para actuar de manera distinta a ese 
imperativo y teleología -lo contrario implicaría desconocer la esencia 
del sistema- y por la otra, es preferente, lo cual implica que ese carácter 
y finalidad del proceso, de las medidas y de las sanciones está por 
encima de cualquiera otro u otra salvo que, frente a un caso concreto, 
en un juicio de ponderación se logre demostrar que la finalidad peda-
gógica y restaurativa niegan la vigencia de otras finalidades -o prin-
cipios- prevalentes del SRPA, caso en el que la carga argumentativa 
debe ser suficiente y explicita. 

3.2	 LA ACCIÓN PEDAGÓGICA EDUCATIVA ES 
INSTRUMENTO DE LA JR

El carácter y finalidad pedagógica del proceso penal de adolescentes no 
están referidos propiamente al proceso de enseñanza o a la educación 
en sentido formal tradicional. Tal carácter y finalidad está esencialmente 
vinculada con el hecho de que el SRPA reorienta la intervención del 
Estado-jurisdicción para lograr la restauración y la reinserción social del 
adolescente y de la víctima; por lo mismo, deben entenderse en el sentido 
de que el mismo sirve para que el juez haga que el adolescente:

a)	 Comprenda la razón de ser del desvalor del acto que se le imputa pues, 
si bien el adolescente tiene conocimiento de lo que constituye un delito, 
puede no saber el por qué y en la medida como le encuentre sentido 
a la prohibición, orientará su camino al cumplimiento del deber que 
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le impone la ley penal. La acción pedagógica como instrumento de 
la JR en la perspectiva de la comprensión por parte del adolescente 
del contenido lesivo de su acto, está apoyada en: “El reconocimiento del 
hecho de que el comportamiento o la conducta de los jóvenes que no se ajustan 
a los valores y normas generales de la sociedad son con frecuencia parte del 
proceso de maduración y crecimiento y tienden a desaparecer espontánea-
mente en la mayoría de las personas cuando llegan a la edad adulta”116.

b)	 Reflexione sobre por qué es socialmente necesario el respeto a los 
valores de la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, 
el conocimiento, la libertad, la paz117, la honestidad, la rectitud, 
la honradez, la disciplina, etc.118, y vea la necesidad de respetar las 
normas que tutelan los bienes jurídicos de sus semejantes. Hacerle ver 
al adolescente que su conducta es socialmente desaprobada porque 
perjudica a todos no equivale a ilustrarlo sobre contenidos teóricos 
sobre el delito, el dolo etc.; se trata de que recapacite sobre la trascen-
dencia negativa de lo que hizo y entienda que pese a ello, para sus 
familiares, amigos, comunidad y sociedad en general, es una persona 
valiosa con la que se espera contar para el progreso de todos y que 
por esto debe cambiar.

116	 DIRECTRICES DE RIAD. Dz. 5.e.
117	 CONSTITUCIÓN POLÍTICA. Preámbulo.
118	 GÓMEZ, Juan Fernando. La importancia de enseñar valores a los niños. En: El Tiempo, pp. 2-3. 

Bogotá, 3 de diciembre de 2008. “El comportamiento humano está regido por unos principios 
que se denominan valores y que resultan ser el pilar de la sociedad y la forma de actuar de sus 
ciudadanos. Su enseñanza se inicia en el hogar, promovida por el ser y el hacer de los padres y de 
los adultos significativos para el niño; más tarde, el colegio los amplia y fortalece para incorporarlos 
en la forma como el infante se comporta individual y socialmente. Dentro del proceso de desarrollo 
infantil, es fundamental para el niño encontrar un referente normativo que le permita, mediante un 
proceso de autocrítica, adquirir la capacidad de razonar sobre sus propias acciones y formarse un 
juicio de valor sobre las mismas, para poder evaluar si sus comportamientos se ajustan o no a los 
lineamientos morales y éticos que la cultura y la sociedad han definido como deseables (…) Cada 
grupo social establece su propia escala de valores con base en lo que se considera ejemplar para el 
funcionamiento social (…) Una clasificación de los valores, propuesta por Max Scheller, incluye los 
valores sociales, económicos, éticos, religiosos, vitales y estéticos, entre otros. De acuerdo con eso, 
la lista de valores puede llagar a ser muy amplia pero, en nuestro concepto, existen algunos que se 
consideran absolutamente necesarios para funcionar socialmente. Entre ellos están: la amistad, la 
justicia, la lealtad, la honestidad, la tolerancia, la disciplina, el respeto, la solidaridad y la paz (…) Es 
importante tener en cuenta que el proceso de inculcar valores a los niños, el ejemplo arrastra y, como 
bien lo anotó el pensador norteamericano R.W. Emerson, “lo que eres habla tan duro, que no se te 
escucha lo que dices”.



 LA JR COMO PRINCIPIO PREFERENTE E IRRENUNCIABLE

111

c)	 Tome conciencia sobre las múltiples consecuencias negativas materiales 
y psicológicas tanto para él como para las personas que lo rodean 
-padres, hermanos, familiares-, en lo que tiene que ver con comenta-
rios negativos, el rechazo, la estigmatización, etc. No se trata de repro-
charle ni de amenazarlo con la sanción bajo la premisa de que como 
actuó mal recibirá un mal; se trata de hacerle ver lo que las personas 
más cercanas a él -sus familiares, amigos, profesores, etc.- sienten y 
padecen por razón de su conducta, lo cual puede lograrse por ejemplo: 
con interrogantes que lleven a ello: ¿sus padres, sus hermanos, sus 
profesores estarían orgullosos de lo que usted ha hecho? ¿Cree que su 
conducta puede ser tomada como ejemplo por otros niños? Con estos 
interrogantes, se puede llegar al arrepentimiento. Con la acción de 
reproche o con un discurso de contenido similar al que se maneja en 
el medio del que proviene el adolescente, caracterizado, verbi gratia: 
por la violencia del lenguaje, el infractor simplemente adoptará una 
actitud de indiferencia o una postura de defensa y de rechazo que 
constituye la negación de la JR.

d)	 Se dé cuenta del daño y del perjuicio que ha ocasionado a la víctima y a 
las personas allegadas a ésta en su vida, sus sentimientos, su tranqui-
lidad y, además, del daño ocasionado a la comunidad en la que vive 
-sus vecinos, amigos, la escuela, la iglesia, etc.-, lo cual puede lograrse, 
por ejemplo: utilizando preguntas sencillas y obvias en el contexto de 
los hechos: ¿sabe qué le ha significado a la señora Sempronia el hecho 
de que usted le haya quitado el teléfono celular? ¿Tiene usted conoci-
miento que ella deriva su sustento y el de sus hijos únicamente de la 
actividad de vender minutos con ese aparato?, etc. 

e)	 Interiorice que es su obligación hacer todo aquello que lleve a 
subsanar el error y se muestre dispuesto a realizar las acciones 
conducentes para lograrlo.

El carácter y la teleología pedagógica -formativa- del proceso, por una 
parte, no es una opción del juez; es un principio consagrado en el artí-
culo 15 del CIA119 en relación con todos los niños, niñas y adolescentes, 

119	 CIA, artículo 15: “EJERCICIO DE LOS DERECHOS Y RESPONSABILIDADES. Es obligación 
de la familia, de la sociedad y del Estado, formar a los niños, las niñas y los adolescentes en el ejercicio 
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y que se reitera de manera insistente en el Libro II que regula el SRPA y 
por la otra, por lo mismo, demanda tratar al adolescente como persona 
que puede cambiar; no como “procesado”, “imputado” o “acusado”; no 
como el simple sujeto pasivo de la acción penal; como el destinatario de 
la sanción ni como el sujeto que entra en las estadísticas judiciales, se le 
declara responsable y se le sanciona sin importar cuál será su futuro.

El CIA hace énfasis en el carácter y finalidad pedagógica del SRPA al 
establecer que tanto el proceso restaurativo -con el que se desarrolla el 
programa restaurativo- como el proceso penal propiamente dicho, deben 
realizarse “… con visión pedagógica y formativa mediante la cual el niño, niña 
o adolescente pueda tomar conciencia de las consecuencias de su actuación delic-
tiva y de la responsabilidad que de ella se derivan”120; concepto éste que corres-
ponde al desarrollo en el derecho interno de los principios del interés 
superior, especialidad de trato y opinión del niño, conforme con los cuales 
las autoridades judiciales tienen el deber jurídico de tratar al adolescente 
infractor de la ley penal “… de manera acorde con el fomento de su dignidad 
y el valor, que fortalezca el derecho del niño por los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales de terceros y en la que se tenga en cuenta la edad del niño 
y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una 
función constructiva en la sociedad”121.

En comparación con el sistema penal de adultos, el SRPA determina que 
una de las finalidades fundamentales de las sanciones consagradas en 
el mismo es la Justicia Restaurativa122. Tal finalidad no se satisface sola-
mente con el pago a la víctima del valor del daño sino que tiene una 
dimensión más amplia extendida a la sociedad y al mismo infractor o 
infractora, lo cual puede lograrse únicamente con la acción pedagógica 
en los términos ya planteados. 

El efecto que se busca en la conciencia -el mundo subjetivo o interioridad 
del adolescente- no se logra con la sola inercia del proceso penal; se 
produce gracias a la persuasión y para ello es indispensable la presencia 

responsable de los derechos. Las autoridades contribuirán con este propósito a través de decisiones 
oportunas y eficaces y con claro sentido pedagógico”.

120	 Ibíd., artículo 174.
121	 CDN, artículos 3, 12 y 40-1.
122	 CIA, artículo 178.
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física del adolescente frente al juez o jueza para que, primero, éste lo 
conozca y sepa quién es la persona que juzga; lo trate con la consideración 
y comprensión que éste merece en su condición de persona en forma-
ción; segundo, establezca con él contacto personal, es decir, el diálogo 
que implica tanto la intervención del funcionario judicial con diferentes 
estrategias -en las cuales se descarta la censura y el reproche- como la 
participación del adolescente, expresando su opinión, sus necesidades, de 
manera oral, es decir, en la forma natural que sirve al ser humano para 
dar a conocer lo que piensa, lo que siente y hacer conocer a los demás su 
propósito auténtico de rectificar. 

Ninguno de los valores de la JR -participación activa, aceptación de 
responsabilidad, reparación, restauración y reintegración social- serán 
alcanzables sin la presencia del adolescentes en desarrollo del proceso, 
razón por la cual el juzgamiento en ausencia -propio del sistema penal de 
mayores- es incompatible con el SRPA, motivo por el cual el artículo158 del 
CIA lo proscribe de manera expresa –norma que la Corte Constitucional 
halló ajustada a la Carta de manera condicionada123.-; prohibición que por 
estar fundada en la prevalencia de la finalidad pedagógica y restaura-
tiva debe entenderse extensiva a cualquier acto procesal equivalente para 
resolver el caso -como la audiencia de determinación de sanción cuando 
el proceso termina de manera anticipada en virtud de la aceptación de 
cargos en la audiencia de imputación- pues es claro que la ausencia del 
adolescente niega la finalidad pedagógica y, como es apenas obvio, anula 
la posibilidad de la JR. 

3.3	 EL PROCESO PENAL DE ADOLESCENTES 
GARANTIZA LA JR

Debido a que el adolescente es una persona que no ha alcanzado el grado 
de madurez y desarrollo que exige el sistema penal ordinario y atendiendo 
a que por la misma razón, tiene posibilidad de formación y potencialidad 
de cambiar, el sistema prohíbe darle tratamiento de adulto, razón por la 
cual: (i) niega la viabilidad de acudir a institutos procesales propios del 
sistema penal de mayores, tales como los acuerdos con la Fiscalía en los 

123	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-055 de 2010, MP. Juan Carlos Henao Pérez. 
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que, si bien deben incluir la reparación a la víctima, su finalidad esencial 
no es la Justicia Restaurativa sino la reducción de pena como contrapres-
tación por evitar el desgaste del aparato judicial; (ii) hace más exigente la 
posibilidad del juicio en ausencia y, como corolario, limita la figura de 
la contumacia, los cuales materialmente obstaculizan cualquier acción 
pedagógica o formativa y, por lo mismo, niegan en el proceso la función 
garantizadora de la JR.

3.3.1	 Prohibición de acuerdos con la Fiscalía

La exclusión en el SRPA de la figura de los acuerdos, propia del sistema 
penal ordinario, no constituye una contradicción del sistema pues, si bien 
el fundamento de la responsabilidad penal es la titularidad activa de 
derechos, lo cierto es también que desde el punto de vista sancionatorio 
el tratamiento es diferenciado -lo cual significa que no se le imponen 
penas propiamente dichas- y su finalidad es también distinta. La cohe-
rencia del sistema impone la admisión solamente de mecanismos alterna-
tivos al proceso penal que posibiliten la finalidad pedagógica y la Justicia 
Restaurativa, y descarta la utilización de institutos procesales cuya fina-
lidad primordial es la terminación del proceso formal de manera rápida. 
Los acuerdos con la Fiscalía no son una forma alternativa de la solución 
de los problemas que se derivan del delito; constituyen un instrumento 
jurídico para definir dentro del proceso penal formal, en forma rápida, lo 
que concierne a la responsabilidad penal del imputado sin que para ello 
cuente la intervención de la víctima y sin que ésta tenga que declararse 
conforme con la reparación -aspecto sustancial en el concepto de la JR-.

La exclusión de la figura de los acuerdos está fincada en: 

1.	 El carácter y finalidad pedagógica que tiene el proceso, conforme con 
los cuales de lo que se trata no es de solucionar el conflicto surgido 
del delito en los mismos términos y de la misma forma como puede 
hacerse en el sistema de adultos, pues se parte de la base de que en 
materia de responsabilidad penal de adolescentes, lo importante es su 
futuro y el de la víctima, lo mismo que el papel positivo que ambos 
deben seguir desempeñando en la sociedad; de tal suerte que lo 
fácil puede ser dictar la sentencia anticipada, pero el reto es lograr la 
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restauración y la reintegración social de víctima y victimario, razones 
por las cuales la política de gestión y el nivel de contundencia de la 
investigación no puede ser el que caracteriza el sistema acusatorio 
respecto de los adultos, en el cual se estimulan los acuerdos y el 
centro de atención de los mismos es la sanción como retribución justa 
(artículo 4 CP), por el daño causado. 

2.	 El hecho de que en los acuerdos con la Fiscalía se descarta la interven-
ción activa de la víctima en la solución del problema y se propicia el 
distanciamiento entre ésta y el victimario, al punto de que si el proceso 
termina por convenio entre el ente acusador y el imputado, y la víctima 
no está de acuerdo con los términos de la reparación, la ley la autoriza 
para que acuda a las acciones judiciales –la acción civil para la repara-
ción del daño- contra el condenado124, lo cual es contrario a uno de los 
valores fundamentales de la JR: el acercamiento víctima - victimario y 
la solución en términos reparativos como producto del acuerdo entre 
uno y otro, tratando de lograr la reconciliación entre ambos. 

3.3.2 Proscripción de la Justicia premial

Bajo la misma línea argumentativa expuesta en presencia, la Jurisprudencia 
de la Corte Suprema de Justicia ha sido categórica en que frente a los 
adolescentes están proscritos los mecanismos de justicia premial propios 
del sistema penal de adultos125, en esencia porque los mismos: 1.- resultan 
contrarios al interés superior del adolescente; 2.- riñen con la teleología 
pedagógica, formativa y restaurativa del SRPA; 3.- no se aviene con el 
tratamiento diferenciado que la Ley le da al menor de 18 años que comete 
delitos y, 4.- no consultan los principios rectores que consagra la normati-
vidad internacional sobre la materia, los cuales tienen carácter vinculante 
como fuente de derecho e instrumento hermenéutico para efectos de la 
Justicia Penal Juvenil. 

124	 LEY 906 DE 2004, artículo 351. 
125	 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia de casación Rad. 33510 del 7 de julio de 2010, MP. 

Julio Enrique Socha Salamanca. 
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El pronunciamiento jurisprudencial en comento, obliga a descartar el 
criterio según el cual, la rebaja de pena por allanamiento a cargos prevista 
en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 es aplicable en el proceso penal 
de adolescentes porque de lo contrario se vulneran los principios de favo-
rabilidad -de la Ley 906 de 2004 frente a la Ley 1098 de 2006- e igualdad 
de estos frente a los adultos; tesis que terminaba predicando la “igualdad 
entre desiguales” y, por darle mayor trascendencia al aspecto retributivo, 
hacía nugatorio el modelo de Justicia Restaurativa que adoptó el legis-
lador colombiano en el SRPA. 

Consecuente con los principios de tratamiento diferenciado y discrecionalidad 
amplia, -flexibilidad- que informan el SRPA, la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia también tiene hoy sentado que frente a los adoles-
centes no opera el sistema de cuartos, propio de la dosificación de la pena 
en el sistema de adultos126; criterio éste que destaca el carácter especial 
del sistema y resalta la finalidad pedagógica restaurativa de la sanción127. 
 

3.3.3 Prohibición de juicio en ausencia

El proceso en el SRPA no es simplemente un medio sino un fin en sí 
mismo en atención a su carácter y finalidad pedagógica, preferente e irrenun-
ciable, lo cual significa que los propósitos de la justicia de adolescentes 
se logran tanto con el proceso propiamente dicho como con la sanción 
y ello impone la presencia del adolescente infractor de la ley penal en la 
audiencia, motivo por el que el legislador expresamente prohíbe el juzga-
miento en ausencia128, fincado en que en el sistema acusatorio, el juicio 
oral es el escenario obligado y la oportunidad para que el juez o la jueza, 
por principios de concentración e inmediación, tenga el conocimiento del 
caso y establezca contacto personal con el adolescente. En esta lógica, en el 
proceso penal especial de adolescentes la aplicación del instituto procesal 
de la declaratoria de persona ausente -previsto en el sistema ordinario para los 

126	 Ibíd. Sentencia de casación Rad. 32004 del 21 de octubre de 2009, MP. Yesid Ramírez Bastidas. 
127	 Los fundamentos de la tesis sobre la improcedencia del sistema de cuartos y de la no aplicación de la 

rebaja de pena por allanamiento a cargos en el SRPA, fueron planteadas en la versión inicial de este 
módulo, en el capítulo de las SANCIONES que no aparece aquí. Ver pie de página 11. 

128	 CIA, artículo 158.
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adultos129- implica una mayor carga para el aparato estatal en cuanto no 
solo debe hacer todo aquello que la jurisprudencia constitucional impone 
como condición para que un adulto pueda ser juzgado en ausencia sino 
que, además, tiene la obligación de agotar todas aquellas posibilidades que 
no son utilizadas frente a los adultos como, por ejemplo, la citación de los 
padres a fin de exigirles que, en ejercicio de la patria potestad que tienen 
sobre el adolescente infractor; con fundamento en el deber de formación del 
mismo y colaboración con la justicia, lo hagan comparecer a la audiencia 
que tiene finalidad pedagógica, con lo cual: 

1.	 Se garantiza la presencia del infractor en desarrollo del proceso para 
los fines de la justicia penal de adolescente.

2.	 Se deja a salvo la garantía especial propia del debido proceso en el 
SRPA, que tiene el o la adolescente a “ser informado directamente de los 
cargos que pesan en su contra”130. 

3.	 El juez o la jueza está obligado, cuando logre la comparecencia del o 
la adolescente, a continuar la audiencia de acusación, enterarlo de los 
cargos y fijar fecha y hora para la celebración de la audiencia prepara-
toria (artículo 343 Ley 906 de 2004).

4.	 La notificación de la acusación “al defensor público o apoderado y al defensor 
de familia”, prevista en el artículo 158 del CIA se torna procedente, legi-
tima y eficaz bajo la condición de que haya fracasado la acción eficiente 
del Fiscal y/o del Juez; en caso contrario no, pues ello no solo resulta 
opuesto al debido proceso penal -especial- de adolescentes sino al prin-
cipio del interés superior del éste concretado en el derecho a que se le 
permita participar de la solución del problema que ha creado. 

129	 LEY 906 DE 2004, artículo 127.
130	 CDN, artículo 40-2-b-11.
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3.3.4	Contumacia y JR
		
Uno de los problemas prácticos más recurrentes se origina en el hecho de 
que el adolescente infractor aprehendido en flagrancia, por regla general, 
acepta los cargos que le hace la Fiscalía en la audiencia de imputación, 
motivo por el que, si no procede el internamiento preventivo como medida 
de aseguramiento, el juez o la jueza de control de garantías remite el 
proceso al juez de conocimiento para efectos de la audiencia de dosifica-
ción de sanción y sentencia131, pero a ella no asiste el adolescente imputado.

Ante tal circunstancia, ha surgido una postura fundada en la teleología 
del sistema y otra apoyada en los criterios jurídicos propios del sistema 
de adultos, que pone en segundo plano el carácter y finalidad pedagó-
gica del proceso; circunstancia por la cual existen hoy dos tesis antípodas 
orientadas a solucionar el problema:

1.	 La del “derecho” del adolescente a no asistir a la audiencia.- Conforme con 
la cual: (i) si el o la adolescente, habiendo sido citado en debida forma 
decide voluntariamente no asistir, “está en su derecho” y como “el 
juez no puede obligarlo”, debe dictarse sentencia, atendiendo a que 
aquél se ha declarado contumaz y le es aplicable el artículo 291 del 
CPP ordinario132; (ii) el CIA prohíbe el juicio en ausencia mas no en 
contumacia y la diferencia radica en que en aquella no conoce la exis-
tencia del proceso y por eso no puede asistir, mientras que en ésta 
sabe la existencia del mismo pero decide no hacerlo; (iii) la etapa de 
juzgamiento “termina con el anuncio del sentido del fallo”; luego, la 
sentencia es un acto subsiguiente y, por lo mismo, no se infringe la 
prohibición del CIA; (iv) lo que la ley prohíbe es el juzgamiento en 
ausencia y el adolescente renuncia a él cuando acepta los cargos en 
la audiencia de imputación; (v) la terminación del proceso no puede 
quedar a la voluntad del o la adolescente y, (vi) la prohibición de juzga-
miento en ausencia establecida en el CIA no es absoluta; tiene como 

131	 LEY 906 DE 2004, artículo 447.
132	 “Si el indiciado, habiendo sido citado en los términos ordenados por este código, sin causa justificada 

así sea sumariamente, no compareciere a la audiencia, esta se realizará con el defensor que haya 
designado para su representación. Si este último tampoco concurriere a la audiencia, sin que justifique 
su inasistencia, el juez procederá a designarle defensor en el mismo acto, de la lista suministrada por 
el sistema nacional de defensoría pública, en cuya presencia se formulará la imputación”.



 LA JR COMO PRINCIPIO PREFERENTE E IRRENUNCIABLE

119

excepción el hecho de que el o la adolescente haya asistido a la etapa 
de investigación y, por lo mismo, tal prohibición sólo opera si en esa 
etapa, se ha recurrido a la declaratoria de persona ausente. 

El corolario obligado de esta postura es que en el SRPA es jurídicamente 
acertado realizar la audiencia de acusación, la audiencia preparatoria 
y la audiencia de juzgamiento sin la presencia del o la adolescente a 
condición de que éste haya estado en la audiencia de imputación133. 

2.	 La de la presencia necesaria del adolescente por razón del carácter y finalidad 
del proceso.- La cual niega la posibilidad de continuar el proceso si no se 
logra la presencia del o la adolescente a la audiencia del juicio oral y, por 
consiguiente, su suspensión hasta cuando se logre su comparecencia. 
La presencia de éste se impone esencialmente por razón de la función 
garantizadora de la JR que tiene el proceso penal de adolescentes que 
sólo puede lograrse por medio de la finalidad pedagógica del mismo.

Aquí la comparecencia del adolescente es, no sólo un deber jurídico 
de éste cuyo cumplimiento le puede ser exigido, sino, además, condi-
ción del debido proceso penal de adolescentes.

Reiterando lo que ya se ha planteado, la tesis de la contumacia en 
idénticos términos a los que rigen frente al sistema penal de adultos 
y como fundamento para dictar sentencia sin la presencia del adoles-
cente infractor es contraria a la teleología del CIA porque: 

a)	 En el SRPA, el carácter y finalidad pedagógica preferentes e irrenuncia-
bles del proceso -y la audiencia de dosificación de sanción hace parte 
de él- determina la presencia de o la adolescente a quien se juzga como 
única forma y oportunidad para que en “un ambiente de comprensión 
partícipe”134 activamente en el proceso restaurativo y tome conciencia 
tanto de las consecuencias de su acción delictiva como del deber que 
tiene de asumir una función constructiva en la sociedad y esto no se 

133	 TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ. Sala de Asuntos Penales para Adolescentes. Sentencia del 
21 de septiembre de 2007; proceso 2007-00097, MP. Fernando Alberto Castro Caballero. TRIBUNAL 
SUPERIOR DE CALI. Sala de Asuntos Penales para Adolescentes. Sentencia del 16 de abril de 2008, 
MP. Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos. 

134	 REGLAS DE BEIJING. R. 14.2.
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logra sin el acercamiento personal entre el adolescente y la víctima y, 
si no es posible con ésta, el encuentro con el juez o la jueza a efecto de 
lograr los fines restaurativos. 

b)	 Desde la óptica de la lógica del proceso, la sentencia es el acto 
culminante del juzgamiento -en la audiencia oral las partes aportan 
los elementos probatorios con los cuales el juez o jueza produce la 
sentencia que contiene la declaración jurisdiccional sobre la responsa-
bilidad del acusado-, razón por la cual se debe aceptar que la audiencia 
de dosificación de sanción y sentencia hace parte de la fase de juzga-
miento y, por ende, desde el punto de vista de la exegesis, opera la 
prohibición del artículo 158 del CIA cuando el Fiscal y/o el Juez no 
realizan las acciones necesarias para hacer comparecer al adolescente 
infractor. 

c)	 El instituto procesal de la contumacia -en el mismo enfoque del sistema 
penal de adultos- es contrario al interés superior del o la adolescente 
porque niega su condición de persona con necesidad de formación; 
lo ve simplemente como un sujeto procesal y destinatario de castigo; lo 
trata solamente como causante de daño a quien debe retribuírsele con 
el mal de la sanción, lo cual pone en último plano los valores de la JR 
como finalidad primordial del sistema por medio de la acción peda-
gógica que debe realizar el juez o jueza frente al adolescente. 

d)	 La aceptación de cargos se traduce en aceptación de responsabilidad 
en sentido jurídico-penal -manifestación de culpabilidad- mas no de 
responsabilización del adolescente, requisito esencial para que exista 
JR, la cual sólo puede lograrse en virtud de la labor pedagógica del 
juez o jueza mediante el acercamiento personal con el mismo y, 

e)	 El enfoque de la JR se finca en el tratamiento personalizado del infractor 
y en la consideración de las necesidades particulares del adolescente.

La prioridad para la justicia y para la judicatura no es, ni puede ser, dar 
por terminado el proceso -tener una sentencia más y un proceso menos- 
porque por encima de esto está: (i) el interés superior del o la adolescente 
-el derecho a la resocialización por medio del proceso restaurativo-; (ii) 
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el interés de la ley -que el proceso garantice la JR- y, (iii) el interés de la 
sociedad -poder contar con el o la adolescente en el desarrollo construc-
tivo de la misma al igual que la reintegración de la víctima-. Ninguno 
de estos objetivos se logra si sobre ellos y la necesidad de propiciar las 
condiciones para contar con el sujeto ético del futuro, se hace prevalecer 
la terminación del proceso mediante una sentencia formal que aparente-
mente solucione el problema pero que realmente lo deja latente.

El carácter y finalidad diferenciada del proceso impide darle al o a la 
adolescente el mismo tratamiento que se le da a los adultos135. Al adulto, 
sin su presencia en la audiencia, se le condena y se ordena su captura 
para ejecutar el castigo sin que el juez o jueza tenga el deber de hacer la 
más mínima aproximación a la persona del condenado porque lo consi-
dera solo un sujeto jurídico. El carácter diferenciado y pedagógico del 
proceso penal de adolescentes obliga a concebir al infractor de la ley penal 
como ser humano en formación; por lo mismo, el juez o la jueza requiere 
conocer la problemática específica del mismo como condición para orien-
tarlo -ésta es la razón de ser de la exigencia legal de que el juez debe tener 
conocimientos calificados no sólo en derecho penal sino, además, en la 
problemática de la adolescencia136-, lo que determina que el juez o jueza 
de adolescentes no es solamente el árbitro del sistema de adultos; es ante 
todo la persona que en nombre de la ley lo trata en perspectiva formativa. 

La presencia del adolescente en la audiencia no depende de la voluntad 
de éste pues el hecho de que el proceso tenga carácter y finalidad peda-
gógica obligatoria no significa la renuncia a la autoridad Estatal; depende 
de la decisión del juez, razón por la cual éste tiene no sólo la facultad 
sino el deber, de agotar todos los medios jurídicos y materiales a su 
alcance para lograrlo -si es del caso, debe recurrir al ejercicio legítimo 
de la fuerza estrictamente necesaria para lograr el acatamiento a la ley y 
el cumplimiento de las finalidades de ésta-. Absolutamente inane apare-
cería el SRPA si se afirma que éste obliga a que el proceso sea de carácter 
y finalidad pedagógica pero que no puede obligar al adolescente a que 
comparezca ante el juez –verbi gratia: ordenando su conducción- con el 
fin de materializar los propósitos perseguidos por la ley y útiles para 

135	 Ibíd. R. 2.2.a.
136	 CIA, artículo 163, par. 2.
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la sociedad. Sería un contrasentido afirmar que el SRPA es un sistema 
de justicia que compromete el futuro de la sociedad pero que el aparato 
judicial carece del poder coercitivo que le es consustancial para someter 
al adolescente a la ley; sería tanto como aceptar que en el SRPA a la diosa 
de la justicia se le ha quitado la espada que simboliza la coerción como 
elemento esencial de la misma137. 

La citación de los padres a la audiencia, con base en la información que le 
debe suministrar la policía judicial, la Fiscalía y/o el defensor de familia; 
con fundamento en la responsabilidad civil solidaria138 y en el deber de 
apoyo en la aplicación de la sanción139, es un mecanismo a disposición 
del juez que, por regla general, resulta eficaz atendiendo a que puede 
hacer uso -contra el padre o adulto responsable del adolescente- de los 
poderes disciplinarios e imponer -con la observancia del debido proceso, 
que implica escuchar a la persona- la sanción de arresto si determina que 
su comportamiento omisivo obstaculiza la realización de la audiencia 
por falta de comparecencia del o la adolescente140. 

El juez o jueza renuncian y sacrifican el carácter y la finalidad pedagó-
gica del proceso, cuando realizan actos procesales sin la presencia del o la 
adolescente infractor o infractora sea cual fuere el argumento o el meca-
nismo que utilicen para ello, tal como se pone de manifiesto en el CASO 
“la vendedora de minutos” en el cual se sancionó al adolescente sin haber 
comparecido a la audiencia de dosificación de sanción y sentencia sin que 
se haya acreditado un hecho que permitiera admitir razonablemente la 
ausencia del adolescente infractor141; el juez o jueza renuncian y niegan 

137	 Los romanos tomaron a Themis y la transformaron en Iustitia. Es la imagen que todos conocemos hoy: 
se la representa como una mujer impasible, con los ojos vendados, portando en una de sus manos una 
balanza y en la otra, una espada en posición de descanso. La venda en los ojos simboliza la imparcialidad 
y la igualdad con las cuales todos van a ser tratados en su presencia; la balanza representa la justicia, 
el equilibrio y la capacidad de sopesar los diferentes argumentos en una situación. La espada en 
posición de descanso, indica que la fuerza solo debe usarse cuando es necesaria.

138	 CIA, artículo 170.
139	 Ibíd., artículo 178.
140	 LEY 906 DE 2004, artículo 143-3. “Poderes y medidas correccionales. El juez, de oficio o a solicitud 

de parte, podrá tomar las siguientes medidas correccionales: … 3. A quien impida u obstaculice la 
realización de cualquier diligencia durante la actuación procesal, le impondrá arresto inconmutable de 
uno (1) a treinta (30) días según la gravedad de la obstrucción y tomará las medidas conducentes para 
lograr la práctica inmediata de la prueba”. 

141	 Caso en la autoevaluación de la Unidad 1 de este Módulo.
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el carácter y finalidad diferenciada del proceso, la medida y la sanción 
cuando, por ejemplo: le dan al adolescente infractor de la ley penal trata-
miento de adulto, tal como se evidencia en el CASO “el niño que no hace 
mal a nadie”142. Se sacrifica el carácter y finalidad pedagógica y diferen-
ciada de la sanción cuando el juez o la jueza, para dosificarla, atienden 
exclusivamente a la gravedad del delito y omiten considerar la edad y las 
circunstancias personales del o la adolescente en conflicto con la ley penal.

Cambiando lo que sea necesario cambiar, bajo la misma óptica, debe 
resolverse otro problema -también frecuente- surgido del hecho de que 
cuando el adolescente es capturado en flagrancia, si la Fiscalía lo pone en 
libertad bajo el compromiso de que se presente a la audiencia de imputa-
ción en la fecha que el juez de control de garantías lo cite, no asiste bajo 
el argumento de que “no está interesado” -u otro semejante-. Aquí es 
necesario reiterar que:

i)	 Una de las diferencias esenciales entre el sistema penal de adultos y 
el SRPA es que en éste el proceso -y dentro de él está la audiencia de 
imputación-, por una parte, tiene carácter y finalidad pedagógica143 
los cuales son de naturaleza preferente e irrenunciable144 y, de otra, 
debe garantizar la JR.

En tal virtud, la presencia del adolescente infractor de la ley penal 
en la audiencia de imputación no apunta solamente a garantizarle su 
derecho de defensa; se impone, además, para que -como persona en 
formación- sepa de la trascendencia negativa de sus actos y tenga la 
posibilidad -si es del caso- de manifestar su arrepentimiento e inten-
ción de realizar actos de reparación a la víctima -o a la sociedad-; 
aspectos que son determinantes en la valoración de su conducta -si 
decide aceptar los cargos que le haga la Fiscalía145-.

142	 Caso incluido al final de esta Unidad.
143	 LEY 1098 DE 2006, artículo 140.
144	 Ibíd., artículo 5. 
145	 Ibíd., artículos 157 y 179-4. 
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ii)	 En el SRPA, por lo mismo, no se trata de citar al adolescente y 
tener certeza que conoce de la existencia del proceso para decla-
rarlo contumaz cuando no asiste a la audiencia de imputación, pues 
ello corresponde al tratamiento que, como sujeto procesal, se le da 
al adulto en el sistema penal ordinario y, conforme con el Derecho 
Internacional de los derechos del niño y con derecho interno, el adoles-
cente es titular de un tratamiento diferenciado en materia penal.

El sistema especial de adolescentes impone concebir su asistencia a 
la audiencia -cualquiera que ella sea- no como un derecho o facultad 
discrecional del infractor sino como un deber jurídico al que el adoles-
cente no puede sustraerse y que, por ende, se le puede exigir por parte 
del juez recurriendo a los medios jurídicos y materiales a su alcance; 
obligación fundada, por una parte, en que el adolescente carece de la 
facultada para desatender a la autoridad, a más de que tiene la obliga-
ción de restablecer a la víctima en sus derechos y, de otro, en el interés 
legítimo que tiene la sociedad de hacerlo reflexionar para que redes-
tine su conducta y poder contar con él como ciudadano importante en 
la dinámica de la misma, lo que, en últimas, repercute positivamente 
en el interés superior del adolescente -su derecho a volver al seno de 
la sociedad y ser tratado de la misma manera que se trata a quien no 
ha infringido la ley penal-.

En esta perspectiva, la declaratoria de contumacia en el SRPA debe 
enmarcarse dentro del concepto de debido proceso reforzado el cual 
implica que, a más de exigir que el adolescente conozca de la existencia 
del proceso, el Estado-jurisdicción debe, de todas formas, hacer cuanto 
sea necesario para hacerlo comparecer y solo ante el fracaso de esas 
acciones resulta válido acudir a la figura de la contumacia para efectos 
de la imputación, sin que ello signifique que, por virtud de ella, pueda 
proseguir el desarrollo del proceso sin insistir en la comparecencia del 
adolescente. Lo contrario significa hacer prevalecer -sobre el carácter 
y la finalidad pedagógica y restaurativa del proceso- la idea de que lo 
importante para los fines de la justicia penal de adolescentes es dictar 
la sentencia condenatoria recurriendo, sin más, a figuras típicas del 
sistema de adultos -la declaratoria de contumacia-.
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iii)	 Los principios del interés superior del adolescente146 -que se traduce en el 
derecho a que la colectividad lo admita como un miembro necesario de la 
misma- y participación147 -que implica la necesidad de escuchar al adoles-
cente y conocer su problemática a fin de reorientarlo-, no son de carácter 
secundario en el SRPA; por el contrario, gobiernan el proceso penal de 
adolescentes de manera ineludible148 el cual se tramita de manera oral y 
en audiencias presididas por el juez149; luego, el escenario natural obli-
gado para que el adolescente participe de manera efectiva es la audiencia. 

3.3.5	 Declaratoria de persona ausente y JR

La Corte Constitucional declaró exequible el artículo 158 del CIA que prohíbe 
el Juzgamiento en ausencia del adolescente150, bajo la condición de que se 
entienda que su no comparecencia al proceso no tiene justificación razonable.151

Tal pronunciamiento de la jurisprudencia constitucional reafirma la nece-
sidad de la presencia del adolescente infractor en la audiencia por razón 
del carácter y la finalidad especial del proceso penal contra el mismo, 
pues en la ratio decidendi hace énfasis en que: 

1.	 En el sistema acusatorio, de manera excepcional puede admitirse la 
figura de la persona ausente o la contumacia únicamente con el fin 
de lograr la eficacia y la continuidad de la administración de justicia 
y esto es presupuesto necesario en el SRPA pues:

… siendo mecanismos de carácter excepcional, su ejecución debe es-
tar rodeada de un conjunto de garantías y controles judiciales”, como 

146	 CDN, artículos 3. CIA, artículos 6 y 8.
147	 Ibíd., artículo 12. Ibíd., artículo 2-b. 
148	 LEY 1098 DE 2006, artículo 5. 
149	 LEY 1098 DE 2006, artículo 144. LEY 906 DE 2004, artículos 145 y 153.
150	 CIA, artículo 158. “Los adolescentes sometidos a procesos judiciales por responsabilidad penal no 

serán juzgados en su ausencia. En caso de no lograrse su comparecencia se continuará la investigación 
y el defensor público o apoderado asumirá plenamente su defensa hasta la acusación o la preclusión. 
Si hay acusación, se notificará al defensor público o apoderado y al Defensor de Familia. El proceso se 
suspenderá mientras se logra la comparecencia del procesado. En estos eventos, la prescripción de la 
acción penal se aumentará en una tercera parte.

151	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C- 055 de 2010, MP. Juan Carlos Henao Pérez.
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el haberse verificado “de manera real y material y no meramente for-
mal, que al fiscal le ha sido imposible localizar a quien requiera para 
formularle la imputación o tomar alguna medida de aseguramiento 
que lo afecte, y se le hayan adjuntando los elementos de conocimiento 
que demuestren la insistencia en ubicarlo mediante el agotamiento de 
mecanismos de búsqueda y citaciones suficientes y razonables para 
obtener la comparecencia del procesado152. 

2.	 El artículo 158 del CIA presupone necesariamente, el agotamiento de 
todas las posibilidades materiales para hacer comparecer al adoles-
cente infractor y lograr las finalidades del SRPA porque 

… sólo así, con el trabajo denodado de las autoridades competentes, se 
crean las opciones serias para hacer comparecer al menor acusado y en 
el caso de ser éste responsable, administrar justicia, conocer la verdad 
y reparar a las víctimas. A través de su sometimiento al sistema de res-
ponsabilidad penal especial y diferenciado dispuesto, al mismo tiempo 
se hace posible que el adolescente infractor sea juzgado y pueda parti-
cipar en dicha etapa procesal, defenderse materialmente, comprender 
lo reprochable de su actuación, reconocer a la víctima y valorar en su 
integridad el daño causado. Y, en el evento de que reciba sanción, pue-
da el juez proferir un fallo que atienda a las condiciones específicas del 
menor y enseñarle, con los medios pedagógicos que encuentre perti-
nentes y adecuados (artículo 140 CIA), la forma de asumir su proyecto 
de vida en sociedad, con la libertad derivada de su condición humana, 
con la igualdad y la desigualdad legítimas que le sean reconocibles, 
pero también con el respeto y solidaridad que le han de merecer los 
derechos de los otros y los intereses públicos y colectivos153.

3.	 La noción de JR incorporada en el CIA es objetivo que debe garan-
tizar el SRPA. 

La justicia restaurativa se presenta como un modelo alternativo de 
enfrentamiento de la criminalidad, que sustituye la idea tradicional 
de retribución o castigo, por una visión que rescata la importancia 

152	 Ibíd. Sentencia C-591 de 2005, MP. Clara Inés Vargas Hernández.
153	 CIA, artículo 162.
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que tiene para la sociedad la reconstrucción de las relaciones entre 
víctima y victimario. El centro de gravedad del derecho penal ya no 
lo constituiría el acto delictivo y el infractor, sino que involucraría 
una especial consideración a la víctima y al daño que le fue inferido.

Conforme a este modelo, la respuesta al fenómeno de la criminalidad, 
debe diversificar las finalidades del sistema. Debe estar orientada a la 
satisfacción de los intereses de las víctimas (reconocer su sufrimiento, 
repararle el daño inferido y restaurarla en su dignidad), al restableci-
miento de la paz social, y a la reincorporación del infractor a la comu-
nidad a fin de restablecer los lazos sociales quebrantados por el delito, 
replanteando el concepto de castigo retributivo que resulta insufi-
ciente para el restablecimiento de la convivencia social pacífica154. 

4.	 La prohibición del artículo 158 del CIA, a más de involucrar la admi-
nistración de justicia sin dilaciones injustificadas y la persecución del 
delito –bienes jurídicos de carácter objetivo-, compromete la reali-
zación de los derechos de las víctimas –bienes jurídicos de carácter 
subjetivo- que tienen rango constitucional y prevalente, razón por la 
cual al hacer el juicio de ponderación entre éstos y los derechos de los 
adolescentes en el marco del proceso penal especial establecido en el 
CIA –también prevalentes- la conclusión más razonables es que estos 
deben ceder ante aquellos cuando el adolescente opta por no compa-
recer a la audiencia en actitud renuente, contumaz o de rebeldía para 
burlar la administración de justicia. 

Al imposibilitar el adolescente infractor, la realización de los 
valores de la Justicia Restaurativa, la única opción es la de la 
justicia penal formal, a fin de garantizarle a la víctima la verdad, 
la Justicia y la reparación. 

154	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-979 de 2005.
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3.4	 EL OBJETO DEL PROCESO PENAL EN EL SRPA 
TAMBIÉN INCLUYE LA JR 

Tratándose de un modelo de justicia, el objeto del proceso penal de adoles-
centes es el mismo del sistema de mayores, pues está centrado en dos 
temas: el conflicto público y el conflicto privado originado en la infrac-
ción a la ley penal por parte del o la adolescente, a los que debe agregarse 
la JR como complemento necesario.

3.4.1	 La responsabilidad penal

El aspecto medular del proceso penal de adolescentes, es resolver el 
conflicto de naturaleza pública –infractor vs Estado; éste que pretende 
aplicarle una sanción prevista en la ley y aquél que trata de liberarse 
de ella- que plantea la violación de la ley penal e implica: (i) determinar 
probatoria y valorativamente si el o la adolescente, por una parte, ha 
cometido una conducta típica -que satisface el tipo objetivo y el tipo 
subjetivo de una determinada hipótesis de violación consagrada en el 
CP.- y antijurídica -al margen de las causales legales de justificación- y, de 
otro, si le cabe juicio de reproche -la culpabilidad como tercer elemento 
del concepto de delito- y, en caso afirmativo, (ii) establecer cualitativa -la 
naturaleza o clase- y cuantitativamente -el tiempo de duración- la conse-
cuencia jurídica de naturaleza penal imponible. 
 
La responsabilidad penal es la obligación, de origen legal, que tiene el 
o la adolescente infractor o infractora de la ley penal de someterse a la 
sanción que acarrea su conducta delictiva. 

Declarada la responsabilidad penal, lo que corresponde es determinar 
la consecuencia de la misma naturaleza que la persona debe asumir, sin 
que al juez le sea permitido abstenerse de imponerla –salvo que en el 
juicio sancionatorio excepcionalmente determine con argumentos serios 
y sólidamente fundados, que no se satisface el principio de necesidad de 
la sanción- o cambiarla por una medida de protección bajo el argumento, 
por ejemplo: que se trata de una persona en situación de riesgo, pues es 
obvio que de ser así quien debe tomar cartas en el asunto es el defensor 
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de familia sin que esto sea incompatible con la imposición de la sanción 
al o a la adolescente por el delito que ha cometido. 
Si se trata de adolescente infractor o infractora “… con discapacidad psíquica 
o mental”155 -expresión con la que el SRPA supera normativamente la 
discusión sociológica y antropológica sobre el concepto de imputabilidad- 
el objeto del proceso es también determinar si incurrió en conducta típica 
y antijurídica pero, por carecer de capacidad de derecho penal -capacidad 
de sanción- no se le puede hacer juicio de reproche -razón por la cual 
falta la culpabilidad como tercer elemento del delito en la concepción 
tripartita- y, por lo mismo, el adolescente no responde con una sanción; 
responde con una medida de seguridad cuyo fundamento es la responsabi-
lidad ético-social.

Para efectos de responsabilidad penal el CIA parte de la base de que 
el adolescente, salvo que padezca de patología mental, debe responder 
porque es sujeto titular de derechos y los ejerce con responsabilidad; es 
por esto que el artículo 142-2 del CIA determina que “las personas mayores 
de 14 y menores de 18 años con discapacidad síquica o mental” que cometan 
conducta punible “tampoco será juzgada, declarada penalmente responsable ni 
sometida a sanciones“; proposición normativa que, a la luz de la dogmática 
penal, debe entenderse en el sentido de que al adolescente infractor de 
la ley penal que carece de normalidad síquica o mental no se le puede 
hacer juicio de reproche y, por ende, no se le puede imponer sanción -bajo 
la condición de que la conducta punible tenga relación de causalidad 
con esa discapacidad156-, pero ello no es óbice para que el juez valore si 
cometió un injusto, en términos de la concepción bipartita del delito en la 
que los elementos de éste son la antijuricidad -que comprende la conducta 
y la tipicidad- y la culpabilidad -que comprende la normalidad psíquica 
del autor-. Recuérdese que quien padece de patología que afecta su esfera 
cognoscitiva o volitiva también puede, por ejemplo: matar en legítima 
defensa, caso en el cual su conducta es típica más no contraria a derecho 
y, por ello, no habría lugar a imposición de medida de seguridad pues el 
autor carece de responsabilidad por no haber cometido injusto. 

155	 CIA, artículo 142-3.
156	 Tal relación no existe si, por ejemplo: la patología mental que padece el o la adolescente corresponde a 

una neurosis obsesiva de cleptomanía y comete porte ilegal de armas de fuego; si la enfermedad mental 
es una neurosis obsesiva de piromanía y comete hurto.
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La consecuencia lógica obligada es que, de la conducta del o la adolescente 
con patología mental también conoce el juez o jueza penal de adolescentes 
quien debe declarar si cometió o no el injusto; en caso afirmativo, por una 
parte, tal declaración una vez cobre ejecutoria la sentencia157 abre paso al 
incidente de reparación integral para el resarcimiento de perjuicios contra 
los padres o representantes legales, quienes por ley158 son solidariamente 
responsables desde el punto de vista civil, y por la otra, la consecuencia 
jurídica no puede ser una sanción sino la medida de seguridad.

3.4.2	La responsabilidad civil

Es del objeto del proceso penal de adolescentes, resolver el conflicto 
privado-infractor vs víctima; ésta pretende la reparación por el daño que 
se le ha causado y aquél trata de que no se le obligue a ello- que también 
implica la violación de la ley penal, lo cual se traduce en la reparación del 
daño y los perjuicios causados, por medio del incidente de reparación integral 
o, el resultado restaurativo producto de la conciliación o de la mediación.

Del proceso penal no hacen parte las medidas de restablecimiento de dere-
chos del o la adolescente159 pues éstas son de competencia del defensor 
de familia160, razón por la cual la sentencia no puede contener decisiones 
distintas a las vinculadas con el doble objeto del proceso. Esto descarta la 
posibilidad que el juez imponga obligaciones a persona distinta del o la 
sancionada o que imponga medidas administrativas de restablecimiento 
de derechos del menor como, por ejemplo: la amonestación a los padres161 
para que cumplan con los deberes legales que les son propios tal como se 
evidencia en el CASO 3162 ó que le imponga al ICBF, la obligación de hacer 
tal o cual cosa en relación con el o la adolescente sancionado o sancionada.

157	 LEY 1395 DE 2010, artículo 86. 
158	 CIA, artículo 170.
159	 Ibíd., artículo 53. 
160	 Ibíd., artículos 79 y 82.
161	 Ibíd., artículo 54.
162	 Anexo A, casuística.
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Tampoco se constituye en objeto del proceso el interés superior del o la adoles-
cente; pues éste corresponde a un principio orientador de las decisiones 
del juez o jueza mas no la materia de la controversia ni de la sentencia; 
por lo mismo, el fallo no puede contener decisiones encaminadas a mate-
rializar lo que a juicio del juez o jueza, constituye interés superior del o 
la adolescente pero que no tiene relación directa con los fines del SRPA. 

3.4.3	La JR como complemento	

Para resolver el antagonismo derivado de la comisión de delitos considerados 
poco graves e inclusive los graves, en el SRPA, jurídicamente se impone: 

1.	 Acudir primero -con el consentimiento informado de víctima y 
adolescente infractor- a los mecanismos no judiciales como la conci-
liación y la mediación, bajo el entendido que el delito ocasiona daño 
personal con efectos colectivos y que la fuente de la solución justa, 
equitativa y efectiva no es únicamente el órgano estatal sino también 
las partes afectadas de manera directa -víctima y victimario- e indi-
recta -padres, familiares, adultos responsables, círculos de amigos, la 
comunidad- a fin de lograr un múltiple efecto de indiscutible conte-
nido psicológico, sociológico y político; el primero relacionado con 
la recuperación de la víctima en su tranquilidad y en la reparación 
del daño que ha sufrido, conforme con sus particulares necesidades 
no indispensablemente de contenido económico; el segundo, referido 
al restablecimiento de las relaciones víctima-victimario y entre éstos 
y la comunidad y, el tercero, manifestado en la necesidad de que el 
adolescente siga aportando a la paz y a la convivencia pacífica; efectos 
que, por los beneficios recíprocos, demandan participación tripartita: 
la del victimario que establece comunicación personal con la víctima, 
la escucha, reflexiona, reconoce la falta y adopta las acciones mate-
riales para resarcirla en el daño ocasionado; la de la víctima que con 
su entendimiento, comprensión y tolerancia puede llegar a perdonar 
a su ofensor descartando la solución simplista de vencedor y vencido, 
y la comunidad que -en virtud de los principios de corresponsabilidad 
y solidaridad- debe tomar parte activa en el logro de la vigencia 
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efectiva de los derechos de los niños, niñas y adolescentes163; faci-
litar las condiciones materiales para el acercamiento personal entre 
los grupo comprometidos y, además, debe tolerar, admitir, propiciar 
y promover que el o la adolescente que hayan causado daño personal 
y social, tengan la oportunidad de seguir siendo considerados y 
tratados como parte del capital de reserva de la sociedad.

2.	 Si fracasan los programas alternativos de la JR frente al caso, debe 
intervenir el sistema de justicia formal pero sin abandonar la orien-
tación y teleología restaurativa. El hecho de que resulte frustrado el 
resultado restaurativo que se busca por la vía no judicial no significa 
la renuncia a la JR y la prevalencia de la finalidad retributiva. Frente a 
tal circunstancia el o la funcionaria judicial no puede optar solamente 
por la sentencia formal; se torna indispensable que haga cuanto esté a 
su alcance para que el adolescente “asuma su responsabilidad para con la 
víctima y las comunidades afectadas y apoyaran la reintegración de la víctima 
y del delincuente en la comunidad”164; finalidad que se turna obligatoria 
y complementaria al ejercicio de la acción penal.

El concepto de Justicia Restaurativa en el SRPA, determina que la prio-
ridad de la justicia no es imponer la sanción sino, fundamentalmente, la 
necesidad de que el o la adolescente recapacite sobre el daño causado con 
su comportamiento; comprenda la importancia del respeto por el sistema 
de valores que informa la sociedad en la que vive y encare las consecuen-
cias de su acto realizando las acciones necesarias para lograr el resar-
cimiento y la recuperación efectiva de la víctima de tal manera que -si 
bien puede que las cosas no vuelvan exactamente al estado anterior- no 
se hagan nugatorias las condiciones indispensables de coexistencia entre 
aquél y ésta, con el correspondiente beneficio para el cuerpo político.

La Justicia Restaurativa corresponde a un enfoque que tiene fundamento 
en la legislación internacional de los derechos del niño conforme con 
el cual, en la medida de lo posible, el ejercicio de la acción penal tiene 

163	 CIA, artículo 40.
164	 ONU. Consejo Económico y Social. Principios Básicos sobre la utilización de Programas de Justicia 

Restaurativa en Materia Penal. 
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carácter subsidiario165; orientación metodológica que puede ejecutarse por 
dos vías: (i) la no judicial, por programas restaurativos alternativos que 
operan por fuera del proceso -en los cuales son útiles la conciliación y la 
mediación- pero ligados al mismo; cuyo resultado restaurativo permite 
dar por terminado el proceso debido a que significa la reparación de la 
víctima conforme con sus particulares necesidades y la reconstrucción 
de las relaciones personales destruidas con el acto ilícito y, (ii) la judicial, 
es decir, simultáneamente con el proceso penal cuando ha fracasado el 
programa alternativo respecto de delitos que los admiten, como respecto 
de delitos que no admiten la conciliación ni la mediación, en un esfuerzo 
por lograr idénticas finalidades -la toma de conciencia del infractor; la 
reparación; la restauración y la aceptación del adolescente infractor por 
parte de la sociedad-; casos en los cuales la JR se manifiesta como una 
cualidad complementaria de la justicia penal formal y juega positivamente 
para efectos del juicio sancionatorio166; se incorpora en la sentencia y 
libera al victimario de la acción civil derivada del delito; a más de que 
le significa tanto a la víctima como al adolescente, la materialización del 
derecho a la rehabilitación y a restablecer las relaciones turbadas con el 
delito, lo cual deja dividendos sociales y políticos más constructivos que 
imponer solamente la sanción como retribución en contra del o la adoles-
cente por el delito cometido.

Para determinar la posibilidad jurídica de recurrir a la solución alterna-
tiva del conflicto que deriva del delito, el CIA parte del hecho de que 
no en todos los casos es social, política y criminológicamente admisible 
la solución a la problemática de la delincuencia de adolescentes por vía 
alternativa al ejercicio de la acción penal, motivo por el que, implícita-
mente, distingue los delitos según la gravedad -pocos graves, graves y 
gravísimos- a partir de la cual es factible esquematizar la justicia penal de 

165	 CDN, artículo 40-3-b. “Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover 
el establecimiento de Leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de 
quienes se alegue que han infringido las Leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de 
haber infringido esas Leyes, y en particular:… b. Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de 
medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que 
se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales”. Al respecto, también ONU. 
Consejo Económico y Social. Resolución 2002/12 del 24 de julio de 2002 que “… 2. Alienta a los 
Estados Miembros a que se basen en los principios básicos sobre la utilización de programas de justicia 
restitutiva en materia penal para la elaboración y gestión de programas de justicia restitutiva…”.

166	 LEY 906 DE 2004, artículo 526.
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adolescentes en tres frentes: (i) la vía alternativa por medio de los meca-
nismos de la JR de la conciliación y la mediación que sustituyen el ejer-
cicio de la acción penal en relación tanto con delitos poco graves y graves, 
es decir, todos los que demandan petición de parte como condición de 
procedibilidad y los delitos perseguibles de oficio cuyo mínimo de pena 
previsto en el Código Penal colombiano no exceda de 6 años de prisión 
bajo la condición de que el bien jurídico tutelado no sobrepase la órbita 
personal del perjudicado. Aquí prevalece la norma especial del CIA167 
sobre la general168, atendiendo a que aquélla fija en seis años de prisión el 
límite para aplicar al adolescente infractor, medidas diversas a la priva-
ción de libertad; (ii) la vía alternativa específica de la mediación que no 
sustituye el ejercicio de la acción penal pero el resultado restaurativo 
de ésta incide para determinar valorativamente el ejercicio de la acción 
penal -aplicar eventualmente el principio de oportunidad- o determinar 
la responsabilidad penal por parte del juez frente a delitos perseguibles 
de oficio cuya pena mínima establecida en el Código Penal colombiano 
sea o exceda de seis años de prisión y, (iii) la vía judicial formal en relación 
con los delitos gravísimos que no admiten la solución por vía alternativa, 
aunque puede acudirse a la mediación para lograr la JR y el resultado 
incide al momento de establecer la responsabilidad penal. 

167	 CIA, artículo 187.
168	 LEY 906 DE 2004, artículo 524.
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Ap	A ctividades pedagógicas 
LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL Y LOS 
VALORES DE LA JR

A. Analice el contenido de la siguiente sentencia: 

Los hechos

Hacia las 9:30 de la noche del 6 de junio, luego de que el 
curso 9º del Colegio, asistiera al desierto de la Tatacoa y 
después de retirarse a sus habitaciones, se suscitó un inci-
dente en un pasillo, con el grupo de 15 alumnos que se 
hospedaba en una de las habitaciones del hogar religioso 
que les servía de albergue, en desarrollo del cual el menor 
Santiago fue derribado al suelo por iniciativa de su compa-
ñero Esteban; mientras sus otros compañeros Jorge y 
Andrés lo sostenían por los pies, para tratar de despojarlo de 
su ropa interior, el menor Esteban le bajaba sus pantalones 
e instó a sus compañeros para que utilizaran las cosquillas 
con el fin de lograr que el adolescente agredido soltara las 
piezas que sostenía para resistir quedar al desnudo, hecho 
que finalmente no pudo evitar y tuvo que girar su cuerpo 
boca abajo pretendiendo cubrir sus genitales.

En tal posición de indefensión, le fueron arrojadas por 
Daniel uvas sobre la cola y otros de los participantes, inten-
taron aplastárselas con los pies, entre tanto los hechos eran 
filmados por el joven José, también menor de edad.

El incidente se interrumpió gracias a que alguien alertó la 
presencia de un profesor y los participantes se dispersaron, 
tratando de ocultar los hechos y el agredido. Uno de ellos le 
ayudó a vestirse y el mismo salió llorando hacia su cama. 
Unos de los compañeros agresores se dirigieron a donde se 
encontraba el agredido y trataron de persuadirlo para que 
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no siguiera llorando y de que lo que le había pasado no era 
nada grave. 

El Rector del Colegio, luego de citar a los padres de cinco de 
los alumnos involucrados, quienes habían sido individua-
lizados en la reunión que tuvo lugar momentos después 
del incidente como partícipes activos del mismo, inició 
procesos disciplinarios a los alumnos Andrés, Esteban, 
Jorge, Daniel, y José alumnos del grado noveno. 

El 27 de julio de 2005, el Rector del Colegio, presentó al 
Consejo Directivo del Colegio, el informe de los procesos 
disciplinarios, en los cuales dio cuenta del procedimiento 
seguido, de la filosofía católica del colegio “en lo relacio-
nado con el respeto a la persona humana a su libertad e 
intimidad corporal. Se considera en la moral cristiana que 
El PUDOR como protección a la intimidad personal es 
un valor al servicio de otros de mayor jerarquía como la 
templanza, la pureza y la castidad…”, se indicaron las faltas 
cometidas por los alumnos, se analizaron los descargos, se 
individualizó el tipo de participación que tuvo cada uno de 
los implicados. El 5 de agosto de 2005, el Rector expidió las 
resoluciones por medio de las cuales se impuso sanción de 
“cancelación de matrícula” a los cinco estudiantes porque, 
por unanimidad del Consejo Directivo del Colegio, aprobó 
que habían incurrido en tres faltas graves establecidas en el 
manual de convivencia.

El pronunciamiento jurisprudencial: Relevancia de un 
proceso restaurativo169

En el presente caso, la Corte encuentra que un menor ha 
sido víctima de agresiones físicas y morales por parte 
de sus compañeros al haber sido perseguido en grupo, 
desvestido, ultrajado y filmado, lo cual compromete seria-
mente su dignidad, al igual que su derecho a la autonomía 

169	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-917 de 2006, MP. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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y a la intimidad. Dentro del proceso también se encuentra 
que la comunidad ha tildado a los menores como “viola-
dores” lo que no corresponde con la realidad de los hechos 
conocidos por la Corte y tiene repercusiones negativas 
en la víctima, y también en quienes la agredieron puesto 
que por vía del rumor se les imputan actos y calificativos 
que los estigmatizan170. De la Constitución y de la ante-
rior jurisprudencia171 se desprende una protección tanto 
al derecho a la dignidad humana como a la intimidad y 
autonomía de los menores. La protección de tales derechos 
no se circunscribe a la garantía de un proceso disciplinario 

170	 Ibíd. Se encuentra una valoración psicológica de los menores Esteban y Jorge que dice: “En 
Esteban se evidencia la inseguridad y desconfianza en sí mismo, la vergüenza, como consecuencia 
del gran perjuicio que se posa como una sombra sobre él, especialmente después de la expulsión del 
colegio, que para su comunidad es la confirmación de que todo lo que se habla de él es cierto. Agrava 
el panorama de Esteban, el hecho de que la trascendencia del chisme (por el mal manejo que se le hizo 
al caso, las personas hablan demás: que violó, que es borracho, drogadicto, les dicen “los violadores del 
Colegio”), ha llevado a que haya sido rechazado de dos instituciones a las cuales quiso ingresar y que 
la sanción social sea ejercida de manera injusta y aplastante (...).

	 En Jorge el rechazo social le ha llenado de desconfianza hacia los demás, especialmente porque él 
ha ocupado académicamente los primeros puestos, como también se ha destacado en su deporte, el 
basquetbol. Ha pasado inesperadamente, de una posición privilegiada al escarnio público (...) En Jorge 
se evidencia la inseguridad y desconfianza en sí mismo, la vergüenza, como consecuencia del gran 
perjuicio que se posa como una sombra sobre él, especialmente después de la expulsión del colegio, que 
para su comunidad es la confirmación de que todo lo que se habla de él es cierto. Agrava el panorama 
de Jorge, el hecho de que la trascendencia del chisme (...)”.

	 Así mismo, los padres del menor Jorge remitieron un escrito, a través de la Secretaría de Educación, 
cuando se respondió al auto de pruebas decretado por la Corte el 24 de julio de 2006. Dicen: “(...) y que 
de un momento a otro, todo cambió en consecuencia a las acusaciones que un profesor, mal intencionado, 
le hizo a él y a otros compañeros, llegando a generar graves perjuicios para su desarrollo personal, pues 
se encuentra en la adolescencia, edad susceptible a cambios e inestabilidades emocionales.

	 (...) nuestro hijo sufre de un estado de depresión grave, como lo informó el psicólogo tratante, 
ordenado por la misma Secretaría de Educación, porque jamás imaginó, que con la primera dificultad 
o mal entendido que él tenía en su Colegio durante 10 años, y su excelente conducta y rendimiento 
académico, durante toda su vida estudiantil, para el señor Rector, la mejor y más fácil solución, ante 
esta dificultad, fue cancelarle y no renovarle la matrícula para los siguientes años, en otras palabras 
“expulsarlo del colegio” sin darle la oportunidad de defensa y sin tener en cuenta el daño que podría 
causar esta decisión para nuestro hijo y los demás menores involucrados junto con sus familias (...)”.

171	 Ibíd. Sentencia T-220 de 2004, MP. Eduardo Montealegre Lynett. Se refiere al pronunciamiento de la 
misma Corporación según el cual, tratándose de hechos en los cuales se vea comprometida la intimidad 
de menores, las medidas correctivas aplicables por quienes tienen el poder para hacerlo deben estar 
guiadas pedagógicamente y de manera especial, evitando que las mismas por la forma en que se tomen 
resulten afectando esferas íntimas del menor, razón por la cual la información que concierne al menor 
deba mantenerse en reserva de manera más estricta, teniendo en cuenta que en el caso de los menores, 
las eventuales repercusiones que traería su publicidad, pueden llegar a afectar de manera grave su 
psiquis y generarle penosos traumatismos o daños irreversibles. 
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que sancione a los agresores sino también comprende 
la provisión de un proceso restaurativo que ofrezca una 
adecuada reparación a la víctima y restaure los vínculos 
de las partes con la comunidad. Pero más importante que 
lo anterior es la situación actual del menor agredido quien 
bajo ninguna circunstancia debe soportar la ventilación 
pública de los hechos, la distorsión de lo que aconteció, 
su estigmatización como “violado” o la burla por parte de 
la comunidad educativa a la que pertenece, por lo que el 
Colegio en cualquier evento debe garantizar la cesación de 
los tratos lesivos a la dignidad del menor cualquiera que 
sea su manifestación.

El proceso disciplinario puede culminar con una sanción 
de los alumnos responsables. Sin embargo, dicho proceso 
puede en algunos casos ser insuficiente para asegurar el 
goce efectivos de los derechos constitucionales vulnerados 
por quienes cometieron la falta disciplinaria. Esto sucede 
cuando las consecuencias de la falta continúan perpetrán-
dose de diversas maneras, en el ámbito de la propia comu-
nidad educativa. En tales eventos, la protección no formal 
sino real y efectiva de los derechos fundamentales lesio-
nados exige medidas adicionales al proceso disciplinario. 
Corresponde a cada establecimiento educativo definir 
cuáles son las medidas adicionales aconsejables para lograr 
el objetivo tutelar de los derechos y, al mismo tiempo, para 
evitar que las secuelas de la lesión de dichos derechos se 
proyecte por distintas vías y continúe incidiendo negati-
vamente en el ámbito de la comunidad educativa. Varias 
de esas medidas se pueden enmarcar en lo que se conoce 
como Justicia Restaurativa.

Las prácticas de Justicia Restaurativa se consideran sistemas 
de justicia alternativa o complementaria de los sistemas de 
justicia ordinarios y buscan regenerar los vínculos sociales, 
psicológicos y relacionales de la víctima y el agresor con 
su comunidad mediante un proceso en el cual participan 
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todos los involucrados con miras a obtener un resultado 
restaurativo. Sin embargo, este tipo de procesos dependen 
de la voluntad de las partes. De acuerdo al Informe de la 
reunión del grupo de expertos sobre Justicia Restaurativa 
que elaboró los principios básicos sobre la utilización 
de programas de Justicia Restaurativa en materia penal 
presentado por el Consejo Económico y Social de Naciones 
Unidas por proceso restaurativo se entiende todo proceso 
en que la víctima, el agresor y, cuando proceda, cuales-
quiera otras personas o miembros de la comunidad afec-
tados participen conjuntamente de forma activa en la 
resolución de cuestiones derivadas del delito, por lo general 
con la ayuda de un facilitador.

Entre los procesos restaurativos, se puede incluir la media-
ción la conciliación, la celebración de conversaciones y las 
reuniones para decidir sentencias172 Si bien tales principios 
han sido desarrollados en el ámbito penal, su origen y su 
pertinencia no se circunscriben a dicho ámbito, puesto que 
dichos procesos se pueden seguir para restaurar la vida en 
cualquier comunidad cuando se ha presentado una falta 
imputable a alguno de sus miembros que trasciende, más 
allá de la víctima, a la comunidad entera. Cada comunidad 
educativa es libre de definir si adopta o no procesos restau-
rativos, en qué casos y con qué implicaciones.

Un resultado restaurativo es la culminación de un proceso 
en donde se haya dado la oportunidad de que las partes se 
expresen acerca de lo sucedido, se repare el daño causado, 
se restauren los vínculos de las personas con la comu-
nidad. Por lo tanto, un resultado restaurativo comprende 
respuestas de arrepentimiento, perdón, restitución, 
responsabilización, rehabilitación y reinserción comuni-
taria, entre otros, que garanticen el restablecimiento de la 

172	 ONU. Consejo Económico y Social. Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal. Informe del 
Secretario General sobre Justicia Restaurativa. Adición. Informe de la reunión del Grupo de Expertos 
sobre Justicia Restaurativa. 7 de enero de 2002. E7CN.15/2002/add.I.
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dignidad de la víctima, su reparación y la restitución de los 
lazos existentes al interior de la comunidad, incluidos los 
lazos existentes entre la comunidad y quienes agredieron 
a la víctima, en el evento de que sigan perteneciendo a la 
comunidad. 

La importancia de este tipo de procesos radica en que la 
falta no se concibe solo como una trasgresión de una norma, 
sino como un acontecimiento que afecta a la víctima, y 
repercute también en el agresor y en la comunidad. Por lo 
tanto un proceso de esta naturaleza es importante para el 
presente caso que ha tenido proyecciones en toda la comu-
nidad, siempre que se den dos condiciones previas. 

La primera es que el menor afectado por los hechos así 
lo desee. Esta decisión deberá ser autónoma e informada, 
de tal forma que la víctima tenga claro de qué se trata el 
proceso restaurativo, cuál es su objetivo, cuáles son los 
pasos del mismo, el rol que la víctima cumple en dicho 
proceso y cuáles son sus implicaciones. A la víctima 
deben serle ofrecidas alternativas, de manera flexible, para 
no exponerla a procesos en que no se siente dignamente 
tratada. Así mismo, la decisión del menor de llevar a cabo 
este proceso deberá ser expresa, sin perjuicio de que pueda 
cambiar de parecer. 

La segunda condición es que alguno de los menores disci-
plinados vuelva a ser o haya seguido siendo parte de la 
comunidad educativa.

Lo anterior responde a la importancia de verificar su 
voluntad de seguir siendo parte de la comunidad educa-
tiva pues sin esa condición el proceso carece de sentido. 
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No obstante, las dos condiciones son necesarias. Así, una 
de las dos condiciones no es suficiente para que se lleve a 
cabo el proceso sino que se requiere la concurrencia de las 
dos para que éste proceda. 

B. Determine analíticamente:

Los aspectos trascendentales del pronunciamiento juris-
prudencial en materia de la JR tratándose de adolescentes, 
específicamente:

1.	 	La naturaleza 	
2.	 	Las características 	
3.	 	Los valores 	
4.	 	Los fines 	
5.	 	Las condiciones 	
6.	 	Las ventajas 	  

Ae	A utoevaluación

EL NIÑO QUE NO HACE MAL A NADIE

Tizio -un adolescente de 16 años, estudiante de un presti-
gioso colegio de la ciudad e hijo de una acaudalada familia 
que satisface todos sus caprichos, fue aprehendido a las 11 
de la noche del viernes en un establecimiento nocturno 
porque la Policía de Infancia y Adolescencia descubrió 
que para ingresar, a eso de las 7 p.m., había utilizado una 
contraseña falsa de la Registraduría según la cual la expe-
dición de su cédula estaba en trámite. 

En la audiencia de imputación, el Juez o Jueza de Control de 
Garantías legalizó la aprehensión pues consideró que ésta 
había sido “en flagrancia”, y el adolescente aceptó el cargo de 
autor de uso de documento público falso (artículo 291 del CP). 
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En la audiencia de dosificación de sanción y sentencia, a 
la que no asistió el adolescente, sus padres alegaron que 
el niño sólo quería divertirse; que no le causó mal a nadie 
e informaron que iría de vacaciones a Europa. El Juez o 
la Jueza decidió: (i) imponerle al adolescente la prohibición 
de salir del País por un año como regla de conducta y, (ii) 
amonestar a los padres por faltar a sus deberes con la obli-
gación de asistir a un curso pedagógico (artículo 53 CIA).	

Con base en el informe del Centro de Servicios, en el sentido 
de que el adolescente había sido aprehendido nuevamente 
por idéntica conducta, el juez o jueza le revocó la medida 
de regla de conducta y le impuso privación de libertad por 
seis meses (artículo 179 par 2 CIA).

Quid iuris:

1.	 ¿Se ajusta la solución del caso al modelo de la JR? 
Explique su respuesta.

2.	 ¿Es posible recurrir a la mediación como mecanismos de la 
JR para solucionar el conflicto por vía alternativa? En caso 
afirmativo, elabore los argumentos que apoyen esa tesis. 

3.	 ¿Ante la solución por vía de justicia alternativa, cómo se 
materializan los valores de la JR -quiénes son lo sujetos 
de la restauración y de qué forma se logra-?

4.	 Si no es posible la solución alternativa, exponga las 
razones jurídicas que sustenten su postura. 

5.	 ¿Para efectos de la finalidad pedagógica del proceso y 
de la JR, es suficiente que a la audiencia sólo asistan los 
padres del adolescente infractor?

6.	 ¿La amonestación impuesta a los padres corresponde al 
objeto del proceso; a la función del juez o jueza y a la fina-
lidad fundamental del SRPA? ¿Podían éstos interponer 
recurso de apelación contra la sentencia? ¿Por qué en el 
sistema tutelar era admisible la amonestación de los padres 
por el juez o jueza penal de menores y en el actual SRPA no?

Justifique jurídicamente sus respuestas.

Ae
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Unidad 4
MECANISMOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA

 Og	 Objetivo general de la unidad
Al terminar esta unidad temática el y la discente estará 
en capacidad de reconocer los mecanismos de la JR en su 
origen, naturaleza y alcance especial en el SRPA; aplicarlos 
para la solución de conflictos penales concretos y proponer 
soluciones que los hagan cada vez más eficaces.

Oe	 Objetivos específicos de la unidad
•• Identificar las características y alcances de la concilia-

ción y la mediación en el SRPA.

•• Reconocer los problemas prácticos en la aplicación de la 
conciliación y la mediación en el SRPA.

•• Determinar las consecuencias jurídicas del resultado 
restaurativo de la conciliación y la mediación en el SRPA.

•• Señalar las particularidades y trascendencia del incidente 
de reparación integral como mecanismos implícitos de la JR.

•• Precisar el contenido y alcance de la responsabilidad 
civil solidaria de los padres del o la adolescente en 
el SRPA e identificar las limitaciones jurídicas para 
imponer medidas cautelares a sus bienes.
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•• Indicar la trascendencia, para efectos de garantizar 
la JR, de la citación del tercero civilmente responsable y 
del asegurador al incidente de reparación integral.	Oe
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En el derecho interno, derivado de la importancia que el tema ha cobrado 
internacionalmente en el presente milenio, el Constituyente Primario 
impuso al congreso el deber de regular legislativamente dos temas: la 
participación de las víctimas en el proceso penal y los mecanismos de 
la JR (artículo 250-7 de la CP), los cuales desarrolla la Ley 906 de 2004 en 
los artículos 518 a 527; regulación normativa que, como ya se ha dicho, 
conceptualmente se ajusta a las normas internacionales y consagra los 
valores de la JR universalmente aceptados. 

4.1 LA CONCILIACIÓN173

Es el mecanismo jurídico con mayor trayectoria en la legislación colom-
biana para materializar el concepto de Justicia Restaurativa y está some-
tida a las condiciones generales ya mencionadas sobre la materia174.

La base constitucional de la conciliación se halla en el inciso final del 
artículo 116 de la Carta Política: “Los particulares pueden ser investidos tran-
sitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de conciliadores 
o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en 
equidad, en los términos que determine la ley”175.

Desde sus orígenes176, se le asignó a la conciliación un contenido restau-
rativo atendiendo a que “… es más apropiado y conveniente que el enfrenta-
miento, porque lleva implícita una nota de racionalidad. La conciliación implica 

173	 VOLTAIRE, destacaba la bondad de la conciliación, al escribir en 1745: “La mejor Ley, el más 
excelente uso, el más útil que yo haya visto jamás, está en Holanda. Cuando dos hombres quieren 
pleitear el uno contra el otro, son obligados a ir ante el Tribunal de los jueces conciliadores llamados 
hacedores de paz. Si las partes llegan con un abogado o un procurador, se hace pronto retirar a estos 
últimos; como se aparta la leña de un fuego que se quiere extinguir. Los pacificadores dicen a las partes: 
sois unos locos por querer gastar vuestro dinero en haceros mutuamente infelices, nosotros vamos a 
arreglaros sin que os cueste nada. Si el furor por pleitear es fuerte en estos litigantes, se aplaza para 
otro día, a fin de que el tiempo suavice los síntomas de la enfermedad; enseguida los jueces les envían 
a buscar una segunda, una tercera vez; si su locura es incurable se les permite litigar. Entonces la 
justicia hace su obra”.

174	 Al respecto, ver Unidad 2., IV, C. Condiciones.
175	 En materia penal, la norma Constitucional ha sido desarrollada en: la Ley 23 de 1991 y su Decreto 

Reglamentario (Decreto 800 de 1991); la Ley 81 de 1993, artículo 6; la Ley 228 de 1995, artículo 30; la Ley 
600 de 1000, artículo 41; la Ley 640 de 2001 y, actualmente, tanto en la Ley 906 de 2004 como en el CIA.

176	 En el Decreto 1861 de 1989, que modificó el Decreto 050 de 1987; en el Decreto 2700 de 1991; 
en la Ley 23 de 1991 y en la Ley 640 de 2001.
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un consenso, y el fruto de éste siempre es racional, y en tal virtud liga a las partes 
entre sí…”177. Su importancia frente a la JR estriba en que una de sus fina-
lidades es la rápida, efectiva y satisfactoria solución a la inconformidad de 
quien ha sufrido daño con una conducta punible; a la cual se suman otros 
dos no menos importantes: la descongestión judicial y evitar el conflicto 
propio del ejercicio de la acción penal que sólo deja la relación destructiva 
vencedor-vencido. El mecanismo de la conciliación en el SRPA significa:
	
1.	 La cristalización de uno de los límites fundamentales del derecho penal 

moderno: “El principio de intervención mínima” expresado por medio del 
postulado: “ el derecho penal es la ultima ratio”, en la medida en que la 
misma está prevista como causal de extinción de la acción penal178 y 
como un mecanismo que debe utilizar la Fiscalía y/o el juez o la jueza 
“con una visión pedagógica y formativa” dirigida a lograr la JR179.

2.	 Una condición negativa de procedibilidad, pues tratándose de delitos 
querellables, la acción penal sólo es jurídicamente viable, si no existe 
conciliación180. Por consiguiente, el efecto jurídico político es el común 
a todos los mecanismos de la JR: a. el poder punitivo del Estado cede en 
aras del arreglo amigable entre víctima y victimario; b. cambia la rela-
ción vertical del ejercicio del poder punitivo del Estado por una relación 
horizontal en la cual conciliador, víctima y victimario dialogan con el 
fin de que éstos arreglen su diferencia en forma tal que responda a las 
necesidades de ambos; c. Impide la iniciación del proceso penal, pues si 
hay conciliación el Fiscal, tratándose de delitos querellables, queda jurí-
dicamente impedido para formular imputación y debe archivar las dili-
gencias181. Por ende, la conciliación hace parte del debido proceso penal 
y genera la nulidad de éste si la Fiscalía o el juez o la jueza desatienden 
tal exigencia (artículo 457 Ibíd.), y, d. Impide la prosecución del proceso 
penal, si el mismo ya se había iniciado. De darse la conciliación la 

177	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-197 de 1995, MP. Vladimiro Naranjo Mesa.
178	 CIA, artículo 173.
179	 Ibíd., artículo 174.
180	 Ley 906 de 2004, artículo 522.
181	 Ibíd., artículo 522.
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fiscalía debe solicitarle al juez la preclusión182 por “imposibilidad de… 
continuar el ejercicio de la acción penal…”183. 

3.	 Resarcimiento efectivo y rápido a satisfacción del ofendido y conforme 
con las posibilidades materiales del infractor.

4.	 Desjudicialización de toda una pluralidad de casos o conflictos que no 
socavan en forma significativa las bases indispensables de la sociedad 
y en los que predomina el interés de la víctima.

La conciliación es, junto con las instituciones de la caducidad de la 
querella184, el desistimiento de la querella185, la reparación integral de los 
daños cuando haya lugar186, la muerte del procesado y la prescripción de 
la acción penal, una causal objetiva de extinción de la acción penal187.

4.1.1 Naturaleza jurídica

En materia penal, es el acto jurídico en el cual el sujeto pasivo de la 
conducta punible -querellante legítimo188 o el perjudicado directo189- y 
el o la infractora de la ley penal, en una audiencia o reunión especial 
presidida por el o la funcionaria competente-Fiscal, Juez o Conciliador- 
llegan a un acuerdo que, en relación con el primero, implica una solución 
rápida, efectiva y posible -jurídica y físicamente- en condiciones satisfacto-
rias y, en relación con el segundo, el Estado-Jurisdicción queda inhibido 
para iniciar o proseguir la acción penal por los hechos punibles taxati-
vamente señalados por el Legislador. En los demás casos, el juez queda 
facultado para tener el acuerdo restaurativo como el elemento valorativo 
para efectos del juicio sancionatorio en concreto.

182	 Ibíd., artículo 331.
183	 Ibíd., artículo 332-1.
184	 LEY 906 DE 2004, artículo 77.
185	 Ibíd., artículo 76.
186	 CIA, Artículo 173.
187	 CÓDIGO PENAL COLOMBIANO, artículo 82. LEY 906 DE 2004, artículo 77.
188	 Ibíd., artículo 71.
189	 Ibíd.
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4.1.2	 Procedencia (límites)

La conciliación puede versar sobre: 

1.	 Los delitos que requieren querella como condición de procedibi-
lidad190 y que, por ende, admiten desistimiento191.

2.	 Los delitos en relación con los cuales procede la mediación y las partes 
optan por la conciliación.

3.	 La indemnización de daños y perjuicios, en todos aquellos hechos 
punibles en los que la acción penal procede de oficio. La conciliación 
es también causal de extinción de la acción civil pues impide al ofen-
dido accionar contra el ofensor para efectos de responsabilidad civil 
extracontractual por los daños derivados del delito. 

190	 LEY 906 DE 2004, artículo 74, reformado LEY 1142 DE 2007, artículo 4. “Delitos que requieren 
querella Para iniciar la acción penal será necesario querella en los siguientes delitos, excepto cuando 
el sujeto pasivo sea un menor de edad, un inimputable o la persona haya sido capturada en flagrancia: 
1. Aquellos que de conformidad con el Código Penal colombiano no tienen señalada pena privativa de 
la libertad. 2. Inducción o ayuda al suicidio (CPC, artículo 107); lesiones personales sin secuelas que 
produjeren incapacidad para trabajar o enfermedad que supere treinta (30) días sin exceder de sesenta 
(60) días (CPC, artículo 112 incisos 1º y 2º); lesiones personales con deformidad física transitoria (CPC, 
artículo 113 inciso 1º); lesiones personales con perturbación funcional transitoria (CPC, artículo 114 inciso 
1º); parto o aborto preterintencional (CPC, artículo 118); lesiones personales culposas que produjeren 
incapacidad para trabajar o enfermedad que supere treinta (30) días (CPC, artículo 120); injuria (CPC, 
artículo 220); calumnia (CPC, artículo 221); injuria y calumnia indirecta (CPC, artículo 222); injuria por 
vías de hecho (CPC, artículo 226); injurias recíprocas (CPC, artículo 227),- maltrato mediante restricción 
a la libertad física (CPC, artículo 230); malversación y dilapidación de los bienes de familiares (CPC, 
artículo 236); hurto simple de cuantía superior a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes 
Y que no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes (CPC, artículo 
239); alteración, desfiguración y suplantación de marcas de ganado (CPC, artículo 243); estafa de cuantía 
superior a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes y que no exceda de ciento cincuenta (150) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes (CPC, artículo 246); emisión y transferencia ilegal de cheques 
de cuantía superior a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes (CPC, artículo 248); abuso de 
confianza de cuantía superior a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes (CPC, artículo 249); 
aprovechamiento de error ajeno o caso fortuito de cuantía superior a diez (10) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes (CPC, artículo 252); alzamiento de bienes de cuantía superior a diez (10) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (CPC, artículo 253); disposición de bien propio gravado con prenda de cuantía 
superior a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes (CPC, artículo 255); malversación y 
dilapidación de bienes (CPC, artículo 259); usurpación de tierras (CPC, artículo 261); usurpación de aguas 
(CPC, artículo 262); invasión de tierras o edificios (CPC, artículo 263); daño en bien ajeno de cuantía 
superior a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes (CPC, artículo 265); falsa autoacusación 
(CPC, artículo 437); infidelidad a los deberes profesionales (CPC, artículo 445)”. 

191	 LEY 906 DE 2004, artículo 76.
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En el sistema de adultos, para efectos de la tasación de la pena en 
concreto, juega papel importante el instituto de la reparación192 -material- 
como fenómeno posdelictual193 que implica la reducción de pena tasada 
en concreto y aquella puede definirse por vía de conciliación. En el SRPA 
la reparación de los daños, tratándose de delitos contra el patrimonio 
económico -excepto la extorsión- permite al juez, por una parte, selec-
cionar la sanción para imponer cuando por imperativo legal, la misma 
no corresponde a la privación de libertad y, por la otra, hacer la dosifica-
ción de la misma. Si el delito contra el patrimonio económico comporta 
para el adolescente infractor sanción privativa de la libertad -porque el 
mínimo de la pena establecida en el Código Penal colombiano es o excede 
de seis años de prisión-, la reparación de los daños materiales y morales 
causados a la víctima -que pueden acordarse por conciliación procesal o 
extraprocesal- juega papel determinante frente al juicio de responsabi-
lidad, atendiendo a que tal proceder mitiga el sufrimiento de la víctima e 
implica responsabilización del adolescente.
 

4.1.3	 Formas de tramitar la conciliación

Desde el punto de vista del proceso penal, puede ser de dos clases:

1.	 Extraprocesal. Si se lleva a cabo antes -preprocesal- o fuera del proceso 
judicial. Ésta, a su vez, puede ser: 1) En derecho. Si se realiza ante 
conciliadores de centro de conciliación o ante autoridades en cumpli-
miento de funciones conciliatorias y, 2) En equidad. Si se realiza ante 
conciliadores en equidad o un juez de paz. 

192	 CÓDIGO PENAL COLOMBIANO, artículo 269. “El juez disminuirá las penas señaladas en los 
capítulos anteriores, de la mitad a las tres cuartas partes, si antes de dictarse sentencia de primera 
o única instancia, el responsable restituye el objeto material del delito o su valor, e indemniza los 
perjuicios ocasionados al ofendido o perjudicado...”. .

193	 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Al referirse al instituto penal de la reparación, la Sala 
Penal precisó en Sentencia del 18 de septiembre de 2001, proceso 16562, MP. Carlos E. Mejía 
Escobar: “Se trata de un mecanismo de reducción de pena, no de una atenuante de responsabilidad. 
No se deriva de una circunstancia relacionada con el hecho punible que pueda incidir en la tipicidad, 
antijuridicidad o la culpabilidad o en grados de participación. Se trata de una actitud del imputado, 
posterior al delito, que no tiene incidencia en el juicio de responsabilidad y, por lo tanto, solo afecta la 
pena una vez ha sido individualizada. La rebaja de pena esta entonces relacionada con la dosificación 
que haga el funcionario judicial, no con los límites mínimos y máximos establecidos en los tipos 
penales que atenten contra el patrimonio económico”. 
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2.	 Judicial (o procesal). Si se realiza dentro del proceso. La ley consagra expresa-
mente la conciliación preprocesal194 como mecanismo de la JR; empero, esto 
no descarta que en el SRPA se pueda acudir a las otras formas de concilia-
ción, dado que en éste la finalidad restaurativa es prevalente e ineludible.

4.1.4	 Oportunidad e Iniciativa

En el sistema penal de adultos, la oportunidad límite para la conciliación 
en los delitos querellables la circunscribe la ley al momento anterior a 
la audiencia de imputación. En el SRPA, dado el carácter especial de las 
normas que lo conforman:

1.	 La oportunidad para realizar la conciliación preprocesal -la realizada con 
citación por el fiscal o ante un centro de conciliación oficialmente reco-
nocido- va hasta antes de la audiencia de imputación, debido a que la misma 
implica un trámite previo de citación a las partes; debe llevarse a cabo 
en diligencia especial y con la ritualidad determinada por la ley.

Atendiendo a que en el SRPA prevalece el enfoque de la JR, el CIA195 se 
rige por el principio de posibilidad abierta para la restauración conforme 
con el cual tanto la Fiscalía como el juez o jueza tienen el deber jurí-
dico -no la facultad- de “facilitar en todo momento el logro de acuerdos 
que permitan la conciliación y la reparación de los daños”; disposición que 
atendiendo, además, a la flexibilidad que caracteriza el sistema196 tiene 
dos implicaciones necesarias: (i) que la oportunidad para realizar la 
conciliación va más allá de la señalada en la Ley 906 de 2004 y, (ii) la 
posibilidad de lograr la conciliación en desarrollo del proceso penal 
-conciliación procesal-, pues lo contrario significaría negar la conse-
cución de la restauración.

Si fracasa la conciliación preprocesal -porque no hubo acuerdo- es jurí-
dicamente posible acudir a la conciliación extraprocesal -por fuera del 
proceso- que debe concretarse en el acuerdo restaurativo en el cual el 

194	 LEY 906 DE 2004, artículo 522.
195	 CIA, artículo 174.
196	 Véanse principios de flexibilidad y debido proceso diferenciado en la Unidad 2. II. B. 7, de este Módulo. 
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querellante legítimo puede obligarse a desistir de la querella. La opor-
tunidad para esta clase de conciliación va hasta antes de la ejecutoria 
de la sentencia de segunda instancia, porque: (i) impera la regla espe-
cial-principio- de la obligación del juez de facilitar en todo momento el 
logro de acuerdos restaurativos (artículo 174 CIA), que prevalece sobre 
la norma general (artículo 76 Ley 906 de 2004), la cual restringe el 
desistimiento de la querella al momento de la audiencia preparatoria; 
(ii) prima, sobre la necesidad social de asegurar la persecución penal, 
del principio del interés superior del adolescente que se concreta en el 
derecho a evitar la decisión judicial que lo sanciona197 y el derecho 
a que se facilite su reintegración social; (iii) la finalidad del sistema 
es la JR y ésta relega a un segundo plano la intervención penal y la 
sanción; (iv) el momento límite para que las partes solucionen en forma 
directa el conflicto que emana del delito queda superado cuando la 
justicia penal formal se pronuncia en forma definitiva; (v) conforme 
con el principio de subsidiaridad, el ejercicio de la acción penal no debe 
ser la regla para afrontar los problemas del delito cometido por los 
adolescentes198 y, (vi) la reconciliación, la restauración y la reintegra-
ción social de la víctima a la comunidad es también objetivo de la JR 
que se logra más con la solución alternativa que con la decisión penal 
formal, motivo por el cual, si el querellante legítimo hace la manifes-
tación expresa de desistimiento porque se considera reparada, esto 
impide proseguir el ejercicio de la acción penal. 

2.	 La iniciativa de la conciliación preprocesal la tiene el fiscal atendiendo 
a que la misma hace parte del debido proceso penal en los casos seña-
lados por la ley. Tiene interés jurídico para convocar la conciliación 
preprocesal y extra procesal: a. el o la defensora -en la etapa de inda-
gación- siempre y cuando se le haya concedido esta facultad especial 
o poder expreso para ello; b. el o la querellante legítima -o el represen-
tante legal del incapaz o de la persona jurídica-; c. los o las titulares 
de la acción civil y, d. el tercero civilmente responsable, cuando tiene 
interés de indemnizar.

197	 DIRECTRICES DE RIAD. Dz. 5.
198	 Ver Unidad 2. III. B. 2 de este Módulo.
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En el SRPA, la iniciativa la tienen también los padres o los representantes 
legales del adolescente pues a ellos les asiste interés jurídico, entre otras 
razones, porque tienen responsabilidad civil solidaria199.

4.1.5	 La audiencia

La ley procesal penal prevé: (i) solamente una diligencia de conciliación 
preprocesal200 y, (ii) si existe proceso, dos audiencias de conciliación dentro 
del trámite del incidente de reparación integral. Aquí debe distinguirse 
entre la audiencia como acto procesal concluido, y la sesión de la misma, 
pues éstas pueden ser varias debido a que, por ejemplo: en la preprocesal, 
el fiscal puede suspender la diligencia por motivos razonables -lograr la 
consecución del acuerdo entre las partes, por ejemplo. Lo propio puede 
ocurrir, tratándose de la conciliación en el incidente de reparación-.

1.	 Dirección e intervinientes. Aquella corresponde al funcionario judicial. 
En la diligencia de conciliación, pueden intervenir la o el ofendido, la 
infractora o el infractor de la ley penal; los padres o representantes 
legales del mismo y su círculo de apoyo, y los o las apoderadas en 
forma indirecta -toda vez que su acción está limitada a la asesoría.

 En el SRPA el o la infractora tiene necesariamente que asistir a la 
audiencia, atendiendo a que la misma tiene una finalidad pedagógica y 
restaurativa que no se logra con la ausencia del infractor o infractora.

2.	 Trámite. El conciliador201 tiene el deber jurídico de : a. citar a las partes; 
b. hacer concurrir a quienes puedan tener interés jurídico; c. ilus-
trar a las o los comparecientes sobre el objeto, alcance y límites de la 
conciliación; d. motivar a las partes para que presenten fórmulas de 
arreglo con base en los hechos tratados en la audiencia o diligencia; 
e. Formular propuestas de arreglo; f. levantar el acta de la audiencia 
de conciliación; g. velar porque no se menoscaben los derechos ciertos 
e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles de la 

199	 CIA, artículo 170.
200	 LEY 906 DE 2004, artículo 522.
201	 LEY 640 DE 2001, artículo 8.
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víctima y el victimario y, h. el o la fiscal tiene la obligación de actuar 
con visión pedagógica y formativa; proceder del funcionario que 
debe entenderse en el sentido y con la finalidad ya indicada, es decir, 
en dirección a realizar los valores la Justicia Restaurativa. 

El papel del o la conciliadora es propiciar en forma imparcial la conci-
liación. Por ende, como director o directora de la Audiencia o sesión, 
puede acudir a las estrategias que su ingenio, experiencia y prepara-
ción, le aconsejen en el campo de la solución de conflictos. 

No debe perderse de vista que el conciliador o la conciliadora es una 
persona muy preparada y oficialmente autorizada para lograr que las 
partes solucionen en forma voluntaria su diferencia de intereses, y 
logren la reconciliación como finalidad última de la JR.

3.	 Requisitos formales. Elaboración de un acta que debe contener202: a. 
lugar, fecha y hora de la conciliación; b. identificación del Despacho 
judicial, institución o entidad ante quien se realiza; c. identificación 
de las personas citadas con señalamiento expreso de las que asisten 
a la audiencia; d. relación sucinta de las pretensiones motivo de la 
conciliación y, e. el acuerdo logrado por las partes con indicación del 
modo, tiempo y lugar del cumplimiento de las obligaciones pactadas.

4.1.6 El acuerdo -requisitos sustanciales

El acuerdo debe: 1. ser razonable, vale decir, proporcional a la magnitud 
del daño causado con el delito y, por ende, posible física y jurídicamente203; 
2. Ser claro y preciso respecto de las obligaciones de las partes y la forma 
como debe materializarse y, 3. Cumplirse en el lapso convenido. Aquí debe 
distinguirse entre:

a)	 Acuerdo Total, que debe darse siempre que el delito sea único, pues 
éste es el que impide el ejercicio del poder punitivo del Estado y,

202	 Ibíd., artículo 1. 
203	 LEY 906 DE 2004, artículo 519-2.
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b)	 Acuerdo Parcial, que sólo es posible y admisible tratándose de: (i) un 
concurso de delitos querellables con un sólo querellante -verbi gratia: 
injuria y lesiones personales inferiores a 60 días-, caso en el cual la 
acción penal se extingue sólo respecto del hecho punible acordado 
y continúa respecto de aquél o aquellos que no se conciliaron; o, (ii) 
tratándose de un concurso de un delito querellable y otro que no lo 
es, caso en el cual la acción penal sólo se extingue respecto de aquél. 
Eventualmente, el acuerdo en cuanto a los perjuicios del delito perse-
guible de oficio, aunque no permite la extinción de la acción penal, por 
corresponder al resultado restaurativo que busca el SRPA, conduce a 
la extinción de la acción civil. 

4.1.7	 Efectos jurídicos

1.	 Del acuerdo conciliatorio.  Extingue la acción penal204 bajo la condi-
ción de que el mismo se materialice, pues de lo contrario no existirá 
restauración dado que ésta demanda la satisfacción de la víctima y 
desaparece, si el victimario adopta un comportamiento evasivo o de 
incumplimiento que niega la reparación. En el SRPA, la firma del acta 
de conciliación por sí sola, no vuelve las cosas al estado anterior, pues 
ella sólo constituye la memoria de lo que de común acuerdo, el adoles-
cente se obliga a hacer para lograr la restauración. El concepto de la JR 
no está limitado a la posibilidad jurídica de exigir por la coerción civil 
la reparación del daño, razón por la cual, si bien legalmente el acta de 
conciliación presta mérito ejecutivo205, esta solución no permite la extin-
ción de la acción, toda vez que además: (i) desde el punto de vista civil 
el adolescente carece de capacidad para ser demandado por vía ejecu-
tiva; (ii) el acuerdo no necesariamente se concreta en una obligación 
de ser exigible por la acción ejecutiva y, (iii) la Justicia Restaurativa no 
es justicia formal; es la solución material del conflicto. Esto significa 
que de no cumplirse el acuerdo en el término pactado, ha fracasado 
el programa alternativo de la JR y, por consiguiente, el asunto deber 
ser ventilado ante la autoridad judicial con sujeción a las reglas del 

204	 CIA, artículo 173.
205	 LEY 640 DE 2001, artículo 1, Par. 1. 
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procedimiento penal, con la precisión de que el incumplimiento del 
acuerdo no tiene alguna consecuencia jurídica frente al proceso206.

En la hipótesis de conciliación extraprocesal, si la materialización del 
acuerdo está sometido a un plazo que va más allá de la oportunidad 
para que la víctima desista de la querella -antes de que se profiera la 
sentencia de segunda instancia-, por ejemplo: pagar el valor de los 
daños en un determinado tiempo u observar determinada conducta 
como reparación simbólica, atendiendo a la prevalencia de la JR y al 
principio de aplicación preferente del principio de oportunidad207, es 
jurídicamente posible acudir al instituto procesal de la suspensión del 
procedimiento a prueba208 en el cual, dejando claro el contenido y condi-
ciones del acuerdo con el consentimiento de la víctima, el fiscal debe 
suspender el procedimiento y establecer el término -que no puede ser 
superior a tres años- y las condiciones. Cumplido el plazo y verificado 
el cumplimiento del acuerdo, la Fiscalía debe cesar en la persecución 
penal, aplicando el principio de oportunidad209. 

2.	 De la solicitud de conciliación. Conforme con lo previsto en el artículo 
21 de la Ley 640 de 2001, y por el principio de integración210, si la soli-
citud de conciliación se hace en forma extrajudicial y antes de presen-
tarse la querella, se suspende la caducidad de ésta hasta por tres meses 
-el término de caducidad es de 6 meses211-.

206	 LEY 906 DE 2004, artículo 519-4.
207	 CIA, artículos 140 y 174.
208	 LEY 906 DE 2004, artículo 325: “Suspensión del procedimiento a prueba. El imputado podrá 

solicitar la suspensión del procedimiento a prueba mediante solicitud oral en la que manifieste un plan 
de reparación del daño y las condiciones que estaría dispuesto a cumplir. El plan podrá consistir en la 
mediación con las víctimas, en los casos en que esta sea procedente, la reparación integral de los daños 
causados a las víctimas o la reparación simbólica, en la forma inmediata o a plazos, en el marco de la 
Justicia Restaurativa. Presentada la solicitud, el fiscal consultará a la víctima y resolverá de inmediato 
mediante decisión que fijará las condiciones bajo las cuales se suspende el procedimiento, y aprobará 
o modificará el plan de reparación propuesto por el imputado, conforme con los principios de Justicia 
Restaurativa establecidos en este código”.

209	 Ibíd., artículo 324-8: La Fiscalía podrá renunciar a la persecución penal: “8. Cuando proceda la 
suspensión del procedimiento a prueba en el marco de la Justicia Restaurativa y como consecuencia de 
que este se cumpla con las condiciones impuestas”.

210	 Ibíd., artículos 25 y 522-6.
211	 Ibíd., artículo 73.



UNIDAD 4

156

4.1.8	Valor probatorio y confidencialidad del proceso de 
conciliación

Los ofrecimientos o las afirmaciones que hagan las partes dentro de 
la correspondiente audiencia o sesión de conciliación, no constituyen 
indicio en contra del infractor porque tal instituto no tiene la finalidad de 
provocar la confesión ni de preconstituir prueba. La audiencia o sesión de 
conciliación tiene carácter confidencial. Esto significa que las propuestas 
o aceptaciones de las partes, no pueden esgrimirse probatoriamente en 
el proceso si fracasa la conciliación, como tampoco en asunto diferente a 
aquél que dio origen a la convocatoria212.

El artículo 76 de la Ley 23 de 1991 consagra que “la conciliación tendrá carácter 
confidencial”. La interpretación de esta norma ha dado lugar a dos posiciones 
contrarias, partiendo del interrogante de si el conciliador tiene el deber 
jurídico de poner en conocimiento de la jurisdicción el delito perseguible 
de oficio del cual se entere en desarrollo y/o con ocasión de la conciliación: 
la de quienes responden el quid iuris en forma afirmativa, apoyándose en 
el argumento de que el Estado no puede sacrificar la potestad punitiva en 
aras de la solución de un conflicto de intereses privados y, la de quienes 
niegan la existencia de tal deber jurídico en el conciliador y, en conse-
cuencia, aseguran que éste queda eximido de denunciar y rendir testi-
monio sobre hechos delictivos de los cuales se entere debido a su función. 
El fundamento de esta última postura radica en que:

1.	 Como la aludida norma no hace distinción, acudimos a la regla 
universal de hermenéutica según la cual “cuando el legislador no 
distingue no le es dado al intérprete hacerlo”, y al espíritu del legislador, se 
entiende que la confidencialidad o reserva de la conciliación no sólo 
se refiere a las fórmulas de arreglo, argumentos o pruebas esgrimidas 
y relacionadas con el conflicto de intereses, sino que se extiende a 
cualquier hecho punible de cuya noticia tenga el conciliador debido al 
trámite de la conciliación o con ocasión de la misma y,

212	 Ibíd., artículo 519-3.
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2.	 El Principio Constitucional de la “solidaridad íntima“213 establece la 
excepción al deber jurídico de denunciar un hecho delictivo y al deber 
jurídico de rendir testimonio en materia penal debido al parentesco. 
A este principio garantizador, se une el principio de la inviolabilidad del 
secreto profesional214 que desarrollado por la aludida norma procesal, 
establece la misma excepción en relación con las personas que con 
ocasión o debido a su actividad reconocida y/o reglamentada por el 
Estado -el confesor, el psiquiatra, el médico, el abogado, etc.- tiene 
conocimiento de una antijuridicidad penal.

En esta última excepción, se encuadra también la situación del o la 
conciliadora, dado que primero, tal calidad se adquiere en virtud del 
nombramiento conforme con el trámite y requisitos establecidos por 
la ley; segundo, su función es por una parte, reglada, y por la otra, 
alternativa frente al sistema judicial formal, pero siempre dentro del 
ámbito de la administración de justicia y, tercero, el conocimiento de 
la posible ilicitud penal tiene necesaria relación de causalidad con su 
calidad de conciliador y debido al cumplimiento de tal función.

3.	 La Resolución 2000/14 del Consejo Económico y Social de la ONU 
- principios básicos sobre la utilización de programas de Justicia 
Restaurativa en materia penal que el legislador colombiano toma 
como fuente- determina que “las conversaciones mantenidas en los 
procesos restaurativos que no sean públicos tendrán carácter confidencial y 
no deberán revelarse ulteriormente,…” (Anexo, III, 14). 

4.2	 LA MEDIACIÓN

Se trata de un instrumento nuevo en la legislación procesal penal colom-
biana (Ley 906 de 2004), que se integra al SRPA215 cuya aplicación es hoy 
incipiente. Por esta razón, el reto para la fiscalía y el juez o jueza penal de 
adolescentes es darle plena operatividad en aras de garantizar la JR como 
objetivo prioritario del sistema.

213	 CONSTITUCIÓN POLÍTICA, artículo 33, desarrollado en el artículo 68 de la Ley 906 de 2004.
214	 Ibíd., artículo 74.
215	 Ver las razones en la Unidad 2. I. LA NOCIÓN DE LA JR EN LA LEY 906 DE 2004.
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4.2.1	Concepto

En sentido amplio, la mediación es “todo proceso que permite a la víctima y 
al delincuente participar activamente, si lo consienten libremente, en la solución 
de las dificultades resultantes del delito, con la ayuda de un tercero independiente 
(mediador)”216. 	El artículo 523 de la Ley 906 de 2004, la define como:

… un mecanismo por medio del cual un tercero neutral, particular 
o servidor público designado por el Fiscal General de la Nación o 
su delegado, conforme con el manual que se expida para la materia, 
trata de permitir el intercambio de opiniones entre víctima y el im-
putado o acusado para que confronten sus puntos de vista y, con su 
ayuda, logren solucionar el conflicto que les enfrenta.

La mediación podrá referirse a la reparación, restitución o resar-
cimiento de los perjuicios causados; realización o abstención de 
determinada conducta; prestación de servicios a la comunidad; o pe-
dimento de disculpas o perdón. 

	
Aquí, importa destacar puntualmente que la mediación:

1.	 Tiene los mismos fines; está sometida a las mismas condiciones que se 
han precisado sobre la utilización, en general, de los programas de la JR.

2.	 A diferencia de la conciliación, la mediación necesariamente demanda 
la intervención de un tercero neutral, quien:

a)	 Propicia el acercamiento entre dos personas que se rechazan: el victi-
mario y la víctima -la persona natural o quien represente a la persona 
jurídica, pública o privada- que ha sufrido el daño con el comporta-
miento del adolescente. La mediación no se concibe sin mediador ni 
cabe la mediación procesal.

216	 CONSEJO DE EUROPA. Mediación en Asuntos Penales. Recomendación R (99) 19, Ann. I.
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b)	 No hace propuesta alguna a las partes sobre la solución que conduzca 
al resultado restaurativo que es el fruto del intercambio de impre-
siones u opiniones entre las partes; es la expresión de una discusión 
reflexiva y constructiva en la cual los propietarios del conflicto crean 
la solución a la medida de sus necesidades.

c)	 Debe tener especial capacitación en materia de solución de conflictos, 
lo cual le permitirá el control del proceso restaurativo; evitar que las 
partes agudicen el conflicto y conseguir que ellos lo solucionen de 
manera recíproca satisfactoria.

d)	 Actúa con absoluta objetividad e imparcialidad, en un terrero neutral 
y al margen de la rigidez, formalismo o ritualidad, a fin de ganarse la 
confianza de las partes y su escenario de actuación no está vinculado 
con el medio judicial ni con el concepto de autoridad estatal; está rela-
cionado con el concepto de facilitación o ayuda para que las partes 
puedan hacer uso de su capacidad y poder de decisión. 

e)	 Debe ser designado por la Fiscalía, conforme con reglas que la misma 
debe determinar previamente y de manera general, a fin de lograr 
transparencia del proceso restaurativo y que las partes acepten la 
intervención del mediador.

Se admite que el mediador sea un particular, con lo cual se reconoce el 
carácter no formal del proceso restaurativo; se avala la participación de 
la comunidad organizada -juntas cívicas, grupos voluntarios, asocia-
ciones, cámaras de comercio, colegios, escuelas, universidades, etc.- que, 
contando con las condiciones materiales -aspectos locativos y de orga-
nización administrativa básica- estén dispuestos a colaborar en el desa-
rrollo de programas restaurativos.

Es jurídicamente factible que el mediador sea un servidor público, con 
cuya previsión se abre la posibilidad de que determinadas entidades 
públicas del nivel central, departamental o municipal -ministerios, gober-
naciones, alcaldías, defensoría pública, procuraduría, bienestar familiar, 
etc.-, con personal especialmente capacitado, hagan parte de programas 
restaurativos y desarrollen procesos de la misma índole.
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No se trata de nombrar como mediador a una persona por el solo 
hecho de que tenga la calidad de servidor público, pues es claro que 
los programas de Justicia Restaurativa deben hacer parte de una polí-
tica diseñada, programada y evaluada por la Fiscalía General de la 
Nación, razón por la cual la ley217 le impone al titular del mismo ente, 
el deber jurídico de expedir el manual de mediación en el cual debe 
determinar particularmente de manera clara, sencilla y práctica lo 
concerniente a la capacitación y evaluación de los mediadores y las 
reglas de su conducta218, y todos aquellos aspectos necesarios para 
hacer operativo, dinámico y fácil el programa y el proceso de media-
ción, entre otros: 

i)	 La forma de hacer la designación del mediador, lo cual le implica 
definir cómo se hace el nombramiento -de un listado previamente 
elaborado, señalando la institución pública o privada que cuente con 
personal capacitado para que se repartan entre ellos el caso o si lo 
hace el fiscal de manera directa, etc.-.

ii)	 Los pasos para seguir en la remisión -la identificación de las partes; la 
consulta a las mismas y su manifestación; el consentimiento infor-
mado de las mismas; la manera como se establece la comunicación 
con el mediador designado; la forma como éste debe citarlos; entre-
vistarlos, etc.-.

iii)	La documentación indispensable -informe de policía judicial; 
registro de la audiencia de imputación, de acusación etc.- para que 
el mediador determine la estrategia más adecuada para efecto de 
realizar la mediación.

iv)	 La evaluación del caso por parte del mediador, la fase de preparación, 
el desarrollo y la conclusión del proceso de la JR.

217	 LEY 906 DE 2004, artículos 523 y 527.
218	 En lo demás, el País necesariamente deberá recurrir a la experiencia que en materia de programas 

de Justicia Restaurativa tienen países como Perú, Guatemala, México, Brasil, etc., los cuales han 
incursionado en la cultura restaurativa desde hace varios años, y a la colaboración de organizaciones 
no gubernamentales de reconocido prestigio y autoridad en la materia, como la Fundación Torre de 
Hombres.
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v)	 El contenido del informe de la mediación.

vi)	 El trámite del informe cuando existe acuerdo restaurativo -si se 
requiere de acta o es suficiente la manifestación escrita del mediador- 
y cuando fracasa la mediación, el trámite para seguir con el proceso 
judicial formal, etc.

3.	 La mediación, en sí misma, no es la JR; se trata de una herramienta 
metodológica que permite cristalizar los cinco elementos básicos del 
concepto de Justicia Restaurativa: participación activa de víctima y 
adolescente a partir del acercamiento personal; responsabilización del 
victimario -en sentido de toma de conciencia-; reparación de la víctima 
-material o simbólica-; la restauración o restitución de ésta y la reinte-
gración social de ambos, que corresponden a los valores fundamentales 
de la JR: participación activa víctima-victimario; responsabilización del 
infractor; reparación del daño; restauración y reintegración social. 

4.2.2	Procedencia

En el SRPA, la mediación procede en relación con: (i) determinados delitos 
perseguibles de oficio: aquellos cuyo mínimo de pena no excede de seis años 
de prisión219, siempre y cuando el bien jurídico protegido no sobrepase la 
órbita personal del perjudicado220; condición que descarta la procedencia 
de la mediación respecto de delitos diferentes a aquellos cuyo objeto de 
tutela es consustancial al individuo como, por ejemplo: lesiones perso-
nales -dolosas o culposas- con incapacidad superior a 60 días cuya secuela 
no sea pérdida anatómica, y los delitos contra el patrimonio económico en 
cuantía que no admite la conciliación y, (ii) los delitos que exigen querella.

Para determinar la procedencia de la mediación, el mínimo de la pena 
debe determinarse teniendo en cuenta, primero, la sanción prevista para la 
conducta en el CPC; segundo, considerando los fundamentos reales modi-
ficadores genéricos y específicos tanto de agravación como de atenuación; y 

219	 Ver Unidad 2., IV., D. Límites, de este Módulo. 
220	 CÓDIGO PENAL COLOMBIANO, artículo 254.



UNIDAD 4

162

tercero, haciendo el mismo razonamiento sobre el mínimo de la pena para 
determinar los límites de la utilización de programas de Justicia Restaurativa.

4.2.3	Oportunidad e iniciativa

El momento para realizar la mediación en el sistema penal de adultos, va 
desde cuando termina la audiencia de imputación hasta antes del inicio 
de la audiencia del juicio oral221. En el SRPA, como ya se ha dicho, la 
oportunidad va hasta antes de la ejecutoria de la sentencia de segunda 
instancia atendiendo a que la regla es la facilitación de los acuerdos 
durante el desarrollo de todo el proceso y mientras éste no termine con 
sentencia en firme, habrá la posibilidad de presentarle al juez el informe 
del resultado restaurativo que debe ser considerado para efectos del ejer-
cicio de la acción penal atendiendo a que, conforme con el principio de 
subsidiaridad, lo fundamental es la JR, ante lo cual se impone la apli-
cación preferente del principio de oportunidad. En este aspecto, debe 
tenerse en cuenta las razones que soportan la oportunidad para realizar 
la conciliación extrajudicial. 

La iniciativa para que se acuda a la mediación en pos de la JR la tiene el 
fiscal, el juez, el adolescente, sus padres y quien tenga interés jurídico en 
lograr el resultado restaurativo, bajo las mismas exigencias que se han 
reseñado respecto de la conciliación. 

La iniciativa no es una facultad exclusiva del funcionario judicial, porque: 
(i) la mediación tiene límites objetivos que los determina la ley y, por 
ende, no dependen de la valoración ni de la discrecionalidad judicial y, 
(ii) la ley impone al juez o jueza y a la Fiscalía, facilitar en todo momento 
los acuerdos222 que lleven a la reparación y esto es componente de la JR. 
La víctima o el adolescente pueden solicitar al fiscal, al juez o jueza de 
control de garantías, al juez o jueza de conocimiento -según el momento 
procesal- que el asunto se remita al programa de mediación pero, en todo 
caso, el fiscal debe designar el mediador con sujeción al manual que el 
Fiscal General de la Nación tiene el deber de elaborar para dinamizar la 

221	 LEY 906 DE 2004, artículo 524.
222	 CIA, artículo 174.
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aplicación del instituto de la mediación, instrumento de la JR. La solicitud 
de mediación también puede hacerse con posterioridad a la ejecutoria de 
la sentencia a fin de lograr un acuerdo restaurativo que le implique a la 
víctima, el restablecimiento real de su derecho y le pueda significar al 
adolescente sancionado, el cambio o reducción de la sanción; aspectos 
que pertenecen al concepto de Justicia Restaurativa.

La remisión al programa de la JR que el fiscal o el juez puedan hacer de 
oficio o a petición de parte, no está prevista como causal legal de suspen-
sión del proceso penal, pero eventualmente, puede dar lugar al aplaza-
miento o suspensión de una determinada audiencia mientras se obtiene, 
por ejemplo: el informe del mediador sobre el resultado de la mediación, 
teniendo en cuenta que el proceso penal debe garantizar la JR; que el 
resultado restaurativo incide en la determinación de las consecuencias 
penales y civiles y que la prioridad del sistema no es terminar el proceso 
e imponer una sanción sino lograr la restauración de la víctima, motivo 
por el cual resulta razonable valorar cada situación a la luz del principio 
del interés superior del adolescente y las necesidades de la sociedad 
-entre ellas, lograr la reinserción social del adolescente y la víctima más 
que imponer una sanción-.

4.2.4 	El proceso de mediación

Aunque el proceso restaurativo está desprovisto de formalidades, esto no 
descarta la necesidad de un método orientado para lograr el resultado; 
dejar la memoria histórica de su realización y hacer el seguimiento del 
mismo para conseguir los efectos jurídico-penales.

Con el fin de lograr el resultado restaurativo de manera general, se hace 
indispensable:

1. La preparación

De manera previa, el mediador, por una parte, debe enterarse cabalmente 
del caso; conocer a las partes, saber de sus expectativas; percibir la dispo-
sición para participar; tener certeza de la actitud civilizada de cada parte 
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-pues si existe riesgo de violencia debe darles tiempo para que “baje la 
espuma”- y, por la otra, enterar a las partes del propósito de la mediación; 
de su papel como facilitador; de las consecuencias, con la precisión de 
que el tema de la responsabilidad penal no es materia de discusión, etc.

Esto implicará citarlos a una o varias reuniones de manera conjunta o 
separada y tal proceder determina la viabilidad de avanzar a la etapa 
siguiente, a la cual debe citar a las partes y a quienes tengan interés jurí-
dico en el resultado restaurativo.

2. El desarrollo

En el cual, lograda la comparecencia de las partes -con la posibilidad de 
que cada una esté respaldada por su respectivo círculo o grupo de apoyo- 
el mediador las presenta, les dé a conocer las reglas mínimas sobre el uso 
de la palabra y propicia las condiciones para que intercambien opiniones; 
confronten sus puntos de vista; se reúnan por separado, planteen sus 
propuestas; las discutan; se tomen su tiempo para pensar, valorar y, en 
fin, se logre la realización de los valores de la Justicia Restaurativa, en los 
términos expuestos en la Unidad 2; desarrollo que, de ser posible, debe 
culminar con un acuerdo de contenido restaurativo ajustado a los requi-
sitos sustanciales también indicados.

La metodología y las estrategias que se utilicen son de naturaleza extraju-
rídica y las mismas están determinadas por la complejidad de cada caso, 
pero el éxito del resultado depende en gran parte, de la habilidad, expe-
riencia, dedicación, profesionalismo y entusiasmo del mediador.

3. El seguimiento

El resultado restaurativo puede contener, como forma de reparación 
simbólica, la obligación del victimario de, por ejemplo: realizar un deter-
minado comportamiento en beneficio propio o de la comunidad, verbi 
gratia: capacitarse en un determinado oficio; servir de compañía durante 
un determinado tiempo a enfermos, ancianos, etc.; obligaciones cuyo 
cumplimiento demanda una acción de seguimiento que debe asumir el 
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correspondiente programa de mediación, casos en los cuales los efectos 
jurídicos frente al ejercicio de la acción penal están subordinados al 
informe del mediador sobre el cumplimiento de las obligaciones por 
parte del adolescente infractor, dado que en términos de la JR, se requiere 
la reparación y no la mera expectativa de la misma.

La memoria histórica del proceso restaurativo debe ajustarse a las mismas 
exigencias de la conciliación: indicación del lugar, la fecha, el mediador, 
el nombre de las partes, el acuerdo logrado; las condiciones o el plazo, etc.

4.2.5	Efectos jurídicos223

Si prospera la mediación, el resultado restaurativo necesariamente 
produce efectos jurídicos, porque el acuerdo debe ser valorado para el 
ejercicio de la acción penal224 y, por lo mismo, sea cual fuere el momento 
procesal cuando se allegue el informe del mediador, el juez debe correr 
traslado de éste al fiscal y suspender el desarrollo de la correspondiente 
audiencia, mientras aquél decide si aplica o no, el principio de opor-
tunidad -por ejemplo: mediante la causal 324-7 de la Ley 906 de 2004- 
atendiendo a que la aplicación del mismo es principio rector de carácter 
preferente225. 

El informe del mediador sobre el resultado restaurativo de la mediación:

1.	 Excluye el ejercicio del incidente de reparación y el ejercicio de la 
acción civil derivado del delito, bajo la condición de que se haya mate-
rializado la reparación a la víctima.

2.	 Extingue la acción penal cuando el mismo está relacionado con los 
delitos querellables y la víctima accede a desistir de la querella porque 
se considera reparada; situación en la cual el fiscal debe solicitar la 
preclusión del proceso.

223	 LEY 906 DE 2004, artículo 526.
224	 Ibíd. 
225	 CIA, artículo 174.
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3.	 Genera el deber para la Fiscalía, de suspender, interrumpir o renun-
ciar al ejercicio de la acción penal226 por configuración, por ejemplo: 
de las causales 1 y 7 del denominado principio de oportunidad, 
en virtud de que: a. el máximo de la pena prevista para el delito no 
exceda los seis años de prisión; se configura la reparación integral a 
la víctima conocida o individualizada227; b. procede la suspensión del 
procedimiento a prueba en el marco de la Justicia Restaurativa228. Si 
el máximo de la pena prevista para el delito es superior a seis años de 
prisión y se ha reparado integralmente a la víctima, la aplicación del 
principio compete directamente al Fiscal General de la Nación o a su 
delegado especial para el efecto229.

En el evento de que el cumplimiento del acuerdo producto de la media-
ción esté sometido a plazo, la prevalencia de la JR en el SRPA posibi-
lita la aplicación del instituto procesal de la suspensión del procedimiento a 
prueba230 por el término y bajo las condiciones que determine el fiscal y 
cumplidas las mismas renuncie a la persecución penal. 

4.3 EL INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL

Esta figura instrumental apunta a que, con fundamento en los principios 
universales de economía procesal, celeridad, eficacia, protección y respeto 
a los derechos y dignidad de la víctima, dentro del mismo proceso penal se 
resuelva todo lo relacionado con: (i) la definición del derecho a la reparación 
plena de la misma; (ii) lo concerniente a la responsabilidad civil del tercero 
civilmente responsable y, (iii) el cumplimiento de las obligaciones del asegu-
rador de la responsabilidad civil amparada en virtud del contrato de seguros 
válidamente celebrado -cuando éste existe- a fin de realizar la JR.

Este instituto procesal no aparece expresamente definido en la ley como 
mecanismo de la JR, razón por la cual, en principio, se le mira sólo como 
el instrumento jurídico para obtener la declaración de responsabilidad 

226	 LEY 906 DE 2004, artículo 323.
227	 Ibíd., artículo 324-1.
228	 Ibíd., artículos 324 y 325.
229	 LEY 906 DE 2004, artículo 324, Par. 2. 
230	 Ibíd., artículo 325.



 MECANISMOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA

167

civil extracontractual directa -contra el procesado- e indirecta -contra los 
terceros civilmente responsables- por los daños y perjuicios causados con 
el delito; empero, su objeto y finalidad no se reducen a eso -la simple 
indemnización-; se extiende a la restitutium in integrum propia de la JR.

4.3.1 El contenido restaurativo del incidente

En el SRPA, el incidente de reparación integral, a más de constituir herra-
mienta jurídica para reclamar el pago del valor de la indemnización por 
daños y perjuicios causados con el delito, es un medio intraprocesal por 
virtud del cual el juez o la jueza de la causa, luego de que la sentencia 
penal cobra ejecutoria y ante la petición expresa de la víctima -o del fiscal 
a instancia de ella- sobre la apertura del trámite, tiene el deber jurídico de 
actuar como conciliador y en ejercicio del amplio margen de acción que 
como tal adquiere, orientar su función a que: (i) víctima y adolescente 
tengan la oportunidad del acercamiento personal para participar acti-
vamente y escucharse mutuamente; (ii) el adolescente infractor ofrezca 
disculpas y exprese arrepentimiento y, (iii) propicie un acuerdo favorable 
para ambos según sus propias necesidades. Sólo si la conciliación fracasa 
el juez debe proseguir el trámite incidental que culmina con la decisión 
de responsabilidad civil según lo alegado y probado por las partes.

El incidente de reparación integral tiene el mismo enfoque restaurativo 
del proceso y por ello no se concibe sin la presencia física del adoles-
cente y de la víctima; requisito sin el cual no es posible el acercamiento 
personal que propicie el resultado restaurativo y mucho menos el logro 
de la finalidad pedagógica que también tiene el incidente. La presencia 
del adolescente infractor es determinante; por esto, mientras justifique su 
inasistencia a la audiencia no es jurídicamente procedente pasar a la fase 
de práctica de la postulación y práctica de pruebas en el incidente, y debe 
insistirse en la conciliación.
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4.3.2	Oportunidad

El término para solicitar la apertura del incidente de reparación integral 
es de 30 días que, conforme a lo dispuesto en el artículo 89 de la Ley 1395 
de 2010 –que modificó el artículo 106 de la Ley 906 de 2004-, se cuenta a 
partir de la ejecutoria de la sentencia en material penal. 

La modificación que ha hecho la Ley 1395 de 2010 por una parte, hace 
eco de la tesis de la Corte Suprema de Justicia según la cual, en síntesis: 
(i) no es lógico que el aspecto penal quede subordinado a la acción civil 
con el único objetivo de viabilizar la reclamación indemnizatoria, cuando 
puede acudirse a otros medios con igual o mayor eficacia; (ii) el derecho 
de las víctimas no puede sacrificar la justicia penal y, (iii) el CIA, tratán-
dose de procesos penales en los cuales son víctimas los niños, autoriza 
expresamente la posibilidad de iniciar el incidente de reparación dentro 
de los 30 días siguientes a la ejecutoria de la sentencia condenatoria231. 

Por otra parte, la modificación legal en cuanto hace a la oportunidad para 
iniciar el incidente de reparación integral, permite solucionar los múlti-
ples problema jurídicos y prácticos que se presentaron bajo la vigencia 
de la normatividad anterior referidos, entre otros, a la prescripción 
de la acción penal y a la incertidumbre que se derivaba del hecho de 
que después del trámite dispendioso del incidente, se podía revocar la 
sentencia condenatoria. 

Sin embargo, no puede perderse de vista que en el SRPA, la reparación 
no se circunscribe exclusivamente a la “reparación pecuniaria” atendiendo 
a que: (i) por el enfoque restaurativo del mismo, la víctima debe ser inte-
gralmente restaurada y no simplemente indemnizada y, (ii) el resultado 
restaurativo incide para morigerar el juicio de reproche al adolescente 
-que se refleja en la selección de la sanción y dosificación de la misma-, 
motivo por el cual lo jurídicamente razonable y consecuente con la fina-
lidad de restauración de las víctimas, con fundamento en el principio de 
flexibilidad, el juez debe procurar el espacio que facilite la posibilidad de 
la conciliación como mecanismo de JR. 

231	 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala Penal. Sentencia de casación del 19 de febrero de 2009, 
radicado 30.237, MP. María del Rosario González de Lemos.
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4.3.3 La iniciativa y las partes

Conforme con el contenido del artículo 102 de la Ley 906 de 2004, aparen-
temente sólo tienen facultad legal para solicitar la apertura del incidente de 
reparación integral, la víctima -entendida en sentido amplio232 como titular 
del derecho a la reparación- y el fiscal a instancia de aquélla. Empero, una 
interpretación sistemática de esta norma obliga a concluir que, desde el 
punto de vista del modelo de la JR que caracteriza el SRPA, el procesado, el 
defensor -con el consentimiento de aquél- y los padres del adolescente tienen 
legitimidad para pedir la iniciación del incidente de reparación integral, por 
cuatro razones fundamentales: (i) uno de los componentes esenciales de la 
JR es la reparación del daño causado, lo cual corresponde a una de las obli-
gaciones que debe asumir el infractor de la ley penal; (ii) los actos voluntarios 
de restauración -entre los que está el pago de la indemnización de perjuicios 
causados a la víctima- deben ser considerados por el juez para efectos de 
rebaja de pena en el sistema de adultos -por reparación integral (artículo 269 
del CP)- y para efectos del juicio de reprochabilidad en el sistema penal de 
adolescentes; aspecto que va a determinar la naturaleza de la sanción y la 
magnitud de la misma; (iii) si, pese a ser evidente la producción de un daño 
material, la víctima -por las razones que sea- no solicita la iniciación del inci-
dente de reparación, por una parte, ello no niega la existencia del daño y a la 
víctima no se le puede quitar la posibilidad de ser reparada voluntariamente 
ni al procesado se le puede negar la oportunidad de que repare y, con ello, 
mitigar la responsabilidad penal y, (iv) el incidente de reparación plantea la 
oportunidad y el escenario para establecer de manera objetiva e imparcial, 
por ejemplo: mediante un dictamen pericial, el monto de la indemnización, 
lo cual permite superar las múltiples dificultades que puede plantear la 
actitud negativa de la víctima para efectos de la JR; aspecto éste que la juris-
prudencia233 tiene precisada en el sistema penal de adultos y cuyo criterio 
es aplicable al SRPA, dado que se vincula con el interés superior del adoles-
cente -su derecho a que las consecuencias penales por su comportamiento 
ilícito, se mitigue por razón de los actos de reparación voluntaria-, lo cual 

232	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-228 de 2002, MP. Manuel José Cepeda Espinosa 
y Eduardo Montealegre Lynett. “… toda persona que ha sufrido daño real, concreto y específico 
cualquiera sea la naturaleza de éste (…) así no sea patrimonial, como consecuencia directa de la comisión 
del delito”. Véase también Unidad 1.V.B.1. La víctima y sus derechos en el SRPA, en este Módulo. 

233	 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala Penal. Sentencia de Casación, Rad. 30800, 1º de julio de 
2009. MP. José Leonidas Bustos Martínez.
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es posible lograr en cualquier momento, dado que el Juez sentenciador es el 
que gobierna la ejecución de la sanción y con fundamento en el principio de 
discrecionalidad –flexibilidad del sistema- puede reconocerle al adolescente 
su acción de reparación aún después de la sentencia ejecutoriada. 

Con el mismo razonamiento, debe interpretarse el artículo 95 Par del CIA, 
conforme con el cual, en el SRPA la función del Ministerio Público está 
circunscrita a la defensa de los derechos del adolescente y, por ende, no 
puede actuar a instancia de la víctima para solicitar la iniciación del incidente 
de reparación. Empero, eventualmente, podría solicitar la apertura del inci-
dente a instancia del adolescente bajo el entendido de que el mismo apunta a 
definir el monto de la reparación que voluntariamente esté dispuesto a hacer 
y con ello, lograr un tratamiento sancionatorio más benigno.

Ostentan la calidad de parte en el incidente de reparación, por activa, quien 
la demanda, es decir, la víctima -persona natural o jurídica, única o 
plúrima- y, por pasiva, quien o quienes deben satisfacerla234; luego, lo 
primero que debe hacer el juez en la audiencia de apertura del trámite es 
examinar, si la pretensión de reparación es promovida por la víctima; en 
caso negativo, debe rechazarla235.

Tienen la calidad de demandados en el incidente de reparación: (i) el 
adolescente infractor -autor del daño- y (ii) los terceros civilmente respon-
sables -la persona que según la ley civil debe responder por el daño 
causado por la conducta del adolescente infractor236-, entre quienes se 
hallan los padres del mismo o sus representantes legales como responsa-
bles solidarios desde el punto de vista civil. 

1. El desistimiento tácito de la pretensión de reparación

La citación a la audiencia de iniciación del trámite hace parte del debido 
proceso del incidente de reparación integral, pues el fracaso de la concilia-
ción constituye condición negativa de procedibilidad del mismo, motivo 

234	 LEY 906 DE 2004, artículo 102.
235	 Ibíd., artículo 102-2.
236	 Ibid., artículo 107.
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por el cual el juez o la jueza tiene el deber jurídico de: (i) citar a las partes 
a una primera audiencia de conciliación y realizar la acción necesaria 
e idónea encaminada a lograr el resultado restaurativo; de fracasar este 
primer intento, (ii) volver a citar a las partes a una nueva audiencia con 
idéntico propósito dentro de los ocho días -hábiles- siguientes y en ella, 
reiterar las acciones indispensables para lograr un resultado voluntario y 
satisfactorio para ambas partes.

Si habiéndose citado en forma oportuna y por el medio eficaz al soli-
citante, éste no justifica su inasistencia, la ley asume el desistimiento 
implícito de la pretensión, lo cual trae como consecuencia el archivo de 
la solicitud del incidente de reparación; la condena en costas y el profe-
rimiento de la sentencia en la cual el juez debe abstenerse de declarar la 
responsabilidad civil del adolescente237.

Por lógica jurídica, si quien pide la iniciación del incidente de reparación 
integral es el fiscal a instancia de la víctima, es ésta la que debe ser citada 
a la audiencia y si no lo hace, se entiende legalmente que desiste de la 
pretensión, si no justifica su inasistencia.

Para efectos de la justificación de la inasistencia a las audiencias -de 
iniciación, de pruebas y de alegaciones- del incidente de reparación inte-
gral, debe tenerse en cuenta que:

a)	 La audiencia se inicia en el primer minuto de la hora señalada, aun 
cuando ninguna de las partes se hallen presentes (artículo 123 del 
CPC y 25 de la Ley 906 de 2004).

b)	 Antes de la fecha fijada para la audiencia, las partes pueden solicitar 
el aplazamiento de la misma en dos oportunidades: la primera expo-
niendo una justa causa y prueba sumaria de la misma y, la segunda, 
por fuerza mayor acompañada de prueba sometida a contradicción238.

237	 Ibíd., artículo 104, Par. 
238	 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, artículo 101, Par. 2-1. “1. Si antes de la hora señalada 

para la audiencia, alguna de las partes presenta prueba siquiera sumaria de una justa causa para no 
comparecer, el juez señalará el quinto día siguiente para celebrarla, por auto que no tendrá recursos, 
sin que pueda haber otro aplazamiento. Cuando en la segunda oportunidad se presente prueba de 
que existe fuerza mayor para que una de las partes pueda comparecer en la nueva fecha, o de que se 
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c)	 Después de la fecha de la audiencia, la parte que no asiste puede justi-
ficarlo dentro de los cinco días -hábiles- siguientes por fuerza mayor o 
caso fortuito que debe acreditarse con prueba sumaria239. 

2. La responsabilidad civil solidaria de los padres del adolescente 

La calidad de parte en el incidente de reparación integral la adquieren 
los padres del adolescente infractor: (i) con fundamento en su condición 
de obligados a reparar el daño conforme con la ley civil240 y al CIA241; (ii) 
por virtud de que, en tal calidad comparecen o el juez los cita a solicitud 
expresa de la víctima, del adolescente o su defensor, al trámite del inci-
dente y, (iii) enterándose en la audiencia de apertura del trámite, del conte-
nido de la pretensión o forma de reparación a la que aspira la víctima.

En cuanto concierne a los padres del adolescente:

a)	 El fundamento sustancial de la responsabilidad civil de los padres está en 
el principio general, contenido también en el CIA242, según el cual:

Toda persona es responsable, no sólo de sus propias acciones para 
el efecto de indemnizar el daño sino del hecho de aquellos que estu-
vieren a su cuidado.

Así, los padres son responsables solidariamente del hecho de los hijos 
menores que habiten en la misma casa (artículo 2347-2 C.C., modifi-
cado por el artículo 65 del Decreto 2820 de 1974). 

encuentra domiciliada en el exterior, ésta se celebrará con su apoderado, quien tendrá facultad para 
conciliar, admitir hechos y desistir”.

239	 LEY 446 DE 1998, artículo 103, Par. “Son causales de justificación de la inasistencia: 1. Las previstas 
en los artículos 101 y 168 del Código de Procedimiento Civil. 2. La fuerza mayor y el caso fortuito, 
que deberán acreditarse al menos sumariamente dentro de los cinco (5) días siguientes. El auto que 
resuelve sobre la solicitud de justificación o que imponga una sanción, es apelable en el efecto diferido”. 

240	 CÓDIGO CIVIL, artículo 2347-2. 
241	 CIA, artículo 170.
242	 CIA, artículo 170. “Los padres, o representantes legales, son solidariamente responsables, y en tal 

calidad, deberán ser citados o acudir al incidente de reparación a solicitud de la víctima del condenado 
o su defensor. Esta citación deberá realizarse en la audiencia que abra el trámite del incidente”.
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La calidad de sujeto pasivo de la obligación reparatoria que tienen 
los padres del adolescente causante del daño, deriva de la responsa-
bilidad civil extracontractual por el hecho ajeno -el comportamiento 
delictivo del adolescente-, y se denomina indirecta porque, aunque 
directamente no causan la injuria, su error de conducta consistente 
en no cumplir el deber personal que les impone la ley de atender en 
su condición de padres -culpa in vigilando-, es determinante del daño.

De la aludida regla general, se desprenden dos postulados impor-
tantes: (i) la sola condición de padre del adolescente infractor no 
determina la responsabilidad civil de los mismos y, por ende, (ii) la 
obligación de reparar el daño causado por el hijo requiere además, 
que éste habite en la misma casa, hecho que soporta la presunción de 
que está bajo su cuidado.

El CIA -norma especial- no condiciona la responsabilidad civil de 
los padres por el hecho de que sus hijos habiten en la misma casa, 
razón por la cual es válido afirmar que los padres son solidariamente 
responsables por los hechos de sus hijos adolescentes bajo la condi-
ción de que estén bajo su cuidado243. 

La naturaleza solidaria de la responsabilidad civil de los padres frente 
al daño ocasionado por su hijo adolescente que se encuentre bajo su 
cuidado, está determinada de una parte, por el concepto de obliga-
ción de sujeto múltiple, en la cual cada uno de los extremos (acreedor-
deudor), de la misma puede estar constituido por una pluralidad de 
personas244 y, por la otra, atendiendo a la definición legal según la 
cual: la obligación solidaria o in solidum es aquella que “en virtud de la ley 
puede exigirse a cada uno de los deudores el total de la deuda”245.

243	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-423 de 2006 y C-425de 2006, MP. Humberto Sierra 
Porto. “… la Ley presume que los daños que ocasionen las referidas personas [los hijos menores 
de edad] son imputables a quienes debían haber ejercido adecuadamente un control y vigilancia 
sobre aquellos, y por ende, la víctima de tales perjuicios debe probar (i) el daño causado y el monto del 
mismo; (ii) la imputación del perjuicio al directo responsable; y (iii) que éste último se encuentre bajo 
el cuidado o responsabilidad de otro [los padres], bien sea por mandato legal o vínculo contractual”. 

244	 CARDOZO ISAZA, Jorge. Apuntes sobre Obligaciones Civiles y Mercantiles. 2 ed. Editorial 
Jurídica Wilches. Bogotá, 1986., p. 299. 

245	 CÓDIGO CIVIL, artículo 1568.
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Frente a la víctima -acreedora-, la parte deudora está constituida por 
varias personas: el padre y la madre del adolescente infractor que por 
disposición de los artículos 2347-2 del CC y 170 del CIA “son solidaria-
mente responsables”, es decir, quedan sujetos, a elección de la víctima, 
al pago total de la obligación indemnizatoria -hecho lo cual si, por 
ejemplo: el padre paga el total de la indemnización queda subro-
gado en los derechos del acreedor para reclamar eventualmente de la 
madre la cuota que le corresponda de la obligación246-. 

b)	 La solicitud de la víctima, del adolescente o su defensor para que cite a 
los padres al incidente de reparación integral debe ser expresa y clara 
en el sentido de determinar, quién es la persona que debe compa-
recer: el padre, la madre o ambos. Por lo mismo, la citación debe 
hacerla el juez en la forma como impone la ley procesal y, por ello, 
debe ser, por una parte, eficaz, es decir, con la antelación suficiente y 
utilizando los medios técnicos más expeditos posibles247 y, por la otra, 
debe ser inequívoca, esto es, precisándole todos los datos básicos del 
proceso -radicación, delito, adolescente procesado- el sitio y la hora 
como debe hacerlo; la naturaleza de la diligencia e informándoles que 
en la audiencia puede estar asistido de un abogado248. Estas exigen-
cias obedecen a que: 

1.	 La citación es una condición de carácter procesal para que opere la 
norma sustancial, fundamento de la responsabilidad civil.

2.	 La razón de ser del llamado es que la persona citada ejerza el derecho 
de defensa e intervenga activamente para sacar avante su interés -no 
ser declarado civilmente responsable-249. 

246	 Ibíd., artículo 1579.
247	 LEY 906 DE 2004, artículo 172. 
248	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-425 de 2006, MP. Humberto Sierra Porto. 
249	 Ibid. “… la garantía del ejercicio del derecho de defensa del tercero civilmente responsable durante 

el incidente de reparación integral, presupone que éste sea efectivamente citado, de conformidad 
con las formalidades establecidas en el CPP, es decir, se trata de un requisito sine qua non para el 
establecimiento de su responsabilidad patrimonial”.
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3.	 La presunción de responsabilidad civil por el hecho del adolescente que 
establece la ley, invierte en contra del padre citado la carga de la prueba y, 
por lo mismo, le implica la posibilidad de alegar y probar, como excepción 
de fondo, cualquier hecho que la desvirtúe y que, por lo mismo, no está 
obligado a reparar -porque, verbi gratia: no tiene el cuidado del hijo; le 
fue quitada la patria potestad sobre el mismo; actuó de manera diligente 
y pese a ello no pudo evitar la producción del resultado, etc.-, teniendo en 
cuenta que el artículo 2347-2 del CC prescribe que la responsabilidad de 
los padres “cesará…, si con la autoridad y el cuidado que su respectiva calidad 
les confiere y prescribe, no hubieren podido impedir el hecho”. 

4.	 Puede discutir la calidad de víctima; controvertir la prueba que ésta 
presente y postular las tendientes a desvirtuar el contenido de la 
pretensión indemnizatoria -que el hecho no ha ocasionado perjuicio 
material o moral; que el monto del daño emergente no tiene relación 
con el hecho; que el perjuicio no es directo, etc.-. 

Por no ser el tercero civilmente responsable parte en el proceso, no le 
es posible jurídicamente discutir la responsabilidad penal del autor 
directo del daño -el adolescente infractor- debido a que la definición 
de la cuestión penal es requisito-condición del la apertura del inci-
dente de reparación integral cuyo objeto exclusivo es la reparación del 
daño, aspecto éste que se encuentra definido de manera reiterada por 
la jurisprudencia constitucional250.

5.	  La decisión que ponga fin al incidente no puede contener una declaración 
de responsabilidad en abstracto ni estar referida al padre que no fue citado.

6.	 La imposición eventual de medidas cautelares sólo puede afectar 
bienes del padre citado al incidente de reparación integral. 

7.	 El tercero civilmente responsable está legalmente facultado para hacer 
el llamamiento en garantía del asegurador de la responsabilidad civil 
amparada en virtud de un contrato de seguros251, a fin de que éste 
pague por él, el monto de la indemnización asegurada. 

250	 Ibíd. Sentencias C-423 de 2003 y C-425 de 2006. MP. Humberto Sierra Porto. 
251	 LEY 906 DE 2004, artículo 108.
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8.	 El tercero civilmente responsable tiene interés jurídico para interponer 
los recursos ordinarios contra la decisión que resuelve el incidente de 
reparación, declarándolo obligado a pagar el valor de la indemniza-
ción en la cuantía que la víctima demuestre.	

c)	 La manifestación oral sobre la forma de reparación a la cual aspira la víctima 
y qué debe hacer en la audiencia que abre el incidente de reparación 
integral, es una condición legal que le permite al juez y al deman-
dado identificar la pretensión; establecer si la misma corresponde al 
objeto del incidente y determinar la materia de la conciliación como 
mecanismo de la JR, teniendo en cuenta que no es lo mismo que la 
víctima aspire al pago de la indemnización por daños y perjuicios 
a que pretenda del adolescente acciones de reparación simbólica en 
beneficio de ella o en favor de la comunidad.

No se requiere formalismo especial para trabar la relación jurídica 
propia del incidente; lo que el debido proceso de ley impone es que se les 
haga conocer a los padres citados que, atendiendo a su calidad de tales 
al cuidado y protección de quien causó el daño, se demanda de ellos la 
reparación del mismo; condición de eficacia de la decisión que resuelva el 
incidente y que luego se incorpora a la sentencia con efectos vinculantes. 

3. Las medidas cautelares sobre los bienes del tercero 
civilmente responsable.
 
En lo atinente a las medidas cautelares sobre bienes del tercero civilmente 
responsable, es necesario tener en cuenta que las mismas, cualquiera que 
sea el proceso, atendiendo a que afectan derechos sustanciales, demandan 
autorización legal para que el juez pueda ordenarlas y el CPP solamente las 
permite, desde la audiencia de imputación, sobre los bienes del procesado.
Tratándose del tercero civilmente responsable: 

a)	 El CPP y el CIA no autorizan las medidas cautelares durante el proceso en 
relación con la prenda general de bienes del mismo; por ende, tratándose 
de responsabilidad civil extracontractual, por principio de integración 
(artículo 25 Ley 906 de 2004), debido a que el tema no aparece regulado 
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en la ley procesal penal, sino que se rige por las normas que establece el 
CPC en materia de medidas cautelares en procesos ordinarios y, por ello, 
el embargo y secuestro de los bienes del tercero civilmente responsable 
-entre ellos los padres del adolescente infractor- sólo procede bajo dos 
condiciones: (i) que se le haya citado al incidente de reparación integral y, 
por consiguiente, tenga legitimación por pasiva en el mismo y, (ii) que se 
haya proferido en su contra, sentencia de primera instancia252. 

b)	 Excepcionalmente, tratándose de vehículos automotores involucrados 
en delitos culposos, la ley autoriza la medida cautelar de entrega provi-
sional253 del bien sobre el cual el tercero civilmente responsable es 
propietario, poseedor o tenedor legítimo, lo cual implica: 

1.	 La aprehensión por parte de la Policía Judicial del vehículo automotor 
con ocasión de la conducta punible en relación con el cual se aplica la 
cadena de custodia (artículo 254 Ley 906 de 2004).

2.	 Que procede a partir de la apertura del proceso penal -audiencia 
de imputación- y se mantiene durante todo el proceso, con el fin de 
garantizar la indemnización de perjuicios causados a la víctima.

252	 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, artículo 690-8. “Medidas cautelares en el proceso 
ordinario. En el proceso ordinario se aplicarán las reglas que a continuación se indican:… 8. En los 
procesos ordinarios donde se solicite el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual 
o extracontractual, si el demandante hubiere obtenido sentencia favorable de primera instancia y ésta fuere 
apelada o consultada, aquél podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes de propiedad del demandado, 
para lo cual el juez conservará competencia en lo relacionado con el decreto y práctica de tales medidas, y se 
procederá como se indica en el inciso segundo del artículo 356. 

	 Para decretar estas medidas, previamente se deberá prestar caución que garantice el pago de los perjuicios 
que con ellas se causen. 

	 La solicitud también podrá formularse ante el superior en la segunda instancia mientras éste no haya 
dictado sentencia. 

	 El embargo y secuestro se levantarán si el demandante no inicia ejecución para el pago de la obligación 
dentro de los quince días siguientes a la ejecutoria de la sentencia, o si se absuelve al demandado. Iniciada 
oportunamente la ejecución, se remitirá al juez que conozca de ella o se agregará al expediente que curse en 
el mismo juzgado copia de la diligencia para que la medida surta efecto en dicho proceso. 

	 El demandado podrá prestar caución para solicitar el levantamiento del embargo y secuestro, u ofrecerla 
para impedir su práctica, casos en los que se aplicará en lo pertinente el artículo 519”.

253	 LEY 906 DE 2004, artículo 100.
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3.	 Que el tercero civilmente responsable, tiene en relación con esa espe-
cífica medida cautelar -y con cualquiera otra que eventualmente se 
llegare a imponer-, los mismos medios de defensa consagrados en la 
ley para quien tienen la calidad de parte en el proceso, motivo por 
el cual: (i) se le debe notificar la imposición de la medida (artículo 95 
Ley 906 de 2004) y, (ii) puede hacer uso del recurso de apelación en el 
efecto devolutivo (artículo 177-2 Ibíd.)254. 

4. Citación del asegurador

Tratándose de delitos culposos, con el fin de darle contenido material al 
derecho que tiene la víctima de recibir de manera rápida la reparación de 
los daños causados255 por el adolescente, la ley procesal penal autoriza, a 
petición de aquélla, de éste, de los padres -terceros civilmente responsa-
bles- o de los defensores de cada uno de ellos, la citación al incidente de 
reparación integral del asegurador de la responsabilidad civil amparada 
en virtud de contrato de seguros válidamente celebrado256, a fin de que el 
mismo, con fundamento en el acaecimiento del riesgo asegurado -siniestro- 
pague, hasta el monto máximo determinado en la póliza, el valor que le 
corresponda pagar al adolescente o al tercero civilmente responsable, por 
concepto de perjuicios causados con el comportamiento punible.

La citación del asegurador al incidente de reparación, debe hacerse con el mismo 
cuidado que impone la citación del tercero civilmente responsable atendiendo a que: 

a)	 La misma necesariamente tiene efectos vinculantes, motivo por el 
cual, si habiendo sido citado en forma eficaz opta por no comparecer, 
queda “vinculado a los resultados de la decisión del incidente”257.

Si el asegurador decide no asistir a la audiencia de conciliación, se 
entiende que carece de ánimo para ello; y si injustificadamente no 
comparece a la audiencia de práctica de pruebas y alegaciones, se 

254	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-423 de 2006, MP. Humberto Sierra Porto. Definió este 
aspecto al declarar exequible el artículo 100 de la Ley 906 de 2004 en el entendido de que el tercero 
civilmente responsable se encuentra facultado para ejercer plenamente su derecho de defensa en 
relación con el decreto y práctica de medidas cautelares en su contra.

255	 LEY 906 DE 2004, artículo 11-c).
256	 Ibíd. artículo 108.
257	 Ibíd., artículo 104, Par. 
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debe entender que ha renunciado a ejercer su derecho de defensa; 
razonamiento jurídico que hizo la Corte Constitucional en relación 
con el tercero civilmente responsable258 y que le es aplicable al asegu-
rador por tratarse de la misma situación -la ausencia injustificada al 
incidente de reparación integral al cual quedan jurídicamente atados 
a partir de la citación en debida forma-. 

Por lo mismo, en lo concerniente a la justificación de la inasistencia, 
son aplicables las mismas disposiciones mencionadas en relación con 
el tercero civilmente responsable.

b)	 La comparecencia del asegurador al incidente no es una facultad del 
mismo; es un deber jurídico fundado en: (i) el hecho de que si “la víctima 
ha elegido como medio para mitigar la aflicción ilegitima que ha debido soportar 
por el delito… percibir una suma de dinero”, este es un derecho patrimonial 
ius fundamental (artículo 250 numeral 6, artículos 1, 2 y 229 de la CP); 
(ii) la función social del contrato de seguros y el interés público de la 
actividad aseguradora gracias a la cual se hace posible el cubrimiento 
oportuno y cabal del daño ocasionado y la reducción del impacto que 
éste genera en la víctima; (iii) la protección constitucional de los dere-
chos de las víctimas y su derecho a la reparación integral que propicia 
el modelo de la JR; (iv) el contrato de seguros debe servir al propósito 
del sistema penal constitucional y legalmente dispuestos (artículos 250, 
num. 6, 7 y 11 del lit. c y 102 a 107 de la CP); (v) la vinculación del 
asegurador al incidente de reparación corresponde a la aplicación, por 
una parte, de los principios de economía procesal, eficacia y respeto; 
protección de los derechos que atiende el juez en el proceso penal y, por 
la otra, del principio de la perpetuatio jurisdictionis, por virtud del cual la 
competencia del juez penal se extiende a resolver también el tema del 
seguro de responsabilidad civil y, (vi) la dignidad y la realización de 
los derechos de la víctima del delito están por encima de los intereses 
estrictamente económicos del asegurador; razones por las cuales la 
Corte Constitucional declaró inexequibles las expresiones “excepcional-
mente” y “quien tendrá la facultad de participar en dicha conciliación” conte-
nidas en el artículo 108 de la Ley 906 de 2004259.

258	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-423 de 2006, MP. Humberto Sierra Porto.
259	 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-408 de 2009, MP. Juan Carlos Henao Pérez.
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c)	 Si no se llega a un acuerdo conciliatorio con la víctima en materia 
indemnizatoria, el asegurador tiene derecho a alegar y probar cual-
quier hecho vinculado estrictamente con la salvaguarda de sus inte-
reses -vigencia de la póliza, cobertura de la misma, etc.-. 

4.3.4 	Naturaleza del incidente

Para efectos de la solución de los problemas jurídicos connaturales al 
trámite, no puede perderse de vista que el incidente de reparación integral:

1. No es de contenido penal

Es un instrumento legal para materializar el principio general consa-
grado en la ley civil según el cual “El que ha cometido un delito… está 
obligado a la indemnización” (artículo 2341 del CC), desarrollado en la 
Ley penal, conforme con el cual “La conducta punible origina la obliga-
ción de reparar los daños materiales y morales causados…” (artículo 94 
del CPC). Se trata de un instituto que opera luego de la declaratoria de 
responsabilidad del procesado; por ende, corresponde a la consecuencia 
jurídica eventual del agotamiento del objeto del proceso penal en cuyo 
trámite –del incidente- la víctima como titular de la acción civil, adquiere 
la calidad de parte –es demandante de la indemnización- y tanto el proce-
sado como los terceros civilmente responsables, la de demandados o 
sujetos pasivos de la acción civil, en igualdad de condiciones a la víctima. 

2. No se rige por normas penales

La forma de tramitar el incidente de reparación integral no está determi-
nada por el hecho de que éste se surta ante el juez penal sino, esencial-
mente, por su naturaleza civil, razón por la cual en aplicación, por una 
parte, de los principios de prevalencia de los derechos de las víctimas 
del delito, economía procesal y eficacia de la administración de justicia 
y, por la otra, del principio de la perpetuatio jurisdictionis, por virtud del 
cual la competencia del juez penal se extiende a resolver el problema de 
la responsabilidad civil, el trámite del mismo debe sujetarse a las normas 
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especiales que lo regulan en la Ley 906 de 2004, las cuales son de conte-
nido civil en cuanto establecen la manera de adelantar y resolver judicial-
mente la controversia entre dos particulares por razón del daño privado 
que uno causó a otro. 

El hecho de que el aludido incidente sea decidido por el juez penal, no signi-
fica que la naturaleza civil de la indemnización adquiera carácter penal 
y que, en consecuencia, deba aplicarse al trámite del mismo, el método 
acusatorio legalmente concebido para el ejercicio de la acción penal por 
parte de la Fiscalía en contra del autor de una conducta punible, pues el 
objeto del sistema penal adversarial es dirimir el conflicto de naturaleza 
pública que surge entre el Estado y el infractor de la ley penal por razón 
del daño causado al cuerpo político y no para resolver la controversia de 
naturaleza privada derivada del daño causado a la víctima. 

3. Tiene debido proceso específico

La Ley 906 de 2004 en cuanto al tema:

a)	 No demanda la asistencia obligatoria de la Fiscalía ni del Agente del 
Ministerio público –y en el caso de los adolescentes, la presencia del 
defensor de familia- dado que su rol en el trámite es el de garantizar 
los derechos de las víctimas y la legalidad del mismo. 

b)	 No impone la comparecencia del demandado –el condenado penal-
mente responsable o el tercero civilmente responsable- a la audiencia 
de pruebas y alegaciones pues éste, por tener plena capacidad de 
disponer de sus derechos patrimoniales puede decidir si asiste o no, 
sin que ello signifique suspensión o parálisis del trámite, toda vez que 
el comportamiento de las partes tiene consecuencias específicas en el 
ámbito del derecho civil así:

1.	 La ausencia injustificada del demandante –la víctima- “… implicará 
el desistimiento de la pretensión, el archivo de la solicitud y la condena en 
costas”260. 

260	 LEY 906 DE 2004, artículo 104, Par.
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2.	 Habiendo sido citado debidamente, la ausencia injustificada del 
demandado –el declarado penalmente responsable- acarrea para éste 
una doble consecuencia jurídica: primera, la práctica de “la prueba ofre-
cida por los presentes y, con base en ella, se resolverá” y, segunda, queda 
“vinculado a los resultados de la decisión del incidente”261. 	

c)	 Por lo mismo, no exige la presencia del asesor o apoderado del 
demandado como requisito de existencia ni de eficacia de ninguna de 
las audiencias del incidente de reparación atendiendo a que por una 
parte, el mismo no se enfrenta a la Fiscalía sino a un particular que 
demanda de él, el pago de una determinada cantidad por concepto de 
indemnización y, por la otra, por ende, se insiste, lo que está de por 
medio es un interés de orden económico que no incide negativamente 
para efectos penales –debido a que tal aspecto ya ha sido definido y 
es condición previa del trámite.

En la sistemática de la Ley 906 de 2004, la presencia obligatoria del 
defensor está vinculada necesariamente con el ejercicio de la acción 
penal, en el entendido filosófico y político de que el infractor se enfrenta 
a la Fiscalía que representa el gran poder del Estado y, por ello, requiere 
de defensor, razón por la cual todo cuanto se refiere a la intervención de 
éste para efectos del principio de igualdad de partes (artículo 8 Ibíd.), y 
del ejercicio de atribuciones y deberes (artículo 125 Ibíd.), está circuns-
crito a ese tema. 

En todo aquello que no está vinculado con el ejercicio de la acción penal 
por parte de la Fiscalía, opera el principio general del derecho procesal 
civil sobre la capacidad para ser parte y comparecer al proceso, conforme 
con el cual: “tiene capacidad para comparecer por sí al proceso las personas que 
pueden disponer de sus derechos”262.

El demandado dentro del incidente de reparación integral, tiene derecho a 
ser asistido por un profesional, aspecto éste que corresponde al desarrollo 
del principio según el cual la “víctima y el delincuente deben tener derecho 
a consultar a un asesor letrado”, establecido en la Declaración de Principios 

261	 Ibíd., artículo 104. 
262	 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, artículo 44.
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Básicos sobre la utilización de Programas de Justicia Restaurativa en 
Materia Penal263 y el incidente de reparación integral es mecanismo de 
justicia restaurativa264. Empero, esto no significa que tal asesor tenga 
necesariamente que asistir e intervenir en las audiencias del trámite de 
reparación integral, pues conforme con la Ley procesal civil, el deman-
dado puede hacerlo por sí mismo. 

263	 ONU. Resolución 2000/14.
264	 LEY 906 DE 2004, artículo 521. 
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Ap	A ctividades pedagógicas 

A partir del anterior marco conceptual de las anteriores 
unidades, resuelva los problemas que entraña el siguiente caso: 

La situación fáctica265

Legalizada la captura de Gustavo, joven de 17 años de edad, 
la Fiscalía le formuló imputación por hurto calificado y 
agravado, en concurso con porte ilegal de armas de fuego, 
debido a que se apoderó mediante violencia, en compañía 
de otras dos personas que lograron huir, de $25.000.000 en 
efectivo de la casa de la señora Araminta; dinero que no 
fue recuperado.

La víctima aduciendo como fundamento el principio de 
corresponsabilidad, solicitó y obtuvo del Juez o Jueza de 
Control de Garantías, el embargo de la casa de habitación 
de los padres del adolescente infractor, debido a que éste 
residía y dependía económicamente de ellos; inmueble que 
tiene un valor comercial de $120.000.000.

El defensor solicita al Juez o Jueza de Control de Garantías 
para adolescentes la nulidad de la medida cautelar argu-
mentando que tal decisión es violatoria del debido proceso 
porque: 1. el principio de corresponsabilidad no es funda-
mento jurídico que permita ordenar el embargo de los bienes 
de los padres del adolescente infractor y, 2. tal decisión se 
adoptó de manera reservada y, por aplicación analógica del 
artículo 237 de la Ley 906 de 2004, la diligencia de embargo 
y secuestro sólo podía realizarse previa audiencia a la que 
debió ser citado el defensor y el imputado quien se halla 

265	 Este caso fue planteado como base para el Conversatorio Nacional sobre el tema de Justicia Restaurativa 
en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, desarrollado por videoconferencia. Escuela 
Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. Bogotá, 
21 de septiembre de 2009. 
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privado de la libertad como única forma de garantizar la 
notificación de la decisión y la interposición del recurso de 
apelación que procede contra esa medida cautelar según 
los dispuesto en el artículo 177-2-2º Ibíd.

Quid iuris:
¿Es compet¿ente el Juez o Jueza de Control de Garantías 
para decidir la nulidad solicitada?

¿Los padres del adolescente deben soportar la medida 
impuesta en relación con sus bienes? 

¿Es válida la tesis que el defensor esgrime como funda-
mento de la nulidad?

¿Procede en este caso la conciliación y/o la mediación como 
mecanismos alternativos de la JR? 

Justifique jurídicamente sus respuestas.

Elementos jurídicos-conceptuales para la solución266:

Para resolver los problemas planteados, podemos acudir a 
los siguientes argumentos que sustentan cada una de las 
respuestas:

Problema 1: 
La respuesta es afirmativa porque:

1.1	 El tercero civilmente responsable no es parte ni intervi-
niente en el proceso, razón por la cual no se le puede 
obligar a que la plantee en la audiencia de acusación (artí-
culo 339 Ley 906 de 2004), pues quienes intervienen en 
ésta son las partes y el objeto de la misma es la materia 
del proceso y no las medidas cautelares impuestas 

266	 Síntesis del cierre conceptual sobre el tema.

Ap
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a quien carece de facultad legal de actuar dentro del 
proceso penal. 

1.2	  La competencia del juez o jueza de control de garantías 
es residual: en audiencia preliminar debe resolver aque-
llas peticiones que no deban resolverse en las audien-
cias típicas (artículos 153 y 154-8 de la Ley 906 de 2004).

1.3	 El tercero civilmente responsable tiene, en relación con 
las medidas cautelares, los mismos medios de defensa 
consagrados en la ley para quien tiene la calidad de 
parte (Corte Constitucional, Sentencia C-423 de 2006, 
MP. Humberto Sierra Porto). Luego, si no se le notificó 
la medida cautelar y no tuvo oportunidad de interponer 
contra la misma el recurso de apelación, está legitimado 
para pedir la declaratoria de ineficacia de la misma.

Problema 2:
La respuesta es negativa porque:

2.1	 Se trata de terceros civilmente responsables cuyo funda-
mento de responsabilidad civil es el hecho ajeno (artículo 
2347-2 del CC), es decir, su responsabilidad es indirecta.

2.2	Sólo tienen la calidad de parte cuando se les cita al inci-
dente de reparación integral. 

2.3	La Ley 906 de 2004 ni el CIA autorizan medidas caute-
lares en relación con la prenda general de bienes del tercero 
civilmente responsable durante el proceso penal contra 
el adolescente.

	 Excepcionalmente, la ley autoriza la medida cautelar de 
entrega provisional del vehículo automotor, tratándose 
de delitos culposo (artículo 100 Ley 906 de 2004).

2.4.	Por tratarse de responsabilidad civil extracontractual, 
al no estar reguladas las medidas cautelares contra el 
tercero civilmente responsable en la Ley 906 de 2004, 
por principio de integración (artículo 25 Ibíd.), se debe 
aplicar las normas del CPC sobre medidas cautelares en 
el proceso ordinario, cuyo artículo 690-8 exige que se haya 
proferido en su contra sentencia de primera instancia.

Ap
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Problema 3:
La tesis es válida en cuanto a la ausencia de pertinencia 
del principio de corresponsabilidad como fundamento de 
la nulidad.

3 .1	El principio de corresponsabilidad (artículo 10 CIA), no es 
fundamento de responsabilidad civil extracontractual 
sino garantía del ejercicio de los derechos de los niños. 

	 En el SRPA, el tratamiento de la víctima, en cuanto 
hace al aseguramiento del pago de la indemnización, 
es idéntico al previsto para ella en el sistema de adultos. 
Por ello, no se le puede dar al aludido principio, alcance 
distinto al que tiene.

	 Al no estar autorizada por la ley, las medidas cautelares 
sobre la prenda general de bienes del tercero civilmente 
responsable durante el proceso penal, el Juez o Jueza 
de Garantías no puede ordenarlas; como la impuso y 
no se la notificó, incurrió en irregularidad sustancial 
que viola el debido proceso del tercero civilmente 
responsable.

3.2 La imposición de medidas cautelares, por una parte, es 
reservada (artículo 155 Ley 906 de 2004), y por la otra, 
“se notificará a las partes a quien afectan, una vez cumplidas” 
(artículo 95 Ley 906 de 2004). En consecuencia, no se 
requiere de la presencia del procesado y su defensor en 
la audiencia preliminar donde se adoptan. El recurso 
de apelación se garantiza con la notificación. 

	 La notificación debe hacerse conforme con lo dispuesto 
en el artículo 169 inc. 2 de la Ley 906 de 2004, es decir, 
en forma escrita. El recurso se sustenta en audiencia 
dentro de los tres días siguientes a la notificación de 
conformidad con el artículo 352 del CPC, aplicable por 
principio de integración (artículo 25 Ley 906 de 2004), 
atendiendo a que este aspecto no aparece regulado en 
la Ley 906 de 2004.

Ap
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Problema 4:
Proceden como complemento de justicia penal formal, pero 
no como alternativa para la solución del conflicto entre 
adolescente y víctima.

El modelo de la JR opera como:

Alternativa frente al ejercicio de la acción penal –para solu-
cionar el conflicto que plantea el delito-, tratándose de 
delitos: (i) poco graves: los que exigen querella como condi-
ción de procedibilidad y, (ii) graves: los perseguibles de 
oficio cuya pena mínima no exceda de seis años de prisión 
y el bien jurídico no sobrepase la órbita personal del 
perjudicado.

Complemento de la justicia penal formal, tratándose de 
delitos muy graves -aquellos cuya pena mínima prevista en 
el CP sea superior a seis años-, en cuyo caso la mediación 
no incide en el ejercicio de la acción penal, pero debe ser 
considerada para efectos de dosificación de la sanción o 
para variarla en el proceso de la ejecución.

Tanto en el sistema penal de adultos como en el SRPA, la 
mediación como mecanismo alternativo de la JR no procede 
en relación con delitos muy graves, razón por la cual en aquél 
está limitada a delitos perseguibles de oficio “cuyo mínimo 
de pena no excede de cinco años de prisión” (artículo 524 Ley 
906 de 2004). En el SRPA, atendiendo al principio de espe-
cialidad -sobre las normas generales, prevalecen las espe-
ciales del CIA-; al principio de tratamiento diferenciado; a la 
finalidad pedagógica y restaurativa y a que, por lo mismo, 
la sanción de privación de libertad solamente procede para 
delitos “cuya pena mínima establecida en el Código Penal colom-
biano sea o exceda de seis años de prisión” (artículo 187 CIA), 
la procedencia de la mediación como mecanismo alternativo 
se extiende a los delitos cuya pena mínima establecida en 
el CP no exceda de seis años de prisión.

Ap
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En el caso planteado:

4.1 No se trata de delito que requiere querella. Luego, la 
solución de las partes no excluye el ejercicio de la acción 
penal. 

4.2 Por tratarse de hurto calificado agravado, la pena 
mínima prevista en la ley es superior a seis años y esto 
excluye la posibilidad de la mediación como mecanismo 
para que las partes solucionen directamente el conflicto 
sin recurrir a la acción penal. 

	 En consecuencia, la conciliación o la mediación 
proceden, limitando sus efectos al tratamiento sancio-
natorio en concreto para el adolescente.	

Ae	A utoevaluación
LA NIÑA QUE ESTRANGULÓ A SU NIÑA

María -una niña de 14 años de edad, de origen campesino, 
con escasos estudios primarios, fue entregada por sus 
padres a una familia de la capital para que realizara tareas 
domésticas.

Ocho meses después de haber comenzado a trabajar 
interna, su patrona la trasladó de urgencia al Hospital 
debido a que la encontró en su cuarto muy enferma. Los 
médicos determinaron que había estado embarazada; pero 
la criatura no aparecía y la menor se negaba a explicar lo 
sucedido; del hecho fueron enterados sus padres, que de 
inmediato viajaron para auxiliarla.
 
Al día siguiente, la patrona de María llamó a la madre de 
ésta y le pidió que fuera a recoger la criatura muerta que 
había encontrado -guiada por el mal olor- en un tarro dentro 
del closet, con un panti en el cuello. La madre de la adoles-
cente recogió el tarro con su contenido y lo puso a disposi-
ción de la Fiscalía que médicamente estableció que se trataba 

Ap
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de una niña de 37 semanas de gestación; que nació viva y 
había sido estrangulada seis días antes del hallazgo.
 
a.	 Con base en esto: (i) la Fiscalía pidió al Juez o Jueza de 

Control de Garantías orden de captura contra la menor, 
quien se hallaba en el hospital -a lo cual el juez accedió-; 
(ii) en la audiencia de imputación, le endilgó el cargo de 
autora de homicidio agravado (artículos 103 y 104-1°-7° 
del CPC), ante lo cual la defensa solicitó que previamente 
se le practicara un examen psiquiátrico a la adolescente, 
dado el evidente estado de perturbación psicológica 
que presentaba -el cual fue negado por el juez bajo el 
argumento de que en la audiencia de imputación no se 
practican pruebas-; (iii) el juez accedió a imponer a la 
adolescente internamiento preventivo (artículo 181 CIA), 
solicitado por la Fiscalía con el único argumento de que 
existía “riesgo razonable de evadir el proceso” y, (iv) la 
adolescente infractora aceptó los cargos y adoptó abso-
luto mutismo.

b.	 	El juez de conocimiento: (i) avaló el allanamiento a 
cargos por parte de la adolescente; (ii) ante la solicitud 
del defensor de familia en la audiencia de dosifica-
ción de sanción y sentencia, de practicarle valoración 
psiquiátrica a la adolescente, accedió al pedimento y con 
el concepto positivo de imputabilidad le impuso cuatro 
años de privación de libertad, atendiendo a la extrema 
gravedad del delito y no aludió para nada al informe 
socio-familiar del defensor de familia. 

Quid iuris:

1.	 ¿Proceden los mecanismos de la JR como alternativa 
para la solución del caso? Justifique su respuesta.

2.	 ¿Garantizaron el o la Fiscal y el Juez o la Jueza la JR? 
¿Cuál era la manera de garantizarla?
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3.	 ¿En qué consiste la función pedagógica del Juez o la 
Jueza frente al adolescente en desarrollo del proceso y 
qué relación tiene con la JR?

4.	 ¿Cómo se restablecen las relaciones adolescente-comu-
nidad, destruidas con el comportamiento ilícito de aquélla?

5.	 ¿Cuáles pueden ser las acciones restaurativas de la 
adolescente y cómo inciden en la dosificación de la 
sanción y en la ejecución de ésta?

6.	 ¿Cuáles son las necesidades del adolescente? ¿Cuáles 
las de la sociedad? y ¿Cuál de ellas prima en el SRPA? 

7.	 ¿Habría sido posible la aplicación preferente del prin-
cipio de oportunidad para solucionar el caso?

8.	 La acción del defensor: a. ¿Corresponde a una defensa 
técnica? b. ¿Qué determina la idoneidad de la defensa? 
y, c. ¿Qué posibilidades jurídicas tenía el defensor en 
pro de los derechos de la adolescente ante el juez de 
control de garantías y ante el juez de conocimiento?

9.	 La acción judicial: a. ¿La orden de captura y la medida 
de aseguramiento personal contra la adolescente, a 
qué principios del SRPA deben someterse? b. Para la 
imposición de la medida de aseguramiento, ¿qué papel 
juega el principio del interés superior del niño consagrado 
en los artículos 3 CDN, 8 y 9 CIA. ¿Cuál era el interés 
superior de la adolescente y en qué se concretaba? c. 
¿Cuál es la función del juez o jueza de control de garan-
tías frente a un caso como éste? d. Pese a la aceptación 
de cargos, ¿habría sido jurídicamente posible absolver 
a la adolescente? e. ¿Se materializó el derecho que la 
adolescente tiene a ser oída-participar en el proceso- y 
a que su opinión fuera tenida en cuenta, consagrado 
en el artículo 12 CDN? ¿Es incompatible el derecho 
constitucional del infractor a guardar silencio con el 
derecho consagrado en la CDN a ser escuchado y a 
que su opinión sea considerada por el juez (artículo 
12 CDN)? f.- ¿Era jurídicamente posible imponerle una 
sanción distinta a la privación de libertad? y, g. ¿La 
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sanción impuesta consulta la edad del adolescente y 
sus circunstancias personales? 

Justifique jurídicamente sus respuestas.
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PLAN DE FORMACIÓN DE LA RAMA JUDICIAL

PROGRAMA DE FORMACIÓN 
ESPECIALIZADA DEL ÁREA PENAL

PRESENTACIÓN

El Curso de Profundización sobre el Sistema Acusatorio Penal forma 
parte del Programa de Formación Especializada del Área Penal cons-
truido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a 
través de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, de conformidad con 
su modelo educativo y enfoque curricular integrado e integrador y consti-
tuye el resultado del esfuerzo articulado entre Magistradas, Magistrados 
y Jueces, Juezas de la Rama Judicial, la Red de Formadores y Formadoras 
Judiciales, los Comités Académicos y los Grupos Seccionales de Apoyo de 
la Escuela bajo la coordinación del Magistrado Hernando Torres Corredor, 
con la autoría de Vicente Emilio Gaviria Londoño, quien con su cono-
cimiento y experiencia y el apoyo permanente de la Escuela Judicial, se 
propuso responder a las necesidades de formación desde la perspectiva 
de una Administración de Justicia cada vez más justa y oportuna para las 
y los colombianos.

El módulo Justicia Restaurativa en el Sistema Acusatorio Penal que se 
presenta a continuación, responde a la modalidad de aprendizaje autodi-
rigido orientado a la aplicación en la práctica judicial, con absoluto respeto 
por la independencia del Juez y la Jueza, cuya construcción responde a los 
resultados obtenidos en los talleres de diagnóstico de necesidades que se 
realizaron a nivel nacional con funcionarios y funcionarias judiciales y al 
monitoreo de la práctica judicial con la 昀椀nalidad de detectar los principales 
núcleos problemáticos, frente a los que se de昀椀nieron los ejes temáticos de 
la propuesta educativa a cuyo alrededor se integraron los objetivos, temas 
y subtemas de los distintos microcurrículos. 
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De la misma manera, los conversatorios organizados por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura a través de la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, sirvieron para determinar los 
problemas jurídicos más relevantes y ahondar en su tratamiento en los 
módulos. 

El texto entregado por el autor fue validado con los Magistrados, 
Magistradas, Jueces y Juezas de los Comités Académicos quienes hicieron 
observaciones para su mejoramiento las cuales enriquecieron este trabajo. 

Se mantiene la concepción de la Escuela Judicial en el sentido de que 
todos los módulos, como expresión de la construcción colectiva, demo-
crática y solidaria de conocimiento en la Rama Judicial, están sujetos a 
un permanente proceso de retroalimentación y actualización, especial-
mente ante el control que ejercen las Cortes.

Enfoque pedagógico de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”

La Escuela Judicial como Centro de Formación Judicial Inicial y Continua 
de la Rama Judicial presenta un modelo pedagógico que se caracteriza por 
ser participativo, integral, sistémico y constructivista; se fundamenta en el 
respeto a la dignidad del ser humano y sus Derechos Fundamentales, elimi-
nando toda forma de discriminación, a la independencia del Juez y la Jueza, 
el pluralismo y la multiculturalidad, y se orienta hacia el mejoramiento del 
servicio de los usuarios y usuarias de la administración de Justicia.

El modelo pedagógico, es participativo, en cuanto que más de mil 
Magistrados, Magistradas, Jueces, Juezas, Empleadas y Empleados judi-
ciales participan como formadores y formadoras, generando una amplia 
dinámica de re昀氀exión sobre la calidad y pertinencia de los planes educa-
tivos, módulos de aprendizaje autodirigido y los materiales educativos 
utilizados en los procesos de formación que se promueven. Igualmente, 
se mani昀椀esta en los procesos de evaluación y seguimiento de las activi-
dades de formación que se adelantan, tanto en los procesos de ingreso, 
como de cuali昀椀cación de los servidores y las servidoras públicos.
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Es integral en la medida en que los temas que se tratan en los módulos 
resultan recíprocamente articulados y dotados de potencialidad sinérgica y 
promueven las complementariedades y los refuerzos de todos los partici-
pantes y las participantes.

Es sistémico porque invita a comprender cualquier proceso desde una visión 
integradora y holista, que reconoce el ejercicio judicial como un agregado 
de procesos, que actúa de manera interdependiente, y que, a su vez, resulta 
afectado por el entorno en que tienen lugar las actuaciones judiciales.

El modelo se basa en el respeto a la dignidad humana. El sistema de justicia 
representa uno de los pilares del sistema social de cualquier comunidad, 
signi昀椀ca la capacidad que la sociedad tiene para dirimir los con昀氀ictos que 
surgen entre sus integrantes y entre algunos de sus miembros y la sociedad 
en general. De ahí que el modelo educativo fundamenta sus estrategias en 
el principio del respeto a la dignidad humana y a los derechos fundamentales 
individuales y colectivos de las personas.

El modelo se orienta al mejoramiento del servicio pues las acciones que se 
adelanten para el mejoramiento de las condiciones de trabajo y bienestar de 
las personas que hacen parte de la Rama Judicial, se hacen teniendo en la 
mira un mejoramiento sostenido del servicio que se le presta a la comunidad.

Lo anterior, en el marco de las políticas de calidad y e昀椀ciencia establecidas 
por el Consejo Superior de la Judicatura en el Plan Sectorial de Desarrollo, 
con la convicción de que todo proceso de modernización judicial ya sea 
originado en la implantación de nuevos esquemas jurídicos o de gestión, 
o de ambos, implica una transformación cultural y el fortalecimiento de 
los fundamentos conceptuales, las habilidades y las competencias de los 
y las administradoras de justicia, quienes requieren ser apoyados a través 
de los procesos de formación.

En este sentido, se desarrollan procesos formativos sistemáticos y de 
largo aliento orientados a la cuali昀椀cación de los servidores y servidoras 
del sector, dentro de criterios de profesionalismo y formación integral, que 
redundan, en últimas, en un mejoramiento de la atención de los ciuda-
danos y ciudadanas, cuando se ven precisados a acudir a las instancias 
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judiciales para ejercer o demandar sus derechos o para dirimir con昀氀ictos 
de carácter individual o colectivo.

Aprendizaje activo

Este modelo educativo implica un aprendizaje activo diseñado y apli-
cado desde la práctica judicial para mejorar la organización; es decir, a 
partir de la observación directa del problema, de la propia realidad, de 
los hechos que impiden el avance de la organización y la distancian de su 
misión y de sus usuarios y usuarias; invita a compartir y generalizar las 
experiencias y aprendizajes obtenidos, sin excepción, por todas las y los 
administradores de justicia, a partir de una dinámica de re昀氀exión, inves-
tigación, evaluación, propuesta de acciones de cambio y ejecución opor-
tuna, e integración de sus conocimientos y experiencia para organizar 
equipos de estudio, compartir con sus colegas, debatir constructivamente 
los hallazgos y aplicar lo aprendido dentro de su propio contexto.

Crea escenarios propicios para la multiplicación de las dinámicas forma-
tivas, para responder a los retos del Estado y en particular de la Rama 
Judicial, para focalizar los esfuerzos en su actividad central; desarrollar y 
mantener un ambiente de trabajo dinámico y favorable para la actuación 
de todos los servidores y servidoras; aprovechar y desarrollar en forma 
efectiva sus cualidades y capacidades; lograr estándares de rendimiento 
que permiten cali昀椀car la prestación pronta y oportuna del servicio en 
ámbitos locales e internacionales complejos y cambiantes; crear rela-
ciones estratégicas comprometidas con los “usuarios y usuarias” clave 
del servicio público; usar efectivamente la tecnología; desarrollar buenas 
comunicaciones, y aprender e interiorizar conceptos organizativos para 
promover el cambio. Así, los Jueces, Juezas y demás servidores y servi-
doras no son simples transmisores del aprendizaje, sino gestores y gestoras 
de una realidad que les es propia, y en la cual construyen complejas inte-
racciones con los usuarios y usuarias de esas unidades organizacionales.
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Aprendizaje social

En el contexto andragógico de esta formación, se dota de signi昀椀cado el 
mismo decurso del aprendizaje centrándose en procesos de aprendi-
zaje social como eje de una estrategia orientada hacia la construcción 
de condiciones que permitan la transformación de las organizaciones. 
Es este proceso el que lleva al desarrollo de lo que en la reciente litera-
tura sobre el conocimiento y desarrollo se denomina como la promoción 
de sociedades del aprendizaje “learning societies”, organizaciones que aprenden 
“learning organizations”, y redes de aprendizaje “learning networks”1. Esto 
conduce a una concepción dinámica de la relación entre lo que se quiere 
conocer, el sujeto que conoce y el entorno en el cual él actúa. Es así que el 
conocimiento hace posible que los miembros de una sociedad construyan 
su futuro, y por lo tanto incidan en el devenir histórico de la misma, inde-
pendientemente del sector en que se ubiquen.

Los procesos de aprendizaje evolucionan hacia los cuatro niveles de昀椀-
nidos en el esquema mencionado: (a) nivel individual, (b) nivel organiza-
cional, (c) nivel sectorial o nivel de las instituciones sociales, y (d) nivel de 
la sociedad. Los procesos de apropiación de conocimientos y saberes son 
de complejidad creciente al pasar del uno al otro. 

En síntesis, se trata de una formación que a partir del desarrollo de 
la creatividad y el espíritu innovador de cada uno de los y las partici-
pantes, busca convertir esa información y conocimiento personal, en 
conocimiento corporativo útil que incremente la efectividad y la capa-
cidad de desarrollo y cambio de la organizacional en la Rama Judicial, 
trasciende al nivel sectorial y de las instituciones sociales contribuyendo 
al proceso de creación de “lo público” a través de la apropiación social 
del mismo, para, 昀椀nalmente, en un cuarto nivel, propiciar procesos de 
aprendizaje social que pueden involucrar cambios en los valores y las 
actitudes que caracterizan la sociedad, o conllevar acciones orientadas 
a desarrollar una capacidad para controlar con昀氀ictos y para lograr 
mayores niveles de convivencia. 

1  Teaching and Learning: Towards the Learning Society; Bruselas, Comisión Europea, 1997.
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Currículo integrado-integrador

En la búsqueda de nuevas alternativas para el diseño de los currículos 
se requiere partir de la construcción de núcleos problemáticos, producto 
de la investigación y evaluación permanentes. Estos núcleos temáticos 
y/o problemáticos no son la unión de asignaturas, sino el resultado de la 
integración de diferentes disciplinas académicas y no académicas (coti-
dianidad, escenarios de socialización, hogar) que alrededor de problemas 
detectados, garantizan y aportan a la solución de los mismos. Antes que 
contenidos, la estrategia de integración curricular, exige una mirada 
crítica de la realidad.

La implementación de un currículo integrado-integrador implica que la 
“enseñanza dialogante” se base en la convicción de que el discurso del 
formador o formadora, será formativo solamente en el caso de que él o 
la participante, a medida que reciba los mensajes magistrales, los recons-
truya y los integre, a través de una actividad, en sus propias estructuras 
y necesidades mentales. Es un diálogo profundo que comporta partici-
pación e interacción. En este punto, con dos centros de iniciativas donde 
cada uno (formador, formadora y participante) es el interlocutor del otro, 
la síntesis pedagógica no puede realizarse más que en la interacción- 
de sus actividades orientadas hacia una meta común: la adquisición, 
producción o renovación de conocimientos.

Aplicación de la Nuevas Tecnologías

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a través 
de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, consciente de la nece-
sidad de estar a la vanguardia de los avances tecnológicos al servicio 
de la educación para aumentar la e昀椀cacia de loa procesos formativos ha 
puesto al servicio de la Rama Judicial el Campus y el Aula Virtuales. 
Así, los procesos formativos de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, 
se ubican en la modalidad b-learning que integra la virtualidad con la 
presencialidad, facilitando los escenarios de construcción de conoci-
miento en la comunidad judicial.
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La virtualización de los programas y los módulos, permite actualizar 
los contenidos en tiempo real y ampliar la información, ofrece la opor-
tunidad de acceder a una serie de herramientas como videos, audios, 
animaciones, infografías, presentaciones multimediales, hipertextos, 
etc., que hacen posible una mayor comprensión de los contenidos y una 
mayor cobertura. 

Planes de Estudio

Los planes de estudio se diseñaron de manera coherente con el modelo 
educativo presentado, con el apoyo pedagógico de la Escuela, los autores 
y autoras con el acompañamiento de la Red de Formadores y Formadoras 
Judiciales constituida por Magistrados, Magistradas, Jueces y Juezas, 
quienes con profundo compromiso y vocación de servicio, se prepararon 
a lo largo de varios meses en la Escuela Judicial tanto en los aspectos 
pedagógicos y metodológicos, como en los contenidos del programa, con 
el propósito de facilitar el proceso de aprendizaje que ahora se invita a 
desarrollar a través de las siguientes etapas:

Etapa 1. Reunión inicial. Etapa preparatoria para el inicio del programa, 
presenta los objetivos, metodología y estructura del plan de estudios; 
asesora el manejo del Campus y Aula Virtual, ofrece diferentes técnicas 
de estudio, y, en general, esta etapa busca motivar y comprometer al y la 
discente para abordar los módulos y emprender su proceso formativo con 
la metodología de aprendizaje autodirigido. 

Etapa 2. Análisis individual y comunidad judicial. Los resultados efectivos 
del proceso formativo, exigen de los y las participantes el esfuerzo y 
dedicación personal, al igual que la interacción con sus pares, de manera 
que se conviertan el uno y el otro en insumo importante para el logro 
de los propósitos.

La Etapa 2, esta conformada a su vez por 3 fases claramente identi昀椀cables:

(1) El “Análisis Individual”, que apunta a la interiorización por parte de 
cada participante de los contenidos del programa, mediante la lectura, el 
análisis, desarrollo de casos y ejercicios propuestos en el módulo, consulta 
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de jurisprudencia y doctrina adicional a la incluida en los materiales 
educativos. (2) El “Foro Virtual” constituye la base del aprendizaje entre 
pares cuyo propósito es el de propiciar la socialización y el intercambio 
de conocimiento y experiencias entre los y las participantes mediante 
el uso de las nuevas tecnologías, con el 昀椀n de fomentar la construcción 
colectiva de conocimiento en la Rama Judicial, y, (3) La “Mesa de Trabajo 
o Conversatorio Local”, que busca socializar el conocimiento, fortalecer 
las competencias en argumentación, interpretación, decisión, dirección, 
etc., alrededor del estudio de nuevos casos de la práctica judicial previa-
mente seleccionados y estructurados por los formadores con el apoyo de 
los expertos, así como la simulación de audiencias. Finalmente, esta etapa 
permite la identi昀椀cación de los momentos e instrumentos necesarios para 
la aplicación a la práctica judicial para que a partir de éstos, se generen 
compromisos concretos para desarrollar las siguientes etapas. 

Etapa 3. Aplicación a la Práctica Judicial: La aplicación a la práctica judicial 
es a la vez el punto de partida y el punto de llegada, ya que es desde la 
cotidianidad del desempeño laboral de los funcionarios y funcionarias 
que se identi昀椀can los problemas, y, mediante el desarrollo del proceso 
formativo, pueda traducirse en un mejoramiento permanente de la misma 
y por ende una respuesta con calidad a los usuarios y usuarias. 

Esta etapa se desarrolla también durante 3 fases: (1) La “Aplicación in situ”, 
que incorpora a la práctica judicial los conocimientos, técnicas y nuevas 
actitudes desarrolladas en las etapas anteriores; pretende impactar otros 
operadores de la justicia (empleados, abogados, usuarios, auxiliares, etc.), 
mejorar el acceso efectivo a la administración de justicia y aumentar la 
credibilidad en la misma. (2) El “Conversatorio o Videoconferencia” que 
posibilita a los operadores y operadoras identi昀椀car las fortalezas y debi-
lidades en la práctica cotidiana, con miras a fomentar el mejoramiento 
continuo de la labor judicial, y (3) El “Informe Individual”, en que él y 
la participante dan cuenta en forma escrita de la aplicación a la práctica 
de los contenidos objeto del programa y los invita a remitir sus aportes, 
sugerir nuevas posibilidades de aplicación y presentar casos exitosos y 
ejempli昀椀cantes de su labor. 
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Etapa 4. Seguimiento y evaluación: Todo proceso formativo requiere para 
su mejoramiento y cuali昀椀cación, la retroalimentación dada por los y las 
participantes del mismo. La etapa de Seguimiento y Evaluación busca 
obtener información sobre las debilidades y fortalezas del proceso, de 
manera que pueda aplicar los correctivos necesarios y a tiempo, que 
lleven al perfeccionamiento del mismo.

Para ello, el modelo pedagógico de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla” presenta 3 fases que posibilitan evidenciar la consecución de 
los objetivos del programa: (1) El “Monitoreo” promueve la motivación 
recíproca para el mejoramiento continuo en la práctica judicial; (2) El 
“Observatorio” con acciones concretas para analizar las providencias 
y actuaciones judiciales, difundir las mejores prácticas para promover 
el cambio en los demás despachos judiciales y por ende, cuali昀椀car la 
prestación del servicio, y (3) El “Informe Final”, que posibilita evaluar el 
impacto del programa sobre la gestión judicial y sus resultados frente a 
los usuarios y usuarias, para así, adoptar medidas de mejoramiento en 
cada uno de los aspectos evaluados. 

Los módulos

Los módulos son la columna vertebral en este proceso, en la medida 
que presentan de manera profunda y concisa los resultados de la inves-
tigación académica realizada durante aproximadamente un año, con la 
participación de Magistrados y Magistradas de las Altas Cortes y de los 
Tribunales, de los Jueces y Juezas de la República y expertos y expertas 
juristas, quienes ofrecieron lo mejor de sus conocimientos y experiencia 
judicial, en un ejercicio pluralista de construcción de conocimiento.

Se trata entonces, de valiosos textos de autoestudio divididos secuencial-
mente en unidades que desarrollan determinada temática, de disposi-
tivos didácticos 昀氀exibles que permite abordar los cursos a partir de una 
estructura que responde a necesidades de aprendizaje previamente iden-
ti昀椀cadas. Pero más allá, está el propósito 昀椀nal: servir de instrumento para 
fortalecer la práctica judicial.
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Cómo abordarlos

Al iniciar la lectura de cada módulo el o la participante debe tener en 
cuenta que se trata de un programa integral y un sistema modular cohe-
rente, por lo que para optimizar los resultados del proceso de formación 
autodirigida tendrá en cuenta que se encuentra inmerso en el Programa 
de Formación Especializada pare el Sistema Acusatorio Penal. A través 
de cada contenido, los y las discentes encontrarán referentes o remisiones 
a los demás módulos del plan de formación de la Escuela Judicial “Rodrigo 
Lara Bonilla”, que se articulan mediante diversos temas transversales, 
tales como Derechos Humanos, Constitución Política de 1991, Bloque de 
Constitucionalidad, la Ley especí昀椀ca, al igual que la integración de los 
casos problémicos comunes que se analizan, desde diferentes perspec-
tivas, posibilitando el enriquecimiento de los escenarios argumentativos 
y fortaleciendo la independencia judicial.

Por lo anterior, se recomienda tener en cuenta las siguientes sugerencias 
al abordar el estudio de cada uno de los módulos del plan especializado: 
(1) Consulte los temas de los otros módulos que le permitan realizar 
un diálogo de manera sistémica y articulada sobre los contenidos que 
se presentan; (2) Tenga en cuenta las guías del y la discente y las guías 
de estudio individual y de la comunidad judicial para desarrollar cada 
lectura. Recuerde apoyarse en los talleres para elaborar mapas concep-
tuales, esquemas de valoración de argumentaciones, el estudio y análisis, 
la utilización del Campus y Aula Virtual y el taller individual de lectura 
efectiva del plan educativo; (3) Cada módulo presenta actividades peda-
gógicas y de autoevaluación que permiten al y la discente re昀氀exionar 
sobre su cotidianidad profesional, la comprensión de los temas y su apli-
cación a la práctica. Es importante que en el proceso de lectura aborde y 
desarrolle con rigor dichas actividades para que críticamente establezca 
la claridad con la que percibió los temas y su respectiva aplicación a su 
tarea judicial. Cada módulo se complementa con una bibliografía básica 
seleccionada, para quienes quieran profundizar en el tema, o comple-
mentar las perspectivas presentadas.
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Finalmente, el Programa de Formación Especializada del Área Penal – Curso 
de Profundización sobre el Sistema Acusatorio Penal, que la Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla” entrega a la judicatura colombiana, acorde con su 
modelo educativo, es una oportunidad para que la institucionalidad, con 
efectiva protección de los derechos fundamentales y garantías judiciales, 
cierre el camino de la impunidad para el logro de una sociedad más justa. 

Agradecemos el envío de todos sus aportes y sugerencias a la sede de la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” en la Calle 11 No 9ª -24 piso 4, de 
Bogotá, o al correo electrónico escuelajudicial@ejrlb.net los cuales contri-
buirán a la construcción colectiva del saber judicial alrededor del Programa 
de Formación del Área Penal – Curso de Profundización del Sistema 
Acusatorio Penal. 
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JUSTIFICACIÓN

En la historia del procedimiento penal colombiano, desde el siglo XIX, 
el rol de la víctima y de sus facultades al interior del proceso penal han 
sido temas de los cuales se han ocupado la legislación, la jurisprudencia y 
la doctrina. Independientemente de la posición académica que se quiera 
asumir sobre la temática, lo cierto es que el restablecimiento del derecho 
de quien sufre daño como consecuencia del delito es uno de los temas 
más importantes del Derecho Penal en la actualidad, a tal punto de que se 
a昀椀rma que desde hace algunos años, la ciencia penal abandonó el fraca-
sado modelo retributivo para mejor adoptar el de la reparación. Por eso, 
su estudio teórico, jurisprudencial y normativo adquiere relevancia tanto 
para un adecuado manejo de los mecanismos de Justicia Restaurativa al 
interior del proceso penal, como para su crítica y formulación de nuevas 
propuestas al respecto, labores a las cuales están llamados de manera 
privilegiada los funcionarias judiciales.

Así, dentro del conocimiento y manejo que deben tener los jueces y juezas 
de Colombia, debe estar presente lo concerniente a la Justicia Restaurativa, 
a sus fundamentos, sus aplicaciones prácticas en el procedimiento penal 
y los conceptos a昀椀nes y necesarios para su correcta comprensión. Sobre 
estos aspectos tratará este módulo.

RESUMEN DEL MÓDULO

En primer lugar, se hará una conceptualización sobre la Justicia 
Restaurativa y se explicará su diferencia y ventajas frente al tradicional 
paradigma retributivo. Posteriormente, se precisarán conceptos nece-
sarios para una adecuada comprensión de la Justicia Restaurativa en el 
proceso penal colombiano, tales como víctimas, derecho de acción, daño, 
perjuicio, entre otros, y se estudiarán, con sentido crítico, los derechos 
que para las víctimas ha contemplado la legislación y la jurisprudencia. 

Una vez decantado lo anterior, corresponderá tratar con total detalle 
los mecanismos que la Ley 906 de 2004 cataloga como instrumentos de 
Justicia Restaurativa: conciliación prejudicial, mediación e incidente de 
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reparación integral. Finalmente, en dos unidades especiales, se estu-
diarán los temas de los llamados terceros en el proceso penal -entre ellos 
el asegurador- así como la 昀椀gura de suspensión y cancelación de títulos 
y registros obtenidos en forma fraudulenta, cuyas particularidades y 
complejidades merecen ser analizadas en extenso.

SINOPSIS LABORAL DEL AUTOR

Abogado de la Universidad Externado de Colombia. Especialista en 
Derecho Penal y Magíster en Ciencias Penales y Criminológicas de la 
misma Universidad. Autor de varios artículos de derecho penal y de 
libros relacionados con los temas de víctimas y acción civil en el proceso 
penal. Actualmente, es Profesor Titular de la Universidad Externado 
de Colombia en la Comunidad de Trabajo de Derecho Penal General en 
Pregrado y en la materia Aspectos Civiles del Delito en la Maestría en 
Derecho Penal y en la Especialización de Derecho Procesal Penal. Laboró 
en los Juzgados 56 Penal Municipal y 9 Penal del Circuito de Bogotá; 
fue abogado interno del Banco de la República y Asesor del Ministerio 
de Justicia. En la actualidad, se desempeña como abogado litigante y 
consultor, y es socio de la 昀椀rma Gaitán Parra & Gaviria Abogados.
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 OBJETIVOS

Og OBJETIVO GENERAL DEL MÓDULO

Comprender la importancia de la Justicia Restaurativa en 
el proceso penal contemporáneo y las particularidades, 
modalidades y di昀椀cultades de esa institución en el derecho 
procesal penal colombiano.

Oe OBJETIVOS ESPECÍFICOS DEL MÓDULO

 • Aprender los conceptos básicos y fundantes para 
comprender la Justicia Restaurativa.

 • Distinguir entre responsabilidad civil y responsabilidad penal.

 • Re昀氀exionar sobre el papel de las víctimas y sus derechos en 
el sistema penal acusatorio colombiano.

 • Identi昀椀car los mecanismos de Justicia Restaurativa en el 
proceso penal colombiano y establecer sus características y 
diferencias.

 • Estudiar las 昀椀guras del tercero civilmente responsable y el 
asegurador en el proceso penal colombiano. 
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Unidad 1

Og OBJETIVO GENERAL DE LA UNIDAD

Aprender el concepto de Justicia Restaurativa y sus princi-
pales características

Oe OBJETIVOS ESPECÍFICOS DE LA UNIDAD

 • Comprender la importancia de la víctima en el proceso 
penal.

 • Conocer los principales lineamientos que mundial-
mente existen en la materia.

 • Analizar la trascendencia de la Justicia Restaurativa en 
el escenario contemporáneo.

JUSTICIA RESTAURATIVA O 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
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“Cuanto más tenga en cuenta la ley todos estos elementos 
y sepa buscar y encontrar la manera de que el ofendido obtenga 
una reparación pecuniaria aproximadamente justa, 
tanto más conseguirá disminuir en aquél el deseo de venganza  

Por consiguiente, el progreso en este sentido debe producir
	el	efecto	de	dulci昀椀car	más	cada	vez	aquellos	sentimientos	de	venganza,
	que	en	su	mayor	昀椀ereza	existen	cabalmente	en	las	sociedades	
donde	la	acción	de	la	justicia	es	débil	e	ine昀椀caz.	
En lugar de exigir el padecimiento del reo y su larga reclusión, 
el ofendido exigirá una reparación pecuniaria, 
con tal que ésta no sea una irrisión, 
con tal que se compute con criterio amplio, 
con tal que el poder social no se limite a concederle un derecho,
 sino que obre con energía, 
para que el reo no pueda sustraerse
 al cumplimiento de la obligación que sobre él pesa”.

GARÓFALO

“El fundamento del derecho de castigar 
es la necesidad social de mantener 
las condiciones indispensables 
para la vida completa. 
Por tanto, si se ha violado una de esas condiciones,
 la primera cosa que debe exigirse del culpable es que,
 en cuanto sea posible, vuelva a colocar las cosas 
en su estado anterior, es decir, que repare el daño”.

SPENCER
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1.1 ¿QUÉ ES LA JUSTICIA RESTAURATIVA?

Antes de cualquier consideración sobre la de昀椀nición de Justicia Restaurativa, 
es importante destacar que en este módulo, no vamos a hablar de Justicia 
Restaurativa en un sentido restringido sino en un sentido amplio. 

Tratar la temática con un alcance restringido, llevaría a que el contenido 
de este módulo tratara sólo sobre comentarios a las normas contenidas 
en el Libro VI de la Ley 906 de 2004. Pero desde nuestro punto de vista, 
si bien el contenido de ese apartado del Código de Procedimiento Penal 
es una parte importante de la Justicia Restaurativa, no corresponde al 
contenido integral de la misma, por lo cual, antes de estudiar ese Libro 
VI, es menester tratar otras cuestiones que integran el concepto amplio 
de Justicia Restaurativa.

Justicia Restaurativa (JR) es un movimiento nuevo en las áreas de la 
victimología y criminología. Al reconocer que el crimen causa heridas 
tanto en la gente como en las comunidades, este tipo de justicia insiste 
en la reparación de dicho daños, a la vez que permite que las partes 
involucradas participen en el proceso. Por lo tanto, los programas de 
JR permiten que los tres actores principales: la víctima, el ofensor 
y los miembros afectados de la comunidad se involucren de manera 
directa en la solución que se le dará al crimen cometido. Éstos se 
vuelven actores centrales en el proceso de la justicia criminal, mien-
tras que el Estado y los legisladores se convierten en los facilitadores 
de un sistema enfocado hacia la rendición de cuentas del ofensor, la 
reparación que éste hace a la víctima y la participación plena de los 
tres actores mencionados anteriormente. En el proceso restaurativo 
el involucramiento de todas las partes es fundamental para alcanzar 
como	resultado	昀椀nal	la	reparación	y	la	paz1. 

También se dice que la Justicia Restaurativa es el procedimiento por 
virtud del cual las partes involucradas en el con昀氀icto que se genera con 
la ofensa, resuelven de manera colectiva la forma como se va a tratar el 
problema y las repercusiones que puede tener en el futuro.

1	 VAN	NESS,	Dan.	En	h琀琀p://www.restorative-justice-colombia.org/pages/home.php?l=es
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Y aunque en la actualidad, el tema es presentado por muchos como nove-
doso, es lo cierto que su esencia como modelo alternativo para la solución 
de con昀氀ictos, es practicado de vieja data, incluso por comunidades aborí-
genes, a las cuales en otra época, como ocurrió en el caso colombiano, se 
les consideró inimputables por supuestamente carecer de la capacidad de 
comprender la ilicitud de un determinado comportamiento.

Como ejemplo de esta política criminal aborigen, Neuman2 cita el secular 
modelo punitivo que los indios cunas aplican en el archipiélago de San 
Blas, cerca de Panamá, para quien haya delinquido. Quien viola el tabú 
es obligado a comparecer ante el sacerdote, dos chamanes y buena parte 
de la tribu, ante quienes, según ocurre casi siempre, con昀椀esa de viva voz 
su infracción, reconoce los hechos, puede pedir perdón a la víctima, a su 
familia y a la tribu.

Usualmente, la sentencia es similar –dice Neuman- e implica que el 
infractor debe alejarse a una isla, por tiempo indeterminado, donde 
su vida continuará como lo ha sido siempre, pues no se le priva de la 
compañía de su familia ni de la de sus amigos, como tampoco de la posi-
bilidad de continuar trabajando ni de la libertad de locomoción, como al 
contrario acontece en el civilizado modelo retributivo.

Transcurrido un tiempo, cuando el infractor siente la necesidad de 
regresar tras un profundo ejercicio de introspección que le permitió 
entender la magnitud del daño que ha causado a la víctima y a la comu-
nidad, puede hacerlo cuando siente que su culpa penal ha sido purgada y 
que todo vuelve a la armonía tanto en él como en sus lazos comunitarios.

La libertad es dueña de las decisiones: habrá quien no desee volver 
y quien no se proponga realizar ejercicios de introspección, o sienta 
que no posee la imprescindible paz interior para intentarlo. Puede 
ocurrir que se sienta mejor en ese nuevo mundo, alejado del lugar 
del suceso que lo involucró o que haya decidido formar familia en 
ese nuevo destino.

2 NEWMAN, Elías. La mediación penal y la Justicia Restaurativa. Porrúa. México, 2005., pp. 1 a 3.
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Pero si opta por regresar, lo comunica así, y comparece nuevamente 
ante el sacerdote, los chamanes y la víctima, donde es sometido a 
preguntas para establecer si ya es tiempo de readmitirlo en comu-
nidad, para lo cual es fundamental establecer que en su interior 
ya no hay culpas y que está dispuesto, en determinados casos, 
a compensar a la víctima, la cual hasta el momento ha recibido 
la asistencia de la tribu. Si se le readmite, la vida continua “sin 
rencores, estigmas o señalamientos.

Frente a esta forma de resolver los con昀氀ictos, el autor citado se pregunta 
con razón, si en la historia de la humanidad se produjo un progreso o si 
lo que aconteció fue precisamente lo contrario, cuando el Estado arrasa 
las tradiciones tribales y monopoliza para sí la facultad de ejercer el 
derecho de castigar.

1.2 REEMPLAZO DEL FRACASADO PARADIGMA 
RETRIBUTIVO

Tal vez entonces, existe razón cuando se a昀椀rma que el derecho penal en 
la actualidad, ha dado un signi昀椀cativo viraje al abandonar el fracasado 
modelo retributivo, para optar por el paradigma de la reparación.

De ahí que algunos defensores y defensoras de los “programas de resti-
tución” señalen que la justicia penal se halla ante un nuevo “paradigma”, 
el de la restitución o reparación, que habrá de sustituir al fracasado 
modelo retributivo3, si bien reconocen las limitaciones de tal perspectiva, 
especialmente en cuanto ésta partiría de una consideración de la natura-
leza privada de la infracción – a lo cual cada día se acerca más nuestro 
sistema, en virtud de instituciones como la conciliación, el desistimiento 
y la terminación del proceso por indemnización integral- posición que no 
siempre puede mantenerse teórica ni legalmente, por una parte, y por la 
otra, en cuanto la capacidad económica del culpable puede dar al traste 

3 BARNET, R.E. Restitution a new paradigm of criminal justice. In: Perspectives on crime 
victims. St. Louis, C.V., Mosby, 1981. Citado por GARCÍA PABLOS DE MOLINA, Antonio. La 
Función de la víctima en el Estado de Derecho: víctima, política criminal y política social. En: Revista 
Derecho Penal y Criminología No. 46, Universidad Externando de Colombia, Bogotá. 
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con los programas de restitución o reparación, especialmente cuando 
éste de manera permisiva y sistemáticamente fraudulenta para los inte-
reses de la víctima y del propio ideal de justicia, elude su responsabilidad 
civil con el fácil mecanismo de demostración de insolvencia económica4.

1.3 LA JUSTICIA RESTAURATIVA COMO MECANISMO 
ALTERNATIVO PARA LA RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS

Mediante Sentencia C-979 del 26 de septiembre de 2005, la Corte Constitucional, 
hizo importantes precisiones en relación con el tema de la Justicia 
Restaurativa y los instrumentos que según la Ley 906 de 2004 sirven para 
que se pueda materializar.

Tales precisiones son de particular importancia porque permiten entender 
mejor una temática que por lo menos como enunciado, es nueva en nuestro 
ordenamiento a partir del Acto Legislativo 03 de 2002, en el cual de manera 
concreta, se alude a la Justicia Restaurativa. La Sentencia C-979 de 2005, 
fue proferida por la Corte Constitucional al entrar a estudiar la exequibi-
lidad de los artículos 78, 192, 327, 330 y 5275, por manera que es pertinente 
recordar, lo que allí se adoctrinó. 

4 GAVIRIA LONDOÑO, Vicente Emilio. Algunos aspectos civiles dentro del proceso penal. 
Monografías de Derecho Penal, No. 11. Universidad Externando de Colombia, Santafé de 
Bogotá, 1995., p. 27.

5 Se transcribe a continuación, las disposiciones objeto del proceso, subrayándose los apartes 
que fueron demandados. “Ley 906 del 31 de agosto 2004, por la cual se expide el Código de 
Procedimiento Penal. El Congreso de Colombia decreta […] Artículo 78. Trámite de la extinción. 
La ocurrencia del hecho generador de la extinción de la acción penal deberá ser manifestada por la 
Fiscalía General de la Nación mediante orden sucintamente motivada. Si la causal se presentare antes 
de	formularse	la	imputación	el	昀椀scal	será	competente	para	decretarla	y	ordenar	como	consecuencia	el	
archivo	de	la	actuación.	A	partir	de	la	formulación	de	la	imputación	la	昀椀scalía	deberá	solicitar	al	juez	
de conocimiento la preclusión. Parágrafo. El imputado o acusado podrá renunciar a la prescripción 
de la acción penal dentro de los 5 días siguientes a la comunicación del archivo de la investigación. Si 
se tratare de solicitud de preclusión, el imputado podrá manifestar su renuncia únicamente durante 
la audiencia correspondiente […] Artículo 192. Procedencia. La acción de revisión procede contra 
sentencias ejecutoriadas, en los siguientes casos: 1. Cuando se haya condenado a 2 o más personas 
por un mismo delito que no hubiese podido ser cometido sino por una o por un número menor de las 
sentenciadas; 2. Cuando se hubiere dictado sentencia condenatoria en proceso que no podía iniciarse o 
proseguirse por prescripción de la acción, por falta de querella o petición válidamente formulada, o por 
cualquier otra causal de extinción de la acción penal; 3. Cuando después de la sentencia condenatoria 
aparezcan hechos nuevos o surjan pruebas no conocidas al tiempo de los debates, que establezcan la 
inocencia del condenado, o su inimputabilidad; 4. Cuando después del fallo absolutorio en procesos 
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En aquella oportunidad, la Corte Constitucional puso de presente que 
los múltiples problemas generados por un sistema penal que de vieja 
data buscó justi昀椀carse en propósitos básicamente de retribución y puni-
ción, tuvo como consecuencia la aparición de nuevos postulados para 
afrontar las iniquidades que se encierran en una tal situación, entre aque-
llos, quienes proponen una perspectiva restauradora, como un nuevo o 
alternativo paradigma capaz de afrontar y corregir las disfunciones del 
cuestionado sistema.

De esta suerte, para la Corporación la Justicia Restaurativa se constituye 
en un mecanismo alternativo de enfrentamiento de la criminalidad, con 
el cual se modi昀椀ca el entendimiento tradicional fundado en la idea de 
castigo o retribución, para optar por una visión que pone de presente 
que para la sociedad no sólo tiene valor el castigo del responsable, sino 
que puede ser de mayor valía la reconstrucción de las relaciones entre 
víctima y victimario que resultan afectadas con el delito. Así, “el centro 

por violaciones de derechos humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario, 
se establezca mediante decisión de una instancia internacional de supervisión y control de derechos 
humanos, respecto de la cual el Estado colombiano ha aceptado formalmente la competencia, un 
incumplimiento protuberante de las obligaciones del Estado de investigar seria e imparcialmente tales 
violaciones. En este caso no será necesario acreditar existencia de hecho nuevo o prueba no conocida al 
tiempo de los debates; 5. Cuando con posterioridad a la sentencia se demuestre, mediante decisión en 
昀椀rme,	que	el	fallo	fue	determinado	por	un	delito	del	juez	o	de	un	tercero;	6.	Cuando	se	demuestre	que	
el fallo objeto de pedimento de revisión se fundamentó, en todo o en parte, en prueba falsa fundante 
para sus conclusiones, y 7. Cuando mediante pronunciamiento judicial, la Corte haya cambiado 
favorablemente el criterio jurídico que sirvió para sustentar la sentencia condenatoria, tanto respecto 
de	la	responsabilidad	como	de	la	punibilidad.	Parágrafo.	Lo	dispuesto	en	los	numerales	5	y	6	se	aplicará	
también en los casos de preclusión y sentencia absolutoria […] Artículo 327. Control judicial en la 
aplicación del principio de oportunidad. El juez de control de garantías deberá efectuar el control de 
legalidad	respectivo,	dentro	de	los	5	días	siguientes	a	la	determinación	de	la	昀椀scalía	de	dar	aplicación	al	
principio de oportunidad, siempre que con ésta se extinga la acción penal. Dicho control será obligatorio 
y automático y se realizará en audiencia especial en la que la víctima y el Ministerio Público podrán 
controvertir la prueba aducida por la Fiscalía General de la Nación para sustentar la decisión. El juez 
resolverá de plano y contra esta determinación no procede recurso alguno. La aplicación del principio 
de	oportunidad	y	los	preacuerdos	de	los	posibles	imputados	y	la	昀椀scalía	no	podrán	comprometer	la	
presunción de inocencia y sólo procederán si hay un mínimo de prueba que permita inferir la autoría 
o participación en la conducta y su tipicidad […] Artículo 330. Reglamentación. El Fiscal General 
de la Nación deberá expedir un reglamento, en el que se determine de manera general el procedimiento 
interno de la entidad para asegurar que la aplicación del principio de oportunidad cumpla con sus 
昀椀nalidades	y	se	ajuste	a	la	Constitución	y	la	ley.	El	reglamento	expedido	por	la	Fiscalía	General	de	
la Nación deberá desarrollar el plan de política criminal del Estado […] Artículo 527. Directrices. 
El	Fiscal	General	de	la	Nación	elaborará	un	manual	que	昀椀je	las	directrices	del	funcionamiento	de	la	
mediación, particularmente en la capacitación y evaluación de los mediadores y las reglas de conducta 
que regirán el funcionamiento de la mediación y, en general, los programas de Justicia Restaurativa. 
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de gravedad del derecho penal ya no lo constituiría el acto delictivo y el 
infractor, sino que involucraría una especial consideración a la víctima y 
al daño que le fue inferido”.

Y continúa la Corte Constitucional señalando:

Conforme a este modelo, la respuesta al fenómeno de la criminalidad, 
debe	diversi昀椀car	las	昀椀nalidades	del	sistema.	Debe	estar	orientada	a	la	
satisfacción de los intereses de las víctimas (reconocer su sufrimiento, 
repararle el daño inferido y restaurarla en su dignidad), al restable-
cimiento de la paz social, y a la reincorporación del infractor a la 
comunidad	a	昀椀n	de	 restablecer	 los	 lazos	 sociales	quebrantados	por	
el delito, replanteando el concepto de castigo retributivo que resulta 
insu昀椀ciente	para	el	restablecimiento	de	la	convivencia	social	pací昀椀ca.

43. Desde una perspectiva sicológica se destaca que en este modelo, 
esa mirada al pasado orientada a escudriñar la culpa del ofensor, 
propia de los esquemas retributivos, es desplazada por una visión de 
futuro anclada en el propósito de búsqueda de mecanismos mediante 
los cuales se propicie que el ofensor se enfrente con sus propios 
actos y sus consecuencias, adquiera conciencia acerca del daño que 
ocasionó, reconozca y asuma su responsabilidad e intente la repara-
ción del agravio. En consecuencia, no es un enfoque basado en los 
merecimientos, sino en las necesidades emocionales, relacionales y 
reparatorias	de	las	personas	involucradas	en	el	con昀氀icto.

El modelo de Justicia Restaurativa parte de la premisa de que el 
delito perjudica a las personas y las relaciones, y que el logro de la 
justicia demanda el mayor grado de subsanación posible del daño. 
Su enfoque es cooperativo en la medida que genera un espacio para 
que	los	sujetos	involucrados	en	el	con昀氀icto,	se	reúnan,	compartan	sus	
sentimientos, y elaboren un plan de reparación del daño causado que 
satisfaga intereses y necesidades recíprocos.

44. La relevancia que esta materia ha adquirido en los últimos tiempos 
en	las	orientaciones	político	criminales,	se	re昀氀eja	de	manera	signi昀椀-
cativa en Colombia, en el rango constitucional que se imprimió a la 
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Justicia Restaurativa en materia penal. En efecto, el Acto Legislativo 
nº	02	de	2003	 (sic)	 explícitamente	 estableció	 que	 ‘La	 ley	昀椀jará	 los	
términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y 
los mecanismos de Justicia Restaurativa’.

En materia de regulación legal, si bien el sistema normativo colombiano, 
antes de la mencionada reforma ya contemplaba, en materia penal, ciertos 
instrumentos que responden a la 昀椀losofía de la Justicia Restaurativa, 
como la conciliación preprocesal en los delitos querellables, la Ley 906 de 
2004 sistematiza, a昀椀anza y crea nuevos espacios para la aplicación de este 
esquema de justicia.

1.4 DIRECTRICES DESARROLLADAS EN EL SENO 
DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

La Corte Constitucional, en el mismo fallo que antes se venía comen-
tando, destacó la preocupación que en los últimos años ha manifestado la 
comunidad internacional, sobre la aplicación de la Justicia Restaurativa en 
los sistemas nacionales, y recordó que en el 10º Congreso de las Naciones 
Unidas sobre la prevención del delito y el tratamiento del delincuente, 
celebrado en Viena del 10 al 17 de abril de 2000, se discutió el tema y se 
elaboró un plan de acción.

Señala la Corte Constitucional que:

El 27 de julio de 2000 el Consejo Económico y Social de las 
Naciones	Unidas	emitió	su	Resolución	2000/14	en	la	que	establece	
los “Principios básicos sobre la utilización de programas de Justicia 
Restaurativa en materia penal”, promoviendo un amplio debate sobre 
el tema. Para el efecto dispuso solicitar observaciones a los Estados 
miembros, así como a las organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales pertinentes, y a los institutos que integran la red 
del Programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del 
delito en materia penal, acerca del contenido de la resolución.
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Promovió así mismo convocar una reunión de expertos para 
examinar las observaciones recibidas y formular propuestas ulte-
riores de medidas de Justicia Restaurativa.

En el 11 período de sesiones de la Comisión de prevención de delito 
y	Justicia	Penal	celebrado	en	Viena	del	16	al	25	de	abril	de	2002,	el	
grupo de expertos sobre Justicia Restaurativa creado con base en la 
Resolución	2000/14	del	Consejo	Económico	y	Social	de	las	Naciones	
Unidas, presentó el correspondiente informe, que contiene recomen-
daciones del grupo así como el proyecto de principios revisado, sobre 
la aplicación de Justicia Restaurativa.

La	 resolución	 2000/14	 del	 Consejo	 Económico	 y	 Social	 de	 las	
Naciones Unidas denominada ‘Principios básicos sobre la utilización 
de programas de Justicia Restaurativa en materia penal’, revisada 
por el grupo de expertos, elabora conceptos y directrices generales 
acerca de los programas de Justicia Restaurativa, a la vez que reco-
mienda a los Estados miembros de esa organización considerar la 
posibilidad de formular estrategias y políticas nacionales encami-
nadas al desarrollo de la Justicia Restaurativa, y al desarrollo de una 
cultura propicia para su utilización entre las autoridades policiales, 
judiciales, organizaciones sociales y las comunidades locales.

Aunque la temática de la Justicia Restaurativa no es extraña al ordena-
miento jurídico colombiano, resultan de utilidad las de昀椀niciones que 
se encuentran en la mencionada Resolución 2000/14, pues contribuyen 
a crear un marco conceptual que debe ser observado y complementado 
con las regulaciones del procedimiento penal introducido en Colombia a 
partir del Acto Legislativo 03 de 2002.

En la referida Resolución se expone6:
Principios básicos sobre la utilización de programas de Justicia 
Restaurativa en materia penal.

1.	De昀椀niciones

6	 h琀琀p://www.poder-judicial.go.cr/salatercera/tratados/jusrestaurativa.htm
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Dispone	al	 efecto	 la	Resolución	2000/14	del	Consejo	Económico	y	
Social de las Naciones Unidas:

1. Por ‘programa de Justicia Restaurativa’ se entiende todo 
programa que utilice procesos restaurativos e intente lograr 
resultados restaurativos. 

2. Por ‘proceso restaurativo’ se entiende todo proceso en que la 
víctima, el delincuente y, cuando proceda, cualesquiera otras 
personas o miembros de la comunidad afectados por un delito, 
participen conjuntamente de forma activa en la resolución de 
cuestiones derivadas del delito, por lo general con la ayuda de 
un facilitador. Entre los procesos restaurativos se puede incluir 
la mediación, la conciliación, la celebración de conversaciones y 
las reuniones para decidir sentencias. 

3. Por ‘resultado restaurativo’ se entiende un acuerdo alcanzado 
como consecuencia de un proceso restaurativo. Entre los resul-
tados restaurativos se pueden incluir respuestas y programas 
como la reparación, la restitución y el servicio a la comunidad, 
encaminados a atender a las necesidades y responsabilidades 
individuales y colectivas de las partes y a lograr la reintegración 
de la víctima y del delincuente. 

4. Por ‘partes’ se entiende la víctima, el delincuente y cualesquiera 
otras personas o miembros de la comunidad afectados por un 
delito que participen en un proceso restaurativo. 

5. Por ‘facilitador’ se entiende una persona cuya función es faci-
litar, de manera justa e imparcial, la participación de las partes 
en un proceso restaurativo. 

Cuando el Grupo de Expertos analizó el concepto de “facilitador”, señaló 
también que las referencias a “persona” y “facilitador” no debían limi-
tarse a los nombrados o autorizados por el Estado, pues igual podrían 
serlo personas con preparación adecuada, pero que no estuvieran necesa-
riamente empleadas por el Estado o asociadas o昀椀cialmente con él, aspecto 
éste de interés a la hora de analizar la 昀椀gura de la mediación. 

En la misma Resolución 2000/14, acerca de la utilización de programas de 
Justicia Restaurativa se expuso:
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1. Los programas de Justicia Restaurativa se pueden utilizar en 
cualquier etapa del sistema de justicia penal, a reserva de lo 
dispuesto en la legislación nacional.

•	 Los procesos restaurativos deben utilizarse únicamente cuando 
hay	 pruebas	 su昀椀cientes	 para	 inculpar	 al	 delincuente,	 y	 con	 el	
consentimiento libre y voluntario de la víctima y el delincuente. 
La víctima y el delincuente podrán retirar ese consentimiento 
en cualquier momento del proceso. Los acuerdos se alcanzarán 
en forma voluntaria y sólo contendrán obligaciones razonables y 
proporcionadas.

•	 La víctima y el delincuente normalmente deben estar de acuerdo 
sobre los hechos fundamentales de un asunto como base para su 
participación en un proceso restaurativo. La participación del 
delincuente no se utilizará como prueba de admisión de culpabi-
lidad en procedimientos jurídicos ulteriores.

•	 Las diferencias conducentes a una desigualdad de posiciones, así 
como las diferencias culturales entre las partes, se deben tener en 
cuenta al someter un caso a un proceso restaurativo y al llevar a 
cabo ese proceso.

•	 La seguridad de las partes debe ser tenida en cuenta al someter 
un caso a un proceso restaurativo y al llevar a cabo ese proceso.

•	 Cuando los procesos restaurativos no sean un recurso apropiado 
o posible, el caso deberá remitirse a la justicia penal y se deberá 
adoptar sin demora una decisión sobre la manera de proceder. En 
esos casos, los funcionarios de justicia penal se esforzarán por 
alentar al delincuente a que asuma su responsabilidad para con 
la víctima y las comunidades afectadas, y apoyarán la reintegra-
ción de la víctima y del delincuente en la comunidad. 

En su Sentencia C-979 de 2005, la Corte Constitucional recordó que la 
Resolución que se viene mencionando, contiene apartes sobre reglas para 
el funcionamiento de la Justicia Restaurativa, sobre la necesidad de su 
desarrollo continuo e introduce, una protección con lo que se denomina 
cláusula de salvaguardia según la cual, nada de lo enunciado en los prin-
cipios básicos, afectará los derechos del infractor o de la víctima recono-
cidos por la legislación nacional o por el derecho internacional pertinente.
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Ap ACTIVIDADES DE APRENDIZAJE  
Se realizará un coloquio, con el objeto de discutir los 
siguientes interrogantes: ¿el sistema procesal penal colom-
biano es conforme con el contexto internacional que existe 
sobre las víctimas y sus derechos? ¿Nos debemos dirigir 
hacia un paradigma retributivo o hacia el paradigma 
restaurativo?

Ae AUTOEVALUACIÓN 
Desarrolle una reseña no superior a dos  páginas, de la 
Sentencia C-979 de 2005, en la cual presente los postulados 
fundamentales de dicho pronunciamiento en relación con 
la Justicia Restaurativa.
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Unidad 2
 VÍCTIMA, RESPONSABILIDAD Y DERECHOS

Og OBJETIVO GENERAL 
Aprender los conceptos relacionados con las víctimas y la 
responsabilidad civil que puede surgir  con la conducta 
punible, así como los derechos de las víctimas en el proceso 
penal colombiano.

Oe OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 • De昀椀nir quién es “víctima” y distinguir este concepto de 
otros a昀椀nes.

 • Distinguir los presupuestos y características de la 
responsabilidad civil y la responsabilidad penal.

 • Identi昀椀car los derechos de las víctimas en el Sistema 
Penal Acusatorio colombiano y formular críticas al 
respecto.
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2.1 VÍCTIMAS, PERJUDICADOS Y AFECTADOS CON 
EL DELITO

El artículo 1327 intenta dar un concepto del término víctima y, en este 
sentido, señala que para los efectos del Código de Procedimiento Penal se 
entiende por víctimas “las personas naturales o jurídicas y demás sujetos 
de derechos que individual o colectivamente hayan sufrido algún daño 
directo como consecuencia del injusto”.

Se agrega, lo cual parece innecesario, que la condición de víctima se 
tiene “independientemente de que se identi昀椀que, aprehenda, enjuicie o 
condene al autor del injusto e independientemente de la existencia de 
una relación familiar con éste”.

Esta de昀椀nición es extractada del pronunciamiento de las Naciones Unidas 
en la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas 
de delitos y del abuso de poder, Resolución 40/34 del 29 de noviembre de 1985.

Siendo entonces que aquí el legislador pretende dar un concepto de 
“víctima” y allí se alude, a su vez, al de perjuicio directo, no está de más 
intentar hacer algunas precisiones con las cuales creemos que se pondrá 
en evidencia la desatinada de昀椀nición del artículo 132, la cual por fortuna 
en algo viene a ser modi昀椀cada por virtud de lo resuelto en la Sentencia 
C- 516 de 20078.

Una primera precisión es que el artículo 250 Superior, luego de su modi昀椀-
cación por el Acto Legislativo 03 de 2002, amplió el plexo de personas que 
pueden sufrir las consecuencias del delito, pues aparte de la reiteración que 
hizo respecto de las víctimas, también habló de los “afectados” con el delito.

7 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL, artículo 132. Víctimas. Se entiende por víctimas, para 
efectos de este código, las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos que individual 
o colectivamente hayan sufrido algún daño directo como consecuencia del injusto. La condición de 
víctima	se	tiene	con	independencia	de	que	se	identi昀椀que,	aprehenda,	enjuicie	o	condene	al	autor	del	
injusto e independientemente de la existencia de una relación familiar con éste.

8 CORTE CONSTITUCIONAL. En este fallo, entre otras decisiones se declaró la inexequibilidad 
de la palabra “directo” incluida en el artículo 132, argumentándose, en resumen, que cercena de 
manera	injusti昀椀cada	las	posibilidades	de	acceso	de	otros	sujetos	de	derechos	que	por	haber	sufrido	un	
menoscabo material o moral con la conducta punible tendrían derecho a una reparación integral.
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Así, el numeral 6 del artículo 250 de la Constitución Nacional, dispone 
que a la Fiscalía General de la Nación le corresponde no sólo buscar las 
medidas necesarias para la asistencia a las víctimas y disponer el resta-
blecimiento del derecho, sino alcanzar la “reparación integral a los afec-
tados con el delito”.

De esta suerte, al utilizar el constituyente un concepto más amplio y genérico 
como lo es el de “afectado”, respecto del de “víctima”, no resulta descabellado 
que por lo menos se considere la inconstitucionalidad o la constituciona-
lidad condicionada de una disposición legal que por sus términos restric-
tivos, limita las posibilidades de obtener una indemnización de perjuicios 
sólo a un grupo de quienes han sido afectados con el delito.

Y aunque esta consideración podría ser su昀椀ciente para poner de presente 
que el intento de conceptualización del artículo 132 es erróneo, no está 
de más traer a colación algunas consideraciones adicionales, las cuales se 
relacionan con los conceptos de perjuicio directo y perjuicio indirecto.

La Corte Suprema de Justicia para evitar lo que se ha denominado constitu-
ción de partes civiles en cascada, ha dicho que sólo está legitimado, para tener 
la calidad de perjudicado, quien recibe daño inmediato con el delito o es el 
titular del bien jurídico tutelado, posición que nos resulta incorrecta, dado 
que sería violatoria del artículo 1494 del CC y de las disposiciones concor-
dantes, pues en parte alguna la legislación, al referirse a la indemnización 
de perjuicios, la limita para determinadas personas, pues la regla general 
es que los perjuicios que provienen del delito deben ser indemnizados.

En otras palabras, siempre que exista una perjuicio proveniente de un 
delito, como éste se genera por virtud de una actividad antijurídica, tiene 
derecho quien lo padece a obtener la correspondiente indemnización, y 
resultaría contrario al más elemental sentido de justicia y equidad impe-
dirle acceder a la jurisdicción, pretextando que sus perjuicios no pueden 
ser indemnizados por no ser considerados directos.

A pesar de lo anterior, entendemos las di昀椀cultades prácticas que podrían 
presentarse al interior del proceso penal en caso de admitir a cualquier 
persona como parte civil (Ley 600 de 2000), pues ello comportaría graves 
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consecuencias, particularmente, en relación con la reserva del sumario, a 
la cual podría acceder cualquier individuo, alegando ser perjudicado con 
el delito, pudiéndose decir otro tanto respecto de la víctima al interior del 
sistema acusatorio, razón por la cual pensamos que la situación de cada 
persona debe analizarse con la debida ponderación y mesura, a efectos 
de no negar el ejercicio de lícitos derechos.

Siguiendo las enseñanzas de Carnelu琀琀i, es pertinente determinar, si 
por la insigni昀椀cancia del perjuicio, el cual siempre lo sufrirá cualquier 
miembro de la comunidad, éste pierde toda relevancia práctica.

En todo caso, como el punto no es ni ha sido de pací昀椀ca solución, es oportuno 
traer a colación lo que al respecto ha sostenido la Corte Suprema de Justicia:

Extender el derecho de acción indemnizatoria a toda persona que 
hipotéticamente hubiere recibido daño con el delito, sería permitir la 
interminable constitución de tantas partes civiles cuantas personas 
se sintieren lesionadas, lo que en verdad no ha querido la ley. No 
cabe duda que el legislador de conformidad con los artículos 2341 del 
Código Civil, 224 y 125 del CPP –Decreto 050 de 1987– han estable-
cido	este	especí昀椀co	derecho	de	acción	a	favor	de	quienes	realmente	han	
sufrido	daño	con	el	delito,	esto	es,	en	bene昀椀cio	de	quienes	en	forma	
directa e inmediata se les irroga el perjuicio, o de sus herederos9.

Unas de昀椀niciones pueden resultar de interés.

2.2 DERECHO DE ACCIÓN

Esta tradicional postura de la judicatura plasmada en el anterior extracto 
de la Jurisprudencia debe, necesariamente, invitar a la re昀氀exión, pues desde 
nuestra óptica la misma termina prohijando un procedimiento que creemos 
puede implicar un claro desconocimiento del derecho de acción como manifes-
tación especí昀椀ca del derecho de petición al que se re昀椀ere la Carta Fundamental.

9 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Casación Penal, auto del 14 mayo de 1981.
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El derecho de acción les permite a las personas acudir ante las autoridades, 
por medio de una demanda, para presentar una pretensión que debe ser 
resuelta luego del trámite del proceso correspondiente. Así lo anterior, 
accionar no implica necesariamente que la decisión de la pretensión sea 
favorable, pues puede ocurrir que la sentencia sea desestimatoria.

Siendo que el proceso penal es declarativo y que el tema de la responsa-
bilidad civil extracontractual que se ventila en dicho proceso se somete o, 
mejor, se debería someter a las mismas reglas del proceso declarativo –al 
igual que ocurriría de elevarse la pretensión indemnizatoria ante la juris-
dicción civil–, es claro que todo el trámite procedimental es el escenario 
en el cual habrá de discutirse y probarse si existió un daño; si hubo una 
conducta o hecho, y si entre uno y otro existe una relación de causalidad, 
de manera que sólo en la sentencia podrá declararse con certeza que el 
perjuicio existió, que el demandante lo soportó y que, en consecuencia, es 
acreedor de la correspondiente indemnización.

Y si ello es así, cuando dentro del proceso penal por medio de una provi-
dencia interlocutoria se rechaza la demanda de parte civil por ilegiti-
midad en la causa ya que el demandante no sufrió un perjuicio directo, se 
está pretermitiendo todo el trámite procesal que, según se dijo, es nece-
sario adelantar para llegar a una sentencia donde, con autoridad, sí puede 
de昀椀nirse si el demandante es o no perjudicado con el hecho.
Con una decisión de esta naturaleza, se estaría adoptando la Teoría de 
la acción como derecho concreto de obrar, según la cual únicamente tendría 
acción quien basa su pretensión en el derecho material, de manera que 
únicamente quien tenía la razón y el derecho podría presentar una 
demanda, más como sólo es en la sentencia donde resulta posible de昀椀nir 
estas condiciones, siendo ésta desestimatoria, ilógicamente se estaría 
concluyendo que no existía el derecho de acción, por lo que la acción 
sería, entonces, un derecho posterior al proceso.

2.3 LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA

Resulta entonces que pese a tratarse del mismo tema civil, el cual no cambia 
de naturaleza a voluntad de la jurisdicción que se escoja para ventilar la 
pretensión indemnizatoria, en el proceso penal se exige, en la práctica, 
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legitimación en la causa, la cual, en caso de no existir, amerita el rechazo 
de la demanda de parte civil, decisión que no encuentra otra similar o 
análoga en el Código de Procedimiento Civil, pues no es requisito de la 
demanda ni de sus anexos (artículos 75 y 77 del CPC), que se demuestre 
dicha legitimidad, amén de que el artículo 85 del Estatuto Procedimental 
Civil no contempla como causal para rechazar la demanda, que el deman-
dante carezca de legitimidad en la causa, principio éste entendido como 
la actitud especí昀椀ca que tienen ciertas personas para demandar y otras 
para contradecir, lo cual sugiere que es perfectamente posible demandar 
así la acción no se fundamente en el derecho material; esta posición se 
rechaza en el proceso penal, pese a tratarse de una misma materia.

Agréguese, por otra parte, que al tenor literal del artículo 2341 del CC es 
de claridad meridiana, y allí en parte alguna se limita la indemnización 
de perjuicios a los que tengan una naturaleza o calidad determinada, pues 
la disposición establece que “quien ha cometido un delito o culpa, que ha 
inferido daño a otro, está obligado a la indemnización, sin perjuicio de la 
pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”.

En otras palabras, entendemos que la ley dice que todo perjuicio que 
provenga de un delito debe ser indemnizado, y si se acepta sin más lo que 
ha venido adoctrinando la jurisprudencia, se estaría concluyendo que los 
perjuicios que no tienen la calidad de directos no serían entonces perjui-
cios, lo cual nos parece inaceptable.

Al referirse la Corte en otra ocasión al tema de la legitimatio ad causam señalaba:

Sin eufemismos hay que admitir que ese derecho responde a un interés 
jurídico privado y no sólo a un interés de carácter general o público, y 
debe aceptarse que apunta a aquel daño que se causa de manera inme-
diata y directa con el delito. Debe ser del interés privado de la persona 
natural o jurídica afectada porque es la única forma en que derecho y 
daño se concretan en un sujeto determinado, pues si fuese público todos 
podrían alegar su lesión y demandar perjuicios, lo que sería absurdo. 
Y debe ser daño resarcible el que ha sido causado de modo inmediato o 
directo, porque de no ser así se caería en el abuso del derecho10.

10 Ibíd. Casación Penal, 5 de mayo de 1982, MP. Fabio Calderón Botero. Cita en 
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Más recientemente, diría la Corporación11:

El tema central que la demanda se plantea bajo el cargo primero y 
que a juicio del casacionista llevará a la anulación en parte de lo 
actuado, atañe con la legitimidad de la personería de la C. de cai, y 
M., para intervenir como parte civil dentro de las presentes diligen-
cias, pues de esa condición concluye el censor que hubo ausencia de 
titularidad	 e	 interés	 para	 recurrir	 el	 auto	 cali昀椀catorio	 favorable	 al	
acusado y luego el fallo absolutivo.

Para darle respuesta a la inquietud propuesta, de utilidad resulta 
recordar que para la aceptación de la demanda de parte civil tan 
solo se requiere que aparezca razonable la posibilidad de que quien 
reclama el resarcimiento haya sido la persona directamente ofendida 
o perjudicada con la infracción, porque la prueba del perjuicio y su 
cuantía	es	precisamente	motivo	de	debate	que	habrá	de	de昀椀nirse	en	
la sentencia respectiva, de modo que mal podría imaginarse la posi-
bilidad de invalidar lo actuado con la intervención de la parte civil, 
por el solo hecho de que a la postre en el fallo se concluya que no se 
dio el perjuicio o que éste no logró acreditarse, o bien que el acusado 
no resulta ante las consecuencias dañosas, responsable.

Cierto es que por lo general la víctima del daño y titular en el resar-
cimiento se deduce consultando el bien jurídicamente vulnerado o 
puesto en riesgo con la infracción penal.

Según se observa, si bien la Corporación puntualiza que los perjuicios ni 
su cuantía deben estar demostrados al momento de presentar la demanda 
de parte civil, pues es el proceso el escenario donde habrá de debatirse 
sobre el tema, ésta nuevamente indica que los perjuicios indemnizables 
son únicamente los que provienen de manera inmediata o directa del 
delito y de ello dependerá, en consecuencia, la legitimación para consti-
tuirse en parte civil.

Preciado Agudelo, Doris. Indemnización de perjuicios. T. 1. 2 ed. Librería del 
Profesional, Santafé de Bogotá, 1997., p. 475. 

11 Ibíd. Casación Penal, 23 de mayo de 1994, MP. Juan Manuel Torres Fresneda. Ibíd., pp. 584 y ss.
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Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, inmediato signi昀椀ca 
contiguo o muy cercano a otra cosa; que sucede de seguido, sin tardanza; mien-
tras que directo es de昀椀nido como lo que va de una parte a otra sin detenerse 
en los puntos intermedios; mediato es entendido como lo que en tiempo, lugar o 
grado está próximo a una cosa, mediando otra entre las dos; como el nieto respecto 
del abuelo; de donde podría a昀椀rmarse, que únicamente aquellos perjuicios 
que aparecen cercanos al delito son consecuencia directa, mientras que 
serían considerados perjuicios mediatos los que si bien aparecen cercanos 
al delito, media entre aquellos y éste algo que se les interpone.

Pese a lo anterior, de ninguna manera puede a昀椀rmarse que sólo tendrán 
la categoría de perjuicios indemnizables los que sufre el titular del bien 
jurídico tutelado y los que padecen los familiares más cercanos a aquél, 
pues, desde nuestra óptica, personas completamente diferentes a aque-
llas pueden recibir perjuicios directos o inmediatos, como podría predi-
carse, a guisa de ejemplo, con los perjuicios morales que puede sufrir el 
amigo o amiga de la persona que fue brutalmente asesinada o los y las 
trabajadores de la empresa que quedaron cesantes por la iliquidez en que 
ésta entró como consecuencia de la millonaria extorsión que debió pagar 
su propietario o propietaria.

Cada caso demanda una evaluación que no puede someterse a teorías radi-
cales, pues es cierto que cada conjunto de hechos, pese a la similitud que 
puedan tener con otros parecidos, tendrá siempre unas especiales carac-
terísticas que terminan individualizándolos y diferenciándolos de otros.

Así, en el ejemplo de los trabajadores cesantes, si bien éstos pueden ser 
considerados perjudicados con el delito de la extorsión, si se tratara de 
un delito de hurto del vehículo de propiedad del dueño de la fábrica, en 
tal caso no podrían alegar dicha calidad, pues si fuere el caso que alcan-
zaran a recibir un perjuicio moral, al compartir el dolor y la preocupación 
de su empleador, sería un perjuicio de tan poca entidad que perdería 
todo interés para el derecho.

Creemos son oportunas estas re昀氀exiones, dada la tendencia que puede 
existir en el proceso penal a descali昀椀car la legitimidad de los demandantes, 
lo cual de hecho también aplica para quien bajo el sistema acusatorio alega 
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la calidad de víctima, argumentado que la carencia de cercanos vínculos 
de consanguinidad con el titular del bien jurídico, hace que en ellos no sea 
posible predicar la calidad de personas perjudicadas con la conducta punible.

2.4 PERJUICIOS DE REBOTE O CONTRAGOLPE

Igualmente, a menudo los conceptos de perjuicios de rebote o de contragolpe 
son identi昀椀cados como perjuicios indirectos y por dicha vía se arriba a la 
misma conclusión antes precitada: ilegitimidad de personería del deman-
dante, posición que nos resulta equivocada, particularmente si se tiene 
en cuenta la máxima que enseña que toda interpretación que conduzca a 
ampliar el ámbito de la responsabilidad civil extracontractual debe prefe-
rirse a aquella que la restrinja, siendo en consecuencia más lógico pensar 
y aceptar que el delito puede generar una pluralidad de víctimas, perju-
dicados o afectados, y que para tener esta condición no es necesario ser el 
titular del bien jurídico tutelado (el propietario del taxi hurtado), ni que 
la conducta se haya dirigido respecto de él directamente (el conductor 
que conducía el taxi al momento de ser hurtado), pues bien puede serlo 
alguien completamente diferente (las familias que obtenían su sustento 
de lo que el taxi le producía a su propietario y/o a su conductor).

Sobre esta temática, conviene tener en cuenta lo que expresó la Corte Suprema 
de Justicia en su Sala Casación Civil en Sentencia del 8 de abril de 1980: 

1. Atendiendo al campo de expansión del daño originado por culpa 
aquiliana, éste puede contraerse a una única persona, o por el 
contrario, puede comprender a muchas, pues suele suceder que un 
mismo hecho culposo dé lugar a pluralidad de víctimas de tal manera 
que cada una de ellas experimente su propio perjuicio personal y, 
por ende, se encuentra legitimada para solicitar su propia indemni-
zación. Tal sucede, según ejemplo elaborado por la doctrina, con el 
incendio de un inmueble, puesto que este hecho no sólo le puede causar 
perjuicio al propietario sino, además, al usufructuario, usuario, habi-
tador, arrendatario, etc. De ahí que la preceptiva legal, en lo atinente 
al daño de las cosas, establezca que puede pedir la indemnización ‘no 
sólo el que es dueño o poseedor de la cosa sobre la cual ha recaído el 
daño o su heredero, sino el usufructuario, el habitador, o el usuario, 
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si el daño irroga perjuicio a su derecho de usufructo, habitación o 
uso…’ (artículo 2342 CC).

2. Empero, el fenómeno de la pluralidad de víctimas no sólo ocurre en 
el daño a las cosas cuando en éstas existe igualmente pluralidad de 
derechos que radican en cabeza de diferentes personas, sino también 
cuando el daño lo reciben las personas mismas en su existencia o 
integridad, como si explota una caldera y causa la muerte o lesiones a 
los circundantes. En este caso, el mismo hecho culposo ha ocasionado 
la pluralidad de víctimas, cada una de las cuales, por sufrir su propio 
perjuicio, puede pedir la consiguiente reparación.

3. También surge la pluralidad de víctimas, cuando se presenta lo que 
la doctrina y jurisprudencia han dado en llamar los daños “de rebote” 
o “de contragolpe “, esto es los irrogados a todas aquellas personas 
que sin haber sido lesionadas en su persona física, sufren también 
el perjuicio como consecuencia del accidente que otra sufriera, por 
verse	aquéllas	privadas	de	los	bene昀椀cios	económicos	que	esta	última	
les proporcionaba. En otros términos, el daño producido a la víctima 
directa o sea, el muerto o herido, repercute en otros, llámese éstos, 
marido o mujer, padres, hijos, alimentario, etc. 

[…]

4. Visto, entonces, en materia de culpa aquiliana, que el acto ilícito 
puede causar perjuicios “por contragolpe”, no sólo se encuentra legi-
timado para reclamar la correspondiente indemnización, basada en 
su propio perjuicio, la víctima inmediata o directa que los ha sufrido 
como	el	 lesionado,	sino	también,	por	tener	 intereses	o	 la	su昀椀ciente	
titularidad, pueden reclamar indemnización mediata o indirecta, 
como ocurre con todas aquellas personas que de rebote o por contra-
golpe se ven privadas de ciertos derechos o ayudas económicas, o 
sufren daño moral. Es lo que acontece cuando el padre es el lesionado 
e incapacitado, y con tal hecho, se priva a su esposa e hijos de la 
adecuada asistencia o protección alimentaria o el mismo hecho les 
produce un daño moral.
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En este evento, en que el hecho ilícito no sólo afecta al físicamente 
ofendido en su persona sino a otras personas que viven a expensas de 
éste, se tiene que cada una, dentro de la órbita de su propio daño, puede 
reclamar su reparación, pues incuestionablemente todas son víctimas 
del hecho ilícito. Por tal virtud, la esposa o los hijos del marido o padre 
accidentado pueden reclamar los propios perjuicios –materiales y 
morales– que el hecho ilícito les ha causado y, el padre lesionado los 
propios de él. Empero, por la independencia entre unos y otros, éste no 
puede reclamar para sí los propios de aquéllos ni viceversa. 

[…]

6.	En	el	evento	de	que	la	víctima	directa	del	daño,	o	sea,	el	lesionado	
fallezca posteriormente, tampoco se requiere que la víctima indirecta 
deba tener la calidad de heredero, en virtud de que ésta generalmente 
reclama la reparación del perjuicio iure proprio y no iure heredi-
tario. Sólo, excepcionalmente, puede y debe reclamar como heredero 
la indemnización de perjuicios, lo cual ocurre con los que reciba la 
víctima directa antes de su fallecimiento y que su deceso posterior 
le transmitió a su heredero como el crédito derivado de los gastos de 
enfermedad –clínicas, médicos, drogas– que hizo la víctima directa 
antes de producirse su deceso. Estos perjuicios materiales, por ser 
transmisibles, deben ser reclamados por los respectivos herederos de 
la víctima que fallece12.

2.5 EL SUJETO PASIVO DEL DELITO

El sujeto pasivo del delito, es decir, la persona titular del bien jurídico que el 
legislador protege con el respectivo tipo penal y que resulta afectada por 
la conducta del sujeto agente13, no siempre coincide ostenta la condición 
de víctima o perjudicado con el delito, pues ésta es la persona que recibe 
perjuicio como consecuencia del ilícito.

12 Ibíd. Sentencia del 8 de abril de 1980. En: CÓDIGO CIVIL. Legis, Bogotá., pp. 1042 y 1043, § 11694.
13 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Derecho penal. Parte general. 11 ed. Temis, Bogotá, 1988., p. 104. 
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Según lo enseñaba el maestro Reyes Echandía, generalmente las dos cali-
dades coinciden en el mismo individuo, como cuando la cosa sustraída en 
el hurto lo fue en cabeza de su dueño; otras veces, en cambio, se distingue 
una de la otra claramente; tal es el caso del homicidio en el que es sujeto 
pasivo la persona muerta y perjudicados sus familiares inmediatos y, en 
general, quienes de él dependían14.

Ahora bien, y al contrario de lo que ocurre con el sujeto activo del delito, 
todas las personas naturales, como las jurídicas, pueden tener dicha calidad 
de sujetos pasivos y de perjudicados, pues la titularidad de los bienes jurí-
dicos protegidos no es patrimonio exclusivo de las personas naturales15.

Estas precisiones son de interés para efectos del ejercicio de la acción civil 
toda vez que cuando las calidades de sujeto pasivo del delito y perjudicado 
coincidan en la misma persona, la pretensión civil podrá ejercitarla el sujeto 
pasivo del delito; pero cuando son diversas, podrán ejercitarla uno y otro, 
pero a condición de que ese sujeto pasivo se haya perjudicado con el delito.

2.6 EL ESTADO COMO SUJETO PASIVO Y VÍCTIMAS 
DEL DELITO ESPECIAL PROPIO 

La calidad que tenga el sujeto pasivo no es un factor determinante que 
impida la concurrencia de diversas personas perjudicadas con el delito, 
ni puede sostenerse tampoco que respecto de bienes jurídicos cuya titu-
laridad esté en el Estado, como ocurre en principio con los delitos contra 
la administración de justicia, no hay cabida para la existencia de perjudi-
cados diferentes al Estado, pues, a manera de ejemplo, el falso testimonio 
puede perjudicar a una persona que resulta vulnerada en sus intereses, 
al perder un litigio fallado con base en la atestación espuria. En tal caso, 
uno es el sujeto pasivo del delito y otro el perjudicado con dicho delito.

La Corte Suprema de Justicia ha sostenido que:

14 Ibíd., p. 105.
15 Ibíd. La tipicidad. 5 ed. Temis, Bogotá, 1984., p. 43.
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No	se	puede	a昀椀rmar,	como	lo	sostiene	el	recurrente,	que	delitos	como	
aquellos contra la administración pública no permiten la constitu-
ción de parte civil por carecer de interés jurídico el particular para 
hacerlo, por no acarrearle perjuicios.

El hecho de que el bien jurídico tutelado en el título iii del libro ii 
del Código Penal sea la administración pública, lo cual implica un 
perjuicio directo de ella cuando se está frente a uno de estos ilícitos, 
no excluye el que pueda haber personas naturales o jurídicas que 
puedan sufrir perjuicios con la comisión de aquellos16.

Bajo el mismo entendimiento, se ha dicho también que, en delitos como 
el fraude procesal, pese a que la titularidad del bien jurídico tutelado 
(la administración de justicia), no se encuentra en cabeza de las partes 
que intervienen en el proceso, es perfectamente posible que la conducta 
ocasione perjuicios directos a quienes participan en el trámite del 
proceso, de ahí que:

Creemos que la mayoría, en este caso, ha olvidado un aspecto de suma 
trascendencia, vale decir, que la conducta tomada como delictuosa se 
cumplió en un proceso penal y que en éste no sólo el sindicado y su 
apoderado sino el titular sustantivo de la acción civil y su apoderado, 
pueden y es hasta obvio que resulten simultáneamente cada conjunto 
o grupo, doblemente perjudicados. Cuando se sostiene que acciones de 
esta	índole,	cumplidas	en	este	especí昀椀co	marco,	sólo	pueden	dañar	al	
procesado o al titular de la acción civil, con prescindencia absoluta de 
sus respectivos apoderados, se está olvidando el papel esencial y jurídi-
camente tutelado que estos últimos cumplen. Si el abogado asume una 
crecida serie de responsabilidades, repartiéndosele ponderosa carga de 
obligaciones y deberes, si la forma como actúe y se le atienda condi-
ciona la efectividad de los derechos de su poderdante y la normalidad y 
retribución	de	su	gestión,	no	resulta	forzado	sino	natural	a昀椀rmar	que	
todo	aquello	que	con	visos	de	delito	se	cumple	en	ese	proceso,	se	re昀氀eja,	
de primera mano, en perjuicio suyo y de manera casi simultánea, pero 

16 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal, auto del 17 de 
febrero de 1983.
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diversa, hacia el respectivo representado. La prevaricación, el fraude 
procesal,	 etc.,	 昀椀guras	muy	 propias	 del	 proceso,	 envuelven	 un	 daño	
para el abogado, sea éste el representante de la parte civil o del sindi-
cado.	¿Acaso	sus	honorarios	no	pueden	sufrir	mengua	o	deterioro?	¿O	
su	reputación	y	e昀椀cacia	profesional	no	insinuarán	probablemente	una	
desmejora?	¿Y	la	responsabilidad	inherente	al	mandato	no	presentará	
matices	de	complejidad?17.

De esta suerte, no puede a昀椀rmarse la inexistencia de un perjudicado con 
el delito por el hecho de que el comportamiento criminal no se dirija 
hacia él directamente, pues esta circunstancia se relaciona con una di昀椀-
cultad de visualización de la persona que sufre daño, cuestión bastante 
diferente a que por tal razón no exista perjuicio.

2.7 CONCEPTO DE VÍCTIMA

El Diccionario de la Real Academia española18 de昀椀ne que víctima es: “Persona 
o animal sacri昀椀cado o destinado al sacri昀椀cio. 2. Persona que se expone u 
ofrece a un grave riesgo en obsequio de otra. 3. Persona que padece daño 
por culpa ajena o por causa fortuita”, mientras Manuel Ossorio la de昀椀ne19 
como el sujeto pasivo del delito, posición para la cual caben las anteriores 
anotaciones debido a la diferencia que entrañan los conceptos de víctima 
y sujeto pasivo del delito.

Nuestro Código Penal no de昀椀ne el concepto de víctima, aunque jurídica-
mente podría ser entendido como la persona natural o jurídica, a quien 
antijurídicamente se le in昀椀eren daños materiales, morales y/o 昀椀siológicos 
que de una u otra forma son consecuencia del delito. Por su parte, el artí-
culo 132 de la Ley 906 de 2004, dispone que se entienda por víctimas, para 
efectos de este código, las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de dere-
chos que individual o colectivamente hayan sufrido algún daño (directo)20, como 
consecuencia del injusto.

17 Ibíd. Providencia del 14 de mayo de 1981, con salvamento de voto.
18 REAL ACADEMIA DE LA LENGUA ESPAÑOLA. Diccionario de la lengua española. .
19 OSSORIO, Manuel. Diccionario de ciencias jurídicas, políticas y sociales. Ed. Electrónica, 2008.
20 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C- 516 del 11 de julio de 2007, MP. Jaime Córdoba 

Triviño. Declaró inexequible el término directo. 
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En suma, puede considerarse víctima del delito a la persona que como 
consecuencia de él, sufre perjuicios materiales, morales y/o a la vida en 
relación, independientemente de que la conducta delictiva se haya desa-
rrollado directamente sobre ella, o de que sea o no el titular del bien jurí-
dico que resultó ofendido con la conducta dañina.

Como se verá más adelante, la doctrina constitucional ha aclarado que 
la condición de víctima no se reserva solamente a quien haya sufrido 
un perjuicio directo, por manera que la calidad de víctima del delito la 
ostentaría no sólo quien era propietario del taxi que había prestado a un 
amigo y que fue hurtado por desconocidos o la persona a quien se le 
ocasionaron lesiones personales que le determinaron una pérdida anató-
mica de órgano o miembro, sino también los familiares que dependían 
económicamente de dicha persona, en la medida en que la satisfacción 
de las necesidades primarias como el vestido, el techo, la alimentación, el 
estudio y el afecto resultaran afectadas con la conducta punible.

De ahí que resulte oportuno destacar, que por encima de las de昀椀ni-
ciones que en la actualidad ofrece la Ley 906 de 2004, como acontece 
con el artículo 132, a partir del contenido actual del artículo 250 de la 
Carta Fundamental, modi昀椀cado por el Acto Legislativo 03 de 2002, en su 
numeral 6 se indica con claridad que corresponde a la Fiscalía General 
de la Nación, solicitar las medidas judiciales necesarias para la asistencia a 
las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la repara-
ción integral a los afectados con el delito, luego es posible sostener que con 
respaldo constitucional existe un concepto de mayor amplitud que el de 
víctima, como lo es el de afectado con el delito.

En nuestra opinión, toda persona que haya resultado afectada con el 
delito, tiene derecho a acudir al proceso penal, de la misma forma que 
lo puede hacer ante la jurisdicción civil o la contencioso administrativa, 
para que dentro de unos límites elementales pueda reclamar por medio 
de cualquier mecanismo de restablecimiento del derecho (embargo y 
secuestro, cancelación de títulos y registros obtenidos en forma fraudu-
lenta, reintegro del objeto material del delito, conciliación, indemniza-
ción integral, etc.), la restitución de las cosas a su statu quo ante.
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Bien miradas las cosas, sin di昀椀cultad se advierte que la expresión 
“directa” que sigue al término víctima en el artículo 92, entre otros o la 
de daño directo que puntualmente se utiliza en el artículo 132, constituye 
una evidente limitación, la cual implica que bajo tal calidad sólo pocas 
personas podrían acudir al proceso penal a reclamar una indemnización 
de perjuicios o a buscar el reconocimiento de su condición de víctima, 
pues, a manera de ejemplo, ni siquiera los hijos, hijas o el cónyuge de la 
persona que fue asesinada tendrían legitimidad, pues su condición no 
sería la de víctima directa o lo que termina siendo lo mismo, se podría decir 
que su daño no es directo sino que es indirecto o re昀氀ejo o de contragolpe. 

Partiendo del entendimiento restringido que de vieja data la jurispru-
dencia ha venido ofreciendo al concepto de víctima y al de daño directo, 
considerando que esa calidad únicamente la puede ostentar el titular del 
bien jurídico lesionado o la persona respecto de la cual se desarrolló la 
conducta, se tendría que podría ser víctima en un hurto, por ejemplo de 
un taxi, únicamente el propietario del automotor (titular del bien jurídico 
tutelado), y el conductor del taxi (persona respecto de la cual se desarrolló 
la conducta); pero en un homicidio, sólo sería víctima el occiso, pues él 
era el titular del bien jurídico y además, la persona respecto de la cual 
recayó la conducta, al paso que su cónyuge, hijos y familiares cercanos, 
al no quedar englobados bajo el concepto de víctimas directas, no podrían 
acudir al proceso penal ni podrían pretender allí indemnización alguna. 

Reconocerle a una persona la calidad de víctima, no es lo mismo que aceptar 
que ostenta la condición de víctima directa, pues éste es un concepto más 
especí昀椀co y restringido que aquél. Por eso, en el contexto de la justicia 
transicional, esta Corporación, apoyándose en jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, señaló que son víctimas o perju-
dicados, entre otros, las víctimas directas y sus familiares, sin distinguir, 
al menos para reconocer su condición de víctimas del delito, el grado de 
relación o parentesco. Indicó que:

 (…) el intérprete autorizado de la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos, cuyo artículos 8 y 25 hacen parte del bloque 
de constitucionalidad, ha señalado que los parientes, sin distin-
ción, que puedan demostrar el daño, tienen derecho a un recurso 
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efectivo para exigir la satisfacción de sus derechos a la verdad, a 
la justicia y a la reparación21. 

Resulta entonces que por lo menos, desde la Sentencia C-370 de 2006, la 
Corte Constitucional tenía de昀椀nido de manera genérica, que las víctimas 
que	demuestren	haber	sufrido	un	daño	real,	concreto	y	especí昀椀co,	así	como	sus	
familiares que cumplan los requisitos probatorios correspondientes, pueden 
hacer valer sus derechos.

Sin embargo, víctima puede ser la persona natural o jurídica que sufre cual-
quier tipo de afectación o perjuicio material, moral o a la vida en relación 
y que es consecuencia de la conducta ilícita, luego aunque de ordinario los 
familiares pueden ser víctimas, ésta condición no depende ni puede depender 
del parentesco sino del hecho cierto de haber sufrido una afectación que es 
consecuencia del ilícito, por manera que no obstante los nexos de consan-
guinidad existentes, si la persona no resulta perjudicada, aún siendo fami-
liar no será víctima y no siéndolo, no podrá obtener una indemnización de 
un perjuicio que no sufrió. Cuestión diferente es que puede pretender una 
indemnización, pero actuando, no iure proprio, sino iure hereditatis.

 Al ocuparse la Corte Constitucional del estudio de algunas disposiciones de 
la Ley 906 de 2004, en las cuales se alude a la calidad de directa que debe tener 
la víctima para que pueda comparecer al proceso en defensa y reclamación 
de derechos, tal y como ocurre, entre otros, en los artículos 92, 102 y 132, dijo:

21 Ibíd.	Sentencia	C-370	de	2006.	La	Corte	declaró	exequibles,	por	los	cargos	examinados,	
los incisos 2 y 5 del artículo 5 de la Ley 795 de 2005, en el entendido de que la presunción 
allí establecida no excluye como víctima a otros familiares que hubieren sufrido un daño 
como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometida por 
miembros de grupos armados al margen de la ley. Adicionalmente, procedió a declarar 
exequible la expresión en primer grado de consanguinidad de conformidad con el 
Presupuesto del Fondo para la reparación de las víctimas, contenida en el artículo 47, 
en el entendido que no excluye como víctima a otros familiares que hubieren sufrido 
un daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal 
cometida por miembros de grupos armados al margen de la ley. Por último, declaró la 
exequibilidad de la expresión en primer grado de consanguinidad del numeral 49.3, en 
el entendido de que no excluye como víctima a otros familiares que hubieren sufrido un 
daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometido 
por miembros de grupos armados al margen de la ley.
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El daño ‘directo’ como fuente de responsabilidad y correla-
tivos derechos para la víctima

Teniendo en cuenta el marco conceptual así establecido la Sala deter-
minará si el hecho de que el artículo 132 fundamente la calidad de 
víctima en el ‘daño directo’ que cualquier sujeto de derechos hubiese 
padecido como consecuencia del injusto, restringe el alcance que la 
jurisprudencia de esta Corte le ha asignado a los derechos de las 
víctimas, y que como se anotó incluye como titulares de los derechos 
a la verdad, la justicia y la reparación a las víctimas y perjudicados 
que	hubieren	sufrido	un	daño	real,	concreto	y	especí昀椀co	como	conse-
cuencia del delito.

Encuentra la Corte que si bien la norma examinada fundamenta la 
determinación de la calidad de víctima, en el padecimiento de un 
daño que surge como consecuencia de la conducta punible (injusto), 
lo	cual	resulta	acertado,	la	cali昀椀cación	que	el	precepto	introduce	al	
daño – daño ‘directo’ – como único generador de responsabilidad, 
restringe el alcance del concepto de víctima o perjudicado que ha 
acuñado la jurisprudencia constitucional. En el marco de la teoría 
de la responsabilidad por daño se ha considerado que para que el 
daño o el perjuicio22 sea indemnizable debe tener ciertas condiciones 
de existencia. Esto es, que no basta que se produzca un menoscabo 
patrimonial o moral en cabeza de alguien para que este pueda ser 
exigible judicialmente en calidad de víctima, perjudicado o afectado. 
El daño reparable del que deriva la calidad de víctima o perjudicado 
debe reunir determinadas condiciones: debe ser cierto y la persona 
que reclama debe ser la misma que resultó perjudicada, aunque no 
tuviere la titularidad jurídica sobre el bien lesionado23.

22	 Ibíd.	Sentencia	C-220	de	2002.	Algunos	autores	identi昀椀can	el	concepto	de	daño	con	el	de	perjuicio,	tal	
como lo hace la jurisprudencia de esta Corporación. Otros en cambio, hacen una distinción conceptual 
para	a昀椀rmar	que	el	perjuicio	es	la	consecuencia	del	daño.	Para	efectos	del	estudio	que	aquí	se	adelanta,	
tal distinción no resulta relevante.

23	 CONSEJO	DE	ESTADO.	 Sección	 Tercera,	 fallo	 del	 19	 de	 junio	 de	 1989,	 CP.	Gustavo	 de	Grei昀昀	
Restrepo,	actor:	Luis	Yáñez	Carrero	y	otros.	Exp.	4678.	El	derecho	a	la	indemnización	de	quien	sufre	
una ‘alteración material de una situación favorable’ (que en esto consiste el daño) se deriva no del hecho 
de que la víctima tenga una ‘situación jurídicamente protegida’, en el sentido de que el bien afectado 
esté protegido por una norma, sino de la existencia de un hecho ilícito del autor, de su comisión por 
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En cuanto al carácter ‘directo’ del perjuicio, se ha considerado que 
tal cualidad no constituye un elemento o condición de existencia del 
daño, sino que plantea un problema de imputación, en cuanto pone 
de	mani昀椀esto	el	nexo	de	causalidad	que	debe	existir	entre	el	daño	y	
el comportamiento de una persona. De tal manera que cuando el 
legislador	en	el	artículo	132	asigna	al	daño	el	cali昀椀cativo	de	‘directo’	
para el sólo efecto de determinar la calidad de víctima, está condicio-
nando tal calidad a la concurrencia de un elemento de imputación 
que corresponde a un análisis posterior que debe efectuar el juez, al 
determinar tanto la responsabilidad penal como la civil del impu-
tado	o	acusado.	Este	cali昀椀cativo	indudablemente	restringe	de	manera	
inconstitucional las posibilidades de intervención de las víctimas en 
el proceso penal y su derecho a un recurso judicial efectivo. La deter-
minación de la calidad de víctima debe partir de las condiciones de 
existencia del daño, y no de las condiciones de imputación del mismo.
Por las señaladas razones la Corte declarará la inexequibilidad de la 
expresión ‘directo’ del artículo 132 referida al daño.

El concepto de víctima ‘directa’ como límite de atribución de derechos

En cuanto al artículo 92 que contempla entre las personas legiti-
madas para solicitar medidas cautelares sobre bienes del imputado 
o	del	acusado,	al	昀椀scal	y	a	la	víctima	‘directa’,	observa	la	Corte	que	
si bien se trata de un ámbito que regula mecanismos de garantía del 
derecho a la reparación de las víctimas, reducir tal prerrogativa a 
las	víctimas	 ‘directas’	 cercena	de	manera	 injusti昀椀cada	 las	posibili-
dades de acceso de otros sujetos de derechos que por haber sufrido 
un menoscabo material o moral con la conducta punible tendrían 
derecho a una reparación integral. 

En	materia	penal	la	idea	de	víctima	‘directa’	se	suele	identi昀椀car	con	
el sujeto pasivo de la conducta delictiva, o con la persona titular del 
bien jurídico que la norma tutela; es claro que un hecho delictivo tras-
ciende esa esfera de afectación ocasionando perjuicios individuales 

culpa o dolo, de la certidumbre del perjuicio y de la relación de causalidad entre éste y el hecho. 
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o colectivos ciertos, reales y concretos a otros sujetos de derechos. 
En la teoría del daño civil se usa la categoría de ‘víctima directa’ o 
‘damni昀椀cado	directo’	para	hacer	referencia	a	la	calidad	en	la	cual	se	
comparece a solicitar el resarcimiento de un perjuicio. Si se trata de 
la persona directamente afectada por el hecho generador del daño se 
considera	‘víctima	o	damni昀椀cado	directo’,	en	tanto	que	son	víctimas	
o	damni昀椀cados	 ‘indirectos’	 los	herederos	o	 los	comuneros	 (artículo	
2342 del Código Civil)24.

La regulación del artículo 92 excluye así a los perjudicados con el 
delito del derecho a obtener la garantía de reparación. Esta regu-
lación es contraria a la concepción amplia de los derechos de las 
víctimas que ha adoptado la jurisprudencia de esta Corporación, que 
incluye como titulares de todas las prerrogativas que se derivan de 
los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación a la víctimas o 
perjudicados que hubiese padecido un daño real, cierto y concreto. Es 
contraria a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos que considera como perjudicados a la víctima directa y 
su familia25. Y es restrictiva frente a la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia y del Consejo de Estado que desarrollan la tesis 
del carácter personal del perjuicio conforme a la cual para demandar 
reparación no se exige ningún otro requisito distinto al de que el 
demandante haya sufrido un perjuicio26. Esta regla se funda en el 
artículo 2341 del Código Civil que no limita la acción de responsabi-
lidad únicamente a los parientes de la víctima (y mucho menos a la 

24 Ibíd. Sección Tercera. Sentencia del 14 de diciembre de 1994, MP. Carlos Betancur Jaramillo. Esta 
diferenciación ha sido utilizada para desarrollar el principio del carácter personal del daño, del cual 
derivan los criterios para pedir a nombre personal o a nombre de una comunidad o a nombre de 
ambos. Con independencia de quien pida, el reclamante debe aportar la prueba del título de su derecho 
para reclamar, de conformidad con el artículo 2342 del CC. Es decir, demostrar el título con el cual 
comparece al proceso, presupuesto que exige la concordancia entre el título y la persona.

25	 Ver	nota	de	pie	de	página	número	69.
26 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación, fallo del 24 de junio de 1942, MP. Luis 

Escallón. Tienen derecho a solicitar reparación las personas que ya por vivir directamente del esfuerzo 
del muerto, ya por derivar utilidad cierta y directa de las actividades del fallecido, tienen el derecho, la 
personería, la acción para reclamar o pedir la indemnización de perjuicios, porque ellas directamente 
han sido perjudicadas. También EL CONSEJO DE ESTADO. En fallo del 21 de febrero de 1985, exp. 
3253, sostuvo que la acción para reclamar los perjuicios por muerte pertenece a quien los sufra, sin 
consideración alguna al parentesco o a las reglas de la sucesión. Este criterio fue reiterado en el fallo 
del	19	de	junio	de	1989,	exp.	4678,	al	reconocer	un	perjuicio	ocasionado	a	una	persona	por	la	pérdida	
de un auxilio económico originado en la muerte de quien le ayudaba.
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víctima directa), sino que da, al contrario, derecho de indemnización 
a “todo aquel a quien el delito o la culpa haya inferido daño27.

El hecho de que la concepción que contempla el artículo 92 examinado 
sea restrictiva frente a la más amplia que aplican las jurisdicciones civil 
y contencioso administrativa en materia de legitimidad para reclamar 
garantía en el pago de los perjuicios ocasionados por el delito, coloca 
en abierta desventaja a la persona que acude a la jurisdicción penal en 
procura de hacer efectivo su derecho a la reparación. Adicionalmente, 
la limitación que el artículo 92 introduce a los derechos de las víctimas 
o perjudicados con el delito de obtener garantía de reparación, es 
contraria	 al	 artículo	 250	 numeral	 6°	 de	 la	 Constitución	 que	 prevé	
que el restablecimiento del derecho y la garantía de reparación inte-
gral se reconoce a los “afectados con el delito”, expresión que incluye a 
víctimas directas y perjudicados que hubiesen sufrido un daño cierto 
como consecuencia del delito.

2.8 VÍCTIMA Y SUJETO PASIVO

Interesante resulta también, el evento cuando el sujeto pasivo del delito 
es a la vez víctima del mismo y, por la naturaleza del hecho punible, 
como ocurre con el homicidio, por obvia razón se encuentra en imposibi-
lidad de ejercitar la acción indemnizatoria.

Cabe precisar que si bien la persona que pierde su vida como consecuencia 
de la conducta denominada homicidio es, evidentemente, sujeto pasivo 
de tal comportamiento, su condición de víctima para efectos indemni-
zatorios dependerá de que efectivamente el comportamiento delictivo le 
haya irrogado un perjuicio.

Así, cuando Juan recibe lesión que le implica sufrimiento y dolor físico y 
moral, la cual a la postre determina su muerte, es evidente que el compor-
tamiento delictivo que recayó sobre dicha persona, considerada sujeto 
pasivo del delito de homicidio, también le ocasionó a éste unos perjuicios 

27 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación, fallo del 15 de julio de 1949, MP. B. Agudelo.
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morales susceptibles de indemnización, de modo que sus familiares 
perjudicados, al ejercitar la acción indemnizatoria, podrán perseguir se 
les indemnicen los daños materiales y morales que a ellos directamente 
les ocasionó el delito (iure proprio), y, a la vez, podrán también pretender 
que se indemnice el daño moral que se le ocasionó al sujeto pasivo del 
delito (iure hereditario), toda vez que éste, según el ejemplo, alcanzó a tener 
también la calidad de víctima del comportamiento criminal.

Para el éxito de las pretensiones será fundamental que aparezca demos-
trado el daño, el cual inexistirá en el evento en el cual el sujeto pasivo del 
delito de homicidio murió en forma inmediata a la conducta reprochable, 
pues en tal caso no se alcanzó a ocasionar un perjuicio moral respecto del 
sujeto pasivo, aunque sí puede existir respecto de sus parientes.

Sobre el tema se ha dicho:

Cabe decir en orden a una precisión doctrinaria, que cuando el sujeto 
fallece	 en	 el	 acto	mismo	 de	 la	 agresión	 no	 alcanza	 a	 con昀椀gurarse	
en su favor crédito por los daños a su persona, a los atributos de la 
misma, a sus manifestaciones sociales o en sus sentimientos, como 
quiera que la inmediación del resultado nocivo máximo no da pie de 
derecho, que se transmitiera iure hereditario a sus herederos, quienes, 
como tales, únicamente podrán reclamar por el desmedro del patri-
monio que recogen, cifrado en los gastos del traslado del cadáver y su 
inhumación	(sent.	23/41	de	abril,	LL-458/72),	y	en	las	ganancias	que	
dejaron de incrementarlo por la defunción del de cujus. 

Por lo cual, el crédito a la reparación o compensación del daño a la 
actividad social no patrimonial y el daño moral propiamente dicho, 
aceptando su transmisibilidad por no estar excluida ni tratarse de 
derechos ligados indisolublemente a la persona de su titular origi-
nario, no se trasladan a los herederos sino en cuanto el causante 
alcanzó a adquirirlos, es decir, cuando superviviendo alcanzó a 
padecer esas afectaciones. Que si la muerte fue instantánea o inme-
diata, el crédito no surgiría para el occiso, y no podría pronunciar 
condena en favor de la sucesión del mismo, y los herederos podrían 
entonces reclamar resarcimiento, pero sólo por derecho propio, en la 
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medida que demostraran quebranto de su individualidad y con él 
se hiciera presente su padecimiento afectivo o sentimental, habida 
consideración de los estrechos vínculos que los ataban al muerto 
(Cas.	20/43	de	octubre	Ibíd	bis,	T.	v.	94),	justi昀椀cativos	de	dicha	a昀氀ic-
ción y consiguiente derecho28.

En este orden de ideas, si el sujeto pasivo del homicidio alcanzó a ser 
también víctima del delito, entendiendo este concepto en el sentido 
estricto, consiguió adquirir el derecho a obtener una indemnización por 
los daños que se le irrogaron, derecho que, por virtud de su muerte, se 
transmite a sus sucesores.

2.9 SUCESOR Y VÍCTIMA

La condición de sucesor de la víctima no impone necesariamente la 
condición de víctima del delito que tuvo como sujeto pasivo a la persona 
respecto de la cual se desprende la calidad de sucesor, pues éste bien 
puede no resultar perjudicado con la muerte de aquél y sí puede serlo 
una persona diferente que incluso no tenga la calidad de sucesor.

Puede re昀氀exionarse sobre este ejemplo: al morir Juan le sobrevivió su hijo 
Luis, con el cual nunca mantuvo alguna relación ni siquiera afectiva; éste 
último es un destacado profesional que ha vivido fuera del país desde 
niño, de modo que ni siquiera tiene recuerdos de su padre. Por otra parte, 
a Juan también le sobrevive Pedro, joven de 16 años que fue acogido por 
Juan y por quien éste veló siempre como si fuera su hijo sin serlo, ocupán-
dose de sus necesidades afectivas, emocionales, de su educación, vestido, 
techo y alimentación.

Luis, en su condición de descendiente, estaría legitimado para elevar 
una pretensión indemnizatoria, buscando con ello una reparación de los 
perjuicios que el hecho delictivo ocasionó a su progenitor (reclamación 
iure hereditario), sin embargo no podría obtener una indemnización por 
los perjuicios que a él directamente le hubiera ocasionado el hecho, dado 

28	 Ibíd.	Sala	de	Casación.	Providencia	del	4	de	abril	de	1968.	En:	CÓDIGO	CIVIL.	Legis,	Bogotá,	p.	
1035,	§	11669.	
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que no dependía económicamente de su padre, por una parte, y, por la 
otra, tampoco le unía a él un lazo afectivo que en principio impondría 
el parentesco, de modo que la muerte de su padre tampoco habría de 
implicarle un perjuicio moral. Podrá intentar una indemnización por los 
perjuicios que el delito le ocasionó en su condición de hijo de Juan, pero 
seguramente su pretensión debería desestimarse, al no poder probar que 
el hecho le ocasionó un perjuicio de índole moral.

Conviene entonces precisar aquí que la presentación de una demanda 
para reclamar el pago de una indemnización de perjuicios ora iure proprio, 
ora iure hereditario no implica per se la obtención de una decisión esti-
matoria de las pretensiones, pues los perjuicios deben demostrarse, de 
una parte, y, de otra, deben cuanti昀椀carse, obligaciones que el funcionario 
debe cumplir, aún de o昀椀cio, tal como lo establecían los artículos 120-329 y 
33430 del CPP de 199131.

Continuando con el ejemplo, Pedro, su vez, en la medida en que dependía 
económicamente de Juan, sí estaría legitimado (iure propio), para reclamar 
una indemnización por los perjuicios materiales que se le ocasionaron 
con la muerte de Juan y, en virtud del estrecho vínculo que lo unía a 
éste, estaría también legitimado para perseguir una indemnización por 
perjuicios morales. No tendría legitimidad para reclamar (iure hereditario) 
la indemnización que le correspondía a Juan por los perjuicios morales 
que se le ocasionaron antes de morir, por no tener la calidad de sucesor.

Sobre este tema de los perjuicios morales, que muchas veces de manera 
equivocada se ha estimado que necesariamente se generan en virtud de 
los lazos sanguíneos, indicó el Consejo de Estado:

29 DECRETO 2700 DE 1991, artículo 120, numeral 3, establecía: Atribuciones de la 
Fiscalía General de la Nación. Corresponde a la Fiscalía General de la Nación […] 3. 
Tomar las medidas necesarias para hacer efectivo el restablecimiento del derecho y la 
indemnización de los perjuicios ocasionados con el delito […]	6.	Velar	por	la	protección	
de las víctimas… 

30 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL (1991), artículo 334: Objeto de la instigación. El 
funcionario judicial ordenará y practicará las pruebas conducentes al esclarecimiento de la verdad 
sobre los hechos materia de investigación, especialmente respecto de las siguientes cuestiones […]	6.	
Los daños y perjuicios de orden moral y material que causó el hecho punible.

31	 LEY	600	DE	2000.	En	 el	mismo	 sentido	 aparecen	 los	numerales	 3,	 6	 y	331	del	 artículo	114	y	 el	
numeral	6,	sobre	atribuciones	de	la	昀椀scalía	y	昀椀nalidad	de	la	etapa	de	instrucción,	respectivamente.
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El occiso fue un niño que se levantó sin la ternura de su padre. Por 
ello no sabía nada de él. Esta realidad lleva a recordar el mensaje de 
F. Dostoievski	cuando	a昀椀rma:

‘Sabed que no existe nada más elevado, más fuerte, más sano y 
más útil para el porvenir, en la vida, que cualquier buen recuerdo, 
y tanto más si éste pertenece a la infancia y a la casa paterna. Un 
bello recuerdo conservado de la infancia representa, posiblemente, la 
mejor educación; recogiendo en la vida muchos de tales recuerdos, el 
hombre está seguro en el curso de toda su existencia’.

El padre que ahora demanda el pago de perjuicios morales y mate-
riales registra un gran pasivo en lo que respecta al amor hacia su 
hijo. Si lo abandonó en vida, es muy difícil aceptar que le haya dejado 
un gran vacío con su muerte. Los padres que no proporcionan a sus 
hijos el pan del amor, no pueden demandar de la administración que 
les indemnice, mortis causa, con el pan para el cuerpo32.

No obstante lo anterior, ha de entenderse que si bien tradicionalmente 
se entendió que los perjuicios de índole moral se presumían respecto de 
determinadas personas, como acontece con las relaciones afectivas que 
se presume existen entre padres e hijos, la jurisprudencia parece haberse 
orientado en un camino diferente, en verdad más equitativo, como es el 
de considerar que la demostración de la inexistencia de dichos vínculos 
determina la imposibilidad de reconocer la ocurrencia de perjuicios a 
quien realmente no resulta afectado con la conducta, de manera que hoy 
es perfectamente válido sostener que la muerte del hijo no necesaria-
mente ocasiona perjuicios morales a su padre.

32 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 12 
de noviembre de 1992, exp. 7404, CP. Julio César Uribe Acosta.
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2.10 LAS VÍCTIMAS EN EL DERECHO PENAL. SUS 
DERECHOS

Según lo ha a昀椀rmado la Corte Constitucional, a partir de la Constitución 
Política de 1991, las víctimas fueron reconceptualizadas y constituciona-
lizadas, lo cual pondría de presente la importancia que en la hora actual 
tienen sus derechos. Por su parte en el artículo 11 de la Ley 906 de 2004 se 
encuentra un amplio enunciado de los derechos con los cuales cuenta la 
víctima dentro del proceso penal. 

El artículo 11 de la Ley 906 de 2004, señala cuáles son los derechos de 
las víctimas en el marco del sistema procesal acusatorio, fue demandado 
por inconstitucionalidad, estimando el actor que la disposición cercena 
el derecho de impugnación en cuanto no le concede a la víctima, instru-
mentos para controvertir decisiones fundamentales entre las cuales 
puede citarse la confección de la acusación, las decisiones sobre incom-
petencias, recusaciones, inhabilidades, admisión o exclusión de pruebas.

En este sentido, argumentó el demandante que el artículo 11 resulta 
contrario a la Constitución Política:

(…) porque en él se evidencia una grave omisión legislativa, al no 
incluir dentro de las facultades de la víctima la posibilidad de aportar 
y controvertir pruebas, participar activamente en todos y cada uno 
de los actos procesales o audiencias e impugnar las decisiones de 
los jueces de control de garantías que les sean adversas. Con esta 
omisión se genera un trato discriminatorio para con la víctima que 
va en contravía de su dignidad humana (artículo1, CN), del principio 
de igualdad (artículo13, CN), del debido proceso (artículo 29, CN) y 
del derecho de acceso a la justicia (artículo229, CN). Además de lo 
anterior, el artículo 11 literal h) genera también un trato desigual 
entre imputado y víctima, pues en primer lugar prevé la represen-
tación legal de ésta por medio de abogado sólo a partir del juicio, 
dejándola desamparada en las etapas anteriores; y en segundo lugar, 
se	autoriza	únicamente	la	designación	de	un	abogado	de	o昀椀cio	y	no	
de uno pagado por el Estado como sí lo hace con el imputado, lo que 
genera obvias desigualdades en la representación, pues, por lo menos 
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en términos generales, no puede haber igual compromiso entre un 
profesional pagado que uno impago. 

No obstante que el artículo 11 contempla 10 literales, cada uno de los 
cuales está referido a un derecho diferente, la Corte no se ocupó del 
estudio puntual, sino que en la Sentencia C- 209 del 21 de marzo de 
2007 con ponencia de Manuel José Cepeda Espinosa, efectuó un análisis 
general de la disposición y encontró que la misma es conforme con la 
Carta Fundamental.

La Corporación se pronunció así:

Como se advirtió anteriormente, la efectividad de los derechos de las 
víctimas del delito depende del ejercicio de varias garantías procedi-
mentales, entre otras las siguientes: (i) el derecho a ser oídas; (ii) el 
derecho a impugnar decisiones adversas, en particular las senten-
cias absolutorias y las que conlleven penas irrisorias; (iii) el derecho 
a	 controlar	 las	 omisiones	 o	 inacciones	 del	 昀椀scal,	 y	 (iv)	 el	 derecho	
a ejercer algunas facultades en materia probatoria. Puesto que en 
esta sentencia ya se han adoptado decisiones de inexequibilidad o 
exequibilidad condicionada con miras a asegurar la proyección de los 
derechos de las víctimas en los momentos fundamentales a lo largo 
de la evolución del proceso penal, la Corte entiende que los artículos 
11	y	137	han	de	ser	leídos	en	armonía	con	tales	decisiones	especí昀椀cas.	
Sin embargo, la Corte estima que una vez garantizados el derecho de 
impugnación	de	 las	víctimas	en	dichos	momentos	especí昀椀cos	de	 la	
evolución del proceso penal, según la regulación establecida por el 
propio legislador, no es constitucionalmente necesario condicionar 
de manera general los artículos 11 y 137. Lo anterior no obsta para 
que en ocasiones posteriores la Corte se pronuncie sobre la existencia 
y el alcance del derecho de impugnación de las víctimas en otros 
momentos	 especí昀椀cos	 del	 proceso	 penal	 con	 los	 efectos	 que	 estime	
constitucionalmente necesarios.
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Hecha la anterior referencia a un primer análisis de constitucionalidad 
del artículo 11 en cita, puede señalarse ahora que partiendo del tenor 
literal de esta disposición, la víctima contaría con un número importante 
de derechos, entre los cuales vale la pena destacar:

El derecho a la reparación 

El cual le asiste para obtener pronta e integral reparación de los daños 
sufridos, “a cargo del autor que participe del injusto o de los terceros 
llamados a responder en los términos de este código”.

Es del caso destacar, que no obstante la expresa referencia de la norma a 
los “terceros llamados a responder” dentro del texto del articulado, excep-
tuado los artículos 10733 y 10834, no aparece alguna otra alusión a ellos, 
pues no se les menciona como sujetos procesales, como partes, como 
intervinientes ni con cualquier otro título, lo cual puede entenderse como 
un retroceso frente a la protección de los derechos de las víctimas, pues 
la posibilidad existente desde el Código de Procedimiento Penal de 1991 
para que personas que sin tener compromiso criminal en la conducta 
puedan ser vinculadas al proceso penal, a efectos de responder por las 
consecuencias dañinas de la conducta, la cual constituye una mayor 
garantía de que las víctimas obtendrán de manera efectiva el pago de 
los perjuicios que sufrieron, desaparece en el nuevo estatuto por falta de 
adecuada regulación.

No obstante lo anterior, la previsión de este literal c del artículo 11 establece 
que la víctima tiene derecho a obtener la reparación de los daños sufridos 
con el delito, derecho que podrá ejercitar respecto del partícipe del injusto, 
o de los “terceros llamados a responder en los términos de este código”.

33 Tercero civilmente responsable. Es la persona que según la ley civil debe responder por el daño causado 
por la conducta del condenado. El tercero civilmente responsable podrá ser citado o acudir al incidente 
de reparación a solicitud de la víctima, del condenado o su defensor. Esta citación deberá realizarse en 
la audiencia que abra el trámite del incidente.

34 Citación del asegurador. Exclusivamente para efectos de la conciliación de que trata el artículo 103, la víctima, 
el condenado, su defensor o el tercero civilmente responsable podrán pedir la citación del asegurador…
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Pero lo que no dice la norma, ni tampoco lo menciona la Ley 906 de 2004 
a lo largo de su articulado, son “los términos” del código bajo los cuales 
responde el tercero, grave omisión que crece en grados si se considera que 
en las otras disposiciones legales donde se vuelve a hablar del tercero, 
esto es, los artículos 107 y 108, no se establece cuál es el mecanismo proce-
dimental para vincular y atar al tercero a las resultas del proceso, pues 
lo único que se indica respecto de él, es que deberá o podrá ser citado o 
acudir al incidente de reparación a solicitud de la víctima, del condenado o 
su defensor o que puede buscar la comparecencia del asegurador.

Así las cosas, mientras en el texto del Código de Procedimiento Penal de 
2000 es amplia la regulación aplicable al tercero civilmente responsable, 
quien además tiene la calidad de sujeto procesal, en el procedimiento 
acusatorio de la Ley 906 de 2004 no ocurre ni lo uno ni lo otro, siendo 
entonces posible predicar que, no obstante la de昀椀nición de “tercero civil-
mente responsable” del inciso 1° del artículo 107 como “la persona que 
según la ley civil deba responder por el daño causado por la conducta del 
condenado”, la operatividad de este instituto se afectará, pues no exis-
tiendo una mínima regulación legal que establezca de qué manera se 
traba respecto de él la relación jurídica procesal y de qué forma se prueba, 
analiza y de昀椀ne su responsabilidad civil extracontractual, podría contro-
vertirse la constitucionalidad de su vinculación por violación al derecho 
de defensa, si se le permitiera al juez penal proferir una sentencia conde-
natoria respecto de una persona que en realidad no ha tenido oportu-
nidad alguna de defenderse. Será fundamental, entonces, caso de que 
se le vincule a la actuación, que se le rodee de toda clase de garantías y 
posibilidades para que pueda ejercitar su derecho de defensa sin limita-
ción alguna, pues al 昀椀n y al cabo, lo que respecto de él se resolverá en el 
incidente de reparación integral, es nada menos que su eventual respon-
sabilidad civil extracontractual.

Si bien esta inexcusable omisión del legislador resulta deplorable, no sólo 
por ser desconocedora de los derechos del tercero, sino también porque 
priva en la práctica a la víctima de acceder a mejores mecanismos por 
medio de los cuales podría alcanzar el restablecimiento del derecho a que 
se re昀椀ere el artículo 250 de la Constitución Política, resulta más preocu-
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pante que este tratamiento equivocado en esencia, se repite en cuanto dice 
relación con la de昀椀nición de la responsabilidad civil del autor o partícipe.

Para constatar esta realidad, basta con partir del presupuesto según el 
cual ninguna de las audiencias, ni particularmente la del juicio público, 
se ocupa del tema relacionado con la determinación de los perjuicios 
materiales, morales y/o aun a la vida en relación –otrora llamados 昀椀sioló-
gicos- ocasionados o que se hubieran podido ocasionar con la infracción 
a la ley penal, como tampoco se discute ni prueba cuál es el monto de los 
perjuicios.

Tampoco el proceso penal se ocupa de establecer los extremos de la 
responsabilidad civil que podría ser inherente al autor o partícipe, por 
manera que frente a esta realidad, resulta apenas obvio que la sentencia 
que se pronuncie luego de concluir el debate oral, sólo puede comprender 
la responsabilidad penal del procesado mas no así la civil que pudiera 
corresponderle como autor o partícipe de la conducta punible con la cual 
se lesionó a la víctima.

Con todo y ser palpable esta realidad, los artículos 102 a 108 pretenden 
desarrollar y reglamentar la forma en que se adelanta el “incidente de 
reparación integral”, sin distinguir en esencia en contra de quién se 
adelanta, pues es cierto que aunque se alude a que el trámite se lleva a 
cabo en contra del “declarado penalmente responsable”, según las voces 
del inciso 1 del artículo 103 de la Ley 906 de 2004, también hay referencias 
al “tercero civilmente responsable” (artículo 107), y al “asegurador de la 
responsabilidad civil” (artículo 108).

También es evidente que no hay disposición o norma alguna que haga 
claridad acerca de qué es lo que será materia de debate probatorio en esta 
instancia, ni se sabe en últimas si servirá para probar o determinar la exis-
tencia o no de responsabilidad, o si simple y llanamente el incidente se 
ocupará de cuanti昀椀car unos perjuicios, situación ésta que necesariamente 
presupondría que ya la responsabilidad civil ha sido de昀椀nida previamente.



  VÍCTIMA, RESPONSABILIDAD Y DERECHOS

73

En cualquier caso, se pone de presente una realidad, como lo es no sólo 
que el legislador de 2004 restó importancia al mandato constitucional del 
artículo 250 sobre restablecimiento del derecho quebrantado con el delito, 
sino que, una vez más y como ha sido lugar común en otros estatutos 
procedimentales, se confunde la responsabilidad penal con la responsa-
bilidad civil, tratándoselas muchas veces como si correspondieran a un 
mismo fenómeno jurídico.

Un entendimiento como el anterior, supone un acostumbrado error y 
confusión entre el contenido de la responsabilidad civil y el de la respon-
sabilidad penal. En las XXVII Jornadas Internacionales de Derecho Penal 
celebradas en la Universidad Externado de Colombia en agosto de 200535, 
con su昀椀ciente amplitud se aludió a las diferencias existentes entre ellas 
y a la importancia de tal distinción en el escenario práctico del proceso 
penal. La lectura del documento a que se alude resulta aconsejable.

Así lo anterior, cuando el proceso penal ha llegado válidamente a la 
competencia del juez o jueza penal por virtud de la acusación correspon-
diente formulada por la Fiscalía General de la Nación, podrá y deberá el 
funcionario o funcionaria emitir sentencia condenatoria sobre responsa-
bilidad civil, la cual dependerá no de que exista también un fallo conde-
natorio en lo penal como que éste puede ser absolutorio, sino de que se 
haya establecido la ocurrencia de perjuicios que provienen del hecho 
investigado y de que, claro está, se hayan demostrado los extremos de la 
responsabilidad civil, a los que nos referiremos más adelante.

No obstante lo anterior y pese a ser hoy de claridad meridiana que la 
responsabilidad civil no es un apéndice de la penal, ni depende de ella, 
ni le es accesoria, sino que es también principal según particularmente 
puede entenderse al aceptar que el concepto de víctimas es de rango 
constitucional al igual que sus derechos y las acciones para garantizarlos 
según se desprende de la sentencia C-228 del 3 de abril de 200236, es lo 

35	 Revista	Digital	de	Derecho	Penal	y	Criminología.	Universidad	Externado	de	Colombia.	En:	h琀琀p://
portal.uexternado.edu.co/irj/portal/anonymous?guest_user=biblioteca&NavigationTarget=navurl://5
f9eb76120191a756a0eb4a1ec5bf16c

36	 CORTE	CONSTITUCIONAL.	MP.	 Eduardo	Montealegre	 Lyne琀琀	 y	Manuel	 José	 Cepeda.	 Por	 la	
importancia que ofrece esta decisión para el entendimiento de los derechos de las víctimas del delito, el 
texto	completo	de	la	norma	se	presenta	en	la	parte	昀椀nal	de	esta	obra,	a	manera	de	anexo.
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cierto que el tema de la responsabilidad civil que se tramita al interior del 
proceso penal continúa siendo un añadido de la responsabilidad penal, 
mientras que el Principio del Restablecimiento del Derecho, no obstante 
constituir un derecho de rango constitucional, sigue siendo un aspecto 
ligado a la declaratoria de responsabilidad penal, a tal punto que incluso 
la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, ha adoctrinado que 
institutos como el de la cancelación de títulos y registros obtenidos en 
forma fraudulenta, es decisión que sólo puede adoptarse de manera de昀椀-
nitiva en la sentencia condenatoria, con lo que, en la práctica y de manera 
por entero equivocada, el restablecimiento del derecho quebrantado y la 
misma declaratoria de responsabilidad civil, se hacen depender, no de 
la demostración del daño y del quebrantamiento del derecho, sino de la 
declaratoria de la responsabilidad penal.

Tal vez por esta equivocada comprensión de la responsabilidad civil, por 
el yerro mismo del entendimiento de que la condena en perjuicios no 
es, por lo menos en nuestro medio, una sanción penal que opera como 
una tercera vía al lado de las penas y medidas de seguridad, es por lo 
que se sigue considerando que las decisiones que producen efectos civiles 
sólo pueden adoptarse a condición de que previamente se imponga una 
condena penal.

Seguramente por este erróneo juicio, durante casi cuatro lustros resultaron 
insulares decisiones como la del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Valledupar del 17 de junio de 199237, donde se ordenó la cancelación de los 
títulos y registros fraudulentos obtenidos respecto de un bien inmueble 
no obstante que la acción penal se encontraba prescrita y, por ende, resul-
taba imposible una condena penal, dejando entrever que aun hoy, y no 
obstante la clara evolución que el tema ha tenido en nuestro medio gracias 
a la doctrina de la Corte Constitucional, los derechos de las víctimas y la 
responsabilidad civil del victimario, bajo el esquema procedimental de 
la Ley 600 de 2000, dependen de la declaratoria de responsabilidad penal 

37 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal, sentencia del 10 de junio de 
2009, Rad. 22881, MP. Alfredo Gómez Quintero. Diecisiete años después, consideró que la 
competencia del funcionario judicial para tomar las decisiones pertinentes para cumplir con 
el mandato constitucional de restablecimiento del derecho, se mantiene aunque la acción 
penal se encuentre prescrita.
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del procesado, lo cual de por sí resulta ser un ex abrupto si, por ejemplo, 
se considera la responsabilidad civil de los llamados “terceros civilmente 
responsables”, realidad que se hace más evidente, lamentable y descon-
soladora bajo el régimen de la Ley 906 de 2004, donde, como se dijo, para 
el adelantamiento del incidente de reparación integral de perjuicios es 
requisito sine qua non que exista un fallo penal condenatorio, epílogo de 
un proceso en el que, en puridad, no se discute, prueba, ni analiza el tema 
de la responsabilidad civil del encausado.

En	 昀椀n,	 sin	 necesidad	 de	 ahondar	 más	 en	 esa	 distinción	 que	 la	
doctrina y la jurisprudencia han examinado detenidamente, lo cierto 
es que entre ellas existe una nítida separación e independencia, que 
explica porqué la sentencia penal absolutoria, por ausencia de culpa 
del autor del ilícito, no produce efectos de cosa juzgada para enervar 
la acción civil indemnizatoria respecto de las actividades peligrosas 
y, por tanto, que no resulta contradictorio que quien fue absuelto 
penalmente pueda resultar responsable civilmente con relación a un 
mismo hecho38. 

Reiterando la independencia que existe entre la responsabilidad penal 
y la responsabilidad civil, es de ver que de ello surgen importantes 
consecuencias39.

– consecuencias de la independencia entre la responsabilidad civil y 
la responsabilidad penal

1. Puede haber responsabilidad penal sin que haya responsabilidad 
civil, como cuando el hecho está penado por la ley, pero no ha causado 
daño indemnizable; 
2. Al contrario, puede haber responsabilidad civil por estar en 
presencia de un hecho que ocasionó daño, lo cual no requiere que 
además el hecho sea a la vez constitutivo de conducta punible; 

38 Ibíd. Sala de Casación Civil, sentencia del 20 de enero 2009, MP. Pedro Octavio Munar 
Cadena. 

39 ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo. De la Responsabilidad Extracontractual en el Derecho Civil 
Chileno. Imprenta Universitaria, Santiago, 1943., pp. 35 y ss.
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3. Si bien ambas responsabilidades pueden ser declaradas en el proceso 
penal, también pueden ventilarse en jurisdicciones independientes; 
4. Para intentar que se declare responsabilidad civil ante la juris-
dicción civil, no es necesario que previamente se haya decretado 
responsabilidad penal; y
5. Si la responsabilidad se decreta en un proceso penal a instancias 
del perjudicado constituido en parte civil, lo allí resuelto tendrá 
fuerza o valor de cosa juzgada ante la jurisdicción civil. 
Pero si el fallo no se emite a instancias de la parte civil, según el 
artículo 59 del cpp no se permite que la responsabilidad se discuta 
en el proceso civil40, pues en éste sólo podrá ser materia de debate 
la clase de perjuicios y su monto, con lo cual el proceso ordinario se 
desnaturaliza, convirtiéndose más en un incidente de liquidación de 
perjuicios,	similar	al	regulado	en	la	Ley	906	de	2004.
Ahora bien, bajo similares términos a los que se preveían en el artí-
culo 202 de un Código de Procedimiento chileno, el artículo 57 de la 
Ley	600	de	2000	contempla	que	la	decisión	con	la	que	se	absuelve	
de responsabilidad penal al procesado tendrá efectos de cosa juzgada 
absolutoria frente a la acción civil, la cual no podrá iniciarse ni prose-
guirse cuando aquella se haya basado en la demostración de que la 
conducta causante del perjuicio no se realizó o que el sindicado no la 
ejecutó o que, habiéndola hecho, obró en estricto cumplimiento de un 
deber legal o en legítima defensa.
Se trata entonces de eventos donde el legislador se anticipa a una 
eventual tramitación de un proceso civil, para ordenar que una deci-
sión de absolución penal produzca efectos erga omnes, cuando ésta 
se ha basado en causales que ponen de presente la no realización de 
la conducta, la falta de conducta en el procesado, o la ocurrencia de 
eventos que el legislador puede haber considerado no sólo justos, sino 
también necesarios.

Por consiguiente, en el juicio en que se ejercite la acción civil no será 
lícito tomar en consideración pruebas o alegaciones incompatibles 
con lo resuelto en la sentencia criminal o con los hechos que le sirven 

40 SAVATIER, René. “La decisión del juez penal en cuanto a la existencia del hecho que sirve de base 
común a la acción pública y a la acción civil, liga al juez civil en cuanto a la existencia de este hecho”. 
En: TAMAYO JARAMILLO, Javier. Tratado de la responsabilidad civil. Legis, Bogotá, 2007., p. 29.
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de necesario fundamento (artículo 203 CC), y si la sentencia hubiera 
sido condenatoria, no podrá ponerse en duda, en dicho juicio, la 
existencia del hecho constitutivo del delito […] ni sostenerse la incul-
pabilidad del condenado. En tales casos, la decisión dictada en lo 
criminal es obligatoria para el juez civil: éste no puede desconocerla41.
– responsabilidad objetiva y teoría del riesgo

En lo dicho hasta ahora, si bien no se ha hecho alusión a la impor-
tancia del dolo y la culpa tanto para la responsabilidad penal como 
para la civil, tampoco se ha puesto de presente que dichos conceptos 
resultan de utilidad en cuanto se discuta responsabilidad subjetiva, 
dado que al tratarse de responsabilidad civil objetiva o por el riesgo, 
no es que dolo y culpa se presuman; es que simple y llanamente se 
prescinde del aspecto subjetivo, pues la responsabilidad no se funda 
en el dolo o en la culpa del agente, sino en el riesgo que entraña su 
conducta. No obstante esta consideración, en decisión de enero 20 
de 2009 la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia 
indica,	en	sentido	contrario	a昀椀rmó	que	en	el	régimen	especial	respecto	
de las actividades peligrosas, existe una ‘presunción de culpa’: ‘la 
mentada responsabilidad, tratándose de una actividad peligrosa, se 
fundamenta en un régimen de culpa presunta, en el que la exonera-
ción del demandado se asienta en el ámbito de la causalidad, es decir, 
ante la demostración de que el perjuicio fue el resultante de un hecho 
extraño, en los términos ya enunciados, circunstancias éstas que, 
como quedó dicho, no aparecen probadas en el proceso’42. 

Según	 esta	 a昀椀rmación	 se	 tendría	 entonces	 que	 no	 existiría	 una	
responsabilidad objetiva propiamente dicha, sino que en la teoría 
del riesgo la culpa se presumiría y, por consecuencia, se trataría de 
responsabilidad subjetiva.

El correcto entendimiento de la cuestión es que frente a la teoría 
del riesgo o a la responsabilidad objetiva, no es que la ley establezca 
una presunción de culpa sino que prescinde de ella, pues, si la culpa 

41 Ibíd., p. 39.
42 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil, sentencia del 20 de enero de 2009, 

MP. Pedro Octavio Munar Cadena. 
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fuera presunta , habría que entender que en todo caso se trata de 
una responsabilidad subjetiva, donde el legislador presume o da por 
probada la culpa, evento que naturalmente permitiría destruir la 
presunción y, por ende, la responsabilidad.

Debe insistirse entonces que lo que en realidad ocurre en cuanto a 
la responsabilidad objetiva, es que se prescinde del aspecto subjetivo, 
por manera que para que el demandado se pueda liberar de respon-
sabilidad, le compete demostrar, no que no medió culpa de su parte, 
sino que el hecho dañino ocurrió por una causa extraña a él “de donde 
llega a decirse que también se presume el vínculo de causalidad43.

En resumen:

[S]e denomina objetivo el sistema que consiste en atribuir a una 
persona la obligación de indemnizar a otra con independencia de que 
haya	o	no	intervenido	culpa	o	negligencia.	Como	a昀椀rma	Salvador, 
‘en la responsabilidad objetiva, quien cause daños responderá por 
ellos con independencia del nivel de precauciones que haya adoptado 
siempre que la ley así lo hubiere establecido’44.

De conformidad con lo establecido por la norma rectora del artículo 
12 del C. P. sobre culpabilidad, sólo se pueden imponer penas por 
conductas realizadas con culpabilidad, estando proscrita, prohibida o 
erradicada toda forma de responsabilidad objetiva.

Sin	 embargo,	 es	 de	 notar	 que	 esta	 disposición	 sólo	 se	 re昀椀ere	 a	 la	
responsabilidad penal, pues, de una parte, la responsabilidad civil no 
puede decidirse o imponerse como una pena según el sentido que el 
derecho penal colombiano le asigna a este tipo de sanción y, de otra, 
una clase de responsabilidad civil, posible incluso de deducir en el 
proceso penal45, es la objetiva o por ejercicio de actividades reputadas 

43	 TAMAYO.	Ob.	Cit.,	p.	262.	En	sentido	contrario,	MONTOYA	GÓMEZ,	Mario.	Considera	que	el	
artículo	2356	del	CC	consagra	una	presunción	de	culpa,	 la	que	se	presume	de	derecho	“a	cargo	de	
quien	al	ejercer	una	actividad	peligrosa,	lesione	un	derecho	ajeno”.	Ibíd.,	p.	263.

44 ROCA, Encarna. Derecho de daños. 2 ed. Tirant lo Blanch, Barcelona, 1998., p. 211.
45 CREUS, Carlos. Derecho Penal. Parte General. Astrea, Madrid, 2003., pp. 75 a 77. Sobre este 

particular se ha dicho: La teoría del riesgo y la competencia del juez. Esta cuestión (que no se 



  VÍCTIMA, RESPONSABILIDAD Y DERECHOS

79

peligrosas, en la cual es el hecho dañino o perjudicial el que genera el 
deber	especí昀椀co	de	responder.

“El que crea un riesgo –dice Alessandri–, el que con su actividad o su 
hecho causa un daño a la persona o propiedad de otro, debe responder 
de	él.	Tal	es	el	fundamento	de	la	responsabilidad	objetiva”46,	concepto	
dentro del cual los dementes y los infantes serían responsables de los 
daños que causan.

Según lo anterior, parecería que poco o nada habría que discutir frente 
a esta clase de responsabilidad civil al interior del proceso penal. Sin 
embargo, aceptando que es perfectamente lícito y conveniente que en 
un momento dado haya condenación civil pese a la absolución penal, 
la declaratoria de responsabilidad civil objetiva puede presentarse 
dentro del proceso penal en eventos diferentes a aquellos que tienen 
la virtud de producir efectos de cosa juzgada penal absolutoria. 
Recuérdese lo que atrás se transcribió: ‘…no resulta contradictorio 
que quien fue absuelto penalmente pueda resultar responsable civil-
mente con relación a un mismo hecho’.

En este sentido, si la decisión penal absolutoria se ha basado en la 
demostración, por ejemplo, de que se actuó en legítima defensa, 
creemos que aunque se haya utilizado un arma de fuego para la 
defensa, no sería posible reconocer responsabilidad civil objetiva por 
más que el empleo del arma sea considerado como una actividad peli-
grosa, ya que aquí es cierto que se prescinde del aspecto subjetivo 
de la conducta, pero reviste trascendencia jurídica el sustento de la 
causal excluyente de la responsabilidad citada, la cual no sólo aduce 

plantea en los sistemas que requieren la condena penal para que el juez pueda pronunciarse sobre 
la reparación) ha originado en nuestra doctrina y jurisprudencia un debate puesto en términos 
muy contradictorios. Aquella es la siguiente: dado que el juez penal tiene que pronunciarse sobre la 
reparación pese a la absolución que hubiere dictado con respecto al delito, ¿puede pronunciarse sobre 
ella	desde	la	base	de	la	teoría	del	riesgo	(artículo	13,	§	2	C.	C.)?	[…] Por ello, decidir que el juez penal 
asuma la competencia ‘remanente’ de juzgar un hecho –que ha desconsiderado como delito– invocando 
en el aspecto reparatorio la teoría del riesgo, meritando una responsabilidad objetiva, depende de la 
actitud del legislador que tiene que proveer una regla taxativa […] Cabe reconocer que la tesis de la 
incompetencia del juez penal para resolver la cuestión civil sobre la base de la teoría del riesgo ha sido 
mayoritariamente rechazada por la doctrina argentina, especialmente la procedente del sector civil 
pero de la que participan también autores incluidos en el penalismo.

46 Ibíd., p. 39.
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relación con una conducta que se puede estimar justa y necesaria 
para el derecho, sino que, además, el daño podría terminar siendo 
obra de la conducta de un tercero, evento éste que elimina o destruye 
la responsabilidad objetiva.

Pero en eventos diferentes donde la decisión penal absolutoria no tiene 
los mismos efectos de cosa juzgada, la situación puede ser diferente.

Tal podría ser el caso del proceso penal que se adelanta en contra de 
Juan, cazador deportivo que, no obstante el cuidado que despliega en 
su actividad, al disparar contra un venado impacta a otro cazador 
que no le era visible, ocasionándole la muerte. Si en tal caso se esta-
bleciera la atipicidad de la conducta por falta del tipo subjetivo o 
porque simple y llanamente se determinara que no existe acción 
昀椀nal	 de	matar	 sino	 de	 disparar,	 lo	 cual	 de	 ordinario	 determina	 la	
absolución por el delito de homicidio culposo, subsiste en todo caso 
la responsabilidad civil, objetiva para el caso, porque el empleo de 
armas de fuego es una actividad reputada de peligrosa, en la cual al 
ocasionarse un daño se genera la obligación de indemnizar.

De conformidad con la teoría del riesgo47, quien crea un peligro 
queda expuesto a responder por sus consecuencias si el riesgo llega a 
realizarse, consideración que es por completo independiente de si ha 
habido o no dolo o culpa de su parte. ‘El autor del daño no es respon-
sable porque lo haya causado con culpa o dolo, sino porque lo causó’ 
o, como dice Josserand48, el que causa un daño no responde de él por 
ser culpable, sino por ser el autor del mismo.

Según lo anterior, la teoría del riesgo prescinde por completo de 
la noción de dolo o culpa ateniéndose exclusivamente al daño, de 
manera que en ella la responsabilidad es un problema de causalidad 
y no de imputabilidad, de suerte que habiéndose causado daño en 
la persona o en la propiedad ajena, para que el causante quede obli-
gado a indemnizar basta demostrar su acción u omisión, pudiendo 

47 CREUS. Ob. Cit., p. 114.
48 JOSSERAND, Louis. Cours de droit civil positif francais. T. ii. 2 ed. Paris, 1933., p. 

307.
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exonerarse de responsabilidad al demostrar fuerza mayor o caso 
fortuito, hecho exclusivo de la víctima o de un tercero.

En tales condiciones, la defensa del demandado que pretenda exone-
rarse, para que resulte exitosa, debe plantearse en el terreno de la 
causalidad, esto es que le corresponde destruir el aludido nexo causal 
demostrando que en la generación del suceso medió una causa 
extraña, vale decir, un caso fortuito o fuerza mayor, el hecho exclu-
sivo de la víctima o el de un tercero49.

Ahora bien, si a la responsabilidad subjetiva se opone la objetiva, que 
como se ha dicho es extraña a la idea de dolo o culpa y se deriva exclu-
sivamente de la existencia de un daño, al ser éste y no aquel (el dolo) 
o aquella (la culpa) lo que genera la responsabilidad de indemnizar, 
se ve con mayor claridad la independencia existente entre la respon-
sabilidad penal y la civil, pues ni en la subjetiva ni en la objetiva la 
obligación depende de la constatación de una conducta punible, sino 
de la existencia de un daño.

Según Josserand50, la teoría del riesgo realiza plenamente la sepa-
ración entre la responsabilidad penal y civil: ‘al prescindir de la 
conducta del agente, elimina de esta última responsabilidad toda idea 
de pena o castigo para no ver en la reparación sino el medio de resta-
blecer el equilibrio económico destruido por el hecho ilícito’.

– presupuestos de la responsabilidad civil subjetiva

Se estima que la teoría del riesgo es de más fácil aplicación que la 
teoría de la responsabilidad subjetiva, dado que no es necesario el 
examen de la conducta para desentrañar en ella el dolo o la culpa, 
pues la responsabilidad objetiva se reduce a un problema de causa-
lidad, donde sólo bastará establecer el daño y el hecho que lo produjo, 
mientras que respecto de la responsabilidad civil subjetiva, y según 

49 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil, sentencia del 20 de enero de 2009, 
MP. Pedro Octavio Munar Cadena. 

50 JOSSERAND. Ob. Cit., p. 115. 
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se desprende de los artículos 230251, 234152	 y	 234653, para que el 
hecho de la persona genere responsabilidad, se requiere:

1º Que el autor sea capaz de ejecutar el hecho; 
2º Que el hecho provenga de su dolo o culpa; 
3º Que se cause un daño, y 
4º Que entre el hecho o la omisión dolosa o culposa y el daño exista 
una relación de causalidad.

Son entonces estos los extremos de la responsabilidad civil subjetiva que 
es la que por lo general –aunque no exclusivamente– se analiza en el 
proceso penal, por manera que en estos supuestos y en su determinación 
plena debe concentrarse el funcionario judicial a la hora de emitir un 
fallo civil condenatorio, ya que las decisiones de esta estirpe que se basan 
simple y llanamente en la determinación de una conducta punible, no 
sólo resultan equivocadas, sino que son abiertamente ilegales, particular-
mente en la medida en que la conducta punible como tal no es fuente de 
obligaciones según los términos del artículo 1494 del C. C., dado que la 
verdadera fuente se encuentra en el hecho que ha inferido injuria o daño 
a otro, del cual puede ser un ejemplo el delito54.

Resultaría largo tratar aquí el tema de la capacidad. Basta decir que quien 
para el derecho penal es considerado inimputable, de todas maneras está 
llamado a indemnizar los perjuicios ocasionados con su conducta, frente a 
la cual deben tenerse en cuenta las excepciones del Código Civil. Otro tanto 
cabría predicar sobre un intento de conceptualización del dolo y la culpa.

51 CÓDIGO CIVIL, artículo 2302. Las obligaciones que se contraen sin convención, nacen o de la ley 
o del hecho voluntario de las partes. Las que nacen de la ley se expresan en ella. Si del hecho de que 
nacen es lícito, constituye un cuasicontrato. Si el hecho es ilícito, y cometido con intención de dañar, 
constituye un delito. Si el hecho es culpable, pero cometido sin intención de dañar, constituye un 
cuasidelito o culpa.

52 Ibíd., artículo 2341. “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”.

53 Ibíd., artículo	2346.	“Los	menores	de	diez	años	y	los	dementes	no	son	capaces	de	cometer	delito	o	
culpa; pero de lo daños por ellos causados serán responsables las personas a cuyo cargo estén dichos 
menores o elementos, si a tales personas pudiera imputárseles negligencia”.

54 En otro sentido, se a昀椀rma que “la obligación de indemnizar encuentra su fuente en el 
hecho ilícito. Es este último el que grava la responsabilidad”. Tamayo. Ob. Cit., p. 169.
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El daño

Pero no puede decirse lo mismo ni pasar por alto una referencia, por 
breve que ésta sea, sobre el fenómeno del daño, ya que es éste el que, en 
últimas, justi昀椀ca la teoría de la responsabilidad, pues es sobre el supuesto 
o veri昀椀cación de un daño que se pretende una indemnización y sólo al 
veri昀椀carse aquél puede haber lugar a una declaración de responsabilidad 
civil, la cual verdaderamente no se entiende sin daño.

Sin daño, podrá el hecho eventualmente ser constitutivo de responsa-
bilidad penal, pero jamás lo será de responsabilidad civil, porque son 
contrarias a derecho todas aquellas decisiones judiciales adoptadas en lo 
penal usando y abusando de los artículos 10655 y 10756 del CP de 1980 ó 
del artículo 9757 del CP de 2000, pues en dichas disposiciones de manera 
alguna se dice o se ha dicho que los perjuicios pueden cuanti昀椀carse en 
salarios mínimos legales mensuales o en gramos oro, cuando no se ha 
demostrado su ocurrencia o causación, pues lo que en verdad ha sido 
materia de regulación legal es algo completamente diferente, esto es, la 
posibilidad de cuanti昀椀car los daños en las formas señaladas, pero a condi-
ción de que haya sido demostrada o probada su ocurrencia, no obstante 
que por su naturaleza sean de difícil cuanti昀椀cación pecuniaria.

No es lo mismo entonces presumir o dar por probado un perjuicio, que 
probarlo y que exista di昀椀cultad en tasarlo en términos pecuniarios.

55	 CÓDIGO	PENAL	1980,	artículo	106.	Indemnización	por	daño	moral	no	valorable	pecuniariamente.	
Si el daño moral ocasionado por el hecho punible no fuere susceptible de valoración pecuniaria, 
podrá	昀椀jar	 el	 juez	prudencialmente	 la	 indemnización	que	 corresponda	al	 ofendido	o	perjudicado	
hasta el equivalente, en moneda nacional, de un mil gramos oro. Esta tasación se hará teniendo en 
cuenta las modalidades de la infracción, las condiciones de la persona ofendida y la naturaleza y 
consecuencia del agravio sufrido.

56 Ibíd., artículo 107. Indemnización por daño material no valorable pecuniariamente. Si el daño material 
derivado del hecho punible no pudiere avaluarse pecuniariamente, debido a que no existe dentro del proceso 
base	su昀椀ciente	para	昀椀jarlo	por	medio	de	perito,	el	juez	podrá	prudencialmente,	como	indemnización,	una	
suma equivalente, en moneda nacional, hasta de cuatro mil gramos hora. Esta tasación se hará teniendo 
en cuenta factores como la naturaleza del hecho, la ocupación habitual del ofendido, la supresión o merma 
de su capacidad productiva y los gastos ocasionados por razón del hecho punible.

57 Ibíd., artículo 97. Indemnización por daños. En relación con el daño derivado de la conducta punible el 
juez podrá señalar como indemnización, una suma equivalente, en moneda nacional, hasta 1000 salarios 
mínimos legales mensuales. Esta tasación se hará teniendo en cuenta factores como la naturaleza de la 
conducta y la magnitud del daño causado. Los daños materiales deben probarse en el proceso. 
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Así las cosas, es de claridad meridiana que no obstante la presentación 
de una demanda de parte civil donde además de justicia y verdad se 
solicita o pretende una indemnización de perjuicios, así se haya de昀椀nido 
la existencia de una conducta punible con el consecuente reconocimiento 
de responsabilidad penal, no podrá haber lugar a una declaración de 
responsabilidad civil cuando no se demostró la ocurrencia de un daño o 
cuando habiendo sido demostrado en su acontecer, no se cuanti昀椀có pese 
a que ello era posible.

Se rea昀椀rma así la idea de que la existencia de la responsabilidad civil no 
depende de la determinación de la responsabilidad penal por la demos-
tración de una conducta punible, sino de la real ocurrencia y posterior 
veri昀椀cación de un daño indemnizable, entendiendo éste como “todo detri-
mento, perjuicio, menoscabo, dolor o molestia que sufre un individuo en 
su persona, bienes, libertad, honor, crédito, afecto, creencias, etc., el cual 
además supone la destrucción o disminución, por insigni昀椀cante que sea58, 
de las ventajas o bene昀椀cios patrimoniales de que goza un individuo”, 
pudiendo agregarse la opinión de Planiol y Ripert59, según la cual la ley no 
considera la cuantía del daño o la menor di昀椀cultad para acreditarlo.

Debe destacarse que el daño que permite predicar la responsabilidad civil 
debe ser cierto, esto es, debe ser real, efectivamente causado, de forma 
que de “no mediar él, la víctima se habría hallado en mejor situación”60, 
calidad que –al ser cierta– no desaparecerá por la di昀椀cultad de deter-
minar su cuantía, pues “un daño cierto en cuanto a su existencia, pero 
incierto en cuanto a su monto, es indemnizable”61, casos en los cuales 
queda a la prudencia del juez, y de conformidad con claros parámetros 
legales, 昀椀jar la cuantía correspondiente.

Además, no sólo el daño actual es cierto o real, pues también puede serlo 
el futuro, a condición de que necesariamente deba realizarse, con lo cual 
se descarta la idea del daño eventual o hipotético, que naturalmente no 
es indemnizable.

58 MAZEAUD, Henri et al. Derecho Civil. Obligaciones. Zabalia, Buenos Aires, 1997., p. 235.
59 PLANIOL, Marcel y RIPERT, Georges. Cours éleméntaire de droit civil francais. T. V. Librairie 

de Droit, Paris, 1948., p. 744.
60 MAZEAUD et al. Ob. Cit., p. 213. 
61 PLANIOL y RIPERT. Ob. Cit., p. 745.
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Daños indemnizables

Los daños que deben indemnizarse y que pueden ser objeto de la sentencia 
que declare la responsabilidad civil, son aquellos que se derivan forzosa-
mente del hecho ilícito, que se producen cuando existe el hecho ilícito y 
desaparecen en cuanto éste no ocurre.

Este entendimiento resulta fundamental, pues muchas veces la doctrina 
y la jurisprudencia, incluso la misma ley, han pretendido por medio de 
ambiguas de昀椀niciones precisar cuáles son los perjuicios indemnizables, 
recurriendo a menudo al concepto de “perjuicio directo”, el cual equi-
vocadamente se ha hecho entender como aquél que recae directamente 
sobre el sujeto pasivo de la conducta o sobre el titular del bien jurídico 
tutelado que resulta afectado.

Bien entendido el tema de la indemnización de perjuicios y del restableci-
miento del derecho quebrantado, puede aceptarse que “sólo es indemni-
zable el daño directo, sea inmediato o mediato. Se entiende por tal el que 
es consecuencia cierta y necesaria del hecho ilícito”62, pudiendo agregarse 
que no sólo constituye perjuicio indemnizable la lesión o fractura que 
sufre el ofendido titular del bien jurídico afectado (daño inmediato), sino 
también las afectaciones que sufren material y moralmente las personas 
cercanas a él (daño mediato).

Según lo anterior, se pone de presente que por encima de los confusos 
intentos por delimitar el ámbito de los daños indemnizables, a lo que 
fundamentalmente hay que ceñirse para saber si un daño es directo o 
indirecto y en consecuencia indemnizable, no es a su proximidad con 
el hecho ilícito o a su denominación de inmediato o mediato, dado que 
incluso el daño mediato puede ser directo, sino únicamente a “si entre el 
hecho ilícito y el daño hay o no relación de causa a efecto, a si el daño es 
o no consecuencia directa y necesaria o, como dice un autor (Savater), es 
su consecuencia lógica”63, siendo claro que entre más se aleja el daño del 
hecho ilícito, menor probabilidad existe de que pueda tenérsele por directo, 
siendo también cierto que el daño en cuanto insigni昀椀cante, no obstante ser 
directo, pierde todo interés desde el punto de vista indemnizatorio.

62 MAZEAUD et al. Ob. Cit., pp. 518 y 519.
63 ALESSANDRI RODRÍGUEZ. Ob. Cit., p. 234.
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Dígase además que la relación de causalidad, como uno de los extremos a 
establecer para que sea predicable la responsabilidad civil, es de expresa 
consagración por el artículo 2341 del CC, al decir que “quien ha cometido 
un delito o culpa, que ha inferido daño a otro es obligado a su indemniza-
ción”, agregando el artículo 2356, que “por regla general, todo daño que pueda 
imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta”, 
pues “inferir es ‘inducir una cosa de otra, llevar consigo, ocasionar, conducir a un 
resultado’, e imputar, ‘atribuir a alguno una culpa, delito o acción’”64.

Ahora bien, la relación de causalidad puede ser inmediata o mediata. 
Será del primer tipo

(…) cuando el daño deriva directamente del daño ilícito, cuando entre 
ambos no se interpone otra causa: la muerte de una persona produ-
cida por el atropellamiento o un balazo. Es mediata cuando entre 
el hecho ilícito y el daño se interponen otras causas, que también 
han	in昀氀uido	en	su	producción,	como	en	los	casos	de	responsabilidad	
compleja, y de daños sucesivos. Un tren atropella a una persona, 
a cuyas expensas vivía otra, y le causa lesiones que le producen la 
muerte: en el orden cronológico tenemos primero las lesiones, luego la 
muerte y, por último, la pérdida que con ella experimenta la persona 
que vivía a sus expensas.

Es indiferente que la relación causal sea mediata o inmediata. Lo 
esencial es que el daño sea la consecuencia necesaria y directa del 
hecho ilícito, que en cualquier forma o condiciones en que el daño se 
presente, éste no se habría producido sin el hecho doloso o culpable. 
Concurriendo esta circunstancia, la relación causal existe por 
mediato o alejado que sea el daño65.

Es este, grosso modo, el panorama de la responsabilidad civil, particu-
larmente cuando se la relaciona con la responsabilidad penal, restando 
agregar que mientras la responsabilidad penal en esencia no es suscep-
tible de ser declarada cuando la conducta es atípica o cuando siendo 

64 Ibíd., p. 239.
65 Ibíd., p. 247.
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típica concurre alguna causal de ausencia de responsabilidad, como en 
los eventos de caso fortuito y fuerza mayor, consentimiento del derecho-
habiente, estado de necesidad, legítima defensa, etc., o, 昀椀nalmente, cuando 
la conducta no puede ser reprochable, la responsabilidad civil objetiva no 
podrá declararse o reconocerse cuando haya habido fuerza mayor o caso 
fortuito, culpa de la víctima o de un tercero, al paso que la civil subjetiva 
no podrá ser declarada cuando falte alguno de los requisitos que previa-
mente se enumeraron.

Nada de novedoso existe en estas consideraciones, máxime cuando son 
o han sido lugar común en la jurisprudencia y la doctrina que se han 
ocupado de la responsabilidad civil y de su independencia y también 
conexión con la responsabilidad penal.

Sin embargo, a diario se desconoce esta realidad al interior del proceso 
penal, pues con absoluta tozudez se sigue actuando bajo el entendimiento 
errado de que sólo la responsabilidad penal está sujeta a claras y reales 
exigencias para que se pueda declarar, mientras que la responsabilidad 
civil carecería de todo formalismo y rigor y su declaratoria o reconoci-
miento dependería, según se dijo ab initio, no de la demostración de unos 
presupuestos mínimos, pero medulares, sino simple y llanamente de la 
determinación de la responsabilidad penal.

Y si este panorama de cara al mandato constitucional sobre restableci-
miento del derecho, resulta desolador por decir lo menos, y evidencia que 
en nuestro medio se ha perpetuado la creencia de que el proceso penal se 
justi昀椀ca sólo en cuanto propenda por la imposición de sanciones penales, 
que en realidad en nada contribuyen a la restauración de la armonía indi-
vidual y social quebrantada con la conducta punible, es más dramática 
aun la situación que se entroniza con las nuevas disposiciones de la Ley 
906 de 2004, donde, confundida en la maraña de múltiples disposiciones 
alusivas a las víctimas y sus derechos, lo que en realidad ocurre es que 
se resienten los derechos constitucionales fundamentales que desde 
hace algunos años para acá se sostiene son predicables respecto de las 
víctimas.
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En este sentido, el nuevo sistema que se implementó con la Ley 906 de 2004, 
recurre a toda suerte de disposiciones y previsiones en las cuales se alude 
a los derechos de la víctima y a su intervención en el nuevo proceso penal, 
destacándose que si bien se le considera como “interviniente” dentro de la 
actuación, término al cual se alude claramente en el artículo 250-7 consti-
tucional, según la reforma del Acto Legislativo 03 de 2002, en realidad tal 
calidad al ser analizada dentro del proceso penal sólo corresponde a una 
formulación más material que sustancial, pues en la nueva normatividad 
la víctima no tiene ya la calidad de sujeto procesal, ni puede realizar actua-
ciones de parte –aunque más de una vez se le reconoce tal calidad–, puesto 
que, a guisa de ejemplo, no se le permite solicitar pruebas, ni participar en 
los interrogatorios, ni, como regla general, interponer recursos.

De esta suerte, en el nuevo proceso penal no sólo desaparece la víctima 
como sujeto procesal pues no obstante sus derechos constitucionales 
fundamentales a la verdad, justicia y reparación66, ya no le es posible 
constituirse en parte civil, quedando limitada su intervención en el 
proceso, pero habiendo en realidad perdido importantes posibilidades 
para ejercitar sus derechos. 

No obstante esta situación, resulta apenas obvio preguntarse si en el 
nuevo procedimiento penal, por encima del presuntamente constitu-
cional tratamiento que se dispensa a las víctimas, hay lugar en realidad 
a declarar responsabilidad civil o si, por el contrario, el proceso penal 
quedó única y exclusivamente reservado a procurar la declaratoria de 
una responsabilidad penal, propósito que al parecer se ha venido alcan-
zando pero respecto de una clase de criminalidad que no es la de mayor 
gravedad, ni es la que socava los cimientos de nuestra sociedad ni es 
tampoco la criminalidad real. 

En este sentido, el artículo 102 de la Ley 906 de 2004 dispone que “emitido el 
sentido del fallo que declara la responsabilidad penal del acusado”, el fallador 
abrirá inmediatamente el incidente de reparación integral de los daños, a 

66 BERNAL CUÉLLAR, Jaime y MONTEALEGRE LYNETT, Jaime. El proceso penal. 5 ed. T. 1. 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2004., p. 352. “La existencia de un derecho fundamental 
a la verdad, a la justicia y a la reparación implica necesariamente la posibilidad de que la víctima y el 
perjudicado puedan participar en el proceso penal”. El num. 7, artículo 250 CN establece que la “ley 
昀椀jará	los	términos	en	que	podrá	intervenir”.	
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condición de que exista en ese sentido una petición previa y expresa de la 
víctima o del 昀椀scal o del Ministerio Público y salvo que la pretensión sea 
exclusivamente económica, pues en tal caso la solicitud solamente la puede 
formular la víctima directa, sus herederos, sucesores o causahabientes.

No nos ocuparemos aquí de una cuestión que de por sí suscita perple-
jidad, por decir lo menos, como es la regulación legal o la esencia y natu-
raleza procedimental de un incidente que es llamado “de reparación 
integral” de los daños, pero que al parecer también admite la posibilidad 
de que lo sea, curiosamente, para ventilar otras cuestiones como podrían 
ser las de verdad y justicia.

Importa para este momento, precisar que si bien es cierto bajo el rigor 
del Código de Procedimiento Penal de 2000 y de los análogos que lo han 
precedido, resulta posible, por lo menos teóricamente, que en la sentencia 
se absuelva penalmente al procesado y se condene civilmente67 a quien 
esté llamado a responder por el daño, sea propio o ajeno, de conformidad 
con la nueva legislación tal posibilidad es absolutamente inadmisible.

En este sentido, claramente establece el artículo 102 de la Ley 906 de 2004 
que la posibilidad de adelantar el incidente de reparación está atada a la 
emisión de un fallo penal condenatorio.

67 TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN. Contrariamente, en auto del 11 de abril de 1983, 
MP. Juan Fernández Carrasquilla (en Revista Nuevo Foro Penal, n.º 28, Bogotá, Temis, 1985, 
pp. 251 y 252), decía que no parece posible ni legítimo que el juez penal absuelva penalmente y 
condene	 civilmente”,	 re昀椀riéndose	 a	que	 cuando	 se	 está	 en	presencia	de	una	causal	de	 exención	de	
responsabilidad o de culpabilidad, debe ser declarada y reconocida, terminando el proceso por vía 
extraordinaria	por	‘sustracción	de	materia	juzgable	y	carencia	de	causa	昀椀nal	(objeto	y	昀椀n)’,	decisión	
que	no	lesiona	(…)	los	intereses	de	una	parte	civil	real	o	virtual,	pues	al	damni昀椀cado	de	todas	maneras	
le queda la vía civil ordinaria, a la que necesariamente habría también que recurrir ante una sentencia 
condenatoria. Por su parte, AGUDELO BETANCUR, Nódier. El trastorno mental transitorio como 
causal de inimputabilidad penal. Vol. i. La Fórmula, Bogotá, 1991., pp. 97 y 98. Ha dicho: (…) los 
artículos	2341	y	2356	del	C.	C.	colombiano,	son	los	artículos	básicos	reguladores	de	la	responsabilidad	
civil extracontractual. Según ellos, la conducta dañosa genera la obligación de reparar; el artículo 
33	(re昀椀riéndose	al	CP	de	1980),	dice	en	su	última	parte	que	en	caso	de	trastorno	mental	transitorio	
del cual quedan perturbaciones mentales no habrá lugar a imposición de medida de seguridad, ‘sin 
perjuicio de la responsabilidad civil a que hubiere lugar’. Mi idea es la siguiente: la ley penal no 
necesitaba hacer el último agregado. Si lo hizo, esto tiene un sentido: el de facultar al juez penal para 
que haga la declaración de responsabilidad civil y condene, no obstante la absolución en relación con la 
responsabilidad penal. En resumen, el juez tiene competencia, la que le da el mismo artículo 33, para 
pronunciarse sobre la responsabilidad civil y más aún cuando hay bienes embargados. 
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De esta consideración se desprende, a su vez, otra conclusión: como la 
sentencia absolutoria tendría efectos patrimoniales, sería por esta razón 
susceptible del recurso de apelación, según los términos del artículo 20 de 
la Ley 906 de 2004. La casación podría proceder respecto de lo resuelto en 
el incidente de reparación, pero esta posibilidad implica de todas maneras 
que haya habido “fallo penal condenatorio”, lo cual plantea un galimatías, 
pues si al parecer la víctima en su condición de “interviniente” puede 
interponer el recurso de casación respecto de la providencia que resolvió 
el incidente de reparación integral (num. 4, artículo 181), esta posibilidad 
tiene como lógico antecedente que el fallo penal haya sido condenatorio, 
pues sólo así pudo darse trámite al incidente de reparación integral.

Pero si lo que acontece es que el fallo penal de primera instancia es absolu-
torio, al igual que el de segunda, sería admisible pensar que como dichas 
decisiones producen efectos patrimoniales, ya que inhiben el adelanta-
miento del incidente de reparación, serían susceptibles del recurso de 
casación por parte de la víctima, pues ésta sería un interviniente con 
un claro interés jurídico en el recurso; recurso que en caso de prosperar 
generaría una situación bastante particular: que luego de resolverse el 
recurso de casación con decisión que tiene los efectos de un fallo penal 
condenatorio, sería posible solicitar e iniciar el trámite del incidente de 
reparación integral, el cual, una vez resuelto con decisión que se incor-
pora a la sentencia68, también sería susceptible del recurso extraordinario 
de casación (num 4, artículo 181, Ley 906 de 2004).

Ahora bien, no obstante que el artículo 250 Superior se re昀椀ere a la obli-
gación que tienen los funcionarios judiciales de velar por el restableci-
miento del derecho y que así lo reitera el artículo 22 de la ley últimamente 
citada, el cual tiene la calidad de norma rectora, y pese a ser la reparación 
integral de los perjuicios un mecanismo concreto y e昀椀caz para restablecer 
el derecho perturbado, en la sentencia el juez pierde esta facultad y se le 
sustrae del cumplimiento de tan importante deber, pues, según se dijo, 
sólo podrá pronunciarse sobre el tema en un trámite adicional que de 
manera alguna puede adelantar o昀椀ciosamente.

68	 LEY	906	DE	2004,	artículo	105.	“En	la	misma	audiencia	el	juez	adoptará	la	decisión	que	ponga	昀椀n	al	
incidente, la cual se incorporará a la sentencia de responsabilidad penal”.
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Con todo, no está de más recordar que “las normas rectoras son obli-
gatorias y prevalecen sobre cualquier otra disposición” del Código de 
Procedimiento Penal (artículo 26 Ley 906 de 2004). A pesar de las ante-
riores observaciones y de lo que se ha expuesto desde el inicio en cuanto 
a la independencia de la responsabilidad civil respecto de la responsabi-
lidad penal, el artículo 102 del nuevo CPP da la idea de que para que se 
estructure la responsabilidad civil el único presupuesto es que se decrete 
la responsabilidad penal69, pues, bien miradas las cosas, el incidente de 
reparación integral a que se re昀椀ere el capítulo iv del título ii del CPP de 
2004 da más la representación de que es una actuación o trámite donde 
no se busca analizar ni probar la existencia de una responsabilidad civil 
extracontractual, sea objetiva o subjetiva, directa o indirecta, sino simple 
y llanamente cuanti昀椀car unos perjuicios, con lo cual es ineludible pregun-
tarse: ¿cuál es entonces el momento para discutir, probar y analizar si se 
reúnen o no los extremos de la responsabilidad civil?

En principio, y partiendo de la base de que dentro del trámite del proceso 
y de sus audiencias no se ejercita ya la acción civil y que en consecuencia 
el juez en el fallo no tendría por qué referirse a unas pretensiones civiles, 
que entre otras cosas no han sido formuladas porque no hay demanda 
de parte civil en ese sentido o en cualquier otro, habrá que a昀椀rmar, en 
sana lógica y no obstante lo inconstitucional que puede resultar un trata-
miento tal, que en el proceso penal ya no se discute ni hace parte de su 
objeto de昀椀nir una responsabilidad civil, ni para el penalmente respon-
sable ni para quien de acuerdo con la ley está llamado a indemnizar.

Siendo así, el juez no tendrá por qué pronunciarse en el fallo sobre la respon-
sabilidad, siendo cuestión por entero diferente que el fallo penal condena-
torio, el cual será propiamente de contenidos y efectos penales, se constituye 
en condición sine qua non para poder adelantar el incidente de reparación.

69 Posición similar a la de Agudelo Betancur. Ob. Cit., p. 100. Para quien “existe un principio general 
que hace depender la condena civil, por el juez penal, de la condena por el hecho punible”. Posición 
que no compartimos según se ha expuesto, dado que la determinación de la responsabilidad civil en 
manera alguna puede depender de la declaratoria de la responsabilidad penal, pues en realidad está 
condicionada a la existencia de una conducta, de un daño y de un nexo de causalidad entre uno y otro.
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Sin embargo, este intento de dilucidar el tema del momento en el que se 
resuelve la responsabilidad civil, tampoco es que aparezca muy claro al 
interior del incidente de reparación, particularmente porque las normas 
que lo regulan, como se dijo, no dan la idea de que allí con el rigor que 
se actuaría ante un juez civil, se discuta, pruebe y concluya si en realidad 
existía o no responsabilidad civil.

En efecto, las pretensiones, que pueden ser patrimoniales y, al parecer, 
también de otro tipo, como serían las de verdad y justicia, se presentan 
oralmente al iniciarse la audiencia. Pero dice el artículo 103 que ello lo 
hace el “incidentante” y “en contra del declarado penalmente respon-
sable”. El juez analiza la pretensión y puede rechazarla si considera que 
quien la promueve no es víctima, de manera que una de昀椀nición que en 
general sólo puede hacerse en la sentencia luego de surtirse el trámite 
probatorio pertinente, como lo es la de de昀椀nir si el demandante es o no 
perjudicado, en este caso se permite que sea resuelta de plano por el juez 
y desligada de toda valoración probatoria.

Ahora bien, si se admite la pretensión, “el juez la pone en conocimiento 
del declarado penalmente responsable” (inc. 3 artículo 103), ofrece la posi-
bilidad de conciliación y si no se logra, “el declarado penalmente respon-
sable” –lo dice el inciso 3 del artículo 103– “debe ofrecer sus propios 
medios de prueba”.

Como se advertirá, estas disposiciones aluden concretamente a la posi-
bilidad que tiene la víctima de elevar pretensiones en contra del “decla-
rado penalmente responsable” y de la facultad que tiene éste, a su vez, 
de ofrecer sus propios medios de prueba; con lo que sugiere la ley que el 
debate probatorio sobre la responsabilidad civil del penalmente respon-
sable no se adelanta en las audiencias del proceso, ni en el juicio oral previo 
al fallo, sino en un incidente, donde, en esencia, toda la discusión que de 
ordinario se adelantaba a lo largo de un proceso declarativo, queda redu-
cida al trámite de una audiencia oral (artículo 104), en la que se practican las 
pruebas que cada parte ofrece y se oye el fundamento de sus pretensiones.
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Y se establece también que si el “declarado penalmente responsable” 
injusti昀椀cadamente no comparece, se resuelve con base en la prueba apor-
tada por los presentes, disposición que puede ser violatoria al derecho 
de defensa, pues si no existe en este trámite incidental una demanda, no 
habrá tampoco noti昀椀cación personal de una decisión admisoria de una 
demanda –evento que tradicionalmente permite que se trabe la relación 
jurídica procesal–, por lo que no se entiende, ni menos se justi昀椀ca, cómo 
puede resultar posible que bajo bases tan precarias se condene civilmente 
a una persona, imponiéndosele la carga de indemnizar los perjuicios 
ocasionados con la conducta.

Esta situación debe invitar a re昀氀exionar acerca del tratamiento que el 
legislador terminó dando al tema de los derechos de las víctimas y al 
restablecimiento del derecho. 

En este sentido, es de notar que la nueva legislación, al igual que el Código 
de Procedimiento Penal de 2000, habló del tercero civilmente responsable 
y entendió que es “la persona que según la ley civil debe responder por el 
daño causado por la conducta del procesado” (artículo 107).

Sin embargo y aunque en el literal c del artículo 11 se establece que la 
víctima tiene derecho a obtener “una pronta e integral reparación de los 
daños sufridos a cargo del autor o partícipe del injusto o de los terceros 
llamados a responder en los términos de este código”, el nuevo código por 
parte alguna determina o sugiere bajo cuáles términos debe responder el 
civilmente responsable.

Así, es claro, de una parte, que la participación del tercero no está contem-
plada ni permitida dentro de las audiencias previas al fallo, lo que haría 
inconcebible que a pesar de ello se le pueda hacer comparecer al trámite 
del incidente de reparación integral, lo que constituye un exabrupto monu-
mental, si es que cabe tal expresión, pues siendo que las pretensiones que 
se formulan en el incidente se elevan directamente en contra del “declarado 
penalmente responsable” –como expresamente lo dispone el artículo 103–, 
al tercero civilmente responsable se le puede hacer comparecer al incidente 
a solicitud de la víctima, del condenado o su defensor (artículo 103).
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Si en el curso del proceso no se discutió la responsabilidad civil del tercero 
civilmente responsable, como que ni siquiera se discutió la responsabi-
lidad civil del imputado o acusado, amén de que no está previsto que 
pueda intervenir en el proceso, constituiría una violación de su derecho 
de defensa que le pueda “citar” la víctima, sin que a ésta se le exija que 
formule pretensiones en contra del tercero; o que a manera de un llama-
miento en garantía o de una denuncia del pleito, se le haga citar por el 
condenado, eventos estos en los que, en todo caso, no previó la ley la posi-
bilidad de que el citado solicite o acompañe pruebas y se pronuncie sobre 
las pretensiones, pues lo que dice el nuevo código es que la posibilidad de 
ofrecer medios de prueba y de oír el fundamento de sus pretensiones sólo 
se le otorga al “declarado penalmente responsable” (inc. 3 artículo 103).

Resulta entonces que de conformidad con las particulares disposiciones 
del nuevo Código de Procedimiento Penal en cuanto al trámite del inci-
dente de reparación integral, al tercero civilmente responsable podría 
deferírsele responsabilidad o ser condenado por el daño que causó la 
conducta del declarado penalmente responsable, sin haberle dado la posi-
bilidad de defenderse, de haber sido oído y vencido en juicio, con lo cual 
se entronizaría en el sistema jurídico colombiano una clase de responsa-
bilidad que incluso iría más allá que la responsabilidad objetiva, como lo 
sería la responsabilidad de los que no tienen derecho a defenderse.

Más lógico resulta el tratamiento que el artículo 108 dispensa al asegu-
rador, así ello constituya un retroceso enorme y un desperdicio del 
esfuerzo que signi昀椀có consagrar en su momento en la ley la posibilidad 
de hacer comparecer al proceso a las compañías de seguros e incluso 
de condenarlas civilmente, ya que aquí el legislador dispuso que a esta 
clase de personas jurídicas solamente se les puede hacer concurrir al 
proceso para efectos de buscar con ellas una conciliación, de manera 
que la posibilidad de que en el proceso penal se les vincule con el deber 
de reparar los daños, dependerá exclusivamente de que la aseguradora 
voluntariamente así lo acepte, lo cual denota entonces que se trata de una 
disposición legal completamente carente de signi昀椀cado, pues elimina 
la posibilidad de cualquier medida coercitiva que pudiera obligar a la 
compañía de seguros a pagar el siniestro asegurado.
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Se tiene, en suma, que aunque en el Código de Procedimiento Penal de 
2000, la víctima cuenta con múltiples mecanismos reales para hacer valer 
sus derechos, en todo caso la de昀椀nición de una responsabilidad civil 
parte del supuesto de que el condenado tuvo oportunidad de defenderse 
de la imputación civil.

Pero en el esquema del nuevo sistema procesal penal, la sensación que 
queda del estudio de su articulado es que, por encima de los derechos 
constitucionales de las víctimas, prima el interés de rendir culto a las 
características de un foráneo sistema acusatorio puro que no es el que 
en de昀椀nitiva se implementó en Colombia, y que, para disfrazar esta 
realidad, se recurre a violentar Derechos Fundamentales, por cuya vía 
se desnaturaliza aún más la responsabilidad civil que puede decretarse 
en el proceso penal, pues ya no dependerá ésta de que se haya declarado 
una responsabilidad penal, como ha venido aconteciendo en el modelo 
del Código de Procedimiento Penal de 2000, equivocado en todo caso, 
sino, simple y llanamente, de que quien deba responder civilmente haya 
sido citado a comparecer a un trámite puramente incidental.

2.10.1 Las víctimas en el sistema penal acusatorio de la Ley 
906 de 2004

a) El sistema penal acusatorio introducido mediante el 
Acto Legislativo 03 de 2002 

Muchas de las disposiciones de la Ley 906 de 2004 en relación con las 
víctimas y sus derechos, no pasan de ser formulaciones con las que se 
pretende dar la apariencia de que el legislador fue respetuoso de los 
mandatos constitucionales y de la jurisprudencia constitucional que 
desde hace varios años ha venido haciendo énfasis en la importancia y 
supremacía de los derechos de las víctimas.

Por eso las disposiciones del nuevo estatuto procedimental penal, deben 
ser interpretadas desde una óptica constitucional, la cual permite conocer 
que por encima de las previsiones de ley, están las garantías constitucio-
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nales que forzosamente deben respetarse a efectos de no hacer nugatorios 
en la práctica, los derechos fundamentales de las víctimas.

Bajo el mismo entendimiento, se traen a colación innumerables citas y 
transcripciones de decisiones de la Corte Constitucional, con las cuales 
se hace claridad en cuanto a los derechos de las víctimas y al marco cons-
titucional en que se apoya su protección. Sin embargo, obligado es desta-
carlo, en varias de esas decisiones del Alto Tribunal, desafortunadamente 
se desconocen lo que han sido sus propias posturas, haciendo que para 
el intérprete, para el operador judicial y para todo aquél que se relacione 
con el nuevo sistema procesal, resulte difícil intentar de昀椀nir al 昀椀n en qué 
quedan los derechos de las víctimas.

La sentencia C- 209 de 2007 corresponde, a uno de esos eventos en los 
cuales la Corte Constitucional desconoce lo que han sido sus decisiones 
anteriores y deja por dicha vía múltiples incógnitas y cuestionamientos 
acerca del alcance real de los derechos de las víctimas. 

Por estas y otras razones es oportuno transcribir algunos apartes de la 
sentencia C-209 de 2007, donde claramente se hacen a昀椀rmaciones que 
comportan el claro reconocimiento de los derechos de las víctimas, al 
paso que en otras se precisan las características de un sistema impor-
tado, lo cual plantea restricciones para el ejercicio real de los derechos 
de las víctimas. Nada fácil resulta hoy de昀椀nir el verdadero status de las 
víctimas, pues incluso la Corte Constitucional re昀椀ere que no tiene la 
calidad de parte y la cali昀椀ca de interviniente especial, concepto que inexiste 
en la teoría del proceso, que no tiene su génesis en el artículo 250 de la 
Carta, que tampoco aparece especí昀椀camente relacionado como tal en la 
Ley 906 de 2004 y que de ninguna manera se compadece con el verdadero 
protagonismo que debería tener la víctima al interior del sistema proce-
dimental penal que hoy rige en Colombia.

Sostiene la Corte Constitucional respecto del sistema procedimental 
introducido por el Acto Legislativo 03 de 2002 y el título de interviniente 
especial para la víctima que allí se de昀椀nieron los rasgos estructurales y 
las características esenciales del nuevo sistema de tendencia acusatoria, 
identi昀椀cando las funciones que habrá de cumplir el Fiscal, lo mismo que 
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el lugar que le corresponderá ocupar a la víctima en su nueva calidad de 
interviniente especial, aclarando que el nuevo sistema corresponde a un 
diseño original de parte del constituyente para la realidad colombiana, 
por manera que no importó o trasladó de manera automática, sistemas 
que existieran previamente en otras latitudes, no obstante obedecer a una 
昀椀losofía acusatoria. 

Así lo anterior, la Corte considera importante recordar cuál es el rol que 
en el nuevo sistema se le asigna a la Fiscalía General de la Nación en rela-
ción con las víctimas, lo mismo que precisar qué facultades se le reser-
varon a éstas.

En este sentido, precisa la Corporación que la forma como dentro del 
nuevo sistema puede actuar la víctima del delito, depende de varios 
factores, a saber:

(i) del papel asignado a otros participantes, en particular al Fiscal;
(ii) del rol que le reconoce la propia Constitución a la víctima;
(iii) del lugar donde se ha previsto su participación;
(iv) de las características de cada una de las etapas del proceso penal; 
y del impacto que esa participación tenga tanto para los derechos 
de la víctima como para la estructura y formas propias del sistema 
penal acusatorio. 

(iii) (iv) (v) 

Aunque es indiscutible que la titularidad de la acción penal le 
corresponde a la Fiscalía, lo cual implica representar los intereses del 
Estado al igual que los de las víctimas, no por ello puede sostenerse 
que en el nuevo sistema la víctima carece de posibilidades de partici-
pación (artículos 1 y 2 CP), le es posible actuar, sin que ello implique 
desplazar o sustituir al Fiscal. 

Y sostiene la Corte que “Según el propio artículo 250, numeral 7, de la Carta, 
la víctima actúa como interviniente especial”.
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Respecto de esta a昀椀rmación, vale la pena resaltar que si bien es cierto en el 
numeral 7º del artículo 250 de la Constitución Política se alude al término 
interviniente, también lo es que allí en ninguna parte se le asigna a la 
víctima la calidad de interviniente especial, pues lo que hace la disposi-
ción es algo sustancialmente diferente como lo es referir que “la ley de昀椀-
nirá los términos en que podrá intervenir la víctima, de una parte, y de 
otra, destaca que a la Fiscalía General de la Nación le corresponde velar 
por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás inter-
vinientes”, siendo evidente que interviniente es quien interviene, calidad 
que la tienen todos y cada uno de los que de una u otra forma participan 
en el proceso penal. Por lo demás, la propia Ley 906 de 2004 en varias 
ocasiones utiliza los términos parte e interviniente de forma aleatoria. 

En la sentencia C-873 de 2003,70 en lo que tiene que ver con las víctimas, 
la Corte Constitucional resaltó respecto de las funciones del Fiscal, 
que el Acto Legislativo 03 de 2002 modi昀椀có de manera considerable las 
funciones propias de la Fiscalía. (…) el Acto Legislativo que se estudia supone 
una	modi昀椀cación	considerable	en	la	enunciación	de	las	funciones	propias	de	la	
Fiscalía General de la Nación (…)

Así, ya no le compete adoptar medidas cautelares personales para 
asegurar la comparecencia al proceso de los presuntos infractores de la 
ley penal, pues ahora debe solicitarle al juez de control de garantías que 
adopte esas cautelas, no sólo para asegurar la comparecencia, sino para 
garantizar la conservación de las pruebas, lo mismo que para proteger a 
la comunidad, particularmente a las víctimas. Es decir el constituyente 
trasladó una facultad a un funcionario judicial diferente, el cual, además, 
debe ser diferente al juez de conocimiento.

(…)

Indica también la Corte Constitucional que en el numeral 6º del artículo 
250, por virtud de su reforma, aparece otra importante modi昀椀cación, 
puesto que corresponde al juez de conocimiento de cada proceso adoptar las 

70 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-873 de 2003, MP. Manuel José Cepeda Espinosa, con 
salvamento de voto del Magistrado Jaime Araújo Rentaría. Salvamento y aclaración de voto de los 
Magistrados Alfredo Beltrán Sierra y Álvaro Tafur Galvis. 
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medidas judiciales necesarias para asistir a las víctimas del delito, 
disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los 
afectados, a solicitud de la Fiscalía, al paso que en el texto original era a 
la Fiscalía a quien correspondía adoptar, de manera directa, “las medidas 
necesarias para hacer efectivos el restablecimiento del derecho y la indemnización 
de los perjuicios ocasionados por el delito”.

Aunque el numeral 7 del artículo 250 Superior también fue materia de 
modi昀椀cación, en todo caso mantuvo en cabeza de la Fiscalía la función 
de velar por la protección de las víctimas, los testigos y las demás 
personas que intervienen en el proceso penal, agregando a los jurados 
como sujetos de protección, aspecto éste sobre el cual dice la Corte que 
Debe ser el Congreso quien precise cuál es la diferencia entre esta atribución de la 
Fiscalía,	y	la	que	consagra	el	numeral	6	del	mismo	artículo	reformado,	según	se	
reseñó en el literal precedente.

Y dijo también la Corte en la decisión que se comenta, que es al legis-
lador a quien corresponde 昀椀jar los términos según los cuales las víctimas 
podrán intervenir en el proceso, lo mismo que diseñar los mecanismos 
de Justicia Restaurativa. “De tal manera que, tempranamente la Corte subrayó 
que el artículo 250 (7) de la Constitución no supedita a las víctimas a recibir la 
protección del Fiscal, exclusivamente, sino que reconoce que ellas pueden inter-
venir en el proceso penal y confía al legislador desarrollar dicha posibilidad”.

En este recuento jurisprudencial que efectuó la propia Corte Constitucional, 
señala que en la sentencia C-591 de 2005,71 se analizó la forma como tales 
cambios constitucionales se proyectaron en la ley procesal penal.

En efecto, se diseñó desde la Constitución un sistema procesal penal con tendencia 
acusatoria,	desarrollado	por	la	Ley	906	de	2004,	con	acento	en	la	garantía	de	los	
derechos fundamentales del inculpado, para la de昀椀nición de la verdad y la 
realización efectiva de la justicia, teniendo presentes los derechos de 
las víctimas (…).

71 Ibíd. Sentencia C-591 de 2005, MP. Clara Inés Vargas Hernández. Salvamento parcial del magistrado 
Alfredo Beltrán Sierra.
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Además, cabe recordar, que el nuevo diseño no corresponde a un típico 
proceso adversarial 72 entre dos partes procesales que se reputa se encuen-
tran en igualdad de condiciones; por un lado, un ente acusador, quien pretende 
demostrar en juicio la solidez probatoria de unos cargos criminales, y por el otro, 
un acusado, quien busca demostrar su inocencia; ya que, por una parte, el juez 
no es un mero árbitro del proceso; y por otra, intervienen activamente en 
el curso del mismo el Ministerio Público y la víctima. Cabe recordar, que 
en desarrollo de la investigación las partes no tienen las mismas potestades, y la 
misión que corresponde desempeñar al juez, bien sea de control de garantías o de 
conocimiento, va más allá de la de ser un mero árbitro regulador de las formas 
procesales, sino en buscar la aplicación de una justicia material, y sobre todo, en 
ser un guardián del respeto de los derechos fundamentales del indi-
ciado o sindicado, así como de aquellos de la víctima, en especial, de 
los derechos de ésta a conocer la verdad sobre lo ocurrido, a acceder a 
la justicia y a obtener una reparación integral, de conformidad con la 
Constitución y con los tratados internacionales que hacen parte del 
bloque de constitucionalidad (…) (negrillas fuera de texto).

Y en tal oportunidad, agregó la Corporación que en lo que dice rela-
ción con las partes e intervinientes en el proceso, se prohijó el principio 
“nemo iudex sine actore”, según el cual hay una marcada separación en 
las funciones del órgano que acusa y de aquél al que le corresponde el 
juzgamiento.
 
(…)

En tal sistema –dice la Corte- la víctima tiene derecho a conocer la verdad, 
a que se haga justicia, a obtener una reparación de los perjuicios que se le 
in昀椀rieron, a que se emitan decisiones judiciales para su protección, todo 
lo cual no enerva la posibilidad de que acuda, si lo desea, ante la juris-
dicción civil ordinaria para perseguir allí una decisión que comporte la 
reparación de los perjuicios, por manera que, entonces, el hecho de que la 

72	 Ibíd.	De	 particular	 importancia	 resulta	 esta	 a昀椀rmación,	 pues	mientras	 en	 esta	 decisión,	 la	 Corte	
a昀椀rma	que	el	nuevo	modelo	procedimental	penal	no	corresponde	a	un	típico	sistema	adversarial,	en	
su	sentencia	C-209	de	2004	a昀椀rma	lo	contrario,	y	gracias	a	tal	conclusión,	le	resulta	posible	sostener	
que en la etapa del juicio, la víctima, en respeto al principio de igualdad de armas, no puede participar 
directamente en los interrogatorios ni presentar objeciones, pues tales facultades están reservadas- 
como sería propio de un sistema adversarial-, para el acusador y para el acusado.
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víctima tenga la posibilidad de intervenir en el proceso penal, se consti-
tuye en otra de las características de este sistema de tendencia acusatoria.

Así mismo, en cuanto al ejercicio de la acción penal, se consagra como regla 
general el principio de legalidad, imponiéndose a la Fiscalía la obligación de 
ejercitar la acción penal, investigando los hechos que lleguen a su cono-
cimiento cuando éstos puedan constituir un delito, por manera que el 
Estado realiza su pretensión penal sin que entre en juego la voluntad del 
ofendido, excepto los casos de delitos que exijan querella, interviniendo 
en la investigación de todos los hechos presuntamente punibles de que 
tenga conocimiento.

5.2. En relación con el papel que cumple el Fiscal frente a las víctimas 
dentro de este proceso penal, el artículo 250 de la Carta, tal como fue 
reformado por el Acto Legislativo 03 de 2002, consagra lo siguiente: 

Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejer-
cicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las 
características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, 
petición	 especial,	 querella	 o	 de	 o昀椀cio,	 siempre	 y	 cuando	 medien	 su昀椀cientes	
motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo. 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución 
penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de 
oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del Estado, el cual 
estará sometido al control de legalidad por parte del juez que ejerza las funciones 
de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio.

En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá:
(…)
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesa-
rias para la asistencia a las víctimas, lo mismo que disponer el restableci-
miento del derecho y la reparación integral a los afectados con el delito.
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás inter-
vinientes en el proceso penal, la ley 昀椀jará los términos en que podrán intervenir 
las víctimas en el proceso penal y los mecanismos de Justicia Restaurativa.
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Según la Corte, partiendo de este texto constitucional es posible a昀椀rmar 
que dentro de las funciones asignadas al Fiscal, algunas tienen qué ver con 
la asistencia y protección de las víctimas, pudiéndolas ejercer al “solicitar 
ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia 
de las víctimas”, lo mismo que velar por su protección, correspondiéndole 
también asegurarle a la víctima el goce de sus derechos al disponer “el 
restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados con el delito”.

Merece especial mención la referencia que hace la Corte al numeral 7º del 
artículo 250 Superior, donde se esbozan los rasgos básicos del papel que 
cumplen las víctimas dentro del nuevo sistema.

En este sentido, se destaca, en primer lugar, la consideración según la cual 
las víctimas tienen el carácter de interviniente, apreciación que se despren-
dería del texto constitucional al decir que “la ley 昀椀jará los términos en 
que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal.” Y se agrega:

En segundo lugar, la facultad de intervención que tienen las víctimas se 
ejerce de manera autónoma de las funciones del Fiscal. Si bien el Acto 
Legislativo 03 de 2002 radicó en cabeza del Fiscal la función de acusar, no 
supedita la intervención de la víctima a la actuación del Fiscal. En tercer 
lugar, el legislador en ejercicio del margen de con昀椀guración que le reco-
noce la Carta, deberá determinar la forma como las víctimas harán ejer-
cicio de ese derecho a “intervenir” en el proceso penal. En cuarto lugar, la 
intervención de las víctimas di昀椀ere de la de cualquier otro interviniente, 
en la medida en que éstas pueden actuar, no solo en una etapa, sino “en 
el proceso penal’. 

Pone de presente la Corporación que la reforma constitucional al artí-
culo 250 no reguló un límite en la participación de las víctimas dentro 
alguna de las etapas del proceso, pudiendo hacerlo dentro de todo él, 
pero a condición de que su intervención no sea contraria a la estructura 
del nuevo sistema acusatorio y a la lógica que lo gobierna, siendo indiscu-
tible, en todo caso, que la condición de las víctimas no es la de un sujeto 
pasivo de protección por parte de la Fiscalía, sino la de un interviniente 
activo, quien tiene legitimación y amparo constitucional para hacer valer 
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sus derechos dentro del proceso penal instaurado por medio del Acto 
Legislativo 03 de 2002.

De esta suerte, se sigue que la víctima es una 昀椀gura especial cuya inter-
vención se encuentra garantizada en todas las etapas del proceso, sin que 
su participación para hacer valer sus derechos a reparación, verdad y 
justicia esté circunscrita al incidente de reparación integral, pues de ser 
así, ello implicaría un desconocimiento del artículo 250-7 y comportaría 
una signi昀椀cativa restricción de sus derechos, como que se le estaría limi-
tando únicamente a propender por una indemnización.

Ahora bien. Partiendo de la de昀椀nición y caracterización de las distintas 
etapas del proceso, esto es, investigación, imputación, acusación y juzga-
miento, estima la Corte que ello tiene incidencia en la forma en que puede 
participar la víctima para asegurar el goce de sus derechos a reparación, 
verdad y justicia. Así, pues, como el constituyente sólo caracterizó la etapa 
del juicio, enfatizando en su carácter adversarial73, no obstante que no se 
haya seguido un modelo puro en este sentido, se sigue de tal consideración 
que ello necesariamente ha de tener incidencia en la forma en que puede 
actuar la víctima en dicha etapa, a efectos de no desquiciar el sistema.

La de昀椀nición y caracterización de las distintas etapas del proceso penal 
(investigación, imputación, acusación y juzgamiento) también tiene inci-
dencia en la forma como la víctima puede participar dentro del proceso 
para asegurar el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la repara-
ción. Resalta la Corte que sólo respecto de la etapa del juicio, el constitu-
yente precisó sus características, enfatizando su carácter adversarial, así 
no haya seguido un modelo puro en este aspecto. Este hecho, tiene inci-
dencia en la forma como pueden actuar las víctimas durante esta etapa. 
Como quiera que este carácter adversarial supone la confrontación entre 
el acusado y el acusador, la posibilidad de actuación directa y separada de 

73 CONSTITUCIÓN NACIONAL, artículo 250. De su lectura y de su atento estudio, no 
es posible a昀椀rmar que el constituyente enfatizó o previó como característica del nuevo 
sistema procedimental penal, que éste sería de carácter adversarial. Incluso, revisados los 
antecedentes que llevaron a la construcción del Acto Legislativo 03 de 2002, no se encuentra 
que el constituyente derivado haya empleado el término adversarial, adversativo o cualquier 
otro similar para caracterizar o describir el nuevo sistema procedimental penal. Gacetas 
del Congreso: 148/2002, 157/2002, 174/2002, 210/2002, 210/2002, 232/2002, 244/2002, 258/2002, 
401/2002, 432/2002, 467/2002, 531/2002, 553/2002, 590/2002 y 31/2003.



UNIDAD 2

104

las víctimas, al margen del 昀椀scal, se encuentra restringida por el propio 
texto constitucional que de昀椀nió los rasgos del juicio. 

Partiendo del presupuesto según el cual, un sistema adversarial supone 
la confrontación entre el acusador y el acusado, sería el propio texto cons-
titucional el que de昀椀nió la imposibilidad de que en el juicio la víctima 
actúe con independencia del Fiscal. No obstante, su intervención está 
garantizada y es más amplia que la existente en sistemas acusatorios 
tradicionales, donde incluso se le llega a asignar a la víctima únicamente 
un papel testimonial, correspondiéndole perseguir por fuera del proceso 
penal74, la satisfacción de su derecho a una reparación.

No obstante, esta posición tradicional ha ido variando, hasta otorgarle 
incluso el derecho a impulsar sin excluir ni sustituir al Fiscal75, la investiga-
ción criminal y el proceso penal, y permitiendo su intervención en algunas 
etapas previas y posteriores al juicio76. En estos sistemas se le reconoce a las 

74 PRADEL, Jean. Droit Pénal Comparé. Dalloz, Paris, 1995., pp. 490 y 534. En Inglaterra, aun 
cuando en un principio la víctima era considerada tan sólo como un testigo entre otros, sin derechos 
dentro del proceso penal y sin la posibilidad de solicitar una reparación económica ante el juez penal 
competente,	esta	regla	ha	ido	cambiando	con	el	tiempo,	a	昀椀n	de	darle	a	la	víctima	no	sólo	el	derecho	a	
obtener una reparación material, sino también a impedir que haya impunidad, admitiendo, en ciertos 
casos	de昀椀nidos	por	la	ley,	que	ella	impulse	la	investigación	o	apele	la	decisión	del	Crown	Prosecution	
Service de no acusar al sindicado. También DELMAS-MARTY, Mireille. Procédures pénales d’Europe. 
Presses Universitaires de France, 1995., p. 133). En los Estados Unidos, la víctima había sido excluida 
tradicionalmente	del	proceso	penal.	En	1996	se	presentó	una	 enmienda	a	 la	Constitución	dirigida	a	
proteger los derechos de la victima, que reconocía, entre otros, los derechos de las víctimas de delitos a 
ser tratada con justicia, respeto y dignidad; a ser informadas oportunamente y a estar en las diligencias 
donde el acusado tenga el derecho a estar presente; a ser escuchadas en toda diligencia relativa a la 
detención y liberación del acusado, a la negociación de la condena, a la sentencia y libertad condicional; a 
que se adopten medidas razonables de protección a su favor durante el juicio y posteriormente, cuando la 
liberación o fuga del condenado pueda poner en peligro su seguridad; a un juicio rápido y una resolución 
de昀椀nitiva	del	caso	sin	dilaciones	indebidas;	a	recibir	una	pronta	e	integral	reparación	del	condenado;	a	
que	no	se	difunda	información	con昀椀dencial.	Si	bien	esta	enmienda	no	fue	adoptada,	en	el	año	2004,	el	
Congreso de los Estados Unidos adoptó el Crime Victims’ Rights Act, que recogió tales derechos (Ver 
Butler, Russell P. What Practitioners and Judges Need to Know Regarding Crime Victims’ Participatory 
Rights	in	Federal	Sentencing	Proceedings.	In:	19	Federal	Sentencing	Reporter	21,	octubre	de	2006.	Jon	
Kyl, Steven J. Twist y Stephen Higgins. Crime Victim Law: Theory And Practice: Symposium Article: 
On	The	Wings	Of	Their	Angels:	The	Sco琀琀	Campbell,	Stephanie	Roper,	Wendy	Preston,	Louarna	Gillis,	
And	Nila	Lynn	Crime	Victims’	Rights.	Act,	9.	Lewis	&	Clark,	Law	Review,	581.

75 En algunos sistemas, cabe la acción penal privada cuando el Fiscal no ejerce la acción penal pública.
76 Por ejemplo: CASSELL, Paul G. Recognizing Victims in the Federal Rules of Criminal Procedure: 

Proposed Amendments in Light of the Crime Victims’ Rights Act. 2005 Brigham Young University Law 
Review Brigham Young University Law Review, p. 835; STAHN, Carsten. Participation of Victims 
in Pre-Trial Proceedings of the ICC. In: Journal of International Criminal Justice, Oxford University 
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víctimas, por ejemplo, el derecho a aportar pruebas dentro del proceso, el 
derecho a ser oídas dentro del juicio y a ser noti昀椀cadas de actuaciones que 
puedan afectarlas, el derecho a que se adopte una resolución 昀椀nal dentro 
de un término prudencial, el derecho a que se proteja su seguridad, el 
derecho a una indemnización y a conocer la verdad de lo sucedido77. 

Partiendo de esta realidad, la Corte Constitucional se cuestiona si siendo 
que el sistema acusatorio adoptado en Colombia tiene sus propias especi-
昀椀cidades, puede la víctima ostentar la calidad de parte o si su condición 
únicamente puede ser la de un interviniente especial, pues, entre otras 
consideraciones, de reconocérsele a la víctima la calidad de parte o de 
sujeto procesal, de permitírsele que presentara una acusación indepen-
diente o adicional a la del Fiscal, se resentiría el carácter adversarial del 
sistema, el cual se caracteriza por la igualdad de armas.

No ocurre igual en otras etapas del proceso, pues respecto de ellas el consti-
tuyente no de昀椀nió sus características, delegando en el legislador la facultad 
de con昀椀gurar esas etapas, de donde se sigue que los	elementos	de昀椀nitorios	de	
la participación de la víctima como interviniente especial en las diferentes etapas del 
proceso penal depende de la etapa de que se trate, y en esa medida, la posibilidad de 
intervención directa es mayor en las etapas previas o posteriores al juicio, y menor 
en la etapa del juicio.Por otra parte, el constituyente no 昀椀jó las características 
de las demás etapas del proceso penal, y por lo tanto delegó en el legislador 
la facultad de con昀椀gurar esas etapas procesales. 

Press,	 abril	 2006;	BOYLE,	David.	The	Rights	 of	Victim:	Participation,	Representation,	Protection,	
Reparation.	In:	Journal	of	International	Criminal	Justice,	Oxford	University	Press,	abril	2006;	SIMON	
N. Verdun, JONES, J.S.D., and ADAMIRA A., y TIJERINO, M.A. Victim Participation In The 
Plea	Negotiation	Process	in	Canadá,	que	describen	cómo	se	han	introducido	modi昀椀caciones	al	sistema	
acusatorio tradicional para permitir que las víctimas sean escuchadas en la etapa prejudicial al adoptar 
una decisión sobre la liberación del procesado, en la negociación de penas, y también una vez declarada 
la	culpabilidad,	en	la	etapa	post	judicial	al	momento	de	de昀椀nir	la	condena.	

77 DELMAS-MARTY. Ob. Cit., pp.	77-78,	86-87,	97,	133,	144,	149,	161,	181,	231,	235,	237,	243,	246,	
251, 294. 
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2.11 LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS 
DEL DELITO EN LA JURISPRUDENCIA 
CONSTITUCIONAL

Según se ha dicho, la reconceptualización de la víctima ha sido posible 
no sólo por el hecho de haber sido constitucionalizada a partir de la Carta 
de 1991, sino porque la Corte Constitucional se ha encargado, por medio 
de varias de sus decisiones, de poner de presente su protagonismo y de 
destacar que cuenta con derechos constitucionales, tales como los de 
reparación, verdad y justicia, los que se protegen y ejercitan por medio 
de múltiples disposiciones legales.

De ahí por qué y no obstante las contradicciones que como se ha dicho se 
ponen de presente en varias decisiones de la Corporación, resulte conve-
niente traer a colación otros apartes de sus decisiones sobre lo que ha 
sido la evolución de la jurisprudencia en derredor de los derechos de las 
víctimas de los delitos, resultando en este sentido interesante el recuento 
que se efectúa en el cuerpo de la sentencia C-209 del 21 de marzo de 2007, 
de la cual fue ponente Manuel José Cepeda Espinosa.

Re昀椀ere en esta oportunidad la Corte, que partiendo de la interpretación 
que la Corporación le ha dado a los artículos 1, 2, 15, 21, 93, 229, y 250 de la 
Carta, y teniendo de presente los importantes avances del derecho interna-
cional de los derechos humanos, se ha per昀椀lado una doctrina acerca de la 
amplia protección que la normatividad colombiana dispensa a las víctimas 
de los delitos, precisando, a su vez, cuál es el verdadero alcance de los dere-
chos a verdad, justicia y reparación integral, posición jurisprudencial que 
de manera particular se consolida con la Sentencia C-228 de 200278.

78 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-228 de 2002, MP. Manuel José Cepeda Espinosa y 
Eduardo	Montealegre	Lyne琀琀,	con	aclaración	de	voto	del	Magistrado	Jaime	Araújo	Rentería.	Precisó	
el alcance constitucional de los derechos de las víctimas en el proceso penal y resolvió lo siguiente: 
Primero.- Declarar EXEQUIBLE, en relación con los cargos estudiados, el inciso primero del artículo 
137	de	la	Ley	600	de	2000,	en	el	entendido	de	que	la	parte	civil	tiene	derecho	al	resarcimiento,	a	la	
verdad y a la justicia en los términos de la presente sentencia. Así mismo, declarar EXEQUIBLES, en 
relación	con	los	cargos	estudiados,	los	incisos	segundo	y	tercero	del	artículo	137	de	la	Ley	600	de	2000,	
salvo la expresión “en forma prevalente y desplazar la constituida por las entidades mencionadas”, 
contenida en el inciso segundo, que se declara inexequible. Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el 
artículo	30	de	la	Ley	600	de	2000,	en	relación	con	los	cargos	estudiados,	en	el	entendido	de	que	las	
víctimas o los perjudicados, una vez se hayan constituido en parte civil, pueden acceder directamente 
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Esta decisión, la cual bien puede considerarse como un hito en el procedi-
miento penal colombiano, planteó, entre otros temas, la consideración de 
que, distinto a lo que hasta el momento se sostenía al interior del proceso 
penal ordinario, la víctima no sólo podía concurrir a éste en procura de 
una reparación integral, sino que también le asistían derechos en conocer 
la verdad y a propender porque se realizara justicia en su caso concreto.

El derecho a la verdad implica la posibilidad de conocer lo que sucedió y en buscar 
una coincidencia entre la verdad procesal y la verdad real. Este derecho resulta parti-
cularmente importante frente a graves violaciones de los derechos humanos79.

El derecho a que se haga justicia consiste en el derecho a que no haya impunidad.

Y el derecho a la reparación de los perjuicios se alcanza por medio de una 
compensación económica, que es la forma tradicional como se ha resarcido a la 
víctima de un delito80.

Aun cuando tradicionalmente la garantía de estos tres derechos le 
interesa a la parte civil, es posible que en ciertos casos, ésta sólo esté 
interesada en el establecimiento de la verdad o el logro de la justicia, 
y deje de lado la obtención de una indemnización. Ello puede ocurrir, 
por citar tan sólo un ejemplo, cuando se trata de delitos que atentan 
contra la moralidad pública, el patrimonio público, o los derechos 
colectivos	o	donde	el	daño	material	causado	sea	ín昀椀mo	–	porque,	por	
ejemplo, el daño es difuso o ya se ha restituido el patrimonio público – 
pero no se ha establecido la verdad de los hechos ni se ha determinado 
quién es responsable, caso en el cual las víctimas tienen un interés 

al	expediente.	Tercero.-	Declarar	EXEQUIBLE	el	artículo	47	de	la	Ley	600	de	2000,	en	relación	con	
los cargos estudiados, salvo la expresión “a partir de la resolución de apertura de instrucción” que se 
declara INEXEQUIBLE.

79 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Casos: Velásquez Rodríguez 
(fundamento	166),	sentencia	del	29	de	julio	de	1988;	y	Barrios	Altos	(fundamento	43),	sentencia	
del 14 de marzo de 2001. En ellos, la Corte resalta como contrarios a la Convención Americana, 
aquellos instrumentos legales desarrollados por los Estados parte que le nieguen a las víctimas 
su derecho a la verdad y a la justicia.

80 Casi todos los sistemas jurídicos reconocen el derecho de las víctimas de un delito, a algún tipo de 
reparación económica, en particular cuando se trata de delitos violentos. Esa reparación puede ser 
solicitada bien dentro del mismo proceso penal (principalmente en los sistemas romano germánicos), o 
bien por medio de la jurisdicción civil (generalmente en los sistemas del common law). PRADEL. Ob. 
Cit., pp. 532 y ss.
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real, concreto y directo en que se garanticen sus derechos a la verdad 
y a la justicia por medio del proceso penal. 

No obstante, aclara la Corte, lo anterior no signi昀椀ca que cualquier persona 
alegando interés en la verdad o en la justicia, se pueda constituir en parte 
civil, pues siempre será necesario, así no se reclame reparación, que haya 
existido un daño real y concreto así no tenga contenido patrimonial, pues 
termina siendo éste el que legitima la intervención de las víctimas al inte-
rior del proceso penal. 

Aun cuando esté indemnizado el daño patrimonial, cuando éste 
existe, si tiene interés en la verdad y la justicia, puede continuar 
dentro	de	la	actuación	en	calidad	de	parte.	Lo	anterior	signi昀椀ca	que	
el único presupuesto procesal indispensable para intervenir en el 
proceso, es acreditar el daño concreto, sin que se le pueda exigir una 
demanda tendiente a obtener la reparación patrimonial.

Demostrada la calidad de víctima, o en general que la persona ha sufrido 
un daño real, concreto y especí昀椀co, cualquiera sea la naturaleza de éste, 
está legitimada para constituirse en parte civil, y puede orientar su preten-
sión a obtener exclusivamente la realización de la justicia, y la búsqueda 
de la verdad, dejando de lado cualquier objetivo patrimonial. Es más: 

Posteriores decisiones de la Corte Constitucional fueron precisando la 
proyección de los derechos de las víctimas dentro del proceso penal, 
como aconteció con la Sentencia C-580 de 200281, en la cual indicó que en 
tratándose de delitos de desaparición forzada, la acción penal resultaba 
imprescriptible a efectos de garantizar los derechos a la verdad y a la 
justicia, siempre que no se hubieras identi昀椀cado e individualizado a los 
presuntos responsables.

Dijo entonces la Corte:

Esta	ampliación	de	la	potestad	con昀椀gurativa	del	legislador	se	traduce	
especí昀椀camente	en	la	facultad	para	extender	el	término	de	prescripción.	

81 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-580 de 2002, MP. Rodrigo Escobar Gil, con Salvamento 
Parcial de Voto de los Magistrados Jaime Araújo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández.
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En primer lugar, por el interés en erradicar la impunidad, para lo cual 
es necesario que la sociedad y los afectados conozcan la verdad, que se 
atribuyan las responsabilidades individuales e institucionales corres-
pondientes, y en general que se garantice el derecho de las víctimas a 
la justicia. En segundo lugar, por el derecho de las víctimas a recibir 
una	reparación	por	los	daños.	En	tercer	lugar,	debido	a	la	di昀椀cultad	
que suponen la recopilación de las pruebas necesarias y el juzgamiento 
efectivo de quienes habitualmente incurren en tales conductas.

(...)

El interés en erradicar la impunidad por el delito de desaparición 
forzada compete a la sociedad en su conjunto. Como ya se dijo, para 
satisfacer dicho interés es necesario que se conozca toda la verdad 
de los hechos, y que se atribuyan las responsabilidades individuales 
e institucionales correspondientes. En esa medida, tanto el interés 
en que se conozca la verdad, como en que se atribuyan responsabi-
lidades individuales e institucionales por los hechos, sobrepasan el 
ámbito del interés individual de las víctimas. Por el contrario, cons-
tituyen verdaderos intereses generales de carácter prevalente en los 
términos del artículo 1º de la Carta Política. 

En efecto, el conocimiento público de los hechos, el señalamiento 
de responsabilidades institucionales e individuales y la obligación 
de reparar los daños causados son mecanismos útiles para crear 
conciencia entre las personas acerca de la magnitud de los daños 
causados por el delito. En esa medida, son también mecanismos de 
prevención general y especial del delito, que sirven para garantizar 
que el Estado no apoye, autorice o asuma una actitud aquiescente 
frente a tales conductas. En general, la acción penal en los casos de 
desaparición forzada de personas es un mecanismo por medio del 
cual se establecen responsabilidades institucionales que llevan a que 
el Estado se sujete al derecho en el ejercicio de la fuerza, y a hacer 
efectivo el deber de las autoridades de proteger y garantizar los dere-
chos fundamentales (…).
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En la sentencia C-875 de 200282, la Corte estimó que no resultaba conforme 
con la Carta, que el bene昀椀cio de amparo de pobreza sólo se reconociera 
al Actor Popular, mas no así a la víctima, pese a que de sus condiciones 
económicas y sociales se desprendiera su incapacidad para contratar un 
abogado, razón por la cual se declaró la exequibilidad condicionada de la 
expresión “El actor popular gozará del bene昀椀cio de amparo de pobreza 
de que trata el Código de Procedimiento Civil”, contenida en el artículo 
45 del Código de Procedimiento Penal, en el entendido de que la parte 
civil que no pretenda intervenir como Actor Popular, también puede 
obtener el amparo de pobreza dentro de los términos del Código de 
Procedimiento Civil.

Dijo entonces la Corte: 

Otra importante decisión fue contenida en Sentencia C-228 de 2003,83, 
pues allí se declaró inexequible una norma (artículo 220 de la Ley 522 
de 1999), del Código Penal Militar donde se restringía o impedía la 
posibilidad de que las víctimas pudieran constituirse en parte civil, 
pues la posibilidad de pretender una indemnización debía intentarse al 
interior de la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

82 Ibíd. Sentencia C-875 de 2002, MP. Rodrigo Escobar Gil, con aclaración de voto del Magistrado 
Jaime Araújo Rentería. La Corte resolvió: PRIMERO.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “El actor 
popular	gozará	del	bene昀椀cio	de	amparo	de	pobreza	de	que	trata	el	Código	de	Procedimiento	Civil”,	
contenida	en	el	artículo	45	de	la	Ley	600	de	2000,	condicionada	a	que	se	entienda	que	la	parte	civil	
que no pretende intervenir como actor popular, no está excluida del amparo de pobreza. SEGUNDO.- 
Declarar EXEQUIBLE la expresión “Quien pretenda constituirse en parte civil dentro del proceso 
penal, si no fuere abogado titulado otorgará poder para el efecto”, contenida en el artículo 48 de la Ley 
600	de	2000.	TERCERO.-	ESTARSE	A	LO	RESUELTO	en	la	Sentencia	C-069	de	1996,	en	relación	
con el artículo 149 del Decreto 2700 de 1991, que declaró exequible la expresión, “el perjudicado o 
sus sucesores, por medio de abogado, podrán constituirse en parte civil dentro de la actuación penal”, 
y en consecuencia declarar EXEQUIBLE la expresión, “el perjudicado o sus sucesores, por medio de 
abogado, podrán constituirse en parte civil dentro de la actuación penal”, contenida en el artículo 137 
de	la	Ley	600	de	2000.

83 Ibíd. Sentencia C-228 de 2003, MP. Alfredo Beltrán Sierra, con salvamento parcial de voto de los 
magistrados Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis y Alfredo Beltrán Sierra; con 
salvamento de voto del magistrado Rodrigo Escobar Gil, en donde la Corte se pronuncia sobre la 
constitucionalidad de varias disposiciones del Código Penal Militar, y en lo que tiene que ver con los 
derechos de las víctimas, sobre la constitucionalidad del artículo 220 de la Ley 522 de 1999, la Corte 
resolvió: Décimo.- Declarar inexequible la expresión “el resarcimiento de los perjuicios a que hubiere 
lugar se obtendrá por medio de la acción indemnizatoria que se ejercerá ante la jurisdicción de lo 
contencioso-administrativo contenida en el artículo 220 de la Ley 522 de 1999”.
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En esta ocasión, dijo la Corte:

Dispone el último aparte del artículo 220, que el resarcimiento de 
los perjuicios debe intentarse ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo.

Esta disposición va en contra del derecho a la administración de 
justicia, siguiendo los parámetros señalados por esta Corporación en 
sentencia C-1149 de 2001, en donde al estudiar el artículo 177 del 
Código Penal Militar que hacía referencia a la acción civil derivada 
de la comisión de un hecho punible de competencia de la justicia 
penal militar, expresó:
 
Se vulnera el derecho a acceder a la administración de justicia de 
las víctimas y perjudicados con el delito cuya competencia está asignada 
a la justicia penal militar, por cuanto de una parte, no pueden acceder a 
dicha	jurisdicción	con	la	昀椀nalidad	de	obtener	la	reparación	directa	de	los	
daños causados y de otra, el derecho a obtener una decisión judicial que 
solucione	su	con昀氀icto	en	forma	integral,	al	no	tener	el	derecho	a	obtener	
una declaración judicial sobre los perjuicios ocasionados. 

El acceso a la administración de justicia (artículo 229 C.P.) no es 
sólo para hacerse parte dentro del proceso, sino también para que se 
le reconozcan sus derechos y dentro de estos, el derecho a ser indem-
nizado por los daños que se le han causado, a más del derecho a que 
se haga justicia y a conocer la verdad de lo sucedido.

En la forma como se ha previsto la institución de la parte civil en 
el Código Penal Militar, se desvirtúa su naturaleza misma que es 
esencialmente	indemnizatoria	y	se	le	asigna	una	昀椀nalidad	que	no	le	
es	propia	restándole	toda	efectividad	y	e昀椀cacia;	además,	se	les	limita	
o restringe el derecho a elegir entre el ejercer la acción civil dentro 
del proceso penal o fuera de éste ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativo, debiendo acudir única y necesariamente a ésta.
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En la Sentencia C-004 de 200384, se reconoció la facultad que poseen las 
víctimas para controvertir aquellas decisiones que resulten adversar a 
sus intereses, permitiéndoles impugnar la preclusión de investigación, la 
cesación de procedimiento y la sentencia absolutoria.

La Corte reconoció su derecho a impugnar decisiones tales como las 
de preclusión de la investigación, de cesación de procedimiento y la 
sentencia absolutoria. Por su pertinencia para el asunto bajo estudio, se 
cita lo expresado por la Corte en la sentencia C-004 de 2003:

31- La Corte concluye entonces que la restricción impuesta por las 
expresiones acusadas es desproporcionada frente a los derechos de 
las víctimas, cuando se trata de la impunidad de violaciones a los 
derechos humanos e infracciones graves al derecho internacional 
humanitario. En esos eventos, los derechos de las víctimas no sólo 
autorizan	sino	que	exigen	una	limitación	al	non	bis	 in	 ídem,	a	昀椀n	
de permitir la reapertura de esas investigaciones, si surge un hecho 
o prueba nueva no conocida al tiempo de los debates procesales. Era 
entonces necesario que la ley previera esa hipótesis al regular las 
causales de revisión, por lo que la Corte deberá condicionar el alcance 
de las expresiones acusadas en ese aspecto. 

32- Como ya se explicó anteriormente, la impunidad de las viola-
ciones a los derechos humanos y al derecho humanitario es más 

84	 Ibíd.	 Sentencia	C-004	de	 2003,	MP.	Eduardo	Montealegre	Lyne琀琀,	 en	 la	 cual	 la	Corte	 resolvió	 lo	
siguiente:	Declarar	EXEQUIBLE	el	numeral	3°	del	 artículo	220	de	 la	Ley	600	de	2000	ó	Código	
de	Procedimiento	Penal,	 en	el	 entendido	de	que,	de	 conformidad	con	 los	 fundamentos	31,	36	y	37	
de esta sentencia, la acción de revisión por esta causal también procede en los casos de preclusión 
de la investigación, cesación de procedimiento y sentencia absolutoria, siempre y cuando se trate de 
violaciones de derechos humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario, y un 
pronunciamiento judicial interno, o una decisión de una instancia internacional de supervisión y 
control de derechos humanos, aceptada formalmente por nuestro país, haya constatado la existencia 
del hecho nuevo o de la prueba no conocida al tiempo de los debates. Igualmente, y conforme a lo 
señalado en los fundamentos 34, 35 y 37 de esta sentencia, procede la acción de revisión contra la 
preclusión de la investigación, la cesación de procedimiento y la sentencia absolutoria, en procesos 
por violaciones de derechos humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario, 
incluso si no existe un hecho nuevo o una prueba no conocida al tiempo de los debates, siempre y 
cuando una decisión judicial interna o una decisión de una instancia internacional de supervisión y 
control de derechos humanos, aceptada formalmente por nuestro país, constaten un incumplimiento 
protuberante de las obligaciones del Estado colombiano de investigar en forma seria e imparcial las 
mencionadas violaciones.
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grave, cuando el Estado ha incumplido en forma protuberante con 
sus deberes de investigar y sancionar seriamente esos delitos. En esos 
eventos, la preponderancia de los derechos de las víctimas y de la 
búsqueda de un orden justo sobre la seguridad jurídica y el non bis 
in ídem es aún más evidente, por las siguientes dos razones: De un 
lado, para las víctimas y los perjudicados por una violación a los 
derechos humanos, la situación resulta aún más intolerable, pues su 
dignidad humana es vulnerada en cierta medida doblemente, ya que 
esas personas no sólo fueron lesionadas por un comportamiento atroz 
sino que, además, deben soportar la indiferencia del Estado, quien 
incumple en forma protuberante con su obligación de esclarecer esos 
actos, sancionar a los responsables y reparar a los afectados. 

Otra interesante referencia a lo que ha sido la evolución de los derechos 
de las víctimas en la jurisprudencia constitucional, lo constituye en fallo 
contenido en la sentencia C-014 de 200485, en el cual se admitió la posibi-
lidad de que las víctimas de violaciones del derecho internacional de los 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario, pudieran 
intervenir en los procesos disciplinarios.

Al efecto se expuso:

Se ha indicado ya que en esos supuestos excepcionales (faltas disci-
plinarias constitutivas de violaciones del derecho internacional de 
los derechos humanos o del derecho internacional humanitario) 
existen víctimas o perjudicados con faltas disciplinarias y que éstos 
están legitimados para concurrir al proceso disciplinario no como 
terceros sino como sujetos procesales y, desde luego, con todas las 
facultades que se reconocen a éstos. En ese marco, cabe interrogarse, 
¿Cuál	es	el	sentido	de	su	intervención	en	ese	proceso?	La	respuesta	

85 Ibid. Sentencia C-014 de 2004, MP. Jaime Córdoba Triviño, con aclaración de voto del magistrado 
Jaime Araújo Rentería. En ella, la Corte examinó la constitucionalidad de varias expresiones 
contenidas en los artículos 123 y 125 de la Ley 734 de 2002, cuestionados por restringir los derechos 
de las víctimas de violaciones del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario en los procesos disciplinarios. La Corte resolvió lo siguiente: QUINTO. 
Declarar EXEQUIBLE el artículo 89 de la Ley 734 de 2002 en el entendido que las víctimas o 
perjudicados de las faltas disciplinarias que constituyan violaciones del derecho internacional de los 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario también son sujetos procesales y titulares 
de las facultades a ellos conferidos por la ley. 
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es clara: Las víctimas o perjudicados con una falta disciplinaria cons-
titutiva de una violación del derecho internacional de los derechos 
humanos o del derecho internacional humanitario están legitimadas 
para intervenir en el proceso disciplinario para que en éste se escla-
rezca la verdad de lo ocurrido, es decir, para que se reconstruya con 
昀椀delidad	 la	secuencia	 fáctica	acaecida,	y	para	que	en	ese	especí昀椀co	
ámbito de control esas faltas no queden en la impunidad. Es decir, 
tales víctimas o perjudicados tienen derecho a exigir del Estado una 
intensa actividad investigativa para determinar las circunstancias 
en que se cometió la infracción al deber funcional que, de manera 
inescindible, condujo al menoscabo de sus derechos y a que, una vez 
esclarecidas esas circunstancias, se haga justicia disciplinaria (…)

18. Entonces, así como es legítimo que el Estado, a partir de un 
mismo hecho, promueva distintos juicios de responsabilidad y que el 
procesado despliegue sus derechos en cada uno de ellos; así también 
es legítimo que las víctimas o perjudicados ejerzan los derechos de 
que son titulares en cada uno de esos ámbitos de responsabilidad 
pues su derecho a la verdad y a la justicia se predica en cada uno de 
esos ámbitos y no sólo en uno de ellos.

En la sentencia C-370 de 200686, la Corte se re昀椀rió a los derechos de las 
víctimas que participan en los procesos relacionados con modalidades de 
justicia transicional de reconciliación:

4.5. Como conclusiones relevantes para el estudio de constituciona-
lidad que adelanta ahora la Corporación, extraídas de las Sentencias 
que se acaban de citar, la Corte señala las siguientes: 

(…), la Corte aprecia que, dentro de las principales conclusiones que 
se extraen del Conjunto de Principios para la protección y la promo-
ción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad” 
en su última actualización, cabe mencionar las siguientes, de especial 

86	 Ibíd.	Sentencia	C-370	de	2006,	MP.	Manuel	José	Cepeda	Espinosa,	Jaime	Córdoba	Triviño,	Rodrigo	
Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis, Clara Inés Vargas Hernández, 
con salvamento de voto del magistrado Jaime Araújo Rentería, Alfredo Beltrán Sierra y Humberto 
Antonio Sierra Porto, cuando la Corte se pronunció sobre la exequibilidad de varias disposiciones de 
la ley de justicia y paz que restringían sus derechos.
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relevancia para el estudio de constitucionalidad que adelanta: (i) 
durante los procesos de transición hacia la paz, como el que adelanta 
Colombia, a las víctimas les asisten tres categorías de derechos: a) el 
derecho a saber, b) el derecho a la justicia y c) el derecho a la repara-
ción; (ii) el derecho a saber es imprescriptible e implica la posibilidad 
de conocer la verdad acerca de las circunstancias en que se cometieron 
las violaciones y, en caso de fallecimiento o desaparición, acerca de 
la suerte que corrió la víctima; (iii) el derecho a saber también hace 
referencia al derecho colectivo a conocer qué pasó, derecho que tiene 
su razón de ser en la necesidad de prevenir que las violaciones se 
reproduzcan y que implica la obligación de ‘memoria’ pública sobre los 
resultados de las investigaciones; (iv) el derecho a la justicia implica 
que toda víctima tenga la posibilidad de hacer valer sus derechos bene-
昀椀ciándose	de	un	recurso	justo	y	e昀椀caz,	principalmente	para	conseguir	
que su agresor sea juzgado, obteniendo su reparación; (v) al derecho 
a la justicia corresponde el deber estatal de investigar las violaciones, 
perseguir a sus autores y, si su culpabilidad es establecida, de asegurar 
su sanción; (vi) dentro del proceso penal las víctimas tiene el derecho 
de hacerse parte para reclamar su derecho a la reparación. (vii) En 
todo caso, las reglas de procedimiento deben responder a criterios de 
debido proceso; (viii) la prescripción de la acción penal o de las penas 
no puede ser opuesta a los crímenes graves que según el derecho inter-
nacional sean considerados crímenes contra la humanidad ni correr 
durante	el	período	donde	no	existió	un	recurso	e昀椀caz;	(ix)	En	cuanto	a	
la disminución de las penas, las ‘leyes de arrepentidos’ son admisibles 
dentro de procesos de transición a la paz, se ‘pero no deben exonerar 
totalmente a los autores’; (x) la reparación tiene una dimensión doble 
(individual y colectiva) y en el plano individual abarca medidas de 
restitución, indemnización y readaptación; (xi) en el plano colectivo, 
la reparación se logra por medio de medidas de carácter simbólico o de 
otro tipo que se proyectan a la comunidad; (xii) dentro de las garantías 
de no repetición, se incluye la disolución de los grupos armados acom-
pañada de medidas de reinserción.
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Bajo la vigencia de la Ley 906 de 2006, en la sentencia C-046 de 200487, se 
recogió la garantía reconocida en la citada Sentencia C-004 de 2003, con la 
cual, según se dijo, la Corte protegió el derecho de las víctimas a impugnar 
decisiones que les resultan desfavorables como la sentencia absolutoria.

3.3. A lo anterior se suma la consideración de que, como ha sido 
reiterado por la Corte, el debido proceso se predica no solo respecto 
de los derechos del acusado sino de los de todos los intervinientes en 
el proceso penal, a quienes, junto al derecho al debido proceso, debe 
garantizárseles	el	derecho	también	superior	de	la	e昀椀cacia	del	acceso	a	
la justicia (artículo 229 CP)88. 

En particular la Corte Constitucional ha concluido que la Carta de 1991 
reconoce a las víctimas y perjudicados por un hecho punible unos dere-
chos que desbordan el campo de la reparación económica, pues incluyen 
también el derecho a la verdad y a que se haga justicia89. En ese contexto, 
si bien la impugnación de la sentencia condenatoria es un derecho 
consagrado expresamente a favor del sindicado en la Constitución y 
en diversos instrumentos internacionales, no es menos cierto que la 
posibilidad de apelar la sentencia absolutoria es expresión de derechos 
de similar entidad de las víctimas y materialización del deber de las 
autoridades de asegurar la vigencia de un orden justo. Al pronunciarse 
en sede de constitucionalidad con ocasión de una demanda de incons-
titucionalidad presentada contra la posibilidad de interponer el recurso 
de casación frente a las sentencias absolutorias en materia penal, esta 
Corte señaló que ‘… si, se accediera a la petición hecha por el actor en el 
sentido de descartar la procedencia de la casación en las circunstancias 
que él invoca y por tanto no se permitiera al Ministerio Público, a la 

87	 Ibíd.	Sentencia	C-046	 de	 2006,	MP.	Rodrigo	Escobar	Gil.	 En	 ella,	 la	Corte	 se	 pronuncia	 sobre	 la	
constitucionalidad	 de	 la	 expresión	 “absolutoria”,	 contenida	 en	 el	 inciso	 3	 del	 artículo	 176	 y	 en	 el	
numeral	1º	del	 artículo	177	de	 la	Ley	906	de	2004,	 cuestionada	porque	 supuestamente	violaba	 la	
garantía del non bis ibídem a favor del procesado. La Corte declara la exequibilidad de los apartes 
demandados y señala que la posibilidad de impugnar la sentencia absolutoria en el proceso penal 
regulado	por	la	Ley	906	de	2004,	no	sólo	no	viola	el	principio	del	non	bis	ibídem	sino	que	es	además	
una de las garantías a los derechos de las víctimas. La Corte resolvió: Declarar la EXEQUIBILIDAD, 
por	los	cargos	estudiados,	de	la	expresión	“absolutoria”,	contenida	en	el	inciso	3º	del	artículo	176	y	en	
el	numeral	1º	del	artículo	177	de	la	Ley	906	de	2004.	

88	 Ibid.	Sentencias	C-648	de	2001,	MP.	Marco	Gerardo	Monroy	Cabra	y	C-154	de	2004,	MP.	Álvaro	
Tafur Galvis.

89	 Ibíd.	Sentencias	C-740	de	2001,	C-1149	de	2001,	SU-1184	de	2001,	T-1267	de	2001	y	C-282	de	2002.
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Fiscalía, a la víctima, o a los perjudicados con el hecho punible solicitar 
la	casación	de	la	sentencia	absolutoria	con	el	昀椀n	de	que	se	corrija	un	
eventual desconocimiento de la Constitución y la Ley, se estaría no solo 
desconociendo el derecho a la igualdad de dichos intervinientes en el 
proceso penal sino su derecho al acceso a la administración de justicia 
en perjuicio de los derechos del estado, de la sociedad, de la víctima o de 
los eventuales perjudicados con el hecho punible y con grave detrimento 
de los derechos a la verdad a la justicia y a la reparación’90-91. Mutatis 
Mutandis, tales consideraciones resultan aplicables a la posibilidad de 
apelar la sentencia penal absolutoria. 

En tales condiciones, la Corte llega a la conclusión de que, no solo no 
es violatorio del non bis in ídem, establecer la posibilidad de apelar 
la sentencia absolutoria, sino que, por el contrario, excluir esa posibi-
lidad podría resultar problemático desde la perspectiva de la garantía 
constitucional de la doble instancia, el derecho de acceso a la admi-
nistración de justicia, los derechos de las víctimas a la verdad, la 
justicia y la reparación y el imperativo que la Carta impone a las 
autoridades	de	lograr	la	vigencia	de	un	orden	justo	(CP	artículo	2°).	

De este modo, así como, por expreso mandato constitucional, que 
está previsto también en tratados internacionales sobre derechos 
humanos	rati昀椀cados	por	Colombia,	nuestro	ordenamiento	garantiza	

90	 Ibíd.	 Sentencia	C-228	de	 2002,	MP.	Manuel	 José	Cepeda	Espinosa	 y	Eduardo	Montealegre	Lyne琀琀.	
En dicha sentencia se hicieron las siguientes consideraciones que resulta pertinente recordar “(t)anto 
en el derecho internacional, como en el derecho comparado y en nuestro ordenamiento constitucional, 
los derechos de las víctimas y perjudicados por un hecho punible gozan de una concepción amplia –no 
restringida exclusivamente a una reparación económica – fundada en los derechos que ellas tienen a ser 
tratadas con dignidad, a participar en las decisiones que las afecten y a obtener la tutela judicial efectiva 
del goce real de sus derechos, entre otros, y que exige a las autoridades que orienten sus acciones hacia 
el restablecimiento integral de sus derechos cuando han sido vulnerados por un hecho punible. Ello sólo 
es posible si a las victimas y perjudicados por un delito se les garantizan, a lo menos, sus derechos a la 
verdad, a la justicia y a la reparación económica de los daños sufridos. De tal manera que la víctima 
y los perjudicados por un delito tienen intereses adicionales a la mera reparación pecuniaria. Algunos 
de sus intereses han sido protegidos por la Constitución de 1991 y se traducen en tres derechos 
relevantes para analizar la norma demandada en el presente proceso: 1. El derecho a la verdad, esto 
es, la posibilidad de conocer lo que sucedió y en buscar una coincidencia entre la verdad procesal y 
la verdad real. Este derecho resulta particularmente importante frente a graves violaciones de los 
derechos humanos. 2. El derecho a que se haga justicia en el caso concreto, es decir, el derecho a que 
no haya impunidad. 3. El derecho a la reparación del daño que se le ha causado por medio de una 
compensación económica, que es la forma tradicional como se ha resarcido a la víctima de un delito.

91 Ibíd. Sentencia C-998 de 2004, MP. Álvaro Tafur Galvis.
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la posibilidad del sindicado de impugnar la sentencia condenatoria, 
también se ha previsto, en desarrollo de la garantía de la doble 
instancia, la posibilidad de apelar la sentencia absolutoria, lo cual 
constituye una garantía para las víctimas y protege el interés de la 
sociedad en una sentencia que, con pleno respeto de los derechos del 
sindicado, conduzca a la verdad, la reparación y la justicia.

A su vez, en la sentencia C-979 de 200592, la Corte protegió el derecho de 
las víctimas a solicitar la revisión extraordinaria de las sentencias conde-
natorias en procesos por violaciones a derechos humanos o infracciones 
graves al derecho internacional humanitario, a condición de que una 
instancia internacional haya concluido que dicha condena es aparente o irrisoria.

Dijo entonces la Corte:

De la expresión acusada, efectivamente se deriva la imposibilidad para 
la justicia colombiana de reabrir, por la vía de la revisión extraordi-
naria, un proceso por violaciones a derechos humanos o infracciones 
graves al derecho internacional humanitario, cuando después de un 
fallo condenatorio, se establezca mediante decisión de una instancia 
internacional de supervisión y control de derechos humanos, respecto 
de la cual el Estado colombiano ha aceptado formalmente la compe-
tencia, un incumplimiento protuberante de las obligaciones del Estado 
de investigar seria e imparcialmente tales violaciones.

Este sentido de la norma resulta en efecto contrario no solamente a 
los deberes de investigación que en materia de violaciones de derechos 
humanos y derecho internacional humanitario le impone al Estado 
colombiano, el derecho internacional de los derechos humanos y el 
derecho penal internacional, sino que restringe, de manera injus-
ti昀椀cada,	 el	 ámbito	 de	 protección	 de	 los	 derechos	 de	 las	 víctimas	 y	
perjudicados de estas conductas, con el alcance que la jurisprudencia 
de esta Corte les ha dado, en particular su derecho a conocer la verdad 
y a que se haga justicia. Derechos que como se indicó se encuentran 

92 Ibíd. Sentencia C-979 de 2005, MP. Jaime Córdoba Triviño, con aclaración de voto del Magistrado 
Jaime Araújo Rentería.
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asociados de manera estrecha al deber de las autoridades de inves-
tigar y sancionar de manera seria e independiente estos crímenes. 

El sentido de la norma que la expresión demandada permite, tolera 
que en el orden interno pervivan fenómenos de impunidad en materia 
de violaciones a derechos humanos y derecho internacional humani-
tario, que ya han sido constatadas por instancias internacionales como 
producto de un incumplimiento protuberante de las obligaciones del 
Estado de investigar seria e imparcialmente tales violaciones.

Esos espacios de impunidad desconocen el deber de las autoridades 
de asegurar la vigencia de un orden justo (Preámbulo y artículo 2 de 
la CP). 

En	el	marco	de	 la	potestad	de	 con昀椀guración	del	 legislador	 en	 este	
ámbito, y en desarrollo del deber estatal de protección de los derechos 
de las víctimas de violaciones de derechos humanos e infracciones 
graves al derecho internacional humanitario, estableció la reapertura, 
por vía de revisión, de procesos referidos a estos delitos que hubieren 
culminado con fallos absolutorios. Sin embargo para hacerlos compa-
tibles con los principios de cosa juzgada y non bis in idem que por 
regla general amparan a la persona absuelta, rodeó tal decisión de 
política criminal de especiales cautelas, como el condicionamiento de 
la procedencia de la causal de revisión al pronunciamiento de una 
instancia internacional. 

Nada se opone entonces a que, por virtud de la exclusión de la 
expresión acusada, se extienda la posibilidad de reapertura de estos 
procesos, por la vía de la revisión, a aquellos que han culminado con 
fallos condenatorios y una instancia internacional haya establecido 
que son el producto del incumplimiento protuberante de los deberes 
de investigación seria e imparcial por parte del Estado, lo que ubica 
tales decisiones en el terreno de las condenas aparentes, que toleran o 
propician espacios de impunidad en un ámbito en que tanto el orden 
constitucional como el internacional, repudian tal posibilidad.
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Las mismas cautelas que en su momento tuvo la Corte para autorizar 
la posibilidad de que por la vía de la revisión penal extraordinaria, se 
reabrieran procesos por violaciones de derechos humanos, que había 
culminado con una decisión favorable al sentenciado, con ruptura 
del principio del non bis in ídem operan en el caso de la reapertura 
de procesos culminados con sentencia condenatoria. Esas cautelas, 
orientadas a la preservación del non bis in ídem, para los delitos en 
general, se encuentran explícitas en la regla que contiene la expre-
sión demandada, en cuanto que la reapertura se produce por medio 
de un mecanismo procesal extraordinario, opera para la crimina-
lidad con mayor potencialidad ofensiva y desestabilizadora como 
son los crímenes contra los derechos humanos y el derecho interna-
cional humanitario, y está condicionada al pronunciamiento de una 
instancia internacional acerca del incumplimiento del Estado de sus 
obligaciones de investigación y sanción de estos crímenes. El sentido 
de la causal, una vez excluida la expresión demandada, deja así a 
salvo el principio del non bis in ídem para los delitos en general, tal 
como lo ha establecido la Corte en el pronunciamiento referido.

223. De otra parte, tampoco puede perderse de vista en este análisis, 
que la extensión de la procedencia de la revisión a los fallos conde-
natorios en las hipótesis que contempla la causal, atiende también 
el derecho del sentenciado a un debido proceso y propugna por el 
establecimiento de un orden justo, por cuanto no resulta legítimo 
mantener la cosa juzgada en eventos en que una instancia inter-
nacional, en desarrollo de competencias reconocidas por el Estado 
colombiano, declaró que la investigación que dio lugar a la condena 
no fue seria ni imparcial.

24. Encuentra así la Corte que el alcance que la expresión deman-
dada le imprime a la causal de revisión de la cual forma parte, 
entraña en primer término, una violación de la Constitución en 
virtud del desconocimiento de claros referentes internacionales 
aplicables a la materia por concurrir a integrar el bloque de consti-
tucionalidad (artículo 93 CP); en segundo término, una actuación 
contraria al deber constitucional de protección de los derechos de 
las víctimas de estos delitos que desconocen la dignidad humana y 
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afectan condiciones básicas de convivencia social, necesarias para la 
vigencia de un orden (artículo 2 CP); en tercer lugar, un desconoci-
miento de los compromisos internacionales del Estado colombiano 
de colaborar con la vigencia de los derechos humanos y sancionar 
las conductas que afectan estos valores supremos del orden interna-
cional, que nuestro país ha reconocido como elementos esenciales de 
las relaciones internacionales (artículo 9 CP); y en cuarto lugar una 
violación al debido proceso de la persona condenada en una actua-
ción que desatiende los deberes constitucionales e internacionales de 
investigar seria e imparcialmente estos crímenes, aspecto que ha sido 
constado por una instancia internacional. Por ello, la Corte declarará 
la inexequibilidad de la expresión acusada que hace parte del artículo 
1924	de	la	Ley	906	de	2004.

Con la sentencia C-1154 de 200593, se protegió el derecho de las víctimas 
para que se les comuniquen las decisiones de archivo de la investiga-
ción, pues éstas pueden tener incidencia sobre sus derechos, en la medida 
en que pueden tener interés en que se adelante una investigación previa 
para establecer la verdad y evitar la impunidad. 

Así lo anterior, frente a una decisión de archivo, la víctima puede solicitar 
que la investigación se reanude:

Como lo ha establecido esta Corporación en varias oportunidades las 
víctimas en el proceso penal tienen derecho a la verdad, la justicia y 
la reparación94. 

93 Ibíd. Sentencia C-1154 de 2005, MP. Manuel José Cepeda Espinosa, con aclaración de voto del 
Magistrado Jaime Araújo Rentería. En ella, la Corte decidió lo siguiente: “Décimo octavo.- Declarar 
por	 el	 cargo	 analizado	 la	 exequibilidad	 condicionada	 del	 artículo	 79	 de	 la	 Ley	 906	 de	 2004	 en	 el	
entendido de que la expresión ‘motivos o circunstancias fácticas que permitan su caracterización 
como delito’ corresponde a la tipicidad objetiva y que la decisión será motivada y comunicada al 
denunciante y al Ministerio Público para el ejercicio de sus derechos y funciones”. En sentido similar, 
en la sentencia C-1177 de 2005, MP. Jaime Córdoba Triviño, la Corte dispuso la comunicación a las 
víctimas o denunciantes en el evento de inadmisión de denuncias o demandas cuando éstas carecen 
de fundamento. Allí, la Corte resolvió lo siguiente: “PRIMERO: Declarar EXEQUIBLE la expresión 
‘En	todo	caso	se	inadmitirán	las	denuncias	sin	fundamento’,	del	inciso	2°	del	artículo	69	de	la	Ley	
906	de	2004,	en	el	entendido	que	la	inadmisión	de	la	denuncia	únicamente	procede	cuando	el	hecho	
no existió, o no reviste las características de delito. Esta decisión, debidamente motivada, debe ser 
adoptada	por	el	昀椀scal	y	comunicada	al	denunciante	y	al	Ministerio	Público”.

94 Ibíd.
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Tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos como la 
Comisión de Derechos Humanos se han pronunciado en varias 
ocasiones sobre los derechos de las víctimas95. En sus pronuncia-
mientos se han consolidado las formas de reparación de las víctimas 
que constituyen la restitución, la indemnización, la rehabilitación, la 
satisfacción y las garantías de no repetición que incluyen entre otras 
la	garantía	de	la	veri昀椀cación	de	los	hechos	y	la	revelación	completa	y	
pública de la verdad96.

(…) se debe resaltar que las víctimas tienen la posibilidad de solicitar 
la reanudación de la investigación y de aportar nuevos elementos 
probatorios para reabrir la investigación. Ante dicha solicitud es 
posible que exista una controversia entre la posición de la Fiscalía 
y la de las víctimas, y que la solicitud sea denegada. En este evento, 
dado que se comprometen los derechos de las víctimas, cabe la inter-
vención del juez de garantías. Se debe aclarar que la Corte no está 
ordenando el control del juez de garantías para el archivo de las dili-
gencias sino señalando que cuando exista una controversia sobre 
la reanudación de la investigación, no se excluye que las víctimas 
puedan acudir al juez de control de garantías.

En la Sentencia C-454 de 200697, la Corte Constitucional, además de 
precisar la posición de las víctimas en el sistema procesal penal de 
tendencia acusatoria resumió el alcance de los derechos de éstas de la 
siguiente manera: 

a. El derecho a la verdad.

95 Ibíd.
96 Ibíd.
97	 Ibíd.	Sentencia	C-454	de	2006,	MP.	Jaime	Córdoba	Triviño.	Demanda	de	inconstitucionalidad	contra	

los	artículos	11,	132,	133,	134,	135,	136,	137	y	357	de	la	Ley	906	de	2004.	La	Corte	resolvió:	Primero:	
Declararse	 INHIBIDA	para	pronunciarse	de	 fondo	sobre	 los	artículos	11,	132,	133,	134,	136	y	137	
de	la	Ley	906	de	2004,	por	ineptitud	sustantiva	de	la	demanda.	Segundo:	Declarar	EXEQUIBLE,	en	
relación	con	los	cargos	estudiados,	el	artículo	135	de	la	Ley	906	de	2004,	en	el	entendido	que	la	garantía	
de comunicación a las víctimas y perjudicados con el delito opera desde el momento en que éstos entran 
en	contacto	con	las	autoridades,	y	se	re昀椀ere	a	los	derechos	a	la	verdad,	la	justicia	y	la	reparación.	Tercero:	
Declarar	EXEQUIBLE,	en	relación	con	los	cargos	estudiados,	el	artículo	357	de	la	Ley	906	de	2004,	
en el entendido que los representantes de las víctimas en el proceso penal, pueden realizar solicitudes 
probatorias	en	la	audiencia	preparatoria,	en	igualdad	de	condiciones	que	la	defensa	y	la	昀椀scalía.	
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31. El conjunto de principios para la protección y la promoción de 
los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad98 (prin-
cipios	 1°	 a	 4)	 incorporan	 en	 este	 derecho	 las	 siguientes	 garantías:	
(i) el derecho inalienable a la verdad; (ii) el deber de recordar; (iii) el 
derecho de las víctimas a saber.

El primero, comporta el derecho de cada pueblo a conocer la verdad 
acerca de los acontecimientos sucedidos y las circunstancias que 
llevaron a la perpetración de los crímenes. El segundo, consiste en el 
conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión como parte 
de su patrimonio, y por ello se deben adoptar medidas adecuadas 
en aras del deber de recordar que incumbe al estado. Y el tercero, 
determina que, independientemente de las acciones que las víctimas, 
así como sus familiares o allegados puedan entablar ante la justicia, 
tiene el derecho imprescriptible a conocer la verdad, acerca de las 
circunstancias en que se cometieron las violaciones, y en caso de 
fallecimiento o desaparición acerca de la suerte que corrió la víctima.

El	derecho	a	la	verdad	presenta	así	una	dimensión	colectiva	cuyo	昀椀n	
es ‘preservar del olvido a la memoria colectiva’99, y una dimensión 
individual cuya efectividad se realiza fundamentalmente en el ámbito 
judicial, por medio del derecho de las víctimas a un recurso judicial 
efectivo, tal como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta Corte100.

32. Proyectando estos principios en el ámbito nacional, la jurispru-
dencia constitucional ha determinado que el derecho de acceder a la 
verdad, implica que las personas tienen derecho a conocer qué fue lo que 
realmente sucedió en su caso. La dignidad humana de una persona se 
ve afectada si se le priva de información que es vital para ella. El acceso 

98 ONU. Esta sistematización se apoya en el Conjunto de Principios para la protección y promoción 
de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad. Anexo del	Informe	昀椀nal	del	Relator	
Especial acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos 
humanos. E/CN.4/Sub2/1997/20/Rev.1. Presentado a la Comisión de Derechos Humanos en 
1998. Estos principios fueron actualizados por la experta independiente Diane Orentlicher, 
de acuerdo con informe E/CN. 4/2005/102, presentado a la Comisión de Derechos Humanos.

99 Ibíd. Conjunto de Principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad, Principio 2.

100 CORTE CONSTITUCIONAL. Entre otras, las sentencias C- 293 de 1995 y C- 228 de 2002.
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a la verdad aparece así íntimamente ligado al respeto de la dignidad 
humana, a la memoria y a la imagen de la víctima101. 

b. El derecho a que se haga justicia en el caso concreto, es decir, el 
derecho a que no haya impunidad.

33. Este derecho incorpora una serie de garantías para las víctimas 
de los delitos que se derivan de unos correlativos deberes para las 
autoridades, que pueden sistematizarse así: (i) el deber del Estado de 
investigar y sancionar adecuadamente a los autores y partícipes de 
los delitos; (ii) el derecho de las víctimas a un recurso judicial efec-
tivo; (iii) el deber de respetar en todos los juicios las reglas del debido 
proceso.

La jurisprudencia constitucional ha señalado que el derecho de acceso 
a la justicia, tiene como uno de sus componentes naturales el derecho 
a que se haga justicia. Este derecho involucra un verdadero derecho 
constitucional al proceso penal102, y el derecho a participar en el 
proceso penal103, por cuanto el derecho al proceso en el estado demo-
crático debe ser eminentemente participativo. Esta participación se 
expresa en “ que los familiares de la persona fallecida y sus represen-
tantes legales serán informados de las audiencias que se celebren, a 
las que tendrán acceso, así como a toda información pertinente a la 
investigación y tendrán derecho a presentar otras pruebas104.

c. El derecho a la reparación integral del daño que se ha ocasionado a 
la víctima o a los perjudicados con el delito.

34. El derecho de reparación, conforme al derecho internacional 
contemporáneo también presenta una dimensión individual y otra 
colectiva. Desde su dimensión individual abarca todos los daños 

101 Ibíd. Sentencias T- 443 de 1994, MP. Eduardo Cifuentes Muñoz; C- 293 de 1995, MP. Carlos Gaviria Díaz. 
102 Ibíd. Sentencia C- 412 de 1993, MP. Eduardo Cifuentes Muñoz.
103 Ibíd. Sentencia C-275 de 1994, MP. Alejandro Martínez Caballero.
104 Ibíd. Sentencia C-293 de 1995. ONU. Consejo Económico y Social. Principios relativos a una 

e昀椀caz	prevención	e	investigación	de	las	ejecuciones	extrajudiciales,	arbitrarias	o	sumarias. Aprobados 
mediante Resolución 1989/65 del 29 de mayo de 1989, y rati昀椀cado por la Asamblea General, 
con la Resolución 44/162 del 15 de diciembre de 1989. 
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y perjuicios sufridos por la víctima, y comprende la adopción de 
medidas individuales relativas al derecho de (i) restitución, (ii) indem-
nización, (iii) rehabilitación, (iv) satisfacción y (v) garantía de no 
repetición. En su dimensión colectiva, involucra medidas de satisfac-
ción de alcance general como la adopción de medidas encaminadas a 
restaurar, indemnizar o readaptar los derechos de las colectividades o 
comunidades directamente afectadas por las violaciones ocurridas105. 

La integralidad de la reparación comporta la adopción de todas las 
medidas necesarias tendientes a hacer desaparecer los efectos de las 
violaciones cometidas, y a devolver a la víctima al estado en que se 
encontraba antes de la violación.

En	 esa	misma	 sentencia	C-454	de	 2006,	 la	Corte	 precisó	 la	 posi-
ción de la víctima en el sistema procesal penal instaurado por el 
Acto	Legislativo	03	de	2002	y	la	Ley	906	de	2004	en	los	siguientes	
términos:

 b. También ha señalado que si bien el nuevo sistema introduce rasgos 
del	modelo	acusatorio,	mantiene	su	propia	especi昀椀cidad,	sin	que	se	le	
pueda adscribir o asimilar un sistema acusatorio de tradición anglo-
sajona o continental europea:

(…)

 c. También ha indicado la jurisprudencia de esta Corte que el nuevo 
sistema no se puede catalogar como un modelo típicamente adver-
sarial, en donde el juez funge como árbitro entre dos partes que se 
enfrentan en igualdad de condiciones (…)

	d.	El	sistema	procesal	penal	con昀椀gurado	por	la	Ley	906	de	2004	pone	
el acento en la garantía de los derechos fundamentales de quienes 
intervienen en el proceso (inculpado o víctima), con prescindencia de 
su designación de parte o sujeto procesal:

105 Ibíd., Conjunto de principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad, artículo 33.
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(…)

e. Finalmente, la Corte introdujo una regla de interpretación de parti-
cular relevancia para el estudio de la materia bajo examen, consistente 
en que el AL 03 de 2002, que sentó las bases constitucionales para 
la instauración del sistema de tendencia acusatoria, se limitó a modi-
昀椀car	algunos	artículos	de	la	parte	orgánica	de	la	Constitución	(116,	
250 y 251), dejando intacta su parte dogmática, conforme a la cual se 
debe analizar las nuevas instituciones procesales:

(…)

46.	Así	las	cosas,	los	fundamentos	constitucionales	de	los	derechos	
de	las	víctimas,	así	como	los	pronunciamientos	que	sobre	la	ley	906	
de	2004	ha	realizado	la	Corte,	permiten	a昀椀rmar	que	la	víctima	ocupa	
un	papel	protagónico	en	el	proceso,	que	no	depende	del	cali昀椀cativo	
que se le atribuya (como parte o interviniente), en tanto que se trata 
de	 un	 proceso	 con	 sus	 propias	 especi昀椀cidades,	 en	 el	 que	 los	 dere-
chos de los sujetos que intervienen están predeterminados por los 
preceptos constitucionales, las fuentes internacionales acogidas por 
el orden interno y la jurisprudencia constitucional. El alcance de los 
derechos de las víctimas debe interpretarse dentro de este marco.

Tal	como	lo	resaltó	la	Corte	en	la	sentencia	C-454	de	2006,	

esta reconceptualización de los derechos de las víctimas, a partir de la 
Constitución, se funda en varios principios y preceptos constitucio-
nales: (i) En el mandato de que los derechos y deberes se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 
rati昀椀cados	por	Colombia	 (artículo	93	CP);	 (ii)	 en	el	hecho	de	que	el	
Constituyente hubiese otorgado rango constitucional, a los derechos 
de	las	víctimas	(artículo	250	num.	6	y	7	CP);	(iii)	en	el	deber	de	las	
autoridades en general, y las judiciales en particular, de propender por 
el goce efectivo de los derechos de todos los residentes en Colombia y la 
protección	de	los	bienes	jurídicos	(artículo	2°	CP);	(iv)	en	el	principio	
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de dignidad humana que promueve los derechos a saber qué ocurrió, 
y	a	que	se	haga	justicia	(artículo1°	CP);	(v)	en	el	principio	del	Estado	
Social de Derecho que promueve la participación, de donde deviene 
que la intervención de las víctimas en el proceso penal no puede redu-
cirse exclusivamente a pretensiones de carácter pecuniario; (vi) y de 
manera preponderante del derecho de acceso a la administración de 
justicia, del cual se derivan garantías como la de contar con procedi-
mientos idóneos y efectivos para la determinación legal de los derechos 
y las obligaciones, la resolución de las controversias planteadas ante los 
jueces	dentro	de	un	término	prudencial	y	sin	dilaciones	injusti昀椀cadas,	
la adopción de decisiones con el pleno respeto del debido proceso, así 
como	la	existencia	de	un	conjunto	amplio	y	su昀椀ciente	de	mecanismos	
para el arreglo de controversias106.

6.5.	De	conformidad	con	lo	anterior,	es	posible	concluir	que	los	derechos	
de la víctima del delito a la verdad, la justicia y la reparación integral 
también se encuentran protegidos en el sistema penal con tendencia 
acusatoria	instaurado	por	la	Ley	906	de	2004,	pero	dicha	protección	no	
implica un traslado automático de todas las formas y esquemas de inter-
vención en los que la víctima ejerció sus derechos en el anterior sistema 
procesal	penal	regulado	por	la	Ley	600	de	2000,	sino	que	el	ejercicio	de	
sus derechos deberá hacerse de manera compatible con los rasgos estruc-
turales y las características esenciales de este nuevo sistema procesal, así 
como	con	las	de昀椀niciones	que	el	propio	constituyente	adoptó	al	respecto,	
v.gr, caracterizar a las víctimas como intervinientes especiales a lo largo 
del	proceso	penal,	no	supeditadas	al	昀椀scal,	sino	en	los	términos	que	autó-
nomamente	昀椀je	el	legislador	(artículo	250,	numeral	7	CP).

Pasa la Corte Constitucional a examinar los cargos planteados por el 
demandante, a la luz de las premisas anteriores107.

Como es obvio, a esta relación de sentencias deben agregarse la C-210 
de la misma fecha, lo mismo que la C-343 de 2007 y la C-516 de la 
misma anualidad.

106 Ibíd.
107 Ibíd.
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Y como también es de particular importancia lo que adoctrinó la Corte 
Constitucional al realizar un recuento de la jurisprudencia constitucional 
relacionada con las víctimas y sus derechos, obligado es traer a colación 
lo que se indicó en la Sentencia C-516 de julio 11 de 2007, de la cual fue 
MP. Jaime Córdoba Triviño.

En tal oportunidad dijo la Corte:

En la sentencia C-209 de 2007108, esta Corporación se pronunció 
sobre diversas facultades procesales de las víctimas en el proceso 
penal, tales como las facultades en materia probatoria; las facultades 
para solicitar medidas de aseguramiento y de protección; las facul-
tades en la aplicación del principio de oportunidad; las facultades 
frente	a	la	solicitud	de	preclusión;	las	facultades	en	la	de昀椀nición	de	

108 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-2009, MP. Manuel José Cepeda Espinosa. En esta 
sentencia la Corte examinó cargos de inconstitucionalidad contra los artículos 11, 137, 284 (parcial), 
306	 (parcial),	 316	 (parcial),	 324,	 327	 (parcial),	 333	 (parcial),	 337,	 339	 (parcial),	 342	 (parcial),	 344	
(parcial),	 356	 (parcial),	 357	 (parcial),	 358	 (parcial),	 359	 (parcial),	 371	 (parcial),	 378	 (parcial),	 391,	
395	 (parcial)	 de	 la	 Ley	 906	 de	 2004,	 por	 la	 cual	 se	 expide	 el	Código	 de	Procedimiento	Penal.	 La	
Corporación	decidió:	“Primero.-	Estarse	a	lo	resuelto	en	la	sentencia	C-454	de	2006	en	relación	con	
la	acusación	formulada	contra	el	artículo	357	de	la	Ley	906	de	2004.	Segundo.-	Declarar	inexequibles	
las	expresiones	“y	contra	esta	determinación	no	cabe	recurso	alguno”	del	artículo	327	de	la	Ley	906	
de	2004	y	“con	昀椀nes	únicos	de	información”	del	inciso	昀椀nal	del	artículo	337	de	la	misma	ley.	Tercero.-	
Declarar exequibles en lo demandado y por los cargos analizados en esta sentencia, los artículos 
11,	137,	324,	371,	378,	391	y	395	de	la	Ley	906	de	2004,	así	como	las	expresiones	“las	partes”	del	
artículo 378 y “la parte que no está interrogando o el Ministerio Público”, del artículo 395 de la 
Ley	 906	 de	 2004.	Cuarto.-	Declarar,	 por	 los	 cargos	 analizados	 en	 esta	 sentencia,	 la	 exequibilidad	
condicionada	 de	 las	 siguientes	 disposiciones	 de	 la	 Ley	 906	 de	 2004:	 1.	 El	 numeral	 2	 del	 artículo	
284, en el entendido de que la víctima también puede solicitar la práctica de pruebas anticipadas 
ante el juez de control de garantías. 2. El artículo 289, en el entendido de que la víctima también 
puede estar presente en la audiencia de formulación de la imputación. 3. El artículo 333 de la Ley 
906	 de	 2004,	 en	 el	 entendido	 de	 que	 las	 víctimas	 pueden	 allegar	 o	 solicitar	 elementos	materiales	
probatorios	y	evidencia	física	para	oponerse	a	la	petición	de	preclusión	del	昀椀scal.	4.	El	artículo	344,	
en el entendido de que la víctima también puede solicitar al juez el descubrimiento de un elemento 
material	probatorio	especí昀椀co	o	de	evidencia	física	especí昀椀ca.	5.	El	artículo	356,	en	el	entendido	de	
que la víctima puede hacer observaciones sobre el descubrimiento de elementos probatorios y de la 
totalidad	de	las	pruebas	que	se	harán	valer	en	la	audiencia	del	juicio	oral.	6.	El	artículo	358,	en	el	
entendido de que la víctima también puede hacer dicha solicitud. 7. El inciso primero del artículo 359, 
en el entendido de que la víctima también puede solicitar la exclusión, el rechazo o la inadmisibilidad 
de	los	medios	de	prueba.	8.	Los	artículos	306,	316	y	342,	en	el	entendido	de	que	la	víctima	también	
puede acudir directamente ante el juez competente a solicitar la medida correspondiente. 9. El artículo 
339, en el entendido de que la víctima también puede intervenir en la audiencia de formulación de 
acusación para efectuar observaciones al escrito de acusación o manifestarse sobre posibles causales de 
incompetencia, recusaciones, impedimentos o nulidades.
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la teoría del caso y en la formulación de la acusación en la etapa del 
juicio; las facultades de impugnación de decisiones fundamentales. 
Como marco para la adopción de determinaciones sobre tales mate-
rias estimó que “los derechos de la víctimas del delito a la verdad, la 
justicia y la reparación integral también se encuentran protegidos en 
el	sistema	penal	con	tendencia	acusatoria	instaurado	por	la	Ley	906	
de 2004, pero dicha protección no implica un traslado automático de 
todas las formas y esquemas de intervención en los que la víctima 
ejerció sus derechos en el anterior sistema procesal penal regulado 
por	la	Ley	600	de	2000,	sino	que	el	ejercicio	de	sus	derechos	deberá	
hacerse de manera compatible con los rasgos estructurales y las 
características esenciales de este nuevo sistema procesal, así como con 
las	de昀椀niciones	que	el	propio	constituyente	adoptó	al	respecto,	v.gr,	
caracterizar a las víctimas como intervinientes especiales a lo 
largo	del	proceso	penal,	no	supeditadas	al	昀椀scal,	sino	en	los	términos	
que	autónomamente	昀椀je	el	 legislador	(artículo	250,	numeral	7	CP)	
(negrillas fuera de texto).



UNIDAD 2

130

Ap ACTIVIDADES PEDAGÓGICAS

Cada estudiante deberá realizar un ensayo no superior a 
3 páginas, cuyo tema sea las implicaciones de las diferen-
cias entre responsabilidad civil y responsabilidad penal en 
relación con los derechos de las víctimas.
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Unidad 3
MECANISMOS LEGALES DE JUSTICIA RESTAURATIVA. 

CARACTERÍSTICAS, PROCEDENCIA Y CRÍTICA

Og OBJETIVO GENERAL 
Comprender las características y presupuestos de los meca-
nismos de Justicia Restaurativa empleados en la ley 906 de 2004.

Oe OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 • Identi昀椀car los eventos en que es procedente cada uno de 

los mecanismos de Justicia Restaurativa.

 • Establecer las ventajas y di昀椀cultades de cada uno de los 
mecanismos de Justicia Restaurativa.

 • Analizar si los mecanismos de Justicia Restaurativa 
contemplados en el sistema acusatorio satisfacen las 
exigencias internacionales en la materia.

 • Comparar los sistemas de Justicia Restaurativa del 
sistema acusatorio con mecanismos similares de la legis-
lación procesal anterior.
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3.1 MECANISMOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA

En primer lugar, se indica en el artículo 518 de la Ley 906 de 2004 que 
por programa de Justicia Restaurativa se entiende todo proceso en el que 
la víctima y el imputado, acusado o sentenciado, participan de manera 
conjunta y activa, en la búsqueda conjunta de la resolución de cuestiones 
que se deriven del delito, persiguiendo un resultado restaurativo, pudién-
dose contar o no, con la participación de un facilitador.

Y se agrega en la disposición que por resultado restaurativo ha de enten-
derse el acuerdo que se encamina a atender las necesidades y responsa-
bilidades individuales y colectivas de las partes y a lograr la reintegración 
de la víctima y del infractor en la comunidad, en busca de la reparación, 
la restitución y el servicio a la comunidad.

Aquí, ha de repararse en que según la disposición legal en cita, el legis-
lador consideró a la víctima bajo la calidad de parte, concepto procesal 
que no se corresponde con lo adoctrinado por la Corte Constitucional 
según las citas que se efectúan en acápites anteriores, según la cual la 
víctima carece de dicha calidad, debiendo ser considerada como intervi-
niente especial o interviniente especialmente protegido.

Más adelante, en el artículo 521 se enlistan como mecanismos de Justicia 
Restaurativa, i) la conciliación preprocesal, ii) la conciliación en el incidente de 
reparación integral y iii) la mediación. A ellas nos referimos a continuación.

3.2 CONCILIACIÓN PREPROCESAL

En sentencia C-979 de 2005, con ponencia del Magistrado Jaime Córdoba 
Triviño, la Corte Constitucional desarrolló jurisprudencia acerca de este 
mecanismo de Justicia Restaurativa. 

Expuso la Corte que la conciliación es uno de los mecanismos de Justicia 
Restaurativa por virtud del cual la víctima y su ofensor acuden ante un 
tercero neutral, quien colaborará en la obtención de un acuerdo concilia-
torio, el cual en principio debe contener acuerdos recíprocos que permitan 
superar el con昀氀icto suscitado con la infracción a la ley penal.
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La conciliación preprocesal opera exclusivamente en tratándose de delitos 
querellables (artículo 74 cpp)109, los cuales son desistibles, convirtiéndose 
en un requisito de procesabilidad, por manera que a la luz de las orien-
taciones normativas del nuevo sistema procedimental penal, los delitos 
querellables exigen para su investigación la instauración de la querella 
y el agotamiento de la conciliación, la cual puede ventilarse 昀椀scal que 
corresponda, en un centro de conciliación, o ante un conciliador recono-
cido como tal.

Siguiendo	criterios	que	conforme	a	la	Ley	640	de	2001	se	aplican	a	
la conciliación en áreas jurídicas diferentes a la penal, se exige como 
requisito de procedibilidad el agotamiento de la conciliación. 

Si	hubiere	acuerdo,	el	昀椀scal	procederá	a	archivar	las	diligencias;	en	caso	
contrario, este funcionario ejercitará la acción penal correspondiente, 
sin perjuicio de que las partes acudan al mecanismo de la mediación.

El imputado tiene derecho a que no se utilice en su contra el contenido 
de conversaciones tendientes a lograr un acuerdo, para la declaración 
de responsabilidad en cualquiera de sus formas ‘o de un método alter-
nativo	de	solución	de	con昀氀ictos,	si	no	llegaren	a	perfeccionarse’.

Los rasgos que caracterizan la conciliación han sido recogidos sistemáti-
camente así por la Corte:

Un	instrumento	de	autocomposición	de	un	con昀氀icto,	por	la	voluntad	
concertada o el consenso de las partes;
i. Una actividad preventiva, en la medida en que busca la solución 

del	con昀氀icto	antes	de	acudir	a	la	vía	procesal	o	durante	el	trámite	
del	proceso,	en	cuyo	caso	no	se	llega	al	resultado	昀椀nal	normal	de	
aquél, que es la sentencia; 

ii. No tiene en estricto sentido el carácter de actividad judicial ni 
da lugar a un proceso jurisdiccional, porque el conciliador, auto-
ridad administrativa o judicial, o particular, no intervienen para 

109	 LEY	906	DE	2004,	artículo	74,	respecto	del	catálogo	de	delitos	que	requieren	querella	de	parte,	fue	
modi昀椀cado	por	el	artículo	4	de	la	Ley	1142	de	2007.  
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imponer	a	las	partes	la	solución	del	con昀氀icto	en	virtud	de	una	
decisión autónoma e innovadora; 

iii. Es	un	mecanismo	útil	para	la	solución	de	los	con昀氀ictos,	porque	
ofrece	a	las	partes	involucradas	en	un	con昀氀icto	la	posibilidad	de	
llegar a un acuerdo, sin necesidad de acudir a la vía del proceso 
judicial que implica demora, costos para las partes y congestión 
para el aparato judicial; 

iv. Constituye un mecanismo alternativo de administración de 
justicia	que	 se	 inspira	 en	 el	 criterio	paci昀椀sta	que	debe	 regir	 la	
solución	de	los	con昀氀ictos	en	una	sociedad;

v.  Es un instrumento que busca lograr la descongestión de los 
despachos	 judiciales,	 asegurando	 la	mayor	 e昀椀ciencia	y	 e昀椀cacia	
de la administración de justicia, pues éstas se aseguran en mayor 
medida cuando a la decisión de los jueces sólo se someten las 
causas que están en capacidad de resolver oportunamente y sin 
dilaciones; 

vi. Tiene	 un	 ámbito	 que	 se	 extiende	 a	 todos	 aquellos	 con昀氀ictos	
susceptibles, en principio, de ser negociados, o en relación con 
personas cuya capacidad de transacción no se encuentre limitada 
por el ordenamiento jurídico;

vii.  Es el resultado de una actuación que se encuentra reglada por 
el legislador;

viii.  No debe ser interpretada solamente como una manera de descon-
gestionar el aparato de justicia sino también, y principalmente, 
como una forma de participación de la sociedad civil en los 
asuntos que los afectan; 

ix. Se trata de un mecanismo de estirpe democrática, en la medida 
en que genera espacios de intervención de la comunidad en el 
desarrollo	de	la	función	jurisdiccional	evitando	la	con昀氀ictiviza-
ción de la sociedad y logrando, por ende, el fortalecimiento de la 
legitimidad del aparato de justicia estatal en la medida en que éste 
puede dedicarse a resolver aquellos asuntos que son de verdadera 
trascendencia social;

x. Se enmarca dentro del movimiento de reformas para garantizar 
el acceso a la justicia; 

xi. Puede ser judicial o extrajudicial, y 
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xii. El legislador ha optado por regular en norma especial la conci-
liación en materia penal, dada la naturaleza de la acción penal, 
el	 tipo	 de	 con昀氀ictos	 que	 dan	 lugar	 a	 la	 investigación	 penal,	 las	
consecuencias frente al derecho a la libertad personal que conlleva 
este tipo de responsabilidad y el interés público en ella involucrado, 
entre otros factores.

El artículo 522 de la Ley 906 de 2004, dispone:

Ahora	bien.	Si	la	conciliación	se	adelanta	ante	el	昀椀scal	y	es	exitosa,	el	
funcionario o funcionaria, en principio, debería proceder a ordenar 
el archivo de las diligencias, de manera que no requeriría, como sí 
acontecía	en	el	Proyecto	de	Ley	001	Cámara,	que	el	昀椀scal	o	la	昀椀scal	le	
pidiera al juez o jueza que decretara la preclusión de la investigación, 
regulación que podría resultar apenas obvia, pues para el momento 
de la conciliación ni siquiera existe aún una imputación, ya que sólo 
se tiene una querella y no se ha dado inicio al ejercicio de la acción 
penal, entendimiento del cual, como se vio, ha sido partícipe la Corte 
Constitucional al decir que ‘en el evento de que se logre un acuerdo 
procederá a archivar las diligencias’. 

No obstante lo anterior, debe indicarse que ya la Corte Constitucional, 
en una decisión pretérita, de alguna manera sentó las pautas acerca del 
procedimiento que debe seguirse cuando la 昀椀scalía decide no adelantar 
la acción penal.

En este sentido, resulta imperativo referirse a la sentencia C-591 del 9 
de junio de 2005, en la cual se decidió declarar inexequibles las expre-
siones “mediante orden sucintamente motivada. Si la causal se presentare antes 
de	 formularse	 la	 imputación,	 el	昀椀scal	 será	 competente	para	decretar	y	ordenar	
como consecuencia el archivo de la actuación”, ambas del inciso 1 del artículo 
78 del nuevo cpp; y “a partir de la formulación de la imputación” del artí-
culo 331 de la Ley 906 de 2004.

Ahora bien, aunque en el artículo 77 Ibíd., se enuncian eventos que deter-
minan la extinción de la acción penal, no se menciona allí la concilia-
ción, aunque, en todo caso, la norma dice en su parte 昀椀nal que la acción 
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también se extingue “en los demás casos contemplados por la ley”, dentro 
de los cuales evidentemente podría ubicarse el caso del artículo 522 sobre 
conciliación extraprocesal respecto de delitos querellables.

Siendo entonces que resulta atinado sostener que la conciliación prepro-
cesal es un evento que determina la extinción de la acción penal cuando 
se trata de delitos querellables, podría a昀椀rmarse también que no obstante 
cuando ella se presenta o tiene lugar cuando aún no se ha formulado 
la imputación, en todo caso al resolver el 昀椀scal archivar las diligencias 
según los términos del inciso 2 del artículo 522, debería solicitarle al juez 
de conocimiento que decretara la preclusión de la investigación, pues, 
como lo dijo la Corte Constitucional: 

(…) al legislador le está vedado romper las reglas propias de los 
elementos esenciales del nuevo sistema acusatorio, acordarle adicio-
nales facultades judiciales a la Fiscalía General de la Nación, como 
es aquella de decretar con efectos de cosa juzgada la ocurrencia del 
hecho generador de la extinción de la acción penal y en consecuencia, 
ordenar el archivo de unas actuaciones, antes de la formulación de 
la imputación, cuya constatación, como quedó visto anteriormente, 
no es meramente objetiva o automática, sino que, en todos los casos, 
requiere de una valoración ponderada. 

En efecto, en los casos previstos para la extinción de la acción, se 
trata de la toma de una medida preclusiva, acto de contenido juris-
diccional asignado por la Constitución, numeral 5 artículo 250, al 
juez	de	conocimiento	por	solicitud	del	昀椀scal;	por	lo	tanto,	tal	facultad	
no	le	fue	asignada	por	la	norma	Superior	a	la	昀椀scalía110.

En la misma decisión, re昀椀rió la Corte que de admitirse una disposición 
con la cual al 昀椀scal le bastaría para ordenar el archivo de unas diligencias 
“el motivar sucintamente” su decisión, ello escaparía al control judicial, 
con lo cual se vulneraría gravemente los derechos de las víctimas a la 
justicia, la verdad y la reparación.

110 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-591 del 9 de junio de 2005, MP. Clara Inés Vargas 
Hernández.



 MECANISMOS LEGALES DE JUSTICIA RESTAURATIVA. CARACTERÍSTICAS, PROCEDENCIA Y CRÍTICA

137

Así las cosas, aunque es cierto que no se indica así de manera expresa en 
el texto del artículo 522, bien puede entenderse que cuando tenga lugar la 
conciliación preprocesal entre el querellante y el querellado, le correspon-
derá al 昀椀scal efectuar la declaración correspondiente, y de manera moti-
vada indicará que tal evento corresponde a una causal de extinción de la 
acción penal, que, como tal, debe ser reconocida y declarada por el juez de 
conocimiento, ante quien deberá solicitar audiencia preliminar para que 
en ella se decrete la correspondiente preclusión de la investigación penal.

Se tiene entonces que partiendo de los términos de la sentencia C-591 de 
2005, no le correspondería al 昀椀scal o la 昀椀scal ordenar el archivo de las 
diligencias cuando ha mediado conciliación preprocesal, pues tal deci-
sión sólo la puede tomar, con fundamento constitucional, el respectivo 
juez de conocimiento.

Ha de advertirse, en todo caso, que esta posición plantearía la inquietud de 
si, entonces, cuando el 昀椀scal o la 昀椀scal resuelve que no hay lugar a adelantar 
acción penal alguna, por ejemplo por considerar que el hecho no es una 
estafa sino un incumplimiento de contrato, debe motivar su decisión para 
que sea el juez quien decrete la preclusión de la investigación, lo cual nos 
parece equivocado, pues pensamos que la declaratoria de preclusión por 
parte del juez de conocimiento sólo debe tener lugar cuando la decisión se 
adopta por estimarse extinguida la acción penal, evento que ciertamente 
no corresponde al del ejemplo, pues es de claridad meridiana que cuando 
tiene lugar el incumplimiento de un contrato no nace acción penal alguna 
o no puede ejercitarse legítimamente, por lo que, en consecuencia, declarar 
que el hecho no constituye infracción a la ley penal en manera alguna equi-
vale a a昀椀rmar que la acción penal se ha extinguido.

En armonía con este pensamiento, la Corte Constitucional en la sentencia 
C-1117 del 17 de noviembre de 2005, de la cual fue MP. Jaime Córdoba 
Triviño, condicionadamente declaró exequible la expresión “En todo caso 
se inadmitirán las denuncias sin fundamento” del inciso 2 del artículo 69 de 
la Ley 906 de 2004, en el “entendido que la inadmisión de la denuncia 
únicamente procede cuando el hecho no existió, o no reviste las carac-
terísticas de delito”, agregando que “Esta decisión, debidamente moti-
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vada, debe ser adoptada por el 昀椀scal y comunicada al denunciante y al 
Ministerio Público”.

Agréguese que en la sentencia C-591 del 9 de junio de 2005 que se 
menciona, la Corte Constitucional se encargó, nuevamente, de poner de 
presente la importancia de los derechos de las víctimas y las posibili-
dades reales que debe tener para su protección:

Sin lugar a dudas, la decisión de archivar unas actuaciones con 
efectos de cosa juzgada no puede ser considerada un mero trámite, 
sino que se trata de un asunto de carácter sustancial. De allí que no 
sea de recibo la distinción que estableció el legislador en el sentido 
de que si el hecho generador de la extinción de la acción tiene lugar 
antes	de	la	imputación	de	cargos	el	昀椀scal	pueda	motu	propio	decre-
tarla; en tanto que si la misma se produce con posterioridad a la 
mencionada audiencia, únicamente lo pueda hacer el juez de cono-
cimiento,	 previo	 requerimiento	 de	 la	 昀椀scalía.	De	 tal	 suerte	 que	 la	
decisión sobre la extinción de la acción penal, con efectos de cosa 
juzgada, es de competencia exclusiva del juez de conocimiento, para 
lo	cual	el	correspondiente	昀椀scal	solicitará	la	preclusión111.

De conformidad con el último aparte trascrito, sería admisible predicar 
que las decisiones que no hagan tránsito a cosa juzgada y que impliquen 
orden de archivar las diligencias podrán ser adoptadas por la 昀椀scalía, 
precisamente porque al no tener ejecutoria material, pueden ser revisadas 
posteriormente, lo cual ciertamente no puede predicarse de una orden de 
preclusión, pues tiene ejecutoria material y hace tránsito a cosa juzgada.

Si el querellante no comparece, se entiende como si hubiera desistido de su 
querella aunque el Código de Procedimiento Penal habla de “pretensión”, 
regulación ésta que si bien pone de presente que el trámite de conciliación es 
un presupuesto de procesabilidad, también puede comportar una violación 
a los Derechos Fundamentales de la víctima, entre otras razones porque se le 
conmina con la amenaza de no adelantar la acción penal cuando a ella, por 
diferentes factores, no le interesa confrontar a su victimario.

111 Ibíd.
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Por fortuna, en el nuevo Estatuto no se mantuvo la condena en costas que 
en el proyecto del Código de Procedimiento Penal, se regulaba para la 
víctima querellante en caso de no asistir a la conciliación.
Debe aclararse que cuando el instrumento de la conciliación preprocesal 
no operó, y por ello se dio inicio a la acción penal correspondiente (inc. 
3 artículo 522 CPP), ya no podrá acudirse a él dentro de la actuación, 
precisamente por tratarse de un trámite preprocesal, pero sería en todo 
caso factible alcanzar el restablecimiento del derecho, pero por medio de 
un mecanismo de Justicia Restaurativa diferente, como lo es la mediación 
(inc. 2 artículo 522 CPP).

Por último, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia 
proferida el 9 de septiembre de 2009, con ponencia del Magistrado Alfredo 
Gómez Quintero, señaló:

En ese orden, es importante precisar que la conciliación, como 
mecanismo	para	la	solución	de	con昀氀ictos,	debe	entenderse	como	un	
acto complejo, integrado por el acuerdo entre las partes y el efectivo 
cumplimiento de lo pactado, porque de otra forma, si se limita su 
ejercicio al cumplimiento de una formalidad, o si se entiende agotada 
con el simple acuerdo de voluntades y no se materializa lo convenido, 
la aspiración de la víctima a obtener la reparación del agravio ocasio-
nado con la conducta punible, se torna inocua. 

Según lo anterior, es importante tener en cuenta que para que la conci-
liación preprocesal tenga la virtud de llevar al 昀椀n anticipado del proceso, 
no basta con el acuerdo entre víctima y victimario, sino que la Fiscalía 
debe veri昀椀car que éste cumpla con lo acordado; si no hay cumplimiento, 
la conciliación preprocesal deberá entenderse como fracasada y, por lo 
tanto, deberá darse continuidad al proceso. 

3.3 MEDIACIÓN

Al referirse a este mecanismo de Justicia Restaurativa, en la Sentencia 
C-979 de 2005 la Corte Constitucional a昀椀rmó que la mediación permite, 
desde la formulación de la imputación y hasta antes del inicio del juicio 
oral, acceder a un espacio institucional para que la víctima y su ofensor 



UNIDAD 3

140

intercambien opiniones y confronten puntos de vista a efectos de que, 
con la colaboración de una persona neutral, un mediador, consigan solu-
cionar el con昀氀icto generado con la infracción a la ley penal. 

Puede orientarse a diversos objetivos por medio de los cuales es factible 
concretar la restauración, tales como la reparación, la restitución, el resar-
cimiento de los perjuicios causados, la realización o abstención de deter-
minada conducta, la prestación de servicios a la comunidad, o, incluso, el 
ofrecimiento de disculpas o perdón (inc. 2 artículo 523 CPP).

La restitución, se realiza por medio de acciones orientadas a devolver, 
en la medida de lo posible, a la víctima a la situación que se encontraba 
antes de ser afectada por el ilícito, tiene un alcance que trasciende lo 
meramente pecuniario en cuanto atañe al restablecimiento de todos 
sus derechos que le permitan continuar con una vida normal en su 
entorno social, familiar, de ciudadanía, laboral y económico.

La	indemnización,	se	identi昀椀ca	con	las	medidas	orientadas	a	lograr	
el resarcimiento de los daños generados por el ilícito y que sean 
cuanti昀椀cables	 económicamente	 (daños	 físico	 y	 mental;	 la	 pérdida	
de oportunidades de desarrollo; los daños materiales y la pérdida 
de ingresos incluido el lucro cesante; el daño a la reputación o a la 
dignidad, las disminuciones patrimoniales).

La rehabilitación, corresponde al conjunto de acciones que se orientan 
a proporcionar a la víctima la atención y asistencia que requiera 
desde el punto de vista médico, psicológico, social y jurídico.

La satisfacción y las garantías de no repetición, atañen a aquellas 
acciones dirigidas, de una parte a deshacer el agravio inferido a la 
víctima, y de otra, a impedir que vuelvan a realizarse conductas con 
las cuales se afectaron sus derechos, las cuales deben ser adecuadas a 
la naturaleza y magnitud de la ofensa (…)

Aclara la Corte que este mecanismo de Justicia Restaurativa opera en 
dos ámbitos diferentes y con distintos efectos en cada uno, atendiendo 
el principio de proporcionalidad, siendo aplicable a delitos querellables 
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respecto de los cuales no fue exitosa la conciliación preprocesal, lo 
mismo que a eventos donde el ejercicio de la acción penal puede adelan-
tarse o昀椀ciosamente.

El ámbito relacionado con delitos perseguibles o昀椀ciosamente, supone que 
el mecanismo procede para eventos que comportan un bajo rango de lesi-
vidad y que por ello la consecuencia punitiva debe ser de menor entidad. 
Requiere entonces que i.) se trate de delitos perseguibles de o昀椀cio cuyo 
mínimo de pena no exceda de 5 años; ii.) que el bien jurídico protegido no 
sobrepase la órbita personal del perjudicado, y iii.) la aceptación expresa 
y voluntaria de víctima y victimario de someterse a un mecanismo de 
solución de Justicia Restaurativa (inc. 1 artículo 524 CPP).

El condicionamiento de la mediación a la naturaleza de bien jurídico 
protegido, restringiéndolo a aquel que no sobrepase la órbita personal 
del perjudicado, focaliza el efecto restaurador de la mediación en 
aquella criminalidad que afecta bienes jurídicos respecto de los cuales 
la víctima conserva un espacio de disponibilidad.

La Corporación también precisa que los efectos de la aplicación de la 
mediación a delitos de baja gravedad y punibilidad, se proyectan en dos 
aspectos: en lo que tiene que ver con la responsabilidad civil, pues el 
acuerdo resulta vinculante, excluyendo otros mecanismos que apunten al 
mismo objetivo, como puede serlo el ejercicio de la acción civil ante otra 
jurisdicción, y el incidente de reparación integral.

En lo que hace a la responsabilidad penal derivada del delito, la 
acción penal podría extinguirse por la vía de aplicación del prin-
cipio de oportunidad, conforme a la causal 8 del artículo 324 del 
cpp que establece la aplicación de este principio, “Cuando proceda 
la suspensión del procedimiento a prueba en el marco de la Justicia 
Restaurativa, y como consecuencia de éste se cumplan con las condi-
ciones impuestas.

La suspensión del procedimiento a prueba es una de las formas por 
medio de las cuales actúa el principio de oportunidad (artículo 251 
CP) y consiste en la prerrogativa para el imputado de solicitar la 
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suspensión del procedimiento, por un período de prueba que podrá 
ser hasta de 3 años, sometida al ofrecimiento de un plan de repara-
ción integral del daño y al cumplimiento de unas condiciones que se 
encuentran	determinadas	en	la	propia	ley	(artículo	326	cpp).

Vencido	 el	 período	 de	 prueba	 y	 veri昀椀cado	 el	 cumplimiento	 de	 las	
condiciones	impuestas	durante	el	período	de	prueba,	el	昀椀scal	ordenará	
el archivo de la actuación, en aplicación de la causal 8 del artículo 
324 del cpp, decisión que desde luego será sometidas al control judi-
cial por parte del juez que ejerce funciones de control de garantías.

60.	Ahora	bien,	en	lo	que	hace	al	otro	ámbito	de	aplicación	de	la	media-
ción (inc. 2 artículo 524), es decir respecto de los delitos perseguibles 
de	 o昀椀cio	 con	 pena	 superior	 a	 5	 años,	 la	mediación	 resulta	 perfec-
tamente aplicable, pero sus efectos son sustancialmente distintos, 
particularmente en lo que tiene que ver con la acción penal. Si bien, 
respecto de estos punibles, la decisión de ofendido y ofensor de acudir 
a la mediación también adquiere efectos vinculantes en cuanto a 
que la obtención del resultado restaurativo excluye la posibilidad de 
acudir al ejercicio independiente de la acción civil derivada del hecho 
punible, y al incidente de reparación integral, en lo que atañe a la 
acción penal los efectos se restringen considerablemente.

Efectivamente,	 en	 esta	 criminalidad,	 perseguible	 de	 o昀椀cio,	 de	 mayor	
potencialidad lesiva y por ende de consecuencias punitivas más gravosas 
(pena superior a 5 años), la mediación únicamente será considerada para 
otorgar	al	imputado,	acusado	o	sentenciado,	bene昀椀cios	procesales	durante	
la actuación, en el momento de la imposición de pena para efectos de su 
dosi昀椀cación,	o	en	la	fase	de	ejecución	de	la	sanción.

Según se observa, cuando la mediación resulta exitosa al interior de un 
proceso por delito perseguible de o昀椀cio cuya pena mínima es superior a 
cinco años de prisión, aunque pueda extinguir la acción civil, no tiene la 
virtud de extinguir la acción penal, pues se parte de la consideración de que el 
bien jurídico afectado sobrepasa la órbita personal del afectado, no teniendo 
entonces éste un poder de disposición sobre él, como sí acontece cuando se 
trata de un delito cuya pena mínima no supera los 5 años de prisión.
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El artículo 524 CPP, dispone que la mediación procede en los delitos 
perseguibles de o昀椀cio, cuyo mínimo de pena no exceda de cinco años de 
prisión, y procede desde que se formula la imputación hasta antes del 
juicio oral, siempre y cuando víctima y victimario acepten expresamente 
someter su caso a un proceso de Justicia Restaurativa y se trate de un bien 
jurídico que no sobrepase la órbita personal del perjudicado.

Cuando la pena mínima sobrepasa los cinco años de prisión, la media-
ción como mecanismo de Justicia Restaurativa tiene utilidad, pero sólo 
para ser analizada a la hora de otorgar bene昀椀cios, para dosi昀椀car la pena 
o para purgar la sanción, sin que pueda ser considerada como una causal 
para extinguir la acción penal.

Así lo anterior, la mediación como mecanismo de Justicia Restaurativa 
podría determinar la aplicación del principio de oportunidad, concreta-
mente por virtud de la causal del numeral 8 del artículo 324 de la Ley 906 
de 2004, según la cual aquél puede tener lugar “cuando proceda la suspen-
sión del procedimiento a prueba en el marco de la Justicia Restaurativa 
y como consecuencia de éste se cumpla con las condiciones impuestas”.

Y aunque, como se verá más adelante, la mediación produce el efecto 
de excluir el ejercicio de la acción civil, en cuanto a la acción penal todo 
parece indicar que se podría ubicar dentro del artículo 77 CPP, como un 
evento que determina la extinción de la acción penal, extinción que única 
y exclusivamente tendría lugar cuando se está en presencia de un delito 
cuya pena mínima no exceda de cinco años de prisión, pues cuando fuere 
superior, se reitera, la mediación, aunque extinga la acción civil, sólo será 
considerada para otorgar algunos bene昀椀cios durante la actuación o rela-
cionados con la dosi昀椀cación de la pena o con la forma como se purgará la 
sanción, pero sin que comporte extinción de la acción penal.

No se dice nada de la posibilidad de que la mediación opere en el incidente 
de reparación integral.

El artículo 525 CPP, establece:
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Solicitud. La mediación podrá solicitarse por la víctima o por el impu-
tado	o	acusado	ante	el	昀椀scal,	juez	de	control	de	garantías	o	juez	de	
conocimiento, según el caso, para que el Fiscal General de la Nación 
o su delegado para esos efectos, proceda a designar el mediador.

En los casos de menores, inimputables y víctimas incapaces, sus 
representantes legales deberán participar en la mediación.

Según lo anterior, la mediación no puede ser solicitada por la 昀椀scalía ni 
por el Ministerio Público.

Y en el artículo 526 CPP, se establece:

Efectos. La decisión del mediador tiene efectos vinculantes para la 
víctima y victimario. En consecuencia, excluye el ejercicio de la 
acción civil derivada del delito y el incidente de reparación integral.

El mediador expedirá un informe de sus resultados y lo remitirá al 
昀椀scal	 o	 al	 juez,	 según	 el	 caso,	 para	 que	 lo	 valore	 y	 determine	 sus	
efectos en la actuación.

Los resultados de la mediación serán valorados para el ejercicio de la 
acción penal; la selección de la coerción personal, y la individualiza-
ción de la pena al momento de dictarse sentencia.

No dice la norma que la mediación produce el efecto de extinguir la acción 
penal, pues en tal sentido, sólo alude a la acción civil, por lo cual, salvo 
los casos de delitos perseguibles de o昀椀cio cuya pena mínima es superior 
a cinco años de prisión, cabría preguntarse qué utilidad tiene la medida 
para el imputado como para invitarlo a solucionar el con昀氀icto que lo 
enfrenta con la víctima.

Para responder el interrogante es necesario tener en cuenta, en primer 
lugar, que según el inciso 昀椀nal del artículo 526 CPP, “los resultados de 
la mediación serán valorados”, entre otros eventos, “para el ejercicio de 
la acción penal”, previsión que obligadamente nos remite a las normas 
sobre el principio de oportunidad.
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Según el artículo 77 CPP, la acción penal se extingue por aplicación del 
principio de oportunidad. A su vez el artículo 80 dispone que la extinción 
de la acción penal, si bien produce efectos de cosa juzgada, no se extiende 
a la acción civil derivada del “injusto”.

Ahora bien, en el artículo 322 CPP, relacionado con el principio de opor-
tunidad, se dispone que si bien la 昀椀scalía está obligada a perseguir a los 
autores y partícipes en los hechos que revistan las características de una 
conducta punible, la aplicación del principio de oportunidad se constituye 
como una excepción a este mandato, caso en el cual podrá suspender, inte-
rrumpir o renunciar a la persecución penal en los casos que establece la ley.

Así lo anterior, una primera precisión es que la aplicación del principio de 
oportunidad no es obligatoria sino facultativa para la 昀椀scalía, de manera 
que, aplicando el artículo 324 CPP, se tendría lo siguiente respecto de 
algunas de las causales que allí se consignan para aplicar el principio de 
oportunidad:

1º Cuando se trate de delito sancionado con pena privativa de la 
libertad	que	no	exceda	en	su	máximo	de	6	años	y	se	haya	reparado	
integralmente a la víctima, de conocerse ésta, y además, pueda deter-
minarse de manera objetiva la ausencia o decadencia del interés del 
Estado en el ejercicio de la correspondiente acción penal.

Como se observa, este evento no coincide con el del inciso 1 del artículo 
524 CPP sobre mediación, el cual habla de pena mínima de cinco años de 
prisión, pues en la misma norma transcrita se alude a una pena máxima 
de seis años; además, tiene requisitos adicionales para que el 昀椀scal pueda 
resolver si suspende, interrumpe o renuncia a la persecución penal, 
como cuando ha habido reparación integral aunada a la determinación 
de manera objetiva de la ausencia o decadencia del interés del Estado en 
ejercitar la acción penal.

Así las cosas, podría aplicarse el principio de oportunidad en una actua-
ción sobre un posible delito de incesto (artículo 237 de la Ley 599 de 2000), 
siempre y cuando la pena máxima para éste, incluido el aumento de pena 
del artículo 14 de la Ley 890 de 2004, no sobrepase o exceda los seis años 



UNIDAD 3

146

de prisión, pero siempre y cuando i. Se haya reparado integralmente a la 
víctima, y además ii. Objetivamente, se pueda determinar que el interés 
del Estado en la persecución penal, ha decaído.

8. Cuando proceda la suspensión del procedimiento a prueba en el 
marco de la Justicia Restaurativa y como consecuencia de éste se 
cumpla con las condiciones impuestas.

El artículo 325 CPP112 habla de la suspensión del procedimiento a prueba 
como instituto relacionado con la aplicación del principio de oportunidad, 
fenómeno que puede presentarse cuando el imputado así lo pide, mani-
festando tener un plan de reparación del daño, el cual puede consistir en 
la mediación con las víctimas, cuando ella sea procedente, la reparación 
integral o la reparación simbólica en forma inmediata o a plazos y dentro 
del marco de la Justicia Restaurativa. En estos casos, el 昀椀scal “consultará” 
a la víctima y resuelve de inmediato la petición, 昀椀ja las condiciones de la 
suspensión del proceso a prueba (la cual no puede ser superior a 3 años), 
y aprueba o modi昀椀ca el plan de reparación.

Con lo hasta ahora dicho, podría a昀椀rmarse que como la mediación es 
considerada por el artículo 521 CPP, como uno de los tres mecanismos 
para hacer efectiva la Justicia Restaurativa, podría a su vez permitirle a la 
昀椀scalía renunciar al ejercicio de la acción penal, aplicando el principio de 
oportunidad de conformidad con lo dispuesto en el artículo 324-8.

112 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL, artículo 325. Suspensión del procedimiento a prueba. 
El imputado podrá solicitar la suspensión del procedimiento a prueba mediante solicitud oral en la que 
mani昀椀este	un	plan	de	reparación	del	daño	y	las	condiciones	que	estaría	dispuesto	a	cumplir.	El	plan	
podrá consistir en la mediación con las víctimas, en los casos en que ésta sea procedente, la reparación 
integral de los daños causados a las víctimas o la reparación simbólica, en la forma inmediata o a 
plazos,	en	el	marco	de	la	Justicia	Restaurativa.	Presentada	la	solicitud,	el	昀椀scal	consultará	a	la	víctima	
y	resolverá	de	inmediato	mediante	decisión	que	昀椀jará	las	condiciones	bajo	las	cuales	se	suspende	el	
procedimiento,	y	aprobará	o	modi昀椀cará	el	plan	de	reparación	propuesto	por	el	 imputado,	conforme	
a los principios de Justicia Restaurativa establecidos en este código. Si el procedimiento se reanuda 
con posterioridad, la admisión de los hechos por parte del imputado no se podrá utilizar como prueba 
de	 culpabilidad.	 Parágrafo.	 El	 昀椀scal	 podrá	 suspender	 el	 procedimiento	 a	 prueba	 cuando	 para	 el	
cumplimiento	de	la	昀椀nalidad	del	principio	de	oportunidad	estime	conveniente	hacerlo	antes	de	decidir	
sobre la eventual renuncia al ejercicio de la acción penal.
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Sin embargo, la di昀椀cultad puede estribar en determinar respecto de 
cuáles delitos cabe la mediación y, particularmente, en cuáles casos esa 
mediación determina la extinción de la acción penal por aplicación del 
principio de oportunidad.

En este sentido, es claro que si se trata de un delito cuya pena máxima 
no es superior a 6 años de prisión, si bien respecto de él podría aplicarse 
la mediación, es evidente que nunca un delito con una pena máxima de 
prisión de 6 años tendrá una pena mínima superior a 5 años, por manera 
que el principio de oportunidad procedería, no tanto por la causal del 
numeral 8, sino por la del numeral 1 del artículo 324 CPP.

Ahora bien, si se trata de un delito querellable, como éstos de ordinario 
tienen una pena que no es de prisión o que siéndolo sería en su máximo 
no superior a 6 años, pensamos que respecto de ellos podría aplicarse el 
principio de oportunidad según los términos del numeral 1 del artículo 
324 CPP, es decir, podría extinguirse la acción penal, pero a condición 
de que: i. Se repara integralmente a la víctima (de conocerse ésta), y ii. 
Objetivamente, pueda establecerse que el interés del Estado en la perse-
cución ha decaído o inexiste.

Pero también respecto de esta clase de delitos podría operar el prin-
cipio de oportunidad, sólo que bajo la aplicación de una causal diferente, 
concretamente por la del numeral 8 del artículo 324 CPP, que como se ha 
dicho alude a la aplicación de un mecanismo de Justicia Restaurativa.

De esta suerte, tratándose de un delito querellable sería posible que 
operara el instituto de la conciliación preprocesal, en el cual, como se 
dijo al tratar este tema, cuando hay acuerdo, al 昀椀scal le correspondería 
declarar que se está en presencia de una causal de extinción de la acción 
penal, procediendo solicitar al juez o jueza de conocimiento, la preclusión.

Sin embargo, cabría preguntar: Cuando opera o se presenta la concilia-
ción preprocesal, misma que determina la preclusión de la investigación, 
nos encontramos ante un mecanismo de Justicia Restaurativa que como 
tal permite aplicar el principio de oportunidad o simple y llanamente, 
¿estamos frente a una causal de o improseguibilidad?
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Sobre el particular, se tiene que en el artículo 77 CPP sobre extinción de la 
acción, se indica que ella puede tener lugar por aplicación del principio de 
oportunidad, y aunque no se enuncie allí la conciliación, es lo cierto que en 
la parte 昀椀nal del artículo se dice que la extinción de la acción penal puede 
presentarse “en los demás casos contemplados en la ley”, siendo legítimo 
pensar que precisamente uno de esos casos es el de la conciliación prepro-
cesal, pues si la consecuencia que se establece en el inciso 2 del artículo 522 
CPP para cuando tiene lugar la conciliación, es la de archivar las diligen-
cias113, ello evidencia que la acción penal se ha extinguido.

Pero aunque se pueda arribar a esta conclusión, sigue gravitando la 
inquietud acerca de cuál decisión es la que corresponde tomar para 
acabar con la actuación penal, pues aunque sea cierto que la conclusión 
sea la misma, esto es, el archivo del proceso o la actuación, es cierto que 
a ello se llega por caminos diferentes, de una parte, y, de otra, que los 
jueces que intervienen son de distinta naturaleza.

En este sentido, en tratándose de la decisión de preclusión de la actuación 
(artículo 331 CPP), ésta debe ser solicitada ante el juez de conocimiento; 
pero si de lo que se trata es de aplicar el principio de oportunidad, una 
vez que la 昀椀scalía ha tomado la decisión de aplicarlo, debe solicitar el 
control de legalidad ante el juez de control de garantías.

Precisado lo anterior, creemos que no obstante ser indiscutible que la conci-
liación preprocesal es un mecanismo de Justicia Restaurativa, cuando ella 
opera lo que procede es la declaratoria de preclusión de la investigación por 
parte del juez del conocimiento, así no se haya formulado la imputación.

Es ésta la decisión que procede y no la de dar aplicación al principio de 
oportunidad, pues para que éste opere por virtud de un mecanismo de 
Justicia Restaurativa se requiere, según los términos del artículo 324-8 
CPP, que haya tenido lugar el trámite de “suspensión del procedimiento 
a prueba” a que se re昀椀ere el artículo 325 CPP y que, como consecuencia 
de éste, se haya cumplido con las condiciones impuestas, circunstancias 

113 No obstante esta disposición legal, se recuerda que la Corte Constitucional, según se transcribió en 
apartes anteriores, tiene resuelto que esta clase de decisiones debe ser adoptada por el juez o jueza de 
conocimiento mediante orden de preclusión de la investigación.
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estas que de昀椀nitivamente no tienen lugar en tratándose de la conciliación 
preprocesal, pues es cierto que gracias a ésta y, no obstante la aplicación 
a que haya lugar de la Ley 640 de 2001, de la lectura del artículo 522 CPP, 
se desprende que en el trámite pertinente no hay lugar a suspender la 
actuación, sino que simple y llanamente tiene lugar una audiencia de 
conciliación, donde, en caso de no prosperar, procede el ejercicio de la 
acción penal correspondiente y en caso de ser exitosa, ocurre lo contrario, 
esto es, el no ejercicio de la acción penal, y en consecuencia el archivo de 
la actuación por preclusión de la misma.

Se aclara que si la conciliación resultó fallida y por ende, se procedió 
al ejercicio de la acción penal correspondiente, en todo caso el asunto 
puede resolverse por medio de un mecanismo de Justicia Restaurativa 
que obviamente, ya no podría ser el de conciliación preprocesal, pero sí 
el de la mediación. Si lo que opera es la conciliación en el incidente de 
reparación integral, ésta ya no podría determinar la aplicación del prin-
cipio de oportunidad, por lo menos en lo que respecta a la regulación del 
artículo 324-8 CPP. 

En todo caso, debe aclararse que la conciliación que tiene lugar en el inci-
dente de reparación integral, si bien puede constituir un mecanismo de 
Justicia Restaurativa con el cual se extinguiría en principio la acción civil114, 
no tiene per se la potencialidad para extinguir la acción penal, máxime en 
un momento en que ya existe un fallo penal de contenido condenatorio. 

Sin embargo, la conciliación que tiene lugar en el trámite del incidente de 
reparación integral, podría extinguir la acción penal, pero a condición de 
que la condena penal se haya referido a un delito respecto del cual la ley 
establezca la posibilidad de extinguir la acción penal por conciliación, 
siendo en este sentido posible considerar la aplicación, por favorabilidad, 
de lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley 600 de 2000.

114 Se dice que en principio con ella se podría extinguir la acción civil, pues no ha de olvidarse que 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional tiene dicho que la víctima, aparte de los derechos a la 
reparación, también los tiene a verdad y justicia, por manera que la conciliación, para que produzca 
plenos efectos, debería comprender los tres derechos mencionados.
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Dicho lo anterior, se analiza a continuación la forma como opera la 昀椀gura 
de la mediación. 

En cuanto al trámite de la mediación
Una primera precisión que se impone es la de que, para aplicar la 昀椀gura 
del artículo 523 CPP, debe relacionársele con el artículo 325 Ibíd., sobre 
suspensión del procedimiento a prueba.

Así lo anterior, para dar inicio al trámite de la mediación, todo parece 
indicar que lo primero que debe hacerse es que el imputado solicite la 
suspensión del procedimiento a prueba, lo cual hará oralmente mani-
festando un plan de reparación del daño y las condiciones que estaría 
dispuesto a cumplir, plan que para el caso sería el de buscar una media-
ción con la víctima, mediación que puede referirse a la “reparación, resti-
tución o resarcimiento de los perjuicios causados; realización o abstención 
de determinada conducta; prestación de servicios a la comunidad, o pedi-
mento de disculpas o perdón” (inc. 2 artículo 523 CPP).

El imputado puede presentar esta petición desde el momento mismo de 
la formulación de la imputación –que es el momento en que se le comu-
nica a la persona su calidad de imputado (artículo 286 CPP) – y hasta 
antes del inicio del juicio oral (inc. 1 artículo 524 CPP).

No obstante lo anterior, como en el artículo 525 CPP se señala que también 
la víctima puede solicitar la mediación, lo cual se hace ante el 昀椀scal o la 
昀椀scal, el juez o la juez de control de garantías o el juez o la juez de cono-
cimiento, pensamos que ello implicaría que ella –la víctima– debería soli-
citar la suspensión del procedimiento a prueba.

Si se acepta que es esta la solución correcta a un tema que ciertamente 
no lo regula la Ley 906 de 2004, pero que puede ofrecerse por aplicación 
analógica de la ley, se tendría entonces dos posibles caminos para seguir:

1. El primero, donde la víctima simplemente pide la suspensión del 
procedimiento, acompañada de la petición para que la 昀椀scalía 
designe un tercero neutral, el mediador, quien permite el intercambio 
de opiniones entre víctima y victimario a efectos de buscar solución 
al con昀氀icto que les enfrente, y
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2. El segundo, donde la víctima pide la suspensión del procedimiento y, 
además, presenta un plan de reparación al que aspiraría y las condi-
ciones bajo las cuales estaría dispuesta a aceptarlo.

Aunque en principio, las dos soluciones son admisibles, parece prefe-
rible la segunda, pues siendo que desde el artículo 250 Constitucional se 
anuncia que la víctima tiene entre otros derechos el de obtener la indem-
nización de los perjuicios que se le ocasionaron y, más genéricamente, el 
de obtener el restablecimiento del derecho conculcado, no existe óbice 
para que ella, al igual que lo puede hacer el victimario, mani昀椀este a qué 
o cuál clase de reparación o mecanismo de restablecimiento del derecho 
aspiraría y bajo cuáles condiciones estaría dispuesta a aceptarlo.

Si lo que se pretende es que la víctima y victimario, en un momento dado, 
confronten sus diferencias y puedan superarlas, poco importa de quién 
parta la iniciativa, siempre que se consiga el 昀椀n perseguido.

Presentada por el imputado o por la víctima, la petición de suspensión 
del proceso a prueba, correspondería al 昀椀scal o la 昀椀scal consultar con la 
víctima su opinión sobre el plan propuesto por el victimario, o debería 
consultar con éste sobre las aspiraciones de la víctima, si fue ésta quien 
solicitó la suspensión del procedimiento a prueba.

Aunque no es expresa la referencia en la redacción del inciso 3, artículo 
325 CPP, de ella se desprende que si el interviniente distinto a quien pidió 
la suspensión no está de acuerdo en someter su caso a un mecanismo 
de Justicia Restaurativa como la mediación, la actuación procedimental 
debe proseguir; en caso contrario, esto es, cuando exista manifestación 
que evidencie el interés de alcanzar el restablecimiento del derecho, le 
corresponderá al 昀椀scal 昀椀jar las condiciones bajo las cuales se suspenderá 
a prueba el proceso, lo cual deberá ir acompañado de la designación, por 
parte del Fiscal General de la Nación o su delegado, de un mediador para 
el caso, quien podrá ser un particular o un servidor público.

Designado el mediador, éste buscará el intercambio de opiniones entre 
víctima y victimario, para que por medio de la confrontación de sus 
puntos de vista logren solucionar el con昀氀icto que los enfrenta, solución 
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que no necesariamente tiene que traducirse en el pago de una indemni-
zación de los perjuicios ocasionados con el delito, pues también puede 
consistir en el acuerdo para que se realice determinada conducta, para 
que haya abstención de un comportamiento en particular, para que se 
preste un servicio a la comunidad o, inclusive, para que el victimario 
pida perdón o disculpas u ofrezca una garantía de no repetición.

Una vez que víctima y victimario se hayan puesto de acuerdo en el 
sentido de aceptar genéricamente la mediación y especí昀椀camente una de 
las alternativas que ella puede plantear, le corresponderá al mediador 
expedir un informe, el cual remitirá al 昀椀scal o al juez para que sea valo-
rado y se determine qué efectos tendrá sobre la actuación.

Si el mediador llegare a informar que el plan de mediación no se concretó, 
la admisión que de los hechos hubiera hecho el victimario no podrá ser 
utilizada como prueba de su culpabilidad.

Si, por el contrario, en el informe se indica que el plan propuesto dentro 
de la mediación se cumplió, estando la actuación en poder de la 昀椀scalía, 
le corresponderá a ésta aplicar el principio de oportunidad, procediendo 
la extinción de la acción penal, siempre y cuando se trate de un delito 
cuya pena mínima no exceda los cinco años de prisión, pues si ésta fuere 
mayor, el éxito del mecanismo de Justicia Restaurativa no tiene la virtud 
de extinguir la acción penal, pero, en todo caso, tendrá utilidad a efectos 
de la selección de la coerción personal y la individualidad de la pena al 
momento de dictar la sentencia, cuando el fallo hubiera sido condenatorio. 

De esta suerte, cuando la mediación como mecanismo de Justicia 
Restaurativa opera exitosamente dentro de un proceso penal adelantado 
por un delito cuya pena mínima excede los 5 años de prisión, el proceso 
debería continuar, culminando con el fallo, sea condenatorio o absolu-
torio si es que existió acusación, pues, como se ha dicho, en estos eventos 
la mediación no tiene la virtud de extinguir la acción penal.

Complementariamente a la normatividad que regula la mediación, las 
disposiciones del inciso 1 del artículo 526 resultan particularmente inte-
resantes, pues de entrada darían a entender que la simple decisión de 
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acudir a la mediación ya extingue la acción civil, de una parte, y de otra, 
que en el nuevo proceso penal de tendencia acusatoria habría lugar a 
“ejercitar la acción civil”, aspectos que por su importancia merecen por lo 
menos unas re昀氀exiones adicionales.

En cuanto a lo primero, aunque ciertamente la parte inicial del inciso 1 del 
artículo 526 CPP, prescribe que “[l]a decisión de víctima y victimario de 
acudir a la mediación tiene efectos vinculantes” y que, en consecuencia, 
se “excluye el ejercicio de la acción civil derivada del delito y el incidente 
de reparación integral”, ello en manera alguna puede signi昀椀car que la 
simple decisión de acudir a la mediación debe producir unos efectos sobre 
las pretensiones indemnizatorias, pues la única consecuencia que puede 
aparejar es la de posibilitar la suspensión del proceso a prueba.

Así lo anterior, las consecuencias a que alude el inciso 1 del artículo 
526 de la Ley 906 de 2004 solamente tendrán lugar cuando la mediación 
como mecanismo de Justicia Restaurativa ha resultado exitosa, esto es, 
ha permitido la “reparación, restitución o resarcimiento de los perjuicios 
causados; realización o abstención de determinada conducta; prestación 
de servicios a la comunidad; o pedimento de disculpas o perdón”, pues 
resulta evidente que si la mediación es uno de los varios instrumentos 
dispuestos por el legislador para alcanzar el restablecimiento del derecho, 
cuando éste ya ha tenido lugar decae el interés, por lo menos el de natu-
raleza patrimonial, para ejercitar la acción civil y se pierde la legitimidad 
para promover el incidente de reparación integral.

Sobre este último particular, no sobra aclarar que la prohibición para 
intentar el incidente de reparación integral sólo tendría lugar en aquellos 
eventos en que de todas maneras habrá un fallo condenatorio, esto es, en 
los casos en que hubo mediación pero dentro de una actuación penal por 
un delito cuya pena mínima es superior a cinco años de prisión, pues, 
se recuerda, en los procesos donde la pena mínima que corresponda al 
delito no supere los cinco años, como la mediación permite aplicar el prin-
cipio de oportunidad y éste a su vez determina la extinción de la acción 
penal, es evidente que nunca habrá fallo condenatorio y de contera faltará 
el requisito sine qua non para iniciar el incidente de reparación integral.
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En cuanto al segundo aspecto que llama la atención, como lo es la refe-
rencia a la “exclusión del ejercicio de la acción civil derivada del delito”, esta 
disposición únicamente puede interpretarse bajo el entendimiento de que 
cuando la mediación ha sido exitosa, resulta imposible iniciar o continuar 
con el ejercicio de la acción civil ante las autoridades de la jurisdicción civil.

Al respecto habrá de repararse que es de entendimiento común que en 
el nuevo sistema procedimental penal, por lo menos en las instancias 
anteriores al incidente de reparación integral, no se ejercita la acción civil 
dentro del proceso penal, posibilidad que quedó relegada a aquellos 
procesos adelantados bajo la ritualidad de la Ley 600 de 2000.

De esta suerte, si dentro del nuevo proceso penal no se ejercita ya la acción 
civil en las etapas de investigación, intermedia y del juicio, el hecho de 
que la mediación haya evolucionado favorablemente a los intereses de 
víctima y victimario, ningún efecto puede tener respecto de aquella, 
pues, como se ha dicho, allí no se está ejercitando la acción civil.

Y si lo que se piensa es que la alusión en cita tendría aplicación respecto 
de la acción civil que supuestamente se ejercita en el incidente de repa-
ración integral, habría que contestar que tal interpretación resulta inad-
misible, por la potísima consideración de que dentro del trámite de dicho 
incidente no es procedente o admisible la mediación, ya que por expresa 
disposición del artículo 524 CPP, ella sólo puede intentarse desde la 
formulación de la imputación y hasta antes del inicio del juicio oral.

No obstante lo anterior, resulta evidente que la referencia que el artículo 
526 CPP hace al ejercicio de la acción civil es por entero desafortunada, 
pues genera la falsa percepción de que en el nuevo proceso penal aún es 
posible ejercitar la acción civil, lo cual parece poco o nada factible, siendo 
incluso discutible su ejercicio cuando se considera el tema que trata del 
incidente de reparación integral.

Y aunque existe convicción de que desde el marco constitucional la 
víctima sí está legitimada para ejercitar la acción civil dentro del nuevo 
proceso penal, no existen los instrumentos para hacerlo, ni siquiera por 
la vía de la remisión a las normas del Código de Procedimiento Civil, 
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pues aunque la norma rectora, el artículo 25 de la Ley 906 de 2004 sobre 
“integración”, alude a este estatuto, también es claro al referir que puede 
haber remisión a otros ordenamientos, “cuando no se opongan a la natu-
raleza del procedimiento penal”, oposición que sería evidente, como 
cuando en el artículo 9 sobre “oralidad” se preceptúa que la actuación 
procesal será oral, lo cual no se compagina con las normas del Código de 
Procedimiento Civil.

3.4 INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL

Sobre este punto, cabe efectuar remisión a lo dicho sobre el incidente 
de reparación integral. Adicionalmente, la Corte Constitucional ha dicho 
que en el artículo 250-7 de la Carta se le asignan a la Fiscalía varias 
responsabilidades en relación con las víctimas, entre las cuales se citan 
la de solicitarle al juez o la juez de control de garantías, que adopte las 
medidas que se estime necesarias para proteger a las víctimas; solicitarle 
al juez o la juez de conocimiento la adopción de medidas para asistencia 
a las víctimas, restablecimiento del derecho y reparación integral a los 
afectos, y además, velar por la protección de los jurados, testigos, víctimas 
y demás intervinientes.

En desarrollo de esa cláusula constitucional, el legislador reguló (arts. 
102	a	108	Ley	906	de	2004)	este	mecanismo	de	Justicia	Restaurativa	
que se inserta dentro de los cambios que el nuevo modelo de investi-
gación y enjuiciamiento procesal penal introduce sobre la posición de 
la víctima dentro del proceso, la cual abandona su condición de parte 
para convertirse en un interviniente dentro de la actuación. 

Aunque las víctimas del injusto, en ejercicio de sus derechos a 
la verdad, la justicia y la reparación pueden intervenir en todas 
las fases de la actuación penal, sin necesidad de apoderado, hasta 
la audiencia preparatoria, es el incidente de reparación integral, 
el cual se surte ante el juez de conocimiento una vez establecida 
la responsabilidad penal del acusado, el escenario central para la 
garantía de sus derechos de reparación integral y adecuada. 
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La reclamación de la víctima dentro del proceso penal, a diferencia de 
los regímenes procesales anteriores, no exige una demanda de parte 
civil.	Es	su昀椀ciente	la	solicitud	expresa	de	la	víctima,	del	昀椀scal	o	del	
Ministerio Público a instancias de aquella, para que el juez de conoci-
miento, una vez ha proferido el fallo declaratorio de responsabilidad, 
abra de inmediato el incidente de reparación integral de los daños 
causados con la conducta punible el cual debe someterse al trámite 
de la audiencia oral.

La	con昀椀guración	que	 introduce	 el	 legislador	 sobre	 este	mecanismo	
restaurador, permite al juez un amplio margen de maniobrabilidad 
orientado a propiciar, a esta altura del proceso, una conciliación entre 
víctima y sentenciado a cerca de la pretensión de reparación integral. 
Así, si en una primera audiencia fracasa en el propósito conciliatorio, 
puede convocar a una segunda audiencia para insistir en la búsqueda 
del	acuerdo	conciliatorio	que	ponga	昀椀n	al	incidente;	de	concretarse,	
se incorporará a la decisión condenatoria.

En caso contrario corresponderá al juez decidir sobre la pretensión, 
teniendo en cuenta las pruebas presentadas por los interesados y los 
argumentos expuestos a favor de sus pretensiones. La decisión se 
adoptará en la misma audiencia, y se incorporará a la sentencia de 
responsabilidad penal.

La amplia labor mediadora que se atribuye al juez en esta instancia 
procesal (luego del fallo condenatorio), debe estar asistida por los 
mismos propósitos, que alientan la Justicia Restaurativa en general, 
tales como “atender las necesidades y responsabilidades individuales 
y colectivas de las partes y (a) lograr la integración de la víctima y 
del infractor a la comunidad en busca de la reparación, la restitución 
y el servicio de la comunidad (inc. 2 artículo 518 cpp).

Partiendo del texto legal recogido en el artículo 102 de la Ley 906 de 2004, 
es claro que única y exclusivamente cuando se ha emitido el sentido del 
fallo que declara la responsabilidad penal del acusado, y previa solicitud 
de la víctima, del 昀椀scal o del Ministerio Público, el juez fallador puede 
abrir el incidente de reparación integral, convocando a audiencia pública 
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dentro de los ocho días siguientes. No es posible que este trámite se 
adelante por disposición o昀椀ciosa del juez de conocimiento, como tampoco 
es posible, según se ha dicho, que al emitirse el fallo condenatorio, aparte 
de la sanción penal que corresponda, se pro昀椀era decisión que contenga 
obligación indemnizatoria alguna, pues ésta solamente puede decretarse 
dentro del trámite del incidente de reparación integral, siendo cuestión 
por entero diferente que lo allí resuelto luego se integre con el fallo de 
responsabilidad penal.

Según el artículo 103, iniciada la audiencia, el incidentante formula 
verbalmente su pretensión, expresando de manera concreta la forma de 
reparación integral a que aspira e indica las pruebas que hará valer.

Se precisa en el inciso 2 del artículo 102, que “si la pretensión es única-
mente económica”, sólo puede ser formulada por la víctima, sus here-
deros, sucesores o causahabientes, con lo cual la norma crea confusión 
pues si se trata de un incidente de reparación integral, necesario es 
preguntarse si allí es posible presentar una pretensión que no tenga natu-
raleza económica, lo cual en principio sería posible porque el inciso 1 dice 
que el Ministerio Público puede promoverlo a “instancia de ella”, aunque 
nada dice sobre el 昀椀scal.

Es importante destacar que la Corte Constitucional, en la Sentencia C-516 
del 11 de julio de 2007, entre otras decisiones, declaró la inexequibilidad 
de la expresión directa contenida en el inciso 2 del artículo 102, consi-
derando, en esencia, que un entendimiento constitucional del concepto 
de víctima debe tener un mayor espectro al que restringidamente se 
desprende de expresiones como la citada (directa), la cual termina limi-
tando el número de personas que pueden ser consideradas como víctimas, 
pues al hablarse de víctima directa, únicamente quedaría cobijada bajo esa 
calidad, la persona que es titular del bien jurídicamente tutelado o la 
persona respecto de la cual recayó directamente la conducta.

En Sentencia del 22 de junio de 2006, la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia115, al tratar el tema de la reparación de los perjuicios 
en delitos contra el patrimonio económico, presenta interesantes conside-

115 Revista Jurisprudencia y Doctrina. Legis, Bogotá, 2006., pp. 1543 y ss.
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raciones sobre la voluntariedad de la indemnización que se conviene por 
medio del incidente de reparación integral.

El artículo 106 sobre caducidad de la solicitud para la reparación integral 
indica, por una parte, que este incidente corresponde a un “procedimiento 
especial”, y por la otra, re昀椀ere que el plazo para solicitar se promueva el 
trámite incidental de reparación es de 30 días contados a partir de anun-
ciarse el fallo de responsabilidad penal.

Así lo anterior, si la “solicitud” no se presenta oportunamente, tendría 
lugar un evento preclusivo, de manera que ya no sería posible promover 
este trámite ante la jurisdicción penal. Y si ello es así, obligadamente 
surge una inquietud: ¿podrá entonces acudirse ante la jurisdicción civil?

Si la respuesta es negativa, cabe preguntarse entonces ¿en qué quedan 
los derechos constitucionales de la víctima a obtener una reparación 
de los perjuicios?

Y si la respuesta es a昀椀rmativa, correspondería determinar qué clase de 
actuación se debería adelantar ante el juez o la juez civil, la cual, en todo 
caso, no puede ser una que persiga el adelantamiento de un proceso 
ejecutivo, pues, no obstante las di昀椀cultades que existen para efectuar 
precisiones en el tema, sí resulta evidente que aún no se cuenta con una 
sentencia que en materia de perjuicios contenga una obligación clara, 
expresa y actualmente exigible, de manera que no dándose los presu-
puestos del artículo 488 del cpc para que constituya título ejecutivo, de 
contera, no hay lugar al trámite de ejecución.

Si bien es de absoluta claridad el sentido del artículo 106 al referir que el 
incidente de reparación debe iniciarse por solicitud presentada dentro de 
los 30 días siguientes al momento en que se anuncia el fallo de responsabi-
lidad penal, también resulta evidente que la ley no previó un importante 
número de eventos, como acontece con los fallos condenatorios que no se 
emiten en primera, sino en segunda instancia, o, incluso, al desatarse el 
recurso extraordinario de casación.
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La Corte Suprema de Justicia, en decisión del 16 de diciembre de 2008116, 
efectuó interesantes precisiones en un intento por aportar claridad al tema:

 • Re昀椀ere la Corporación que dentro de un proceso penal adelantado 
por el delito de apoderamiento por aprovechamiento de error ajeno o 
caso fortuito, el acusado fue favorecido con fallo absolutorio;

 • La decisión fue apelada por la víctima. Al resolver el recurso, el 
Tribunal Superior revocó la sentencia de primera instancia y en su 
lugar condenó al acusado a 16 meses de prisión -pena que se declaró 
suspendida condicionalmente-, lo mismo que a pagar $10.000.320 más 
intereses corrientes, por concepto de perjuicios materiales;

 • Posteriormente, el apoderado de la víctima le manifestó al Tribunal 
su intención de promover el incidente de reparación integral de 
perjuicios. El MP., apoyado en la sentencia de tutela de la sala del 7 
de diciembre de 2005, rad. 22.920, consideró improcedente la solicitud 
porque el mismo “hace parte integral del fallo de primer grado, de manera 
que en esta etapa procesal ya ha precluido la oportunidad (…) para invocarlo, 
y de admitirse se atentaría contra el principio de la doble instancia y contra lo 
preceptuado	en	los	artículos	20,	102	y	447	de	la	Ley	906	de	2004”;

 • El apoderado de la víctima no compartió la determinación, ejercitó el 
“recurso de súplica” y obtuvo que la Sala Penal del Tribunal Superior 
suspendiera el término para interponer el recurso de casación por 
una parte, y por la otra, ordenara regresar los registros respectivos 
a la primera instancia para allí adelantar el incidente de reparación 
e integrar a la sentencia –luego— la decisión obtenida en ese trámite.

El Juzgado Penal Municipal de conocimiento programó la audiencia 
pertinente, pero previamente el apoderado de la víctima había desis-
tido del incidente y pedido remitir las actuaciones al Tribunal. Sin 
más, dice la Corete, de manera inmediata el secretario del despacho 
judicial devolvió el proceso a la segunda instancia, donde se reactivó 
el término correspondiente al recurso de casación.

116	 CORTE	SUPREMA	DE	JUSTICIA.	Sala	de	Casación	Penal,	fallo	del	16	de	diciembre	de	2008,	rad.	
29.638,	MP.	Javier	Zapata	Ortiz.
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 • Por auto del 17 de septiembre de 2008, la Sala inadmitió la demanda 
presentada por el defensor del procesado, decisión frente a la cual no 
hubo petición de insistencia.

Se decidió allí mismo que una vez en 昀椀rme la providencia volviera 
el asunto al despacho del magistrado sustanciador para estudiar la 
viabilidad de la casación o昀椀ciosa.

 • Al momento cuando la Sala inadmitió la demanda de casación, señaló:

En el presente asunto, se vislumbra la necesidad de estudiar la posi-
bilidad de que se hubiese faltado a las normas propias del debido 
proceso y a las garantías que les asisten a las víctimas, por los 
siguientes motivos:

i)	En	el	fallo	de	segundo	grado,	o昀椀ciosamente,	el	Tribunal	Superior	
condenó al implicado a indemnizar perjuicios, por una suma que ni 
la víctima ni la Fiscalía habían solicitado.

ii) Culminada la audiencia de debate oral, el Tribunal Superior no 
concedió oportunidad para promover el incidente de reparación integral.

iii)	Cuando,	 昀椀nalmente	 se	 intentó	 la	 realización	 del	 incidente	 y	 el	
apoderado de la víctima desistió, no hubo decisión judicial al respecto, 
ya que el secretario del Juzgado de Conocimiento, a iniciativa propia, 
según consta en el expediente, decidió regresar las diligencias al 
Tribunal	 Superior,	 sin	 que	 un	 funcionario	 judicial	 veri昀椀cara	 si	 el	
profesional del derecho tenía poder para desistir, ni las condiciones 
en que se produjo el desistimiento.

Dichos tópicos deben ser analizados desde las perspectivas consti-
tucional y legal, y además, los dos primeros, también a la luz de la 
jurisprudencia vertida por la Sala de Casación penal en la sentencia 
del 28 de mayo de 2008 (radicación 29542).
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 • Señaló la Corte que el precedente jurisprudencial últimamente citado, fue 
reiterado en sentencia de casación del 8 de octubre de 2008 (Radicación 
30.267), efectuando una síntesis de los aspectos más relevantes, a saber:

 • En el sistema adversarial que subyace en la Ley 906 de 2004, 
las partes son, en sentido estricto, la Fiscalía como titular de 
la acción penal y el acusado como sujeto pasivo de la misma. 
Ellas acuden ante el juez o jueza, en igualdad de condiciones 
para que éste, como tercero imparcial, resuelva el con昀氀icto 
que se le plantea.

 • Se reguló la posibilidad de que se hagan presentes en la actua-
ción procesal, en calidad de intervinientes, la sociedad, repre-
sentada por el Ministerio Público y la víctima, por abogado o 
abogada de con昀椀anza o de o昀椀cio.

 • Además de privilegiar el nuevo procedimiento, los derechos 
de la víctima a la verdad, la justicia y la reparación –en defensa 
de los cuales puede hacer presencia dentro de la actuación—, 
amplía su posibilidad de acceso a la administración de justicia 
estableciendo una serie de derechos con categoría de principio 
rector en el artículo 11 ibíd.

 • La víctima no tiene necesidad de presentar una demanda de 
parte civil para constituirse en parte, y no tiene restringida su 
actuación a un tema especí昀椀co o a una determinada etapa del 
proceso, bastándole tan solo con acreditar sumariamente su 
calidad de perjudicado.

 • Emitido el sentido condenatorio del fallo, podrá la víctima 
dentro de los siguientes 30 días –o a instancia suya el Fiscal 
o el Ministerio Público— solicitar la apertura del incidente de 
reparación integral, estando habilitada para presentar y soli-
citar pruebas, conciliar y ser escuchada su alegación 昀椀nal.

 • Tramitado y de昀椀nido el incidente, el juez o la jueza de cono-
cimiento debe convocar a audiencia de individualización de 
pena, estando forzado, una vez escuchados los intervinientes 
en la diligencia, a 昀椀jar fecha y hora para proferir sentencia 
“que no podrá exceder de quince (15) días calendario contados 
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a partir de la terminación del juicio oral” y a la cual “incor-
porará la decisión que puso 昀椀n al incidente de reparación 
integral” (artículo 447).

 • Ese término para dictar sentencia resulta incompatible con el 
de 30 días dispuestos para que la víctima solicite la reparación 
integral, pues si se le respeta, la petición del incidente tendría 
lugar después del fallo y en esas condiciones el resultado del 
trámite incidental no podría incorporarse a la sentencia.

 • Cuando el fallo de primera instancia es condenatorio y se 
apela, debe llevar incorporada la decisión 昀椀nal del incidente 
de reparación integral. En consecuencia, esa sentencia habrá 
de proferirse cuando venzan los 30 días con los cuales cuenta 
la víctima para solicitar el incidente de reparación integral, 
siempre y cuando la misma no haya hecho uso del derecho a 
promover el trámite incidental. Si se promueve el incidente, la 
sentencia de individualización de la sanción penal sólo puede 
emitirse cuando se haya decidido el incidente.

 • El juzgador no está facultado, ni en el fallo de primera ni en el 
de segunda instancia, para condenar o昀椀ciosamente en perjui-
cios. Únicamente puede hacerlo con posterioridad al debate 
propio del incidente de reparación integral, cuya promo-
ción es facultad de la víctima, la cual cuenta con el derecho-
deber de manifestar cuál fue el daño causado, de probarlo y 
fundamentarlo.

 • Si el fallo de primera instancia es absolutorio, y el funcionario 
de segunda instancia lo revoca para, en su lugar emitir deci-
sión condenatoria, al anunciar el sentido de la decisión debe: 
i) ordenar regresar el expediente al juez o la jueza de primera 
instancia para que agote el trámite propio del incidente 
de reparación integral, si así se le solicita; ii) cumplido este 
procedimiento se regresarán los registros al ad quem, quien 
proferirá la sentencia, a la cual deberá integrar el resultado 
del incidente de reparación. 
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Necesario resulta traer a colación lo adoctrinado por la Corte Suprema 
de Justicia en decisión de febrero 19 de 2009117, pues allí se efectuaron 
varias precisiones en punto a los términos de caducidad para iniciar en 
incidente de reparación integral cuando el fallo condenatorio se emite, no 
en primera, sino en segunda instancia.

Pero antes, es de rigor la siguiente reseña: los hechos a que se contrae 
la actuación judicial consistieron en el apoderamiento ilícito por parte 
de un individuo, de dos llantas para automotor por la cuales, luego de 
su apoderamiento, se exigió a su propietario la suma de $500.000 para 
reintegrarlas. Al momento de recibir el dinero que se exigía, se produjo 
la captura, la cual fue legalizada en oportunidad, ordenándose además 
la detención preventiva por los delitos de hurto agravado y extorsión en 
grado de tentativa. El imputado aceptó los cargos por el primer delito, 
razón por la cual se ordenó la ruptura de la unidad procesal. 

Finalizando el juicio oral por el delito de extorsión, el juzgado penal del 
circuito de conocimiento anunció el sentido del fallo, indicando que sería 
de carácter absolutorio.

La Fiscalía apeló el fallo absolutorio, siendo éste revocado por el H. 
Tribunal Superior de Bucaramanga, condenando al acusado a 4 años y 6 
meses de prisión como autor de extorsión en grado de tentativa, decisión 
respecto de la cual se presentó el recurso extraordinario de casación.

Inicialmente, la Corte Suprema de Justicia inadmitió la demanda, pero 
al evidenciar la posible vulneración de los derechos de la víctima por no 
darse trámite al incidente de reparación, omisión que sería constitutiva 
de nulidad procesal, de o昀椀cio ordenó efectuar el examen correspondiente, 
pues según el criterio que había venido exponiendo la Corporación, es 
deber del Tribunal, antes de revocar la absolución y proferir el fallo condenatorio 
de reemplazo, anunciar	 el	 sentido	 de	 su	 pronunciamiento	 con	 el	 昀椀n	 de	 que	 la	
víctima tenga oportunidad de proponer dicho incidente dentro de los treinta (30) 
días siguientes, para luego sí dar lectura a la sentencia correspondiente118.

117 Ibíd. Sala de Casación Penal. Sentencia del 19 de febrero de 2009. MP. María del Rosario González de 
Lemos. Radicación 30237. 

118 Ibíd. Sala de Casación. Esta postura jurisprudencial fue expuesta en la Sentencia del 28 de mayo de 
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Según este instructivo 昀椀jado con fundamento en los criterios que a su vez 
fueron determinados en fallo de tutela del 7 de diciembre de 2005119, se 
tendría que si la víctima promueve el incidente de reparación integral, le 
correspondería al ad quem remitir la actuación al funcionario de primera 
instancia para que éste adelantara el trámite respectivo; al concluirlo, 
debería regresar la actuación al funcionario de segunda instancia, para 
que éste integre lo decidido en el incidente, a la sentencia condenatoria 
que debe emitir.

Partiendo de esta reseña, señala la Corte que:

Un nuevo examen de la anterior temática lleva a la Sala ahora a 
proponer una solución jurisprudencial distinta a la planteada en 
las decisiones remembrada, por avenirse la nueva interpretación de 
manera más precisa a las normas que integran el modelo de enjui-
ciamiento penal actualmente vigente y ajustarse además con mayor 
estrictez a los criterios moduladores de la actividad procesal consa-
grados	en	el	artículo	27	de	la	Ley	906	de	2004,	conforme	al	cual	“en	
desarrollo de la investigación y en el proceso penal los servidores 
públicos se ceñirán a criterios de necesidad, ponderación, legalidad y 
corrección en el comportamiento para evitar excesos contrarios a la 
función pública, especialmente a la justicia.

Así lo anterior, puede a昀椀rmarse:

 • Es indiscutible que siendo la víctima titular de los derechos a repara-
ción, justicia y verdad, está legitimada para intervenir en la actuación 
en pos de la efectividad de sus derechos;

 • El incidente de reparación integral es una herramienta para lograr tal 
propósito, por manera que debe contar con un espacio procesal para 
proponerlo, pues si éste inexiste sus derechos se tornarían ilusorios;

2008, rad. 29542.
119 Ibíd., rad. 22920.
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 • La ley 906 de 2004 establece cuál es el procedimiento por seguir 
respecto del incidente de reparación integral cuando en primera 
instancia se anuncia que el sentido del fallo es condenatorio. Pero 
nada prescribió cuando el fallo de primera instancia es absolutorio, y 
la decisión condenatoria se pro昀椀ere en segunda instancia;

 • Por esa razón, inicialmente para llenar el vacío de la ley, la Sala sostuvo 
que para posibilitar la presentación del incidente de reparación integral el 
tribunal	 debe	 previamente	 anunciar	 el	 sentido	 del	 la	 decisión	y	 luego	昀椀jar	
fecha para proferir el respectivo fallo, incurriendo en nulidad procesal el ad 
quem que pretermita esta ritualidad”;

 • Ahora, estima la Corporación que la decisión de nulidad, resulta ser 
un remedio demasiado extremo que no consulta a cabalidad los crite-
rios moduladores de la actividad procesal;

 • Si la actuación se adelantó con sujeción a la regulación procedimental 
y dentro de ella el procesado fue vencido en justa contienda, “emerge 
desproporcionado que se invalide la ritualidad para dar paso a un trámite de 
carácter subsidiario al penal como lo es el relacionado con los perjuicios…”;

 • Es cierto que la víctima tiene un derecho inalienable a intervenir en 
la actuación penal, pero ello solo es posible en tanto exista una actua-
ción de esa naturaleza;

 • La acción civil tiene un carácter subsidiario o accesorio respecto de la 
acción penal. De ahí que se haya dicho en decisión de diciembre 15 
de 2003, Radicación 21425, rati昀椀cada en auto del 31 de marzo de 2004, 
Radicación Ibíd.): 

Extinguida la acción penal, las autoridades penales pierden toda 
competencia para continuar conociendo y resolver lo atinente a la 
responsabilidad civil derivada de los perjuicios ocasionados con los 
delitos, dado el carácter subsidiario de la acción civil en el proceso 
penal, la cual requiere como presupuesto procesal que en el proceso 
penal se declare la responsabilidad del procesado por el reato por del 
cual se derivan los perjuicios reclamados120;

120 Ibíd. En similar sentido, ver fallo de tutela del 3 de septiembre de 2002 y el auto del 10 de agosto de 
2005, rad. 20489.
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 • Partiendo de lo anterior, no resulta lógico que el aspecto penal quede 
subordinado a la acción civil, sacri昀椀cando lo actuado con el único obje-
tivo de viabilizar la reclamación indemnizatoria…” pues es posible 
acudir a otro remedio jurídico de igual o mayor e昀椀cacia que el de la 
nulidad, el cual en todo caso garantiza los derechos de la víctima;

 • La decisión de nulidad que se había venido prohijando por la doctrina de 
la Corte, puede eventualmente conducir a que los derechos de las víctimas 
sean burlados, pues el decreto de nulidad implica retrotraer la actuación 
a un momento procesal en el que no existe sentencia condenatoria;

 • El hecho de declarar la nulidad de la actuación, comprendiendo o 
abarcando el fallo, puede determinar que al ser “leídos nuevamente 
los registros contentivos de las pruebas y la argumentación oral de 
las partes expuestas tanto en primera como en segunda instancia, el 
tribunal cambie de opinión y decida entonces con昀椀rmar el fallo abso-
lutorio. Tal resultado, con mayor riesgo de ocurrir, es posible que se 
dé si hay cambio de alguno o varios de los miembros de la respectiva 
Sala de decisión”;

 • Aunque la Corporación venía adoctrinando que en el evento de la 
nulidad el ad quem solamente quedaría autorizado para pronunciarse 
sobre lo relacionado con la reparación a las víctimas “pues en punto 
a la sentencia, la alzada ya ha sido resuelta”, es lo cierto que la deci-
sión de invalidar la actuación cobija el fallo, de suerte que el superior 
queda facultado para decidir, según su leal saber y entender, sobre 
todos los extremos de la litis, resultando imperioso recordar que según 
el artículo 5 de la Ley 270 de 2006 (estatutaria de la Administración 
de Justicia), ningún superior jerárquico en el orden administrativo 
o jurisdiccional podrá insinuar, exigir, determinar o aconsejar a un 
funcionario judicial para imponerles las decisiones o criterios que 
deba adoptar en sus providencias”;

 • La decisión de nulidad también podría comportar para la víctima un 
riesgo de prescripción de la acción penal, pues al dejarse sin valor la 
sentencia de segunda instancia, se reanudan los términos de pres-
cripción, los cuales habían quedado suspendidos por disposición del 
artículo 189 de la Ley 906 de 2004;
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 • La Sala considera que es necesario ofrecer una solución distinta a la 
que se viene ofreciendo para los casos en que en sede de segunda 
instancia se emite sentencia condenatoria;

 • “Tal salida consiste en abrir la oportunidad de promover el incidente 
de reparación integral con posterioridad a la ejecutoria del fallo.”;

 • Esta solución no es exótica, pues la misma fue incluso considerada por 
la comisión redactora del proyecto que posteriormente se convertiría 
en la Ley 906 de 2004;

 • Adicionalmente, cabe destacar que el Código de la Infancia y Adolescencia 
(Ley 1098 de 2006), autoriza en el artículo 197, adelantar el incidente de 
reparación integral con posterioridad a la ejecutoria del fallo;

 • Esta disposición del Código de la Infancia y Adolescencia, evidencia 
la intención del legislador de abandonar la rígida regulación conforme 
a la cual la indemnización pecuniaria debe reclamarse en el curso del 
proceso, como ocurre en la Ley 600 de 2000 y en la Ley 906 de 2004 (…) 
para pasar a la 昀氀exible fórmula establecida en Alemania y en países 
latinoamericanos como Paraguay y Venezuela;

 • Con la propuesta de que la reclamación indemnizatoria ocurra con 
posterioridad a la ejecutoria del fallo penal, se garantiza que el aspecto 
principal del proceso penal se debata sin las distracciones surgidas 
por las disputas que son comunes cuando se trata de determinar el 
monto de los perjuicios;

 • Esta interpretación no comporta sacri昀椀cios de los derechos de las 
víctimas a reparación, verdad y justicia, pues ellas continúan con la 
facultad de intervenir dentro del proceso penal, dentro de los límites 
establecidos por la ley y la jurisprudencia constitucional, para propender 
por la declaratoria de responsabilidad penal del autor de la infracción;

 • El hecho de que la decisión de昀椀nitoria del incidente de reparación 
integral adquiera la naturaleza de auto no es obstáculo para prohijar 
la solución propuesta;

 • Se trata de un evento excepcionalísimo en el cual procede la casa-
ción contra un auto, cuyo proferimiento en segunda instancia, desde 
luego, para posibilitar la interposición del recurso (consagrado por la 
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ley de manera expresa, se insiste) corresponderá siempre al respec-
tivo tribunal, así la decisión de primer grado la emita un juez penal 
municipal cuando se trata de un asunto de su competencia (Ley 906 
de 2004, artículo 37);

 • Aceptándose esta propuesta de solución, se entendería que la pres-
cripción de la acción penal se interrumpe con la ejecutoria del fallo 
penal, no cuando se de昀椀na el incidente de reparación integral, porque 
en éste se controvierte un aspecto accesorio, que no tiene por qué 
afectar el trámite de lo principal;

 • Ejecutoriada la sentencia de segunda instancia, dentro de los 30 días 
siguientes la víctima por sí o por medio de la Fiscalía o del Ministerio 
Público, puede promover el incidente de reparación integral.

Es del caso señalar que esta decisión de la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, tuvo un salvamento de voto del Magistrado Sigifredo Espinosa 
Pérez, quien si bien dijo estar de acuerdo con la decisión de fondo en 
cuanto no se decretó la nulidad para permitir la realización del inci-
dente de reparación integral que fue obviado en la decisión de segunda 
instancia, consideró necesario efectuar algunas precisiones, de las cuales 
se destacan las siguientes:

 • Si bien lo deseable es que el incidente de reparación integral se adelante 
luego de estar ejecutoriada la sentencia condenatoria, es necesaria una 
reforma legal que recoja tal postura, la cual aparecía en el proyecto 
del actual Código de Procedimiento Penal de 2004;

 • Frente a los pronunciamientos de segunda instancia o a los fallos de 
casación con los cuales se revoca la absolución de primera instancia, 
estima que no fue que el legislador hubiera pasado por alto ofrecer 
una regulación al respecto y que frente a tal vacío es necesario buscar 
una solución similar a la que se ofrece cuando el fallo condenatorio se 
emite en primera instancia;

 • Ocurrió simplemente, que como el tema entraña múltiples comple-
jidades, se entendió mejor dejar de lado esa tabulación de la preten-
sión indemnizatoria, previo a la ejecutoria del fallo, cuando se trata de 
condenas en segunda instancia o en sede de casación;
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 • Por otra parte, no puede postularse que la decisión con la cual se 
resuelve el incidente de reparación integral tenga la naturaleza de 
un auto. Como constituye un verdadero pronunciamiento de fondo 
respecto de la responsabilidad civil y la forma de reparar los perjui-
cios, es apenas dable concluir que lo dicho por el juez no comporta un 
simple auto interlocutorio, sino una verdadera sentencia judicial.

En el artículo 103121 se agrega que iniciada la audiencia el juez, la jueza 
puede rechazar la pretensión, si quien la promueve no es víctima o si 
está acreditado el pago efectivo de los perjuicios y ésta fuera la única 
pretensión formulada.

Esto con昀椀rmaría, por extraño que resulte, que adicionalmente al interés 
en la reparación, el incidente también es para ventilar las pretensiones 
relacionadas con los intereses de justicia y verdad. 

Si se rechaza la pretensión, se le permite a quien alega ser víctima ejer-
citar una actuación típica de las partes, que implica interponer un recurso 
de impugnación, según las voces del cuerpo segundo del inciso 2º del 
artículo 103.

Si el juez admite la pretensión, la pone en conocimiento del declarado penal-
mente responsable y ofrece la posibilidad de una conciliación, que de pros-
perar, dará por terminado el incidente, sin que ello comporte, en principio, 
que se pueda extinguir la acción penal, salvo que se tratara de aquellos 
delitos que de conformidad con el artículo 41 de la Ley 600 de 2000, admiten 
la extinción de la acción penal por conciliación. En todo caso, si hubiere 
acontecido que el fallo condenatorio se pro昀椀rió en segunda instancia, habida 
consideración de que la Corte Suprema de Justicia en su decisión del 19 de 

121 LEY 906 DE 2004, artículo 103. Trámite del incidente de reparación integral. Iniciada la audiencia el 
incidentante formulará oralmente su pretensión en contra del declarado penalmente responsable, con 
expresión concreta de la forma de reparación integral a la que aspira e indicación de las pruebas que 
hará valer. El juez examinará la pretensión y deberá rechazarla si quien la promueve no es víctima 
o está acreditado el pago efectivo de los perjuicios y ésta fuere la única pretensión formulada. La 
decisión negativa al reconocimiento de la condición de víctima será objeto de recurso de impugnación 
en los términos de este código. Admitida la pretensión el juez la pondrá en conocimiento del declarado 
penalmente responsable y acto seguido ofrecerá la posibilidad de una conciliación que de prosperar dará 
término	al	incidente	y	lo	allí	acordado	se	incorporará	a	la	sentencia.	En	caso	contrario	el	juez	昀椀jará	fecha	
para una nueva audiencia dentro de los 8 días siguientes para intentar nuevamente la conciliación y de 
no lograrse el declarado penalmente responsable deberá ofrecer sus propios medios de prueba.
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febrero de 2009, Radicación 30237, señaló que en tales eventos el incidente 
solo puede adelantarse una vez se encuentre ejecutoriada la sentencia conde-
natoria, no parece posible que a dicha altura se pueda decretar la extinción 
de la acción penal, así medie conciliación o indemnización integral de los 
perjuicios, pues es evidente que el ejercicio de la acción penal terminó por 
virtud de decisión judicial que cobró ejecutoria.

En todo caso, si la conciliación que se intenta no prospera, corresponderá al juez 
o la juez 昀椀jar fecha para una nueva audiencia dentro de los 8 días siguientes 
para intentar, nuevamente, una conciliación, y si no se logra, el declarado 
penalmente responsable debe ofrecer sus propios medios de prueba.

Según se desprende de los artículos 103 y 104, son varias las oportuni-
dades que regula la ley para efectos de que tenga lugar una conciliación 
entre las partes en con昀氀icto.

Sin embargo, una primera precisión que se impone, parte del análisis del 
inciso 1 del artículo 103, pues allí se indica que el incidentante formula su 
pretensión oral en contra del declarado penalmente responsable, correspondién-
dole indicar de manera expresa la forma de reparación integral a que aspira, 
e indica las pruebas que hará valer. No dice nada el código acerca de las 
“pretensiones” que podría presentar cuando su interés no es el de obtener 
una reparación, sino que se relaciona con los derechos de verdad y justicia.

En todo caso, es de destacar que la disposición en cita re昀椀ere que las 
pretensiones indemnizatorias se elevan en contra del penalmente respon-
sable, es decir, en contra del sujeto pasivo de la acción penal, por manera 
que la ley no reguló expresamente la posibilidad de que tales preten-
siones se puedan incoar respecto del tercero civilmente responsable, aspecto 
que necesariamente merece la mayor atención, máxime porque para 
este momento éste puede tener bienes afectados dentro de la actuación, 
debiendo recordar que la Corte Constitucional en la Sentencia C-423 del 
31 de mayo de 2006 se re昀椀rió a la posibilidad de embargar bienes del 
tercero civilmente responsable en etapas anteriores a las de inicio del inci-
dente de reparación integral.
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No obstante lo anterior, se establece que al ser admitida la pretensión 
le corresponde al juez ofrecer la oportunidad de conciliar. Aunque no 
se indica expresamente, cabe entender que el tercero civilmente respon-
sable puede participar en la diligencia de conciliación, bien por iniciativa 
propia, bien por petición de la víctima, pues si por encima de la errónea 
de昀椀nición del inciso 1 del artículo 107 de la Ley 906 de 2004, se recuerda 
que en el artículo 96 de la Ley 599 de 2000, se dispone que está obligado a 
indemnizar quien “conforme a la ley sustancial está llamado a responder”, agre-
gando a su vez el artículo 140 de la Ley 600 de 2000 que tercero civilmente 
responsable es quien sin ser autor o partícipe del la conducta punible tiene 
la obligación de indemnizar, resultaría claro que este interviniente está 
más que legitimado para intervenir en un trámite que guarda estrecha 
relación con sus derechos y con las responsabilidades que se le pudieran 
posteriormente deducir.

Si esta primera audiencia para conciliación no prospera, se 昀椀ja una nueva 
fecha para una segunda posibilidad de conciliación, la cual, en caso de 
no ser exitosa, determina que el penalmente responsable ofrezca sus propios 
medios de prueba. Tampoco lo señala la ley, pero debe entenderse que 
la posibilidad de ofrecer pruebas también debe concedérsele al tercero 
civilmente responsable, pues de lo contrario se le estarían vulnerando sus 
derechos de defensa.

En todo caso, esta clase de omisiones en la ley a la hora de regular las 
posibilidades de defensa que estarían al alcance del tercero civilmente 
responsable, podrían llevar al entendimiento, errado por supuesto, de que 
como la ley no dijo nada acerca del ejercicio de pretensiones indemniza-
torias respecto de este interviniente, ni precisó las herramientas de que 
puede hacer uso para el ejercicio de su defensa, ello se explica en la consi-
deración de que en el incidente de reparación integral no es posible dedu-
cirle responsabilidad civil extracontractual en relación con los hechos 
que fueron materia de investigación y juicio.

En realidad es perfectamente posible deducir responsabilidad civil en 
cabeza del tercero dentro del incidente de reparación integral, pues una 
interpretación contraria contravendría la norma rectora del artículo 11-c, 
según la cual la víctima tiene derecho a obtener una reparación de los 
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daños sufridos a cargo del autor o partícipe del injusto o de los terceros 
llamados a responder, y resultaría además incomprensible que al tercero se 
le pudiera afectar con la medida precautelativa a que se contrae el artículo 
100 sobre afectación de bienes en los delitos culposos, o, más genérica-
mente, con la posibilidad de soportar el embargo de sus bienes, tal y como 
se contempló en la Sentencia C-423 del 31 de mayo de 2006, pues siendo 
instrumentales las medidas cautelares, sólo se explican en la medida en 
que exista la posibilidad de que se llegare a afectar un derecho, lo cual 
se entiende con mayor claridad si se piensa en el absurdo que plantearía 
la posibilidad de que a una persona se le pueda privar de la libertad de 
locomoción en forma precautelativa, pero sin que correlativamente sea 
posible condenarla a una pena privativa de la libertad.

De todas formas, lo que sí resulta inadmisible es que al tercero civilmente 
responsable, quien no puede actuar dentro de las etapas de investigación y 
juicio y a quien no se le puede radicar responsabilidad civil a la hora de 
emitirse el fallo como que éste sólo puede referirse a la responsabilidad 
penal del autor o partícipe, se le pueda condenar dentro del incidente 
de reparación integral sin haberle otorgado posibilidades reales de ejer-
citar el derecho de defensa, pues una decisión de este tipo adoptada bajo 
bases tan precarias, no está llamada a permanecer por ser violatoria de 
inalienables derechos constitucionales.

Fracasando el segundo intento de conseguir una conciliación, se buscará 
alcanzarla en una tercera oportunidad, la cual se dará al momento de 
iniciarse la audiencia de pruebas y alegaciones a que se re昀椀ere el artículo 
104. Si prospera, el acuerdo se incorpora a la decisión; caso contrario se 
procede a la práctica de la prueba ofrecida por cada parte, calidad ésta, la 
de parte, que termina reconociéndola el legislador en cabeza de la víctima 
aunque en otras múltiples disposiciones la considera interviniente, y que, 
además, debe ser también predicable respecto del tercero civilmente 
responsable.

En el parágrafo del artículo 104 se establece que la inasistencia no justi-
昀椀cada del solicitante a las audiencias de este trámite, implicará el desis-
timiento de la pretensión, el archivo de la solicitud y la condenatoria 
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en costas. Adviértase aquí, que la redacción de esta disposición puede 
ofrecer, como mínimo, dos interpretaciones:

1. Lo que determina que se entienda desistida la pretensión, es la inasis-
tencia a las audiencias en las cuales se adelante el trámite de práctica 
de las pruebas y alegatos;

2. Lo que determina que se entienda desistida la pretensión, es la inasis-
tencia a las audiencias de conciliación.

El punto no es claro, pero ha de recordarse que el artículo 522 contempla 
como sanción para el querellante que no acude a la audiencia de concilia-
ción preprocesal, que se entienda que desiste del ejercicio de la acción penal, 
por lo cual en forma análoga, la no comparecencia del incidentante, podría 
sancionarse con el entendimiento de que desiste de su pretensión civil.

Sin embargo, también puede considerarse la interpretación según la cual 
la no comparecencia del incidentante a las audiencias de conciliación, 
no a las relacionadas con las pruebas y alegatos, sólo debe entenderse 
como manifestación tácita de la carencia de interés en conciliar, pudién-
dose agregar que como de lege data se admitió la posibilidad de que el 
incidente se adelante para ejercitar derechos diferentes al de reparación, 
como lo son verdad y justicia, resultaría por lo menos discutible que 
pueda tener lugar una conciliación respecto de éstos habida considera-
ción de su naturaleza.

Aunque no se establece así en la Ley 906 de 2004, no puede perderse de 
vista que, 昀椀n de garantizar sus derechos, el artículo 141 de la Ley 600 de 
2000 dispone que el llamado tercero civilmente responsable tiene “los mismos 
derechos y facultades de cualquier sujeto procesal” y, en consecuencia, “no 
podrá ser condenado en perjuicios cuando no se haya noti昀椀cado debida-
mente ni se le haya permitido controvertir las pruebas en su contra”. 

Según lo establece el artículo 71 de la Ley 600 de 2000, el tercero podrá 
denunciar el pleito, o hacer llamamiento en garantía. Sin embargo, ésta 
posibilidad no se contempló en la Ley 906 de 2004, donde simplemente se 



UNIDAD 3

174

estableció que exclusivamente para efectos de la conciliación, la víctima, 
el condenado, su defensor o el tercero civilmente responsable, pueden 
pedir la citación del asegurador de la responsabilidad civil amparada en 
virtud de contrato de seguros, resultando para éste completamente facul-
tativo resolver si participa o no en dicho trámite. 

En la Ley 600 de 2000, el legislador ha señalado con claridad la opor-
tunidad procesal para vincular al tercero civilmente responsable, de tal 
manera que se garanticen sus derechos de defensa. Por ello, puede ser 
vinculado desde la presentación de la demanda de parte civil, pero no 
será posible vincularlo con posterioridad al auto que decreta el cierre de 
la etapa probatoria.

Al estudiar la Corte, la constitucionalidad de varias disposiciones de la 
Ley 600 de 2000 relacionadas con Derechos Fundamentales del tercero 
civilmente responsable, estimó que como éste puede actuar desde el 
momento mismo de presentación de la demanda de parte civil (lo cual 
puede ocurrir incluso antes de ordenarse la apertura del sumario), ello 
garantiza que pueda defenderse efectivamente.

Si ello es así, ofrece alguna di昀椀cultad entender cómo puede resultar posible 
que se estime, como se hace en la sentencia C-423 de 2006, que al tercero 
civilmente responsable no se le viola el derecho a la defensa por el hecho 
de que, aunque no pueda defenderse dentro de las instancias anteriores al 
fallo, lo haga dentro del trámite del incidente de reparación integral, donde, 
como se dijo, no es necesario noti昀椀carlo, pues basta con citarlo.

El artículo 105122 dice que en la audiencia se resuelve el incidente y que 
éste se incorpora a la sentencia. 

Como este incidente se adelanta ante el juez de conocimiento, cabe 
preguntarse si resultaría posible que el incidentante pueda solicitar y 
obtener la práctica de embargos, o si, por el contrario, decisiones en 
tal sentido sólo son admisibles dentro del trámite del proceso. Más 
aún: ¿ante quién se debería pedir las cautelas? ¿Ante el juez o la juez de 

122 Ibíd., artículo 105. “Decisión de reparación integral. En la misma audiencia el juez adoptará la 
decisión	que	ponga	昀椀n	al	incidente,	la	cual	se	incorporará	a	la	sentencia	de	responsabilidad	penal”.
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control de garantías, según el artículo 92 ó ello puede decretarlo el juez 
o la juez de conocimiento?

En nuestro criterio, sí es jurídicamente posible la práctica de medidas caute-
lares durante el incidente de reparación integral, no sólo porque efectuada 
la imputación la Ley 906 de 2004 en ninguna parte restringe la práctica 
de medidas cautelares a un momento particular del proceso penal, sino 
porque se trata de un entendimiento que permite por medio de la obten-
ción de garantías, ir materializando el derecho de las víctimas a obtener 
una reparación por los daños que se les han causado con ocasión del delito

En cuanto al funcionario que debe decretar esas medidas cautelares, 
consideramos que debe ser el juez o la juez de control de garantías, pues, 
a pesar de que el incidente de reparación integral está a cargo del juez 
o la juez de conocimiento, es al juez o la juez de control de garantías a 
quien, dentro de la estructura y espíritu de la Ley 906, se le ha asignado la 
función de de昀椀nir lo relativo a medidas cautelares tanto personales como 
reales, lo cual, a su vez, permite mantener la objetividad y la neutralidad 
del juez o la juez de conocimiento en relación con la decisión que habrá 
de tomar al 昀椀n del incidente de reparación integral.

Un interrogante 昀椀nal que cabe plantearse en torno al tema de la indemni-
zación, es si mediando ésta en un proceso tramitado bajo las reglas de la 
Ley 906 de 2004, tiene la virtud de extinguir la acción penal.

Esta inquietud surge como consecuencia de la coexistencia de dicha Ley 
con la 600 de 2000, en la cual se le asigna a la indemnización integral 
no sólo la consecuencia de extinguir la acción penal respecto de ciertos 
delitos, sino además la posibilidad de que tenga lugar en cualquier 
momento del proceso123; por el contrario, la Ley 906 prevé sólo la indem-
nización dentro del escenario del incidente de reparación integral, sin la 
virtud de extinguir la acción penal, de una parte, y de otra, en una de las 
hipótesis del principio de oportunidad124.

123	 LEY	600	DE	2000,	artículo	42.
124	 LEY	906	DE	2004,	artículo	324	ord.	1.
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En suma, como consecuencia de esa coexistencia legislativa y la obvia 
ventaja o bene昀椀cio que ofrece el régimen de la Ley 600 frente al de la 
Ley 906, como quiera que ofrece una situación favorable al procesado en 
tanto permite que se extinga la acción penal que se ejercita en su contra125 
a condición de que haya indemnizando los perjuicios causados con su 
conducta, tiene relevancia el interrogante planteado. 

Teniendo en cuenta los criterios normativos126 y jurisprudenciales127 en 
torno a cómo debe tramitarse el incidente de reparación integral -opor-
tunidad y alcance-, consideramos que la indemnización integral a favor 
de las víctimas y perjudicados por parte del procesado, ya sea de confor-
midad con lo establecido en el incidente de reparación integral o de 
cualquiera otra manera (verbi gratie: conciliación al inicio del incidente 
o manifestación de la víctima y los perjudicados de hallarse indemni-
zados en los perjuicios ocasionados en cualquier momento del proceso) sí 
extingue la acción penal, pero solo respecto de los delitos previstos en la 
Ley 600 de 2000 como susceptibles de tal mecanismo de extinción del ius 
puniendi, siempre que esa reparación ocurra previamente a la ejecutoria 
del fallo condenatorio, por cuanto:

i) No existe óbice alguno para aplicar las normas que regulan la indem-
nización integral de la Ley 600 en procesos tramitados por la Ley 906, 
por cuanto no sólo presentan un tratamiento más favorable al proce-
sado, sino porque la reparación de los daños ocasionados con ocasión 
del delito es un tema que atañe y está previsto en ambos sistemas 
procesales, y lo que establece la Ley 600 en la materia en nada deses-
tructura o contradice la esencia del sistema de la Ley 906.

125 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. MP. Mauro Solarte Portilla. Acta 
024 del 16 de marzo de 2006: No	obstante,	con	la	entrada	en	vigencia	de	la	Ley	906	de	2004,	la	Sala	
ha	venido	insistiendo	en	la	procedencia	de	su	aplicación	a	asuntos	gobernados	por	la	ley	600	de	2000	
por haber ocurrido los hechos durante su vigencia, tras considerar que el principio de favorabilidad 
que rige en materia penal y procesal penal con efectos sustanciales, previsto en los artículos 29 de la 
Carta	Política,	y	6º	de	las	Leyes	600	de	2000	y	609	de	2004,	no	solamente	resulta	aplicable	en	los	casos	
de sucesión de leyes en el tiempo sino, además, en la coexistencia de normas, siempre y cuando los 
preceptos llamados a regular el asunto jurídico en los dos estatutos prevean el mismo supuesto fáctico, 
no hagan parte esencial del sistema procesal penal acusatorio y el seleccionado sea más favorable a los 
intereses del procesado o condenado.

126	 LEY	906	DE	2004,	artículos	102	y	ss.	
127 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala	de	Casación	Penal,	rad.	29484	del	16	de	diciembre	de	2008,	MP.	

Javier Zapata Ortiz. Ibíd., rad. 30237 del 19 de febrero de 2009, MP. María del Rosario González de Lemos. 
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ii) Para poder hablar de extinción de la acción penal, por simple lógica, 
es necesario que ésta se esté ejercitando, por lo que, si el fallo condena-
torio ya está en 昀椀rme, la indemnización no podría extinguir la acción 
penal, pues su ejercicio ya habrá culminado. 

Así, si lo ocurrido en el proceso es que en primera instancia se absuelve 
y en segunda instancia se revoca la sentencia y, en consecuencia, se 
condena, la indemnización integral de los daños ocasionados sólo podrá 
extinguir la acción penal si esa indemnización tiene lugar o sustento en 
un escenario distinto del incidente de reparación integral (verbi gratia: 
una audiencia de conciliación sobre la materia en un centro de concilia-
ción, o en una transacción entre los interesados, con la posterior mani-
festación de las víctimas de haber sido indemnizadas de forma previa 
a la referida ejecutoria), en tanto tal actuación -el trámite del incidente 
de reparación integral-, sólo tendrá lugar una vez cobre 昀椀rmeza el fallo. 
Recuérdese que la Corte ha indicado que cuando la condena se produce 
en segunda instancia, el incidente de reparación integral sólo puede 
adelantarse cuando se encuentre ejecutoriada la sentencia.

(iii) Se trata de una interpretación que no sólo es más favorable al proce-
sado o la procesada, sino que asigna mayor amplitud y contenido a los 
昀椀nes de la Justicia Restaurativa y, por supuesto, a los derechos de las 
víctimas; ¿acaso no facilita que la víctima sea indemnizada por parte 
del victimario, el hecho de que éste se motive a indemnizar a cambio 
de no ser condenado penalmente? ¿Tal situación no es mejor tanto para 
la víctima como para el procesado, frente a que se logre una sentencia 
condenatoria y que luego la víctima deba hacer importantes esfuerzos 
para lograr la reparación de un daño? ¿Acaso la Justicia Restaurativa no 
persigue, en últimas, colocar a la víctima en una situación similar a la que 
se encontraba previamente a la comisión del delito? 



Ap ACTIVIDADES 
Cada estudiante deberá elaborar un ensayo no superior 
a tres páginas, cuyo tema sea la respuesta al siguiente 
interrogante: ¿la mediación, la conciliación preprocesal y 
el incidente de reparación integral son verdaderos meca-
nismos de Justicia Restaurativa?
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Unidad 4
TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE 

Y CITACIÓN AL ASEGURADOR

Og OBJETIVO GENERAL DE LA UNIDAD

Comprender el rol del tercero civilmente responsable y el 
asegurador en el proceso penal y su relación con la Justicia 
Restaurativa.

Oe OBJETIVOS ESPECÍFICOS DE LA UNIDAD

 • Entender quién es tercero civilmente responsable.

 • Entender quién es asegurador.

 • Establecer las oportunidades procesales de intervención 
del tercero civilmente responsable y el asegurador.

 • Delimitar las facultades del tercero civilmente respon-
sable y del asegurador en el proceso penal colombiano.
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4.1 TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE

El artículo 107 se re昀椀ere al tercero civilmente responsable y dice:

Tercero civilmente responsable. Es la persona que según la ley civil 
deba responder por el daño causado por la conducta del condenado.

El tercero civilmente responsable podrá ser citado o acudir al inci-
dente de reparación a solicitud de la víctima, del condenado o su 
defensor. Esta citación deberá realizarse en la audiencia que abra el 
trámite del incidente.

A pesar de que en otros apartados se ha intentado aclarar que en prin-
cipio, la responsabilidad del tercero es por su propia conducta (artículo 
2341 CC), aunque en determinados eventos sí lo puede ser por el hecho 
de otro (artículo 2347 CC), es del caso destacar que los términos del inciso 
1 del artículo 107 son equivocados, pues, en realidad, al intentar de昀椀nir al 
tercero civilmente responsable, debió decirse, como se hace en el Código 
de Procedimiento Penal de 2000 (artículo 140), que tal calidad la ostenta 
quien sin ser autor o partícipe de la conducta punible, tiene la obligación 
de indemnizar los perjuicios o, como se lo precisa en el artículo 96 del 
CP de 2000, es la persona que de conformidad con la ley sustancial, está 
obligada a responder por los daños causados con la infracción.

Nótese que es diferente decir que tercero es la persona que de conformidad 
con la ley sustancial está obligada a responder por los daños causados 
con la infracción, a disponer que tercero es quien debe responder por la 
conducta del condenado, pues es evidente que un concepto como éste 
último solamente estaría cobijando, equivocadamente, por supuesto, los 
casos de responsabilidad indirecta o por el hecho de otro, dejando por 
fuera los de responsabilidad directa.

Por medio de la errónea de昀椀nición del inciso 1 del artículo 107, no podría 
tenerse como tercero civilmente responsable a la empresa empleadora 
y propietaria del bus de servicio público con el cual culposamente se 
lesionó a un peatón, pues siendo claro según la legislación, doctrina y 
jurisprudencia civiles que el hecho del conductor es el hecho de la persona 
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jurídica y que, en consecuencia, su responsabilidad civil es directa, no se 
le podría endilgar responsabilidad por el hecho de otro.

Si bien la 昀椀gura del tercero o “tercero civilmente responsable” cuenta ya 
con alguna tradición en la legislación procedimental colombiana, remon-
tándose sus antecedentes al Decreto 050 de 1987 donde existía un capí-
tulo dedicado al instituto, pudiéndose decir otro tanto de los códigos de 
1991 y de 2000, en el nuevo Estatuto procedimental Penal de 2004, sólo 
existen tres referencias al “tercero”, por cierto desconectadas entre sí.

Una, la del artículo 11 literal c, donde solemnemente se anuncia que entre 
los múltiples derechos de la víctima, está el de obtener una pronta e integral 
reparación de los daños sufridos, “a cargo del autor o partícipe del injusto 
(sic) o de los terceros llamados a responder en los términos de éste código”.

Otra, la del artículo 107 en comento, la cual de manera alguna se compa-
dece con la del artículo 11, pues resulta evidente que allí inexisten 
términos o disposiciones que expliquen de qué manera puede resultar 
posible que la víctima obtenga una reparación de los perjuicios sufridos 
de parte del “tercero” civilmente responsable.

La última, la del artículo 108, referida a la posibilidad de que el tercero 
pueda hacer citar al asegurador.

Re昀椀ere el inciso 1 del artículo 107, que el tercero civilmente responsable 
es “la persona que según la ley civil debe responder por el daño causado 
por la conducta del condenado”.

No obstante lo anterior, de manera alguna dice la norma, y en puridad 
tampoco lo dice la Ley 906 de 2004 en parte alguna, de qué manera se 
determina, de conformidad con la ley civil, que la persona que se dice es 
supuestamente tercero civilmente responsable es en realidad responsable 
por los daños y, en consecuencia, puede ser llamada a indemnizar.

Tampoco dice la nueva regulación cómo se presentan las pruebas de las 
partes, cómo se valoran, cómo se presentan alegatos, en 昀椀n, no dice de 
qué manera se adelanta el trámite que permita precisar que existió un 
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daño o perjuicio; que de parte del tercero civilmente responsable hubo 
una conducta; que entre ésta y aquél existe relación de causalidad; que los 
perjuicios han sido debidamente cuanti昀椀cados, etc.

Así las cosas, se tiene que en la Ley 906 de 2004 se alude a la posibilidad 
de hacer comparecer al trámite de reparación integral al llamado tercero 
civilmente responsable, pero no se precisa la manera en que ello se hace, 
salvo la alusión de que debe ser citado, presupuesto que ciertamente no 
permite que se trabe respecto de él la relación jurídico-procesal, de manera 
que bajo una situación tan rudimentaria, parece difícil en principio que 
en el trámite incidental pueda tomarse respecto de él una decisión en 
materia de indemnización de perjuicios que pueda resultarle vinculante.

Es necesario insistir en que en el artículo 107 no se habla de “noti昀椀cación” 
alguna al tercero civilmente responsable, pues sólo se alude a un concepto 
bastante relacionado pero en de昀椀nitiva diferente, como lo es el de “cita-
ción”, situación que de presentarse respecto del tercero, que no obstante 
ello no comparece al trámite, difícilmente podría permitir que se admitiera 
que lo allí resuelto se le pudiera hacer exigible, pues en tal caso resultaría 
evidente que no hubo posibilidad real de ejercitar el derecho de defensa.

No obstante lo anterior, debe ponerse de presente que la Corte 
Constitucional, mediante la sentencia C-425 del 31 de mayo de 2006 de 
la cual fue MP. Humberto Sierra Porto, en términos similares a los de 
la sentencia C-423 del 31 de mayo de 2006, halló al artículo 107 exequible 
en forma condicionada, bajo el entendido de que el tercero civilmente 
responsable se encuentra facultado para ejercer a plenitud su derecho de 
defensa en relación con el decreto y práctica de medidas cautelares en 
su contra, es decir, resolvió la constitucionalidad del artículo 107, exac-
tamente de la misma forma como lo hizo al fallar la constitucionalidad 
condicionada del artículo 100.

De todas maneras, es necesario aludir a la sentencia C-425 del 31 de mayo 
de 2006, pues en ella, la Corte considera que el reparo de constitucio-
nalidad que la demanda formulaba en contra del artículo 107 ya había 
sido resuelto en la sentencia C-423 del 31 de mayo de 2006, a昀椀rmación 
que puede no resultar correcta, pues, en realidad, en la última sentencia 



 TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE Y CITACIÓN AL ASEGURADOR

183

referida no se analizó su昀椀ciente, si en efecto el tercero civilmente respon-
sable podía ejercitar en forma cabal su derecho de defensa, en el incidente 
de reparación integral, siendo inaceptable que por medio de una a昀椀r-
mación que se hace de paso, a manera de obiter dicta, pueda de昀椀nirse la 
constitucionalidad de una norma que no fue objeto de la demanda ni la 
consideró la Corte bajo el principio de unidad normativa.

En realidad, lo que la Corte en esencia de昀椀nió en la sentencia C-423 de 
2006, fue que el tercero podía, durante la actuación que precedía al fallo, 
ejercitar plenamente el derecho de defensa, pero sólo respecto de las 
medidas cautelares con las cuales se afectaron sus bienes, correspondién-
dole intentar la defensa de su posible responsabilidad civil, una vez fuera 
citado, dentro del incidente de reparación integral.

La última a昀椀rmación necesariamente plantea el interrogante de si al 
tercero le resulta posible comparecer motu proprio al incidente de repa-
ración integral o si, por el contrario, sólo puede intervenir allí mediando 
su citación, pareciendo mejor la primera opción, no tanto porque parezca 
jurídicamente acertado que comparezca por su propia iniciativa, sino 
porque si se han practicado previamente medidas cautelares reales 
respecto de sus bienes, su no comparecencia podría determinar que los 
bienes quedaran en un limbo jurídico o, más grave aún, que terminaran 
siendo comprometidos respecto de una indemnización donde él no ha 
sido hallado responsable.

En la sentencia C-425 de 2006, la Corte reitera que el tercero civilmente 
responsable en la nueva legislación no es “ni parte ni interviniente […] lo 
cual no obsta para que, en los términos de la Ley 906 de 2004, sea citado 
al incidente de reparación integral de perjuicios”, y también aclara que el 
nuevo Estatuto Procedimental: 

(…)	 distingue	 entre	 noti昀椀caciones	 y	 citaciones,	 procediendo	 estas	
últimas cuando se convoque a la celebración de una audiencia o 
deba adelantarse un trámite especial. De igual manera, la ley prevé 
la forma de realizar la citación, poniendo el acento en que “podrán 
utilizarse los medios técnicos más expeditos posibles y se guardará 
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especial cuidado en que los intervinientes sean oportuna y veraz-
mente informados de la existencia de la citación128. 

Así mismo, en la citación deberá quedar clara la clase de diligencia para la 
cual se requiere a la persona, si debe acudir con abogado, y de ser factible, 
la clase de delito, la fecha de comisión del mismo y el nombre de la víctima.

En este orden de ideas, la Corte encuentra que: i. El tercero civilmente 
responsable en el sistema acusatorio no es una parte o interviniente, en 
los términos del título iv del libro i del CPP, sino que su actuación se limi-
tará a participar en igualdad de condiciones que la víctima en el incidente 
de reparación integral el cual; ii. Deberá ser citado, de conformidad con 
la ley, o acudirá al mismo en caso de buscarse una reparación de carácter 
económico; iii. Podrá llamar en garantía a un asegurador, y iv. Gozará de 
todas las garantías procesales, en especial aportar y controvertir pruebas 
para desvirtuar la presunción legal según la cual los daños que ocasio-
naron las personas a su cuidado le son imputables por no haber ejercido 
adecuadamente un control y vigilancia sobre aquellos; rebatirá la exis-
tencia del daño causado, el monto del mismo, la calidad de víctima, e 
incluso podrá llegar a una conciliación con la misma.

Partiendo de estas a昀椀rmaciones de la Corte Constitucional, resulta obli-
gado efectuar algunas observaciones, pues es válido considerar que 
muchas de aquellas pueden carecer de fundamento legal y, segura-
mente, generarán confusión al interior de muchos institutos del nuevo 
sistema procesal, como evidentemente acontece con el llamado tercero 
civilmente responsable.

1. Si bien es cierto la Ley 906 de 2004 no indica de manera expresa 
que el tercero civilmente responsable tiene la calidad de parte, 
interviniente o sujeto procesal, no por ello puede aceptarse sin más la 
postura de la Corte en el sentido de que aquél “no es parte o inter-
viniente”, pues, por el contrario, basta recordar que se ha dicho 
que “interviniente” es quien interviene, luego incluso hasta quien 
es parte sería interviniente.

128 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL, artículo 172.
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Según Cabanellas parte es “cada una de las personas que por 
voluntad, intereses o determinación legal interviene en un acto jurí-
dico plural. Litigante; sea demandante o actor, sea demandado o reo; 
y también en el proceso criminal, el querellante o el acusado”129, al 
paso que llama tercero interviniente a “El que comparece en defensa de 
su patrimonio o de sus derechos, en pleito iniciado por otros (tercería 
y especies)130”, y de昀椀ne como tercero, desde un punto de vista procesal, 
a la persona que “no interviene en un litigio ni como demandante ni 
como demandado, y más estrictamente, quien interviene con carácter 
propio y ya trabada la litis, cual tercerista, para reclamar su dominio 
sobre los bienes o derechos litigiosos, o la prelación crediticia que le 
pertenece sobre el ejecutante”131.

Y aunque no es del caso intentar aquí de昀椀nir quién es parte y quién es 
tercero dentro del proceso penal, sí resulta fundamental aclarar que 
no obstante la terminología que desde el Código de Procedimiento 
Penal de 1987 (Decreto 050 de 1987), se utiliza para identi昀椀car a la 
persona que, sin tener responsabilidad penal como autor o partícipe 
del hecho, tiene la obligación de indemnizar de conformidad con la 
ley sustancial, persona a la que se ha venido denominando tercero 
civilmente responsable, ello sólo se hizo con la 昀椀nalidad de distinguirlo 
de quien tiene un compromiso criminal con el hecho.

En este sentido, ha de decirse que a quien el Código de Procedimiento 
Penal denomina tercero, no es realmente tercero para la teoría general 
del proceso, sino que, en puridad, tiene la calidad de parte, deman-
dada para el caso, así como la víctima que se constituye en parte civil 
tiene la calidad de parte, en su condición de demandante.

Y si ello es así, aún obviando el claro sentido del artículo 250 cons-
titucional, la jurisprudencia constitucional y el mismo bloque de 
constitucionalidad, en la medida en que la víctima puede presentar 
unas pretensiones en contra del penalmente responsable y de quien 

129 CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de derecho usual. T. vi. 27 ed. Heliasta, 
Buenos Aires, 1989., p. 109.

130 Ibíd., T. viii, p. 47.
131 Ibíd., p. 45.
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de conformidad con la ley civil está llamado a indemnizar (a quien 
el Código de Procedimiento Penal llama tercero civilmente respon-
sable), tendría la calidad de parte (demandante), y en el mismo sentido, 
frente al tema de la responsabilidad civil del mal llamado tercero civil-
mente responsable, cómo al parecer éste se de昀椀ne dentro de un trámite 
especial (incidente de reparación integral), es decir, sería en realidad 
otra parte (demandada).

Luego o se es parte o se es tercero, pero lo que no puede admitirse de 
manera alguna, es que se llame tercero a quien desde la clara óptica de 
la teoría general del proceso es en realidad parte.

Cuestión diferente es que quien es tercero se convierta luego en parte: 

Tercero es quien, en el momento de trabarse la relación jurídico 
procesal, no tiene la calidad de parte por no ser demandante ni 
demandado, pero que una vez que interviene sea voluntariamente, 
por citación del juez, o llamado por una de las partes principales, se 
convierte en parte, es decir, ingresa al área del proceso132.

¿Cómo decir, entonces, que al llamado tercero civilmente responsable 
no le correspondería la calidad de parte ni la de interviniente, cuando 
es cierto que inicialmente, y según la posición expuesta por la Corte 
Constitucional en la sentencia C-423 de 2006, podría actuar de una 
forma similar a la del interviniente ad excludendum al cual se contrae el 
artículo 53 del CPC, y que luego indefectiblemente al ser citado o concu-
rrir al incidente de reparación integral, donde podría ser condenado a 
pagar la indemnización de perjuicios, tendría la condición de parte?

La Corte Constitucional se equivoca en esta a昀椀rmación de la sentencia 
C-425 de 2006, pues si dicho tercero civilmente responsable en realidad no 
fuera parte, interviniente ni sujeto procesal, tendría una calidad de “fantasma 
sin sangre”, similar a la que Beling le atribuyó al concepto de acción.

132 PARRA QUIJANO, Jairo. Los terceros en el proceso civil. 6 ed. Librería del Profesional, Bogotá, 
2001., p. 21.
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En una decisión posterior (Sentencia C-454 del 7 de junio de 2006, 
MP. Jaime Córdoba Triviño, al referirse a la víctima, la Corte 
Constitucional entendió que las posibilidades y derechos de una 
persona no dependen del cali昀椀cativo que se le atribuya –como parte 
o interviniente–, sino del papel que ocupen dentro del proceso, lo cual 
bien puede aplicar al tercero civilmente responsable.

2. Por las mismas razones anteriores, así como yerra la Corte al decir 
que el tercero no es parte ni interviniente, yerra cuando asimila las 
posibilidades de actuación del tercero con las de la víctima, camino 
por el cual, también en forma equivocada, termina sugiriendo que la 
víctima tampoco es parte o interviniente.

Para aclarar el punto, oportuno es recordar lo que luego adoctrinó la 
Corporación en la sentencia C-454 del 7 de junio de 2006:

Así las cosas, los fundamentos constitucionales de los derechos de 
las	víctimas,	así	como	los	pronunciamientos	que	sobre	la	Ley	906	de	
2004	ha	realizado	la	Corte,	permiten	a昀椀rmar	que	la	víctima	ocupa	un	
papel	protagónico	en	el	proceso,	que	no	depende	del	cali昀椀cativo	que	
se le atribuya (como parte o interviniente), en tanto que se trata de 
un	proceso	con	sus	propias	especi昀椀cidades,	en	el	que	los	derechos	de	
los sujetos que intervienen están predeterminados por los preceptos 
constitucionales, las fuentes internacionales acogidas por el orden 
interno y la jurisprudencia constitucional. El alcance de los derechos 
de las víctimas debe interpretarse dentro de este marco.

Por otra parte, debe ponerse de presente que la Corte admite la posi-
bilidad de que el tercero motu propio acuda al incidente de reparación 
integral, “… en caso de buscarse una reparación de carácter económico”.

Sobre esta postura, no parece lógico que el tercero decida participar 
en un incidente de reparación integral, donde, en principio, no tendrá 
algún derecho o responsabilidad afectada; luego si él decide inter-
venir allí, tiene que ser porque está ocurriendo lo contrario, es decir, 
porque su responsabilidad puede resultar comprometida, posibilidad 
que necesariamente tendría lugar desde el momento mismo en que se 
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afectan sus bienes con una medida cautelar, luego lo lógico y jurídico 
habría sido que desde ese mismo momento se le permitiera salir a 
demostrar que su responsabilidad civil no está comprometida, posi-
bilidad ésta que, como se vio, no la admitió la Corte Constitucional en 
la sentencia C-423 de 2006.

Como la Corte reitera que el tercero civilmente responsable cuenta 
con todas las garantías procesales, como pedir y aportar pruebas 
“para desvirtuar la presunción legal según la cual los daños que 
ocasionaron las personas a su cuidado le son imputables por no haber 
ejercido adecuadamente un control y vigilancia sobre ellos…”, se dirá, 
nuevamente, que ésta es una concepción por entero equivocada, la 
cual desconoce el sentido que, por lo menos desde el año de 1962, 
tanto la doctrina como la jurisprudencia le vienen dando a los artí-
culos 2341 y 2347 del CC.

Ha de insistirse: la responsabilidad del llamado tercero civilmente 
responsable no es necesariamente por el hecho de otro, sino que, en 
principio, lo es por el hecho propio, lo cual es particularmente claro 
cuando el tercero es un ente moral. Y si ello es así, mal se hace al 
aludirse a los conceptos de vigilancia, control y selección, pues ellos 
sólo son de interés para la teoría de la responsabilidad indirecta.

Así las cosas, si el tercero civilmente responsable es, por ejemplo: 
la empresa propietaria del bus con el que se lesionó a un peatón, 
intentar defenderse demostrando que no hubo culpa en el “control 
y vigilancia” sería un error, pues la diligencia debida no sirve para 
destruir la responsabilidad civil extracontractual directa.

4.2. CITACIÓN DEL ASEGURADOR

El artículo 108 de la Ley 906 de 2000, antes de la sentencia C-409 de 
2009, disponía:

Citación del asegurador. Exclusivamente para efectos de la conci-
liación de que trata el artículo 103, la víctima, el condenado, su 
defensor o el tercero civilmente responsable podrán pedir la citación 
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del asegurador de la responsabilidad civil amparada en virtud del 
contrato de seguro válidamente celebrado, quien tendrá la facultad de 
participar en dicha conciliación.

Esta disposición, al referirse al asegurador en responsabilidad civil, en esencia 
estaría recogiendo el llamamiento en garantía como forma de tercería, 
aunque se aclara que su presencia según la regulación que aparecía en el 
texto legal, sólo es admisible para efectos de la conciliación a que alude el 
artículo 103, de manera que lo resuelto en el incidente de reparación inte-
gral solamente sería vinculante para el llamado en garantía en la medida en 
que en la audiencia él voluntariamente haya consentido en obligarse, lo 
cual constituye un retroceso frente a la regulación de la Ley 600 de 2000.

Respecto de la a昀椀rmación de la Corte en el sentido de que el tercero civil-
mente responsable puede “llamar en garantía a un asegurador”, nece-
sario es preguntarse inicialmente: ¿qué o cuál calidad procesal tendría 
el llamado en garantía? ¿Sería parte o interviniente? ¿Podría ser parte o 
interviniente –según lo resuelto en la sentencia C-425 de 2006– quien es 
llamado por quien no es parte ni interviniente?

Pero separadamente de estos interrogantes, los cuales desafortunadamente 
no aclara ni responde la Corte en su decisión, ha de decirse que es preocu-
pante que en la mencionada decisión la corporación hubiera admitido el 
llamamiento en garantía como forma de tercería dentro del proceso acusatorio, 
pues en el artículo 108 se alude únicamente a la “citación del asegurador”.

En verdad, parece difícil aceptar que aquí, en realidad, se haya recogido 
el llamamiento en garantía, pues si el asegurador solamente puede ser 
citado para efectos de una conciliación, no se ve cómo se estaría regu-
lando tal forma de tercería dentro del proceso acusatorio, pues si bien es 
cierto que en el artículo 108 se alude a la “citación del asegurador”, ello no 
signi昀椀ca necesariamente que se le esté llamando en garantía.

Parece difícil aceptar que aquí se haya recogido el llamamiento en 
garantía, pues si el asegurador solamente puede ser citado para efectos de 
una conciliación, no se ve cómo tal forma de tercería se podría mantener 
cuando el asegurador no comparece a la citación o no acepta conciliar.
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Pero si se acepta, como lo aseveró la Corte, que el asegurador sí puede ser 
llamado en garantía, reinaría una gran incertidumbre acerca del debido 
proceso y de la forma en que puede defenderse, pues el artículo 108 y, en 
general, la Ley 906 de 2004, guardan absoluto silencio sobre el particular.

Se indica también en la disposición, que el asegurador de la responsabilidad 
civil tiene la facultad de participar en la audiencia de conciliación, por lo 
que puede decirse que tiene el derecho de comparecer al incidente, pero 
no se le obliga, sino en el caso de que en la conciliación acepte hacerlo.

Y si su presencia es facultativa y si sólo se obliga por aceptarlo así en la 
audiencia de conciliación, es de claridad meridiana que no está obligado 
a comparecer y que, por ende, lo allí resuelto no le obliga.

No obstante lo anterior y retomando las inquietudes plasmadas en rela-
ción con los términos del artículo 107, si se parte del entendimiento 
elemental de que la relación jurídica-procesal se traba a partir de la “noti-
昀椀cación” del auto admisorio de la demanda, resulta inadmisible, por 
decir lo menos, que no habiendo sido noti昀椀cado el tercero, sino simple-
mente citado, pueda, en todo caso, ejercitar una actuación propia de 
quien ostenta la calidad de parte, como es en este caso especí昀椀co pedir la 
citación del asegurador. 

Estos interrogantes parecerían haber sido tenidos en cuenta o recogidos por 
la Corte Constitucional, la cual con la Sentencia C-408 del 17 de junio de 2009, 
declaró la inexequibilidad de las expresiones del artículo 108, ”exclusivamente” 
y “quien tendrá la facultad de participar en dicha conciliación”, relacionadas con la 
intervención del Asegurador en el incidente de reparación integral.
Según se a昀椀rma en esta decisión que se incluye en su integridad como 
Anexo al 昀椀nal de esta obra, que si el civilmente responsable tiene una 
póliza que cobije los daños que se ocasionaron con el delito, la compañía 
aseguradora estará obligada a participar en todo el trámite del incidente 
de reparación integral.
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 La aseguradora no sólo puede participar en las audiencias de concilia-
ción, sino que debe intervenir en los trámites del incidente, siendo su 
participación en la audiencia de conciliación, obligatoria y no facultativa 
como se señala en el artículo 108 de la Ley 906 de 2004.

Tal directriz obedece a la consideración de que la redacción del artículo 108 
Ibíd., lesiona el derecho que tiene la víctima a ser reparada, lo mismo que 
el derecho que tiene la aseguradora a proteger sus intereses, por lo cual su 
participación en el incidente garantiza en mejor manera, el derecho de la 
víctima a obtener una reparación integral de los perjuicios que se le ocasio-
naron, al paso que la inasistencia patrocinada por el texto de la disposición, 
permite burlar las expectativas que le genera la existencia de un contrato 
de seguros que ampara a quien está llamado a indemnizar.

Se indica además, que si en la diligencia de conciliación no se llega a un 
acuerdo entre la víctima y la aseguradora, ésta en todo caso tiene derecho 
a adelantar las actuaciones que estime necesarias para la protección de 
sus derechos en consideración a la cobertura o amparo comprendido en 
la póliza, pues lo que se resuelva en el incidente le resultará vinculante.

Además de poner de presente que el contrato de seguros tiene una 
función social, en cuanto puede permitir cubrir el daño ocasionado con 
el delito, se efectúan algunas referencias a las facultades que tiene el juez 
o jueza para obligar a la empresa aseguradora, tema que, merece especial 
atención, pues en principio resulta indiscutible que no obstante existir 
una póliza de seguros, la aseguradora sólo estaría obligada de confor-
midad con sus términos y hasta el tope de las cuantías aseguradas, pues 
no ha de dejarse de presente que la responsabilidad aquí le compete por 
su compromiso contractual, de manera que no puede trasladársele la 
responsabilidad civil extracontractual que única y exclusivamente corres-
ponde a quienes de conformidad con la ley sustancial están llamados 
a indemnizar, esto es, los penalmente responsables y los denominados 
terceros civilmente responsables.
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Ap ACTIVIDADES PEDAGÓGICAS 
En clase, de desarrollará un debate cuyo objeto de discu-
sión es el siguiente interrogante: En el proceso penal, 
¿es indispensable la participación del tercero civilmente 
responsable y el asegurador?
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Unidad 5
SUSPENSIÓN Y CANCELACIÓN DE 

TÍTULOS Y REGISTROS OBTENIDOS

Og OBJETIVO GENERAL DE LA UNIDAD 
Comprender el alcance de la suspensión y cancelación de 
títulos y registros como medida de restablecimiento de los 
derechos de las víctimas.

Oe OBJETIVOS ESPECÍFICOS DE LA UNIDAD 
 •  Identi昀椀car el alcance de esta medida.

 •  Conocer el o la funcionaria competente para decretarla.

 • Saber la oportunidad procesal procedente para su decreto.

 •  Entender el papel de los terceros de buena frente a la 
suspensión y cancelación de títulos y registros obte-
nidos en forma fraudulenta.
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5.1 LA SUSPENSIÓN Y CANCELACIÓN DE 
TÍTULOS Y REGISTROS OBTENIDOS EN FORMA 
FRAUDULENTA, COMO MECANISMO DE 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

Dispone el artículo 101133 de la Ley 906 de 2004:

Suspensión y cancelación de registros obtenidos forma 
fraudulenta,. En cualquier momento y antes de presentarse la 
acusación,	 a	petición	de	 la	昀椀scalía,	 el	 juez	de	 control	de	garantías	
dispondrá la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a 
registro cuando existan motivos fundados para inferir que el título de 
propiedad fue obtenido en forma fraudulenta.

En la sentencia (condenatoria)134 se ordenará la cancelación de los 
títulos y registros respectivos cuando exista convencimiento más allá 
de toda duda razonable sobre las circunstancias que originaron la 
anterior medida.

Lo dispuesto en este artículo también se aplicará respecto de los títulos 
valores sujetos a esta formalidad y obtenidos en forma fraudulenta.

Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas deri-
vadas de los títulos cancelados se están adelantando procesos ante 
otras autoridades, se pondrá en conocimiento la decisión de cancela-
ción para que se tomen las medidas correspondientes.

Como se trata de un mismo instituto jurídico, es pertinente recordar 
que en la Ley 600 de 2000, el artículo 66 contempla la cancelación de los 
títulos y registros obtenidos en forma fraudulenta, cuando “aparezcan 
demostrados los elementos objetivos del tipo”. Dispone al efecto el artículo 66 
del CPP de 2000:

133 CORTE CONSTITUCIONAL. Declaró exequible el artículo 101 de la Ley 906 de 2004, pero 
condicionadamente a que se entienda que la posibilidad de cancelación de tales títulos se 
extiende a otras providencias que ponen 昀椀n al proceso penal.

134 Ibíd. Sentencia C-060 de 2008, MP. Nilson Pinilla Pinilla. Fue declarada inexequible la 
palabra condenatoria del inciso 2 del artículo 101 de la Ley 906 de 2004. 
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Cancelación de registros obtenidos en forma fraudulenta. En 
cualquier momento de la actuación, cuando aparezcan demostrados 
los elementos objetivos del tipo penal que dio lugar a la obtención de 
títulos de propiedad o de gravámenes sobre bienes sujetos a registro, 
el funcionario que esté conociendo el asunto ordenará la cancelación 
de los títulos y registros respectivos.

También se ordenará la cancelación de la inscripción de títulos 
valores sujetos a esta formalidad y obtenidos en forma fraudulenta.

Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas deri-
vadas de los títulos cancelados se están adelantando procesos ante 
otras autoridades, el funcionario pondrá en conocimiento la decisión 
de cancelación, para que tomen las decisiones correspondientes.

Las anteriores previsiones, sin perjuicio de los derechos de los terceros 
de buena fe, quienes podrán hacerlos valer en trámite incidental. 

El funcionario judicial ordenará, si fuere procedente, el embargo 
de los bienes, sin necesidad de requisitos especiales, por el tiempo 
que sea necesario.

Según se observa y en contraste con la regulación de la Ley 600 de 2000 
donde resulta posible adoptar la decisión de cancelación “en cualquier 
momento de la actuación”, en el nuevo Estatuto se dice que “en cualquier 
momento” y “antes” de que se presente la acusación, por petición de la 
昀椀scalía (lo pide el 昀椀scal, no la víctima, y al parecer no opera o昀椀ciosa-
mente), el juez o jueza de control de garantías dispone la suspensión del 
poder dispositivo de los bienes sujetos a registro, “cuando existan motivos 
fundados para inferir que el título de propiedad fue obtenido en forma fraudu-
lenta”, por lo cual, en principio, ello podría ordenarse aunque no estuviera 
demostrado el tipo objetivo, pues este concepto o, mejor, este presupuesto, 
se cambia por el de motivo fundado, que termina siendo una exigencia 
absolutamente subjetiva. 
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Sin embargo, ha de repararse en que lo que se establece en la regulación 
del inciso 1 no es la posibilidad de ordenar la cancelación de los títulos y 
registros obtenidos en forma fraudulenta, sino tan sólo la de disponer la 
suspensión del poner dispositivo respecto de los bienes que pudieron ser 
adquiridos mediante títulos y registros obtenidos en forma fraudulenta.

Luego lo que se regula en el inciso 1, corresponde a una medida cautelar 
-la suspensión del poder dispositivo-, que al igual de lo que acontece con 
la prohibición de enajenar a que se contrae el artículo 97, comportará que 
los bienes salgan del comercio, siendo en todo caso necesario que el juez 
o la jueza de control de garantías, comunique la orden de suspensión a la 
correspondiente o昀椀cina de registro o entidad que emitió el título nomi-
nativo. Sobre este particular, ha de recordarse que la suspensión del poder 
dispositivo en las legislaciones de 2000 y de 1991, correspondía a lo que se 
ha denominado embargo especial.
 
Respecto de la regulación original del inciso 2, evidentemente resulta 
equivocado que fuera en la sentencia condenatoria donde se podía ordenar 
la cancelación, siempre que hubiera convencimiento más allá de toda 
duda razonable sobre las circunstancias que dieron origen a la suspen-
sión del poder dispositivo.

En la regulación original de la Ley 906 de 2004, el tratamiento del insti-
tuto parece diferente al que se dispensa en la Ley 600 de 2000, y puede 
representar un importante retroceso legislativo, como que existirían 
muchos eventos en los cuales no obstante haberse demostrado el tipo 
objetivo o incluso, la tipicidad de la conducta, no sería posible proferir 
una sentencia condenatoria, porque por ejemplo: no resultaría posible 
identi昀椀car al falsi昀椀cador o defraudador, resultando equivocado que 
teniéndose establecida tal realidad se niegue al funcionario o funcio-
naria judicial, la posibilidad de efectuar las declaraciones correspon-
dientes y de ordenar, con fundamento en el mandato constitucional de 
restablecimiento del derecho, que las cosas vuelvan al estado predelic-
tual al disponer la cancelación de los títulos de propiedad o gravamen 
que se obtuvieron en forma fraudulenta.
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Por lo demás, no se entiende por qué la medida de suspensión sólo puede 
adoptarse antes de la acusación, pues parece apenas elemental, y es 
mecanismo encaminado al restablecimiento del derecho, que la medida 
se pueda acoger en cualquier momento, como de hecho debe ocurrir, ya 
que no obstante los términos del artículo 101, por encima de lo allí regu-
lado se impone la aplicación del artículo 250 superior. Cuestión diferente 
es que ante la posibilidad de adoptar cualquiera de las dos decisiones, 
esto es, la suspensión del poder dispositivo o la cancelación de los títulos obte-
nidos fraudulentamente, se opte por la primera, pues de昀椀nitivamente su 
carácter cautelar aunque contribuye al restablecimiento del derecho, no 
lo hace con la misma contundencia que se encierra en la segunda, pues 
es evidente que cuando se ordena la cancelación de los títulos y registros 
obtenidos en forma fraudulenta, las cosas regresan a su statu quo ante.

En la decisión de la Corte Constitucional con la cual por una parte, se 
declara inexequible la palabra condenatoria del inciso 2 del artículo 101 
y por la otra, se declara exequible el artículo 101 pero condicionadamente 
a que se entienda que la posibilidad de cancelación de tales títulos se extiende a 
otras	providencias	que	ponen	昀椀n	al	proceso	penal, se pone de presente que la 
lectura y manejo de la institución sufre un cambio trascendental, entre 
otras razones porque ya no será solamente la sentencia condenatoria el 
único escenario para decretar la cancelación de títulos y registros obte-
nidos en forma fraudulenta.

Así las cosas, y como la esencia de la Sentencia C-060 de 2008 comporta 
que en su parte esencial las disposiciones de los artículos 101 de la Ley 
906 de 2004 y 66 de la Ley 600 de 2000 tengan una mayor a昀椀nidad, resulta 
adecuado presentar algunas re昀氀exiones adicionales sobre esta temática, 
teniendo como base primera regulación del Código de Procedimiento 
Penal de 1991, al igual que lo prescrito en los dos códigos de procedi-
miento penal que actualmente coexisten en su aplicación en el País.

La norma que regulaba la medida en el Código de Procedimiento Penal 
de 1991, decía:
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Artículo	 61.	 CANCELACION	 DE	 REGISTROS	 OBTENIDOS	
ENFORMA FRAUDULENTA. En cualquier momento del proceso 
en que aparezca demostrada la tipicidad del hecho punible que dio 
lugar a la obtención de títulos de propiedad sobre bienes sujetos a 
registro, el funcionario que esté conociendo el asunto ordenará la 
cancelación de los títulos y del registro respectivo.

También se ordenará la cancelación de la inscripción de los títulos 
valores sujetos a esta formalidad y obtenidos en forma fraudulenta.

Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas deri-
vadas de los títulos cancelados se estén adelantando procesos ante 
otras autoridades, el funcionario pondrá en conocimiento la decisión 
de	cancelación,	para	que	昀椀nalicen	las	actuaciones	correspondientes.

De manera acentuada, esta importante norma regulaba una medida 
orientada claramente hacia el restablecimiento del derecho, en la medida 
en que permitía que sólo bastara la demostración de la tipicidad del 
hecho, para que el funcionario ordenara la cancelación de títulos y regis-
tros, cuando a éstos se hubiere llegado de manera fraudulenta. 

En tal sentido, la Corte Suprema de Justicia, Sala Plena, en sentencia del 
3 de diciembre de 1987, luego de señalar que además de ser consustancial 
en la misión del funcionario judicial, buscar la restitución de los bienes 
objeto del hecho punible para restablecer el estado predelictual (restitutio 
in pristinum), agrega que “... la adquisición de ellos aún por un tercero de buena 
fe, no es lícita en razón del hecho punible que afecta la causa de su derecho y que 
el	juez	penal	debe	declarar	de	o昀椀cio	para	restablecer	el	derecho	de	la	víctima”.

Y es elemental que con la aplicación de la disposición en cita, al buscarse la 
restitución del bien objeto material de la infracción, el perjuicio a la víctima 
se aminoraba y aminora, como que las cosas, en lo posible, vuelven al 
estado anterior, 昀椀n de las normas sobre restablecimiento del derecho.

Además, el otorgamiento de tal atribución al funcionario o funcionaria 
judicial penal, la cual se encontraba en cabeza del juez civil por medio de 
un proceso de nulidad, aparte de la operatividad y agilidad que comporta 
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la medida, hace menos gravosa la situación de la víctima que no se verá 
compelida a acudir al juez o jueza civil para recuperar sus bienes, con los 
costos que ello implica, pues la medida opera incluso de o昀椀cio.

Se agrega, como en su momento lo consideró la Corte Suprema de 
Justicia, que desestimar la constitucionalidad de esta medida “implicaría 
reconocer que el delito puede ser fuente o causa lícita de aquellos derechos que 
la Constitución denomina ‘adquiridos con justo título’ y que deben ser prote-
gidos por la ley aún en detrimento de los derechos del legítimo titular, de los que 
pretendió despojarlo el autor del hecho criminal”.

Sobre el particular, existe un interesante precedente jurisprudencial: el 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Valledupar, Sala Penal, en ejem-
plar decisión del 17 de junio de 1992, de la cual fue MP. Adalberto Márquez 
Fuentes, con la cual se pone de relieve la particular importancia que tiene 
el principio del Restablecimiento del Derecho, ordenó la cancelación de 
títulos de propiedad de un bien inmueble obtenidos en virtud de delito 
de fraude procesal, pese a que para el momento cuando se adoptó tal 
decisión, la acción penal no podía continuarse debido a su prescripción.

Siendo ya de por sí trascendental lo que resolvió la Corporación a efectos 
de obtener el restablecimiento del derecho, para que ello efectivamente 
tuviera lugar no sólo se limitó a decretar la cancelación de los títulos obte-
nidos en forma fraudulenta, sino que además ordenó efectuarse la entrega 
del inmueble a su verdadero propietario, decisión que por elemental que 
parezca en su adopción, en muchas ocasiones no es utilizada, determi-
nando en la práctica que se imponga al propietario adelantar nuevas 
gestiones judiciales a efectos de recuperar el bien.

No obstante, la audacia que se pone de presente en este antecedente juris-
prudencial que revela un cabal entendimiento de lo que implica el insti-
tuto del restablecimiento del derecho y un respeto y apego a lo ordenado 
en disposiciones como el artículo 250 de la Carta Fundamental, es cierto 
que la cancelación de títulos y registros obtenidos en forma fraudulenta, 
se viene ordenando en el País en forma por demás tímida, pues no se 
tiene conciencia de su importancia para efecto de obtener que las cosas 
vuelvan al estado predelictual o existe temor de ordenar una medida que 
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tiene como consecuencia dejar sin efectos jurídicos, los títulos de adquisi-
ción de un bien inmueble, y por esta vía, la 昀椀gura en cita ha quedado rele-
gada en su aplicación al momento procesal cuando se pro昀椀ere sentencia, 
lo cual trae como conclusión lógica que en muchos casos y contrariando 
la Constitución Política, la medida jamás se aplica, pues muchas son las 
investigaciones que no trascienden a la etapa del juicio, tal y como ocurre 
en los eventos en los cuales por no haber imputado conocido, no es posible 
abrir la investigación criminal o formular la imputación.

Bajo la vigencia del Decreto 2700 de 1991, se produjeron dos interesantes 
decisiones de las Altas Cortes -las cuales vale la pena recordar en sus 
apartes más sobresalientes-, como lo son i) la sentencia del 23 de julio 
de 1996 de la Sala de Casación Civil y Agraria, Expediente 4713, y ii) la 
Sentencia SU-478 del 25 de septiembre de 1997, de la Sala Plena de la 
Corte Constitucional.

i) Sentencia del 34 de julio de 1996, Sala de Casación Civil y Agraria, 
Expediente 4713, MP. Carlos Esteban Jaramillo Schloss. 

Para efecto de entender las consideraciones que expuso la Corporación, 
es indispensable realizar una breve referencia a los hechos.

Según se relata en la decisión, los aspectos fácticos del caso tienen rela-
ción con una venta simulada que señora B.E.P. de B., celebró sobre un 
inmueble de su propiedad con la señora M.I.V.T., según escritura pública 
2379 del 1° de agosto de 1984 de la Notaría 13 del círculo de Medellín.

La adquirente, abusando de su condición, mediante escritura pública 3462 
del 26 de octubre de 1984 de la misma notaría, constituyó un gravamen 
hipotecario para garantizar una obligación que contrajo con M.G.G., por 
$1.000.000. Posteriormente, la acreedora inició un proceso ejecutivo hipo-
tecario, en el cual se ordenó el embargo del inmueble que fue rematado, 
diligencia en la cual lo adquirió la señora E.L.V.D., quien protocolizó el 
auto aprobatorio del remate con la escritura pública 1854 de julio de 1987 
de la Notaría 14 del círculo de Medellín, la registró el 13 del mismo mes, 
y entró en posesión del inmueble el 5 de agosto del mismo año.
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La propietaria original, señora B.E.P. de B., presentó denuncia penal por 
estafa en contra de M.I.V.T., quien resultó condenada en decisión con昀椀r-
mada el 29 de agosto de 1988 de la Sala Penal del Tribunal Superior de 
Medellín, que ordenó la cancelación de las escrituras públicas 2379 y 3462 
con las cuales se vendió e hipotecó el inmueble respectivamente, “quedando 
en esta forma restituida la cosa material del asunto penal al estado anterior del 
delito”. También se cancelaron los registros de dichas escrituras.

Adicionalmente, la señora B.E.P. de B., ejercitando acción reivindicatoria, 
inició proceso ordinario en contra de E.L.V.D., en el cual el juzgado de 
primera instancia con decisión del 31 de marzo de 1993, declaró que 
pertenece a B.E.P. de B., el pleno y absoluto dominio sobre el inmueble, y 
ordenó restituirlo a la poseedora vencida, a más de ser condenada a pagar 
los frutos civiles y las costas del proceso. Esta decisión fue con昀椀rmada el 
23 de julio de 1993 por la Sala Civil del Tribunal Superior de Medellín. 
El Tribunal estimó que “(…)	esa	acción	se	concede	al	bene昀椀ciario	del	pronun-
ciamiento, sin consideración a la fe del poseedor”, y agregó que lo que ocurre 
es que el título de la demandada es inoponible a quien volvió a ubicarse 
como dueño, en virtud de las acciones de cancelación, porque se entiende 
que nunca dejó de serlo y que “cuando apareció como tal en virtud de títulos 
posteriores, se ubicó como falso adquirente, como comprador de cosa ajena, que 
aunque válida, no tiene esa calidad frente a los derechos del verdadero dueño”.

En la demanda de casación interpuesta por la parte vencida, el censor 
acusa la sentencia de ser violatoria indirectamente de la ley y por aplica-
ción indebida, y expone, entre otras consideraciones, la calidad de tercero 
adquirente de buena fe que debe reconocerse a quien compró en pública 
subasta, agregando que la orden de cancelación que se emitió por la juris-
dicción penal, no abarcó la Escritura Pública con la cual se protocolizó 
el auto aprobatorio del remate, amén de que en el proceso penal, quien 
adquirió en pública subasta no tuvo la calidad de parte o de interviniente.

La Corte resolvió no casar la sentencia recurrida por cuanto el censor 
equivocó la vía del ataque, el cual debió ser por la vía de la infracción 
directa de la ley, por manera que “cae aquél entonces en una equivocada 
actividad dialéctica que no le permite a la Corte, sin desbordar las atribuciones 
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que le son propias como tribunal de casación, entrar a examinar el fondo de las 
acusaciones de este modo planteadas”.

Empece lo anterior: 

(…) la Corte no puede dejar de llamar la atención, en ejercicio de la 
alta función institucional que le compete de acuerdo con el Artículo 
365	del	mismo	cuerpo	legal	recién	citado,	que	sin	embargo	del	fatal	
desenlace del recurso interpuesto, salta a la vista el yerro jurídico en 
buena medida señalado por dicha impugnación, toda vez que al hacer 
lugar a la acción reivindicatoria entablada, los falladores de instancia 
quebrantaron cuando menos y en forma directa, por falta de apli-
cación,	 los	Arts.	1766,768	y	769	del	C.	Civil,	así	como	también	el	
Artículo	267	del	C.	de	P.C.	y	de	contera	aplicaron	indebidamente	los	
Arts.	53	del	Decreto	Ley	050	de	1987	y	el	61	del	Decreto	Ley	2700	de	
1991, preceptos éstos últimos que no son de carácter absoluto y ante 
ellos, a la ligera, no pueden hacerse cesar mecánicamente conocidas 
reglas de protección de la apariencia establecidas a favor de terceros 
de buena fe exenta de culpa, víctimas en cuanto tales de error, excu-
sable a plenitud (…)

Y entre otras consideraciones, señala la Corporación:

 • Cuando existen ciertas condiciones, la ley protege la con昀椀anza del 
tercero que adquiere de buena fe, y hace que se produzcan los efectos 
que a raíz de su opinión errónea el agente tenía razón de esperar;

 • La ley toma en consideración la buena fe libre de toda culpa con el 
exclusivo propósito de proteger la honestidad en la circulación de 
los bienes, honestidad que por lo demás el ordenamiento presume 
(artículo 83 CN);

 • Los genuinos terceros adquieren por principio una posición inatacable 
no obstante la ine昀椀ciencia sobreviniente, o la e昀椀cacia claudicante por 
motivos ocultos;

 • Quienes de buena fe contratan con el pseudo-adquirente están prote-
gidos por los arts. 1766 del CC y 267 del CPC., y este principio repre-
senta un límite de suma importancia que siempre deben tener en 
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cuenta las autoridades judiciales, incluso cuando, con fundamento 
en los artículos 14 y 61 del CPP, se haya dispuesto la cancelación de 
títulos y registros con miras a conseguir el restablecimiento de dere-
chos quebrantados;

 • Resulta contrario al sentido común que en casos de este linaje, indis-
criminadamente y para rendirle culto a la lógica simplista, la justicia 
termine dejando desamparada la buena fe.

 • No obstante la importancia y sólida argumentación que se encierra en 
estas consideraciones, debe ponerse de presente que en la providencia 
citada no existe alguna referencia al artículo 250 de la Constitución 
Política, en el cual para la época, establecía con meridiana claridad, 
que los funcionarios judiciales adoptarán las medidas que se consi-
deren necesarias para concretar el restablecimiento del derecho, a 
efectos de que las cosas vuelvan al estado predelictual. 

De esta suerte y siendo indiscutible que las víctimas fueron constituciona-
lizadas a partir de la Carta Política de 1991, optar por la protección de los 
derechos del tercero que adquiere de buena fe, sería desconocer el prota-
gonismo que nuestra Carta y el bloque de constitucionalidad otorgan a 
las víctimas del delito y entonces, a ésta le correspondería observar cómo 
el bien que fue sustraído delictivamente de su patrimonio, entra a ser 
parte de uno distinto, el del tercero, simple y llanamente por cuanto este 
último actuó de buena fe.

ii) Sentencia de la Sala Plena de la Corte Constitucional SU-478 
del 25 de septiembre de 1997, Expediente T-124400, MP. Alejandro 
Martínez Caballero. 

A efectos de entender las consideraciones que expuso la Corporación, es 
indispensable efectuar una breve síntesis de los hechos.

Según se relata en la decisión, los aspectos fácticos del caso tienen rela-
ción con la adquisición de 10 títulos de participación clase B del Banco 
de la República (cada uno con un valor de $38.000.000), por parte de 
IFI-Concesión Salinas, lo cual aconteció el 29 de noviembre de 1990. Tales 
títulos fueron hurtados al IFI: cuatro (4) de ellos, dice la Corte, reposan 
desde hace años en el expediente penal que cursaba en la Sala Penal del 
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Tribunal de Bogotá, y los seis (6) restantes, corresponden al juicio ejecu-
tivo que preferencialmente origina la tutela, los cuales inicialmente se 
encontraban bajo las órdenes del Juzgado 29 Civil del Circuito de Bogotá, 
pero por orden de la Sala Penal del Tribunal fueron remitidos allí para 
que hagan parte del referido proceso penal.

Según lo anterior, todos los diez títulos quedaron bajo órdenes de la 
justicia penal, investigación que se inició por denuncia penal presentada 
por el IFI por los delitos de peculado y falsedad, la cual correspondió al 
Juzgado 10 de Instrucción Criminal, pues para la época no había sido 
creada la Fiscalía General de la Nación.

Una de las primeras determinaciones del juez instructor fue ordenarle al 
Banco de la República, abstenerse de pagar los títulos, indicándole expre-
samente: “Igualmente teniendo en cuenta la urgencia de que los títulos que 
informa la denunciante pueden ser presentados para el cobro, aumentándose por 
tanto la cuantía del ilícito, se ordena de conformidad con la facultad consagrada 
en	el	artículo	366	del	CPP,	la	no	cancelación	de	los	documentos	que	se	presenten	
al cobro y la retención de los mismos”.

Seis (6) de los títulos hurtados fueron adquiridos en el mercado público 
de valores por la 昀椀rma comisionista de bolsa Bermúdez y Valenzuela, la 
cual le solicitó el 22 de junio de 1991 al juzgado instructor que decretara 
el levantamiento de la órdenes de no pago y de retención. El apoderado 
judicial de la comisionista indica que con base en los seis títulos, se inició 
proceso ejecutivo singular contra el Banco de la República, el cual corres-
pondió al Juzgado 28 Civil del Circuito de Bogotá.

El Juzgado 102 de Instrucción Criminal, al cual luego se le asignó la 
instrucción, negó la entrega de los títulos a la sociedad Bermúdez y 
Valenzuela S.A., que actuaba como tercero incidental, decisión que luego 
fue con昀椀rmada por la Sala Penal del Tribunal de Bogotá, el cual indicó 
que “Entonces, lo que corresponde revisar es si en estas últimas transacciones, en 
donde	ya	昀椀gura	el	comisionista	como	adquirente,	a	favor	de	éste	cabe	pregonar	la	
existencia	de	esa	buena	fe	que	se	re昀椀ere	el	artículo	835	del	Código	de	Comercio.	Y	
valorada la situación, la respuesta resulta ser negativa (…) no se está en presencia 
de una normal y corriente transacción de títulos-valores; contrariamente, si estos 
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bienes resultaron en el mercado se debió a que fueron objeto de ilícita apropiación. 
Y en estas circunstancias, no puede olvidarse que es también deber de los funcio-
narios de la jurisdicción penal, como principio general de procedimiento, 
procurar en cuanto sea posible retornar las cosas al estado anterior al 
de los hechos punibles;”.

La Corte Constitucional en su providencia re昀椀ere que “La	昀椀rma	Bermúdez	
y Valenzuela adquirió seis de esos títulos después de que habían sido sustraídos; 
pero antes de ser tenedor de los títulos los había conocido como comisionista de 
la bolsa. En calidad de tenedor, los presentó para su cobro ejecutivo en el Juzgado 
29 (sic) Civil del Circuito de Santafé de Bogotá. Es decir que primero fue comisio-
nista	y	luego	tenedor	de	los	títulos.	Los	6	títulos	que	presentó	para	la	ejecución	
tienen consignada como parte del endoso esta frase:

“ENDOSAMOS SIN RESPONSABILIDAD A FAVOR DE BERMÚDEZ Y 
VALENZUELA S.A. COMISIONISTA DE BOLSA, ADVIRTIENDO LA 
EXISTENCIA DE ORDEN DE NO PAGO POR PARTE DE UN JUZGADO 
DE INSTRUCCIÓN CRIMINAL”.

Es del caso anotar que dentro del proceso ejecutivo en el cual se demandó 
al Banco de la República, éste presentó excepciones, entre ellas la de 
imposibilidad de cancelar los títulos por haberlo ordenado así el Juez 
10 de Instrucción Criminal. En audiencia de conciliación efectuada el 2 
de diciembre de 1993, la apoderada de la demandante expresó que no 
había conciliación por cuanto el Juzgado 26 Penal del Circuito no ordenó 
levantar las medidas cautelares ordenas respecto de los títulos, de donde 
se in昀椀ere que Bermúdez y Valenzuela S.A., era consciente de la orden de 
no pago de los títulos y de que la administración de justicia había resuelto 
desfavorablemente su pretensión de que se pagaran los títulos-valores.

El 17 de agosto de 1994, el apoderado del Emisor pidió la suspensión del 
proceso ejecutivo singular por prejudicialidad penal (numeral 1 del artí-
culo 170 del CPC), la cual fue negada por el Juez 29 Civil del Circuito que 
desde un año antes, había recibido información del juez penal sobre el no 
pago, por lo cual en su momento, expidió un auto donde decía que esa 
información se tendría en cuenta “para los 昀椀nes del artículo 170 del CPC.
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El 24 de agosto de 1995, el Juzgado 29 Civil del Circuito pro昀椀rió sentencia, 
negando las excepciones porque “consideró que en el proceso cambiario una 
cosa son los títulos y otra el negocio subyacente y que se protege al tercero de 
buena fe; se basó en el artículo 784 del Código de Comercio”. 

Por su parte, en el proceso penal, el Juzgado 26 Penal del Circuito de 
Santafé de Bogotá pro昀椀rió sentencia el 30 de enero de 1996, condenando 
a los procesados por los delitos de peculado por apropiación en concurso 
con otros delitos, y ordenó que el Banco de la República pagara los títulos 
al IFI-Concesión Salinas.

La sentencia del juzgado civil fue con昀椀rmada por la Sala Civil del Tribunal 
de Bogotá con providencia del 6 de agosto de 1996.

La sentencia del juzgado penal también fue apelada ante la Sala Penal del 
Tribunal de Bogotá, donde según decisión del 1° de octubre de 1996, hubo 
algunas modi昀椀caciones en cuanto al tema de la responsabilidad penal, 
pero se con昀椀rmó el reconocimiento de los derechos del IFI-Concesión 
Salinas. También ordenó compulsar copias para investigar penalmente a 
los representantes legales de Bermúdez y Valenzuela S.A. 

Contra esta decisión, se presentó el recurso extraordinario de casación. 
En el proceso civil, la apoderada de la demandante presentó liquidación 
del crédito por $3.407.883.772,26.

El Banco de la República instauró tutela contra las decisiones judiciales, 
pidiendo dejar sin efecto la sentencia del 24 de agosto de 1995 del Juzgado 
29 Civil del Circuito y la sentencia del 6 de agosto de 1996 de la Sala Civil 
del Tribunal de Bogotá, pidiendo subsidiariamente que “se tome cualquier 
otra	medida	que	tenga	como	única	昀椀nalidad,	evitar	que	el	Banco	de	la	República	
tenga que pagar dos veces los mencionados títulos valores”.

La tutela fue resuelta favorablemente por la Sala Penal del Tribunal de 
Bogotá, pero el 6 de febrero de 1997, fue revocada por la Sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia que consideró que no había existido vía de hecho. 
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El fallo de tutela fue escogido para revisión por la Corte Constitucional 
donde además de aludir al tema de lo que puede constituir vía de hecho, 
efectúo interesantes consideraciones en relación con el tema del restable-
cimiento del derecho que se quebrantó con el delito, a saber:

 • Es apenas obvio que la justicia tenga como uno de los objetivos que las cosas 
vuelvan a la situación predelictual; en caso de una sustracción de un título 
valor (por robo o por peculado), lo justo es que si se recupera lo sustraído 
el favorecido por la recuperación sea el legítimo dueño del título valor, no 
tiene sentido y SERIA JURÍDICAMENTE REPROCHABLE que el obli-
gado	 a	 pagar	un	 título	 valor	 tuviera	 que	pagarle	 al	 bene昀椀ciario	 a	 quien	 le	
robaron el documento y también tuviera que pagarle al tenedor del título a 
sabiendas de que ocurrió un delito, porque si esto último fuera así, se llegaría 
al ABSURDO de que sería mejor no recuperar los títulos-valores objeto de 
sustracción,	o	a	otro	ABSURDO	aún	peor:	que	si	 la	 justicia	es	e昀椀ciente	y	
recupera el título robado, esa misma justicia puede ordenar a quien sufrió el 
delito pagar dos veces lo robado, como si la víctima hubiera cometido 
el ilícito y mereciera castigo, esto último es totalmente irracional 
(negrillas fuera de texto).

 • Unidad de jurisdicción. No se trata solamente de señalar ese prin-
cipio del derecho que aboga por volver al estado predelictual, ‘resti-
tutio in pristinum’, sino de compaginarlo con otro principio del debido 
proceso: la unidad de jurisdicción. Corolario de la necesidad de 
manejar el ordenamiento jurídico en su conjunto. Por eso la aludida 
sentencia C-245/93, agrega:

No se puede cuestionar entonces el deber que le impone la ley al 
juez de ordenar la cancelación de los registros espurios, simplemente 
por ser una función que tradicionalmente cumplía el juez civil en 
el correspondiente proceso de nulidad del acto jurídico vertido en el 
documento adulterado, ya que en razón del principio de la unidad 
de jurisdicción al juez penal se extiende la competencia para decidir 
sobre cuestiones civiles vinculadas con el hecho punible y por tanto 
complementarias con la defensa jurídica y social del crimen.
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Aceptar la pretensión del actor de anonadar la integridad del precepto 
acusado, implicaría reconocer que el delito puede ser fuente o causa 
lícita de aquellos derechos que la Constitución denomina ‘adqui-
ridos con justo título’ y que deben ser protegidos por la ley aun en 
detrimento de los derechos del legítimo titular, de los que pretendió 
despojarlo el autor del hecho criminal”. Y más adelante añadió: ‘Tal 
decisión sólo puede adoptarse una vez que se haya dado oportunidad 
a los poseedores o adquirentes de buena fe de los bienes objeto del 
delito y sujetos a registro, de hacer valer sus derechos en el proceso 
penal’ (MP. Jairo Duque Pérez).

Y remata la sentencia C-245/93:

En concepto de la Corte Constitucional, la demostración de la 
tipicidad	 del	 hecho	 punible	 signi昀椀ca	 que	 esta	 situación	 jurídica	 le	
atribuye	 al	 funcionario	 judicial	 razón	 su昀椀ciente	 para	 enervar	 los	
efectos jurídicos del título y del registro y lo habilita para ordenar su 
cancelación, en los términos que establece la disposición acusada; se 
trata de impedir que el título viciado genere una cadena de defrauda-
ciones a la ley y a los derechos de los demás que actúan de buena fe 
y a los de la sociedad, que exigen que sea intachable la oponibilidad 
de los títulos y la de los actos emanados de la función pública regis-
tral.	Es	 este	 el	 ámbito	 propio	 y	 especí昀椀co	de	una	decisión	 judicial	
anticipada que persigue la preservación del derecho de propiedad y 
la garantía de la seguridad jurídica.

Según se observa luego de analizar las dos decisiones anteriores, en 
la última, la Corte Constitucional rescata lo que ha sido un entendi-
miento pacífico, cual es que los derechos que la Constitución Política 
garantiza son aquéllos que han sido adquiridos con justo título, situa-
ción que no puede predicarse cuando la tradición del bien aparece 
en un momento viciada por la ocurrencia de un comportamiento 
delictivo, evento en el cual la causa es ilícita y por ende, inapropiada 
para el nacimiento de un derecho con título justo. Bajo esta conside-
ración, al haberse recuperado el bien que fue objeto del delito, debe 
reintegrarse a su inicial y legítimo propietario, aún en el caso de 
que un tercero lo haya adquirido de buena fe, lo cual no implica 
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que a éste se le desconozcan sus derechos, pues en todo caso podrá 
buscar obtener de quien lo defraudó, la indemnización correspon-
diente, forma ésta indiscutible para conseguir el restablecimiento del 
derecho quebrantado.

Bien miradas las cosas, al propietario que fue objeto del desapoderamiento 
fraudulento del bien, se le restablece el derecho, ordenándose la cancela-
ción de la titulación espuria y restituyéndole la plena propiedad del bien; 
al tercero adquirente de buena fe se le restablece su derecho, buscando 
que se le reintegre el dinero que pagó por él. Pero si la solución fuera la 
de permitir que el bien quede en cabeza del tercero, entonces, como lo 
sostuvo la Corte Constitucional, se estaría castigando a la víctima inicial, 
como si ella hubiera cometido algún delito.

Ahora bien, teniendo en cuenta la redacción que existía en el Decreto 
2700 de 1991 respecto del instituto de la cancelación de títulos y regis-
tros obtenidos en forma fraudulenta, fue necesario que en el Código de 
Procedimiento Penal que se adoptó con la Ley 600 de 2000, se hicieran 
algunas modi昀椀caciones que indiscutiblemente redundan en bene昀椀cio de 
su aplicación, como lo es la que tiene que ver con el funcionario que la 
puede decretar o el momento cuando debe ordenarse la medida, aspecto 
sobre el cual ya la jurisprudencia había aclarado que la cancelación de 
títulos y registros obtenidos en forma fraudulenta, no es una de aquellas 
decisiones que se pueda diferir para el momento de la sentencia.

Al efecto, precisó la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia:

Competencia	del	juez	penal	para	decidir	asuntos	civiles.	El	artículo	61	
del Código de Procedimiento Penal regula la cancelación de los títulos 
obtenidos en forma fraudulenta, norma que hace parte de aquella 
gama de disposiciones previstas en el Código de Procedimiento Penal 
dirigidas a garantizar los derechos de la víctima del delito, y la que a 
su	vez	desarrolla	el	昀椀n	esencial	del	Estado	de	efectivizar	los	derechos	
de todos los miembros de la colectividad previsto en el artículo 2º de 
la	Constitución	Política,	del	cual	es	re昀氀ejo	el	numeral	1º	del	artículo	
250 ibídem que faculta a la Fiscalía General de la Nación y a los 
jueces de la República para adoptar las medida necesarias a objeto de 
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materializar el restablecimiento del derecho y la indemnización de los 
perjuicios ocasionados por el delito, propósito recogido por el Código 
procesal penal como norma rectora al disponer ‘Cuando sea posible, 
las autoridades judiciales deberán adoptar las medidas necesarias 
para que cesen los efectos creados por la comisión del hecho punible y 
las cosas vuelvan al estado anterior, de modo que se restablezcan los 
derechos quebrantados’.

Estas razones y la unidad de jurisdicción, le permiten al juez penal 
extender su competencia para decidir las cuestiones civiles que se 
deriven de la comisión de un delito.

Ahora	bien,	en	armonía	con	las	previsiones	superiores,	el	artículo	61	
del código procesal penal dispone que, al instante en que se demuestre 
la tipicidad del hecho punible que dé lugar a la obtención de títulos de 
propiedad de bienes sujetos a registros, el funcionario que esté cono-
ciendo del asunto ordenará la cancelación de unos y otros; regulación 
que a no dudarlo se orienta a restablecer el derecho transgredido, 
volviendo las cosas al estado anterior al delito y a evitar la comisión 
de eventuales defraudaciones en cadena, objetivos que no se conse-
guirían de prohijarse la tesis de adoptarse esta medida solamente en 
la sentencia condenatoria, con la cual se admitiría, además, al delito 
como justo título para adquirir el dominio. Sobre este tópico es bueno 
recordar que por medio de la Sentencia C-245 del 24 de junio de 1993, 
la Corte Constitucional declaró exequible este precepto, a condición 
que la cancelación de los registros se disponga como medida preven-
tiva	mientras	esté	en	curso	el	proceso,	y	de	manera	de昀椀nitiva	en	la	
sentencia condenatoria. 

La Corte Constitucional, al estudiar y concluir en la conformidad del 
artículo 61 del Decreto 2700 de 1991 con la Carta Fundamental, efectuó 
importantes consideraciones acerca del instituto en estudio, del momento 
cuando es procedente su aplicación, de la salvaguarda de los derechos 
de los adquirentes de buena fe y otros temas relacionados, siendo proce-
dente transcribir los apartes más destacados, pues su difusión indiscuti-
blemente contribuirá al mejor entendimiento de la 昀椀gura.
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Dijo al efecto, la Corte Constitucional:

1. En primer término encuentra la Corte que la disposición acusada 
establece un instrumento de carácter procesal, que está previsto para 
procurar el restablecimiento del derecho perturbado por la conducta 
punible, que permite a la autoridad judicial ordenar la cancelación 
de los títulos y del registro respectivo de los bienes sometidos a esta 
formalidad, así como la cancelación de los títulos valores, siempre que 
hayan sido obtenidos en forma fraudulenta, y se haya demostrado la 
tipicidad del hecho punible, o, lo que es lo mismo, que la conducta 
sancionada penalmente se cometió y afecta la legalidad del título y 
del registro. Igualmente dicha previsión legal establece que la auto-
ridad judicial del conocimiento del delito, enterada de la existencia 
de actuaciones adelantadas ante otras autoridades con base en los 
títulos cancelados, debe poner en conocimiento de aquellas la citada 
cancelación,	 para	 que	 昀椀nalicen	 las	 actuaciones	 correspondientes.	
Se trata de una medida de evidente carácter procesal, prevista en la 
codi昀椀cación	correspondiente	del	estatuto	procedimental	anterior,	que	
atiende de modo consustancial al deber de administrar justicia en 
todos sus órdenes y de lograr la restitución de los bienes objeto del 
hecho punible al estado anterior, cuando la adquisición de ellos, y aún 
por un tercero, sea producto del ilícito, siempre que procesalmente se 
demuestre la tipicidad del hecho punible, o lo que es lo mismo que se 
demuestre procesalmente su ocurrencia y que ésta afecte la legalidad 
del título o del registro.

Es más, se debe partir del supuesto que indica que es misión del 
funcionario judicial el restablecimiento de los derechos de la víctima 
y de la sociedad, y que ésta comprende la facultad de paralizar el 
valor jurídico de los actos negociables vertidos en títulos públicos y 
oponibles cuya causa sea ilícita.

En relación con lo anterior se destaca que la Corte Suprema de 
Justicia en Sentencia de diciembre tres (3) de mil novecientos ochenta 
y siete (1987), señaló al respecto de la acusación de inconstituciona-
lidad del artículo 53 del anterior Código de Procedimiento Penal que:
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Como la protección de la propiedad privada en nuestro ordena-
miento constitucional se condiciona a su adquisición con justo 
título y de acuerdo con las leyes civiles, no encuentra la Corte 
vicio de inconstitucionalidad alguno en que el legislador le haya 
impuesto al juez penal la obligación de ordenar la cancelación 
de los títulos espurios, pues además de ser consustancial a su 
misión la restitución de los bienes objeto del hecho punible para 
restablecer el estado predelictual, (restitutio in pristinum) la 
adquisición de ellos aún por un tercero de buena fe, no es lícita 
en razón del hecho punible que afecta la causa de su derecho 
y que el juez penal debe declarar de oficio para restablecer el 
derecho de la víctima.

Se trata de una forma de resarcimiento del daño que tiende a restablecer 
el quebranto que experimenta la víctima del hecho punible mediante la 
restitución originaria de los bienes objeto material del delito. Pero la 
orden del juez penal y su ejecución no agotan el deber indemnizatorio 
del procesado de quien puede exigirse el pleno resarcimiento del daño 
en el proceso penal mediante la constitución de parte civil, o en proceso 
civil una vez decidida la responsabilidad penal.

No se puede cuestionar entonces el deber que le impone la ley al 
juez de ordenar la cancelación de los registros espurios, simplemente 
por ser una función que tradicionalmente cumplía el juez civil en 
el correspondiente proceso de nulidad del acto jurídico vertido en el 
documento adulterado, ya que en razón del principio de la unidad 
de jurisdicción al juez penal se extiende la competencia para decidir 
sobre cuestiones civiles vinculadas con el hecho punible y por tanto 
complementarias con la defensa jurídica y social del crimen.

Aceptar la pretensión del actor de anonadar la integridad del precepto 
acusado, implicaría reconocer que el delito puede ser fuente o causa 
lícita de aquellos derechos que la Constitución denomina ‘adqui-
ridos con justo título’ y que deben ser protegidos por la ley aun en 
detrimento de los derechos del legítimo titular, de los que pretendió 
despojarlo el autor del hecho criminal.
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Y más adelante añadió: 

Tal decisión sólo puede adoptarse una vez que se haya dado oportu-
nidad a los poseedores o adquirentes de buena fe de los bienes objeto 
del delito y sujetos a registro, de hacer valer sus derechos en el proceso 
penal (MP. Jairo Duque Pérez).

En este sentido encuentra la Corte que la disposición que es acusada 
tiene	como	昀椀nalidad	la	de	proveer	la	restitución	de	los	bienes	que	han	
sido objeto de un apoderamiento o gravamen ilícito de una confección 
contraria a la ley penal y, se endereza a garantizar judicialmente la 
obligación que tiene el sujeto penalmente responsable de indemnizar 
los daños materiales que se derivan de su acción criminosa, conforme 
a las previsiones del Código Penal.
 
2. Desde otro punto de vista, la Carta Política no extiende la protec-
ción que se establece a favor de la propiedad privada y demás derechos 
adquiridos en el artículo 58 a los bienes y derechos que no sean adqui-
ridos con justo título y de conformidad con las leyes civiles; por tanto 
no existe por este aspecto vicio de constitucionalidad, ya que se trata 
de una decisión de carácter judicial que se debe adoptar dentro de los 
ritos propios del debate procesal penal y que surge del deber básico 
del juez de administrar justicia conforme al debido proceso legal.
 
Sin duda alguna, el delito por sí mismo no puede ser fuente de 
derechos, y la Constitución no autoriza a romper el principio de la 
proscripción de la causa ilícita de los mismos; por tanto, la ley no 
puede patrocinar la protección de aquellos títulos, ni la de los regis-
tros de aquellos en contra de los derechos del titular, mucho menos 
cuando se adelanta la actuación de los funcionarios judiciales encar-
gados de poner en movimiento las competencias punitivas del Estado.

En verdad se trata de una resolución judicial que afecta los vínculos obli-
gacionales que nacen viciados por una causa ilícita y punible y, además, 
paraliza	con	una	medida	e昀椀caz	de	origen	judicial,	la	continuidad	del	delito	
y su extensión en una cadena de nuevos títulos y de nuevos registros, una 
vez comprobada la tipicidad de la conducta frente a las leyes penales.
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Obviamente, se parte de la base que se adelanta un proceso penal bajo 
el conocimiento de una autoridad judicial, dentro del cual se debaten 
los derechos del sindicado y de los terceros de buena fe, dentro de las 
oportunidades y siguiendo los ritos debidos conforme a la ley (cfr. 
arts. 150 a 155 del CPP); en este sentido se advierte que la expresión 
‘en cualquier momento del proceso en que aparezca demostrada la 
tipicidad	 del	 hecho	 punible’,	 signi昀椀ca	 nada	menos	 que	 se	 trata	 de	
aquella etapa procesal en la que se haya comprobado judicialmente la 
ocurrencia de la conducta sancionable penalmente, en la que dicha 
tipicidad sea atribuible al sindicado autor o interesado en el título o 
en el registro espurio, ilícito, falso o apócrifo (…)

Reitera la Corte Constitucional la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia en el sentido de exigir que para adoptar la resolución que se 
autoriza por el artículo demandado, debe proceder la oportunidad de la 
controversia por parte del mismo sindicado y de los terceros incidentales 
de buena fe que pueden concurrir al proceso o a la actuación penal para 
hacer valer sus derechos; además, el término ‘cancelación’ debe enten-
derse en todo caso apenas como una medida que puede pronunciarse por 
el funcionario judicial en el desarrollo del proceso y que sólo es irrevo-
cable cuando se resuelva la responsabilidad del sindicado, por virtud de 
una sentencia que haga tránsito a cosa juzgada. En este sentido el derecho 
de propiedad adquirido con justo título y conforme a las leyes civiles no 
se afecta con esta decisión que, se advierte, tiene el carácter preventivo 
cautelar, precisamente en defensa del orden jurídico.
 
En verdad el supuesto ‘vínculo obligacional’ entre los sujetos del título se ve 
afectado, pero no hasta el punto de que se desconozca la libertad negocial y 
la iniciativa privada ni el derecho de propiedad, los cuales se deben romper 
de昀椀nitivamente en la sentencia o en cualquier decisión judicial que tenga 
un carácter de昀椀nitivo, cuando aparezca demostrada la responsabilidad 
penal del autor del hecho típico, pues se trata de una medida de carácter 
preventivo, asimilable a la restricción temporal de la libertad dentro del 
procedimiento penal, por medio de las medidas de aseguramiento.
 



 SUSPENSIÓN Y CANCELACIÓN DE TÍTULOS Y REGISTROS OBTENIDOS

215

En concepto de la Corte Constitucional, la demostración de la tipicidad del 
hecho punible signi昀椀ca que esta situación jurídica le atribuye al funcio-
nario judicial razón su昀椀ciente para enervar los efectos jurídicos del título 
y del registro y lo habilita para ordenar su cancelación, en los términos 
que establece la disposición acusada; se trata de impedir que el título 
viciado genere una cadena de defraudaciones a la ley y a los derechos de 
los demás que actúan de buena fe y a los de la sociedad, que exigen que 
sea intachable la oponibilidad de los títulos y la de los actos emanados de 
la función pública registral. Es este el ámbito propio y especí昀椀co de una 
decisión judicial anticipada que persigue la preservación del derecho de 
propiedad y la garantía de la seguridad jurídica.
 
Las medidas, que con fundamento en la disposición acusada, se pueden 
decretar, se enderezan además a proteger la legalidad de la función regis-
tral en los términos de su valor jurídico y de su importancia social, así como 
a amparar penalmente los privilegios que incorpora la de昀椀nición legal de 
los títulos valores, los que se verían seriamente afectados si, demostrada 
la tipicidad del hecho punible, es decir, comprobado que efectivamente 
se cometió el delito y que éste afecta el título y en su caso al registro, el 
funcionario judicial tuviese que reservarse hasta el 昀椀nal del proceso y de 
la resolución de las correspondientes impugnaciones contra la sentencia, 
para ampararlos con la orden de cancelación del registro o del título.
 
Las razones que inspiran la formación de los títulos con sus características 
y su valor jurídico-económico, y la necesidad de adelantar los registros 
en el régimen de regulación de la propiedad privada o pública, imponen 
al legislador el deber de establecer mediadas como la acusada, bajo el 
propósito del Constituyente de asegurar la sanción de los delincuentes, 
la comparecencia de los presuntos infractores, el restablecimiento y la 
indemnización de los perjuicios causados por el delito, previsto por el 
numeral primero del artículo 250 de la Carta; en este sentido es claro 
que el Constituyente señaló las principales 昀椀nalidades de la legislación 
penal y dentro de ellas se encuentran la de adoptar las medidas necesa-
rias para lograr el restablecimiento del derecho y la indemnización de los 
perjuicios.
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Bajo estos enunciados normativos de la Carta Política, no cabe duda de que el 
Constituyente habilitó al legislador para regular el régimen de las actuaciones de la 
autoridades judiciales que tengan el carácter de necesarias para lograr los citados 
cometidos de la justicia penal, y en su desarrollo se pueden expedir reglas como 
la	que	se	demanda;	por	tanto,	el	artículo	61	del	Decreto	2700	de	1991,	debe	ser	
declarado exequible, bajo el entendimiento de la razones expuestas anteriormente, y 
especialmente con la consideración de que la medida que autoriza la norma acusada 
tiene el sentido preventivo o cautelar analizado, con vistas a preservar los derechos 
adquiridos	con	justo	título	y	el	昀椀n	invaluable	de	la	seguridad	jurídica135. 
 
Según se desprende de la lectura de la providencia transcrita, la obliga-
ción del instituto de cancelación de títulos y registros obtenidos en forma 
fraudulenta, puede encerrar un sinnúmero de interrogantes, muchos 
de los cuales pueden absolverse con relativa facilidad si se parte de 
una consideración fundamental, cual es que el artículo 250 de la Carta 
Fundamental, antes y después de su modi昀椀cación por el Acto Legislativo 
03 de 2002, le otorga al funcionario judicial la función de proveer el resta-
blecimiento del Derecho y la indemnización de los perjuicios adoptando 
las medidas que se consideren necesarias a dicho propósito. 
En cuanto respecta a la regulación que sobre el tema quedó plasmada en 
el Código de Procedimiento Penal de 2000, es conveniente recordar lo que 
al efecto se dispone en el artículo 66:

Cancelación de registros obtenidos en forma fraudulenta. En cual-
quier momento de la actuación, cuando aparezcan demostrados los 
elementos objetivos del tipo penal que dio lugar a la obtención de 
títulos de propiedad o de gravámenes sobre bienes sujetos a registro, 
el funcionario que esté conociendo el asunto ordenará la cancelación 
de los títulos y registros respectivos. También se ordenará la cance-
lación de la inscripción de títulos valores sujetos a esta formalidad y 
obtenidos en forma fraudulenta.

 Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas deri-
vadas de los títulos cancelados se están adelantando procesos ante 
otras autoridades, el funcionario pondrá en conocimiento la decisión 
de cancelación, para que tomen las decisiones correspondientes.

135  Ibíd. Sentencia C-254 del 24 de junio de 1993, MP. Fabio Morón Díaz.
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 Las anteriores previsiones, sin perjuicio de los derechos de los terceros 
de buena fe, quienes podrán hacerlos valer en trámite incidental.

El funcionario judicial ordenará, si fuere procedente, el embargo 
de los bienes, sin necesidad de requisitos especiales, por el trámite 
incidental.

El funcionario judicial ordenará, si fuere procedente, el embargo de 
los bienes, sin necesidad de requisitos especiales, por el tiempo que 
sea necesario.

5.2 CANCELACIÓN DE TÍTULOS Y REGISTROS, 
FRENTE A LOS TERCEROS DE BUENA FE

El principal campo de aplicación de la cancelación de títulos y registros 
obtenidos en forma fraudulenta, se presenta en aquellos eventos en los 
cuales el delincuente, haciéndose pasar por el propietario de un inmueble, 
lo suplanta, falsi昀椀ca su documento de identi昀椀cación y falsi昀椀ca su 昀椀rma, 
todo lo cual le permite celebrar un contrato de venta sobre un bien que 
realmente no es de su propiedad, el cual, a su vez, es “adquirido” por un 
tercero que usualmente actúa de buena fe –aunque no han de descartarse 
los casos de coparticipación criminal y de encubrimiento por recepta-
ción- y que por consecuencia, resulta engañado al adquirir una quimera.

Dispone el artículo 740 del Código Civil que la tradición es un modo de 
adquirir el dominio y consiste en la entrega que el dueño de la cosa hace 
a otro, habiendo por una parte la intención de transferir el dominio y por 
la otra, la capacidad e intención de adquirirlo.

Según el artículo 741 del Código Civil, se llama tradente a la persona que 
por tradición trans昀椀ere el dominio de la cosa entregada por él y es adqui-
rente quien por tradición adquiere el dominio de la cosa que recibe.

Según el tenor del literal de las anteriores disposiciones, para que pueda 
hablarse de tradición, es menester que la entrega de la cosa sea hecha por su 
dueño o propietario, por manera que cuando la supuesta tradición es efectuada 
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por persona que en forma fraudulenta, pretende hacerse pasar por el dueño, es 
claro que en estricto rigor jurídico no puede hablarse de tradición.

Así mismo, dispone el artículo 742 Ibíd., que para que la tradición sea 
válida se requiere que haya sido “hecha voluntariamente por el tradente 
o por su representante”, luego si el dueño, única persona que válidamente 
podía actuar como tradente, jamás otorgó su consentimiento puesto que 
no participó en el negocio jurídico, es claro que la mencionada supuesta 
tradición no nació válida al mundo jurídico y si ello es así, no puede 
sostenerse que hayan de permanecer los “derechos” que el tercero había 
adquirido bajo viciadas circunstancias.

En el mismo sentido y recordando que de tiempo atrás, la jurisprudencia 
ha adoctrinado que los derechos que se protegen son los que se adquieren 
con justo título y que el título resulta viciado cuando la causa se origina 
en un delito, no puede el ordenamiento jurídico sanear la anómala titula-
ción porque ello equivaldría a aceptar que el delito puede ser generador 
de derechos. Cabe agregar que el artículo 752 del Código Civil, al refe-
rirse a la tradición de cosa ajena, dispone que “Si el tradente no es verdadero 
dueño de la cosa que se entrega por él o a su nombre, no se adquieren por medio de 
la tradición otros derechos que los transmisibles del mismo tradente sobre la cosa 
entregada. Pero si el tradente adquiere después el dominio, se entenderá haberse 
transferido desde el momento de la tradición”.

Así lo anterior, si quien actúa como tradente no es el propietario, no 
puede traditar la propiedad de la cosa, ya que respecto de ella sólo 
podrá traditar los derechos que realmente posea, si es que tiene alguno, 
y aunque dicha tradición no es válida, podría tenerse por tal, sólo en el 
evento cuando posteriormente llegare a adquirir la propiedad de la cosa, 
de donde podríamos concluir que para que sea válida la tradición que el 
delincuente hace al tercero adquirente de buena fe, se requeriría que el 
delincuente defraudador posteriormente adquiriera en forma válida la 
propiedad del bien, por virtud de negocio jurídico que celebrara con el 
verdadero y legítimo propietario.
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Poco populares suelen de ordinario resultar estas conclusiones, pues tal 
vez sin mayor re昀氀exión se sostiene que no resulta justo que el tercero 
(como acontece en la Sentencia de la Sala de Casación Civil y Agraria a 
que antes se hizo alusión), pese a haber actuado de buena fe en la adqui-
sición del bien sujeto a registro, se le despoje de la cosa, se le entregue 
ésta al propietario original y se ordene la cancelación de la escritura 
pública de venta y su registro correspondiente en la O昀椀cina de Registro 
de Instrumentos Públicos.

Sin embargo, es lo cierto que quienes así discurren, olvidan por completo 
que así como el patrimonio económico del tercero adquirente de buena 
fe resulta menoscabado, así también está afectado el patrimonio del 
propietario original, donde en esencia se plantea la disyuntiva de escoger 
a cuál de las dos víctimas proteger, siendo apenas elemental que si la 
Constitución Política ordena que las cosas vuelvan al estado predelictual, 
lo procedente es cancelar la titulación espuria, lo cual además es armó-
nico con el ordenamiento jurídico, pues si se optara por aceptar como 
válida la titulación obtenida por virtud del delito, y se mantuviera la cosa 
en manos del tercero, se estaría aceptando que la Constitución protege 
toda clase de derechos, incluso los adquiridos sin justo título. 

No signi昀椀ca lo anterior que por virtud de esta solución, el tercero 
adquiriente debe quedar resignado a perder el dinero que invirtió en 
la adquisición de la cosa, pues en todo caso, tendrá acción en contra del 
“vendedor-defraudador” para exigir de éste la correspondiente indem-
nización de perjuicios ocasionados con el delito de estafa, y sin perjuicio 
de que el legítimo y original propietario le reconozca las mejoras que 
aquél haya hecho.

En este sentido, el Código Penal español, Ley orgánica 10 de 1995, esta-
blece en su artículo 110 que la responsabilidad civil por el delito o falta 
conlleva las obligaciones de restitución, reparación del daño y la indem-
nización de los prejuicios. 

Y agrega el artículo 111 Ibíd.
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111.1 Deberá restituirse, siempre que sea posible, el mismo bien, con 
abono de los deterioros y menoscabos que el juez o tribunal deter-
minen. La restitución tendrá lugar aunque el bien se halle en poder 
de tercero y éste lo haya adquirido legalmente y de buena fe, dejando 
a salvo su derecho de repetición contra quien corresponda y, en su 
caso, el de ser indemnizado por el responsable civil del delito o falta. 
2. Esta disposición no es aplicable cuando el tercero haya adquirido 
el bien en la forma y con los registros establecidos por las leyes para 
hacerlo irreivindicable. 

Según la disposición anterior y entendiendo por “tercero adquirente de 
buena fe” a cualquiera que adquiere la propiedad del bien que ha sido 
objeto de desapoderamiento ilícito, sin haber participado en el delito y 
sin tener conocimiento de su espuria procedencia, aquél queda obligado 
a restituirle el bien al legítimo propietario, no obstante lo cual tendría 
derecho al pago de los frutos, mejoras y gastos, de conformidad con la ley 
civil. Con todo, no se le obliga al tercero a la restitución cuando él haya 
adquirido la propiedad por virtud de un modo de adquirir que hace que 
el bien sea irreivindicable.

Si bien no existe en la legislación penal o procedimental penal colom-
biana una disposición de similar tenor a la del artículo 111 del Código 
Penal español, puede concluirse que para el caso colombiano, la solución 
es idéntica a la que se ofrece en la legislación española.

Así, ya se re昀椀rió cuál es el fundamento para que al tercero se le despoje 
de la “propiedad” de la cosa, pudiéndose agregar que no obstante ello, la 
cancelación de los títulos no tendría lugar, caso cuando el tercero hubiera 
adquirido bajo un modo tal que hiciera la cosa irreivindicable.

Tal sería el caso, a manera de ejemplo: cuando el tercero adquiere por 
virtud de la usucapión o prescripción adquisitiva a que se re昀椀ere el artí-
culo 2518 y siguientes del Código Civil.

Ahora bien, operando la restitución, el tercero adquirente de buena 
fe tendría derecho de repetición, el cual supone que la posesión se 
adquirió a título oneroso pues tal derecho tiene por objeto recuperar la 
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contraprestación entregada a cambio de la cosa, normalmente el precio 
pagado por su compra (aunque puede ser ‘otra cosa’ entregada en la 
permuta, por ejemplo). Este derecho de repetición procede contra “quien 
corresponda” es decir, contra quien recibió el precio, bien sea el autor del 
acto de desposesión inicial, el receptador u otra persona ajena al delito 
(otro ‘tercero’ de buena fe). 

Por evidente que resulte, no está por demás aclarar que las anteriores 
consideraciones se re昀椀eren única y exclusivamente al “tercero adquirente 
de buena fe”, pues siendo tercero que adquiere “de mala fe”, carecería de 
cualquier clase de derecho de repetición o sobre frutos, gastos y mejoras, 
pues que tal tercero en realidad sería un receptador.

Permite, pues, la cancelación de títulos y registros obtenidos en forma 
fraudulenta y por consecuencia, la restitución del bien al legítimo propie-
tario -sin que importe en manos de quién se encuentre-, restablecer el 
derecho perturbado con el delito; “se pretende eliminar las consecuencias 
patrimonialmente perjudiciales que el ilícito penal ha causado en el perjudicado; 
para ello se trataría de reponer aquello que ha sido objeto del ilícito a su anterior 
poseedor, de tal forma que para ésta, el delito, a la que afecta su esfera estricta-
mente	patrimonial,	no	le	hubiera	supuesto	una	alteración	signi昀椀cativa”. 

Se tiene entonces que si bien en el inciso 4 del artículo 66 de la Ley 600 
de 2000 se indica que la cancelación de títulos y registros obtenidos en 
forma fraudulenta, procede “sin perjuicio de los derechos de los terceros de 
buena fe, quienes podrán hacerlos valer en trámite incidental”, ello en manera 
alguna está indicando ni podría indicar que cuando el bien se encuentra 
en cabeza de un tercero adquiriente de buena fe, éste tiene derecho a 
conservar la propiedad, pues a lo que realmente atiende la norma es a 
establecer que como el tercero puede tener unos derechos frente a los 
frutos, mejoras y gastos en los cuales haya incurrido para la conservación 
del bien, a efectos de garantizarle que sea escuchado dentro del proceso 
penal, puede ejercitar sus derechos dentro del trámite incidental.

No es entonces que la referencia a los terceros de buena fe en el artículo 
66 de la Ley 600 de 2000 - la cual no aparecía en el artículo 61 del Código 
de Procedimiento Penal de 1991 - comporte un tratamiento diferente 
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para el tercero; tan sólo destaca que éste puede tener unos derechos, cuya 
defensa se admitirá en el trámite incidental correspondiente, pero sin 
que se pueda concluir que ese trámite le permitirá conservar su viciada 
“propiedad”, pues es claro, se itera, que por disposición constitucional las 
cosas deben regresar al estado anterior al delito.

En el capítulo VI del título III del Libro I del Código de Procedimiento 
Penal de 2000, se de昀椀ne la 昀椀gura del “tercero incidental” y se regula el 
trámite de los incidentes dentro del proceso penal, en el artículo 138:

Artículo 138. Tercero incidental. Es toda persona natural o jurídica, que 
sin estar obliga a responder penalmente por razón de la conducta punible, 
tenga un derecho económico afectado dentro de la actuación procesal.

El tercero incidental podrá personalmente o por intermedio de 
abogado, ejercer las pretensiones que le correspondan dentro de la 
actuación. Podrá solicitar la práctica de pruebas relacionadas con 
su pretensión, intervenir en la realización de las mismas, interponer 
recursos contra la providencia que decida el incidente y contra las 
demás	que	se	pro昀椀eran	en	su	trámite,	así	como	formular	alegaciones	
de conclusión cuando sea el caso. Su actuación queda limitada al 
trámite del incidente.

Se tramitan como incidentes procesales:

1. La solicitud de restitución de bienes muebles o inmuebles, o 
de cauciones, cuando es formulada por persona distinta de los 
sujetos procesales y la decisión no deba ser tomada de plano por 
el funcionario competente.

2. La objeción al dictamen pericial.
3. La determinación de los perjuicios ocasionados por la imposición 

de medidas cautelares cuando se hubiere establecido la inocencia 
por providencia de fondo y siempre que no proceda acción civil.

4. Las cuestiones análogas a las anteriores.
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Según se observa, quedan a salvo los derechos de los terceros adqui-
rentes de buena fe, pues a éstos les está garantizada la posibilidad de 
que concurran al proceso para demostrar que la propiedad sobre el 
bien fue adquirida de tal modo que la misma es irreivindicable (como la 
usucapión, aunque es claro que no es el proceso penal el escenario para 
discutir este modo de adquirir), o bien, que siendo reivindicable para el 
legítimo propietario, en todo caso tiene derecho a que se le reconozcan las 
sumas de dinero a que tenga derecho por concepto de frutos que debió 
percibir, mejoras que hizo en el bien o gastos en los cuales incurrió para 
su conservación.

Según acaba de verse, el tercero adquirente de buena fe tendría la calidad 
de tercero incidental al concurrir al proceso penal, siendo de advertir que 
la parte 昀椀nal del inciso 2 del artículo 38 de la Ley 600 de 2000, establece 
que la intervención del tercero queda limitada al trámite incidental.

Empece lo anterior, cabe preguntarse, si la participación en el proceso 
del tercero adquirente de buena fe, sólo puede acontecer en calidad de 
tercero incidental o si puede su intervención tener una naturaleza jurí-
dica diferente, concretamente la de víctima del delito y por ende, even-
tual parte civil.

Sea lo primero precisar que el proceso en el cual se tramita el incidente 
donde interviene el tercero incidental, se adelanta por el delito o delitos 
en los cuales fue víctima el propietario original del bien.

Así, si A tenía un inmueble que salió de su patrimonio por cuanto B 
lo suplantó y falsi昀椀cando documentos públicos 昀椀rmó como si fuera A 
la escritura de venta, donde C, actuando de buena fe, aparece como 
comprador, es claro que el proceso penal se estaría adelantando por los 
delitos contra la fe pública y la estafa de la cual fue víctima A.

Sin embargo, podría concluirse que dicho proceso penal debería también 
cobijar el delito de estafa del cual fue víctima C, ya que en nuestro sentir, 
existiría conexidad entre las varias conductas punibles, pues unas se 
han realizado para facilitar la ejecución de otras, amén de existir homo-
geneidad en el modo de actuar del autor, relación razonable de lugar y 
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tiempo. Y la prueba respecto de un delito puede in昀氀uir en la demostra-
ción de otro, luego sería de recibo el inciso 2 del artículo 89 de la Ley 600 
de 2000, según el cual las conductas punibles conexas se investigarán y 
juzgarán conjuntamente.

Así lo anterior, siendo C (el tercero adquirente de buena fe), perjudicado 
con uno de los delitos investigados, si el delito con el cual se le victimizó 
también hace parte de la investigación, tendría la facultad de constituirse 
en parte civil, no para impedir que se ordene la restitución del bien al 
propietario original y la cancelación de los títulos obtenidos en forma 
fraudulenta, sino para obtener una indemnización de los perjuicios que 
con su conducta le ocasionó B. 

No es entonces necesario que el tercero adquirente de buena fe inter-
venga en el trámite incidental, pues bien puede acontecer que él pres-
cinda de participar en el mismo cuando tenga claro que no tiene derecho 
a conservar el bien, sino que debe regresar a su legítimo propietario.

No obstante lo anterior, sea que el tercero adquirente de buena fe inter-
venga o no en el trámite incidental o que se limite a actuar como parte 
civil, en cualquier caso tendría la condición de víctima del delito, sin que 
pueda tenérsele como “responsable civilmente” por el hecho de estar 
abocado a la restitución y a soportar la cancelación de los títulos y regis-
tros obtenidos en forma fraudulenta, tal y como lo entiende algún sector 
de la doctrina española.

Sobre este particular, no resulta admisible que al tercero adquirente de 
buena fe se le pueda tener como “responsable civilmente”, pues parece 
apenas elemental que para que pueda adquirir tal condición, es menester 
que se inicie una acción en su contra que permita una declaratoria en tal 
sentido, la cual de manera alguna se vislumbra, pues, por el contrario, 
sería precisamente él quien tendría la posibilidad de iniciar un acción 
para que se declare la responsabilidad civil del sindicado.

En este sentido, dicho tercero podría ejercitar en contra del sindicado, 
dentro del proceso penal o fuera de él, la acción indemnizatoria por 
los perjuicios que le ocasionó con el delito o bien, ejercitar la acción 
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redhibitoria del artículo 1914 del CC, debido a los vicios ocultos de la cosa 
vendida. Pero admitir una acción civil en contra de un verdadero tercero 
adquirente de buena fe, sería actuación tan equivocada tanto del deman-
dante como del funcionario judicial, que uno y otro estarían abocados a 
responder por el abuso del derecho de accionar e incluso, por la provi-
dencia mani昀椀estamente contraria a la ley con la cual a esa víctima se le 
victimiza otra vez y a manos del propio Estado.

5.3 OPORTUNIDAD PARA ORDENAR LA 
CANCELACIÓN

El Código de Procedimiento Penal de 2000 establece que la cancelación 
de los títulos y registros obtenidos en forma fraudulenta, se ordenará 
“en cualquier momento” cuando se den los presupuestos para ello, es 
decir, en cualquier momento cuando se demuestren los elementos obje-
tivos del tipo penal.

Así lo anterior, podría decirse que en principio, la legislación de 2000 no 
introdujo modi昀椀caciones en relación con la oportunidad de aplicación 
de la medida. Sin embargo, sí existen cambios y estos tienen especial 
importancia.

En efecto: en el artículo 61 del CPP de 1991, se indicaba que la cancelación 
podría ordenarse en cualquier momento del proceso, lo cual de alguna 
forma permitiría a昀椀rmar que la decisión sólo podía adoptarse cuando se 
dieran dos condiciones a saber: 1) que estuviera demostrada la tipicidad 
del hecho que dio lugar a la obtención fraudulenta de títulos y registros, 
y 2) que existiera proceso propiamente dicho, por manera que el instituto 
no sería de recibo en la etapa de investigación previa.

No obstante esta exegética interpretación, se ha sosteniendo que la cance-
lación de títulos puede ordenarse en cualquier momento de la actuación, 
incluida la etapa de investigación previa, pues no aceptar esta posibilidad 
determinaría que en la práctica, el importante instrumento de restableci-
miento del derecho materia de estudio, tendría una aplicación en extremo 
limitada y perdería su función, pues es sabido que de ordinario la clase 
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de criminalidad que permite la obtención de títulos y registros, actúa 
de manera oculta y subrepticia, por manera que en la mayoría de los 
casos, si bien sería posible determinar con plena certeza la ocurrencia del 
delito, no hay forma de identi昀椀car o por lo menos individualizar al autor 
de la conducta, situación que trae como lógica consecuencia, que no sea 
posible abrir investigación penal, pues para tales eventos debe ordenarse 
la apertura de investigación previa (artículo 322 Ley 600 de 2000), que 
se suspende, si transcurridos seis meses no ha permitido determinar la 
identidad del imputado (artículo 326 Ibíd.).

Piénsese, a manera de ejemplo, en el siguiente caso: A, ciudadano colom-
biano, ha vivido en Canadá desde enero 1º de 1995, fecha desde cuando 
no ha regresado a Colombia. Es propietario de una casa ubicada en 
Bogotá, la cual desea vender, pero descubre que la misma ya no 昀椀gura a 
su nombre, pues en el folio de matrícula inmobiliaria aparece registrado 
que él la vendió a B, según escritura pública del 5 de agosto de 1999 de la 
Notaría 20 del círculo de Bogotá.

A presenta la correspondiente denuncia penal y con ella adjunta, pruebas 
que demuestran sin hesitación alguna, la defraudación de que ha sido 
objeto, pues la 昀椀rma de la escritura no es la suya, la cédula de ciudadanía 
que se usó para 昀椀rmar la escritura no es la suya y además, físicamente 
él no pudo 昀椀rmar el instrumento público de venta, puesto que se encon-
traba fuera del País cuando el acto tuvo lugar. 

Frente a tal situación, es indudable que pese a estar demostrada plena-
mente la tipicidad del hecho (según la exigencia del artículo 61 del CPP 
de 1991), no sería posible abrir investigación porque no se sabría en 
principio, quién fue la persona que 昀椀rmó la escritura y suplantó la iden-
tidad de A, agregando que difícilmente el comprador B podría aportar 
elementos para el efecto, pues B, siendo adquirente de buena fe, habría 
sido también engañado y víctima de la conducta del defraudador.

Así lo anterior, resultaría ilógico que habiéndose demostrado la tipicidad 
del hecho que dio lugar a la obtención de los títulos y registros sobre 
el bien inmueble, no pudiera ordenarse la cancelación de los mismos, 
pues precisamente lo que ha querido la ley es que si la propiedad aparece 
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afectada por la realización de un delito, pues que en tales casos la causa 
aparece viciada, no resulta conforme con la Carta Fundamental que se 
mantenga un derecho nacido bajo tales circunstancias.

No es entonces la apertura o no de la investigación lo que ha de deter-
minar la aplicación del instituto en estudio, sino la demostración de la 
tipicidad del hecho (CPP de 1991), la comprobación de los elementos objetivos 
del tipo que demanda el artículo 66 del nuevo estatuto procedimental, de 
conformidad con el esquema que plantea el Código de Procedimiento 
Penal de 2000 ó bien, la existencia de convencimiento más allá de toda duda 
razonable de que los títulos de propiedad fueron obtenidos en forma frau-
dulenta, según las exigencias del artículo 101 de la Ley 906 de 2004.

En el mismo orden de ideas, no está por demás indicar que la demostra-
ción de los elementos objetivos del tipo puede tener lugar en cualquier 
momento de la actuación, incluso en la etapa de investigación previa, 
pues según el artículo 322 de la Ley 600 de 2000 esta etapa tiene como 
昀椀nalidad determinar, entre otros aspectos, si ha tenido ocurrencia la 
conducta y si ella está descrita en la ley penal como punible, resultando 
evidente que aparecen demostrados los referidos elementos objetivos, por 
ejemplo: frente al delito de homicidio, cuando se encuentra el cadáver de 
persona muerta con arma de fuego, pero sin alguna prueba que aporte 
a la determinación del imputado, evento en el cual, si bien no resulta 
posible abrir investigación penal, es en todo caso posible, a昀椀rmar que 
aparecen demostrados los elementos objetivos del delito de homicidio.

Se tiene entonces que la demostración de los elementos objetivos del tipo, 
puede darse en cualquier momento de la actuación, porque tal evento no 
es exclusivo de una etapa en especial.

Con todo, como el punto puede prestarse a discusión, particularmente 
si el intérprete se empeña en la exégesis, a efectos de hacer pací昀椀co el 
tema, el artículo 66 de la Ley 600 de 2000, en vez de incluir en su texto 
referencia al proceso, pre昀椀rió hablar de la actuación, con lo cual la legisla-
ción de 2000 resultó ser más clara al establecer que no se requiere de un 
momento en particular para que proceda la orden de cancelación, pues 
ella puede darse en cualquier momento de la actuación, a condición, se 
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itera, de que estén demostrados los elementos objetivos del tipo penal que 
dio lugar a la obtención de los títulos.

Vale la pena indicar que en el texto del artículo 65 del proyecto de Código 
de Procedimiento Penal que preparó la Fiscalía General de la Nación, el 
tratamiento que se le daba al tema era infortunado por decir lo menos, 
pues allí se establecía que la cancelación se adoptaría con la providencia 
que pusiera 昀椀n al proceso, disposición que de haberse recogido en la Ley 
600 de 2000, habría determinado que en la mayoría de los casos, según las 
razones antes expuestas, no fuera posible la aplicación del instituto, y en 
otros, aquellos en los cuales fuere posible abrir investigación, la decisión 
habría de quedar diferida para el momento de la sentencia, si era con esta 
decisión que se ponía 昀椀n al proceso.

Curiosamente, algo similar fue lo que se reguló en el inciso 2 del artículo 
101 de la Ley 906 de 2004, pues, como se ha dicho, allí se condicionó la 
cancelación de títulos y registros obtenidos en forma fraudulenta, a que 
la decisión se adoptara dentro de la sentencia condenatoria, por manera 
que de no ser por lo resuelto por medio de la Sentencia C-060 de 2008, la 
decisión en comento, sólo se podría decretar allí, resultando imposible 
su adopción cuando, por ejemplo: no se formulaba acusación o incluso, 
imputación.

5.4 FUNCIONARIO COMPETENTE PARA ORDENAR 
LA CANCELACIÓN DE TÍTULOS

Indica el artículo 66 del Estatuto Procedimental Penal de 2000 que la 
orden la emitirá el funcionario o funcionaria que esté conociendo el 
asunto, lo cual no es novedoso pues así se regulaba en el artículo 62 del 
CPP de 1991.

Siendo así lo anterior y partiendo de la base de que la orden de cancelación 
puede emitirse en cualquier momento de la actuación, resulta de claridad 
meridiana que la decisión puede ser adoptada por el 昀椀scal, el juez o la 
jueza, dependiendo de quién se encuentre conociendo del asunto.
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Maguer lo anterior, un cabal cumplimiento de lo preceptuado en el artí-
culo 66 del Código de Procedimiento Penal de 2000, implicaría que la 
orden fuera en principio de la exclusiva órbita de competencia del 昀椀scal, 
pues para éste resulta perentorio, que no facultativo, ordenar la cancela-
ción de los títulos cuando aparezcan demostrados los elementos objetivos 
del tipo, lo cual, indefectiblemente podrá pregonarse cuando se resuelve 
situación jurídica o se ordenan medidas cautelares reales (embargo y 
secuestro), en procesos por delitos que no tienen detención preventiva, 
sin olvidar claro está, la providencia con la cual se pro昀椀ere resolución de 
acusación.

Así las cosas, no puede el 昀椀scal o la 昀椀scal permitir que la decisión sobre 
cancelación de títulos se di昀椀era para el momento de la sentencia, pues no 
es ésta una de las providencias posibles de diferir por una parte, y por la 
otra, por cuanto el sentido de la ley es claro al disponer que la cancela-
ción se ordenará en cualquier momento de la actuación cuando se repite, 
aparezcan demostrados los elementos objetivos del delito. Y si ello es así, 
no se ve cómo en estricto rigor jurídico, puede llegar el proceso al conoci-
miento del juez o la jueza, lo cual supone una resolución de acusación, sin 
que previamente se haya ordenado la cancelación de los títulos.

Bajo el régimen de la Ley 906 de 2004, no se dice cuál es el funcionario o 
funcionaria competente para ordenar la cancelación de los títulos y regis-
tros respecto de los cuales existe convencimiento más allá de toda duda 
razonable de que fueron obtenidos en forma fraudulenta. Simplemente, 
se indica que el Fiscal le debe solicitar al juez o jueza de control de garan-
tías que disponga la suspensión del poder dispositivo de los bienes respecto 
de los cuales existen motivos fundados para inferir que fueron adqui-
ridos en forma fraudulenta.

Y como en el inciso 2 del artículo 101 se indicaba que la orden de cancela-
ción de los títulos se decretaba en la sentencia condenatoria, siendo que la 
facultad de proferir sentencia corresponde exclusivamente al juez o jueza 
del conocimiento, sería también éste el funcionario competente para 
ordenar la cancelación, lo cual continúa teniendo vigencia, si la decisión 
se adopta al momento de la sentencia.
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Pero como en la Sentencia C-060 de 2008 se plantea la posibilidad de que 
debe proferirse la orden de cancelación de títulos y registros obtenidos en 
forma fraudulenta, así el proceso no termine con sentencia condenatoria, 
sino con cualquier otra decisión que ponga 昀椀n al proceso, como ello sólo 
podría ocurrir con una decisión de preclusión de la investigación, sería el 
juez o jueza del conocimiento, el competente para tomar la decisión. 

Pero si aconteciere que aún no se ha formulado imputación, lo cual 
se explica por ejemplo: por la imposibilidad de identi昀椀car al presunto 
responsable, en audiencia preliminar es posible solicitarle al juez o la 
jueza de control de garantías que decrete la cancelación de los títulos y 
registros que fueron obtenidos en forma fraudulenta, pues sin perjuicio 
del mandato constitucional de restablecimiento del derecho quebrantado 
contemplado en el artículo 250 de la Carta Fundamental, el artículo 154 
numeral 3 de la Ley 906 de 2004, establece que corresponde al juez o la 
jueza de control de garantías ordenar la adopción de medidas necesarias para 
la protección de víctimas, agregando el numeral 8 que también le compete 
resolver los asuntos similares.

Así las cosas, por mandato de la Constitución Política que obliga al resta-
blecimiento del derecho de las víctimas, bajo el sistema acusatorio es 
posible ordenar la cancelación de los títulos y registros de propiedad, 
incluso de gravamen, cuando existe convencimiento más allá de toda 
duda razonable, de que fueron obtenidos en forma fraudulenta.

5.5 IMPORTANCIA DE LA DEMOSTRACIÓN DE LOS 
ELEMENTOS OBJETIVOS DEL TIPO

Según se dijo, el artículo 61 del Código de Procedimiento Penal de 1991 
exigía que estuviera demostrada la tipicidad del hecho para que proce-
diera la cancelación, al paso de que en el artículo 66 de la Ley 600 de 
2000 no se habla de tipicidad, sino de la demostración de los elementos 
objetivos del tipo, terminología ésta que se explica debido al esquema de 
tendencia 昀椀nalista que se maneja en la Ley 599 de 2000.
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De conformidad con el esquema clásico del delito, unos elementos del 
delito se concibieron de manera objetiva y otros de manera subjetiva: 

La parte objetiva está conformada por la acción, por la tipicidad y la 
antijuridicidad; la parte subjetiva por la culpabilidad. En otras pala-
bras	–a昀椀rma	Agudelo	Betancur-	el	estudio	de	lo	subjetivo	en	el	delito	
se contrae al estudio de la culpabilidad y el estudio de lo objetivo se 
contrae al estudio de la tipicidad y la antijuridicidad. 

El tipo, en este Esquema –continúa Agudelo Betancur-, es parte del 
aspecto objetivo del delito y es la descripción de las características 
externas del comportamiento: El tipo de delito no es otra cosa que 
una	descripción	objetiva.	Para	que	 el	 tipo	 exista,	 es	 su昀椀ciente	 que	
la acción se presente como típica, como ‘muerte de un hombre’, dice 
Beling	ejempli昀椀cando136. 

Así lo anterior y frente a la exigencia de tipicidad del Código de 
Procedimiento Penal de 1991, podría decirse que bastaba con demostrar 
la existencia de una conducta que encontrara adecuación en algún tipo 
penal que permitiera defraudar el patrimonio económico, como la estafa, 
la falsedad documental, la extorsión, el fraude procesal, etc.

Bajo un esquema de tendencia 昀椀nalista como el nuevo Código Penal de 
2000, no podía hablar el artículo 66 del CPP del mismo año, de la demos-
tración de la tipicidad para que procediera la orden de cancelación de 
títulos, pues bajo tal esquema, la tipicidad está integrada por el tipo obje-
tivo y el subjetivo, luego se habría terminado exigiendo la demostración 
no sólo de la existencia de una conducta típica con la cual se obtuvo la 
defraudación, sino también la comprobación del demandado como sujeto 
agente, aspecto éste de muy difícil, por no decir imposible, demostración 
cuando se desconoce la identidad del imputado.

No podía entonces, el Estatuto procedimental Penal de 2000 referirse a la 
demostración de la tipicidad, pues bajo el Esquema Finalista ésta siempre 
es subjetiva, lo cual no acontece en el esquema clásico, donde es absolu-
tamente objetiva.

136 AGUDELO BETANCUR. Curso de Derecho Penal – Esquemas del Delito. 3 ed. Temis, Bogotá, 2004., p. 29.
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Bajo el Esquema Finalista, lo que correspondería demostrar para que 
proceda la orden de cancelación de los títulos y registros, es la existencia 
de los elementos objetivos del delito con el cual tuvo lugar la defrauda-
ción, y prescindir de la demostración de los elementos subjetivos, pues 
de exigirse también su comprobación, lo que estaría ordenando la norma 
del artículo 66 de CPP de 2000, sería la demostración completa de la tipi-
cidad, lo cual de manera alguna se desprende de su texto.

Como se ha indicado, para el sistema procesal introducido con la Ley 906 
de 2004, la orden de cancelación de los títulos y registros obtenidos en 
forma fraudulenta, no depende de la demostración de la tipicidad de la 
conducta ni de la existencia de los elementos objetivos del delito, sino de 
que exista una convencimiento más allá de toda duda razonable de que 
aquellos fueron obtenidos en forma fraudulenta, lo cual puede entenderse 
como una referencia a la demostración, no de la responsabilidad penal de 
una persona en particular, sino de la ocurrencia de una conducta enga-
ñosa o fraudulenta, como acontece con delitos como la estafa, el fraude 
procesal, la falsedad en documentos y otras similares.

De esta suerte, regresando al ejemplo antes propuesto, y prescindiendo de 
los conceptos de tipicidad o de elementos objetivos del delito, puede haber 
lugar a que un juez o jueza de control de garantías ordene la cancelación de 
los títulos a condición de que se le ofrezca el convencimiento, más allá de 
toda duda razonable, de que fueron obtenidos en forma fraudulenta. Otro 
tanto puede decirse, si la decisión la toma el juez o jueza de conocimiento.

5.6 OBJETO DE LA MEDIDA DE SUSPENSIÓN O 
CANCELACIÓN

Según el tenor literal del artículo 61 del CPP de 1991, la cancelación sola-
mente era procedente respecto de títulos de propiedad, pues nada se dijo 
respecto de los que se re昀椀eren a la constitución fraudulenta de gravá-
menes sobre el bien.
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No obstante lo anterior, se ha sostenido que la aplicación del instituto en 
estudio, también debía tener lugar en eventos en los cuales no se produce 
un desapoderamiento fraudulento de la propiedad sobre el bien, sino que 
se constituye un gravamen espurio sobre el mismo, como lo ha hecho la 
delincuencia en múltiples casos, cuando ha suplantado la identidad del 
propietario legitimado para gravar un inmueble, por ejemplo: hipoteca 
que hace que el bien quede comprometido a garantizar el pago de una 
deuda que no fue adquirida por el propietario.

Si bien en el texto del artículo 61 referido no existe indicación alguna a 
los títulos con los cuales se constituyen gravámenes, parece de elemental 
lógica que respecto de éstos también debe operar la cancelación, pues si se 
admite ésta sobre los más (títulos de propiedad), debe también proceder 
sobre los menos, y puede agregarse que también debe proceder la misma 
solución por aplicación analógica de la disposición, puesto que al existir 
una misma situación de hecho (el fraude para la obtención de los títulos), 
debe existir una misma disposición de derecho (la orden de cancelación 
de los títulos) –ubi eadem ratio, ibi ídem ius debe esse-.

Nada se decía en el artículo 65 del proyecto de CPP de la Fiscalía del año 
1999, sobre este punto especí昀椀co. Sin embargo, en el artículo 66 de la Ley 
600 de 2000, se reguló especí昀椀camente el tema para eliminar así cualquier 
discusión que el asunto pudiera suscitar, al disponerse que es procedente 
la cancelación cuando aparezcan los elementos objetivos del tipo que dio 
lugar a la obtención de títulos de propiedad o de “gravámenes” sobre 
bienes sujetos a registro, luego, entonces, también puede ordenarse la 
cancelación de la escritura pública con la cual se constituye una hipoteca 
sobre un bien inmueble, lo mismo que el registro de la misma.

En la Ley 906 de 2004, se regresó a una redacción en la norma similar a 
la que existía bajo la égida del estatuto procedimental penal de 1991, esto 
es, no se reguló expresamente la posibilidad de que la orden de cancela-
ción de títulos también proceda cuando ellos no son de propiedad sino 
de gravamen. Sin embargo, esta omisión en manera alguna signi昀椀ca o 
puede signi昀椀car que el querer del legislador fue el de regular el instituto 
solamente respecto de títulos de propiedad.
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Basta consultar las Actas que recogen las discusiones del Congreso, 
para corroborar que nunca existió un propósito en tal sentido. Sin 
embargo, si así hubiera sido lo perseguido por el legislador, se tendría 
que la disposición del artículo 101 estaría aquejada de inconstitucio-
nalidad por contemplar un tratamiento injusti昀椀cadamente desfavorable 
para la víctima de la defraudación.

En todo caso, nuevamente la analogía sirve para expresar que, si existe 
una disposición de derecho que regula una situación de hecho relacio-
nada con títulos de propiedad, como el sustrato o razón de hecho es 
similar en tratándose de títulos de gravamen, es elemental que debe 
existir una misma disposición de derecho.

Tanto en el CPP de 1991, como en los de los años 2000 y 2004, se estableció 
que la cancelación de títulos sólo procede respecto de bienes sujetos a 
registro, incluidos los títulos valores sujetos a esta formalidad, es decir, 
que la medida cabría respecto de bienes inmuebles, naves y aeronaves, 
vehículos automotores y títulos valores nominativos, excluidos otros 
títulos valores como los al portador y a la orden.

Difícil en principio, precisar las razones que han llevado al legislador a 
disponer que la orden de cancelación procede para títulos sujetos a registro, 
sin hacer referencia a otros que no están sujetos a esta formalidad, lo cual 
parece un desacierto pues abunda la criminalidad con la cual se obtienen 
títulos valores no sujetos a registro, los cuales son utilizados con grave 
detrimento del patrimonio económico de la víctima del delito.

Así, ha llegado la delincuencia a tales extremos de desfachatez, que se 
han conocido casos en los cuales se ha extorsionado a una persona a 
quien le exigen la entrega de un cheque para pagar la “obligación” y con 
dicho título valor, se le inicia a aquélla -cuando no es posible cobrarlo por 
ventanilla-, un proceso ejecutivo donde se ordena el embargo y secuestro 
de sus bienes a efectos de contar con garantías de pago.

Frente a esta clase de eventos, cuando se demuestran plenamente los 
elementos objetivos del delito que permitió la obtención de títulos-valores, 
cabe preguntarse, si la solución que debe ofrecer el aparato judicial puede 
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ser distinta a la que otorga cuando se trata de un título-valor nominativo, 
siendo elemental responder a昀椀rmativamente, pues en la práctica no hay 
diferencia alguna, a no ser de que se piense que la idea de proteger los 
títulos-valores nominativos es en últimas, la de proteger a los bancos e 
instituciones 昀椀nancieras que expiden los títulos – valores.

Entonces, que la misma solución que ofrece la ley respecto de los títulos 
– valores nominativos, debería caber también para los títulos a la orden 
y al portador, pues si la administración de justicia tiene ya por claro 
que el título se obtuvo de manera fraudulenta, no puede convertirse en 
cómplice de la conducta del delincuente al permitir o patrocinar que se 
adelante o siga adelantando un cobro judicial con base en un título-valor 
obtenido gracias al delito, ya que siendo esto así, la causa aparece viciada 
por la conducta ilícita y por ende, no hay derecho incorporado en el título 
para proteger, pues la Constitución Política sólo ofrece protección a los 
derechos adquiridos con justo título.

Se reitera entonces, que si la situación de hecho que existe respecto de un 
título-valor nominativo y uno a la orden es la misma, como que ambos 
fueron obtenidos en forma fraudulenta, la solución de derecho no puede 
ser diferente, y se impone que respecto de uno y otro sea posible ordenar 
la cancelación..

¿Habría lógica en el caso, cuando el delincuente recibe un título valor 
nominativo y uno a la orden de un mismo sujeto a quien ha extorsio-
nado, pero sólo respecto del primero es posible ordenar la cancelación 
del título, siendo que los dos se recibieron bajo las mismas fraudulentas 
circunstancias? Es legítimo pensar que no.

No obstante lo anterior, debe agregarse que el artículo 8 de la Ley 448 de 
1998 dispuso:

Artículo 8. Protección de los tenedores de los títulos de deuda 
pública. En concordancia con las normas del Código de Comercio 
sobre la circulación de los títulos valores, en los procesos penales por 
hurto de títulos de deuda pública de la nación expedidos a la orden 
o al portador, las medidas previstas en el artículo 14 del Código de 
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procedimiento penal sólo procederán contra los autores o copartícipes 
del delito o contra cualquier tenedor que no sea de buena fe.

Según lo anterior y siendo que el artículo 14 del CPP de 2000 se re昀椀ere al 
Restablecimiento del Derecho, instituto que como se ha dicho pretende 
que las cosas deben volver al estado predelictual, resultaría posible que 
dentro de un proceso penal adelantado por el hurto de un título valor de 
deuda pública de la Nación (CERT, bonos de paz), se ordenara la restitu-
ción del título al tenedor que sufrió el desapoderamiento, con lo cual se 
pone de presente el interés del legislador por proteger la con昀椀anza en la 
circulación de esta clase de títulos, a punto tal que no hay lugar al resta-
blecimiento del derecho cuando el título, pese a haber sido hurtado, se 
encuentra en manos de un adquirente de buena fe. 

El artículo 8 de la Ley 448 de 1998 fue subrogado por el artículo 71 de 
la Ley 510 de 1999 “Por la cual se dictan disposiciones en relación con 
el sistema 昀椀nanciero y asegurador, el mercado público de valores, la 
Superintendencia Bancaria y de Valores, donde se dijo:

Artículo 71. En concordancia con las normas del Código de Comercio 
sobre la circulación de los títulos valores, en los procesos penales en 
los que se investigue la comisión de hechos punibles relacionados con 
títulos inscritos en el registro nacional de valores e intermediarios, las 
medidas previstas en el artículo 14 del Código de Procedimiento Penal, 
sólo procederán contra los autores o copartícipes del hecho punible o 
contra cualquier tenedor que no sea de buena fe exenta de culpa.

Siendo que en el registro nacional de valores e intermediarios de la 
otrora denominada Superintendencia de Valores, se inscribían los títulos 
que por derecho propio son objeto de registro, como los títulos-valores 
nominativos y los que requieren de autorización de la Sala General de 
la Superintendencia de Valores (hoy Superintendencia Financiera), para 
ser emitidos, como los bonos, títulos de endeudamiento y otros, se tiene 
que respecto de los procesos penales en los cuales se investiguen hechos 
punibles relacionados con dichos títulos, también a efectos de proteger 
la con昀椀anza de la colectividad en la autenticidad de los títulos y en su 
ley de circulación, cuando respecto de esta clase de títulos valores se 
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adelanten procesos penales, solamente será posible ordenar la restitución 
de los títulos o la cancelación de los mismos y su registro, cuando éstos 
se encuentren en poder del autor del delito con el cual se obtuvieron o en 
el de los partícipes o cuando se encuentren en manos de terceros adqui-
rentes que no actuaron con buena fe exenta de culpa.

Para citar un ejemplo concreto: si se piensa el caso cuando una persona 
por medio de la falsi昀椀cación de documentos simula una exportación y 
por ella, obtiene certi昀椀cados de reembolso tributario (CERT), sería posible 
que dentro del proceso penal que se adelantara por los delitos de exporta-
ción 昀椀cticia, falsedad documental, estafa y fraude procesal, se ordenara la 
cancelación de los CERT, cuando éstos se encontraran en manos del autor 
o de los partícipes del delito o de un tercero que los adquirió sin buena fe 
exenta de culpa. 

Pero si los títulos se encuentran en manos de un tercero adquirente de 
buena fe, exenta de culpa, como ocurriría con un importante número de 
casos por tratarse de títulos que pueden negociarse en la bolsa de valores, 
en tal evento no sería posible que se ordenara la cancelación de los títulos 
como medida para obtener el restablecimiento del derecho, pues el legis-
lador ha considerado que incluso más importante que la protección de 
los derechos de los terceros adquirentes de buena fe, es como se dijo, la 
con昀椀anza de la colectividad, no sólo en la autenticidad de ciertos títulos 
valores, sino en su ley de circulación, pues de conocer aquella la posibi-
lidad de que los títulos que se adquieren en el mercado de valores pueden 
ser cancelados en cualquier momento, se abstendrían de efectuar inver-
siones en esta clase de papeles, lo cual traería graves consecuencias para 
la economía nacional, particularmente en tratándose de bonos o títulos 
de deuda pública, como los títulos de tesorería (TES), que como es sabido, 
son una forma por medio de la cual el Gobierno Nacional soluciona sus 
problemas de tesorería o presupuestales al colocar en el mercado, títulos 
pagados en 5 ó 10 años, los cuales en el entretanto pueden ser negociados 
en bolsa de valores.
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5.7 CANCELACIÓN DE TÍTULOS Y PROCESOS 
JUDICIALES ANTE OTRAS AUTORIDADES

Recogiendo la redacción del inciso 3 del artículo 61 del Código de proce-
dimiento penal de 1991, se establece en el inciso 3 del artículo 66 de la Ley 
600 de 2000:

“Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas deri-
vadas de los títulos cancelados se están adelantando proceso ante 
otras autoridades, el funcionario pondrá en conocimiento la decisión 
de cancelación, para que se tomen las decisiones correspondientes”.

Idéntica, en esencia, es la regulación que se recoge en el inciso 4 del artí-
culo 101 de la Ley 906 de 2004.

Según esta disposición, cuando se adelante un proceso penal por delito 
que permitió la obtención fraudulenta de un título-valor y dentro de 
él, se ordene la cancelación del título, una vez se hayan demostrado los 
elementos objetivos del tipo penal o cuando existe convencimiento más 
allá de toda duda razonable sobre la procedencia fraudulenta de los títulos, 
el funcionario o funcionaria judicial comunicará esta decisión a las auto-
ridades judiciales que estén adelantando proceso, teniendo como base los 
mismos títulos, para que éstas tomen las decisiones correspondientes.

No dicen los estatutos procedimentales cuáles son “las decisiones corres-
pondientes” que deben adoptar las autoridades que adelantan procesos 
con base en los títulos obtenidos en forma fraudulenta, pese a lo cual es 
válido considerar que dichas decisiones serían las que se desprenden del 
trámite de tacha de falsedad de documentos a que se re昀椀eren los artí-
culos 289 a 290 del CPC.

En este sentido, el artículo 291 del CPC, dispone que cuando se declare 
total o parcialmente la falsedad de un documento, el juez lo hará constar 
así al margen de él o a continuación, advirtiendo que cuando se trate de 
un documento público, el juez comunicará la nota de falsedad a la o昀椀cina 
donde se encuentre, para que allí se ponga la correspondiente nota.
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No obstante lo anterior, habría sido conveniente que el legislador se 
hubiera ocupado en indicar detalladamente cuáles decisiones correspon-
dería adoptar al juez o jueza civil que adelanta proceso con base en los 
títulos espurios, pues la amplia remisión que por fuerza debe hacerse 
en este sentido al CPC, podría determinar que en un momento dado se 
pensara que no habría lugar a dar por terminado el proceso civil. 
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Ap ACTIVIDADES PEDAGÓGICAS  
Se discutirá sobre el siguiente interrogante: ¿Debería estar 
limitada en el tiempo, la posibilidad de decretar la suspen-
sión y cancelación de títulos obtenidos en forma fraudu-
lenta, para que pueda cumplir su función como mecanismo 
de justicia restaurativa?
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Bogotá D.C., 25 de julio de 2024 

 

 

 

Señores  

Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 

Claudia Marcela Granados Romero 

Directora (e) 

C.C. Unión Temporal Formación Judicial 2019 

Ciudad 

 

 

Asunto: Recurso de reposición en contra de la resolución nro. EJR24-298 de 21 de 

junio de 2024, corregida por medio de la resolución EJR24-317 de 28 de junio de 2024 

 

Yo, ANDRÉS DÍAZ SALINAS identificado con la cédula de ciudadanía nro. 1016042808 de 

Bogotá D.C., presento recurso de reposición en contra de la resolución nro. EJR24-298 de 21 

de junio de 2024, “por medio de la cual se publican los resultados de la subfase general del 

IX Curso de Formación Judicial Inicial”, corregida por medio de la resolución EJR24-317 de 

28 de junio de 2024, teniendo en cuenta lo siguiente: 

 

1. Interés para recurrir 

 

En mi condición de discente del IX Curso de Formación Judicial Inicial” fui calificado con 

un puntaje menor a 800 puntos, el cual, virtualmente, me elimina en esta etapa del curso de 

formación, puntaje que fue el resultado de la aplicación de un instrumento de evaluación 

con múltiples errores y que no contiene las características de una evaluación objetiva, que 

no mide mis reales competencias, ni midió las competencias que reglamentó la Escuela 

Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” como aquellas que mediría en el Acuerdo Pedagógico, tal y 

como lo fundamentaré posteriormente. Estas circunstancias, evidentemente, indican que 

tengo interés para recurrir.  

 

2. Oportunidad para recurrir  

 

En virtud de lo regulado en la resolución nro. EJR24-298 del 21 de junio de 2024, corregida 

a través de la resolución nro. EJR24-317 de 28 de junio de 2024, el término para recurrir y 

sustentar el recurso de reposición en contra de los resultados de la resolución nro. EJR24-

298 es desde el 15 de julio y hasta el 26 de julio de 2024, es decir, 10 días posteriores a la 

exhibición de las evaluaciones.   

 

En virtud de lo anterior, al ser hoy 26 de julio de 2024 (antes de las 11:59 p.m.), me encuentro 

dentro de la oportunidad legal para interponer el presente recurso de reposición.  
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3. Derecho que me asiste a que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” resuelva 

todos y cada uno de los argumentos, objeciones y peticiones que plantearé en 

contra del instrumento de evaluación en general y de cada uno de los ítems en 

particular, en relación inescindible con el curso de formación 

 

Quiero dejar expreso que el Consejo de Estado en el caso Mejía Álvarez contra el Consejo 

Superior de la Judicatura – Unidad de Administración de Carrera Judicial y otro, radicado 

11001-03-15-000-2023-00951-00, planteó como vulneración al derecho de petición el no 

recibir respuesta completa y oportuna a las peticiones formuladas en los recursos de 

reposición cuando la entidad no responde de manera completa, clara, precisa y de fondo 

todos los puntos expuestos en el documento en el que se plantean las inconformidades con 

el acto administrativo que consolida los puntajes obtenidos.  

 

En efecto, el Consejo de Estado consideró en la decisión aducida que resolver, de manera 

colectiva, los diferentes recursos interpuestos, sin atender ni abordar los temas concretos de 

las reclamaciones individuales, se entiende como falta de estudio de las controversias 

planteadas por el recurrente. Por ende, dicha respuesta no resuelve de fondo la petición 

efectuada en el recurso.  

 

Anticipando un escenario probable por todo lo ocurrido en estos meses con la Escuela 

Judicial y el operador (Unión Temporal Formación Judicial 2019) y en aras de evitar la 

vulneración de mis derechos fundamentales, solicito que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara 

Bonilla” le dé respuesta individual completa, clara, precisa y de fondo a todos mis 

argumentos, y a todas mis objeciones y peticiones cuando decida no revocar su decisión ni 

me recalifique en favor de mi permanencia en el curso de formación.  

 

Contrario sensu, le pido a la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” que, en aquellos casos 

en los que, por los errores del instrumento de evaluación, el incumplimiento de las reglas 

del curso concurso y todo el inadecuado diseño del curso de formación decida, de manera 

justa y sensata, revocar el acto administrativo y corregir los resultados consolidados, lo haga 

de manera colectiva para que me favorezca a mí y a todos los discentes perjudicados por los 

cuestionables resultados de la fase de formación atribuibles a múltiples razones y causas 

imputables a la Escuela Judicial y al operador (Unión Temporal Formación Judicial 2019) y 

no a los discentes. 

 

4. Marco factual y referencial relevante 

 

Primero. El Consejo Superior de la Judicatura, mediante el Acuerdo PCSJA18-11077 de 

16 de agosto de 2018, adelantó la Convocatoria 027, referida al proceso de selección; 

y convocó al concurso de méritos para la provisión de los cargos vacantes de la Rama 

Judicial.  

Segundo. El Acuerdo PCSJA18-11077 del 16 de agosto de 2018 dispuso que el proceso 

constaría de cinco etapas: 1. selección; 2. conformación del Registro Nacional de 
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Elegibles; 3. elaboración de la lista de candidatos, 4. nombramiento y 5. 

confirmación.  

Tercero. La primera etapa, de selección, a su vez, tendría las siguientes tres fases: I. 

Prueba de aptitudes y conocimientos; II. Verificación de requisitos mínimos y III. 

Curso de formación judicial. 

Cuarto. Las tres fases de la primera etapa fueron reguladas como eliminatorias. Es 

necesario precisar que la fase III -curso concurso - fue concebida como eliminatoria 

sin ninguna justificación razonable de la facultad otorgada en el artículo 168 de la 

Ley 270 de 2006. Al existir un número de vacantes cercano al número de aspirantes 

que pasaron la primera fase de la primera etapa, no tiene absolutamente ninguna 

justificación que esta fase III sea eliminatoria. 

Quinto. El artículo 168 de la Ley 270 de 1996 describe como objeto del curso concurso 

“formar profesional y científicamente al aspirante para el adecuado desempeño de 

la función judicial”. 

Sexto. La formación profesional y científica del aspirante para el adecuado 

desempeño de la función judicial debía medir competencias en los diferentes 

programas, especialmente, en habilidades humanas, redacción y estructura de la 

sentencia, justicia transicional, argumentación, valoración probatoria, interpretación 

judicial – perspectiva clásica y constitucional, derechos humanos, perspectiva de 

género, manejo de tecnologías de la información, y filosofía del derecho.  

Séptimo. Para la medición de las competencias atadas a cada programa, la Escuela 

Judicial reglamentó, en el Acuerdo Pedagógico, que las evaluaciones se harían con 

controles de lectura, análisis de casos o análisis de jurisprudencia, y talleres.  

Octavo. El instrumento de evaluación se denominó “evaluación sumativa en línea de 

la Subfase General del IX Curso de Formación Judicial Inicial”; y fue aplicado 

durante 2 días en sesiones que debían durar al menos 8 horas, repartidas en 2 

sesiones, el 19 de mayo y 2 de junio de 2024 para evaluar 8 programas. Sin embargo, 

lo anterior no se garantizó para todos los discentes vulnerando el principio de 

igualdad.  

Noveno. Ni las sesiones fueron de 8 horas, repartidas en 2 sesiones de al menos 4 

horas, ni se calificaron competencias asociadas a controles de lectura, ni al análisis 

de casos o de jurisprudencia, ni mucho menos se realizaron talleres. En síntesis, todo 

se llevó a cabo sin cumplir las reglas que obligaban tanto a la Escuela Judicial como 

a los discentes del curso de formación.  

Décimo. El artículo tercero del Acuerdo PCSJA18-11077 de 16 de agosto de 2018, 

contempló que las reglas de la convocatoria serían obligatorias y vinculantes tanto 

para la administración como para los concursantes.  

Undécimo. Las reglas del concurso convocado fueron desarrolladas en el 

Acuerdo Pedagógico adoptado por Acuerdo PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 

2019, las cuales se pueden sintetizar de la siguiente manera y que tienen una relación 

intrínseca con el proceso de evaluación. La parte formativa y el proceso de 

evaluación de esa parte formativa tienen una relación inescindible. Por esta razón, 

los problemas del instrumento de evaluación tienen una relación directa con los 
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problemas de la parte formativa. Por supuesto, este es el momento procesal idóneo 

para controvertir dicha unidad inescindible, puesto que antes no se otorgó ninguna 

oportunidad jurídica para hacerlo. No obstante fue denunciado en múltiples 

oportunidades en medios de comunicación, y en reuniones por parte de nuestros 

voceros ante la Escuela Judicial. En síntesis, veremos cómo la Escuela Judicial 

desconoció sus propias reglas en el desarrollo del curso de formación, y en la 

evaluación de dicho curso, con el instrumento de evaluación que, tal y como se verá 

en cada uno de los ítems en particular, no cumplieron criterios psicométricos, 

lingüísticos, técnicos ni jurídicos para ser considerados una evaluación objetiva.  

  

Acuerdo pedagógico  Evidencia de cumplimiento o, mejor, 

evidencia del incumplimiento 

Introducción 

• El curso de formación judicial 

Inicial hace parte del Programa 

de Ingreso del Plan de 

Formación de la Rama Judicial y 

fue diseñado a partir del modelo 

pedagógico y conforme al 

enfoque curricular de la Escuela 

Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”.  

 

No es cierto que el IX curso de 

formación judicial haya sido diseñado 

a partir del modelo pedagógico y 

conforme al enfoque curricular de la 

Escuela Judicial “Rodrigo Lara 

Bonilla”.  

 

Por ejemplo, en el Modelo pedagógico 

2020, se mencionan fundamentos 

como, entre otros, el constructivismo, 

la formación integral, el aprendizaje 

basado en competencias, el aprendizaje 

basado en problemas y la evaluación 

por competencias. Por el contrario, en 

el desarrollo de la etapa de formación 

nos encontramos con contenidos poco 

rigurosos, sin secuencias didácticas 

basadas en constructivismo o técnicas 

de aprendizaje basado en problemas. 

Por demás, no se presentaron ni 

contenidos, ni actividades enfocados 

en los tres ejes competenciales (saber 

conocer, saber hacer y saber ser). Si 

acaso y de manera desarticulada, con la 

cantidad de lecturas asignadas, se 

cubrió el tradicional y teórico saber 

conocer. 

• El diseño de la evaluación de los 

planes educativos y de la 

evaluación de los programas de 

No es cierto que la evaluación del IX 

curso de formación de los 8 programas 

ofrecidos se hayan diseñado a partir 
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formación y actualización, se 

hizo a partir del modelo 

pedagógico de la Escuela 

Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. 

del modelo pedagógico de la Escuela 

Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Basta 

con que la Escuela revise sus propias 

cartillas y su propio modelo 

pedagógico (2020) para que corrobore 

el fracaso del instrumento de 

evaluación construido para las 

jornadas del 19 de mayo y 2 de junio de 

2024, y lo que allí se propone como 

diseño de evaluación.  

También, baste referir ítems mal 

construidos en un nivel cognitivo 

básico “recordar” o “memorizar” que 

no medían ninguna competencia de las 

anunciadas en los syllabus de los 

programas. 

 

Por ejemplo, la competencia 

consistente en saber argumentar se 

mide en un nivel cognitivo ─mínimo─ 

“aplicar” o “analizar” y se debe 

propender porque el evaluado dé 

cuenta de que sabe construir 

argumentos; y no, como lo hizo la 

Escuela Judicial en la evaluación, de si 

se sabe de memoria completar un 

párrafo o el sentido de un párrafo – que 

son 2 cosas bien distintas – (dicho sea 

de paso, se propenderá por la 

interpretación más favorable para 

efectos del recurso en la segunda 

instrucción para que se valgan puntos 

de los talleres). En síntesis, la Escuela 

Judicial desconoció su propia 

experiencia en procesos de evaluación. 

Esta es razón suficiente para que 

revoque todo su instrumento de 

evaluación y corrija con un 

instrumento de evaluación acorde con 

el acuerdo pedagógico. 

  

• El curso de formación se rige por 

los principios del modelo 

La Escuela Judicial, en el curso de 

formación y en el instrumento de 
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pedagógico de la Escuela 

Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 

en constante actualización 

basado en la andragogía o 

educación para adultos a partir 

de la práctica judicial, la 

formación de competencias (del 

saber, del saber hacer, y del saber 

ser), y el aprendizaje autónomo.  

evaluación, desconocieron los 

principios de su propio modelo 

pedagógico: La educación para adultos 

es esencialmente formativa, y se nutre 

de las experiencias previas, encausadas 

por un tutor que retoma el aprendizaje 

significativo del estudiante para 

construir competencias, es decir, un 

saber hacer en contexto (un 

conocimiento aplicado en una 

habilidad con una actitud en un 

contexto específico). ¿El instrumento 

de evaluación aplicado el 19 de mayo y 

el 2 de junio de 2024 cumplió con el 

objetivo de medir las competencias en 

sus dimensiones de saber, saber hacer y 

saber ser? Por supuesto que no. Basta 

con que la Escuela Judicial revise cada 

objeción a cada ítem, y que valore el 

instrumento en su globalidad para que 

concluya que no realizó una prueba 

objetiva que mida las competencias de 

cada discente en los términos del 

Acuerdo Pedagógico y de cada 

programa. Hubo una desconexión 

profunda entre las competencias 

anunciadas, y los temas de cada 

programa.  

 

Por ejemplo, en el programa de Ética, 

autonomía e independencia judicial, la 

competencia a formar era: “El/la 

discente aplica los componentes 

teóricos y prácticos de la ética judicial 

en la toma de decisiones, a partir de 

una reflexión y valoración del actuar 

ético en las actividades cotidianas de la 

práctica judicial”. Allí, se esperaba un 

desarrollo de la deontología específica 

a los operadores judiciales. Sin 

embargo, en una muestra de total 

ignorancia por parte de quienes 

seleccionaron el material, se incluyeron 
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lecturas y contenidos sobre temas 

morales del derecho; estos temas, 

obviamente, están relacionados con la 

filosofía del derecho y no con la ética en 

el sentido deontológico.   

• El Plan de Formación Judicial se 

basa en la construcción colectiva 

del conocimiento jurídico, en 

donde los discentes interactúan 

con la red de formadores, cuyo 

rol central es servir de 

facilitadores y expertos 

temáticos para lograr los 

objetivos del aprendizaje 

autodirigido.  

Como el IX Curso de Formación Inicial 

se basó en el plan de Formación 

Judicial es claro que la Escuela Judicial 

no cumplió con la regla consistente en 

la construcción colectiva del 

conocimiento, ya que no hubo ni un 

solo escenario de intercambio de 

conocimiento –en foros– o en 

escenarios que propendieran por el 

debate colectivo o cualquier medio 

para construir colectivamente 

conocimiento jurídico. Como si lo 

anterior fuera poco, como discentes 

nunca interactuamos con la red de 

formadores, pues su ausencia implicó 

que no tuvieron un rol central como 

facilitadores ni como expertos 

temáticos.  

 

Lo anterior influyó, por supuesto, en el 

inadecuado diseño del instrumento de 

evaluación con preguntas sin 

pertinencia temática, ni relevancia 

funcional para el cargo que 

desempeñaríamos. ¿En qué aporta 

memorizar un pie de página de una 

sentencia, incluso de páginas de lectura 

no obligatoria, si ni siquiera es una 

regla vigente dentro del sistema de 

fuentes? Si la Escuela Judicial sostiene 

que ese instrumento de evaluación 

aplicado sirve para medir 

competencias, debemos concluir que 

desconocen todos los principios que 

rigen un proceso de evaluación objetiva 

de competencias.  
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• La concepción blended learning 

(b-learning) es un aprendizaje 

autodirigido con ayuda e 

interacción de la red de 

formadores y semipresencial 

 

La anterior regla en 

concordancia con la siguiente:  

 

La asistencia al 100% de las 

sesiones presenciales 

programadas en ambas sub fases 

(léase, general y especializada) 

del concurso es obligatoria. La 

inasistencia por causas 

justificadas por caso fortuito o  

fuerza mayor, debidamente 

probada, no podrá superar el 

20%. La causa de la  

inasistencia deberá ser 

acreditada dentro de los cinco (5) 

días siguientes a ésta.  ( Acuerdo 

PCSJA18-11077 

Pg. 11, párrafo 1) 

La Escuela Judicial desconoció esta 

regla de su enfoque pedagógico, ya que 

no se realizó la modalidad b-learning 

(semipresencial). Es claro que en la 

inscripción al IX curso de formación 

que fue calificado con el instrumento 

de evaluación mal diseñado se nos 

pidió elegir sede para adelantar la fase 

de estudio presencial. No otro sentido 

tenía la escogencia de sede ni la regla 

consistente en que “la asistencia era 

100% obligatoria y que la inasistencia 

no podía exceder del 20% (Acuerdo 

PCSJA18-11077, pág. 10 y 11). La 

Escuela Judicial desarrolló un curso 

100% virtual asincrónico, sin justificar 

ni modificar las reglas del Acuerdo 

Pedagógico. Tal cambio de modalidad, 

en desconocimiento de las reglas del 

Acuerdo Pedagógico tuvo un 

significativo impacto en el modelo de 

evaluación y en el fracaso de la prueba. 

 

Cabe precisar que el desarrollo de los 

denominados “webinars”, de ninguna 

manera, sustituyen los espacios de 

mediación presencial. Recuérdese que 

se trató de conferencias remotas sin 

interacción con el público.     

• El diseño curricular b-learning 

combina aprendizaje y 

evaluación de manera lógica, 

coherente y estructurada.  Lo 

anterior implica que el discente 

esté en la capacidad de construir 

habilidades y destrezas 

gradualmente en la medida en 

que demuestra su evaluación 

progresiva apoyado por 

distintas oportunidades de 

retroalimentación a lo largo del 

proceso de enseñanza 

aprendizaje.  

El aprendizaje y la evaluación no 

fueron llevadas a cabo de manera 

lógica, coherente y estructurada. 

  

El curso de formación no construyó 

habilidades ni destrezas. Solo se basó 

en la lectura de material 

desorganizado, desactualizado y de 

dudosa rigurosidad científica. 

Tampoco midió gradualmente con 

evaluaciones progresivas, ni se 

llevaron a cabo oportunidades de 

retroalimentación a lo largo del 

proceso de enseñanza aprendizaje.  



Página 9 de 123 
 

 

• Finalidad del sistema de 

evaluación académica 

Con la evaluación, se procura 

establecer el cumplimiento de 

los objetivos del curso a nivel 

individual en referencia con el 

grupo de discentes que aspiran a 

un mismo tipo de cargo. 

El sistema de evaluación académica no 

midió el cumplimiento de los objetivos 

del curso de formación a nivel 

individual en referencia con el grupo 

de discentes que aspiran a un mismo 

tipo de cargo, pues ningún tipo de 

análisis riguroso y científico realizó la 

Escuela Judicial en este sentido.  

Objetivos del proceso de evaluación. 

 

1. Comprobar la adquisición de 

competencias y habilidades 

cognoscitivas y humanas del 

discente en la aplicación práctica 

de los contenidos temáticos de 

los módulos de la parte general 

y especializada.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

No se cumplieron los objetivos del 

proceso de evaluación, ya que el 

instrumento aplicado no comprobó la 

adquisición de competencias ni 

habilidades cognoscitivas y humanas 

del discente, ni se dio en el marco de la 

aplicación práctica de los contenidos 

temáticos (no contamos con ni siquiera 

una decena de ítems del nivel cognitivo 

aplicar, bien diseñados). 

 

Basta con revisar los ítems aplicados 

para evidenciar que, con ellos, no se 

podía medir competencias, sino, con 

todos sus problemas de construcción, 

al parecer, una aptitud de comprensión 

de textos, o una aptitud de 

memorización de contenidos o, en el 

mejor de los casos, una aptitud de 

comprensión. En todo caso, ningún 

saber hacer en contexto. Ni siquiera se 

contó con la dimensión del saber de 

una competencia, ya que los ítems no 

fueron construidos sobre la base de 

temas y subtemas relevantes en cada 

uno de los programas.  

 

El instrumento de evaluación no sirvió 

para evidenciar la adquisición de 

competencias y habilidades del 

discente en la aplicación práctica de los 

conocimientos en la actividad judicial. 
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2.  Evidenciar la adquisición de 

competencias y habilidades del 

discente en la aplicación práctica 

de los conocimientos en la 

actividad judicial.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

3. Corroborar la adquisición de 

competencia del discente en la 

construcción de documentos 

procesales, interpretación de los 

precedentes judiciales y 

argumentación oral de las 

decisiones. 

 

Acuerdo PCSJA19-11400, Pg.22. 

 

A juzgar por el tipo de ítems 

construidos, nada tuvo que ver con 

habilidades de aplicación práctica ni 

conocimientos específicos de la 

actividad judicial. Considérese todos 

los ítems memorísticos (como aquel de 

completar artículos de la Constitución), 

los cuales se trata de un nivel cognitivo 

básico alejado de la competencia que 

debió evaluar la Escuela Judicial.  

 

Este objetivo para la subfase de 

formación general resultaba pertinente 

en el análisis de casos y estudio 

jurisprudencial, incluso con los talleres, 

con los que se podía medir y corroborar 

la competencia del discente en la 

interpretación de precedentes 

judiciales e incluso la capacidad 

argumentativa. Es claro que los ítems 

del instrumento de evaluación no 

sirven para corroborar dichas 

competencias en cada uno de los 

programas.  

La concepción b-learning del plan de 

formación de la Rama Judicial se 

caracteriza por  

✓ Permitir a los discentes 

aprender activamente a través 

de la indagación. 

✓ Estimular la reflexión crítica de 

los conceptos.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La Escuela Judicial en el curso de 

formación y en el instrumento de 

evaluación no cumplió con las 

características del curso de formación 

que se comprometió en el Acuerdo 

Pedagógico. Esto se vio reflejado en los 

resultados del instrumento de 

evaluación:  

 

La Escuela Judicial no fomentó el 

aprendizaje a partir de la indagación. 

Es decir, no fomentó la investigación a 

partir de preguntas pertinentes y 

relevantes acordes con las 

competencias a medir.  

 

La Escuela Judicial no estimuló la 

reflexión crítica de los conceptos. El 
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✓ Abrir espacios de aprendizaje a 

los ambientes individuales y 

colaborativos.  

 

✓ Ofrecer posibilidades de 

aprendizaje basados en las 

prácticas judiciales dirigidas a 

los discentes  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

✓ Aprovechar la evaluación 

formativa y sumativa como 

recursos de enseñanza-

aprendizaje enfocados a la 

práctica judicial  

ejercicio crítico es esencialmente 

comparativo; e implica, por ejemplo, la 

comparación de instituciones jurídicas, 

el ejercicio de comparar el alcance de 

conceptos, y efectuar lecturas 

esencialmente comparativas entre un 

marco teórico y la realidad. Ninguno 

de los programas tuvo ese alcance.  

 

La Escuela Judicial no abrió espacios de 

aprendizaje colaborativo.  

 

 

La Escuela Judicial no ofreció 

posibilidades de aprendizaje basados 

en las prácticas judiciales dirigidas a 

los discentes; tan alejado de la realidad 

de la práctica judicial estuvo el curso de 

formación que, por ejemplo, la Escuela 

Judicial escogió textos ecuatorianos de 

dudosa rigurosidad científica, a juzgar 

por una redacción con múltiples 

errores, con falta de citación técnica, e 

interpretaciones desafortunadas de los 

autores tratados.  

 

 

La evaluación no fue aprovechada 

como recurso de enseñanza- 

aprendizaje enfocado en la práctica 

judicial, sino como una forma de 

eliminar irreflexivamente a los 

estudiantes con un instrumento de 

evaluación absolutamente mal 

diseñado que no midió las 

competencias que debía medir (en su 

mayoría fueron preguntas de aptitud 

verbal y lógica propia de la subfase I, y 

no de la subfase III, que desconocieron 

el saber, el saber hacer, y el saber ser).  

 

La Escuela Judicial no encontrará 

muchos ítems, quizá siendo optimistas, 
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solo algunos, que midan las 

competencias de los contenidos 

temáticos en las dimensiones del saber, 

del saber hacer y del saber ser. Ni siquiera 

en los talleres o análisis de casos o 

análisis jurisprudencial, que eran los 

escenarios idóneos para efectuar dicha 

medición fue logrado.  

 

Duodécimo. Como se desarrolló en el hecho undécimo, la Escuela Judicial no 

cumplió con las reglas concebidas para desarrollar el curso de formación y ello tuvo 

incidencia en el pésimo diseño del instrumento de medición. Por esta razón, 

mostraré, cómo cada uno de los ítems que me dieron por no acertados en la 

evaluación aplicada tienen problemas de construcción que sirven como razones para 

demostrar cada uno de los problemas descritos y desarrollados en el hecho 

undécimo.  

Decimotercero. Finalmente, es necesario describir un marco teórico general para 

introducir los problemas específicos de cada ítem, a partir de criterios que deben ser 

considerados para responder cada una de las objeciones formuladas a mi prueba en 

particular y que fueron desconocidos en la elaboración del instrumento de 

evaluación por parte de la Escuela Judicial (y el operador contratado para ejecutar 

esta fase formativa y evaluativa):  

Marco académico y científico general a tener en cuenta en las objeciones de los ítems  

Además de todas las consideraciones previas sobre el Acuerdo Pedagógico, solicito a la 

Escuela y a la UT Formación Judicial que tengan presente el siguiente marco que he 

consultado. Lo anterior, con el fin de tener criterios claros y objetivos de cara a mi derecho 

de contradicción y objeción de cada uno de los ítems en los que he puntuado como 

desaciertos. Se trata de dos marcos de referencia que aplican para el diseño y valoración de 

las pruebas objetivas.   

El primer marco se compone de los principios teóricos y los criterios lingüísticos que son 

pertinentes en el estudio del éxito comunicativo dentro la semántica y la pragmática del 

texto, aplicados a la vocación comunicativa de los ítems de una prueba objetiva. El 

segundo marco consiste en una serie de consideraciones teóricas y de criterios que permiten 

determinar si el contenido de una prueba se configura como evidencia de su validez desde 

un punto de vista psicométrico. Esta validez, en últimas, implica la eficacia de 

discriminación del instrumento de evaluación, en el sentido de distinguir entre quienes 

alcanzaron los objetivos del proceso de formación y los que no. 
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El éxito comunicativo desde la semántica y la pragmática del texto aplicado a los ítems de 

pruebas objetivas  

 

Para efectos de la valoración lingüística de los ítems a objetar en el presente recurso, cabe 

presentar los puntos de partida teóricos y conceptuales que están en la base de esa 

valoración. En concreto, es importante explicar la comunicación escrita como un fenómeno 

regulado por normas lingüísticas y de interacción dentro del cual cada participante (emisor, 

creador del ítem, y receptor, evaluado) cumple con unos procesos de los que depende el 

éxito de la comunicación en la evaluación. Para ello, será útil una descripción de estos 

procesos, el orden en el que ocurren, los factores de los que dependen y las normas que los 

rigen. 

A grandes rasgos, estos procesos se pueden agrupar según el agente que los realiza. Serán 

procesos asociados con la elaboración y composición de un texto aquellos realizados por el 

emisor (constructor de ítems), mientras que aquellos realizados por el receptor (evaluado) 

serán procesos asociados con la decodificación e interpretación de un texto. De acuerdo con 

Forrest et al. (2000), para emitir cualquier comunicación verbal (con palabras, orales o 

escritas) elaborada y compuesta, en primer lugar, el emisor parte de un contenido cognitivo 

que le quiere transmitir a su interlocutor. Este contenido cognitivo puede ser de varias 

naturalezas (conceptual, visual, proposicional, entre otros), y puede provenir de varios 

orígenes (memoria, percepción, creatividad, entre otros). En segundo lugar, de manera 

dinámica, el emisor selecciona fragmentos de información del contenido cognitivo, y los 

ordena jerárquicamente; posteriormente, hace lo propio, linealmente y, de acuerdo con el 

propósito comunicativo que persigue, con las proposiciones y referentes principales que 

quiere tratar, la clasificación de cada fragmento como información conocida o información 

nueva para el receptor, y los énfasis que quiera hacer (Forrest et al., 2000). Estos procesos de 

selección y ordenamiento ocurren de manera simultánea y conjunta con la elección y empleo 

de signos lingüísticos que permitan exteriorizar y expresar tanto la información como su 

orden. 

Como resultado de los procesos realizados por el emisor, se produce una unidad 

comunicativa (llamada discurso o texto según sea el caso), que consiste en un conjunto 

coherente y ordenado de enunciados lingüísticos regido por las normas de la interacción 

social comunicativa, de la organización textual y del sistema de la lengua (Bernárdez, 1982). 

La pretensión de cualquier emisor es que el significado de su discurso o texto exprese, de 

manera verbal, el contenido cognitivo que quería transmitir, de forma tal que sea 

comprensible para un receptor y se logre el propósito comunicativo del emisor, que siempre 

será el de conseguir determinado efecto, por sencillo que sea, en el receptor (Van Dijk, 1996).  

No obstante lo anterior, un discurso o un texto no expresa, por sí solo, el contenido 

cognitivo. Sería más preciso decir que el emisor pone a disposición del receptor la 

combinación coherente y ordenada de signos lingüísticos que elaboró para que el receptor 

los decodifique y los interprete de tal manera que logre formarse una representación de un 

contenido cognitivo (Forrest et al., 2000). En un caso de éxito comunicativo, es decir, un caso 
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en el que se cumpla el propósito comunicativo del emisor, la representación que se forma el 

receptor será lo más similar posible a la representación de la que partió el emisor (Forrest et 

al., 2000; Van Dijk 1996). 

Por su parte, para la decodificación, interpretación y formación de una representación 

cognitiva, el receptor se sirve de, por lo menos, tres tipos de conocimiento o marcos (Forrest 

et al., 2000; Ricoeur, 2006; Van Dijk, 1996). En primer lugar, el receptor emplea su 

conocimiento intuitivo del sistema de la lengua para identificar lexemas (“palabras”), 

morfemas (partes de las palabras) y sintagmas (frases y oraciones), así como su sentido, y 

sus referencias básicas y genéricas. En segundo lugar, el receptor reconoce los elementos 

morfosintácticos (gramaticales) y pragmáticos que permiten establecer conexiones lógicas 

entre oraciones, e interpreta el significado de estas conexiones de acuerdo con 

conocimientos sobre el mundo, compartidos por una comunidad.  

En tercer lugar, el receptor integra, a su tarea de interpretación, información sobre el 

contexto de la interacción comunicativa, y sobre normas y convenciones sociales de 

interacción comunicativa que sean pertinentes para aclarar o especificar los sentidos, las 

referencias y las intenciones que sean necesarias. Finalmente, hay que agregar que el 

receptor también hace uso, tanto del conocimiento sobre el mundo, como del conocimiento 

de marcas de énfasis propias de una lengua, para reconstruir la organización temática y 

jerárquica del discurso o texto. En otras palabras, además de la comprensión semántica y 

pragmática de los enunciados y las relaciones entre estos, también son necesarios otros 

conocimientos generales y lingüísticos para reconocer las ideas, temas y referentes 

principales de un discurso o texto. 

Teniendo en cuenta los conocimientos y los procesos necesarios para la decodificación e 

interpretación de discursos y textos, es claro que el éxito comunicativo depende cuatro 

factores principalmente: a) el cumplimiento de las normas y convenciones formales, y de 

significado del sistema de la lengua que se use; b) el seguimiento de normas y convenciones 

de interacción comunicativas adecuadas para cada contexto; c) la pertinente selección, 

presentación de conocimientos y referentes relevantes y compartidos; y d) la correcta 

disposición, organización y jerarquización de la información. Al primer factor, lo 

denominaremos adecuación gramatical; al segundo, adecuación pragmática; al tercero, 

adecuación referencial; y, al cuarto, adecuación temática. En muchos casos, estos factores no se 

cumplen o incumplen de manera separada sino de manera conjunta y conectada.  

Siempre que la intención de un emisor no sea engañar, confundir, evadir o algo similar, es 

razonable presuponer que el emisor intentará cumplir adecuadamente con esos cuatro 

factores recién descritos. Se espera que el emisor, razonablemente, intente que su discurso 

o texto sea exitoso comunicativamente para cumplir con su propósito (más allá de la 

comunicación). Además, en algunas ocasiones, también hay incentivos u obligaciones 

sociales para que el emisor lo haga; de hecho, esta suposición hace parte del estudio 

lingüístico de las interacciones verbales y se denomina el principio de cooperación (PC) (Van 

Dijk 1996; Grice 1991).  
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De acuerdo con el mencionado principio, el comportamiento de los participantes de un 

intercambio verbal puede estudiarse de acuerdo con el cumplimiento o incumplimiento de 

ciertas máximas abstractas que asegurarían el éxito de la comunicación en circunstancias 

ideales. En otras palabras, si suponemos las características ideales que debería tener un 

discurso o un texto para ser exitoso comunicativamente, podremos describir cómo y por qué 

un discurso o texto particular logra o no un propósito comunicativo en virtud del 

cumplimiento de esas características ideales, o a pesar de su incumplimiento o de un 

cumplimiento indirecto o parcial. 

De acuerdo con la propuesta de Grice (1991), las máximas que componen el PC son cuatro: 

la de cantidad, la de calidad, la de relación y la de manera. La primera máxima tiene que ver 

con la cantidad de información que el emisor debería presentar. La segunda máxima tiene 

en cuenta la veracidad de la información presentada. La tercera máxima se refiere a la 

relevancia de la información presentada. Finalmente, la cuarta máxima se relaciona con la 

forma de presentación de la información, en particular, con su claridad, brevedad y 

organización. A continuación, se presenta una descripción detallada de cada máxima. 

I) Máxima de cantidad: El emisor debe ser tan informativo como lo requiera la situación, de 

tal manera que no provea muy poca información para ser comprendido correctamente, ni 

demasiada información al punto de que se vuelva confusa o difícil de procesar para el 

receptor. 

II) Máxima de calidad: El emisor debe ser sincero, de tal manera que no digan algo contrario 

a la realidad o falso, o algo de lo que no tienen evidencia o información suficiente. 

III) Máxima de relación: El emisor debe aportar información relevante de acuerdo con la 

situación comunicativa y las exigencias del contexto, así como la organización temática y la 

secuencia lineal del discurso o texto.  

IV) Máxima de manera: El emisor debe ser claro, conciso y ordenado, y debe evitar 

expresarse de manera confusa, ambigua y vaga.  

La gestión correcta de los factores de los que depende el éxito comunicativo y un 

cumplimiento del PC derivan en intereses, tareas y hasta responsabilidades aún más 

apremiantes para quien escribe. Tal como explica Ricoeur (2006), la creación de textos 

implica una serie de consideraciones diferentes a la producción de discursos orales. Por un 

lado, implica trabajar con las convenciones propias de la escritura de una lengua, incluyendo 

el uso de signos parasintácticos, es decir, signos no verbales que sirven para resaltar 

características sintácticas y semánticas de enunciados o grupos de enunciados tales como la 

puntuación o el espaciado que indica la separación entre párrafos. A diferencia de las 

convenciones y signos parasintácticos empleados en la comunicación oral (que son en gran 

parte intuitivos, como la duración, las pausas y la entonación), las convenciones y signos 

parasintácticos propios de la escritura requieren un entrenamiento formal.  

Por otro lado, dado que, la gran mayoría de las veces, la lectura de un texto se realiza en un 

contexto espacial y temporal diferente a aquel en el que se escribió ese texto, quien escribe 

debe servirse lo menos posible de sentidos y referencias cuya comprensión dependa de 
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elementos del contexto inmediato. Por ello, la calidad de las descripciones que el escritor 

haga de los referentes y las situaciones tratadas es indispensable para la comprensión de un 

texto escrito. Un caso límite de esto sucede cuando se tratan referentes y situaciones ficticias, 

pues es imposible, no sólo acudir a un contexto inmediato, sino también a cualquier contexto 

compartido en el mundo real. 

Para efectos del presente recurso, se considerará la posibilidad de éxito comunicativo de los 

ítems de la prueba teniendo en cuenta principalmente los cuatro factores presentados 

anteriormente en conjunción con el cumplimiento del PC. Tanto los factores como las 

máximas que componen el PC se resumen en la siguiente tabla. 

 

 

 

Factores de los que 

depende el éxito 

comunicativo 

a) el cumplimiento de normas y convenciones formales, y de 

significado del sistema de la lengua que se use  

b) el seguimiento de normas y convenciones de interacción 

comunicativas adecuadas para cada contexto 

c) la pertinente selección, presentación o sugerencia de 

conocimientos y referentes relevantes y compartidos 

d) la correcta disposición, organización y jerarquización de la 

información 

 

 

 

 

 

Máximas del principio de 

cooperación 

I) Máxima de cantidad: el emisor debe ser tan informativo 

como lo requiera la situación, de tal manera que no provea 

muy poca información para ser comprendido correctamente, 

ni demasiada información al punto de que se vuelva confusa 

o difícil de procesar para el receptor. 

II) Máxima de calidad: El emisor debe ser sincero, de tal 

manera que no digan algo contrario a la realidad o falso, o 

algo de lo que no tienen evidencia o información suficiente. 

III) Máxima de relación: El emisor debe aportar información 

relevante de acuerdo con la situación comunicativa y las 

exigencias del contexto, así como la organización temática y 

la secuencia lineal del discurso o texto.  

IV) Máxima de manera: El emisor debe ser claro, conciso y 

ordenado, y debe evitar expresarse de manera confusa, 

ambigua y vaga. 

Tabla. Principios para la valoración de la posibilidad de éxito comunicativo 

Para finalizar, se debe precisar que, en el contexto de una prueba objetiva, los incentivos y 

obligaciones sociales que motivan el cumplimiento de los principios descritos son mayores. 

En últimas, los diseñadores de los instrumentos de evaluación deben ajustarse al máximo 

a dichos principios con el fin de garantizar la calidad y confiabilidad del proceso. Si, por 

ejemplo, se presentan ítems mal escritos, incoherentes, sobredescritos o subdescritos, en los 

términos aquí presentados, se podrá desconfiar de la efectividad y calidad del instrumento 

de evaluación.  

   



Página 17 de 123 
 

Valoración de la validez a partir de la evidencia basada en el contenido desde la 

psicometría 

Dentro de la psicometría uno de los principales conceptos relacionados con los instrumentos 

de medición es el de validez. Según la American Educational Research Association –AERA, et 

al.–, (2014) la validez es el “grado en que la evidencia y la teoría respaldan las 

interpretaciones de los puntajes de una prueba para los usos propuestos de la prueba” (p. 

11). AERA et al. (2014) proponen cinco factores que configuran la evidencia de validez: (1) 

la evidencia basada en el contenido de la prueba, (2) la evidencia basada en los procesos de 

respuesta, (3) la evidencia basada en la estructura interna, (4) la evidencia basada en 

relaciones con otras variables, (5) y la evidencia basada en las consecuencias de uso de las 

pruebas. 

La evidencia basada en el contenido de la prueba está relacionada con las especificaciones de la 

prueba, así como con la redacción y el formato de los ítems, de tal manera que se haga un 

análisis de la relación entre el contenido de la prueba y el marco teórico propuesto para la 

evaluación (AERA et al., 2014). Como lo mencionan Pedrosa, Suárez-Álvarez y García-Cueto 

(2013), el concepto de validez de contenido se ha incluido en la literatura de la medición 

desde la década de 1940 y ha estado ligado con el sustento teórico de una prueba, dada la 

conexión lógica que se debe demostrar entre el contenido del instrumento y la teoría sobre 

la que está construido. En otras palabras, se debe demostrar que los ítems representan todos 

los componentes del dominio a medir, así como que cada uno tiene una relación evidente 

con el dominio para el cual fue construido. 

La validez de contenido también se ha caracterizado según el criterio de que el instrumento 

debería presentar un muestreo adecuado de las conductas que se busca evaluar (Escobar y 

Cuervo, 2008). Es decir, los ítems son suficientes para realizar la medición del constructo o 

dominios, tanto en cantidad, como en los aspectos que deberían medirse (componentes del 

constructo o dominio). Por lo anterior, la validación de cada uno de los ítems resulta de 

importancia para la evaluación propuesta y, por lo tanto, para la validez del instrumento 

usado. 

Uno de los métodos más empleados para respaldar la evidencia de contenido de un 

instrumento es el juicio de expertos, el cual consiste recoger la opinión de personas 

altamente cualificadas y profundamente informadas sobre las dimensiones o ítems a incluir 

como parte de la evaluación. Escobar y Cuervo (2008) listan algunas características de los 

expertos, entre las que se destacan que tengan experiencia en el tema a evaluar, la 

construcción de instrumentos o algún otro tema que se pueda ver relacionado con la 

evaluación; tener un amplio reconocimiento en el campo en el cual se necesita su experticia; 

y, además, las habilidades necesarias para la emisión de juicios imparciales. 

Como lo mencionan Pedrosa, Suárez-Álvarez y García-Cueto (2013), la evaluación del 

contenido de los ítems o el instrumento a partir del juicio de expertos se realiza 

generalmente usando escalas Likert con el fin de tener una escala en común a partir de la 

cual se pueda obtener una calificación que determine si el ítem debe ser incluido en el 

instrumento de evaluación. Las categorías usadas por los expertos para llevar a cabo la 
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evaluación pueden variar según el autor. Uno de los referentes más citados, en lengua 

hispana1, es el artículo de Escobar y Cuervo (2008, p. 35) en el cual se proponen cuatro 

categorías desde las cuales se pueden hacer juicios de expertos: 

• Suficiencia: Los ítems que pertenecen a una misma dimensión bastan para obtener 

la medición de ésta. 

• Claridad: El ítem se comprende fácilmente, es decir, su sintáctica y semántica son 

adecuadas (en consonancia con los elementos lingüísticos descritos anteriormente). 

• Coherencia: El ítem tiene relación lógica con la dimensión o indicador que está 

midiendo. 

• Relevancia: El ítem es esencial o importante; es decir, debe ser incluido dado que 

evalúa la competencia a medir. 

Dado que estas categorías están planteadas para hacer la validación de los ítems, 

usualmente, los validadores tienen acceso a la estructura del instrumento, que contiene las 

definiciones y dimensiones que constituirán la evaluación realizada con el instrumento. Para 

el presente recurso, en todo caso, dado que sólo se cuenta con los ítems reconstruidos y con 

los referentes del programa de formación (syllabus, lecturas), se puede acceder a tres 

criterios: claridad, coherencia y relevancia. 

Conviene, entonces, tener algunos criterios que orienten la valoración de la claridad del ítem 

en términos formales y de contenido. Aiken (2003, p. 31) ofrece un listado de criterios para 

la escritura de ítems que pueden adoptarse para la valoración propuesta. A continuación, se 

listan los que se tendrán en cuenta para el presente recurso: 

1) Incluya la mayor parte de la información en el contexto y el enunciado del ítem. Es 

ineficiente repetir las mismas palabras en cada opción y a los examinados les resulta 

menos difícil revisar opciones más cortas. 

2) Si las opciones tienen un orden natural, como fechas o edades, es recomendable 

disponerlas en ese orden. De otro modo, ordénelas aleatoria o alfabéticamente 

(siempre que la alfabetización no proporcione señales para la respuesta correcta). 

3) Procure que todas las opciones sean aproximadamente de la misma extensión, que 

sean gramaticalmente correctas y apropiadas en relación con el contexto y enunciado 

del ítem. Sin embargo, no deje que el tronco revele la opción correcta por medio de 

asociaciones verbales u otras señales. 

4) Asegúrese de que todas las opciones sean plausibles para los examinados que no 

conocen la respuesta correcta, pero que solo una opción sea correcta o “la mejor”. 

Los errores populares son buenos distractores. 

5) Evite, o al menos minimice, el uso de expresiones negativas como “no” en el 

contexto, enunciado del ítem o las opciones. En caso de hacerlo, resáltelo de forma 

que sea evidente para los examinados. 

6) No deben usarse contextos, enunciados de ítem y opciones ambiguos o capciosos. 

 
1 Algunos de los artículos donde se toma como referencia son Rodríguez, Urías y Valdés, 2020; Zamora, Serrano y 
Martínez, 2020; Galicia, Balderrama y Edel, 2017; Moreno y Monroy, 2016; Dorantes, Hernández y Tobón, 2016. 
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7) Use con moderación las expresiones “ninguno de los anteriores”, “todos los 

anteriores”, o “más de uno de los anteriores”. Además, evite el uso de expresiones 

de frecuencia como “siempre” o “nunca”. 

8) Procure que cada ítem sea independiente de otros (que no se entrelacen o 

interrelacionen). Este criterio aplica solo para los ítems o contextos que no deberían 

estar relacionados con ítems diferentes a aquellos con los que debe tener relación 

evidente.   

 

En cuanto a la coherencia y la relevancia, se debe agregar que estas categorías, cuando 

se trata de un proceso de formación, deben ponerse en consonancia con el diseño 

pedagógico de dicho proceso. En este caso, como ya se mencionó, se partió, no sólo de 

un Acuerdo Pedagógico, sino también de unos syllabus, los cuales contenían, como se 

puede ver en los anexos a este recurso, entre otros, los siguientes elementos: objetivo 

general del programa, objetivos específicos del programa, competencias genéricas, 

contenidos, objetivos de aprendizaje y bibliografía de consulta obligatoria.    

Cabe precisar, en relación con el último componente mencionado, que éste también 

puede afectar la validez de la prueba en relación con la suficiencia y calidad de las 

fuentes de información propuesta en el proceso de formación. En esta medida, tendrá 

que reconocerse la jerarquía de fuentes tanto académicas como jurídicas con el fin de 

determinar si los ítems basados en determinadas fuentes cumplían con criterios de 

coherencia y relevancia. 

Por demás, todos aspectos mencionados, en un análisis ex post, el cual debería ejecutar 

la Entidad, tendrán un efecto importante sobre el denominado índice de discriminación 

(Bazán, 2000): "la discriminación de una pregunta se mide por el grado en que la 

pregunta ayuda a ampliar las diferencias estimadas entre los que obtuvieron un puntaje 

total de la prueba relativamente alto de los que obtuvieron un puntaje relativamente 

bajo" (p.6). Es decir, este índice permite determinar qué tanto la respuesta del ítem está 

relacionada con las evidencias recolectadas para determinar los desempeños de los 

sujetos, o qué tanto se aleja de estas evidencias. En palabras más planas, la 

discriminación tiene que ver con la capacidad del ítem para distinguir entre quienes sí 

tienen la competencia o alcanzaron los objetivos del proceso de formación, y los que no.       

En todo caso, a continuación, se presentan evidencias de que los ítems de la prueba no 

cumplen con los criterios tanto lingüísticos como psicométricos aquí mencionados. 

Adicionalmente, como es de esperarse, también se presentan evidencias de que los ítems 

objetados tampoco son precisos en términos de contenido. 

 

5. Yerros que afectan la calificación general de la evaluación ítem por ítem  

Para comenzar, es importante aclarar que, si bien el protocolo de exhibición “prohíbe” la 

conducta de copia literal de las preguntas, en ningún momento, prohíbe la memorización o 

el uso de técnicas de reconstrucción de los datos: llámese taquigrafía, nemotecnia o 

cualquier recurso habido o por haber en aras de recuperar el contenido de los ítems 
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aplicados en el examen. Adicionalmente, la Corte Constitucional, a través de la SU-067 de 

2022 (la cual versa, precisamente, sobre esta Convocatoria 27), citando la T-1023 de 2006, la 

T-180 de 2015 y la T-227 de 2019, ha establecido que “la reserva no le puede ser oponible al 

directamente implicado, pues de ser así se le impediría obtener los elementos necesarios 

para efectuar las reclamaciones o adelantar las acciones judiciales que considere 

pertinentes”.  

 

En la medida de lo anterior, manifiesto que apliqué una serie de técnicas de reconstrucción 

y recuperación de la información con el fin de obtener la versión más fidedigna posible de 

los ítems que pretendo objetar. Por demás, insisto en que sería anticonstitucional que me 

prohibiese o sancionase de manera alguna por el hecho de transcribir aquí la reconstrucción 

que se logró del ítem en discusión. De nuevo, me asiste ese derecho (por demás, 

fundamental) a la prueba, con el fin de adelantar ésta y futuras acciones relacionadas con la 

convocatoria. 

 

A continuación, presento objeciones ítem por ítem del instrumento de evaluación según los 

resultados obtenidos:  

 

JORNADA DE LA MAÑANA DEL 19 DE MAYO DE 2024 

 

1. La Pregunta 5 indicaba: “Kotter, (2005), indica que: “El liderazgo se ocupa de enfrentar el 

cambio, lo cual se hace necesario para sobrevivir y competir eficazmente en un entorno cada 

vez más competitivo y volátil. Así, para liderar a una organización hacia el cambio 

constructivo, se debe empezar por fijar una orientación: elaborando una visión del futuro 

junto con las estrategias para generar los cambios que son necesarios para lograr esa visión, 

y alinear a las personas”.  

La expresión alinear a las personas, expuesta por el autor, significa que en la actividad de liderazgo 

se debe 

brindar capacitación a los que la necesiten, comunicar los planes a la fuerza laboral y decidir cuánta 

autoridad se va a delegar. 

escoger una estructura de cargos y de relaciones de dependencia y dotarla con las personas idóneas 

para los cargos. 

comunicar la nueva orientación a quienes pueden crear coaliciones, comprenden la visión y están 

comprometidos con su logro. 

crear sistemas humanos que puedan implementar planes tan precisa y eficientemente como sea 

posible”. 

JUSTIFICACIÓN: Se marcaba como la respuesta correcta: comunicar la nueva orientación 

a quienes pueden crear coaliciones, comprenden la visión y están comprometidos con su 

logro. 
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Sin embargo, yo contesté “brindar capacitación a los que la necesiten, comunicar los planes a la 

fuerza laboral y decidir cuánta autoridad se va a delegar”, la cual resulta igualmente válida, en 

tanto que brindar capacitación a los que la necesiten, es una tarrea indispensable para 

alinear a las personas, equivalente a comunicar la nueva orientación a quienes puedan crear 

coaliciones, y al mismo tiempo, decidir cuánta autoridad se va a delegar, es transversal al 

ejercicio de determinar “quiénes pueden crear coaliciones”. Por lo tanto, ambas respuestas 

son igualmente válidas, y expresan el sentido del enunciado base. 

Aunado a lo anterior, el ítem se centra únicamente en medir la comprensión de lectura, dado 

que solo indaga por la manera en que el evaluado interpreta una expresión en concreto 

(“alinear a las personas”) como parte de un texto más amplio. Por lo tanto, se puede 

cuestionar si se miden las habilidades humanas en el contexto de las eventuales labores en 

la rama judicial. Se ahondará en este aspecto al momento de analizar el cumplimiento del 

acuerdo y del Syllabus.  

Por otro lado, también se pueden objetar errores de puntuación en el contexto y en las 

opciones de respuesta (clave y distractores), además de errores de ortografía en el 

enunciado.  

• En el contexto, se introduce una cita directa de la siguiente manera: Kotter, (2005), 

indica que: “El liderazgo se ocupa de (…)”. Se detecta un uso inadecuado de los 

signos de puntuación porque hay dos comas entre sujeto y predicado, a saber, las 

comas que aíslan la fecha de la fuente. Esto se trata no solo de un error de 

puntuación, sino incluso de citación, dado que es posible que la persona que elaboró 

el ítem hay pensado que las comas que hay dentro del paréntesis cuando se tienen 

datos como autor, fecha y número de página se mantienen. Sin embargo, la forma 

correcta de introducir la cita es la siguiente: Kotter (2005) indica que “el liderazgo 

…”. Dado que la cita se asimila al sistema empleado por las normas de la American 

Psychological Association (APA, por sus siglas en inglés), se puede acudir al manual 

de citación, donde se explica que el apellido del autor es parte del texto y la fecha se 

ubica entre paréntesis inmediatamente después del apellido en citas narrativas. 

Además, el apellido del autor puede ubicarse en cualquier lugar dentro de la oración 

siempre que eso tenga sentido. Así las cosas, el formato de citación, según las 

normas, es incorrecto.  

• En el enunciado de un ítem, se suelen destacar aquellos términos o expresiones del 

contexto por lo cuales se quiere indagar. Eso debería aplicarse en la expresión 

“alinear a las personas”, pero no tiene ningún tipo de énfasis, por lo que el evaluado 

no podría saber con exactitud la extensión de la expresión por la cual se pregunta. 

Al respecto, la Ortografía de Real Academia Española explica que las comillas tienen 

usos metalingüísticos, es decir, “aquellos en los que un término, una expresión o un 

enunciado se emplean no para comunicar el mensaje que contienen, sino para decir 

algo de ellos, para comentarlo desde un punto de vista lingüístico”2. Así las cosas, la 

 
2 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. El uso de los signos ortográficos. En: Ortografía de la lengua española. 
Real Academia Española y Asociación de Academias de la lengua española, 2010. 
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ausencia de dicho elemento no solo confunde al evaluado, sino que omite una de las 

recomendaciones ortográficas de la Real Academia Española. 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Fuente de información  

Un primer aspecto que se debe mencionar es el uso inadecuado que se hace del documento 

base de elaboración del ítem. La fuente es parte de la unidad 1 del programa de habilidades 

humanas: KOTTER, John P. Lo que de verdad hacen los líderes. En: Harvard Business 

Review. 2005. Vol. 83, nro. 11. pp. 17-25. Según los elementos de citación del contexto, se 

trata de una cita directa extensa tomada del artículo que no fue objeto de cambios u 

omisiones de información. Sin embargo, cuando se intenta rastrear la cita en el artículo, se 

encuentra que, en realidad, no solo no se trata de una cita directa, sino que es un fragmento 

de texto que surge al unir varias oraciones en un solo párrafo. Veamos:  

“(1) El liderazgo se ocupa de enfrentar el cambio, lo cual se hace necesario para sobrevivir 

y competir eficazmente en un entorno cada vez más competitivo y volátil. (2) Así, para 

liderar a una organización hacia el cambio constructivo, se debe empezar por fijar una 

orientación: elaborando una visión del futuro junto con las estrategias para generar los 

cambios que son necesarios para lograr esa visión, (3) y alinear a las personas”.  

 

(1)                                                                         (2)  

  

 

 

(3)  

 

 

Por lo tanto, es sumamente cuestionable que se haya generado una presunta cita directa con 

base en fragmentos del documento y que dichos fragmentos incluso hayan sido cambiados. 

Una cita directa debe contener las palabras textuales de un autor y, de no ser así, debe ser 

una cita indirecta. No obstante, el fragmento no puede ni siquiera ser tratado de esa manera 

por la presencia de las comillas.  

Esta misma situación se repite en las opciones de respuesta, dado que estas son citas 

textuales del texto, pero sin la debida atribución de autoría. En efecto, esto no es esperable 

en la elaboración de ítems, pero tampoco lo es que los ítems no sean una creación original 

por parte de un grupo de expertos.  

Opciones de respuesta Fragmento del texto 

KOTTER, John P. Lo que de verdad hacen los 
líderes. En: Harvard Business Review. 2005. 
Vol. 83, nro. 11.  Fragmento de la página 23.  
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crear sistemas humanos que puedan 

implementar planes tan precisa y 

eficientemente como sea posible. 

 

 

escoger una estructura de cargos y de 

relaciones de dependencia y dotarla con las 

personas idóneas para los cargos. 

brindar capacitación a los que la necesiten, 

comunicar los planes a la fuerza laboral y 

decidir cuánta autoridad se va a delegar. 

 

 

Incumplimiento del acuerdo y del Syllabus  

Si bien el programa de habilidades humanas busca “implementar procesos de formación 

por competencias en habilidades humanas” o “facilitar herramientas teórico prácticas”, el 

fin último de esto es mejorar el relacionamiento interpersonal, identificar conductas para 

dirigir y liderar equipos de trabajo, o prevenir el acoso laboral. Sin embargo, el ítem 

simplemente se limita a medir la comprensión de lectura de los evaluados y esto ni siquiera 

se realiza en relación con la gestión judicial.  

Análisis de contenido  

A partir de la presunta cita textual de Kotter, se pregunta al evaluado por el siguiente 

fragmento: “Así, para liderar a una organización hacia el cambio constructivo, se debe 

empezar por fijar una orientación: elaborando una visión del futuro junto con las estrategias 

para generar los cambios que son necesarios para lograr esa visión, y alinear a las personas”. 

En concreto, se le pide que, a partir de la expresión “alinear a las personas”, relacione qué 

significado le atribuye esto a la actividad de liderazgo. Entre las opciones posibles, se indica 

que la clave es la siguiente: “comunicar la nueva orientación a quienes pueden crear 

coaliciones, comprenden la visión y están comprometidos con su logro”.  Por lo tanto, la 

respuesta correcta es la siguiente: “La expresión alinear a las personas, expuesta por el autor, 

significa que en la actividad de liderazgo se debe comunicar la nueva orientación a quienes 

pueden crear coaliciones, comprenden la visión y están comprometidos con su logro”. Sin 

embargo, llegar a esta respuesta implica por parte del evaluado un proceso de memoria de 

la lectura, dado que se basa en el siguiente fragmento textual: “Sin embargo, la actividad de 

liderazgo equivalente es alinear a las personas. Esto significa comunicar la nueva orientación 

a quienes pueden crear coaliciones, comprenden la visión y están comprometidos con su 

logro.”3.   

 
3 KOTTER, John P. Lo que de verdad hacen los líderes. En: Harvard Business Review. 2005. Vol. 83, nro. 
11. pp. 17-25. 
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Respuestas posibles 

Con base en todo lo anterior, se tiene que el contexto del ítem no sigue criterios de citación 

adecuados y, como ya se indicó, no se trata ni siquiera de un fragmento textual. Sumado a 

esto, dicho contexto no podría permitirle al evaluado analizar adecuadamente el fragmento 

que se problematiza en el enunciado y la manera en que la lectura base de construcción del 

ítem comprende el liderazgo, lo cual abre la posibilidad a más de una respuesta posible. Por 

lo tanto, hay más de una respuesta posible que incluso se derivan de un contexto 

erróneamente planteado.  

Pretensiones sobre el ítem  

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 5 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

2. La Pregunta 6 indicaba: “Carro-Suárez, y otros, realizaron una investigación sobre 

la cultura organizacional y su influencia en la sustentabilidad. Según los autores: “La 

cultura de la organización influye en su sustentabilidad, sobre todo cuando se apoya 

en estrategias que permitan mejorar la productividad y las condiciones laborales, las 

buenas relaciones de trabajo y las buenas prácticas ambientales, la promoción del 

diálogo social, el desarrollo de recursos humanos y la mitigación del impacto 

ambiental, de tal manera que sus empleados las adopten como parte de sus valores 

y cultura personal”. 

La afirmación de que, la cultura de la organización influye en su sustentabilidad, se 

fundamenta en   

sensatas medidas de desarrollo del recurso humano que faciliten la sustentabilidad. 

óptimas condiciones laborales para que el personal no tenga que debatirse entre la 

rentabilidad y la sustentabilidad. 

innovadoras estrategias ambientales que mitiguen el daño causado por la productividad.  

buenas prácticas ambientales, laborales y de producción que hagan parte de los valores 

esenciales de la empresa.   
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JUSTIFICACIÓN: Se marcaba como la respuesta correcta: buenas prácticas ambientales, 

laborales y de producción que hagan parte de los valores esenciales de la empresa. 

Sin embargo, yo contesté “ óptimas condiciones laborales para que el personal no tenga que 

debatirse entre la rentabilidad y la sustentabilidad”, la cual resulta igualmente válida, en 

tanto que el equilibrio entre sustentabilidad y rentabilidad es la idea esencial del texto base 

de la pregunta, y ambas respuestas, tanto la b y la d, expresan el sentido del texto citado; 

equilibrar los valores de la empresa con buenas prácticas ambientales, sin sacrificar la 

sustentabilidad, es lo que el autor quiere expresar cuando señala que se debe buscar “el 

desarrollo de recursos humanos y la mitigación del impacto ambiental, de tal manera que 

sus empleados las adopten como parte de sus valores y cultura personal”. 

Se pueden objetar errores de puntuación en el contexto, en las opciones de respuesta (clave 

y distractores) y en el enunciado.  

• Contexto: un primer error que se detecta en esta parte del ítem es la inclusión de 

comas entre sujeto y predicado. Se recuerda que la Gramática de la Real Academia 

Española indica que “es incorrecto escribir coma entre el grupo que desempeña la 

función de sujeto y el verbo de una oración, incluso cuando el sujeto está compuesto 

de varios elementos separados por comas”4. En el contexto, se tiene la siguiente 

oración: “Carro-Suárez, y otros, realizaron una investigación sobre la cultura 

organizacional y su influencia en la sustentabilidad”. En este caso, el sujeto está 

compuesto por “Carro-Suárez y otros” y el predicado tiene su núcleo verbal en 

“realizaron”. Por lo tanto, las comas por medio de las cuales se encierra “y otros” es 

incorrecta.  

• Otro error se detecta cuando se introduce la presunta cita directa, dado que se tiene 

lo siguiente: “Según los autores: ‘La cultura de la organización influye en su 

sustentabilidad (…)”. En este caso, cuando quiere introducir una cita por medio de 

la preposición “según”, seguida de los nombres de los autores, se desaconseja el uso 

de los dos puntos.  

• Otro inconveniente se detecta en el presunta cita textual cuando se usa el posesivo 

“su”: “Carro-Suárez, y otros, realizaron una investigación sobre la cultura 

organizacional y su influencia en la sustentabilidad. Según los autores: ‘La cultura 

de la organización influye en su sustentabilidad, sobre todo (…)’ “. Este posesivo 

debe tener concordancia para la primera y segunda persona del singular 

(tú/usted/él/ella) y, según la Gramática de la Real Academia5 Española, debe tener 

un referente, el cual se ubicar inmediatamente después. Sin embargo, ni en el 

contexto ni en el enunciado se detecta dicho referente, el cual se esperaría que 

corresponda a “compañía”, “organización”, “entidad” o “institución”, dado que es 

en estos lugares donde se concreta la propuesta de un desarrollo sustentable en 

relación con la cultura organizacional.  
 

4 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. El uso de los signos ortográficos. En: Ortografía de la lengua española. 
2010. [Énfasis fuera del texto] 
5 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Los posesivos. En: Nueva gramática de la lengua española. Real 
Academia Española, 2019. pp. 343-354.  
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• Enunciado: en este caso, de nuevo, se incluyen comas entre sujeto predicado, en 

concreto, cuando se pretende aislar “la cultura organizacional influye en su 

sustentabilidad”. Se reitera que no es aconsejable aislar el sujeto del predicado, 

aunque el primero tenga una extensión considerable, como sucede en este caso.  

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Fuente de información  

Un primer aspecto que se debe mencionar es el uso inadecuado que se hace del documento 

base de elaboración del ítem. La fuente es parte de la unidad 2 del programa de habilidades 

humanas: CARRO-SUÁREZ, Jorge, SARMIENTO-PAREDES, Susana y ROSANO-

ORTEGA, Genoveva. La cultura organizacional y su influencia en la sustentabilidad 

empresarial. La importancia de la cultura en la sustentabilidad empresarial. Estudios 

Gerenciales [en línea]. 2017, vol. 33, nro. 145. pp. 352-365. 

https://doi.org/10.1016/j.estger.2017.11.006. Según los elementos de citación del contexto, se 

trata de una cita directa extensa tomada del artículo que no fue objeto de cambios u 

omisiones de información. Sin embargo, cuando se intenta rastrear la cita en el artículo, se 

encuentra que, en realidad, no solo no se trata de una cita directa, sino que es un fragmento 

de texto que surge al unir varias oraciones en un solo párrafo. Veamos:  

 

 

Por lo tanto, es sumamente cuestionable que se haya generado una presunta cita directa con 

base en fragmentos del documento y que dichos fragmentos incluso hayan sido cambiados. 

Una cita directa debe contener las palabras textuales de un autor y, de no ser así, debe ser 

una cita indirecta. No obstante, el fragmento no puede ni siquiera ser tratado de esa manera 

por la presencia de las comillas. Cabe recordar que una cita indirecta, según la séptima 

“La cultura de la organización influye en su 
sustentabilidad, sobre todo cuando se 
apoya en estrategias que permitan mejorar 
la productividad y las condiciones 
laborales, las buenas relaciones de trabajo 
y las buenas prácticas ambientales, la 
promoción del diálogo social, el desarrollo 
de recursos humanos y la mitigación del 
impacto ambiental, de tal manera que sus 
empleados las adopten como parte de sus 
valores y cultura personal”. 

 
 

https://doi.org/10.1016/j.estger.2017.11.006
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edición de las normas APA, se trata de reiterar las ideas de otra persona en las palabras de 

aquel que escribe un nuevo documento. 6 

Incumplimiento del acuerdo y del Syllabus  

Si bien el programa de habilidades humanas busca “implementar procesos de formación 

por competencias en habilidades humanas” o “facilitar herramientas teórico prácticas”, el 

fin último de esto es mejorar el relacionamiento interpersonal, identificar conductas para 

dirigir y liderar equipos de trabajo, o prevenir el acoso laboral. Sin embargo, el ítem 

simplemente se limita a medir la comprensión de lectura de los evaluados y esto ni siquiera 

se realiza en relación con la gestión judicial.  

Respuestas posibles 

Con base en todo lo anterior, se tiene que el contexto del ítem no sigue criterios de citación 

adecuados y, como ya se indicó, no se trata ni siquiera de un fragmento textual. Sumado a 

esto, dicho contexto no podría permitirle al evaluado analizar adecuadamente el fragmento 

que se problematiza en el enunciado y la manera en que la lectura base de construcción del 

ítem comprende el liderazgo, lo cual abre la posibilidad a más de una respuesta posible. Por 

lo tanto, hay más de una respuesta posible que incluso se derivan de un contexto 

erróneamente planteado.  

Pretensiones sobre el ítem  

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 6 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

3. La Pregunta 8 señala: “Los resultados del estudio sobre el clima laboral como un 

elemento del compromiso organizacional, (Domínguez y otros (2013) indican que: el 

compromiso y el clima organizacional son actitudes relacionadas con los valores y 

objetivos de una organización. En el estudio se observan las relaciones en las 

dimensiones del clima organizacional y las del compromiso. Los hallazgos señalan 

 
6 AMERIAN PSYCHOLOGICAL ASSOCIATION. Works credited in the text. En: Publication Manual of the 
American Psychological Association. Washington: American Psychological Association. pp. 253-278.  
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que tres de los cuatro factores en que se agrupan las dimensiones del clima 

organizacional se correlacionan con el compromiso institucional, estos son: la 

comunicación, la motivación y la estructura. Es decir que, el clima sano de una 

organización incluye variables como: la naturaleza de las redes de comunicación de 

las organizaciones, los sistemas de recompensas y las técnicas para la fijación de 

objetivos y otras herramientas. Adaptado de DOMÍNGUEZ, Luis, RAMÍREZ Álvaro 

& GARCÍA, Andrés. El clima laboral como un elemento del compromiso 

organizacional. Revista Nacional de Administración, 4 (1): (pp.59-70) enero-junio, 

2013 

Del texto descrito se pueden deducir las siguientes opciones, excepto que 

1. Las variables del clima organizacional producen efectos positivos en el compromiso 

organizacional cuando son favorables. 

2. El clima organizacional y el compromiso institucional se relacionan porque se enmarcan 

en las mismas dimensiones. 

3. Las redes de comunicación de la organización son variables del clima laboral. 

4. El compromiso organizacional resulta ser un elemento del clima organizacional. 

a. 1 y 3 son correctas. 

b. 1 y 4 son correctas. 

c. 2 y 4 son correctas. 

d. 3 y 2 son correctas. 

JUSTIFICACIÓN: En la respuesta, indiqué que las opciones 1 y 3 eran correctas, pero en la 

corrección, indican que los numerales 2 y 4 son correctos. Sin embargo, la pregunta incluye 

la partícula “excepto que” generando una profunda ambigüedad, y una incongruencia 

frente a la respuesta que fue considerada correcta, pues nótese que, por ejemplo, el 

enunciado del numeral 2 señala “El clima organizacional y el compromiso institucional se 

relacionan porque se enmarcan en las mismas dimensiones” y el mismo se encuentra 

incluído en el enunciado de la pregunta, y no se exceptúa, como sugiere la pregunta; a su 

turno, el enunciado del numeral 4 señala “El compromiso organizacional resulta ser un 

elemento del clima organizacional” frase que también está incluída en el enunciado del texto 

citado, y por tanto, tampoco cabe dentro del interrogante “excepto que”; en conclusión, la 

par´ticulo “excepto que” conlleva una carga supremamente ambigua, y la respuesta correcta 

se asemeja más a aquello “que no se incluye en el texto, esto es, los numerales 1 y 3. Pido 

que se tenga esta respuesta como correcta, o de manera subsidiaria, se excluya esta pregunta 

por la extrema ambigüedad con que fue formulada. 

El ítem se centra únicamente en medir la comprensión de lectura, dado que solo indaga por 

la manera en que el evaluado interpreta una expresión en concreto como parte de un texto 

más amplio. Por lo tanto, se puede cuestionar si se miden las habilidades humanas en el 
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contexto de las eventuales labores en la rama judicial. Se ahondará en este aspecto al 

momento de analizar el cumplimiento del acuerdo y del Syllabus.  

Por otro lado, también se pueden objetar errores de puntuación en el contexto, además de 

errores de ortografía en el enunciado. Esto se explica, en parte, porque la cita que se presenta 

como directa, en realidad, es una cita que ha sido estructurada a partir de varias del texto, 

cuestión que se profundizará más adelante. 

• Contexto: para empezar, en el fragmento “Los resultados del estudio sobre el clima 

laboral como un elemento del compromiso organizacional, (Domínguez y otros 

(2013) indican que: (…)”, se ubicó una coma entre “compromiso organizacional” e 

“indica que”, la cual es cuestionable desde el punto de vista ortográfico, pero que 

depende mucho de la naturaleza de la información. En primer lugar, es necesario 

distinguir entre estructuras explicativas y especificativas: en el caso de las primeras, 

“interrumpen el curso del enunciado para agregar alguna precisión o comentario 

sobre el elemento nominal que las precede”7, suelen incluirse entre comas y agregan 

información del sujeto que se puede omitir. Con respecto  las segundas, “no aportan 

una aclaración sobre el grupo nominal al que modifican, sino que restringen o 

delimitan el significado del sustantivo que las precede”8. Por este motivo, se indica 

que no deben escribirse entre comas y la información que contienen no se puede 

omitir porque es vital para la correcta comprensión de la información. En el caso 

que nos compete, la estructura objeto de análisis es “sobre el clima laboral como un 

elemento del compromiso organizacional”, ya que en el contexto se ubica una coma 

entre “organizacional” e “indican”, lo que lleva a suponer que el autor del contexto 

pensó que esa información podría aislarse con una coma. Sin embargo, la precisión 

de ese fragmento sobre el tipo de estudio que realizaron Domínguez-Aguirre9 

corresponde a una estructura especificativa porque restringe y especifica de qué se 

trató el estudio y esto se trata de información clave para el evaluado. Así las cosas, 

la coma que se incluye no solo rompe la unidad oracional por estar entre sujeto y 

predicado, sino que le da un estatus a una información que no es accesoria sino 

fundamental para la comprensión de la información.  

• En el contexto, también es posible cuestionar, a nivel ortográfico, los dos puntos 

entre “indican que” y la presunta cita textual. Para empezar, hay que tener presente 

que nos encontramos ante una oración principal y una subordinada sustantiva10: la 

 
7 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. El uso de los signos ortográficos. En: Ortografía de la lengua española. 
Real Academia Española y Asociación de Academias de la lengua española, 2010. 
8 Ibid.  
9 DOMÍNGUEZ AGUIRRE, Luis Roberto, RAMÍREZ CAMPOS, Álvaro Fabricio y GARCÍA MÉNDEZ, Andrés. 
El clima laboral como un elemento del compromiso organizacional. Revista Nacional de 
Administración [en línea]. 2013. Vol. 4, nro. 1, pp. 59-70. https://doi.org/10.22458/rna.v4i1.533  
10 “Desempeñan las funciones características de los sustantivos o de los grupos nominales”. REAL 
ACADEMIA ESPAÑOLA. Oraciones subordinadas sustantivas. En: Nueva gramática de la lengua 
española. Real Academia Española y Asociación de Academias de la Lengua Española, 2010. pp. 819-
834. 
 

https://doi.org/10.22458/rna.v4i1.533
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primera corresponde a “Los resultados del estudio sobre el clima laboral como un 

elemento del compromiso organizacional, (Domínguez y otros (2013) indican que” 

y la segunda es introducida por “que”. En este caso, se desaconseja introducir dos 

puntos entre la oración principal y la subordinada.  

• En el contexto, también se tiene una coma entre una oración principal (es decir) y la 

subordinada (el clima sano …). Tal como ya se explicó anteriormente, esta coma es 

inadecuada y desaconsejable.  

• Enunciado: en esta parte, es confuso que se inicie con un elemento anticipador de 

posibles opciones (“se pueden deducir las siguientes opciones”) y luego se diga que 

de dichas opciones —que no se han nombrado— hay excepciones (“excepto que”). 

Sumado a esto, la manera en que se introducen esas opciones no son ni adecuadas 

ni claras para el evaluado.  

• La presentación del enunciado debería iniciar con la introducción de las opciones y 

cerrar con una pregunta sobre cuáles de dichas opciones son correctas con base en 

el contexto, pero esto no se hizo de esta manera.   

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Fuente de información  

En este ítem, se detectó que el contexto, si bien fue formulado con base en una de las lecturas 

de la unidad 2 del programa de habilidades humanas, tiene errores de citación. Hay que 

tener en cuenta que, ante la ausencia de comillas, se puede tomar el fragmento como una 

cita indirecta. Sin embargo, para que esto se cumpla, normalmente se pide a la persona que 

formula una cita indirecta que no se limite a emplear sinónimos, cambiar estructuras 

verbales o el orden de las oraciones. En cambio, se espera que haga un ejercicio de análisis 

y síntesis de tal manera que genere un texto nuevo que refleje las ideas del autor original. 

No obstante, en el fragmento, hay solo unos pequeños cambios y hay fragmentos 

completamente iguales al texto original que deberían ser tratados como citas directas. 

Veamos: 

Contexto: Fragmento del artículo 

 “El compromiso y el clima organizacional 

son actitudes relacionadas con los valores y 

objetivos de una organización. En el 

estudio se observan las relaciones en las 

dimensiones del clima organizacional y las 

del compromiso. Los hallazgos señalan que 

tres de los cuatro factores en que se agrupan 

las dimensiones del clima organizacional se 

correlacionan con el compromiso 

institucional, estos son: la comunicación, la 

motivación y la estructura. Es decir que, el 

clima sano de una organización incluye la 

naturaleza de las redes de comunicación de 
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las organizaciones, los sistemas de 

recompensas y las técnicas para la fijación 

de objetivos y otras herramientas”. 

 
 

Por lo tanto, es sumamente cuestionable que se haya generado una presunta cita indirecta 

con base en fragmentos del documento y que dichos fragmentos incluso hayan sido 

cambiados. Cabe recordar que una cita indirecta, según la séptima edición de las normas 

APA, se trata de reiterar las ideas de otra persona en las palabras de aquel que escribe un 

nuevo documento .11 

Otro aspecto que hay que mencionar es el formato de la cita al inicio del contexto y la 

referencia al final de este:  

• Al inicio del contexto, se introducen datos entre paréntesis con un formato que 

parece corresponder al de las normas APA (séptima edición). Este formato, por lo 

general, se emplea en citas narrativas directas o en citas indirectas, y exigen por lo 

menos los apellidos de los autores y el año de publicación. Ahora bien, cuando la 

fuente que se cita fue hecha por más de dos autores, lo apropiado es escribir el o los 

apellidos del primer autor, seguidos por la expresión en latín et al. 12. Por lo tanto, el 

formato apropiado para el material que se cita en el contexto es (Domínguez Aguirre 

et al., 2013).  

• Al final del contexto, se presenta la referencia completa del material que se empleó, 

pero el formato no sigue ninguna norma de citación conocida.  

Análisis de contenido 

El ítem presenta un contexto amplio sobre clima organizacional y el compromiso, además 

de que menciona dimensiones comunes entre ambos elementos y procesos internos que 

deberían ser atendidos en una organización. Sin embargo, por la deficiente redacción del 

enunciado, no sería sencillo para el evaluado determinar cuáles de las opciones de respuesta 

es la correcta. En concreto, no es posible saber si dos de las opciones no son correctas por la 

expresión “excepto que” o si dos son correctas y se pueden inferir a partir del contexto.  

Incumplimiento del acuerdo y del Syllabus  

Si bien el programa de habilidades humanas busca “implementar procesos de formación 

por competencias en habilidades humanas” o “facilitar herramientas teórico prácticas”, el 

fin último de esto es mejorar el relacionamiento interpersonal, identificar conductas para 

dirigir y liderar equipos de trabajo, o prevenir el acoso laboral. Sin embargo, el ítem 

 
11 AMERICAN PSYCHOLOGICAL ASSOCIATION. Works credited in the text. En: Publication Manual of 
the American Psychological Association. Washington: American Psychological Association. pp. 253-
278.  
12 FUNDACIÓN DEL ESPAÑOL URGENTE. Et al., et alii. En: Consultas [página web]. Fundación del 
Español Urgente. Disponible en: https://www.fundeu.es/consulta/et-al-et-alii-1409/  

https://www.fundeu.es/consulta/et-al-et-alii-1409/
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simplemente se limita a medir la comprensión de lectura de los evaluados y esto ni siquiera 

se realiza en relación con la gestión judicial.  

Respuestas posibles 

Con base en todo lo anterior, se tiene que el contexto del ítem no sigue criterios de citación 

adecuados y, como ya se indicó, no se trata ni siquiera de un fragmento textual. Sumado a 

esto, dicho contexto no podría permitirle al evaluado analizar adecuadamente el fragmento 

que se problematiza en el enunciado, lo cual abre la posibilidad a más de una respuesta 

posible. Por lo tanto, hay más de una respuesta posible que incluso se derivan de un contexto 

erróneamente planteado.  

Pretensiones sobre el ítem  

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 8 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

4. La Pregunta 15 plantea: En un texto sobre cultura organizacional, se lee: "la 

revisión de la literatura permitió establecer la existencia de una relación entre la 

cultura organizacional y las dimensiones de desarrollo sustentable, demostrando 

que las empresas realizan acciones propias enfocadas hacia una sustentabilidad 

empresarial como parte de sus valores y de sus creencias. Sin embargo, muchas 

veces, no lo dan a conocer o es poco difundido hacia la sociedad. Los resultados 

obtenidos del análisis inferencial demostraron que los factores de la cultura 

organizacional sí influyen significativamente en el desarrollo sustentable de las 

empresas de cerámica, por lo cual, la hipótesis de investigación planteada se 

acepta".  

De acuerdo con el contexto descrito, la expresión subrayada "desarrollo sustentable", 

implica  

a. desarrollar estrategias empresariales que integren prácticas sostenibles ambientales 

como parte de su visión y misión organizacional. 
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b. plantear un enfoque en acciones sostenibles que equilibren consideraciones económicas, 

ambientales y sociales como parte de su cultura corporativa. 

c. incentivar la sostenibilidad que abarca aspectos económicos y ambientales, reflejando los 

valores y creencias de la empresa. 

d. adoptar prácticas de responsabilidad social y ambiental que se alinean con los objetivos 

económicos a largo plazo de la empresa. 

JUSTIFICACIÓN: Se planteba como respuesta correcta la b, plantear un enfoque en 

acciones sostenibles que equilibren consideraciones económicas, ambientales y sociales 

como parte de su cultura corporativa. Sin embargo, la respuesta a. “desarrollar estrategias 

empresariales que integren prácticas sostenibles ambientales como parte de su visión y 

misión organizacional”, desarrolla el mismo contenido con términos distintos, e incluso más 

técnicos y consecuentes con la lectura citada, pues la misión y visión otrganizacional, 

abarcan de manera mucho más amplia la cultura corporativa, y por tanto, es una respuesta 

mucho más completa que la planteada como correcta. 

 

5. La Pregunta 34 plantea: “El líder de un despacho judicial percibió en una reunión de 

equipo, que uno de los empleados, ignoró las opiniones de varias compañeras y 

como consideró que ellas no dominaban bien el tema en discusión las criticó 

públicamente, incluso refutó sus maneras de interpretar ciertas normas jurídicas, 

sustentando con vehemencia que su lectura del ordenamiento era más acertada. 

Ninguna de las empleadas se quejó luego de la reunión, ni manifestó notoriamente 

incomodidad, pero el líder sabe que esta conducta es la puerta de entrada a actos de 

violencia y acoso laboral, así que se propone implementar acciones al interior del 

despacho de reconocimiento e intervención temprana que permitan consolidar 

respeto, empatía y colaboración entre todos los miembros del equipo. El juez 

consulta a la unidad de recursos humanos y al comité de convivencia laboral para 

identificar las acciones que puede generar desde su iniciativa al interior del 

despacho.  

Las acciones descritas son efectivas para detectar e intervenir de manera temprana el acoso 

laboral al interior del despacho, EXCEPTO 

a. realizar talleres de relaciones humanas que faciliten la integración y el mejoramiento de 

las relaciones interpersonales entre los miembros del despacho. 

b. promover una campaña que describa la ruta que se debe agotar para denunciar por acoso 

laboral y pegar carteles alusivos en algunos espacios del despacho. 

c. diseñar un protocolo sobre el procedimiento a llevar a cabo por el despacho para tramitar 

las denuncias que formulen sus empleados por acoso laboral. 

d. gestionar capacitaciones sobre el acoso laboral dirigidas a los miembros del despacho 

para que estos lo reconozcan y logren identificar sus modalidades. 
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JUSTIFICACIÓN: Se dijo que la respuesta correcta era c. “diseñar un protocolo sobre el 

procedimiento a llevar a cabo por el despacho para tramitar las denuncias que formulen sus 

empleados por acoso laboral”; sin embargo, la respuesta b. “promover una campaña que 

describa la ruta que se debe agotar para denunciar por acoso laboral y pegar carteles 

alusivos en algunos espacios del despacho”, dice lo mismo con otros términos, y se acerca 

más a la expresión “EXCEPTO” usada en la pregunta, que por lo demás resulta sumamente 

ambigua y amplia, en tanto que, en ese sentido, todas las respuesta sugeridas se exceptúan 

en realidad, pues no contienen los términos exactos usados por el texto.  

De manera general, existen 3 fallos en la pregunta que incumplen los criterios de 

comunicación.  El primero, es el empleo de la palabra "EXCEPTO" dentro de la consulta 

inyecta un elemento negativo, lo que genera una posible confusión entre quienes se someten 

a la prueba. Esta construcción sintáctica, por lo tanto, aumenta la tensión cognitiva sobre los 

encuestados, ya que requiere que identifiquen la opción que se desvía de los criterios de 

efectividad estipulados anteriormente, en lugar de elegir directamente una respuesta 

adecuada. Esta práctica no alcanza la máxima cuantitativa que exige una informatividad 

óptima sin una complejidad injustificada; compromete aún más la adecuación pragmática 

al nublar la transparencia esperada en un escenario de evaluación comunicativa directa. 

En segundo lugar, la pregunta no logra dilucidar explícitamente por qué un curso de acción 

particular sería menos efectivo que los demás. Esta ambigüedad puede llevar a diferentes 

interpretaciones por parte de los evaluados, generando confusión y respuestas variadas. 

Esta cuestión tira de la máxima de calidad, exigiendo que la información no sólo sea veraz 

sino también completa. Además, arroja una sombra inminente sobre la adecuación 

referencial; referencias o criterios inadecuados privan a los evaluados de una comprensión 

clara de la eficacia de cada acción. 

Finalmente, La forma en que se formula la pregunta tiene más complejidad de la necesaria 

y esto no facilita que las personas que evalúan comprendan lo que se les pide. En lugar de 

formular una pregunta directa y positiva con criterios claros, incluir un aspecto negativo sin 

puntos de referencia específicos para la evaluación eleva innecesariamente el listón en 

términos de esfuerzo cognitivo exigido al encuestado. Esto viola la Máxima de Modales que 

exige que la información se presente de forma clara, concisa y ordenada; una pregunta 

simple y bien estructurada ayudaría a las personas a comprender mejor a qué se espera que 

respondan y, por lo tanto, a provocar reacciones más precisas, lo que conduciría a mejorar 

la eficacia evaluativa de los instrumentos. 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 

afirmar, sin lugar a duda, que el ítem falla en relación con su claridad. Además, como se ha 

visto y se verá, el hecho de que se use una fuente de información de calidad dudosa lo hace 
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incoherente con el syllabus y poco relevante en relación con la competencia que se pretende 

medir13.  

A continuación, se desarrollan los detalles de estos elementos: 

 

Fuente de información 

Esta pregunta está construida en función de dos textos principales que abordan el acoso.  El 

primero de ellos es e l artículo titulado "La comunicación en tres casos de acoso laboral" fue 

publicado en 2014 en la revista Diversitas: Perspectivas en Psicología. Esta revista tiene un 

bajo factor de impacto, situado en 1.10 para el período 2019-2020 (CiteFactor). La revista está 

indexada en diversas bases de datos académicas, incluyendo Redalyc y Scielo, aunque su 

impacto y visibilidad son limitados en comparación con otras publicaciones de mayor 

prestigio en el campo. Según el ranking de Scimago Journal & Country Rank (SJR), 

Diversitas se encuentra en el cuarto cuartil, lo que refleja su posición relativamente baja en 

términos de impacto y relevancia en la comunidad académica, pues este es el menor cuartil 

de las publicaciones.  

 

Adicionalmente, este artículo fue publicado en 2014, es decir que tiene más de 10 años de 

antigüedad y en este sentido puede estar obsoleta o desactualizada. Desde 2014, la 

investigación sobre el acoso laboral ha experimentado avances significativos, lo que significa 

que ahora se dispone de evidencia de mejor calidad. Tomemos, por ejemplo, un estudio 

reciente (2020) que apareció en el Journal of Occupational Health Psychology con el título 

"Workplace Bullying and Employee Well-being: A Meta-Analysis" de Nielsen et al.; 

profundiza en los efectos con un alcance más amplio y un análisis actualizado sobre el acoso 

laboral, utilizando una muestra considerablemente más grande y métodos estadísticos más 

sólidos. Estos estudios contemporáneos adoptan enfoques tanto cualitativos como 

cuantitativos: garantizar una mayor confiabilidad para comprender los fenómenos de acoso 

laboral; por lo tanto, es más informativo que lo que se puede extraer de publicaciones más 

antiguas como la de 2014. 

 

El método de investigación es un enfoque cualitativo exploratorio, no declarado 

explícitamente pero evidente a partir del uso de entrevistas semiestructuradas a tres 

encuestados en línea con el acoso laboral basado en LIPT. Sin embargo, este enfoque tiene 

algunas debilidades. Un tamaño de muestra que solo incluya tres participantes es muy 

limitado y restringe drásticamente la aplicabilidad de los resultados. La ausencia de 

triangulación de datos y la falta de técnicas cuantitativas complementarias debilitan la 

solidez y confiabilidad de los resultados. Usar un artículo de este tipo como lectura 

 
13 Syllabus habilidades humanas. Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, p. 5. “Competencia específica: 
Aplicar conceptos y herramientas prácticas de las habilidades humanas en el análisis de situaciones y 
problemas de la persona en su ámbito individual e interpersonal, social y laboral, adaptables a 
contextos presenciales y virtuales”. 
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obligatoria aun sabiendo las limitaciones que tienen sus hallazgos no es lo mas adecuado 

teniendo en cuenta la diversidad y magnitud del sistema judicial colombiano. 

 

El segundo texto que aborda esta temática es la Cartilla Laboral para la Rama Judicial cuya 

vigencia esta actualizada a pesar de tener más de 10 años tambien de su publicación. No 

obstante, esta cartilla incluye diversos métodos para detectar e intervenir el acoso laboral y 

describe los que existen por lo cual no es una fuente que genere claridad, sino que podría 

crear más confusión alrededor de las opciones de preguntas.  

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta no cumplen 

con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 

⇨ La cita proviene de un artículo desactualizado y cuyo contenido teórico ya ha sido 

revaluado incumple la justificativa del módulo que afirma “Teniendo en cuenta que 

la cultura de servicio y el clima organizacional han cobrado gran importancia en los 

contextos laborales, es fundamental que los futuros Jueces/zas, Magistrados/as de la 

República fortalezcan sus capacidades para el relacionamiento interpersonal a través 

de su participación en un programa de habilidades humanas que les permita 

comprender la visión estratégica de la gestión con el ser humano en la cultura del 

servicio, así como el desarrollo de sus capacidades gerenciales mejorando su 

desempeño”. Lo anterior, teniendo en cuenta que si existiera un interés genuino por 

la formación en habilidades humanas y su implementación estratégica en la justicia 

a través de los jueces como lideres, se tendría en cuenta la investigación mas reciente.  

⇨ Por la antigüedad del contenido y las limitaciones metodológicas evaluando 

únicamente 3 casos de acoso laboral se incumplió con los referentes del proceso de 

formación (Acuerdo, Syllabus) en los siguiente: i) impartir una formación 

especializada, integral y de alta calidad para los aspirantes, ii) suministrar 

herramientas que faciliten y mejoraren las decisiones judiciales, iii) proveer 

contenidos digitales con rigor e impacto académico14. 

⇨ Por lo precario del contenido y el impacto académico, así como por la presentación 

de una referencia vaga, se genera confusión en la presentación del contenido teórico 

y metodológico, respecto de las competencias de interpretación judicial15. 

Análisis de contenido 

La pregunta describe un cuadro en el que un líder en un entorno de oficina judicial se 

enfrenta a un comportamiento inapropiado por parte de un empleado. Este empleado critica 

abiertamente a sus compañeros y lo considera la causa fundamental del acoso laboral. Ante 

estas conductas y en un esfuerzo por cortarlas de raíz, el líder busca ayuda en el comité de 

 
14 ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá 
el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en 
todas las especialidades, Promoción 2020-2021., pp. 7 -10. 
15 Syllabus de Interpretación Judicial y Estructura de la Sentencia, pp. 1- 
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recursos humanos y convivencia laboral. El plan de acción planteado incluye diversas 

opciones como talleres sobre relaciones humanas, diseñar un protocolo para la tramitación 

de denuncias de acoso laboral, gestionar la formación sobre acoso laboral o incluso realizar 

una campaña a través de carteles informativos. Todos ellos tienen como objetivo una cosa: 

la detección e intervención temprana del acoso laboral. Al centrarnos en el análisis de 

contenido que mide la efectividad de estas acciones propuestas, destacamos dos puntos 

clave: la importancia de la capacitación y la mejora de las relaciones interpersonales. 

Sobre este punto, cuando el enunciado afirma “Las acciones descritas son efectivas para 

detectar e intervenir de manera temprana el acoso laboral al interior del despacho, 

EXCEPTO”, se refiere a que la clave debe ser una acción que no permita detectar e intervenir 

de manera temprana. No obstante, como no había una referencia clara al texto en el que 

estaba sustentado resultaba facil confundir las respuestas pues en la "Cartilla Laboral para 

la Rama Judicial," se destaca que la implementación de protocolos y comités de convivencia 

laboral es una medida fundamental para tramitar las quejas de acoso laboral. Se menciona 

la creación de estos comités a través del Acuerdo 9820 de enero de n de acoso laboral 

(Cartilla Laboral para la Rama Judicial, p. 43). El texto subraya que estos mecanismos deben 

ser confidenciales, reservados, amigables y basados en el diálogo y el respeto, indicando que 

un protocolo bien diseñado puede proporcionar un marco estructurado y seguro para 

abordar las denuncias (Cartilla Laboral para la Rama Judicial, p. 44).  

Sin embargo, en "La comunicación en tres casos de acoso laboral," se observa que la 

comunicación dentro de las organizaciones va más allá de la existencia de canales formales. 

Las prácticas comunicativas que perpetúan el acoso laboral, como la violencia verbal y el 

uso de canales informales, pueden no ser completamente abordadas solo con la 

implementación de un protocolo formal 16. Además, se destaca que las interacciones dañinas 

y el acoso pueden persistir debido a la falta de liderazgo efectivo y la presencia de dinámicas 

organizacionales perjudiciales, las cuales no necesariamente se solucionan únicamente con 

un protocolo17. 

Es otras palabras, la redacción junto con los textos con mensajes disonante proporcionaban 

una confusión exagerada para el evaluado, evidenciando que todas las opciones podían ser 

correctas. Además, no se tenían indicadores explícitos y claros de lo que significaría tener 

acciones más efectivas.  

Respuestas posibles 

Considerando los hallazgos anteriores y el análisis detallado de los criterios comunicativos, 

se concluye que el texto base utilizado para los conceptos tratados está desactualizado. 

Además, las respuestas basadas en dicho texto presentan una baja calidad, no fueron 

 
16 Gómez, I. C., & Hernández, L. M. (2014). La comunicación en tres casos de acoso laboral. Revista 
Diversitas: Perspectivas en Psicología, 10(2), pagina 310. 
17 Gómez, I. C., & Hernández, L. M. (2014). La comunicación en tres casos de acoso laboral. Revista 
Diversitas: Perspectivas en Psicología, 10(2), pagina 314. 
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adecuadamente citadas y, en algunos casos, podrían llevar a interpretaciones opuestas a la 

respuesta clave. Esto crea una situación en la que no es posible determinar de manera 

concluyente una única respuesta correcta. En este contexto, ninguna de las opciones de 

respuesta resulta adecuada, ni siquiera la marcada como correcta. 

En otras palabras, la opción indicada como correcta ("diseñar un protocolo sobre el 

procedimiento a llevar a cabo por el despacho para tramitar las denuncias que formulen sus 

empleados por acoso laboral") no puede ser considerada válida debido a las inconsistencias 

y deficiencias observadas en el diseño de las preguntas y las respuestas. La falta de 

actualización y precisión en el texto base, junto con la redacción confusa y poco clara de los 

distractores, impide una evaluación justa y precisa. Por lo tanto, se recomienda revisar y 

reformular tanto el texto base como las opciones de respuesta para garantizar que cumplan 

con los principios de cooperación y los factores de éxito comunicativo. 

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:  

Primaria:  

Que se excluya el ítem 34 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.  

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

6. OBJECIONES PREGUNTAS 37, 38 Y 39: las preguntas apelan a criterios 

memorísticos que en nada reflejan un auténtico aprendizaje. 
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En específico, en el ítem 37 se evidencia una falta de adecuación pragmática. El contexto 

proporcionado en la Cartilla Laboral no está suficientemente desarrollado para que el 

evaluado pueda entender claramente la relevancia y la relación de los conceptos clave con 

el texto faltante. La omisión de un marco de referencia claro sobre la importancia y 

aplicación de estos conceptos dentro del contexto de la ética pública puede llevar a una 

interpretación errónea o parcial del ítem. Esto va en contra de la máxima de relación, que 

establece la necesidad de que la información presentada sea relevante y adecuada al 

contexto comunicativo. 

Además, hay una falta de adecuación temática y referencial. Los distractores presentados 

no son suficientemente diferenciados ni específicos, lo que puede inducir a errores en la 

selección de las respuestas correctas. La similitud entre algunos distractores puede llevar a 

confusión y afectar negativamente la capacidad del receptor para formar una representación 

cognitiva precisa del contenido.  

En cuanto a la cita, se debe tener en cuenta que, cuando utilizamos un texto de manera 

literal, es necesario indicar los errores presentes en el texto transcrito. Sin embargo, en la cita 

no solo no se indican, sino que se corrigen, lo cual va en contra de las normas de citación y 

referencia. Ciertamente, esto ocurre en la línea 4 del párrafo, específicamente en “Es ciencia 

porque el estudio de la ética para la administración pública incluye (...)”. En esta parte de la 

oración, el texto original presenta la palabra “porque” separada, es decir, “por que” (lo cual 

es un error gramatical), pero en la cita aparece una sola palabra, esto es, el autor del ítem la 

corrigió. 

Además, la organización y presentación de la información en el ítem no facilitan una 

jerarquización clara de los conceptos, de manera que se incumple la máxima de manera, que 

exige claridad y concisión en la comunicación. En resumen, el ítem falla en cumplir con los 

principios de cooperación comunicativa, lo cual afecta la calidad y fiabilidad del proceso 

evaluativo. 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 

afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Como se verá, en 

relación con su coherencia y relevancia, se evidencian problemas en el sentido de que, tanto 

la forma, como el contenido, permiten evidenciar la falta de comprensión del tema objeto 

de evaluación por parte de los constructores de ítems.   

Fuente de información 

En relación con la fuente de información, puede advertirse que los párrafos utilizados 

corresponden a los dos primeros de la sección referente a “Cultura organizacional y ética 

pública”. Al respecto, la fuente incurre en fallas de adecuación gramatical, por faltas de 

ortografía en el uso de tildes, puntuación y escritura de términos. En efecto, se observa que 

no se colocan tildes en la palabra “ética” en los títulos. Es de recordar que, aunque las 

palabras se escriban con mayúsculas sostenidas, se deben colocar las tildes 
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correspondientes. Además, en el primer párrafo, falta utilizar una coma de topicalización 

luego de la palabra “sentido”. Esto en cuanto a los párrafos citados, pero en el resto de la 

sección se reiteran los errores gramaticales como uso de coma para separar el sujeto del 

predicado, uso de mayúsculas sostenidas innecesarias, entre otros. Por lo tanto, la fuente 

citada no cumple con criterios de los que depende el éxito comunicativo, por lo que no se 

considera una fuente confiable para ser tenida en cuenta en el ítem de la prueba.      

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

En el caso de este ítem, se debe llamar la atención sobre el hecho de que, según el Acuerdo 

Pedagógico, éste hace parte de el denominado Taller virtual; a saber: “Esta actividad 

pretende que el discente realice una capacitación intensiva y práctica del programa.” En esta 

medida, cabe preguntarse cómo se espera que un ejercicio de completar o de asociar 

palabras constituya una “capacitación intensiva y práctica del programa”.  

Tanto el concepto de taller como el de capacitación implican una mediación a través de un 

agente que lidera o facilita el proceso (un docente o algún rol similar). Para la muestra, la 

acepción 2 de la definición de taller en el Diccionario de la lengua española lo describe como 

“Escuela o seminario de ciencias o de artes” y lo presenta como sinónimo de clase, charla o 

seminario. Por su parte, en el mismo diccionario, el verbo capacitar (base para el sustantivo 

capacitación), se define como “Hacer a alguien apto, habilitarlo para algo” (RAE, 2014).  

Visto lo anterior, no se identifica ningún proceso o actividad que efectivamente tenga un 

mediador, así sea éste virtual; o que implique un ejercicio intensivo y práctico de formación. 

En este sentido, este ítem y los demás que hacen parte de esta actividad incumplen 

flagrantemente el Acuerdo. 

Téngase presente, por demás, que tampoco es claro cómo la actividad aporta a la 

competencia del módulo: “Conoce y aplica los diferentes conceptos y métodos de 

interpretación judicial, necesarios para un razonamiento correcto y que responda al 

compromiso social de la función judicial.” En efecto, el ejercicio de memoria que plantea el 

ítem no es ni taller, ni capacitación intensiva y práctica, ni aporta a la citada competencia. 

O, en últimas, la reconstrucción del párrafo se reduce a realizar una relación de términos de 

acuerdo a la ubicación dentro del texto y las palabras que los rodean. 

Análisis de contenido 

De acuerdo con lo revisado anteriormente, los términos utilizados en el ítem pueden inducir 

a errores en la respuesta de los evaluados. En particular, los términos  "comportamiento," y 

"conducta" son sinónimos en muchos contextos, mientras que "actuar" tiene como sustantivo 

afín “actuación”, que también hace sinonimia con “comportamiento” lo que complica la 

tarea del evaluado de identificar el término exacto requerido por el ítem. Pedir, 

específicamente, "comportamiento" sin una distinción clara respecto a "actuar" y "conducta" 

puede ser visto como una exigencia de memorización específica más que una evaluación de 

comprensión, lo cual no cumple con los objetivos educativos del taller. 
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Asimismo, el ítem no distingue adecuadamente entre "principios" y "moralidad," dos 

términos que pueden ser entendidos de manera intercambiable en el contexto de la ética 

pública. Esta ambigüedad semántica puede llevar a que los evaluados seleccionen 

respuestas incorrectas pese a entender correctamente el contenido del texto. La falta de una 

diferenciación clara entre estos términos compromete la precisión y efectividad del ítem 

como herramienta de evaluación, ya que no se puede garantizar que las respuestas reflejen 

una verdadera comprensión de los conceptos. 

Finalmente, es crucial señalar que la confusión generada por la sinonimia afecta el propósito 

educativo del ítem. En lugar de evaluar la comprensión de los conceptos clave de la ética 

pública, el ítem se convierte en una prueba de memorización y reconocimiento de términos 

sinónimos. Esto desvía el foco de la evaluación de habilidades y conocimientos hacia una 

mera cuestión de terminología, lo cual no es consistente con los objetivos formativos del 

taller. Por lo tanto, se recomienda revisar y modificar el ítem para eliminar la ambigüedad 

semántica y asegurar que las respuestas requeridas sean inequívocas y directamente 

relacionadas con el contenido a evaluar.  

Respuestas posibles  

Dadas las características explicadas de los términos utilizados como distractores y, aún de 

aquellos que corresponden a la respuesta correcta, la dificultad que se evidencia en la 

selección de las posibles respuestas implica una construcción defectuosa del ítem, por falta 

de rigor y clarificación semántica. Por otro lado, no se concluye que, de la reconstrucción de 

un argumento, se va a evaluar el argumento, lo cual también entra en el campo de la 

tautología. 

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 37 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiarias:  

1. Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de 

confiabilidad, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera 

que se agregue aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  

2. Que, en caso de no darse por positivo el acierto, se excluya el componente de 

“comportamiento” por su sinonimia con “conducta”, y, en esa medida, que se me 

recalifique asignando el valor o “peso” aritmético y proporcional correspondiente.  
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3. Que, en todo caso, de no excluirse el ítem, se me validen las respuestas parciales y 

las respuestas de los sinónimos como “conducta” y “comportamiento” de forma 

verdadera y se me informe la manera en la que se incluyeron.   

 

7. La pregunta 50 que planteaba “Lo que "motiva a detectar este tipo de premisas no 

es un afán estético, se hace porque un argumento, para ser considerado un buen 

fundamento, para afirmar la conclusión que se pretende defender con él. Un 

argumento, para ser considerado un buen fundamento, para afirmar la conclusión 

que se pretende defender con él, necesita que todas sus premisas, expresas o tácitas 

cumplan con una condición necesaria".  (Bonorino R. y Peña J. Argumentación 

judicial, 2008, p. 37).   

El argumento más pertinente que ha de usar el fallador para desvirtuar la fuerza probatoria 

del mensaje de datos que aporta la parte (demandante o demandada) es que este es 

a. taxativo. 

b.  falso. 

c. real. 

d. verdadero. 

JUSTIFICACIÓN: Ustedes anularon esta pregunta y valía positiva para todos, dado que 

según Resolución EJR24-298 de 21 de junio de 2024, “no cumplían con los estándares 

esperados de validez y confiabilidad” no obstante me aparece incorrecta y no me puntúa. 

La cita presentada no se contextualiza de manera adecuada, dado que no se le anuncia al 

evaluado que lo que sigue a continuación es precisamente texto traído literalmente de 

alguna fuente de información. Además, el texto original se encuentra cercenado de tal 

manera que se omiten elementos relevantes para su comprensión. A ello, se agrega la 

desacertada omisión del uso de comillas. En esta medida, no hay una correcta jerarquización 

de la información. Como si fuera poco, se repite el segmento “un argumento, para ser 

considerado un buen fundamento, para afirmar la conclusión que se pretende defender con 

él”, de tal forma que el texto se hace totalmente incomprensible.    

En relación con la coherencia que debe guardar el enunciado con el contexto, se identifica 

que no hay elementos léxicos (palabras), ni sintácticos (frases, oraciones), ni micho menos 

semánticos que permitan identificar la relación entre el primero y el segundo. En últimas, 

no es evidente, comunicativamente, que “el mensaje de datos” tenga que ver con lo citado 

previamente (por demás incomprensible). Esto sólo se podrá advertir a partir de una 

memorización de los contenidos de la fuente de información. Al parecer, se “juega” a borrar 

apartados del texto pare ver si el evaluado los recuerda (o los “adivina”). Esto, como se verá, 

desvía los objetivos de la evaluación e impone cargas cognitivas innecesarias. 
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Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Como se ha visto y se verá, el hecho de que se use una fuente de información mal 

referenciada lo hace incoherente con el syllabus y poco relevante en relación con la 

competencia que se pretende medir. En últimas, el hecho de que la respuesta correcta se 

derive del relacionamiento sintáctico y semántico de una parte del texto con el todo hace 

ineficiente al ítem en términos de discriminación psicométrica. De hecho, el ítem está 

formulado en términos de una aptitud (o competencia) genérica, y no en términos de una 

competencia específica de interpretación judicial; a saber, según el syllabus: “Conoce y 

aplica los diferentes conceptos y métodos de interpretación judicial, necesarios para un 

razonamiento correcto y que responda al compromiso social de la función judicial.18”  

Fuente de información 

La lectura pertenece a un texto editado en el año 2008. Esto es cuestionable, dado que existen 

muchos desarrollos y textos que tienen un alto impacto académico. Así mismo, se debió 

acudir a fuentes primarias o textos que especializados del campo la argumentación jurídica 

y lógica jurídica.  

Respecto de la cita, se presenta de forma incorrecta, dado que la cita no se cumple con las 

reglas de citación, las cuales se deduce que corresponde al sistema APA.  

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta, no cumple 

con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 

 Dado que la cita proviene de un texto que adolece de rigor teórico, se incumplió con 

el acuerdo en los siguiente: i) impartir una formación especializada, integral y de alta 

calidad para los aspirantes, ii) suministrar herramientas que faciliten y mejoren las 

decisiones judiciales, iii) proveer contenidos digitales con rigor e impacto 

académico19. 

 Por lo precario de contenido e impacto académico, así como por la presentación de 

una referencia vaga, se incurre en imprecisiones de referencia respecto del uso de las 

categorías y conceptos, dado que se presentan de forma errada y si rigor académico. 

Análisis de contenido 

El contexto no tiene relación con el la formulación de la pregunta y las respuestas, por lo 

tanto, la pregunta adolece de coherencia, cohesión y relación semántica. Adicionalmente, la 

condición de necesarias de las premisas en la aplicación de un método de interpretación no 

se relaciona directamente con la afirmación según la cual que “El argumento más pertinente 

 
18 Syllabus de Interpretación Judicial y Estructura de la Sentencia, pp. 5 
19 ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá 
el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en 
todas las especialidades, Promoción 2020-2021., pp. 7 -10. 
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que ha de usar el fallador para desvirtuar la fuerza probatoria del mensaje de datos que 

aporta la parte”. 

En este sentido, se confunde de forma peligrosa la validez y la condición de verdad de las 

premisas. Así mismo, pretender que la repuesta sea “verdadero”, implica observar 

elementos de sintáctica y semántica, dado que no se sabe de qué tipo o condición de verdad 

se habla. Otro aspecto, es que la opción “verdadero” por sí sola no es un argumento. De 

hecho, no se puede predicar verdad de los argumentos, sino de las proposiciones (premisas 

o conclusiones).     

Respuestas posibles 

Visto todo lo anterior, es imposible contar con una respuesta posible dado que ninguna de 

las opciones de respuesta es predicable de los argumentos. En últimas, por los problemas 

comunicativos y psicométricos del ítem, y por el contenido mismo del enunciado junto con 

las respuestas, ninguna opción de respuesta es plausible.   

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia. En todo caso, según la Resolución No. EJR24-298 y según mi 

comprensión de ella, este ítem y otros mencionado “no cumplían con los estándares 

esperados de validez y confiabilidad, por lo que en un esfuerzo por mantener la equidad en 

la evaluación, se optó por imputar el acierto a todos los aspirantes en estas preguntas 

específicas”.  Así, solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en orden lógico y jerárquico 

las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se confirme explícitamente si este ítem fue imputado como acierto para todos los 

evaluados; y, en caso de respuesta positiva, que, dentro de la resolución al presente recurso 

o como anexo, se presente el informe psicométrico correspondiente que sustenta la 

mencionada decisión. 

Consecuencial de la Primaria:  

En caso de respuesta positiva a si este ítem fue imputado como acierto para todos los 

evaluados, que se confirme explícitamente si las razones que, en el presente recurso, 

aduzco son similares, análogas, hacen parte de, o son comparables o equiparables con 

aquellas que usó la Escuela o la UT para tomar la decisión mencionada.   

Consecuencial de la Consecuencial de la Primaria:  

En caso de respuesta positiva a si las razones que, en el presente recurso, aduzco son 

similares, análogas, hacen parte de, o son comparables con aquella que usó la Escuela o la 

UT para tomar la decisión mencionada, que, en aras del mencionado “esfuerzo por 

mantener la equidad en la evaluación” se tome la misma decisión con los ítems X, Y, Z, los 
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cuales me puntuaron como desacierto, pero tienen problemas psicométricos análogos, que 

hacen parte de, o que son comparables o equiparables a los de este ítem.   

  

Subsidiaria de la Primaria:  

En caso de que este ítem no esté dentro de aquellos a los que hace referencia la Resolución 

No. EJR24-298 en los términos citados (“no cumplían con los estándares esperados de 

validez y confiabilidad”), que se excluya el ítem 50 de la jornada a.m. del examen del 19 de 

mayo de 2024, del instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin 

tener este elemento en cuenta.      

Subsidiaria de la Subsidiaria de la Primaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global. 

8. La Pregunta 61 indicaba “Según Robert Alexy (Teoría de la argumentación jurídica, 

1997, p. 264) “el uso del precedente supone también una contribución a la seguridad 

jurídica y a la protección de la confianza en la aplicación del Derecho. La seguridad 

jurídica y la protección de la confianza no son ciertamente los únicos fines”. 

A partir del texto enunciado, se puede inferir que los jueces: 

a. Están obligados siempre a aplicar el precedente para garantizar la seguridad jurídica y la 

protección de la confianza, entre otros principios. 

b. Están obligados a aplicar siempre el precedente para garantizar el principio de la 

igualdad, más que la seguridad jurídica y la protección de la confianza. 

c. NO están obligados a aplicar el precedente, pero pueden inspirarse en él y aplicarlo para 

desarrollar la seguridad jurídica y la protección de la confianza. 

d. Están obligados en principio a aplicar el precedente, pero puede separarse de él, aunque 

afecten la seguridad jurídica y la protección de la confianza. 

JUSTIFICACIÓN: Se marcaba como respuesta correcta la d. “Están obligados en principio 

a aplicar el precedente, pero puede separarse de él, aunque afecten la seguridad jurídica y 

la protección de la confianza”, pero la misma no se infiere de ninguno de los apartados del 

texto que conforma la pregunta; por tanto, la respuesta sugerida en el aplicativo no es 

correcta, y resulta más cercana la respuesta a. “Están obligados siempre a aplicar el 

precedente para garantizar la seguridad jurídica y la protección de la confianza, entre otros 

principios”. 

La cita presentada no se contextualiza de manera adecuada. Se encuentra cercenada de tal 

manera que se omiten elementos relevantes para su comprensión. Además, no es evidente 

comunicativamente, que, a partir del texto que contextualiza el ítem, se puede extraer la 
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clave. Parecería que simplemente quien elaboró el ítem se limitó a omitir una parte posterior 

del texto citado. Con ello, buscaba que a través de un proceso memorístico el estudiante 

recordara la continuación del texto para obtener o “adivinar” la respuesta. Esto desvía los 

objetivos de la evaluación e impone, una vez más, cargas cognitivas innecesarias. 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Como se ha visto y se verá, el hecho de que se use una fuente de información mal 

referenciada lo hace incoherente con el syllabus y poco relevante en relación con la 

competencia que se pretende medir. En últimas, el hecho de que la respuesta correcta se 

derive de que esa cita esté en un apartado con cierto identificador o cierto título no lo hace 

eficiente en términos de discriminación psicométrica. De hecho, el ítem está formulado en 

términos de una aptitud (o competencia) genérica, y no en términos de una competencia 

específica de interpretación judicial; a saber, según el syllabus: “Conoce y aplica los 

diferentes conceptos y métodos de interpretación judicial, necesarios para un 

razonamiento correcto y que responda al compromiso social de la función judicial.20” 

Además, el ítem es limitado y no proporciona un contexto amplio que permita a los 

evaluados comprender plenamente el principio en discusión. Además, la formulación de los 

distractores no presenta opciones mutuamente excluyentes ni equitativas, lo que afecta la 

validez de la evaluación. 

Fuente de información 

La cita del texto de la “Teoría de la argumentación jurídica” está aislada de la real discusión 

que plantea el autor. Esto resulta en un ejercicio vago y ambiguo que lleva a tener un espacio 

de indeterminación. No obstante, en el caso particular brilla por su ausencia la referencia de 

contextos propios del haber jurídico nacional como, por ejemplo, las Sentencias C-836 de 

2001 y C-621 de 201521. Estas establecen las condiciones reales del ejercicio y condiciones 

para apartarse del precedente judicial. 

Así también, aunque las opciones de respuesta están relacionadas con el texto de Robert 

Alexy, la conexión lógica y coherencia no son planteadas correctamente y no son lo 

suficientemente fuertes, desde el punto de vista de una inferencia lógica. Además, las 

opciones parecen ser interpretaciones sueltas y vagas de la cita sin un marco claro que las 

una y dé elementos de coherencia y cohesión textual. Con lo anterior, se da lugar a 

confusiones sobre cuál es la respuesta correcta. 

Por último, existen ediciones más nuevas y con correcciones del texto después de 1997. 

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta, no cumple 

con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 

 
20 Syllabus de Interpretación Judicial y Estructura de la Sentencia, pp. 5 
21 Ver LÓPEZ, Diego. “El derecho de los jueces”. Bogotá: Legis, 2ª ed., 2006. 
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 Dado que la cita proviene de un texto que adolece de rigor teórico, se incumplió con 

el acuerdo en los siguiente: i) impartir una formación especializada, integral y de alta 

calidad para los aspirantes, ii) suministrar herramientas que faciliten y mejoren las 

decisiones judiciales, iii) proveer contenidos digitales con rigor e impacto 

académico22. 

 Por lo precario de contenido e impacto académico, así como por la presentación de 

una referencia vaga y no perteneciente al texto de consulta da lugar a imprecisiones 

de referencia respecto del uso de las categorías y conceptos, dado que se presentan 

de forma errada y si rigor académico. 

 

Análisis de contenido 

El enunciado que se presenta es vago y ambiguo, dado que se toma un fragmento 

arbitrariamente, sin contexto. En este sentido, el fragmento "A partir del texto enunciado, se 

puede inferir que los jueces:" no especifica claramente qué tipo de inferencia se espera. Por 

el contrario, plantearse así lleva a la incertidumbre e indeterminación.  

Visto lo anterior, se conduce al lector a la confusión sobre lo que realmente se está evaluando 

en el ejercicio. De igual forma, al no proporcionar un contexto suficiente sobre el papel del 

precedente en la argumentación de las decisiones judiciales, se incurre en el ejercicio en 

yerros. Ello se debe a que se configuran dificultades para comprender lo en realidad 

evaluado, especialmente, si no están familiarizados con la obra de Alexy en su extensión y 

totalidad, dado que el material que se suministró es precario para conocer a un autor tan 

prolijo y relevante en el mudo del derecho. 

Algunas opciones son contradictorias o se presentan de manera confusa. Esto fortalece la 

idea ya planteada de que no se puede aplicar la “inferencia” en el ejercicio. Por ejemplo, la 

opción que expresa que los jueces "están obligados a aplicar siempre el precedente" es 

problemática y confusa, porque no refleja la complejidad y extensión teórica del argumento 

de Alexy, quien sugiere que hay flexibilidad en la aplicación del precedente, siempre y 

cuando se acuda a la pretensión de corrección y a la justificación como carga de la 

argumentación. 

La falta de claridad en la opción que dice que los jueces "están obligados en principio a 

aplicar el precedente, pero puede separarse de él" es una formulación confusa. Además, 

podría interpretarse de múltiples maneras, dado que la presentación en la redacción debería 

ser más precisa para evitar ambigüedades. 

Al presentar la afirmación de que los jueces "están obligados a aplicar siempre el precedente" 

de forma aislada y sin contexto, se genera una posible falacia de falsa generalización, ya que 

 
22 ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá 
el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en 
todas las especialidades, Promoción 2020-2021., pp. 7 -10. 
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se ignora la realidad de que los jueces según otras corrientes tienen cierta discreción en su 

aplicación, la cual sí es entendida por el autor y la lectura obligatoria que se presenta: 

“…Es posible que un caso sea igual a otro caso anteriormente decidido en todas las 

circunstancias relevantes, pero que sin embargo se desee decidir de otra manera porque, 

entre tanto, ha cambiado la valoración de estas circunstancias. Si se quisiera adherirse solo 

al principio de universalidad sería imposible tal diferente decisión. Pero esta exclusión de 

cualquier cambio sería entonces incompatible con el hecho de que toda decisión plantea una 

pretensión de corrección. Por otro lado, el cumplimiento de la pretensión de corrección 

forma parte precisamente del cumplimiento del principio de universalidad, aunque sea solo 

una condición. Condición general es que la argumentación sea justificable. En esta 

situación aparece como cuestión de principio la exigencia del respeto a los precedentes, 

admitiendo el apartarse de ellos, pero endosando en tal caso la carga de La argumentación 

a quien quiera apartarse m. Rige pues el principio de inercia perelmaniano que exige que 

una decisión solo puede ser cambiada si puede aducirse razones suficientes para ello. 

Cuando resulte satisfecha la carga de la prueba solo puede, desde luego, determinarse a 

la vista de los participantes, reales o imaginarios, en el discurso.23”. (negrita fuera del 

texto) 

Aunque la cita de Alexy es una fuente primaria, el texto no proporciona un contexto teórico 

más amplio que explique por qué el precedente es importante en la argumentación jurídica. 

Con ello, se limita y confunde respecto de la profundidad del análisis y causa que el lector 

bajo evaluación se ponga en un campo de total indeterminación e imposibilidad de 

responder por carecer de contexto, cohesión y coherencia textual. 

Respuestas posibles 

Dadas las condiciones vagas del texto ya explicadas, el efecto frente a las posibles respuestas 

implica una conducción a interpretaciones caóticas y erróneas, lo que da lugar a generar un 

espacio de ambigüedad por falta de rigor y clarificación semántica y de contexto. Por otro 

lado, no establece con claridad la relación entre el enunciado y la respuesta probable, dado 

que por ser un fragmento asilado del contexto y la línea de argumentación del autor no se 

puede establecer con certeza una relación lógica. 

En este sentido para poder establecer que es plausible la separarse del precedente, partiendo 

de una fuerte y unidireccional postura del texto, respecto de honrar a la seguridad jurídica 

rompe con las condiciones lógicas y de modelos de razonamiento, dado que no se puede 

“inferir”  que, “Están obligados en principio a aplicar el precedente, pero puede separarse 

de él, aunque afecten la seguridad jurídica y la protección de la confianza.”. Inclusive resulta 

más plausible “Están obligados siempre a aplicar el precedente para garantizar la seguridad 

jurídica y la protección de la confianza, entre otros principios”. 

 
23 Alexy, Robert, “Teoría de la argumentación jurídica”, Madrid: Universidad Complutense de 
Madrid, 1997, p. 263. 
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Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 61 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento 

en cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

9. La Pregunta 65 plateaba: “A continuación, encuentra una cita del Texto de Amós 

Arturo Grajales y Nicolás Jorge Negri, Sobre “la argumentación jurídica y sus 

teorías”: “(…) La crítica que se formula a esta concepción es que la aplicación del 

derecho no se reduce a una simple subsunción. La subsunción sólo es posible cuando 

la ley utiliza conceptos unívocos o conceptos numéricos, pero fuera de estos dos, 

todos los demás conceptos son susceptibles de extensión. Por lo tanto, la mayoría de 

los supuestos de aplicación del derecho son al mismo tiempo supuestos de creación 

del derecho. (…)” 

Con base en la información anterior, es menos posible aplicar el método de la subsunción 

cuando son casos 

a. difíciles. 

b. imposibles 

c. trágicos. 

d. fáciles. 

JUSTIFICACIÓN: Según ustedes, la respuesta es trágicos, pero yo marqué a. difíciles, y 

ambas opciones son correctas a la luz de la lectura citada, y me permito copiar un aparte de 

la misma “En consecuencia, así como se afirma que en los casos fáciles es evidente la 

caracterización de la aplicación del derecho como subsunción, se sostiene que en los casos 

difíciles y en los trágicos el proceso de aplicación del derecho de ningún modo puede 

reducirse a ella. Esto significa que es necesario distinguir entre la elaboración y la exposición 

de la decisión judicial, es decir, entre la búsqueda de la conclusión y su justificación”  

(Subrayado mío). Por tanto existían dos respuestas igualmente válidas para esta pregunta. 
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No es evidente comunicativamente, que, a partir del texto que contextualiza el ítem, se 

puede extraer la clave. Parecería que simplemente quien elaboró el ítem se limitó a omitir 

una parte posterior del texto citado. Con ello, buscaba que a través de un proceso 

memorístico el discente recordara la continuación del texto para obtener o “adivinar” la 

respuesta. Esto desvía los objetivos de la evaluación e impone, una vez más, cargas 

cognitivas innecesarias.  

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Como se ha visto y se verá, el hecho de que se use una fuente de información mal 

referenciada lo hace incoherente con el syllabus y poco relevante en relación con la 

competencia que se pretende medir. En últimas, el hecho de que la respuesta correcta se 

derive de que esa cita esté en un apartado con cierto identificador o cierto título no lo hace 

eficiente en términos de discriminación psicométrica. De hecho, el ítem está formulado en 

términos de una aptitud (o competencia) genérica, y no en términos de una competencia 

específica de interpretación judicial; a saber, según el syllabus: “Conoce y aplica los 

diferentes conceptos y métodos de interpretación judicial, necesarios para un 

razonamiento correcto y que responda al compromiso social de la función judicial.24” 

Fuente de información 

La lectura pertenece a una tesis del año 2018. Esto es cuestionable, dado que existen muchos 

desarrollos y textos que tienen un alto impacto académico. Así mismo, se debió acudir a 

fuentes primarias o textos que especializados del campo la argumentación jurídica 

y lógica jurídica. 

Respecto de la cita, se presenta de forma incorrecta, dado que no corresponde al texto 

suministrado para consulta obligatoria, asimismo, la cita formalmente no corresponde a 

ningún sistema de  

De igual forma. se afirma en la pregunta que la cita del texto corresponde a “Amós Arturo 

Grajales y Nicolás Jorge Negri, Sobre la argumentación jurídica y sus teorías”, sin embargo, el 

texto compartido por el mismo autor en Academia25 corresponde a otro título, el cual se 

denomina “La argumentación jurídica en las sentencias judiciales” y responde a una tesis 

doctoral, la cual dirigió Amós Arturo Grajales, de manera que la cita no corresponde al texto 

presentado en la pregunta.  

 

 
24 Syllabus de Interpretación Judicial y Estructura de la Sentencia, pp. 5 
25  NEGRI, Nicolás Jorge. “La Argumentación Jurídica En Las Sentencias Judiciales.” 
Web.https://www.academia.edu/52757002/La_argumentaci%C3%B3n_jur%C3%ADdica_en_las_sentencias_judi
ciales  

https://www.academia.edu/52757002/La_argumentaci%C3%B3n_jur%C3%ADdica_en_las_sentencias_judiciales
https://www.academia.edu/52757002/La_argumentaci%C3%B3n_jur%C3%ADdica_en_las_sentencias_judiciales
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Tomado de la web de academia26 

 

 
Tomado de la web de academia27 

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta, no cumple 

con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 

 Dado que la cita proviene de un texto que adolece de rigor teórico, se incumplió con 

el acuerdo en los siguiente: i) impartir una formación especializada, integral y de alta 

calidad para los aspirantes, ii) suministrar herramientas que faciliten y mejoren las 

 
26 Ibidem 
27 Ibidem  



Página 52 de 123 
 

decisiones judiciales, iii) proveer contenidos digitales con rigor e impacto 

académico28. 

 Por lo precario de contenido e impacto académico, así como por la presentación de 

una referencia vaga y no perteneciente al texto de consulta da lugar a imprecisiones 

de referencia respecto del uso de las categorías y conceptos, dado que se presentan 

de forma errada y sin rigor académico. 

Análisis de contenido 

 

• El fragmento parte de una “critica” indeterminada a una concepción del derecho 

también indeterminada, lo cual origina que el lector evaluado carezca de contextos 

y presupuestos sobre los cuales se le va a evaluar. Casi que el ejercicio se asemeja a 

una actividad de adivinación por no darse los elementos mínimos para un ejercicio 

de este tipo. 

 

• La crítica a la “subsunción” no está suficientemente desarrollada. Se menciona que 

la aplicación del “derecho no se reduce a una simple subsunción”, pero no se 

explican claramente las implicaciones de esta afirmación. Esto deja al lector evaluado 

en un escenario de ambigüedad sobre qué se propone como alternativa de respuesta 

y la finalidad del ejercicio. 

 

• Dado que la crítica a la subsunción en sí no está suficientemente desarrollada y se 

menciona que la aplicación del derecho no se reduce a una simple subsunción, se 

deja al lector evaluado en un contexto de ambigüedad y vaguedad sobre qué se 

propone como alternativa, más cuando se afirmar que la subsunción solo es posible 

con conceptos unívocos o numéricos. Esto recae en una simplificación en exceso el 

método sin allegar soportes de estás afirmaciones.  

 

• Existen numerosas interpretaciones y aplicaciones de la subsunción que pueden 

incluir conceptos más complejos, aunque no sean estrictamente unívocos. Esta 

afirmación puede llevar a una comprensión errónea de cómo funciona la subsunción 

en la práctica jurídica. Ello se debe a que no se suministra contexto y enfoque en la 

tesis planteada, dado que se tomo un fragmento sin establecer contexto y el sentido 

real de la problematización del texto del cual se tomo el fragmento. 

 

• La falta de un desarrollo más detallado lleva a patentes confusiones y ambigüedades 

sobre qué aspectos específicos de la labor judicial se consideran complejos, pues no 

sabemos a qué se refiere con “todos los demás conceptos”, “conceptos numéricos” o 

“supuestos de creación del derecho”; es decir, si es a nivel teórico, epistemológico, 

hermenéutico, pragmático, deontológico, entre otros. 

 
28 ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá 
el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en 
todas las especialidades, Promoción 2020-2021., pp. 7 -10. 
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• Las expresiones indeterminadas y confusas respecto del ejercicio incumplen 

presupuestos básicos para el entendimiento, dado que estas expresiones se pueden 

interpretar y entenderse de diversas maneras. Esto nos lleva al campo de la 

incertidumbre, indeterminación y relatividad. 

 

• La afirmación del texto a través de su expresión “simple subsunción” sugiere una 

discusión que se superó entre los años 1970 y 198029. Adicionalmente, son múltiples 

las discusiones, detalles y contextos que se desarrollan alrededor de la referencia 

ambigua de “concepción”. Con ello, se causa incertidumbre e indeterminación en el 

desarrollo del ejercicio.  

 

• Existe una injustificada inobservancia de referencias. La “crítica” no se apoya en 

referencias a teorías o autores que respalden la afirmación de que la subsunción es 

insuficiente y el propósito de establecer este punto, dado que, como se explicara más 

adelante con detalle, no hay relación lógica entre el contexto, enunciado y opciones 

de respuesta. Sin una base teórica sólida, la crítica pierde credibilidad y puede ser 

vista como una opinión personal más que como un argumento soportado y 

fundamentado. 

 

• El fragmento de texto no aborda las implicaciones prácticas de la crítica a la 

subsunción, pues la crítica parte del contexto de la “aplicación”. No obstante, no se 

discute cómo los jueces pueden manejar la ambigua referencia a que “los demás 

conceptos son susceptibles de extensión “. Esto deja la crítica incompleta. La falta de 

conexión con la realidad judicial puede hacer que la crítica parezca una opinión y 

desconectada de la práctica real. 

 

• La expresión "conceptos numéricos" no está definida en el contexto jurídico, por lo 

tanto, no sabemos si ¿Se refiere a normas que utilizan cifras específicas o 

porcentajes?, de manera que la ambigüedad lleva a confusiones sobre qué se 

entiende exactamente por "numéricos". Con lo anterior, también se presenta 

erradamente al derecho de forma univoca a aspectos circunscritos al orden 

cuantitativo, con lo cual se ignora la riqueza y complejidad de los conceptos jurídicos 

que son cualitativos. Muchos conceptos jurídicos son inherentemente 

argumentativos y no pueden ser reducidos a cifras o cantidades. 

 

• La falta de un análisis crítico y rigor académico de la cita, claramente plantea una 

omisión de contraste con otras posturas para entender la finalidad del ejercicio. 

También, este aspecto, debilita la credibilidad del argumento, dado que no se 

 
29 Ver RODRÍGUEZ, César. “La decisión judicial, el debate Hart-Dworkin”, 5 ed, Colombia: Siglo del Hombre Editores 
- Universidad de los Andes, 2005, 
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considera la pluralidad de enfoques en la argumentación jurídica en el sentido que 

plantea el fragmento. 

Inexistencia de relación lógica entre el contexto, enunciado y opción de respuesta “casos 

trágicos” 

 

A partir de los postulado por Manuel Atienza y para ilustrar las fallas teóricas y lógicas 

vamos a presentar lo que la literatura acreditada considera por casos trágicos, con lo cual se 

prueba que no existe coherencia y cohesión entre el contexto, enunciado y opción de 

respuesta. 

Clasificación de Casos  

Casos Fáciles: Aquellos que tienen respuestas claras y no generan controversia30. 

Casos Difíciles: Situaciones en las que puede haber una única respuesta correcta, pero que 

requieren un análisis más profundo31. 

Casos Trágicos: Son aquellos en los que no hay ninguna respuesta que pueda considerarse 

correcta. En estos casos, la aplicación del derecho no puede lograr una justicia satisfactoria32. 

Límites de la Argumentación Jurídica:  

Para Manuel Atienza uno de los pocos autores que han hablado de los casos trágicos, estos 

casos no representan un simple empate entre respuestas. Muestran los límites de la 

racionalidad y de la argumentación jurídica. En estos casos, el operador jurídico debe 

reconocer que las herramientas argumentativas disponibles no son suficientes para resolver 

la situación de manera justa33.  

El autor critica la visión de que los casos trágicos son meramente el resultado de 

inconmensurabilidad de valores o causas psicológicas. En cambio, sostiene que son el 

resultado de sociedades injustas34, donde la conciencia de lo trágico debe recordar a los 

juristas su deber de contribuir al cambio social para disminuir la dimensión de lo trágico en 

el derecho35.  

Por último, se enfatiza la importancia de la deliberación en el ejercicio del derecho, que 

requiere empatía y capacidad de distanciamiento. Asimismo, Atienza se inspira en el trabajo 

de Anthony Kronman. Éste defiende la idea de un jurista prudente que posee la capacidad 

 
30  ATIENZA, Manuel. “Curso de argumentación jurídica”, España: Editorial Trotta, S.A., 2013, p. 812. 
31 Ibidem, p. 812. 
32 “hay casos trágicos: aquellos en los que no es que haya más de una respuesta correcta, sino que no hay ninguna; 
en los que es imposible realizar la justicia a través del Derecho. Que no haya ninguna que pueda considerarse 
correcta no quiere decir tampoco que sean casos de empate. Es muy raro, efectivamente, encontrarse con que a 
favor de las (normalmente) dos posibles respuestas a un caso haya razones que tengan exactamente el mismo 
peso.”. Ibidem, p. 812. 
33 Ibidem, pp. 812 -817. 
34 Ibidem, pp. 812 -817. 
35 Ibidem, pp. 812 -817. 
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de deliberar sobre fines y valores, lo cual está en un contexto social. Sin embargo se aparta, 

porque cree que se debe tener es conciencia de la injusticia social36. 

Respuestas posibles 

Dadas las condiciones negativas del texto ya explicadas, el efecto frente a las posibles 

respuestas implica una conducción a interpretaciones caóticas y erróneas. Esto configura 

ambigüedad por falta de rigor y clarificación semántica. 

Por otro lado, no se concluye que, sobre la base del  precario marco teórico del autor de la 

fuente la respuesta de “trágicos”, por carecer de un nexo que genere elementos de cohesión 

textual. Por otro lado, estando los “casos difíciles”, en el marco de casos que difícilmente se 

soluciona por subsunción, nos da elementos para considerar otra opción de respuesta 

válida. 

La opción "trágicos" no se deriva lógicamente del texto proporcionado. El texto menciona 

que la subsunción es posible cuando se utilizan conceptos unívocos o numéricos. Sin 

embargo, no establece que los casos trágicos sean un tipo de caso que impida la aplicación 

de la subsunción. La relación entre la naturaleza trágica de un caso y la dificultad para 

aplicar la subsunción no está explícitamente fundamentada en el texto. 

Por último, si observamos el texto completo, que además está mal citado, encontramos que 

se maneja una idea y contexto diferente, dado que en la línea argumental se genera un 

cambio de enfoque y temática, pues en el párrafo del texto de Grajales y Negri37 referido en 

la pregunta no se puede concluir la respuesta como correcta(trágicos). Para ilustra se 

presenta el texto: 

“La crítica que se formula a esta concepción es que la aplicación del derecho no se reduce a 

una simple subsunción. La subsunción sólo es posible cuando la ley utiliza conceptos 

unívocos o conceptos numéricos, pero fuera de estos dos, todos los demás conceptos son 

susceptibles de extensión. Por lo tanto, la mayoría de los supuestos de aplicación del 

derecho son al mismo tiempo supuestos de creación del derecho. Se suelen distinguir al 

respecto los casos denominados fáciles,  difíciles, trágicos o problemáticos. Son casos fáciles 

aquellos en los que no existen dificultades en identificar la norma a aplicar y el supuesto de 

hecho objeto de decisión; por ejemplo, aquellos en que la norma utiliza conceptos unívocos 

(aeronave, cheque, hecho imponible, etc.), o cuando utiliza conceptos numéricos, cuando 

establece la mayoría de edad a los dieciocho años, o requiere la existencia de tres testigos en 

 
36 “…La conciencia de lo trágico, el sentimiento de pesar o de sacrificio debe cumplir, precisamente, la función de recordar 

a los jueces (a los juristas) su deber (como ciudadanos) de contribuir al cambio social, de manera que disminuya la 

dimensión de lo trágico en el Derecho. Y si deben —o debemos— tener algo de mala conciencia es porque todos (o casi 

todos) Somos algo responsables (aunque, naturalmente, en grados muy distintos) de esa injusticia de base.“- Ibidem, p. 
814. 
37 Recordemos que, se afirma erradamente en la pregunta que, la cita del texto corresponde a “Amós Arturo Grajales 
y Nicolás Jorge Negri, Sobre la argumentación jurídica y sus teorías”, sin embargo, el texto compartido por el mismo 
autor en Academia  corresponde a otro título, el cual se denomina “La argumentación jurídica en las sentencias 
judiciales” y responde a una tesis doctoral, la cual dirigió Amós Arturo Grajales, de manera que la cita no 
corresponde al texto presentado en la pregunta. 
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los testamentos o determina que el muro medianero debe tener como mínimo tres metros 

de altura. El caso se considera fácil, en la medida en que el ordenamiento otorga un único 

sentido a las expresiones aeronave, cheque y hecho imponible, o en el hecho de que 

expresiones como dieciocho años, tres testigos y tres metros de altura constituyen conceptos 

numéricos de fácil comprobación. De allí que se afirme que en los casos fáciles sea más 

evidente la aplicación del derecho como subsunción.”38. 

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 65 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento 

en cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

 

JORNADA DE LA TARDE DEL 19 DE MAYO DE 2024 

1. Pregunta 1 

Contexto Pregunta 1. 

Los programas masivos de reparación tienen como propósito esencial restituir los derechos 

de las víctimas, reconocer su condición de ciudadanos con plenos derechos y recuperar el 

tejido social. Por estas razones, los programas de reparación suelen poner mayor énfasis en 

los componentes de restitución, compensación y rehabilitación. No obstante, estos 

programas de reparaciones pueden ir desde los muy básicos, es decir, la simple entrega de 

dinero en efectivo, hasta los sumamente complejos, es decir, distribuir dinero, pero también 

atención de salud, apoyo educacional y de vivienda, etc., además de medidas simbólicas, 

tanto individuales como colectivas. 

 
38 NEGRI, Nicolás Jorge. “La Argumentación Jurídica En Las Sentencias Judiciales.” 
Web.https://www.academia.edu/52757002/La_argumentaci%C3%B3n_jur%C3%ADdica_en_las_sentencias_judi
ciales 

https://www.academia.edu/52757002/La_argumentaci%C3%B3n_jur%C3%ADdica_en_las_sentencias_judiciales
https://www.academia.edu/52757002/La_argumentaci%C3%B3n_jur%C3%ADdica_en_las_sentencias_judiciales
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Enunciado  

De acuerdo con el fragmento anterior, el derecho a ser reparado a través de programas 

masivos de reparación para víctimas del conflicto armado, según los autores esto implica 

Distractores  

entregar dinero en efectivo a las víctimas con el fin de restituir sus derechos como medida 

individual. 

 

establecer amnistías para garantizar desarmes que contribuyan a reinserciones masivas. 

 

buscar el enjuiciamiento de involucrados en violaciones sistemáticas de derechos humanos. 

 

Clave 

reconocer a las víctimas la condición de ciudadanos con derecho a ser reparados. 

Incumplimiento de criterios comunicativos  

 

El contexto contiene desde su inicio falta de coherencia en cuanto a la cantidad lo que afecta 

su claridad pues en el primer reglón menciona que: “Los programas masivos de reparación 

tienen como propósito esencial” y a continuación enuncia tres propósitos: “restituir los 

derechos de las víctimas, reconocer su condición de ciudadanos con plenos derechos y 

recuperar el tejido social.”  Continúa el contexto con la frase: “Por estas razones” cuando lo 

anterior corresponde a propósitos y no, a razones, cortando la conexión entre la primera y 

la segunda oración, las cuales, por ende, carecen de relación. Así pues, sin ninguno nexo que 

vincule la primera y la segunda oración, el contexto establece que en su versión simple como 

compleja, “los programas de reparación” tiene una dimensión en hay dinero, lo que cual es 

discutible pues el componente de reparación ante instancias de justicia transicional como la 

Jurisdicción Especial para la Paz, no contempla la reparación económica.  

Se puede establecer también la falta de coherencia entre el contexto y el enunciado, pues el 

primero no menciona el conflicto armado, sin embargo, el enunciado se circunscribe a este. 

Seguidamente, se hace mención a “los autores”, los cuales no son nombrados o identificados 

en ninguna parte del contexto y, a pesar de ello, pretende establecer una implicación. Se crea 

un escenario que carece de lógica, más aun, si se tiene en cuenta que el enunciado empieza 

de manera expresa así: “De acuerdo con el anterior fragmento” y finaliza “según los autores 

esto implica” con lo que los evaluados no podrán determinar si deben responder a partir 

del contexto (incoherente) o de los autores (inexistentes).  

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

El ítem carece de los elementos psicométricos de suficiencia, claridad, coherencia y 

relevancia. Respecto del primero, ni el contexto ni el enunciado cuenta con la información 

sobre la identificación de la fuente ni de sus autores. Así como la información que brinda el 
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contexto es insuficiente para inferir implicación alguna al no haber correlación de variables 

como el conflicto armado y la identidad de los autores o, por lo menos, de la fuente de la 

que obtuvo el contexto. 

El ítem carece de coherencia pues no evalúa una competencia sino una aptitud. Como 

resultado de lo anterior, el ítem es irrelevante para evaluar el nivel cognitivo del concurso.  

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

 Teniendo en consideración tantos elementos confusos en el ítem que generaron 

cargas cognitivas innecesarias, permite concluir que no es un instrumento que 

permita medir la competencia consistente en “motivar la fundamentación y la 

argumentación jurídica para la resolución de casos con base en los principios de la 

Justicia Transicional” y además carece del rigor y el nivel académico. 

Análisis de contenido  

El ítem adolece de una debida citación pues no es posible ubicar en fuentes abiertas a que 

publicación o autores pertenece lo que abre la posibilidad de confusión respecto de si por 

algún tipo de error de trascripción se adicionó en el enunciado la frase “según los autores 

esto implica”, Cabe subrayar la importancia que tiene la determinación de la fuente pues la 

información contenida es ambigua al  mencionar “programas masivos de reparación”, los 

cuales no resultan muy conocidos en los desarrollos administrativos, normativos ni 

jurisprudenciales sobre el derecho a la reparación de víctimas en   Colombiano.  En 

oposición a ello, existen bastos desarrollos sobre el derecho fundamental de las víctimas a 

ser reparadas, ya sean víctimas colectivas o individuales, y de los alcances de la reparación 

integral.  

En términos, de las competencias evaluadas con base en el enunciado, es claro advertir que 

se trata de un control de lectura que se evidencia con las expresiones “De acuerdo con el 

anterior fragmento” y “según los autores esto implica”, que no permiten escalar al análisis 

de casos, normas o jurisprudencia. Consecuente con ello, las opciones de distractores son 

obvias, es decir, se infiere de manera simple cual es la respuesta (clave) aun sin tener mayor 

conocimiento de la temática desarrollada en el ítem.  

Respuestas posibles  

No hay respuestas posibles, pues el evaluado debe responder sobre lo que implica para los 

autores, los cuales, como se ha mencionado con suficiencia, no se establecen en el contexto 

quedando a la deriva a partir de qué o de quiénes va a responder. En últimas, no puede 

existir respuesta donde no ha preguntas correctamente formulas y se le impone al 

evaluado la carga de comprender la instrucción a partir de la información ofrecida en el 

contexto, pero no sabe a ciencia cierta a partir de qué se le está preguntando, por lo que 

debe adivinar cuál es el conocimiento que se le pide en el ítem, ya que, con la lectura del 

contexto y del enunciado no es suficiente para precisar el contenido de la instrucción de la 

competencia a evaluar. 
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Pretensiones sobre el ítem 

En atención a que este ítem de estudio contiene cargas cognitivas injustificadas para su 

comprensión, solicito que sea considerado como acertado y se me otorgue el puntaje que 

sume a mi calificación global. 

Primaria:  

Que se excluya el ítem 1 de la jornada p.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento 

en cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

2. Pregunta 4. 

 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

El actual Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes consagrado en el Código de 

la infancia y la adolescencia CIA, comparado con el sistema anterior, es un sistema de 

justicia especial o de responsabilidad en cuanto que, por una parte, desde el punto de vista 

sustancial, lo medular es la responsabilidad penal y las correspondientes consecuencias 

jurídicas -sanciones- aplicables al o la adolescente que comete un delito y, de otro, la 

especialidad está determinada por la condición de niño y la edad del sujeto pasivo de la 

acción penal. 

 

Enunciado  

De acuerdo con el texto, la idea que se opone a la postura central defendida por el autor 

respecto del actual Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes SRPA consiste en 

 

Distractores  

 

considerar la edad y condición del adolescente como aspectos relevantes en el proceso 

judicial 

 

considerar la edad y condición del adolescente como aspectos relevantes en el proceso 

judicial. (sic) (distractor repetido) 

 

centrarse en la responsabilidad penal y las consecuencias jurídicas, a diferencia del sistema 

penal formal.  
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Clave 

adoptar un enfoque punitivo similar al sistema penal formal 

 

Incumplimiento de criterios comunicativos  

 

EL contexto carece de la debida citación pues es un párrafo tomado del “Plan de formación 

de la rama judicial. Programa de formación especializada área penal, Sistema de 

Responsabilidad Penal para Adolescentes. Justicia Restaurativa”39, que además fue alterado 

en la medida que el original, no contiene la expresión “Código de la infancia y la 

adolescencia”, y las palabras “sistema de justicia especial” se encuentran en cursiva.  

En el enunciado se menciona como puntos de partida de la respuesta que: “De acuerdo con 

el texto” y luego, “la postura central defendida por el autor” sin que haya mención o una 

mínima identificación de estos. Aunado a lo anterior, en los distractores se repiten dos 

opciones de respuesta generándose un escenario de confusión y de falta de rigurosidad en 

la construcción de la prueba. 

 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

El ítem carece de los elementos psicométricos de suficiencia y coherencia. Respecto del 

primero, en el contexto se desarrolla una caracterización del actual Sistema de 

Responsabilidad Penal para Adolescentes sin desarrollar la comparación con el sistema 

anterior, ni mucho menos con otros sistemas, por lo que, con la sola caracterización no es 

posible ni siquiera inferir a que es oponible, como lo pretende la instrucción dada en el 

enunciado. Ello incide en la falta de coherencia entre el enunciado, los distractores y la clave 

o respuesta correcta, pues con el contenido del contexto no se puede establecer que el 

sistema penal formal sea algo opuesto al Sistema de Responsabilidad Penal para 

Adolescentes. 

Es claro que la construcción del ítem mide una aptitud de comprensión verbal y lógica, en 

el sentido de que las opciones de respuesta se encontrarían en el ítem al establecer en el 

enunciado que: “De acuerdo con el texto”, sin embargo, a partir del contexto no es posible 

desarrollar el enunciado o inferir información de manera necesaria y suficiente. Ahora bien, 

no se trató de un control de lectura, sino de medir la capacidad de comprensión de un texto, 

desconociendo la finalidad del instrumento de evaluación propuesto por parte de la Escuela 

Judicial en el Acuerdo Pedagógico.  

Si la Escuela Judicial reguló que haría un control de lectura bajo una metodología de 

aprendizaje basado en problemas, no podía cambiar abruptamente la competencia a evaluar 

 
39 CHAPARRO BORDA, Víctor (2010J). usticia Restaurativa en el Sistema de responsabilidad 

Penal para Adolescentes. Bogotá:  Módulo de Formación autodirigido. Plan de Formación de 

la Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - Escuela Judicial “Rodrigo 

Lara Bonilla”. Pp. 36 
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y cambiarla por la medición de una competencia de aptitud verbal y lógica, asociada a la 

compresión básica de un texto, que solamente implicaba la reconstrucción proposicional de 

la información propuesta en el enunciado.  

Lo anterior es una evidencia del inadecuado diseño, no solo de este ítem, sino de todos los 

ítems del instrumento de evaluación, el cual no midió las competencias que reguló en el 

acuerdo pedagógico, de tal manera que las evaluaciones realizadas el 19 de mayo y el 2 de 

junio de 2024 no puede considerarse como un instrumento objetivo de medición de 

competencias en esta fase del curso concurso, expresamente por ítems de esta naturaleza 

que no están diseñados para realizar un control de lectura de temas y contenidos, sino para 

medir una capacidad o aptitud de compresión, propia de la fase I de esta etapa de selección.  

El ítem mide una competencia diferente a la que reguló la Escuela Judicial que mediría 

(control de lectura). En este sentido, debió el ítem ser un control de lectura de contenido, y 

no la medición de una competencia aptitudinal de comprensión de textos.  

Teniendo en cuenta que la medición de la competencia de comprensión textual no era la 

competencia regulada en el Acuerdo Pedagógico a evaluar, es claro que el instrumento de 

evaluación presenta serios problemas de pertinencia y relevancia de la medición de la 

competencia. 

Adicionalmente, teniendo en cuenta que, incluso con la medición equivocada de la 

competencia, la clave de respuesta resulta evidente, a juzgar incluso por la redacción de dos 

distractores con la misma información, por lo que el ítem incumple con el principio 

fundamental de las pruebas objetivas: desconoce el principio de discriminación 

psicométrica, puesto que alguien que no haya leído ningún texto del programa de justicia 

transicional podía ,incluso, seleccionar la respuesta correcta, creando una injusticia entre 

quienes si leyeron el material y se formaron en contenidos y quienes no.  

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

 

 Teniendo en consideración los elementos del ítem que generaron cargas cognitivas 

innecesarias, aunado a la equivoca construcción del ítem para la medición de 

competencias acordes con el syllabus, se concluye que este ítem no es un instrumento 

que permita medir la competencia consistente en “motivar la fundamentación y la 

argumentación jurídica para la resolución de casos con base en los principios de la 

Justicia Restaurativa” y, además, carece del rigor académico. 

 

Análisis de contenido  

La falta de citación debida afecta la idoneidad del ítem en la medida que, al tratarse una 

lectura obligatoria, los evaluados, conociendo la fuente, hubieran tenido más elementos 

cognitivos para escoger la respuesta correcta; más aún, porque en el siguiente párrafo del 

módulo del que extrajo el contexto, se puede leer: “Comparando con el sistema penal formal 
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tradicional, caracterizado por el enfoque retributivo -en el cual lo importante es el castigo 

como medio disuasivo para evitar la delincuencia juvenil – el SRPA consagrado en el CIA 

[…]”40 con lo que se podía establecer de manera efectiva la comparación y oposición del 

enunciado.   

Respuestas posibles  

Las respuestas contenidas en el ítem no son posibles, debido a que suponen una 

comparación diferente a la planteada en el enunciado.  

Pretensiones sobre el ítem 

Primaria:  

En atención a que este ítem contiene problemas de validez y confiabilidad, solicito se me 

recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética y 

proporcionalmente a mi puntaje global.  

Subsidiaria:  

Que se excluya el ítem 4 de la jornada p.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento 

en cuenta, con fundamento en los ítems que, eventualmente, cumplan con criterios 

psicométricos mínimos para ser considerados una evaluación objetiva.  

 

3. Pregunta 13 

Reconstrucción del Ítem 

Contexto 

“Desde mediados del siglo XX a la fecha, el mundo ha vivido múltiples situaciones de 

conflicto (internos e internacionales); así como múltiples acciones represivas a cargo de 

gobiernos autoritarios y dictatoriales. Unos y otros han ocasionado no solo un gran 

sufrimiento a millones de víctimas directas e indirectas, sino además el debilitamiento del 

principio de Estado de derecho en las sociedades que los han padecido. Al enfrentar 

situaciones masivas como estas, las sociedades y los Estados deben, en líneas generales, 

desmantelar los aparatos reproductores de violencia y, al mismo tiempo, satisfacer las 

necesidades de miles o millones de víctimas. Para hacer las cosas más difíciles, en los países 

que salen de un conflicto – o pretenden salir de él -, el Estado de derecho suele ser débil o 

inexistente, apenas hay capacidad para la aplicación de la ley y la administración de justicia, 

y se presentan generalmente muchos casos de violaciones de los derechos humanos. 

(Adaptado de Uprimmy, Sánchez y Loza, s.f. p.17) 

 
40 Íbid. 
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Enunciado 

Teniendo en cuenta el texto, el autor se refiere al “debilitamiento del Estado de derecho” en 

contextos de justicia transicional 

Opciones de respuestas 

dada la existencia de gobiernos que tienen prácticas autoritarias y dictatoriales. 

por la fragilidad de las instituciones, que se traduce en la de los poderes públicos. 

puesto que se produce el desmantelamiento de estructuras reproductoras de violencia. 

debido a la existencia de violaciones a los derechos humanos en el territorio 

Distractores:  

dada la existencia de gobiernos que tienen prácticas autoritarias y dictatoriales. 

puesto que se produce el desmantelamiento de estructuras reproductoras de violencia. 

debido a la existencia de violaciones a los derechos humanos en el territorio 

Clave 

por la fragilidad de las instituciones, que se traduce en la de los poderes públicos. 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Error de medición de la competencia a evaluar 

El ítem presenta información sobre las situaciones que ha vivido el mundo desde 

mediados del siglo XX a la fecha: una, las múltiples situaciones de conflicto y, otra, las 

múltiples acciones represivas a cargo de gobiernos autoritarios y dictatoriales. 

Describe lo que esas situaciones han ocasionado: gran sufrimiento a millones de víctimas 

directas e indirectas y, además, el debilitamiento del principio de Estado de derecho en 

las sociedades que los han padecido. 

Seguidamente, señala lo que las sociedades y los Estados deben hacer al enfrentar 

situaciones masivas como las descritas: desmantelar los aparatos reproductores de 

violencia y, al mismo tiempo, satisfacer las necesidades de miles o millones de víctimas. 
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A continuación, señala que ese deber se torna difícil para los países que salen de un 

conflicto o- pretenden salir de él- y señala dos razones que sustentan la dificultad: una, 

el Estado de derecho, post conflicto, suele ser débil o inexistente; apenas hay capacidad 

para la aplicación de la ley y la administración de justicia y, otra, que se presentan 

generalmente muchos casos de violaciones de los Derechos Humanos. 

Como se puede advertir el texto se refiere al debilitamiento del principio de Estado de 

derecho como una consecuencia de las situaciones -conflictos y acciones represivas de 

gobiernos dictatoriales-, pero también se refiere al debilitamiento o inexistencia del Estado 

de derecho, en cuanto a capacidad para aplicar la ley y administrar justicia, como una de 

las dificultades de los países para hacer lo que deben ante ese tipo de situaciones. 

La opción de respuesta correcta reconstruye proposicionalmente la información otorgada 

en el ítem, así:  

Información presentada en el ítem Clave de respuesta 

El Estado de derecho suele ser débil o 

inexistente, apenas hay capacidad para la 

aplicación de la ley y la administración de 

justicia 

el autor se refiere al “debilitamiento del 

Estado de derecho” en contextos de justicia 

transicional por la fragilidad de las 

instituciones, que se traduce en la de los 

poderes públicos 

Es claro que la construcción del ítem mide una aptitud de comprensión verbal y lógica, 

en el sentido de que las opciones de respuesta se encuentran en el ítem, de tal manera 

que no se trató de un control de lectura, sino de medir la capacidad de comprensión de 

un texto, desconociendo la finalidad del instrumento de evaluación propuesto por parte 

de la Escuela Judicial en el Acuerdo Pedagógico.  

Si la Escuela Judicial reguló que haría un control de lectura bajo una metodología de 

aprendizaje basado en problemas, no podía cambiar abruptamente la competencia a 

evaluar y cambiarla por la medición de una competencia de aptitud verbal y lógica, 

asociada a la compresión básica de un texto, que solamente implicaba la reconstrucción 

proposicional de la información propuesta en el ítem, tal y como se advierte en el cuadro 

ut supra, por lo demás con una reconstrucción arbitraria: “apenas hay capacidad para la 

aplicación de la ley y la administración de justicia” por “la fragilidad de las instituciones, 

que se traduce en la de los poderes públicos”. Si se advierte, no hay rigor ni siquiera en la 

reconstrucción proposicional. 

Lo anterior es una evidencia del inadecuado diseño, no solo de este ítem, sino de todos 

los ítems del instrumento de evaluación, el cual no midió las competencias que reguló en 

el acuerdo pedagógico, de tal manera que las evaluaciones realizadas el 19 de mayo y el 2 

de junio de 2024 no puede considerarse como un instrumento objetivo de medición de 

competencias en esta fase del curso concurso, expresamente por ítems de esta naturaleza 

que no están diseñados para realizar un control de lectura de temas y contenidos, sino 
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para medir una capacidad o aptitud de compresión, propia de la fase I de esta etapa de 

selección.  

Sub-descripción de la información 

El ítem presenta una problemática de sub-descripción en la información proporcionada, ya 

que pregunta a qué se refiere el autor con el “debilitamiento del Estado de derecho” en 

contextos de justicia transicional, cuando, según el texto, el debilitamiento del Estado de 

derecho es consecuencia de múltiples acciones represivas a cargo de gobiernos autoritarios 

y dictatoriales. Pero también hay debilitamiento del Estado de derecho cuando no hay 

capacidad de sus instituciones y se presentan, generalmente, muchos casos de violaciones 

de los Derechos Humanos. Esta ambigüedad puede llevar a interpretaciones múltiples sobre 

la respuesta correcta, ya que, como se verá posteriormente, también son opciones correctas 

“dada la existencia de gobiernos que tienen prácticas autoritarias y dictatoriales” y “debido 

a la existencia de violaciones a los derechos humanos en el territorio”. 

Plausibilidad de los distractores 

Los distractores planteados en el ítem presentan diferentes niveles de plausibilidad, lo que 

afecta la capacidad de discriminación del ítem. Analicemos cada distractor: 

dada la existencia de gobiernos que tienen prácticas autoritarias y dictatoriales 

Este distractor es plausible y es la clave correcta, ya que está alineado con el 

propósito señalado en el texto adaptado, porque la existencia de gobiernos que 

tienen prácticas autoritarias y dictatoriales trae como consecuencia el 

“debilitamiento del Estado de derecho”. 

puesto que se produce el desmantelamiento de estructuras reproductoras de 

violencia 

Este distractor es plausible; el texto lo plantea como un deber de las sociedades y 

Estados ante las situaciones que producen, precisamente, el debilitamiento del 

Estado de derecho. 

debido a la existencia de violaciones a los derechos humanos en el territorio 

Este distractor es plausible y es la clave correcta, ya que está alineado con el 

propósito señalado en el texto adaptado, donde el Estado de derecho suele ser débil, 

porque se presentan generalmente muchos casos de violaciones de los derechos 

humanos. 

Un punto clave de la distinción de un ítem que mida la competencia adecuada (un 

conocimiento y la habilidad de aplicar ese conocimiento) consiste en lo siguiente:  



Página 66 de 123 
 

un ítem que mide la competencia aptitudinal de comprensión verbal y lógica, solamente 

admite como respuestas plausibles aquellas que se enfocan en la reconstrucción 

proposicional del contenido del contexto del ítem que se concreta en la instrucción del 

enunciado:  Teniendo en cuenta el texto, el autor se refiere al “debilitamiento del Estado de 

derecho” en contextos de justicia transicional, a pesar de que su reconstrucción 

proposicional no es rigurosa.  

En cambio, si vemos el ítem desde la medición de la competencia de control de lectura, al 

tener en cuenta el contenido global del texto obligatorio, podemos afirmar que 3 de las 4 

opciones son correctas, y 1 plausible:  

Su dada la existencia de gobiernos que tienen prácticas autoritarias y dictatoriales 

Este distractor es plausible y es la clave correcta, ya que está alineado con el 

propósito señalado en el texto adaptado, porque la existencia de gobiernos que 

tienen prácticas autoritarias y dictatoriales trae como consecuencia el 

“debilitamiento del Estado de derecho” 

puesto que se produce el desmantelamiento de estructuras reproductoras de 

violencia 

Este distractor es plausible, el texto lo plantea como un deber de las sociedades y 

Estados ante las situaciones que producen, precisamente, “el debilitamiento del 

Estado de derecho”. 

debido a la existencia de violaciones a los derechos humanos en el territorio 

Este distractor es plausible y es la clave correcta, ya que está alineado con el 

propósito señalado en el texto adaptado, donde el Estado de derecho suele ser débil, 

porque se presentan generalmente muchos casos de violaciones de los derechos 

humanos. 

Conclusiones sobre el ítem 

El ítem mide una competencia diferente a la que reguló la Escuela Judicial que mediría. La 

Escuela Judicial debió hacer un control de lectura de contenido, y no lo hizo; por el contrario, 

midió una competencia de aptitud de comprensión de textos.  

Teniendo en cuenta que la medición de la competencia de comprensión textual no era la 

competencia regulada en el Acuerdo Pedagógico a evaluar, es claro que el instrumento de 

evaluación presenta serios problemas de pertinencia y relevancia de la medición de la 

competencia. 
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Adicionalmente, teniendo en cuenta que, incluso con la medición equivocada de la 

competencia, existen tres opciones de respuestas correctas, por lo que el ítem incumple con 

el principio fundamental de las pruebas objetivas: desconoce los principios de 

discriminación, validez y confiabilidad de la prueba. 

Pretensiones sobre el ítem 

Con base en la argumentación proporcionada, solicito se consideren las siguientes acciones: 

Que se excluya el ítem 13 del programa de Justicia Transicional del instrumento de 

evaluación por no medir la competencia regulada como medible en el Acuerdo Pedagógico 

y tratarse de un ítem que medía una aptitud, propio de los primeros exámenes que 

aplicamos en el presente concurso, y no de un control de lectura que discriminara entre 

quienes sí leímos de quienes no leyeron el material sujeto a control de lectura.   

De no prosperar la exclusión del ítem, que se otorgue como acertadas todas las respuestas, 

ya que se trata de un ítem en las que existen por los menos 3 claves de respuestas posibles 

al considerar el texto completo; el distractor faltante, incluso es plausible como respuesta 

correcta, por lo que el ítem induce en error al evaluado, y debe ser recalificado como 

acertado.  

4. Pregunta 20 

Reconstrucción del Ítem 

Contexto 

“En el SRPA, los padres o adultos responsables del adolescente tienen la condición de 

intervinientes especiales en el proceso penal. Su intervención está ligada exclusivamente al 

logro de la finalidad pedagógica y de la JR que tiene el proceso, las medidas y las sanciones” 

(Adaptado de Justicia Restaurativa en el Sistema de responsabilidad Penal para 

Adolescentes, Chaparro., 2010).  

Enunciado 

De acuerdo con el texto anterior, los padres son “intervinientes especiales” porque: 

Opciones de respuestas 

Pueden impugnar las decisiones del juez en el proceso penal de adolescentes. 

Su participación se dirige al desarrollo educativo y de justicia restaurativa. 

Deben colaborar con el tratamiento sancionatorio decidido para el adolescente. 
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Tienen la obligación de representar al adolescente ante el sistema judicial. 

Distractores:  

Pueden impugnar las decisiones del juez en el proceso penal de adolescentes. 

Tienen la obligación de representar al adolescente ante el sistema judicial. 

Clave 

Su participación se dirige al desarrollo educativo y de justicia restaurativa. 

Deben colaborar con el tratamiento sancionatorio decidido para el adolescente. 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Error de medición de la competencia a evaluar 

El ítem presenta información sobre los padres o adultos responsables de los adolescentes 

y presenta dos ideas sobre su rol como intervinientes especiales:  

El primero, que su intervención está ligada exclusivamente al logro de la finalidad 

pedagógica y de la Justicia Restaurativa que tiene el proceso. 

El segundo, que su intervención está ligada exclusivamente al logro de las medidas y las 

sanciones 

Como se puede advertir, la opción de respuesta correcta reconstruye proposicionalmente la 

información otorgada en el ítem, así:  

Información presentada en el ítem Clave de respuesta 

su intervención está ligada exclusivamente 

al logro de la finalidad pedagógica y de la 

Justicia Restaurativa que tiene el proceso 

Su participación se dirige al desarrollo 

educativo y de justicia restaurativa. 

 

su intervención está ligada exclusivamente 

al logro de las medidas y las sanciones 

Deben colaborar con el tratamiento 

sancionatorio decidido para el adolescente 

Es claro que la construcción del ítem mide una aptitud de comprensión verbal y lógica, 

en el sentido de que las opciones de respuesta se encuentran en el ítem, de tal manera 

que no se trató de un control de lectura, sino de medir la capacidad de comprensión de 

un texto, desconociendo la finalidad del instrumento de evaluación propuesto por parte 

de la Escuela Judicial en el Acuerdo Pedagógico.  
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Si la Escuela Judicial reguló que haría un control de lectura bajo una metodología de 

aprendizaje basado en problemas, no podía cambiar abruptamente la competencia a 

evaluar y cambiarla por la medición de una competencia de aptitud verbal y lógica, 

asociada a la compresión básica de un texto, que solamente implicaba la reconstrucción 

proposicional de la información propuesta en el ítem, tal y como se advierte en el cuadro 

ut supra.  

Lo anterior es una evidencia del inadecuado diseño, no solo de este ítem, sino de todos 

los ítems del instrumento de evaluación, el cual no midió las competencias que reguló en 

el acuerdo pedagógico, de tal manera que las evaluaciones realizadas el 19 de mayo y el 2 

de junio de 2024 no puede considerarse como un instrumento objetivo de medición de 

competencias en esta fase del curso concurso, expresamente por ítems de esta naturaleza 

que no están diseñados para realizar un control de lectura de temas y contenidos, sino 

para medir una capacidad o aptitud de compresión, propia de la fase I de esta etapa de 

selección.  

Sub-descripción de la información 

El ítem presenta una problemática de sub-descripción en la información proporcionada, ya 

que no se establece claramente el alcance y las limitaciones de la participación de los padres 

en el proceso penal. Esta ambigüedad puede llevar a interpretaciones múltiples sobre el rol 

de los padres, generando dudas sobre cuál es la respuesta correcta, ya que, como se verá 

posteriormente, es una opción correcta de contenido la facultad de los padres o adultos 

responsables del adolescente de representar al adolescente ante el sistema judicial.  

Plausibilidad de los distractores 

Los distractores planteados en el ítem presentan diferentes niveles de plausibilidad, lo que 

afecta la capacidad de discriminación del ítem. Analicemos cada distractor: 

1. Pueden impugnar las decisiones del juez en el proceso penal de adolescentes. 

Este distractor no es plausible, ya jurídicamente los padres o adultos responsables 

dentro del sistema no tienen esta facultad de impugnación. 

2. Su participación se dirige al desarrollo educativo y de justicia restaurativa. 

Este distractor es plausible, ya que está alineado con el propósito del sistema de 

responsabilidad penal de adolescentes en el que se enfatiza el rol educativo y de 

justicia restaurativa de los padres. 

3. Deben colaborar con el tratamiento sancionatorio decidido para el adolescente. 

Este distractor es plausible, ya los padres tienen un rol de apoyo en el tratamiento 

sancionatorio decidido por parte del Juez, debido a la dimensión educativa y 

restaurativa que tiene el proceso de responsabilidad penal de adolescentes.  

4. Tienen la obligación de representar al adolescente ante el sistema judicial. 

Este distractor es plausible, ya que los padres tienen la representación legal del 

adolescente dentro del proceso de responsabilidad penal de adolescentes. 
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Un punto clave de la distinción de un ítem que mida la competencia adecuada (un 

conocimiento y la habilidad de aplicar ese conocimiento) y no la competencia inadecuada, 

consiste en lo siguiente:  

un ítem que mide la competencia aptitudinal de comprensión verbal y lógica, solamente 

admite como respuestas plausibles aquellas que se enfocan en la reconstrucción 

proposicional del contenido del contexto del ítem que se concreta en la instrucción del 

enunciado: “De acuerdo con el texto anterior, los padres son ‘intervinientes especiales’ 

porque:” 

En cambio, un ítem que mida un saber hacer en contexto, con énfasis en el conocimiento 

derivado de las lecturas, admite como plausible, en tanto que es información cierta, tres 

de las cuatro opciones de respuesta, así:  

1. Su participación se dirige al desarrollo educativo y de justicia restaurativa. 

Este distractor es plausible, ya que está alineado con el propósito del sistema de 

responsabilidad penal de adolescentes, que enfatiza el rol educativo y de justicia 

restaurativa de los padres. 

2. Deben colaborar con el tratamiento sancionatorio decidido para el adolescente. 

Este distractor es plausible, ya los padres pueden tener un rol de apoyo en el 

tratamiento sancionatorio decidido por parte del Juez, debido a la dimensión 

educativa y restaurativa que tiene el proceso de responsabilidad penal de 

adolescentes.  

3. Tienen la obligación de representar al adolescente ante el sistema judicial. 

Este distractor es plausible, ya que los padres tienen la representación legal del 

adolescente dentro del proceso de responsabilidad penal de adolescentes. 

Conclusiones sobre el ítem 

El ítem mide una competencia diferente a la que reguló la Escuela Judicial que mediría 

(control de lectura). En este sentido, debió el ítem ser un control de lectura de contenido, y 

no la medición de una competencia aptitudinal de comprensión de textos.  

Teniendo en cuenta que la medición de la competencia de comprensión textual no era la 

competencia regulada en el Acuerdo Pedagógico a evaluar, es claro que el instrumento de 

evaluación presenta serios problemas de pertinencia y relevancia de la medición de la 

competencia. 

Adicionalmente, teniendo en cuenta que, incluso con la medición equivocada de la 

competencia, las claves de respuesta resultan muy evidentes, por lo que el ítem incumple 

con el principio fundamental de las pruebas objetivas: desconoce el principio de 

discriminación psicométrica, puesto que alguien que no haya leído ningún texto del 

programa de justicia transicional podía ,incluso, seleccionar las respuestas correctas, 
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creando una injusticia entre quienes si leyeron el material y se formaron en contenidos y 

quienes no.  

Pretensiones sobre el ítem 

Con base en la argumentación proporcionada, solicito se consideren las siguientes acciones: 

Que se excluya el ítem 20 del instrumento de evaluación por no medir la competencia 

regulada como medible en el Acuerdo Pedagógico y tratarse de un ítem que medía una 

aptitud, propio de los primeros exámenes que aplicamos en el presente concurso, y no de 

un control de lectura que discriminara entre quienes sí leímos y apropiamos los contenidos, 

de quienes no leyeron el material sujeto a control de lectura.   

4. Pregunta 22 

 

Reconstrucción del Ítem 

Contexto 

La justicia restaurativa, desde los puntos de vista sustancial y procedimental, está 

conformada por una serie de elementos fundamentales como son el reencuentro, el 

reconocimiento, la responsabilidad, la reparación o restauración, la reconstrucción y la 

reintegración.  

El victimario y víctima se encuentran o reencuentran en el programa restaurativo para el 

diálogo, la reflexión y la autocuestionamiento. El ofensor se entera del sufrimiento del 

ofendido, dimensiona los efectos del daño ocasionado y el otro conoce la situación o las 

causas o razones que llevaron a aquél a actuar. Los dos indican sus necesidades, expectativas 

o intereses. 

El ofensor reconoce que cometió un delito, que irrogó un daño y que su interlocutor es el 

ofendido que lo sufre. La víctima reconoce al primero como vulnerador de sus derechos y 

comprende las circunstancias o motivos que originaron su obrar.  

El ofensor adquiere consciencia del daño y asume su responsabilidad con las respectivas 

obligaciones de reparar o restaurar.  

En general, se considera la reparación como las acciones de arreglo pactadas para superar 

la afectación. La reparación material se realiza mediante la compensación, la devolución, o 

la indemnización. La reparación simbólica consiste en ofrecimiento de disculpas, 

manifestación de arrepentimiento, solicitud de ser perdonado.  

Enunciado 
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De acuerdo con el texto anterior, las afirmaciones que describen los procesos de justicia 

restaurativa acertadamente, desde una perspectiva sustancial y procedimental del elemento 

reconocimiento, son: 

Opciones de respuesta:  

Reconocimiento económico a través de la compensación, la devolución o la 

indemnización. 

Reconocimiento por parte de la víctima al ofensor como vulnerador de sus derechos 

y de las circunstancias de su obrar. 

Reconocimiento por parte del victimario del delito, del daño causado y de las 

personas que lo sufren. 

Reconocimiento simbólico a través del ofrecimiento de disculpas, manifestación de 

arrepentimiento, solicitud de ser perdonado. 

Distractores: 

Reconocimiento económico a través de la compensación, la devolución o la 

indemnización. 

Reconocimiento simbólico a través del ofrecimiento de disculpas, manifestación de 

arrepentimiento, solicitud de ser perdonado. 

Claves de respuesta según la Escuela Judicial 

Reconocimiento por parte de la víctima al ofensor como vulnerador de sus derechos 

y de las circunstancias de su obrar. 

Reconocimiento por parte del victimario del delito, del daño causado y de las 

personas que lo sufren. 

Fuente de la pregunta 

El texto del ítem fue extraído literalmente de las páginas 5 y 6 de la lectura obligatoria de 

FLÓREZ RODRÍGUEZ, Max (2019). Justicia Restaurativa y Proceso Penal. Consejo Superior 

de la Judicatura. Bogotá. (pp. 1-16). 

Es de advertir que el párrafo es sacado de contexto, aspecto que se advierte al considerar la 

lectura globalmente, es decir, si se considera la lectura como un todo, y no los 5 párrafos 

extraídos para el ítem, podemos concluir que todas las opciones de respuesta resultan 

plausibles como correctas.  



Página 73 de 123 
 

Sub-descripción de la información 

El ítem presenta problemas de sub-descripción en la información proporcionada, ya que no 

se establece claramente cuáles elementos del reconocimiento están considerados desde la 

perspectiva sustancial y procedimental. Esta ambigüedad puede llevar a diferentes 

interpretaciones sobre qué afirmaciones son correctas. Ahora bien, en lo que refiere al 

proceso de justicia restaurativa, todas las opciones planteadas dan cuenta y describen el 

mismo, como se explicará a continuación:  

1. Reconocimiento económico a través de la compensación, la devolución o la 

indemnización: La justicia restaurativa no se limita a un solo tipo de reparación, 

pues reconoce que el daño causado puede ser en parte mitigado mediante formas 

económicas de compensación. Esto incluye la compensación financiera directa, la 

devolución de bienes perdidos o la indemnización por daños sufridos; este tipo de 

reconocimiento es fundamental, porque aborda el aspecto tangible del daño y busca 

restituir a la víctima en su situación anterior en la medida de lo posible. 

 

2. Reconocimiento por parte de la víctima al ofensor como vulnerador de sus 

derechos y de las circunstancias de su obrar: En el proceso de justicia restaurativa, 

es crucial que la víctima reconozca al ofensor como la persona que ha causado el 

daño; este reconocimiento no solo valida la experiencia de la víctima, sino que 

también permite un entendimiento más profundo del contexto y las circunstancias 

que llevaron al acto delictivo, facilitando el diálogo y el entendimiento mutuo, 

elementos esenciales para la reconciliación. 

 

3. Reconocimiento por parte del victimario del delito, del daño causado y de las 

personas que lo sufren: Un componente clave de la justicia restaurativa es que el 

ofensor asuma la responsabilidad de sus acciones, lo cual significa que debe 

reconocer el delito cometido, el daño infligido y las personas afectadas. Este 

reconocimiento es un paso esencial hacia la rehabilitación del ofensor y la reparación 

del daño, ya que abre la puerta al arrepentimiento sincero y al compromiso de 

garantizar la no repetición de los hechos.  

 

4. Reconocimiento simbólico a través del ofrecimiento de disculpas, manifestación 

de arrepentimiento, solicitud de ser perdonado: La justicia restaurativa valora 

altamente la reparación simbólica, es decir acciones como ofrecer disculpas, mostrar 

arrepentimiento genuino y solicitar el perdón de la víctima, lo cual se enfoca en 

dimensiones emocionales y psicológicas del daño, ayudando a restaurar dignificar a 

las víctimas, promoviendo escenarios de reconciliación.  

La lectura obligatoria leída de manera global permite concluir las cuatro dimensiones 

del reconocimiento.  

Conclusión: 
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Cada una de estas afirmaciones refleja una faceta distinta, pero complementaria del proceso 

de justicia restaurativa. La combinación de reconocimiento económico, personal y simbólico 

asegura una respuesta integral y holística al daño causado, promoviendo tanto la justicia 

como la reconciliación entre las partes involucradas. Por lo cual, de acuerdo a la pregunta 

formulada, todas las opciones de respuesta serían correctas.  

Solicitud.  

Sea valorada de forma acertada para todos los discentes esta pregunta, pues como se 

evidenció todas las respuestas son correctas.  

5. Pregunta 23 

 

Reconstrucción del Ítem 

Contexto 

"La justicia restaurativa, desde los puntos de vista sustancial y procedimental, está 

conformada por una serie de elementos fundamentales como son el reencuentro, el 

reconocimiento, la responsabilidad, la reparación o restauración, la reconstrucción y la 

reintegración. Victimario y víctima se encuentran o reencuentran en el programa 

restaurativo para el diálogo, la reflexión y la autocuestionamiento. El ofensor se entera del 

sufrimiento del ofendido, dimensiona los efectos del daño ocasionado y el otro conoce la 

situación o las causas o razones que llevaron a aquél a actuar. Los dos indican sus 

necesidades, expectativas o intereses. El ofensor reconoce que cometió un delito, que irrogó 

un daño y que su interlocutor es el ofendido que lo sufre. La víctima reconoce al primero 

como vulnerador de sus derechos y comprende las circunstancias o motivos que originaron 

su obrar. El ofensor adquiere consciencia del daño y asume su responsabilidad con las 

respectivas obligaciones de reparar o restaurar. En general, se considera la reparación como 

las acciones de arreglo pactadas para superar la afectación. La reparación material se realiza 

mediante la compensación, la devolución, o la indemnización. La reparación simbólica 

consiste en ofrecimiento de disculpas, manifestación de arrepentimiento, solicitud de ser 

perdonado. La reparación se divide en restitución y restauración. En aquella se pretende 

devolver a la víctima a la situación anterior al conflicto, como restituir la tierra al 

desplazado. En la última, el daño es irreparable no se puede volver a la situación anterior al 

delito, no es posible devolver lo “perdido”, entonces, hay que restaurar a la víctima en su 

dignidad. La reparación del daño genera la reconciliación entre las partes que han 

solucionado el conflicto, la reconstrucción de la relación que antes tenían, o, incluso, la 

construcción de un nuevo nexo. El ofensor se reincorpora al grupo para evitar el aislamiento 

y la estigmatización de la pena. Así mismo, incluye la reinserción de la víctima a la 

colectividad, no pocas veces marginada con ocasión de la conducta injusta. De esta manera, 

se recupera la confianza en el victimario y se reconstruye el tejido social roto con el 

comportamiento injusto." 
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Enunciado 

De acuerdo con el texto anterior, las afirmaciones que se oponen a la idea central defendida 

en el mismo son: 

Distractores 

La justicia restaurativa se centra en la reconstrucción consensuada de relaciones 

sociales y la reintegración del ofensor a la comunidad. 

El reencuentro entre ofensor y víctima son vitales para generar el reconocimiento y 

la reparación. 

Clave 

La justicia restaurativa se centra en la culpabilidad del ofensor y sopesa los derechos 

de la víctima. 

La reparación simbólica menoscaba los derechos económicos de la víctima." 

Contenido del ítem 

La evaluación de competencias de conocimiento mediante textos extensos, como el 

presentado, enfrenta dificultades significativas que pueden ser consideradas 

antipedagógicas, ya que generan cargas cognitivas exageradas que afectan la concentración. 

En primer lugar, la complejidad y la extensión del texto pueden resultar abrumadoras, 

dificultando la capacidad para identificar y retener los conceptos clave en el tiempo que 

tiene el evaluado para responder el instrumento de evaluación.  

Además, el texto no defiende una idea central de manera clara, sino que presenta diversas 

ideas relacionadas con la justicia restaurativa, lo que puede contribuir a la confusión y 

dificultar la evaluación. La estructura lineal y la falta de ejemplos específicos limitan la 

capacidad de los estudiantes para contextualizar y aplicar los conceptos en situaciones 

prácticas. La ausencia de definiciones claras y la densidad del contenido pueden llevar a 

una interpretación fragmentada, lo que dificulta la evaluación precisa de las competencias 

adquiridas.  

Análisis de las afirmaciones: 

Afirmación 1: "La justicia restaurativa se centra en la reconstrucción consensuada de 

relaciones sociales y la reintegración del ofensor a la comunidad." 
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• Esta afirmación no se opone a la idea central del texto, ya que se menciona que la 

justicia restaurativa incluye la reconstrucción de relaciones y la reintegración del 

ofensor. 

Afirmación 2: "El reencuentro entre ofensor y víctima son vitales para generar el 

reconocimiento y la reparación." 

• Esta afirmación no se opone a la idea central del texto, que subraya la importancia 

del reencuentro y reconocimiento para la reparación. 

Afirmación 3: "La justicia restaurativa se centra en la culpabilidad del ofensor y sopesa los 

derechos de la víctima." 

• Esta afirmación no se opone a la idea central del texto, ya que, aunque el enfoque 

principal de la justicia restaurativa está en la reparación del daño y la reconstrucción 

de relaciones, esto no puede ocurrir sin reconocer la culpabilidad del ofensor y los 

derechos de la víctima, atado especialmente al estándar de justicia con enfoque 

restaurativo. 

• El texto detalla cómo el proceso de justicia restaurativa implica que el ofensor asuma 

la responsabilidad por sus acciones y reconozca el daño causado a la víctima. Esta 

aceptación de culpabilidad es crucial para que se puedan llevar a cabo acciones de 

reparación o restauración, que son elementos fundamentales del enfoque 

restaurativo. La culpabilidad del ofensor no es el fin en sí mismo, sino el punto de 

partida para las acciones reparadoras que buscan restaurar la dignidad de la víctima 

y reconstruir el tejido social. Además, los derechos de la víctima son considerados y 

sopesados a lo largo del proceso, la víctima tiene la oportunidad de expresar sus 

necesidades, expectativas e intereses, y que el ofensor debe ser consciente de éstas al 

asumir su responsabilidad. La justicia restaurativa, por lo tanto, no solo se centra en 

la culpabilidad del ofensor, sino también en equilibrar esto con los derechos y 

necesidades de las víctimas para lograr una reconciliación y restauración efectiva. 

Afirmación 4: "La reparación simbólica menoscaba los derechos económicos de la víctima." 

• Esta afirmación se opone a la idea central del texto, que no menciona que la 

reparación simbólica menoscabe los derechos económicos de la víctima, sino que la 

considera parte importante de la reparación y en perspectiva complementaria.  

Conclusión: De acuerdo con el texto anterior, y el sentido negativo de la instrucción del 

enunciado (“las afirmaciones que se oponen a la idea central defendida en el mismo son”), 

es imperativo concluir que ninguna de las opciones de respuesta -combinadas- sería 

correcta, pues la única afirmación que se opone a la idea central es la afirmación 4. Como se 

explicó con antelación, la afirmación 3 es coherente con la idea general del texto, ya que 

reconoce que la justicia restaurativa requiere tanto el reconocimiento de la culpabilidad del 
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ofensor como la consideración de los derechos de la víctima, elementos ambos necesarios 

para la reparación del daño y la reconstrucción de las relaciones sociales. 

Solicitud:  

Principal  

 

Sea considerada como correcta cualquier respuesta que incluya la afirmación nro. 4, pues es 

la única respuesta que se adecua a lo requerido, existiendo en el ítem alarma de doble 

respuesta correcta, incluso, de manera parcial.  

Como consecuencia de lo anterior, recalificar mi puntaje global consolidado.  

Solicitud subsidiaria: Se anule la pregunta, se excluya del instrumento de evaluación y se 

tenga como correcta para mí y para todos los discentes.  

6. Pregunta 36 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

Antes de declarar instalada la audiencia de juicio oral en un caso de lesiones personales sin 

secuelas, el juez informa a las partes sobre los beneficios de aplicar la Justicia Restaurativa, 

señalando las ventajas tanto para ellos como para sus familias y la comunidad que presenció 

el delito. El juez se percata de que las partes carecen de conocimiento sobre los mecanismos 

de la Justicia Restaurativa. 

Enunciado 

De acuerdo con el caso anterior, sobre los mecanismos de Justicia Restaurativa es correcto 

afirmar que el juez  

Distractores 

NO puede proponerlos porque los involucrados manifestaron desconocer un mecanismo 

alternativo, por lo que debe proceder con el juicio y una eventual condena. 

NO puede proponerlos dado que el juez al ser el “director del proceso”, puede hacer que 

las partes se sientan obligadas a aceptarlos bajo la supervisión de la Fiscalía. 

puede proponerlos puesto que la Fiscalía puede acudir al juez con un acuerdo que las partes 

deben ratificar en un centro de mediación o conciliación en equidad. 



Página 78 de 123 
 

Clave 

puede proponerlos para que los involucrados acudan a un centro de mediación o de 

conciliación en equidad, previa remisión del juez a la Fiscalía. 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

En relación con los elementos psicométricos, el ítem tiene problemas de sub-descripción de 

la información lo que hace que exista doble respuesta posible en el ítem, en atención a que 

no se establece en el contexto cuál sería el rol del Fiscal del caso, información que está 

agregada en las opciones de respuesta.  

Los distractores en sentido negativo “NO puede” son de fácil descarte y, por lo tanto, no 

cumplen los criterios de plausibilidad, de tal forma que incumplen el criterio de 

discriminación, pues alguien si conocimiento igual puede descartar los mencionados 

distractores, por el tipo de justificación que incluyen; veamos: “porque los involucrados 

manifestaron desconocer un mecanismo alternativo” y “dado que el juez al ser el “director 

del proceso”, puede hacer que las partes se sientan obligadas a aceptarlos”. Basta leer la 

justificación de cada distractor para descartarlos, en la medida en que es evidente la falta de 

plausibilidad.   

Ahora bien, los otras dos opciones sí son plausibles como correctas, ya que, tanto en la clave 

propuesta “puede proponerlos para que los involucrados acudan a un centro de mediación 

o de conciliación en equidad, previa remisión del juez a la Fiscalía” y en el “aparente 

distractor” que dice “puede proponerlos puesto que la Fiscalía puede acudir al juez con un 

acuerdo que las partes deben ratificar en un centro de mediación o conciliación en equidad” 

refiere a opciones plausibles en atención a la regulación del artículo 518 y 520 de la Ley 906 

de 2004, lo que hace correcto afirmar ambas proposiciones. Veamos:  

El artículo 518 regula que se “entenderá por programa de justicia restaurativa todo proceso 

en el que la víctima y el imputado, acusado o sentenciado participan conjuntamente de 

forma activa en la resolución de cuestiones derivadas del delito en busca de un resultado 

restaurativo, con o sin la participación de un facilitador”. Lo anterior significa que el 

contexto planteado en el ítem incluye la presencia de un facilitador, llámese mediador o 

conciliador.  

En ambas opciones se cumplen las condiciones esenciales de lo que se entiende por justicia 

restaurativa. En efecto, el artículo 520 de la Ley 906 de 2004 indica que “el fiscal o el juez, 

para remitir un caso a los programas de justicia restaurativa, deberá” 1. Informar 

plenamente a las partes de sus derechos, de la naturaleza del proceso y de las posibles 

consecuencias de su decisión, y cerciorarse de que no se haya coaccionado a la víctima o al 

infractor para que participen en procesos restaurativos, lo que indica que la facultad recae 

tanto en el Juez como en el Fiscal. En tal sentido, la plausibilidad del distractor como 

respuesta correcta establece que el Fiscal puede acudir al Juez con un acuerdo entre las 

partes, lo que corrobora la noción descrita en el artículo 518 de la Ley 906 de 2004 y la regla 

del artículo 520 ejusdem.  
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Respuestas posibles 

 

El ítem 36 del programa de Justicia Transicional y Justicia Restaurativa tiene doble clave de 

respuesta posible, razón por la cual deberá concederse como acertadas las siguientes 

respuestas, por estar conformes a la normativa vigente, tal y como se explicó, y que, 

proposicionalmente, refieren la misma idea, sin distinciones o características relevantes que 

sean contrarias a la norma vigente:  

puede proponerlos puesto que la Fiscalía puede acudir al juez con un acuerdo que las partes 

deben ratificar en un centro de mediación o conciliación en equidad. 

puede proponerlos para que los involucrados acudan a un centro de mediación o de 

conciliación en equidad, previa remisión del juez a la Fiscalía 

 Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y confiabilidad, por tener doble clave de respuesta, de tal manera que solicito a 

la Escuela o a la UT que se apliquen en orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 36 de la jornada p.m. del examen del 19 de mayo de 2024 del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de validez y 

confiabilidad, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo la marcación de 

cualquier de las 2 claves posibles, de tal manera que se agregue aritmética y 

proporcionalmente a mi puntaje global, tal y como lo efectuó con el ítem 275 que se identificó 

como un caso de “alerta de doble clave” por lo que se optó por reconocer los puntos a los 

discentes que hubieran contestado cualquiera de las opciones válidas.  

 

7. Pregunta 45 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

De acuerdo con Manuel Atienza, “La argumentación es, en realidad, una acción —o un 

proceso— con la que se pretende obtener un resultado: lograr la adhesión del auditorio, 

pero sólo por medio del lenguaje, es decir, prescindiendo del uso de la violencia física o 

psicológica”. 
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Enunciado 

De acuerdo con lo anterior, el elemento de la argumentación al que se refiere es 

Distractores 

al auditorio. 

a la persuasión. 

a la demostración.  

 

Clave 

al discurso. 

Incumplimiento de criterios comunicativos 

Para comenzar, se introduce, una cita descontextualizada e incorrecta del profesor Atienza. 

Se dice que descontextualizada e incorrecta, porque allí Atienza está citando a Perelman & 

Olbrechts-Tyteca, en su Tratado de argumentación. Sin esta información, se apelaría a la 

memoria del evaluado para que recuerde ese fragmento particular; en todo caso, se impone 

una carga cognitiva innecesaria, dado que un evaluado competente sabrá que esa no es la 

postura de Atienza.      

Por otra parte, el enunciado no es coherente en absoluto con el contexto. En efecto, este 

enunciado implica una afirmación según la cual el texto está haciendo referencia a “un 

elemento de la argumentación”. Sin embargo, el texto se refiere a la argumentación en 

general. En esta misma medida, las opciones de respuesta no guardan coherencia alguna ni 

con el contexto, ni con el enunciado.       

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 

afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Como se verá, en 

relación con su coherencia y relevancia, se evidencian problemas en el sentido que, tanto la 

forma como el contenido, permiten evidenciar la falta de comprensión del tema objeto de 

evaluación por parte de los constructores de ítems. De hecho, lo que se presenta constituye 

una cita de una cita, y se tergiversa enormemente.   

Fuente de información 

La fuente de información es confiable y está dentro de las obligatorias. Sin embargo, como 

ya se dijo, se encuentra mal citada en tanto no es cierto que esa postura sea de Atienza, sino 

que es una cita que Atienza hace de Perelman & Olbrechts-Tyteca (Tratado de argumentación). 

En esta medida, es clara la falta de comprensión del desarrollo histórico de los conceptos 

por parte del constructor de ítems. Pareciese que, al azar, se seleccionase un párrafo para 

completar de manera totalmente antihistórica, antiacadémica y antirigurosa.    

    



Página 81 de 123 
 

Análisis de contenido 

De nuevo, el mayor reproche de contenido para este ítem tiene que ver con el error de 

citación, con consecuencias graves en términos de comprensión y cargas cognitivas. Se debe 

precisar, además de todo lo anterior, que la cita proviene del Capítulo Tercero: Perelman y la 

nueva retórica, del libro las Razones del derecho, de Manuel Atienza41. Evidentemente, como ya 

se ha dicho repetidamente, no es una postura del profesor Atienza. 

Por demás, lo que termina haciendo el constructor de ítems es tomar otro fragmento del 

capítulo en el que se habla, ahí sí, de tres elementos de la argumentación: “En la 

argumentación se pueden distinguir tres elementos: el discurso, el orador y el auditorio” (p. 

49). De nuevo, se trata de Atienza citando a Perelman y compañía. Una vez más, es falso que 

el discurso se defina o se caracterice como pretende el constructor de ítems hacernos creer.                

Respuestas posibles  

Dadas las argumentaciones anteriores, no es dable asumir o inferir respuestas posibles sin 

que la tarea cognitiva resulte irrelevante para el proceso de evaluación. En esta medida, 

ninguna respuesta es medianamente plausible o razonable. 

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 45 de la jornada p.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

 

Subsidiaria: 

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue 

aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  

8. Pregunta 59: Ustedes anularon esta pregunta y valía positiva para todos, dado que 

según Resolución EJR24-298 de 21 de junio de 2024, “no cumplían con los estándares 

esperados de validez y confiabilidad” no obstante me aparece incorrecta y no me 

puntúa. 

 

 

 

 
41 ATIENZA, Manuel. Las razones del derecho: Teorías de la argumentación jurídica. UNAM. 2005.  
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JORNADA DE LA MAÑANA DEL 2 DE JUNIO DE 2024 

 

1. Pregunta 2 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

La autora en relación con los llamados casos difíciles plantea: “No sólo necesita el juez las 

virtudes judiciales para apreciar las circunstancias del caso concreto y cómo resolverlo 

conforme a derecho, en los casos en los que hay problemas de interpretación, relevancia, 

prueba o calificación, sino que también es necesaria la virtud para percibir que el caso es, en 

realidad, un caso difícil, es decir, para darse cuenta de que aunque a primera vista pueda 

parecer que el caso cae claramente dentro de la aplicación de una determinada norma 

jurídica, tal aplicación es, sin embargo, problemática” (Amaya, Maria). 

Enunciado 

Con fundamento en el aparte transcrito, los casos difíciles requieren del/la operadora 

jurídica 

Distractores 

fuertes convicciones personales que guíen su proceder. 

sensibilidad personal y profesional frente al caso planteado. 

profundo conocimiento jurídico sobre el derecho vigente. 

Clave 

aptitud crítica para comprender la complejidad del caso. 

Incumplimiento de criterios comunicativos  

Como se verá más adelante, la calidad de la fuente de información para este ítem es bastante 

deficiente. En relación con la coherencia que debe guardar el enunciado con el contexto, se 

identifica que no hay elementos léxicos (palabras), ni sintácticos (frases, oraciones), ni 

michos menos semánticos que permitan identificar la relación entre el primero y el segundo. 

No está claro cómo "con fundamento en el apartado inscrito" se puede inferir que la 

respuesta correcta sea la aptitud crítica para comprender la complejidad del caso. La 

conexión no es directa ni fácil de entender. Esto sólo se podrá advertir a partir de un contexto 

amplio que permita al evaluado inferir correctamente de qué forma se podría argumentar 

que los casos difíciles requieren del/la operadora jurídica aptitud crítica para comprender 

la complejidad del caso.  

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 

afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Además, como se ha 
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visto y se verá, el hecho de que se use una fuente de información de calidad dudosa lo hace 

incoherente con el syllabus y poco relevante en relación con la competencia que se pretende 

medir42. Además, el ítem es limitado y no proporciona un contexto amplio que permita a los 

evaluados comprender plenamente el principio en discusión. La formulación de los 

distractores no presenta opciones mutuamente excluyentes ni equitativas, lo que afecta la 

validez de la evaluación. 

A continuación, se desarrollan los detalles de estos elementos: 

Fuente de información 

Aunque se menciona a María Amaya como fuente, no se presenta de manera clara y explícita 

cómo se relacionan los conceptos mencionados con su obra. La referencia sin una 

explicación detallada puede inducir a error si el contenido no es accesible o conocido por 

los evaluados. Si bien el contexto menciona a Amaya, no se proporciona suficiente 

información sobre cómo esta autora llega a la conclusión de que la opción correcta, "aptitud 

crítica para comprender la complejidad del caso," capte completamente la idea de "virtudes 

judiciales" mencionada en la cita, que también incluye la apreciación de las circunstancias y 

la resolución conforme a derecho.  

 El ítem se basa únicamente en la obra de Amaya, lo que restringe la perspectiva teórica de 

los examinados. En un campo tan amplio y debatido como la ética judicial, es fundamental 

incluir múltiples fuentes para proporcionar una comprensión más completa y matizada de 

los llamados casos difíciles. 

Dado que el campo de la ética judicial es dinámico, la inclusión de fuentes más recientes 

podría ofrecer desarrollos y matices que no están presentes en la obra de Amaya. Esto 

garantizaría que los examinados estén al tanto de las últimas teorías y prácticas en el área. 

El extracto utilizado del texto de Amaya proporciona una visión limitada de los casos 

difíciles. Sin un contexto más amplio, los examinados pueden no entender plenamente cómo 

se aplica este concepto en diferentes situaciones. Proporcionar más contexto de la fuente 

original permitiría una mejor comprensión y aplicación del concepto. 

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta, no cumple 

con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 

 Dado que la cita proviene de un texto que adolece de rigor teórico, se incumplió con 

el acuerdo en los siguiente: i) impartir una formación especializada, integral y de alta 

calidad para los aspirantes, ii) suministrar herramientas que faciliten y mejoraren las 

 
42 Syllabus interpretación judicial y estructura de la sentencia. Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, p. 
5. “Competencia específica: Conoce y aplica los diferentes conceptos y métodos de interpretación 
judicial, necesarios para un razonamiento correcto y que responda al compromiso social de la función 
judicial”. 
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decisiones judiciales, iii) proveer contenidos digitales con rigor e impacto 

académico.43 

 Por lo precario de contenido e impacto académico, así como por la presentación de 

una referencia vaga, se incurre en imprecisiones de referencia respecto del uso de las 

categorías y conceptos, dado que se presentan de forma errada y sin rigor académico. 

 Por la presentación de una referencia vaga, se genera confusión en la presentación 

del contenido teórico. 

 

Análisis de contenido 

Dado que existen muchos desarrollos y textos que tienen un alto impacto académico, se 

debió acudir a fuentes primarias o textos que especializados del campo la argumentación 

jurídica. La formulación del contexto puede no reflejar adecuadamente su relación entre con 

el enunciado. Las premisas deben apoyar claramente la conclusión, y en este caso, la 

inferencia de que los casos difíciles requieren aptitud crítica para comprender la 

complejidad del caso puede no ser obvia para todos los evaluados. 

El enunciado generaliza al afirmar que los casos difíciles requieren únicamente una aptitud 

crítica para comprender la complejidad del caso. En realidad, tales casos pueden requerir 

una combinación de habilidades y conocimientos. El enunciado no menciona otras 

habilidades importantes, como la capacidad de interpretación, relevancia, prueba o 

calificación, que también son necesarias según el texto original. El enunciado del ítem debe 

reflejar más fielmente el contenido y el contexto del texto original. La cita menciona 

múltiples aspectos, como la interpretación y la calificación, que no se reflejan 

adecuadamente en las opciones de respuesta. 

La opción correcta, "aptitud crítica para comprender la complejidad del caso," puede no 

captar completamente la idea de "virtudes judiciales" mencionada en la cita, que también 

incluye la apreciación de las circunstancias y la resolución conforme a derecho. El concepto 

de "virtudes judiciales" puede ser demasiado complejo para algunos evaluados sin una 

explicación más detallada.  

Es necesario Incluir más contexto sobre qué se entiende por virtudes judiciales y cómo se 

aplican en casos difíciles. La cita proporciona un contexto limitado sobre qué constituye un 

caso difícil y cómo debe abordarse, lo que puede llevar a interpretaciones incorrectas. 

El ítem debería asegurarse de que todos los distractores sean relevantes y claramente 

diferenciados entre sí para evitar confusión. Por ejemplo, debería incluir opciones que 

reflejen diferentes aspectos mencionados en el texto, como la interpretación, relevancia, y 

prueba. Además, debería revisar y ajustar los distractores para que reflejen mejor las 

habilidades y conocimientos mencionados en la cita. 

 
43 ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá 
el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en 
todas las especialidades, Promoción 2020-2021., pp. 7 -10. 
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Respuestas posibles 

La respuesta posible carece de coherencia con el texto a la que responde. De igual forma, 

ninguna de las otras opciones establece relación lógica y semántica, sino más bien ambigua.  

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 02 de la jornada a.m. del examen del 2 de junio de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

2. Pregunta 4 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

Dussan Cabrera expresa: “Podemos entender por moralidad el conjunto de valores y 

principios que una persona adquiere, aprehende, e interioriza, de su entorno familiar y 

social que le permiten, conforme a su conciencia, determinar su actitud interior y su 

actuación respecto de los hechos naturales o sociales y por ende que no van en detrimento 

de sí mismo, de los demás ni del entorno”. 

Enunciado 

Con fundamento en el texto transcrito, el proceder moral de los/las juezas está relacionada 

con 

 

Distractores 

la formación teórica e intelectual recibida según su profesión. 

sus convicciones personales y familiares y no son negociables. 

la cultura del medio social donde se desenvuelve y es cambiante. 
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Clave 

ciertos postulados y convicciones que guían sus actuaciones. 

Incumplimiento de criterios comunicativos  

Como se verá más adelante, la calidad de la fuente de información para este ítem es bastante 

deficiente. En relación con la coherencia que debe guardar el enunciado con el contexto, se 

identifica que no hay elementos léxicos (palabras), ni sintácticos (frases, oraciones), ni 

michos menos semánticos que permitan identificar la relación entre el primero y el segundo. 

No está claro cómo "con fundamento en el texto inscrito" se puede inferir que la respuesta 

correcta sobre el proceder moral de los/las juezas esté relacionado con ciertos postulados y 

convicciones que guían sus actuaciones. Esto sólo se podrá advertir a partir de un contexto 

amplio que permita al evaluado inferir correctamente de qué forma, a partir del argumento 

citado en contexto, se puede inferir la clave. 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 

afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Además, como se ha 

visto y se verá, el hecho de que se use una fuente de información de calidad dudosa lo hace 

incoherente con el syllabus y poco relevante en relación con la competencia que se pretende 

medir44. Además, el ítem es limitado y no proporciona un contexto amplio que permita a los 

evaluados comprender plenamente el principio en discusión. La formulación de los 

distractores no presenta opciones mutuamente excluyentes ni equitativas, lo que afecta la 

validez de la evaluación. 

A continuación, se desarrollan los detalles de estos elementos: 

Fuente de información 

Aunque se menciona a Dussan Cabrera como fuente, no se presenta de manera clara y 

explícita cómo se relacionan los conceptos mencionados con su obra. La referencia sin una 

explicación detallada puede inducir a error si el contenido no es accesible o conocido por 

los evaluados. Si bien el contexto menciona a Cabrera, no se proporciona suficiente 

información sobre cómo este autor llega a la conclusión de que “el proceder moral de los/las 

juezas esté relacionado con ciertos postulados y convicciones que guían sus actuaciones”, 

las cuales también dependen de la apreciación de las circunstancias y la resolución conforme 

a derecho.  

 El ítem se basa únicamente en la obra de Cabrera, lo que restringe la perspectiva teórica de 

los examinados. En un campo tan amplio y debatido como la ética judicial, es fundamental 

incluir múltiples fuentes para proporcionar una comprensión más completa y matizada del 

principio de caridad y otros principios interpretativos. 

 
44 Syllabus interpretación judicial y estructura de la sentencia. Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, p. 
5. “Competencia específica: Conoce y aplica los diferentes conceptos y métodos de interpretación 
judicial, necesarios para un razonamiento correcto y que responda al compromiso social de la función 
judicial”. 
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Dado que el campo de la ética judicial es dinámico, la inclusión de fuentes más recientes 

podría ofrecer desarrollos y matices que no están presentes en la obra de Cabrera. Esto 

garantizaría que los examinados estén al tanto de las últimas teorías y prácticas en el área. 

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta, no cumple 

con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 

 Dado que la cita proviene de un texto que adolece de rigor teórico, se incumplió con 

el acuerdo en los siguiente: i) impartir una formación especializada, integral y de alta 

calidad para los aspirantes, ii) suministrar herramientas que faciliten y mejoraren las 

decisiones judiciales, iii) proveer contenidos digitales con rigor e impacto 

académico.45 

 Por lo precario de contenido e impacto académico, así como por la presentación de 

una referencia vaga, se incurre en imprecisiones de referencia respecto del uso de las 

categorías y conceptos, dado que se presentan de forma errada y sin rigor académico. 

 Por la presentación de una referencia vaga, se genera confusión en la presentación 

del contenido teórico. 

 

Análisis de contenido 

Dado que existen muchos desarrollos y textos que tienen un alto impacto académico, se 

debió acudir a fuentes primarias o textos que especializados del campo la argumentación 

jurídica. La formulación del contexto puede no reflejar adecuadamente su relación entre con 

el enunciado. Las premisas deben apoyar claramente la conclusión, y en este caso, la 

inferencia de que sobre el proceder moral de los/las juezas esté relacionado con ciertos 

postulados y convicciones que guían sus actuaciones puede no ser obvia para todos los 

evaluados.  

El enunciado parece generalizar al afirmar que el proceder moral de los jueces está 

directamente guiado por “ciertos postulados y convicciones”. Esto puede ignorar la 

complejidad de la moralidad, que puede estar influenciada no solo por postulados y 

convicciones personales, sino también por una serie de factores externos, como el marco 

legal, las normas éticas profesionales y las presiones sociales. Asimismo, la clave sugiere que 

“ciertos postulados y convicciones” son la base del proceder moral de los jueces, pero no 

aclara cómo estos postulados y convicciones se integran o interactúan con otros factores en 

la toma de decisiones judiciales. Esto puede llevar a una comprensión incompleta del 

proceso moral. Es decir, no se especifica la relación exacta entre los postulados y las 

normativas profesionales que también influyen en las decisiones de los jueces.  

De acuerdo con lo anterior, el enunciado sugiere que los postulados y convicciones guían el 

proceder moral, pero no aborda cómo se determinan las actitudes y acciones específicas en 

 
45 ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá 
el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en 
todas las especialidades, Promoción 2020-2021., pp. 7 -10. 
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situaciones concretas. La lógica detrás de cómo estos postulados influyen en decisiones 

concretas y cómo se aplican en la práctica no está claramente establecida. 

Por último, la expresión “ciertos postulados y convicciones” es vaga y puede interpretarse 

de múltiples maneras. No se especifica qué tipos de postulados y convicciones se están 

considerando ni cómo se definen en el contexto judicial. Esto puede llevar a confusión sobre 

qué aspectos específicos influyen en el proceder moral de los jueces. 

Respuestas posibles 

La respuesta posible carece de coherencia y claridad con el texto a la que responde, de igual 

forma, ninguna de las otras opciones establece relación lógica y semántica, sino más bien 

ambigua.  

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 04 de la jornada a.m. del examen del 2 de junio de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

3. Pregunta 50 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

En el caso Suárez Peralta vs Ecuador, la Corte Interamericana de Derechos Humanos explica 

cuándo no se deben aplicar las excepciones a la prescripción en procedimientos penales 

relacionados con violaciones de derechos humanos. 

Enunciado 

La Corte sobre la reapertura de las investigaciones penales en el caso de Melba Suárez 

Peralta concluye. 

Opciones de respuesta:  

que las investigaciones nunca deben ser reabiertas una vez cerradas. 
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que no se deben reabrir las investigaciones debido a la falta de supuestos necesarios. 

 

que la reapertura es necesaria debido a la gravedad del caso.  

 

que la reapertura es opcional según la discreción del Estado. 

Clave: 

La respuesta correcta es: que no se deben reabrir las investigaciones debido a la 

falta de supuestos necesarios. 

Distractores:  

que las investigaciones nunca deben ser reabiertas una vez cerradas. 

que la reapertura es necesaria debido a la gravedad del caso.  

que la reapertura es opcional según la discreción del Estado. 

Fuente de información y contenido del ítem: 

La pregunta sobre el caso Suárez Peralta vs Ecuador presenta varias deficiencias que 

comprometen su validez y efectividad como herramienta de evaluación en el módulo de 

derechos humanos. Primero, la formulación de la pregunta es problemática ya que, a pesar 

de tratar un tema relevante, no proporciona un contexto claro ni suficiente sobre el caso 

específico y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La 

pregunta debería especificar con mayor detalle los aspectos de la jurisprudencia que se están 

evaluando para asegurar que los estudiantes puedan responder con base en un 

entendimiento profundo y no solo en la memorización de detalles aislados o del nombre de 

una decisión. La evaluación debió centrarse en la capacidad de los “futuros jueces” para 

aplicar y analizar la jurisprudencia de manera crítica y profunda, no solo en recordar hechos 

o argumentos específicos. La formulación actual no refleja adecuadamente estos objetivos 

pedagógicos y, en cambio, parece privilegiar la memorización de detalles sobre el caso, que 

un aprendizaje basado en problemas. 

En segundo lugar, la pregunta carece de precisión en cuanto a la aplicación de las 

excepciones a la prescripción en procedimientos penales relacionados con violaciones de 

derechos humanos. El caso Suárez Peralta vs Ecuador es complejo y aborda aspectos 

específicos sobre la inaplicabilidad de las excepciones a la prescripción, y no se provee en la 

pregunta suficiente información sobre cómo la Corte interpreta estas excepciones y cuáles 

son sus requisitos, de tal forma las opciones de respuesta (gravedad del caso resulta 

plausible por ser parcialmente cierta). Esto puede llevar a confusión y no permite una 

evaluación justa de la comprensión del material estudiado. 

Además, de conformidad con la regulación obligatoria del Acuerdo Pedagógico, la pregunta 

debería enfocarse en medir la capacidad de los estudiantes para aplicar la jurisprudencia de 

manera crítica y no solo recordar detalles específicos, incumpliendo la Escuela Judicial su 
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propio acto, lo cual vulnera el debido proceso de los evaluados. La formulación actual 

parece que podría inducir a los estudiantes a elegir la respuesta correcta por eliminación, en 

lugar de mostrar un conocimiento profundo y matizado del caso y su relevancia en el 

contexto de los derechos humanos, incumpliendo de tal forma el principio de 

discriminación psicométrica. 

Conclusión general: 

El ítem sobre la reapertura de las investigaciones penales en el caso de Suárez Peralta vs. 

Ecuador presenta varias deficiencias que afectan su capacidad para evaluar adecuadamente 

la comprensión del material por parte de los discentes.  

El diseño de la pregunta no logra evaluar de manera efectiva el componente analítico y 

crítico que se espera de los futuros jueces, ya que se enfoca en una tarea de memorización 

más que en la aplicación y comprensión crítica de la jurisprudencia. La falta de precisión en 

las opciones y la ambigüedad en la formulación del enunciado limitan la capacidad de los 

estudiantes para demostrar una verdadera comprensión de la jurisprudencia, lo que es 

crucial para su formación profesional.  

Pretensión sobre el ítem   

Solicito que se considere este ítem como acertado y se me otorgue el puntaje correspondiente 

a mi consolidado global, debido a los errores explicados en precedencia en términos 

psicométricos y en el error de la medición de la competencia.  

 

JORNADA DE LA TARDE DEL 2 DE JUNIO DE 2024 

 

 

1. Pregunta 37 

 

Reconstrucción del ítem  

Instrucción 

En el contexto hacen falta 3 conceptos clave. Seleccione la opción correcta para encontrar el 

sentido del párrafo. 

Contexto 

En el Plan estratégico de transformación de la Rama Judicial PETD 2021-2025, se lee: “a lo 

largo de los últimos años, la Rama Judicial ha ___________, desde distintas aristas, hacia la 

____________ interna de la gestión judicial, la generación y análisis de información 

estadística para la toma de decisiones, así como del acceso y servicio al ciudadano, a partir 

del uso de la tecnología. Así las cosas, a hoy contamos con importantes avances e insumos, 
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que servirán para seguir materializando el objetivo de alcanzar una justicia moderna y 

__________". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, Pág 6) 

Distractores 

equitativa 

mejora 

desarrollado 

Clave 

En el Plan estratégico de transformación de la Rama Judicial PETD 2021-2025, se lee: “a lo 

largo de los últimos años, la Rama Judicial ha _avanzado_, desde distintas aristas, hacia la 

_optimización_ interna de la gestión judicial, la generación y análisis de información 

estadística para la toma de decisiones, así como del acceso y servicio al ciudadano, a partir 

del uso de la tecnología. Así las cosas, a hoy contamos con importantes avances e insumos, 

que servirán para seguir materializando el objetivo de alcanzar una justicia moderna y 

_transparente_". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, Pág 6) 

Incumplimiento de criterios comunicativos 

Para comenzar, la instrucción no resulta del todo clara por tres razones relacionadas con la 

elección de un léxico impreciso. Primero, se habla de “contexto” pero, en realidad, lo que se 

presenta es una cita a la que hacen falta tres palabras. Segundo, al respecto de esas palabras 

faltantes, no es cierto que se trate de tres conceptos claves, ya que se trata de palabras de uso 

genérico que no se usan con un sentido técnico o teórico específico en el documento citado. 

“avanzado” es un participio para hacer referencia a un conjunto muy amplio de actividades 

y procesos de mejora o desarrollo; “optimización” es un sustantivo pero también hace 

referencia a un conjunto muy amplio de actividades y procesos de mejora; y, “trasparente” 

es un adjetivo ampliamente utilizado en todo tipo de situaciones de administración (pública 

o privada) en referencia a la honestidad y la verificabilidad. Tercero, más que “encontrar” el 

sentido, lo que debe hacer el evaluado es completarlo.  

Además, el fragmento citado no se contextualiza de manera adecuada dado que, si bien se 

dice de qué documento procede, no se especifica la sección le tema que se está tratando. Por 

esta razón, se le quita la posibilidad al evaluado de determinar con precisión la procedencia 

de la cita y sobre qué se está hablando en la parte del documento de la que se extrajo la cita.   

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, los argumentos anteriores 

permiten afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Además 

de esto, la mayor inadecuación del ítem radica en el ejercicio que propone. Como se explicó, 

por un lado, las palabras que faltan en la cita no son conceptos clave y, por otro lado, la 

forma como se introduce la cita no permite una contextualización correcta de la cita. Estos 

factores combinados generan que el único procedimiento cognitivo mediante el cual un 

evaluado puede resolver el ítem es la recordación literal del texto. En otras palabras, por la 
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forma como está construido el ítem, esté se solamente se puede resolver si se tiene un 

recuerdo literal del texto del que se extrajo la cita. Por ello, se puede decir que el ítem evalúa 

la memoria de los evaluados y no alguna competencia o conocimiento relevante para el 

programa de gestión jurídica y tecnologías de la información y la comunicación.  

Esto se confirma con el hecho de que dos de los distractores pueden entenderse como 

sinónimos de una de las respuestas correctas. Esto indica que no se está evaluando la 

comprensión del sentido sino de la recordación de las palabras particulares. Uno de los 

distractores sinónimo de una de las respuestas correctas es “desarrollado” respecto de 

“avanzado”. El mismo tipo de relación de sinonimia se presenta entre “mejorar” y 

“optimizar”. 

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

En el caso de este ítem, se debe llamar la atención sobre el hecho de que, según el Acuerdo 

Pedagógico, éste hace parte del denominado Taller virtual; a saber: “Esta actividad pretende 

que el discente realice una capacitación intensiva y práctica del programa.” En esta medida, 

cabe preguntarse cómo se espera que un ejercicio de completar o de asociar palabras 

constituya una “capacitación intensiva y práctica del programa”.  

Tanto el concepto de taller como el de capacitación implican una mediación a través de un 

agente que lidera o facilita el proceso (un docente o algún rol similar). Para la muestra, la 

acepción 2 de la definición de taller en el Diccionario de la lengua española lo describe como 

“Escuela o seminario de ciencias o de artes” y lo presenta como sinónimo de clase, charla o 

seminario. Por su parte, en el mismo diccionario, el verbo capacitar (base para el sustantivo 

capacitación), se define como “Hacer a alguien apto, habilitarlo para algo”.  

Visto lo anterior, no se identifica ningún proceso o actividad que efectivamente tenga un 

mediador, así sea éste virtual; o que implique un ejercicio intensivo y práctico de formación. 

En este sentido, este ítem y los demás que hacen parte de esta actividad incumplen 

flagrantemente el Acuerdo. 

Debido a que el ítem termina evaluando la memoria de los evaluados, el ítem no cumple 

con los siguientes elementos propuestos en el Acuerdo PCSJA19-11400 de 19 de septiembre 

de 2019 y el syllabus para el programa de gestión judicial y tecnologías de la información y 

la comunicación: 

 Impartir formación judicial general y especializada, integral y de alta calidad para 

quienes aspiran a prestar un servicio público, en los próximos años en la Rama 

Judicial. (Acuerdo PCSJA19-11400) 

 Preparar a los aspirantes en herramientas de argumentación, interpretación judicial 

y constitucional que faciliten y mejoren las decisiones judiciales. (Acuerdo PCSJA19-

11400) 

 Suministrar a los/las discentes los referentes y paradigmas teóricos, conceptos, 

metodologías, herramientas y competencias que les permitan construir, 

implementar y enfrentar los retos que genera el uso de tecnologías en el entorno 

judicial. (Syllabus) 
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Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 37 de la jornada a.m. del examen del 2 de junio de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiarias:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

Que, en todo caso, de no excluirse el ítem, se validen respuestas sinónimas como 

“desarrollado” en lugar de “avanzado”, o “mejora” en lugar de “optimización” y se me 

informé la manera en la que se incluyeron.   

 

2. Pregunta 38 

Reconstrucción del ítem  

Instrucción 

En el contexto hacen falta 3 conceptos clave. Seleccione la opción correcta para encontrar el 

sentido del párrafo. 

Contexto 

En el Plan estratégico de transformación de la Rama Judicial PETD 2021-2025, se lee: "este 

pilar estratégico comprende el conjunto de proyectos dirigidos a fortalecer y mejorar el 

servicio de la administración de justicia en el país, a través del impulso de la 

______________, el uso de la tecnología y la ______________ de datos por medio de 

herramientas disruptivas. En ese sentido, este pilar, es considerado como un componente 

que, con fundamento en la generación de valor público, busca resolver necesidades reales 

en materia de justicia, como herramienta para hacer más ______________, moderno y 

transparente el servicio, siendo una de sus orientaciones el desarrollo del expediente 

electrónico". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, Pág. 13) 

Distractores 

transparente 

modernización 

ciencia 



Página 94 de 123 
 

Clave 

En el Plan estratégico de transformación de la Rama Judicial PETD 2021-2025, se lee: "este 

pilar estratégico comprende el conjunto de proyectos dirigidos a fortalecer y mejorar el 

servicio de la administración de justicia en el país, a través del impulso de la _innovación_, 

el uso de la tecnología y la _gestión_ de datos por medio de herramientas disruptivas. En 

ese sentido, este pilar, es considerado como un componente que, con fundamento en la 

generación de valor público, busca resolver necesidades reales en materia de justicia, como 

herramienta para hacer más _eficiente_, moderno y transparente el servicio, siendo una de 

sus orientaciones el desarrollo del expediente electrónico". (Consejo Superior de la 

Judicatura, 2020, Pág. 13) 

Incumplimiento de criterios comunicativos 

Para comenzar, la instrucción no resulta del todo clara por tres razones relacionadas con la 

elección de un léxico impreciso. Primero, se habla de “contexto” pero, en realidad, lo que se 

presenta es una cita a la que hacen falta tres palabras. Segundo, al respecto de esas palabras 

faltantes, no es cierto que se trate de tres conceptos claves, ya que se trata de palabras de uso 

genérico que no se usan con un sentido técnico o teórico específico en el documento citado. 

“Innovación” es una categoría genérica para clasificar artefactos, procesos y otros avances; 

“gestión” también hace referencia a una serie amplia y poco definida de acciones y proceso; 

y, “eficiente” es una propiedad genérica de las acciones y los procesos. Tercero, más que 

“encontrar” el sentido, lo que debe hacer el evaluado es completarlo.  

Además, el fragmento citado no se contextualiza de manera adecuada dado que, si bien se 

dice de qué documento procede, no se especifica la sección le tema que se está tratando. Esto 

resulta indispensable para introducir la cita ya que comienza con una referencia anafórica 

que se pierde al sacar la cita de su contexto original y traerla al ítem. La referencia anafórica 

perdida es aquella necesaria para comprender el sentido de “este pilar estratégico”. Por esta 

razón, se le quita la posibilidad al evaluado de determinar con precisión la procedencia de 

la cita y sobre qué se está hablando en la parte del documento de la que se extrajo la cita.   

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, los argumentos anteriores 

permiten afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Además 

de esto, la mayor inadecuación del ítem radica en el ejercicio que propone. Como se explicó, 

por un lado, las palabras que faltan en la cita no son conceptos clave y, por otro lado, la 

forma como se introduce la cita no permite una contextualización correcta de la cita. Estos 

factores combinados generan que el único procedimiento cognitivo mediante el cual un 

evaluado puede resolver el ítem es la recordación literal del texto. En otras palabras, por la 

forma como está construido el ítem, esté se solamente se puede resolver si se tiene un 

recuerdo literal del texto del que se extrajo la cita. Por ello, se puede decir que el ítem evalúa 

la memoria de los evaluados y no alguna competencia o conocimiento relevante para el 

programa de gestión jurídica y tecnologías de la información y la comunicación.  
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Esto se confirma con el hecho de que uno de los distractores (“modernización”) puede 

entenderse como sinónimo de una de las respuestas correctas (“innovación”). Esto indica 

que no se está evaluando la comprensión del sentido sino de la recordación de las palabras 

particulares. Que “modernización” es sinónimo de “innovación” se puede constatar 

consultado el Diccionario de la lengua española de la Real Academia Española (2023)46. 

 

 

Por otro lado, incluso dentro de la lógica memorística propia del ítem, la segunda palabra 

de la clave de respuestas no corresponde con el texto original. Como se destaca en la 

siguiente cita recuperada del texto: 

Este pilar estratégico comprende el conjunto de proyectos dirigidos a fortalecer y 

mejorar el servicio de la administración de justicia en el país, a través del impulso de 

la innovación, el uso de la tecnología y la ciencia de datos por medio de herramientas 

disruptivas. En ese sentido, este pilar, es considerado como un componente que, con 

fundamento en la generación de valor público, busca resolver necesidades reales en 

materia de justicia, como herramienta para hacer más eficiente, moderno y 

transparente el servicio, siendo una de sus orientaciones el desarrollo del expediente 

electrónico. (Plan Estratégico de Transformación Digital de la Rama Judicial PETD 

2021-2025, énfasis agregado)  

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

 

En el caso de este ítem, se debe llamar la atención sobre el hecho de que, según el Acuerdo 

Pedagógico, éste hace parte del denominado Taller virtual; a saber: “Esta actividad pretende 

que el discente realice una capacitación intensiva y práctica del programa.” En esta medida, 

cabe preguntarse cómo se espera que un ejercicio de completar o de asociar palabras 

constituya una “capacitación intensiva y práctica del programa”.  

Tanto el concepto de taller como el de capacitación implican una mediación a través de un 

agente que lidera o facilita el proceso (un docente o algún rol similar). Para la muestra, la 

acepción 2 de la definición de taller en el Diccionario de la lengua española lo describe como 

“Escuela o seminario de ciencias o de artes” y lo presenta como sinónimo de clase, charla o 

seminario. Por su parte, en el mismo diccionario, el verbo capacitar (base para el sustantivo 

capacitación), se define como “Hacer a alguien apto, habilitarlo para algo”.  

Visto lo anterior, no se identifica ningún proceso o actividad que efectivamente tenga un 

mediador, así sea éste virtual; o que implique un ejercicio intensivo y práctico de formación. 

 
46 https://dle.rae.es/modernizaci%C3%B3n?m=form 
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En este sentido, este ítem y los demás que hacen parte de esta actividad incumplen 

flagrantemente el Acuerdo. 

Téngase presente, por demás, que tampoco es claro cómo la actividad aporta a la 

competencia del módulo: “Conoce y aplica los diferentes conceptos y métodos de 

interpretación judicial, necesarios para un razonamiento correcto y que responda al 

compromiso social de la función judicial.” En efecto, el ejercicio de memoria que plantea el 

ítem no es ni taller, ni capacitación intensiva y práctica, ni aporta a la citada competencia. 

Debido a que el ítem termina evaluando la memoria de los evaluados, el ítem no cumple 

con los siguientes elementos propuestos en el Acuerdo PCSJA19-11400 de 19 de septiembre 

de 2019 y el syllabus para el programa de gestión judicial y tecnologías de la información y 

la comunicación: 

 Impartir formación judicial general y especializada, integral y de alta calidad para 

quienes aspiran a prestar un servicio público, en los próximos años en la Rama 

Judicial. (Acuerdo PCSJA19-11400) 

 Preparar a los aspirantes en herramientas de argumentación, interpretación judicial 

y constitucional que faciliten y mejoren las decisiones judiciales. (Acuerdo PCSJA19-

11400) 

 Suministrar a los/las discentes los referentes y paradigmas teóricos, conceptos, 

metodologías, herramientas y competencias que les permitan construir, 

implementar y enfrentar los retos que genera el uso de tecnologías en el entorno 

judicial. (Syllabus) 

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 38 de la jornada a.m. del examen del 2 de junio de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiarias:  

• Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de 

confiabilidad, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera 

que se agregue aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  

• Que, en caso de no darse por positivo el acierto, se excluya el componente 

“ordenamiento jurídica”, dada su impertinencia e incoherencia gramatical; y que se 

acepten como correctas la formas alterativas de completar con “exposición de la 

decisión” y “justificación de la decisión”. En esa medida, que se me recalifique 

asignando el valor o “peso” aritmético y proporcional correspondiente.  
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• Que, en todo caso, de no excluirse el ítem, se me validen las respuestas parciales y 

se me informé la manera en la que se incluyeron.   

 

3. Pregunta 42 

Reconstrucción del ítem  

Instrucción 

Del Plan Estratégico de Transformación Digital de la Rama Judicial PETD 2021-2025, hacen 

parte diversos conceptos. 

Relacione cada uno de los conceptos listados con las características que se presentan, 

recuerde que a cada concepto le corresponde solo una características de las listadas. 

Enunciados 

Está integrado por cuatro componentes: i) Servicios de justicia centrados en el ciudadano, 

ii) Gestión judicial eficiente, iii) Control y transparencia en la gestión judicial, iv) Fortaleza 

y capacidades de la Rama Judicial. [___________] 

Refleja la arquitectura tecnológica que debe ser alcanzada para poder soportar 

efectivamente procesos mejorados y más eficientes operativamente. [___________] 

Asegura la alineación entre la tecnología y los objetivos de la empresa; su énfasis está en 

mejorar procesos y eficiencia operativa. [___________] 

Su objetivo es dotar a la Rama Judicial de nuevas capacidades digitales, tecnológicas y 

organizacionales que le permitan innovar y ofrecer servicios más eficientes, expeditos, 

trasparentes y de fácil acceso. [___________] 

Clave 

Está integrado por cuatro componentes: i) Servicios de justicia centrados en el ciudadano, 

ii) Gestión judicial eficiente, iii) Control y transparencia en la gestión judicial, iv) Fortaleza 

y capacidades de la Rama Judicial. [Proyecto de transformación digital] 

Refleja la arquitectura tecnológica que debe ser alcanzada para poder soportar 

efectivamente procesos mejorados y más eficientes operativamente. [Plan estratégico de 

tecnologías de la información] 

Asegura la alineación entre la tecnología y los objetivos de la empresa; su énfasis está en 

mejorar procesos y eficiencia operativa. [Arquitectura tecnológica y organizacional] 

Su objetivo es dotar a la Rama Judicial de nuevas capacidades digitales, tecnológicas y 

organizacionales que le permitan innovar y ofrecer servicios más eficientes, expeditos, 

trasparentes y de fácil acceso. [Proyecto de inversión de transformación digital] 
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Incumplimiento de criterios comunicativos  

 

La instrucción resulta confusa porque, para hacer referencia a los dos grupos de elementos 

que se deben relacionar, se utilizan formas de expresión equivalentes. El uso del adjetivo 

“listados” (y su forma gramatical femenina), primero, con referencia a los conceptos y, 

luego, con referencia a las características resulta confuso para un evaluado. El problema es 

que se usa el mismo adjetivo para referirse a dos elementos diferentes del ítem. Una cosa es 

que se enumeren una serie de características. Otra cosa es que haya nombres de conceptos 

incluidos en una lista desplegable. La aclaración de que se trata de nombres de conceptos 

sería también útil dado que se puede confundir el concepto con la característica de la que 

da cuenta debido a que el concepto consiste, principalmente, en la característica. También, 

el uso de una expresión como “lista desplegable” aclararía más las diferencias. Esto dificulta 

que el evaluado comprenda tanto la diferenciación entre estos dos elementos como, por 

tanto, la relación que debe establecer entre estos.  

Adicionalmente, cabe mencionar dos imprecisiones léxicas que contiene el ítem. Primero, la 

expresión “diversos conceptos” no permite una adecuada contextualización del ítem. No se 

delimita de ninguna manera el asunto sobre el que tratará el ítem ya que dentro del sentido 

de “diversos conceptos” caben cualesquiera conceptos incluidos en el Plan Estratégico de 

Transformación Digital de la Rama Judicial PETD 2021-2025, incluso, todos los conceptos. 

Segundo, no resulta muy precisa la palabra “concepto” para referirse al “Proyecto de 

transformación digital”, al “Plan estratégico de tecnologías de la información” y al 

“Proyecto de inversión de transformación digital”. Estos serían más bien componentes, 

partes, elementos o divisiones del Plan Estratégico de Transformación Digital de la Rama 

Judicial PETD 2021-2025. El ítem contiene también un error de puntuación que dificulta la 

lectura. En la instrucción, entre “presentan” y “recuerde” debería usarse un punto y no una 

coma porque se termina una oración y comienza otra. El uso dela coma genera una oración 

excesivamente larga y más difícil de procesar.  

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, los argumentos anteriores 

permiten afirmar que el ítem falla en relación con su claridad. Además, como se explica a 

continuación, el ítem no evalúa competencias adecuadas para el componente que le 

corresponde dentro del programa (taller virtual), ya que solamente comprensión de lectura. 

Independientemente de que los contenidos por los que se preguntan sean o no pertinentes 

para el programa, es evidente que el ítem toma de manera literal o parafraseada las 

características del Plan Estratégico de Transformación Digital de la Rama Judicial - PETD 

2021 – 2025. El ítem no propone un ejercicio en el que se apliquen, se pongan en cuestión, se 

proyecten, se contrastes, etc., los “conceptos” o sus características de ninguna manera. En 

este sentido, lo único que evalúa el ítem es si se comprendieron esos contenidos del texto 

del Plan Estratégico de Transformación Digital de la Rama Judicial - PETD 2021 – 2025. Este 

tipo de ejercicio podría ser pertinente para el componente de control de lectura, pero no 

para el taller virtual. Este punto se desarrolla más en la siguiente sección. Cabe agregar que 
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la selección de los “conceptos” para el ítem ni siquiera sigue un criterio o lógica particular 

que indique que esos conceptos son relevantes más allá de la comprensión literal del Plan 

Estratégico de Transformación Digital de la Rama Judicial - PETD 2021 – 2025. Esto se hace 

evidente en la amplitud o vaguedad de la expresión “diversos conceptos”. Se puede decir, 

entonces, que se trata de una elección puramente arbitraria.   

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

En el caso de este ítem, se debe llamar la atención sobre el hecho de que, según el Acuerdo 

Pedagógico, éste hace parte del denominado Taller virtual; a saber: “Esta actividad pretende 

que el discente realice una capacitación intensiva y práctica del programa.” En esta medida, 

cabe preguntarse cómo se espera que un ejercicio que evalúa la comprensión literal de una 

selección arbitraria de contenidos del Plan Estratégico de Transformación Digital de la Rama 

Judicial - PETD 2021 – 2025constituya una “capacitación intensiva y práctica del programa”.  

Tanto el concepto de taller como el de capacitación implican una mediación a través de un 

agente que lidera o facilita el proceso (un docente o algún rol similar). Para la muestra, la 

acepción 2 de la definición de taller en el Diccionario de la lengua española lo describe como 

“Escuela o seminario de ciencias o de artes” y lo presenta como sinónimo de clase, charla o 

seminario. Por su parte, en el mismo diccionario, el verbo capacitar (base para el sustantivo 

capacitación), se define como “Hacer a alguien apto, habilitarlo para algo”.  

Visto lo anterior, no se identifica ningún proceso o actividad que efectivamente tenga un 

mediador, así sea éste virtual; o que implique un ejercicio intensivo y práctico de formación. 

En este sentido, este ítem y los demás que hacen parte de esta actividad incumplen 

flagrantemente el Acuerdo. 

Téngase presente, por demás, que tampoco es claro cómo la actividad aporta a la 

competencia del módulo: “Conoce y aplica los diferentes conceptos y métodos de 

interpretación judicial, necesarios para un razonamiento correcto y que responda al 

compromiso social de la función judicial.” En efecto, el ejercicio de memoria que plantea el 

ítem no es ni taller, ni capacitación intensiva y práctica, ni aporta a la citada competencia. 

Debido a que el ítem termina evaluando a comprensión literal de una selección arbitraria de 

contenidos del Plan Estratégico de Transformación Digital de la Rama Judicial, el ítem no 

cumple con los siguientes elementos propuestos en el Acuerdo PCSJA19-11400 de 19 de 

septiembre de 2019 y el syllabus para el programa de gestión judicial y tecnologías de la 

información y la comunicación: 

 Preparar a los aspirantes en herramientas de argumentación, interpretación judicial 

y constitucional que faciliten y mejoren las decisiones judiciales. (Acuerdo PCSJA19-

11400) 

 Suministrar a los/las discentes los referentes y paradigmas teóricos, conceptos, 

metodologías, herramientas y competencias que les permitan construir, 

implementar y enfrentar los retos que genera el uso de tecnologías en el entorno 

judicial. (Syllabus) 
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Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 42 de la jornada p.m. del examen del 2 de junio de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de validez y 

pertinencia, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se 

agregue aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

4. Pregunta 43 

 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

 

Según Botero (El positivismo jurídico en la historia, 2015, p. 138), los realistas sociológicos 

“centran sus estudios en qué es lo que, en las comunidades, más allá de los operadores 

jurídicos, se concibe como derecho, observando en muchos casos que los sistemas 

normativos que son considerados como obligatorios e, incluso, coercitivos, son bien 

diferentes de los sistemas normativos estatales”. 

 

Enunciado 

 

A partir del texto enunciado, se le critica a los realistas sociológicos que: 

 

Distractores 

 

Hace imposible el control de constitucionalidad de las leyes al tener todas las normas la 

misma jerarquía si se aplican en la realidad. 

 

Despojan de su poder al legislador, ya que las normas NO son las que él dicta sino las que 

la comunidad cumple. 

 

Hace de los jueces autoridades sumisas a las que solo se les permite aplicar las normas que 

son aceptadas por la sociedad. 
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Clave 

Las normas que acaban de ser emitidas y que buscan cambiar los comportamientos NO se 

pueden considerar parte del derecho. 

Incumplimiento de criterios comunicativos  

 

Existe un problema con la presentación del ítem. El enunciado expresa que “a partir del 

texto enunciado, se le critica a los realistas sociológicos que (...)”. Enunciado que resulta 

ambiguo, ya que se puede entender en un primer sentido: “se debe contestar a partir, 

exclusivamente, con base en el fragmento del texto citado”, o bien en un segundo sentido: 

“se debe contestar a partir del texto citado (“El positivismo jurídico en la historia” del 

profesor Andrés Botero Bernal), con independencia del fragmento expresamente citado en 

la formulación del ítem”. Estos dos sentidos llevan a equívocos en la resolución del ítem 

como se verá más adelante.  

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 

afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Además, como se 

verá, se usó una fuente de información que en punto al tema preguntado resulta equívoca. 

A continuación, se desarrollan los detalles de estos elementos: 

Fuente de información 

 

La lectura corresponde al capítulo tercero del volumen primero de la Enciclopedia de 

filosofía y teoría del derecho coordinada por Jorge Luis Fabra Zamora y Álvaro Núñez 

Vaquero47, publicado de forma virtual por la Universidad Nacional Autónoma de México48. 

Este texto, como expresamente señala su autor, es sobre todo un “texto docente”. Un texto 

cuyo fin principal es pedagógico. Sin embargo, como señala su propio autor, “como sucede 

con cualquier observación más minuciosa, todo tiene matices y excepciones que no deben 

ser obviadas por y para el especialista, lo que exigirá, para quien desee alejarse de los tópicos 

comunes y asumir este viaje con mayor detenimiento, ahondar en la bibliografía que a lo 

largo del texto se irá exponiendo”49. Por lo que, en ocasiones, el texto sacrifica precisión en 

favor de la generalidad y claridad.  

 

 
47 BOTERO BERNAL, Andrés. “Capítulo 3. El positivismo jurídico en la historia: las escuelas del 
positivismo jurídico en el siglo XIX y primera mitad del siglo XX”. En: FABRA ZAMORA, Jorge Luis & NÚÑEZ 
VAQUERO, Álvaro. Enciclopedia de filosofía y teoría del derecho, Vol. 1, 2015, pp. 63- 170.  
48 Disponible en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3875/6.pdf  
49 Ibíd, p. 65.  

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3875/6.pdf
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Un punto en el que se ve reflejado esto es justamente en la explicación del tema del ítem. 

Por una parte, se asocia el realismo jurídico con el funcionalismo. Sin embargo, estas dos 

posturas son lógicamente independientes: se puede ser realista y hacer un análisis 

estructural del derecho (como lo hace la escuela de realismo jurídico analítico de Génova, 

Italia50), y se puede ser un positivista normativista y hacer un análisis funcional del derecho 

(como lo hizo Norberto Bobbio a finales de los años 7051). Por otra parte, el realismo jurídico 

sociológico es presentado de una forma tan indeterminada, que no se sabe qué autores 

serían sus principales exponentes. Sobre todo porque parece ser una etiqueta que engloba 

posturas muy diferentes entre sí, tales como el positivismo institucionalista de Santi 

Romano y los Critical Legal Studies.  

 

Uso inadecuado de fuentes secundarias 

 

La lectura en la que se basa la formulación de la pregunta es de carácter secundario. Esto es 

cuestionable, dado que se debería recurrir a fuentes primarias relacionadas con el autor y la 

escuela que se pretende presentar.  

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta no cumplen 

con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 

⇨ No satisface el objetivo general de la Unidad, ya que el conocimiento sobre el cual se 

pregunta en el ítem, relacionado con el realismo sociológico no aporta en la 

identificación de “las principales ideas sobre la importancia, el funcionamiento y el 

desarrollo de la norma positiva (en especial de la norma constitucional), la ciencia 

del derecho y la filosofía del derecho con miras a enriquecer la actividad judicial, en 

especial el razonamiento (normativo, argumentativo y retórico) aplicado en la 

resolución de casos a la luz del Estado constitucional contemporáneo”52. 

 

⇨ No satisface los objetivos específicos de la Unidad, ya que:  

 
50 De acuerdo con el profesor Pierluigi Chiassoni, representante de la escuela del realismo jurídico 
genovés, el “positivismo epistemológico” se refiere a una postura normativa sobre el conocimiento 
científico del derecho que sostiene cuatro principios de investigación: el principio de cognoscibilidad 
empírica, el principio de cognoscibilidad analítica, el principio de las tres ramas del conocimiento del 
derecho, y el principio de separación. En relación con el tema analizado, el principio de las tres ramas 
del conocimiento del derecho señala que el derecho puede ser conocido desde un enfoque estructural 
(indagando sobre los componentes del derecho y sus relaciones), funcional (indagando sobre las 
funciones del derecho) y causal (indagando sobre las causas de los fenómenos jurídicos). Por lo que 
todo positivista jurídico, realista o no, puede abordar cualquiera de estos tipos de conocimiento 
(estructural, funcional y causal). CHIASSONI, Pierluigi. Ponencia Primer Congreso Sílex. Interpretación 
constitucional: Positivismo y antipositivismo. Disponible en: 
https://www.youtube.com/watch?v=5DTP9p01Sas&t=1123s. Relatoría escrita en: https://www.si-
lex.es/relatoria-congreso-silex-argumentacion-y-constitucionalismo-conf-1  
51 BOBBIO, Norberto. Dalla struttura alla funzione: Nuovi Studi di teoria del diritto, Milano, Edizioni di 
Comunità, 1977.  
52 Syllabus de Filosofía del Derecho e interpretación constitucional, p. 2.  

https://www.youtube.com/watch?v=5DTP9p01Sas&t=1123s
https://www.si-lex.es/relatoria-congreso-silex-argumentacion-y-constitucionalismo-conf-1
https://www.si-lex.es/relatoria-congreso-silex-argumentacion-y-constitucionalismo-conf-1
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o No permite identificar las principales ideas, escuelas y autores de la Filosofía 

del Derecho relacionados con el razonamiento judicial (normativo, 

argumentativo y retórico)53. 

 

o No se encamina a relacionar las principales ideas, escuelas y autores de la 

Filosofía del Derecho con el contexto social, jurídico y judicial colombiano54. 

 

o No versa sobre las diferencias entre los métodos de interpretación normativa 

propuestos desde la FIlosofía del Derecho y el Derecho constitucional en el 

contexto jurídico colombiano de interpretación internacional, constitucional 

y legal para el razonamiento (normativo, argumentativo y retórico) judicial 

y la emisión de sentencias responsables (ética, ambiental y socialmente) 

acordes con el ordenamiento jurídico colombiano55. 

 

⇨ No evalúa las competencias genéricas y específicas de la Unidad, ni atiende a los 

objetivos de aprendizaje: 

o No satisface las competencias del ser (actitudes, disposiciones y valores), 

porque (i) no evalúa la reflexión crítica sobre las relaciones entre el derecho 

y la moral en el iusnaturalismo, el iuspositivismo y el no-positivismo; (ii) no 

evalúa la asunción de una postura crítica frente a los límites del derecho 

positivo en un estado constitucional; y (iii) no evalúa el análisis del discente 

sobre el impacto de las principales ideas, escuelas y autores de la filosofía del 

derecho en el razonamiento judicial56. 

 

o No satisface las competencias del saber (conocimientos), porque (i) no evalúa 

la identificación de las principales ideas, escuelas y autores del 

iusnaturalismo, iuspositivismo y no-positivismo, destacando su importancia 

en el razonamiento judicial (de hecho, el realismo sociológico por definición 

es una postura que no se centra, se aleja, del estudio del razonamiento 

judicial); (ii) no evalúa el reconocimiento del impacto de las principales ideas, 

escuelas y autores de la filosofía del derecho en el razonamiento judicial (se 

reitera que el ítem pregunta por una escuela no vinculada al razonamiento 

judicial)57.  

 

o No satisface las competencias del hacer (capacidades y habilidades), porque 

no permite integrar en casos judiciales concretos las principales ideas, 

escuelas y autores de la filosofía del derecho en torno al razonamiento 

 
53 Ibíd, p. 3. 
54 Ibídem. 
55 Ibídem.  
56 Ibíd, pp. 5-6. 
57 Ibídem. 
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judicial. Sobre todo debido a que la escuela del realismo sociológico no 

permite analizar casos judiciales ni el razonamiento judicial58.  

 

⇨ El ítem pregunta por un tema que no hace parte de los contenidos del curso. 

Obsérvese que de acuerdo con el Syllabus, el contenido 1.2. que versa sobre el 

iuspositivismo, indica entre paréntesis que las escuelas a estudiar del positivismo 

jurídico son la exégesis, las escuelas científicas alemanas, la teoría pura del derecho 

y el positivismo suave. Por lo que, el realismo sociológico no entra dentro de los 

contenidos de la Unidad59.  

⇨ Finalmente, el ítem corresponde a la actividad de aprendizaje de “Control de 

lectura”. Sin embargo, se formula una pregunta por una lectura que no es 

obligatoria. Obsérvese que dentro de las lecturas obligatorios se enlista la siguiente:  

 

o “BOTERO BERNAL, Andrés. “El positivismo jurídico en la historia: las 

escuelas del positivismo jurídico en el siglo XIX y primera mitad del siglo 

XX”. En: Enciclopedia de filosofía y teoría del derecho, volumen uno. México: 

Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. México, 2015. Leer las 

páginas 76 a la 104. La exégesis hasta culminar la lectura de este acápite, y 

las escuelas de jurisprudencia alemanas y la reacción antiformalista 

francesa hasta culminar la lectura de este acápite. La teoría pura del 

derecho hasta culminar la lectura de este acápite. Leer las páginas 112 a la 

137. Disponible en: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/3875-

enciclopedia-de- filosofia-y-teoria-del-derecho-volumen-uno”60 (Subrayado 

propio). 

 

o Así las cosas, la lectura obligatoria de Andrés Botero Bernal no era todo el 

texto, sino el correspondiente a las páginas que van de la 76 a la 104 y de la 

112 a la 137. La correspondiente a las escuelas de la exégesis, la 

jurisprudencia alemana y la reacción antiformalista francesa, así como la 

teoría pura del derecho de Kelsen.  

 

o En conclusión, el apartado del texto dedicado al realismo sociológico, sobre 

el que versa el ítem, que va de las páginas 137 a la 141, no era parte de la 

lectura obligatoria.  

 

Análisis de contenido 

El contenido de la pregunta presenta varios errores e imprecisiones, así como un uso 

inadecuado del texto citado. La pregunta señala que, “[a] partir del texto enunciado, se le 

critica a los realistas sociológicos que (...)”. Como ya se evidenció anteriormente, la pregunta 

 
58 Ibídem. 
59 Ibíd, pp. 4-5. 
60 Ibíd, p. 7.  



Página 105 de 123 
 

resulta ambigua: ¿se debe responder a partir exclusivamente de la cita del ítem o del texto 

en su conjunto? 

Si nos atenemos a la cita del ítem, esta señala que: los realistas sociológicos “centran sus 

estudios en qué es lo que, en las comunidades, más allá de los operadores jurídicos, se 

concibe como derecho, observando en muchos casos que los sistemas normativos que son 

considerados como obligatorios e, incluso, coercitivos, son bien diferentes de los sistemas 

normativos estatales”. De esta cita no se sigue que los realistas sociológicos consideren que 

las normas que acaban de ser emitidas y que buscan cambiar los comportamientos NO se 

pueden considerar parte del derecho. Esto, por las siguientes razones: 

1. El enunciado expresa que los realistas sociológicos centran sus estudios “en qué es 

lo que, en las comunidades, más allá de los operadores jurídicos, se concibe como derecho”. 

En este sentido, los realistas sociológicos no se centran en el derecho estatal, en lo que 

consideran como derecho los operadores jurídicos, por lo que, de sus tesis, no se sigue que 

“las normas que acaban de ser emitidas (a nivel estatal) y que buscan cambiar los 

comportamientos no se puedan considerar parte del derecho”. A lo sumo, se puede 

considerar que no hace parte de lo que es el derecho para las comunidades.  

 

2. A lo anterior se suma el hecho de que la afirmación que se realiza en el texto de 

Botero sobre los realistas sociológicos se puede interpretar por lo menos de cuatro formas 

diferentes. El realismo sociológico como una tesis ontológica, el realismo sociológico como 

una tesis conceptual, el realismo sociológico como una tesis metodológica y el realismo 

sociológico como una tesis descriptiva. 

 

a. Como tesis ontológica: el realismo sociológico consideraría que de facto, en la 

realidad, existe un único derecho, aquello que las comunidades conciben como 

derecho. 

 

b. Como tesis conceptual: el realismo sociológico consideraría que la identificación del 

derecho con aquello que las comunidades conciben como tal es una mera 

estipulación, pero no es una afirmación ontológica sobre la realidad. 

 

c. Como tesis descriptiva: el realismo sociológico consideraría que preguntarse por qué 

es el derecho, más que entenderse desde un punto de vista ontológico o conceptual 

(en tanto que una estipulación), debería entender como una mera descripción por lo 

que en determinados contextos, especialmente en las comunidades, se considera 

como tal.  

 

d. Como tesis metodológica: el realismo sociológico consideraría que lo central en una 

investigación sociológica del derecho es fijar su objeto de investigación en aquello 

que las comunidades consideran como derecho. Esta tesis no sostiene que exista un 

único derecho, el de las comunidades (tesis ontológica), ni que convenga definir el 
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derecho por su vinculación a las concepciones e imaginarios de las comunidades 

(tesis conceptual). Simplemente señala un objeto de investigación privilegiado. 

 

 

3. La tesis ontológica no se encuentra justificada dentro del propio texto, ya que no se 

explica por qué no sería relevante atender también a lo que conciben como derecho 

los operadores jurídicos. 

 

4. De la tesis conceptual (como estipulación de la definición de “derecho”) no se sigue 

la justificación de una tesis sobre la emisión de normas o introducción de normas a 

un sistema normativo. ¿Por qué estipular que el derecho es lo que conciben como tal 

las comunidades justifica que no sería derecho aquel que se emite como derecho 

nuevo? En todo caso, esta estipulación no explica qué sucede con aquello que los 

operadores jurídicos conciben como derecho.  

 

5. De la tesis descriptiva tampoco se sigue la justificación de una tesis sobre la emisión 

de normas o introducción de normas a un sistema normativo. Si el objeto es describir 

lo que una comunidad concibe como derecho, ¿por qué esto excluiría que una 

comunidad identifique como derecho las normas emitidas por una determinada 

autoridad que designan para la creación de normas? En realidad, la verdad o 

falsedad de la afirmación “las normas que acaban de ser emitidas y que buscan 

cambiar los comportamientos no se puedan considerar parte del derecho” sería 

contingente, no es una verdad necesaria, depende de lo que de facto concibe como 

derecho cada comunidad.  

 

6. Por eso, tal como es expuesto en el texto, convendría considerar que el realismo 

sociológico asume ante todo una tesis metodológica. Pero de esta tesis no se sigue 

tampoco una tesis tan general como que “las normas que acaban de ser emitidas y 

que buscan cambiar los comportamientos no se puedan considerar parte del 

derecho”. Estas normas pueden ser parte del derecho, de acuerdo con la concepción 

de una comunidad; pero además, también pueden ser parte del derecho que es 

aplicado por los operadores jurídicos. 

 

A esto se debe añadir que del fragmento citado dentro del ítem tampoco se siguen las otras 

alternativas de respuesta: 

 

1. ¿El realismo sociológico hace imposible el control de constitucionalidad de las leyes 

al tener todas las normas la misma jerarquía si se aplican en la realidad?: Esta es una 

afirmación equivocada, ya que el realismo sociológico se centra en lo que consideran como 

derecho las comunidades y no los operadores jurídicos, por lo que esta concepción no 

impide que a nivel estatal exista una jerarquía normativa cuya norma fundamental sea la 

Constitución y que, por tanto, se encuentra justificado el control de constitucionalidad de 

las leyes.  



Página 107 de 123 
 

 

2. ¿El realismo sociológico despoja de su poder al legislador, ya que las normas NO son 

las que él dicta sino las que la comunidad cumple? Por una parte, esta es una afirmación 

sumamente indeterminada, ya que no es claro en qué sentido se entiende el “poder del 

legislador”: ¿como un poder normativo o como un poder de facto? ¿como una competencia 

o como un permiso? Por otra parte, el realismo sociológico entendido como tesis conceptual, 

como tesis descriptiva y como tesis metodológica para nada implica despojar de poder al 

legislador. Una estipulación conceptual no aumenta ni disminuye el poder, de facto y 

normativo, del legislador. La descripción de lo que para una comunidad es derecho tampoco 

aumenta ni disminuye el poder, de facto y normativo, del legislador. El centrar su objeto de 

investigación en lo que es el derecho para la comunidades, más que aquello que es derecho 

para los operadores jurídicos, tampoco aumenta ni disminuye el poder, de facto y 

normativo, del legislador. Finalmente, la única tesis que parece vincularse directamente al 

poder del legislador es la tesis ontológica; sin embargo, como se mostró con anterioridad, 

esta es una tesis sospechosa. Parece equivocado contraponer al monismo estatal el monismo 

comunitario. 

 

3. ¿El realismo sociológico hace de los jueces autoridades sumisas a las que solo se les 

permite aplicar las normas que son aceptadas por la sociedad? Esta tesis está claramente 

equivocada. Primero: el realismo sociológico (sea entendido como tesis ontológica, como 

tesis conceptual, como tesis descriptiva o como tesis metodológica) no implica una tesis 

normativa sobre lo que deben o no deben hacer los jueces. Segundo: cuando se dice que a 

los jueces “solo se les permite aplicar las normas aceptadas por la sociedad”, en realidad se 

están presuponiendo la existencia de dos normas, por una lado, la norma N1 “Los jueces 

tienen permitido aplicar las normas aceptadas por la sociedad” y la norma N2 “Los jueces 

tienen  prohibido aplicar las normas que no sean aceptadas por la sociedad”. Cabe 

preguntarse, ¿por qué deberían aplicarse estas dos normas N1 y N2? Bajo esta lógica, la 

respuesta debería ser “porque son normas aceptadas por la sociedad”. Obsérvese que este 

argumento, o bien es un argumento circular o bien es un argumento falso, porque en 

realidad el hecho de que los jueces deban aplicar las normas aceptadas por la sociedad es 

contingente. Siempre es posible que un sociedad acepte una norma N3 según la cual “los 

jueces tienen permitido aplicar normas que no son aceptadas por un número considerable 

de la sociedad, siempre que sean producidas por un órgano competente legítimo”. Tercero: 

una tesis iusfilosófico, como el realismo sociológico, no hace sumiso a nadie respecto de la 

aplicación o no de una norma.  

 

En conclusión, ninguna de las respuestas parecen acertadas de cara a las afirmaciones del 

fragmento citado en el ítem. Por lo que la respuesta parece ser seleccionada exclusivamente 

en función de un ejercicio de memorización, ya que se basa en una afirmación aislada de la 

página 140, de acuerdo con la cual señala Botero: “Una norma solo sería tal cuando la 

conducta que motiva ya es real, y si es así: ¿qué pasa con la norma que recién es emitida 

invitando, por medio de la coerción, a cambiar un comportamiento social? Pues no sería 
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derecho en tanto aún no es eficaz”61. Sin embargo, como se mostró, esta afirmación se 

encuentra claramente injustificada.  

Respuestas posibles 

Visto todo lo anterior, y teniendo en cuenta que, está formulada de forma incorrecta la 

pregunta, las respuestas no tienen coherencia y cohesión frente a lo preguntado; es decir, no 

existe una respuesta correcta posible. En particular, por las imprecisiones y equivocaciones 

antes formuladas, se trata de una pregunta que reproduce generalizaciones apresuradas que 

no concuerdan con la realidad de las tesis esbozadas por las escuela analizada.  

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia. En todo caso, según la Resolución No. EJR24-298 y según mi 

comprensión de ella, este ítem y otros mencionado “no cumplían con los estándares 

esperados de validez y confiabilidad, por lo que en un esfuerzo por mantener la equidad en 

la evaluación, se optó por imputar el acierto a todos los aspirantes en estas preguntas 

específicas”.  Así, solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en orden lógico y jerárquico 

las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se confirme explícitamente si este ítem fue imputado como acierto para todos los 

evaluados; y, en caso de respuesta positiva, que, dentro de la resolución al presente recurso 

o como anexo, se presente el informe psicométrico correspondiente que sustenta la 

mencionada decisión. 

Consecuencial de la Primaria:  

En caso de respuesta positiva a si este ítem fue imputado como acierto para todos los 

evaluados, que se confirme explícitamente si las razones que, en el presente recurso, 

aduzco son similares, análogas, hacen parte de, o son comparables o equiparables con 

aquellas que usó la Escuela o la UT para tomar la decisión mencionada.   

Consecuencial de la Consecuencial de la Primaria:  

En caso de respuesta positiva a si las razones que, en el presente recurso, aduzco son 

similares, análogas, hacen parte de, o son comparables con aquella que usó la Escuela o la 

UT para tomar la decisión mencionada, que, en aras del mencionado “esfuerzo por 

mantener la equidad en la evaluación” se tome la misma decisión con los ítems me 

puntuaron como desacierto, pero tienen problemas psicométricos análogos, que hacen parte 

de, o que son comparables o equiparables a los de este ítem.   

  

 
61  BOTERO BERNAL, Andrés. Op. Cit. p. 140.  
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Subsidiaria de la Primaria:  

En caso de que este ítem no esté dentro de aquellos a los que hace referencia la Resolución 

No. EJR24-298 en los términos citados (“no cumplían con los estándares esperados de 

validez y confiabilidad”), que se excluya el ítem 43 de la jornada p.m. del examen del 2 de 

junio de 2024, del instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin 

tener este elemento en cuenta.      

Subsidiaria de la Subsidiaria de la Primaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global. 

 

5. Pregunta 75 

 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

 

En la sentencia T-292 de 2006, la Corte Constitucional resolvió lo siguiente: “La razón del 

valor vinculante de la ratio decidendi en materia de tutela, es como se dijo, asegurar la 

unidad en la interpretación constitucional en el ordenamiento y un tratamiento en 

condiciones de igualdad frente a la ley, por parte de las autoridades judiciales, que asegure 

la seguridad jurídica”. En el marco de la interpretación constitucional de análisis de esta 

sentencia, se va a permitir organizar un precedente jurisprudencial, por tanto, el fallador 

debe identificar elementos que le permitan delimitar la línea del análisis jurisprudencial 

desarrollado para cada caso, sin violentar la supremacía constitucional. 

 

A partir del texto arriba mencionado, el argumento que usó el fallador para interpretar el 

precedente judicial es el de: 

 

Enunciado 

A partir del texto arriba mencionado, el argumento que usó el fallador para interpretar el 

precedente judicial es el de: 

 

Distractores 

Valorar los aportes que dan algunos de los principios a la interpretación constitucional. 

Analizar los criterios con que se identifica el método utilizado para un precedente en 

específico. 

Identificar la Constitución como ordenamiento jurídico con pluralidad de disposiciones. 

 



Página 110 de 123 
 

Clave 

Construir una base de análisis frente a anteriores decisiones judiciales de la Corte 

Constitucional 

 

Incumplimiento de criterios comunicativos  

 

Existe un problema con la presentación del ítem. El enunciado expresa que “[a] partir del 

texto arriba mencionado, el argumento que usó el fallador para interpretar el precedente 

judicial es el de (...)”. Obsérvese que el enunciado es ambiguo: ¿qué se entiende por 

“argumento”? Bien es sabido que un discurso argumentativo es un conjunto de enunciados 

dentro de los cuales por lo menos un enunciado cumple la función de ser una conclusión y 

dos o más enunciados cumplen la función de premisas o de razones justificativas de la 

conclusión (premisas que justifican la conclusión a partir de una regla de inferencia). En este 

sentido, por argumento se puede entender, o bien la conclusión, o bien las premisas, o bien 

la regla de inferencia empleada, o bien todo el conjunto del discurso argumentativo. En todo 

caso, las opciones de respuesta del ítem no parecen corresponder a un “argumento” en 

ninguno de estos sentidos. 

Por otra parte, la respuesta que se toma como correcta también es de una muy amplia 

indeterminación lingüística: ¿qué se entiende por “base de análisis”?, y ¿en qué sentido se 

puede hablar de la actividad de “construir” una “base de análisis”? 

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 

afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad. Además, como se 

verá, se usó una fuente de información que en punto al tema preguntado resulta equívoca. 

A continuación, se desarrollan los detalles de esta equivocidad: 

Fuente de información 

El aparte citado de la Sentencia T-292 de 2006 se encuentra descontextualizado. No se 

expone de forma cabal la postura de la sentencia en relación con las razones que justifican 

la vinculatoriedad del precedente, por lo que no se expone de forma exhaustiva el 

“argumento” en esta materia.  

 

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta no cumplen 

con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 

⇨ No satisface el objetivo general de la Unidad, ya que el conocimiento sobre el cual se 

pregunta en el ítem, relacionado con una cita descontexztualizada de la Sentencia T-

292 de 2006 sobre la vinculatoriedad de la ratio decidendi no aporta en la identificación 

de “las principales ideas sobre la importancia, el funcionamiento y el desarrollo de 

la norma positiva (en especial de la norma constitucional), la ciencia del derecho y 
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la filosofía del derecho con miras a enriquecer la actividad judicial, en especial el 

razonamiento (normativo, argumentativo y retórico) aplicado en la resolución de 

casos a la luz del Estado constitucional contemporáneo”62. 

 

⇨ No satisface los objetivos específicos de la Unidad, ya que:  

o No permite identificar las principales ideas, escuelas y autores de la Filosofía 

del Derecho relacionados con el razonamiento judicial (normativo, 

argumentativo y retórico)63. 

 

o No se encamina a relacionar las principales ideas, escuelas y autores de la 

Filosofía del Derecho con el contexto social, jurídico y judicial colombiano64. 

 

o No versa sobre las diferencias entre los métodos de interpretación normativa 

propuestos desde la FIlosofía del Derecho y el Derecho constitucional en el 

contexto jurídico colombiano de interpretación internacional, constitucional 

y legal para el razonamiento (normativo, argumentativo y retórico) judicial 

y la emisión de sentencias responsables (ética, ambiental y socialmente) 

acordes con el ordenamiento jurídico colombiano65. 

 

⇨ No evalúa las competencias genéricas y específicas de la Unidad, ni atiende a los 

objetivos de aprendizaje: 

o No satisface las competencias del ser (actitudes, disposiciones y valores), 

porque (i) no evalúa la reflexión crítica sobre las relaciones entre el derecho 

y la moral en el iusnaturalismo, el iuspositivismo y el no-positivismo; (ii) no 

evalúa la asunción de una postura crítica frente a los límites del derecho 

positivo en un estado constitucional; y (iii) no evalúa el análisis del discente 

sobre el impacto de las principales ideas, escuelas y autores de la filosofía del 

derecho en el razonamiento judicial66. 

 

o No satisface las competencias del saber (conocimientos), porque (i) no evalúa 

la identificación de las principales ideas, escuelas y autores del 

iusnaturalismo, iuspositivismo y no-positivismo, destacando su importancia 

en el razonamiento judicial (de hecho, el realismo sociológico por definición 

es una postura que no se centra, se aleja, del estudio del razonamiento 

judicial); (ii) no evalúa el reconocimiento del impacto de las principales ideas, 

escuelas y autores de la filosofía del derecho en el razonamiento judicial (se 

 
62 Syllabus de Filosofía del Derecho e interpretación constitucional, p. 2.  
63 Ibíd, p. 3. 
64 Ibídem. 
65 Ibídem.  
66 Ibíd, pp. 5-6. 
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reitera que el ítem pregunta por una escuela no vinculada al razonamiento 

judicial)67.  

 

o No satisface las competencias del hacer (capacidades y habilidades), porque 

no permite integrar en casos judiciales concretos las principales ideas, 

escuelas y autores de la filosofía del derecho en torno al razonamiento 

judicial. Frente a la Sentencia T-292 de 2006 no se pregunta por su posible 

conexión con ideas, escuelas y autores de la filosofía del derecho. 

 

⇨ El ítem pregunta por un tema que no hace parte de los contenidos del curso. No se 

corresponde ni con “las principales ideas, escuelas y autores de la filosofía del 

derecho en torno al razonamiento judicial” ni con la “contextualización de las 

principales ideas, escuelas y autores de la filosofía del derecho en torno al 

razonamiento judicial en el caso colombiano”68.  

 

Análisis de contenido 

El contenido del ítem presenta varios errores e imprecisiones. En primer lugar, como se 

mencionó anteriormente, se pregunta por cuál es el “argumento que usó el fallador”, sin 

embargo, no es claro en qué sentido se utiliza la expresión “argumento”. 

Por “argumento” se podría entender: (i) un tipo de conclusión, (ii) un tipo de premisas (por 

ejemplo, cuando el filósofo del derecho Giovanni Tarello habla de “argumentos 

interpretativos” en realidad se refiere a un tipo de premisas: “las reglas interpretativas”), 

(iii) un tipo de inferencia (por ejemplo, cuando se distingue un argumento deductivo de uno 

inductivo, en parte la distinción la hacemos en función del tipo de inferencia), o (iv) al 

discurso argumentativo en su conjunto, es decir, a un conjunto de premisas que justifican 

una conclusión con base en el empleo de una regla de inferencia.  

Al analizar las opciones de respuesta del ítem, es claro que no se habla de “argumento” en 

ninguno de estos sentidos. Pero, entonces: ¿en qué sentido se emplea? No es claro. 

Pero en gracia de discusión, si se hiciera una lectura caritativa del ítem, podría considerarse 

que el argumento tiene la siguiente estructura: a) Conclusión: la ratio decidendi es 

vinculante en materia de tutela. b) Premisas: i) el derecho debe garantizar la unidad en la 

interpretación de la Constitución, la igualdad ante la ley y la seguridad jurídica, y ii) la 

vinculatoriedad de la ratio decidendi es una condición necesaria para garantizar la unidad 

en la interpretación de la Constitución, la igualdad ante la ley y la seguridad jurídica. c) 

Regla de inferencia: modus ponendo ponens.  

Si esta es la estructura del argumento expuesto en la cita de la sentencia que efectúa el ítem, 

obsérvese que las premisas no tienen nada que ver con la construcción de una base de 

 
67 Ibídem. 
68 Ibíd, pp. 4-5. 
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análisis frente a anteriores decisiones judiciales de la Corte Constitucional. Esto no se 

encuentra ni en las premisas, ni en la conclusión, ni en la regla de inferencia. 

A esto se añade que es incongruente preguntar por un “argumento” y que la respuesta sea 

una acción, no un argumento, “construir una base de análisis (...)”.  

A todo esto se añade la indeterminación de la respuesta: qué significa “construir una base 

de análisis frente a anteriores decisiones judiciales de la Corte Constitucional”, en el 

contexto del ítem: todo y nada.  

Estos mismos defectos se presentan en las demás opciones de respuesta.  

Respuestas posibles 

Visto todo lo anterior, y teniendo en cuenta que está formulada de forma incorrecta la 

pregunta, las respuestas no tienen coherencia y cohesión frente a lo preguntado; es decir, no 

existe una respuesta correcta posible.  

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  

Que se excluya el ítem 75 de la jornada p.m. del examen del 2 de junio de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

6. Pregunta 76 

Reconstrucción del ítem  

Contexto 

 

En el marco de la Sentencia C-818 de 2005, “en la teoría del derecho se reconocen a los 

principios y las reglas como categorías de normas jurídicas. Ambas se suelen clasificar 

dentro de dicho concepto pues desde un punto de vista general (principio) o desde otro 

concreto y específico (regla) establecen aquello que es o debe ser. Así las cosas, tanto los 

principios como las reglas, al tener vocación normativa, se manifiestan en mandatos, 

permisiones o prohibiciones que delimitan y exigen un determinado comportamiento”. 
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Enunciado 

 

Según el extracto presentado, el ordenamiento jurídico le brinda al juez mecanismos para 

dar respuesta a las necesidades que se presentan, por tanto, el fallador debe diferenciar 

correctamente:  

 

Distractores 

Los principios como fundamentos del ordenamiento jurídico y la regla como imperativo 

categórico. 

 

Los principios como soporte ante las decisiones y la regla como primacía ante las 

decisiones. 

 

El principio como valor ético de la institución jurídica y la regla como imperativo 

hipotético. 

 

Clave 

El principio como soporte de una conducta y la regla como el límite exigido en un 

comportamiento. 

Incumplimiento de criterios comunicativos  

Existe un problema con la presentación del ítem. El enunciado expresa que “[s]egún el 

extracto presentado, el ordenamiento jurídico le brinda al juez mecanismos para dar 

respuesta a las necesidades que se presentan, por tanto, el fallador debe diferenciar 

correctamente (...)”. Por una parte, este enunciado es sumamente indeterminado: ¿qué se 

quiso decir con “mecanismos” para dar respuesta a “necesidades” que se presentan a los 

jueces? Sobre todo porque la distinción entre “reglas” y “principios” es una herramienta útil 

para resolver algunos, pero no todos, los problemas jurídicos. A todo esto se suma que no 

es claro en qué sentido se habla de “soporte de una conducta”.  

Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 

Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 

afirmar, sin lugar a dudas, que el ítem falla en relación con su claridad.  

A continuación, se desarrollan los detalles de esta falta de claridad: 

Fuente de información 

El aparte citado de la Sentencia C-818 de 2005 se encuentra descontextualizado. No se 

expone de forma cabal la postura de la sentencia en relación con la distinción teórica entre 

reglas y principios.  

 

Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 

La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta no cumplen 

con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 
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⇨ No satisface el objetivo general de la Unidad, ya que el conocimiento sobre el cual se 

pregunta en el ítem, relacionado con una cita descontexztualizada de la Sentencia C-

818 de 2005 sobre la distinción entre reglas y principios (por ser una cita poco clara) 

no aporta en la identificación de “las principales ideas sobre la importancia, el 

funcionamiento y el desarrollo de la norma positiva (en especial de la norma 

constitucional), la ciencia del derecho y la filosofía del derecho con miras a 

enriquecer la actividad judicial, en especial el razonamiento (normativo, 

argumentativo y retórico) aplicado en la resolución de casos a la luz del Estado 

constitucional contemporáneo”69. 

 

⇨ No satisface los objetivos específicos de la Unidad, ya que:  

o No permite identificar las principales ideas, escuelas y autores de la Filosofía 

del Derecho relacionados con el razonamiento judicial (normativo, 

argumentativo y retórico)70. 

 

o No se encamina a relacionar las principales ideas, escuelas y autores de la 

Filosofía del Derecho con el contexto social, jurídico y judicial colombiano71. 

 

o No versa sobre las diferencias entre los métodos de interpretación normativa 

propuestos desde la FIlosofía del Derecho y el Derecho constitucional en el 

contexto jurídico colombiano de interpretación internacional, constitucional 

y legal para el razonamiento (normativo, argumentativo y retórico) judicial 

y la emisión de sentencias responsables (ética, ambiental y socialmente) 

acordes con el ordenamiento jurídico colombiano72. 

 

⇨ No evalúa las competencias genéricas y específicas de la Unidad, ni atiende a los 

objetivos de aprendizaje: 

o No satisface las competencias del ser (actitudes, disposiciones y valores), 

porque (i) no evalúa la reflexión crítica sobre las relaciones entre el derecho 

y la moral en el iusnaturalismo, el iuspositivismo y el no-positivismo; (ii) no 

evalúa la asunción de una postura crítica frente a los límites del derecho 

positivo en un estado constitucional; y (iii) no evalúa el análisis del discente 

sobre el impacto de las principales ideas, escuelas y autores de la filosofía del 

derecho en el razonamiento judicial73. 

 

o No satisface las competencias del saber (conocimientos), porque (i) no evalúa 

la identificación de las principales ideas, escuelas y autores del 

iusnaturalismo, iuspositivismo y no-positivismo, destacando su importancia 

 
69 Syllabus de Filosofía del Derecho e interpretación constitucional, p. 2.  
70 Ibíd, p. 3. 
71 Ibídem. 
72 Ibídem.  
73 Ibíd, pp. 5-6. 
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en el razonamiento judicial (de hecho, el realismo sociológico por definición 

es una postura que no se centra, se aleja, del estudio del razonamiento 

judicial); (ii) no evalúa el reconocimiento del impacto de las principales ideas, 

escuelas y autores de la filosofía del derecho en el razonamiento judicial (se 

reitera que el ítem pregunta por una cita descontextualizada de un tema 

importante de la teoría del derecho)74.  

 

o No satisface las competencias del hacer (capacidades y habilidades), porque 

no permite integrar en casos judiciales concretos las principales ideas, 

escuelas y autores de la filosofía del derecho en torno al razonamiento 

judicial. Al ser una cita descontextualizada, el fragmento presentado de la 

Sentencia C-818 de 2005 no permite ver las conexiones prácticas y teóricas de 

las ideas, escuelas y autores de la filosofía del derecho que han trabajado la 

distinción entre reglas y principios. 

 

⇨ El ítem pregunta por un tema que no hace parte de los contenidos del curso. No se 

corresponde ni con “las principales ideas, escuelas y autores de la filosofía del 

derecho en torno al razonamiento judicial” ni con la “contextualización de las 

principales ideas, escuelas y autores de la filosofía del derecho en torno al 

razonamiento judicial en el caso colombiano”75.  

 

⇨ Finalmente, el ítem corresponde a la actividad de aprendizaje de “Análisis de caso”. 

Sin embargo, se formula una pregunta por una sentencia que no hace parte de la 

jurisprudencia cuya lectura era obligatoria de acuerdo con el Syllabus (las sentencias 

que hacen parte de la bibliografía obligatoria son: T-881/02, T-057/15, T-062A/11, C-

087/98, T-515/12, C-1287/01, C-083/95, T-484/14, T-122/17, C-588/09)76. 

 

Análisis de contenido 

El contenido del ítem presenta varios errores e imprecisiones. En primer lugar, el enunciado 

del ítem, “[s]egún el extracto presentado, el ordenamiento jurídico le brinda al juez 

mecanismos para dar respuesta a las necesidades que se presentan, por tanto, el fallador 

debe diferenciar correctamente”, induce al error.  

Primero. El extracto presentado no habla expresamente de mecanismos para afrontar 

necesidades que se presentan los jueces.  

Segundo. No es para nada claro qué se entiende por “necesidades que se presentan al juez”, 

¿se refiere a problemas jurídicos?, ¿se refiere a problemas de interpretación, de antinomias 

o de lagunas normativas o axiológicas?  

 
74 Ibídem. 
75 Ibíd, pp. 4-5. 
76 Ibíd, pp. 8-10.  
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Tercero. Se omite considerar que muchas veces la distinción sirve para lo contrario: para 

aumentar los problemas jurídicos. Si podemos derrotar reglas expresar al aplicar principios, 

en casos donde antes había reglas claras, ahora se presentan más alternativas de solución.  

Cuarto. El conector lógico empleado se equivoca, cuando se dice que “el ordenamiento 

jurídico le brinda al juez mecanismos para dar respuesta a las necesidades que se presentan” 

y, por tanto, “el fallador debe diferenciar correctamente”, en realidad se presenta un non 

sequitur. De que el ordenamiento jurídico brinde a los jueces determinados mecanismos, no 

se sigue que el fallador deba distinguir.  

Quinto. Además, se dice que el fallador debe “distinguir correctamente”, lo que supone un 

juicio de valor previo. Como toda clasificación, la distinción entre “reglas” y “principios” 

no es ontológica sino estipulativa, depende de cómo estipulamos (definimos) los sentidos 

de ambas expresiones. ¿Por qué es correcto distinguir reglas y principios por su grado de 

generalidad y no por métodos de aplicación como hace Alexy: reglas se aplican mediante 

subsunción y principios mediante ponderación? ¿Por qué no tomar el criterio de distinción 

con base en criterios axiológicos: los principios representan los valores morales 

positivizados en el ordenamiento? Al final de cuentas, son estipulaciones. Más que hablar 

de una distinción más correcta que otra, pueden ser más o menos útiles dependiendo de 

nuestros fines teóricos y prácticos. 

 

En segundo lugar, el extracto de la sentencia citado menciona algunos criterios para 

distinguir, pero a la vez detectar aspectos en común, entre reglas y principios.  

Diferencias. Los principios asumen un punto de vista general, mientras que las reglas 

asumen un punto de vista concreto y específico.  

Aspectos en común. Tanto reglas como principios establecen aquello que es o debe ser y, 

por tanto, se manifiestan en mandatos, permisiones o prohibiciones que delimitan y exigen 

un determinado comportamiento. De esto no se sigue nada de lo contenido en las opciones 

de respuesta: (i) del extracto no se puede inferir que los principios sean el soporte de una 

conducta (pero además, ¿qué se entiende por “soporte de una conducta” en este contexto?) 

y que las reglas sean límites exigidos en un comportamiento. Además, si una regla puede 

establecer permisiones, ¿en qué sentido limita una conducta? (ii) Del extracto no se puede 

inferir que los principios son fundamentos del ordenamiento jurídico y que las reglas son 

imperativos categóricos, por una parte se utilizan criterios de distinción diferentes: un 

criterio axiológico (los principios como fundamentos del ordenamiento) y un criterio sobre 

la forma lógica de las normas (las reglas como imperativos categóricos).  (iii) Del extracto no 

se puede inferir que los principios son soporte de las decisiones (¿en qué sentido?) y las 

reglas como primacía ante las decisiones (¿qué quiere decir esto? Se supone que las 

decisiones judiciales deben aplicar reglas).  

Finalmente, (iv) del extracto tampoco se puede inferir que los principios sean valores éticos 

de las instituciones jurídicas y que las reglas sean imperativos hipotéticos. De nuevo se 

emplean criterios de distinción diferentes:  un criterio axiológico (los principios como 



Página 118 de 123 
 

valores éticos de las instituciones jurídicas) y un criterio sobre la forma lógica de las normas 

(las reglas como imperativos hipotéticos). Además, ¿en qué sentido se entienden las 

instituciones jurídicas en la pregunta? ¿En el sentido de Santi Romano, de Bobbio o de Neil 

McCormick? 

En tercer lugar, la distinción entre reglas y principios trazada en la sección expuesta en el 

ítem resulta muy imprecisa. La distinción se funda en el punto de vista general (de los 

principios) y el punto de vista concreto y específico (de las reglas). Sin embargo, ¿en qué 

sentido se emplea la expresión “punto de vista”? ¿Tiene algo que ver con la distinción 

trazada por Hart entre punto de vista interno y punto de vista externo? ¿Es acaso la 

generalidad o particularidad de una norma dependiente de un “punto de vista”? ¿Los jueces 

pueden analizar una misma disposición desde dos puntos de vista: el general y el particular; 

y, por tanto, un mismo texto podría expresar a la vez principios y reglas? Si se aceptará que 

una misma disposición puede analizarse desde los dos puntos de vista simultáneamente, 

esto implicaría que no es cierto que la distinción sea un mecanismo para dar respuesta a las 

necesidades que se presentan a los jueces.  

Por último, el extracto de la sentencia C-818 de 2005 se encuentra descontextualizado. Si se 

continúa leyendo la sentencia, después del fragmento citado, la distinción entre reglas y 

principios se podría trazar de la siguiente manera. Principios: (i) expresan un punto de vista 

general; (ii) son normas de organización, mediante las cuales se unifica o estructura cada 

una de las instituciones jurídicas que dan fundamento o valor al derecho, a través de la 

condensación de valores éticos y de justicia; (iii) trascienden a la mera descripción de una 

conducta prevista en un precepto jurídico, para darle valor y sentido a muchos de ellos, a 

través de la unificación de los distintos pilares que soportan una institución jurídica; y (iv) 

cumplen funciones informadoras (de la legislación), interpretativas y de integración de 

lagunas. En cambio, las reglas: (i) expresan un punto de vista particular y concreto; (ii) 

constituyen normas de conducta que consagran imperativos categóricos o hipotéticos que 

deben ser exactamente cumplidos en cuanto a lo que ellas exigen, sin importar el ámbito 

fáctico o jurídico en el que se producen; y (iii) Se limitan a exigir un comportamiento 

concreto y determinado. Obsérvese que, incluso ampliando la referencia de la Sentencia C-

818 de 2005, de la distinción trazada por la Corte Constitucional entre reglas y principios no 

se sigue ninguna de las opciones de respuesta planteadas.  

Respuestas posibles 

Visto todo lo anterior, y teniendo en cuenta que está formulada de forma incorrecta la 

pregunta, las respuestas no tienen coherencia y cohesión frente a lo preguntado; es decir, no 

existe una respuesta correcta posible.  

Pretensiones sobre el ítem 

Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 

su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 

orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    

Primaria:  
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Que se excluya el ítem 76 de la jornada p.m. del examen del 2 de junio de 2024, del 

instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento en 

cuenta.      

Subsidiaria:  

Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 

me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 

y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

 

 

6. CONCLUSIONES EN PERSPECTIVA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS 

 

Los hechos y errores descritos vulneran mi derecho al debido proceso por el cambio de las 

reglas del concurso de méritos, y la vulneración de los principios de la buena fe, de la 

confianza legítima y de respeto al acto propio (SU-067 de 2022), materializado en el 

desconocimiento del principio de legalidad de las reglas vinculantes para la Escuela Judicial 

y para los discentes, fundamentos que me permiten deprecar las siguientes pretensiones en 

correlación con el deber de corrección de las irregularidades y equivocaciones en el concurso 

de méritos por parte del Consejo Superior de la Judicatura, a través de su delegada, Escuela 

Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”.  

 

En efecto, la Corte Constitucional en la sentencia SU-067 de 2022 precisó que  

la corrección de las actuaciones administrativas y los recursos de 

reposición y apelación que se emplean en el curso de las actuaciones 

administrativas, les brindan a aquellas la oportunidad de ajustar sus 

actuaciones a las normas pertinentes. Son mecanismos de autotutela, en 

los cuales la propia administración sujeta, bien sea de manera rogada o 

espontánea, sus determinaciones a los dictados del ordenamiento. 

Cuando ello no ocurra, los administrados podrán recurrir a los medios de 

control previstos en la Ley 1437 de 2011, que ponen en marcha la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo. Este engranaje de 

instituciones, administrativas y judiciales, depura los actos de la 

Administración de desaciertos e infracciones al ordenamiento.  

 

7. Peticiones  

 

Que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” reponga la resolución nro. EJR24-298 de 21 

de junio de 2024 “por medio de la cual se publican los resultados de la subfase general del 

IX Curso de Formación Judicial Inicial”, en los siguientes aspectos y perspectivas, ya sea 

aclarando, modificando, adicionando o revocando su acto, según corresponda, así:  
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Primera: Que la Escuela Judicial subsane el proceso de exhibición y lo realice de manera 

completa, en el sentido de darme acceso al video de las dos pruebas en el que grabó la 

pantalla de mi computador al momento de aplicarlas.  

 

Consecuencia jurídica: Una vez subsanada la fase de exhibición, otorgarme nuevamente el 

plazo para presentar el recurso de reposición.  

 

Segunda: Que la Escuela Judicial revise los resultados de mi prueba integralmente, y sume 

en mi puntaje global consolidado las preguntas que evidencié como aciertos y que no fueron 

sumados a mi calificación, así:  

 

Poner las preguntas que acertó y que no le sumaron a su puntaje. Ejemplo, la pregunta 41 la 

contesté acertadamente con la clave de respuesta que la Escuela Judicial dio y no fue sumada 

a mi puntaje global.  

 

En todo caso, la Escuela Judicial deberá verificar que la puntuación global consolidada 

corresponda realmente con los aciertos que obtuve y los sume a mi puntaje.  

 

Consecuencia jurídica: Una vez consolidado mi nuevo puntaje global, la Escuela Judicial 

deberá subsanar su error, y notificarme nuevamente mi puntaje realmente obtenido, y, 

otorgarme los términos para recurrir nuevamente la resolución, (de ser necesario, en tanto 

que podría ser que el nuevo puntaje me ubique como discente que superó los 800 puntos).  

De no ser que con el nuevo puntaje supere los 800 puntos, deberá concederme nuevamente 

los 10 días para interponer el recurso de reposición, tal y como lo regula el artículo 76 del 

CPACA, una vez completado el proceso de exhibición de conformidad con la pretensión 

primera, a saber, otorgarme el derecho a ver el video de la presentación de mi prueba en 

aras de corroborar lo que yo estime necesario.  

 

En caso de ser denegadas mis dos pretensiones anteriores, formulo las siguientes 

pretensiones subsidiarias:  

 

Primera subsidiaria: Que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” reponga la Resolución 

nro. EJR24-298 de 21 de junio de 2024 “por medio de la cual se publican los resultados de la 

subfase general del IX Curso de Formación Judicial Inicial”, en el sentido de concederme 

como aciertos todos los ítems que tienen problemas de construcción y aquellos que no 

miden la competencia que debían medir.  

 

Consecuencia jurídica: Que la Escuela Judicial recalifique mi puntuación y me conceda la 

real puntuación que me permita continuar con el proceso de formación a la siguiente fase 

especializada, de tal manera que reconozca todos los aciertos por inducirme a error como 

evaluado. Los ítems que me debe conceder como aciertos y con el puntaje sumatorio a mi 

favor, son los siguientes: poner los ítems que tienen problemas en su construcción y que 

corresponden a los ítems que fueron marcados como desaciertos. 
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En caso de denegar mi primera petición subsidiaria, concédame la siguiente pretensión 

subsidiaria:  

 

Segunda subsidiaria: Que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” reponga la Resolución 

nro. EJR24-298 de 21 de junio de 2024 “por medio de la cual se publican los resultados de la 

subfase general del IX Curso de Formación Judicial Inicial”, en el sentido de excluir para mi 

calificación todos los ítems que tienen problemas de construcción y aquellos que no miden 

la competencia que debían medir.  

 

Consecuencia jurídica: Una vez excluidos los ítems, recalifique todo el instrumento de 

evaluación y tenga en consideración sólo los ítems que cumplan criterios psicométricos y 

aquellos que contesté acertadamente. Los ítems a excluir en mi caso en particular son los 

siguientes: poner los ítems que tienen problemas en su construcción y que corresponden a 

los ítems que fueron marcados como desaciertos.  

 

En caso de denegar mi segunda pretensión subsidiaria, concédame la siguiente pretensión 

subsidiaria:  

 

Tercera subsidiaria: Que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” reponga la Resolución 

nro. EJR24-298 de 21 de junio de 2024 “por medio de la cual se publican los resultados de la 

subfase general del IX Curso de Formación Judicial Inicial”, en el sentido de revocar el acto 

administrativo que publicó los resultados de la subfase general del IX Curso de formación 

Judicial, y subsanar la actuación administrativa en el sentido de aplicar nuevamente el 

instrumento de evaluación, que cumpla con los principios y criterios de una evaluación 

objetiva, que mida las competencias reglamentadas en el Acuerdo Pedagógico y debía 

medir, por “manifiesta oposición a la Constitución Política”, por violación al debido 

proceso, y por causar agravio injustificado a mis derechos.  

 

En caso de denegar mi tercera pretensión subsidiaria, concédame la siguiente pretensión 

subsidiaria:  

 

Cuarta pretensión subsidiaria:  Que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” reponga la 

Resolución nro. EJR24-298 de 21 de junio de 2024 “por medio de la cual se publican los 

resultados de la subfase general del IX Curso de Formación Judicial Inicial”, en el sentido 

de revocar el acto administrativo que publicó los resultados de la subfase general del IX 

Curso de Formación Judicial Inicial, y subsanar la actuación en el sentido de repetir 

nuevamente el IX Curso de Formación Judicial Inicial ajustado a las reglas del Acuerdo 

Pedagógico, por cuanto que la actuación adelantada está en directa oposición a la legalidad 

del proceso de formación que vició toda la actuación.  

 

En caso de denegar mi cuarta pretensión subsidiaria, concédame la siguiente pretensión 

subsidiaria:  
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Quinta pretensión subsidiaria: Que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” repoga la 

Resolución nro. EJR24-298 de 21 de junio de 2024 “por medio de la cual se publican los 

resultados de la subfase general del IX Curso de Formación Judicial Inicial”, en el sentido 

de revocar el acto administrativo que publicó los resultados de la subfase general del IX 

Curso de Formación Judicial Inicial y, en su lugar, subsane los errores del instrumento de 

evaluación en el sentido realizar la evaluación del estudio de casos y análisis jurisprudencial, 

y los talleres, con verdaderos instrumentos que permitan medir dichas competencias, a 

través de trabajos escritos aplicados a la práctica judicial.  

 

Consecuencia jurídica: Una vez efectuada la calificación a través de los procesos de 

evaluación previstos en el Acuerdo Pedagógico, efectuar la recalificación teniendo en cuenta 

los resultados corregidos del instrumento de evaluación del apartado “controles de lectura” 

con fundamento en la exclusión de los ítems mal construidos, y otorgando la calificación 

como acertado de los ítems que tengan problemas en su construcción.  

 

8. Pruebas  

 

8.1. Solicitud de pruebas:  

 

Solicito las siguientes pruebas:  

 

1. Copia de la grabación de mis jornadas de presentación de la prueba para corroborar 

que las respuestas marcadas correspondan con las respuestas que dice la Escuela 

Judicial que marqué, ya que la evaluación virtual no genera garantías sobre si la 

parte de respuestas corresponden con las verdaderamente seleccionadas o el sistema 

las cambió aleatoriamente de tal manera que sirva para subsanar el proceso de 

exhibición de una evaluación virtual.  

2. Anexo técnico de planeación del diseño de las pruebas que indique los aspectos 

psicométricos a considerar como número de ítems construidos, el nivel cognitivo de 

cada ítem construido, el nivel de dificultad de cada ítem, justificación de la medición 

de la competencia en términos de relevancia y pertinencia temática, justificación de 

la clave de respuesta y de los distractores, y demás aspectos proyectados en la 

planeación de la prueba. De no tener nada de lo anterior, certificar dicho hecho.  

3. Syllabus de cada programa 

 

Sobre la base en las reglas de derecho creadas en la sentencia SU-067 de 2022, que 

precisan y modifican la interpretación sobre la reserva de los instrumentos de evaluación 

una vez practicados, solicito a la Escuela Judicial no denegar mi derecho a conocer 

aspectos técnicos que inciden en la validez y confiabilidad del instrumento de 

evaluación aplicado. Dados los errores aducidos en el presente recurso y en consonancia 

con la vulneración de mis derechos, no hay legitimidad para enrostrar la reserva del 

instrumento de evaluación.  
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Es imperativo el siguiente criterio de justicia: A mayor rigurosidad de un instrumento 

de evaluación, mayor nivel de reserva; a menor rigurosidad y objetividad de un 

instrumento de evaluación, menor nivel de reserva. Por los errores advertidos en el 

instrumento de evaluación y del curso de formación, en este proceso no se debe oponer 

ningún nivel de reserva a ningún documento ni soporte técnico de la Convocatoria 027 

de la Rama Judicial en la fase III del Curso de Formación Judicial Inicial.  

 

 

9. Notificaciones 

 

Mi correo electrónico para notificaciones electrónicas es andresdiazs509@gmail.com 

 

Atentamente,  

 

 

ANDRÉS DÍAZ SALINAS 

Número de cédula 1016042808 

Lugar de expedición Bogotá D.C. 

 

 



 

Concepto pericial sobre ítems de “Taller” en el 
examen para el IX Curso de Formación Judicial 
 
Este es un extracto de un concepto pericial más extenso en el que se analizan los 336 ítems del examen para la 
Subfase General de IX Curso de Formación Judicial, aplicado los días 19 de mayo y 2 de junio de 2024. Esta 
Subfase General constaba de 8 programas académicos; a saber, en orden de ejecución, estos fueron: (1) 
Habilidades humanas; (2) Interpretación judicial y estructura de la sentencia; (3) Justicia transicional y justicia 
restaurativa; (4) Argumentación judicial y valoración probatoria; (5) Ética, independencia y autonomía judicial; 
(6) Derechos humanos y género; (7) Gestión judicial y tecnologías de la información y las comunicaciones; y (8) 
Filosofía del derecho e interpretación constitucional. Según el Acuerdo Pedagógico respectivo, la evaluación de 
cada programa sumaba 125 puntos, para un total de 1.000 (por los 8 programas). Se ejecutaron, según el mismo 
acuerdo, 3 tipos de actividades evaluativas: (A) Control de lectura, con 40 puntos sobre 125; 32 ítems, para 1.25 
puntos por cada uno; (B) Análisis jurisprudencial o de casos, con 25 puntos sobre 125; 4 ítems, para 6.25 puntos 
por cada uno; y (C) Taller virtual, con 60 puntos sobre 125; 6 ítems, para 10 puntos por cada uno. El instrumento 
de evaluación, visto en su conjunto, constó de 336 ítems (1.000 puntos), de los cuales 256 valían 1.25 puntos; 
32, 6.25 puntos; y 48, 10 puntos. 

En el presente extracto, se hará referencia exclusiva a los 48 ítems (480 puntos) de los que constó la actividad 
evaluativa de Taller virtual. Según el Acuerdo Pedagógico, “[e]sta actividad pretende que el discente realice una 
capacitación intensiva y práctica del programa.” Tanto el concepto de taller como el de capacitación implican 
una mediación a través de un agente que lidera o facilita el proceso (un docente o algún rol similar). Para la 
muestra, la acepción 2 de la definición de taller en el Diccionario de la lengua española lo describe como 
“Escuela o seminario de ciencias o de artes” y lo presenta como sinónimo de clase, charla o seminario. Por su 
parte, en el mismo diccionario, el verbo capacitar (base para el sustantivo capacitación), se define como 
“Hacer a alguien apto, habilitarlo para algo”. Ahora bien, con el fin de ser más precisos teóricamente, cabe 
considerar la denominada taxonomía de Bloom. 

Una taxonomía de procesos cognitivos permite guiar, tanto la enseñanza, como el aprendizaje y la evaluación, 
ya que, con ella, se pueden definir en términos procedimentales los aprendizajes que se esperan de los 
estudiantes ─discentes en este caso─ (Anderson & Krathwohl, 2001). En contraste con los contenidos 
curriculares, los procesos cognitivos no son específicos de un área de formación, sino que son generales y hacen 
parte del aprendizaje de cualquier tipo de contenido. En este sentido, los procesos descritos en estas taxonomías 
se refieren a lo que un estudiante puede hacer con los contenidos curriculares. Por ejemplo, que un estudiante 



 

sea capaz de recordar las definiciones que presenta un texto trabajado en un actividad formativa es un 
aprendizaje claramente diferente a que el estudiante sea capaz de aplicar esas definiciones para diferenciar los 
elementos de una situación concreta.  

Atendiendo a estas diferencias cualitativas entre las distintas formas como los estudiantes operan 
cognitivamente con los contenidos curriculares, se han propuesto diversas taxonomías, pero una de las más 
ampliamente usadas por psicólogos y educadores es la desarrollada por Benjamin Bloom en la segunda mitad 
del siglo pasado (Haladyna, 2004). Esta taxonomía presenta un conjunto jerarquizado de categorías cognitivas 
generales dentro de las cuales caben una serie de tareas cognitivas (Anderson & Krathwohl, 2001). Hoy en día la 
versión más conocida de esta taxonomía es la revisión propuesta por Anderson & Krathwohl (2001), que se 
resume en la siguiente tabla. 

Categoría Tareas 
1. Recordar: traer a la atención conocimientos 
relevantes guardados en la memoria a largo 
plazo 

1.1. Reconocer 
1.2. Memorizar  

2. Comprender: extraer significados a partir de 
mensajes explicativos orales, escritos y 
gráficos 

2.1. Parafrasear 
2.2. Ejemplificar 
2.3. Clasificar 
2.4. Resumir 
2.5. Inferir 
2.6. Comparar 
2.7. Explicar 

3. Aplicar: realizar un procedimiento en una 
situación dada 

3.1. Ejecutar 
3.2. Implementar 

4. Analizar: dividir en partes constitutivas y 
determinar cómo esas partes se relacionan 
entre sí y con una estructura o finalidad 
general 

4.1. Diferenciar 
4.2. Organizar 
4.3. Atribuir 

5. Evaluar: hacer juicios basados en criterios o 
estándares 

5.1 Verificar 
5.2. Valorar 

6. Crear: disponer y agrupar elementos en un 
todo coherente o funcional reorganizando los 
elementos en un patrón o estructura nueva. 

6.1. Proponer 
6.2. Planear 
6.3. Producir 

Revisión de la taxonomía de Bloom por parte de Anderson & Krathwohl (2001). Adaptado de Anderson & Krathwohl (2001).   

Comúnmente, a la hora de formular objetivos educativos, que son los que orientan las actividades formativas y 
se verifican mediante las actividades evaluativas, se proyecta el progreso de los estudiantes empleando una 
taxonomía jerarquizada como la de Bloom en relación con los contenidos curriculares pertinentes (Haladyna, 



 

2004). Idealmente, en el momento de la evaluación, cada uno de los ítems que la componen debería dirigir al 
evaluado a realizar una tarea cognitiva correspondiente a la categoría cognitiva correspondiente para cada 
objetivo educativo (Osterlind, 2002). En otras palabras, si se propone un objetivo educativo en el que el 
estudiante deba, por ejemplo, aplicar conocimientos en una situación dada, los ítems empleados en el 
instrumento de evaluación deben poder resolverse únicamente mediante tareas cognitivas como diferenciar, 
organizar y atribuir características a elementos constitutivos de una situación. De otra manera, el instrumento 
no permitiría obtener información relevante para determinar los aprendizajes logrados por el estudiante en 
relación con sus capacidades de análisis. 

Para el caso concreto, se hizo un análisis de la reconstrucción de los ítems trasladada al perito con el fin de 
identificar entres otras cosas los niveles cognitivos de las tareas propuestas en el Examen y su suficiencia de 
acuerdo con el tipo de actividad.  Es importante precisar, en este punto, que se parte de una reconstrucción del 
instrumento por parte de los discentes evaluados. Ellos tuvieron la oportunidad de acceder a la exhibición de sus 
cuestionarios y de reconstruirlos a partir de técnicas de memorización y gestión de la información. Así, en el 
marco de la SU-067 de 2022 (la cual versa, precisamente, sobre esta Convocatoria 27), y bajo los términos 
estrictos del secreto profesional y la confidencialidad requerida en estos casos, las personas interesadas 
trasladaron a este perito la mencionada reconstrucción (a través de documento adjunto al presente). 

Los resultados del análisis en relación con las tareas cognitivas de cada ítem se muestran continuación: 

 

Distribución de ítems por nivel cognitivo 



 

 

Como se ve, en el caso de la actividad evaluativa Taller virtual, absolutamente todos los ejercicios propuestos 
fueron del nivel cognitivo recordar. Como se puede ver en el anexo, la mayoría de ellos ─sino todos─ consistían 
en un texto copiado y pegado literalmente de alguna fuente de información (a veces ni siquiera presente en las 
lecturas obligatorias para el programa), al cual se le retiraban una serie de palabras, con el fin de que el evaluado 
lo completara. Las claves de respuesta (respuestas correctas) que se admitieron fueron únicamente aquellas 
que completaban literalmente el párrafo en la lectura original. Ni si quiera se contempló la posibilidad de que 
otras palabras completaran gramatical y hasta semánticamente el texto de manera correcta. Por supuesto, 
haciendo un cotejo entre la complejidad de la tarea cognitiva en estos ítems y la formulación de la actividad 
evaluativa, se identifica una total insuficiencia de cara las necesidades de la última (Taller virtual).            
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docente de redacción y traducción para diversas entidades privadas y públicas (diversos ministerios, superintendencias y 
secretarías, la Contraloría General, la Registraduría Nacional, la Fiscalía General, entre muchas otras). Ha actuado como 
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Anexo. Etiquetado de 48 ítems de actividad 
evaluativa Taller virtual del examen para el IX 

Curso de Formación Judicial 



 
 

1. Jornada de la mañana del 19 de mayo de 2024: Taller 
Ítem número 37 
Ítem número 38 
Ítem número 39 
Ítem número 40 
Ítem número 41 
Ítem número 42 
Ítem número 79 
Ítem número 80 
Ítem número 81 
Ítem número 82 
Ítem número 83 
Ítem número 84 

2. Jornada de la tarde del 19 de mayo de 2024: Taller 
Ítem número 37 
Ítem número 38 
Ítem número 39 
Ítem número 40 
Ítem número 41 
Ítem número 42 
Ítem número 79 
Ítem número 80 
Ítem número 81 
Ítem número 82 
Ítem número 83 
Ítem número 84 

 
 
 

  



3. Jornada de la mañana del 2 de junio de 2024: Taller 
Ítem número 37 
Ítem número 38 
Ítem número 39 
Ítem número 40 
Ítem número 41 
Ítem número 42 
Ítem número 79 
Ítem número 80 
Ítem número 81 
Ítem número 82 
Ítem número 83 
Ítem número 84 

4. Jornada de la tarde del 2 de junio de 2024: Taller 
Ítem número 37 
Ítem número 39 
Ítem número 40 
Ítem número 41 
Ítem número 42 
Ítem número 79 
Ítem número 80 
Ítem número 81 
Ítem número 82 
Ítem número 83 
Ítem número 84 



 
Jornada de la mañana del 19 de mayo de 2024: Taller 
 
*** 

Ítem número 37 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 



 
 
 
 

Contexto 
FUENT_IRRELTEM_ 

En la < FUENT_IRRELCAL_    Cartilla Laboral para la Rama Judicial (2014)> se 
hace referencia a la cultura organizacional y ética pública LX_[...]_   , así: 

 
"La ética pública estudia el (1)  (espacio en blanco) de los 
funcionarios < LX_GRAM_ en orden a la finalidad del servicio público> que le 
es  inherente.  En  estricto  sentido LX_[...]_     la ética pública es la ciencia que 
trata   de   la   (2) (espacio en blanco) de los (3) 
   (espacio en blanco) humanos en cuanto son realizados por 
funcionarios públicos. Es ciencia porque el estudio de la ética LX_[...]_    para la 
administración  pública LX_[...]_     incluye  (4)     (espacio  en 
blanco) generales y universales sobre la moralidad de los actos humanos 
orientados a los funcionarios públicos o gestores públicos." 

 
Enunciado 

En el contexto dado, hacen falta 4 conceptos clave para encontrar el sentido 
del párrafo. Debe seleccionar la opción correcta para cada uno de los 
conceptos que faltan. 

 
 
Distractores 

● fines 

● conducta 

● actuar 

 
 
 

Clave de respuesta 
RESP_DIST… 

(1) comportamiento (2) moralidad (3) actos (4) principios 
 

“La ética pública estudia el comportamiento de los funcionarios en 
orden a la finalidad del servicio público que le es inherente. En estricto 
sentido la ética pública es la ciencia que trata de la moralidad de los 
actos humanos en cuanto son realizados por funcionarios públicos. Es 
ciencia porque el estudio de la ética para la administración pública 
incluye principios generales y universales sobre la moralidad de los 
actos humanos orientados a los funcionarios públicos o gestores 
públicos.” ☑ 

 

*** 
Ítem número 38 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 

 
 
Contexto 

Las consultoras globales han reconocido la importancia estratégica de las 
comunicaciones internas en el éxito de las organizaciones. Cada vez más, estas 
firmas especializadas se interesan en analizar, evaluar y optimizar los procesos 
de comunicación interna, con el objetivo de mejorar el desempeño, la 
productividad y el compromiso de los empleados. 



 < FUENT_IRRELCAL_    FUENT_INCOHINDEB_    Para Reyes, J LX_[...]_    "Cada día 
son más las consultoras globales que se interesan en las comunicaciones 
internas, dado el impacto que tienen en cuatro grandes ámbitos> de la (1) 
   (espacio en blanco) organizacional. Existe amplio consenso 
sobre el rol de las comunicaciones internas para alinear a los integrantes de 
una organización. Esto implica, orientarlos sobre las (2)     
(espacio en blanco) necesarias para hacer real los (3)     
(espacio  en  blanco)  estratégicos  de  la  organización LX_[...]_   ;  y,  al  mismo 
tiempo,    fortalecer    aquellos    comportamientos    que    constituyen    la 
(4)  (espacio en blanco) y tangibilizan los valores 
corporativos".> 

 
Enunciado 

En el contexto dado, hacen falta 4 conceptos clave para encontrar el sentido 
del párrafo. Debe seleccionar la opción correcta para cada uno de los 
conceptos que faltan. 

 
 
Distractores 

● innovación 

● dimensiones 

● proyectos 

 
 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) gestión (2) conductas (3) objetivos (4) identidad 
 

Para Reyes, J "Cada día son más las consultoras globales que se 
interesan en las comunicaciones internas, dado el impacto que tienen 
en cuatro grandes ámbitos de la gestión organizacional. Existe amplio 
consenso sobre el rol de las comunicaciones internas para alinear a los 
integrantes de una organización. Esto implica, orientarlos sobre las 
conductas necesarias para hacer real los objetivos estratégicos de la 
organización; y, al mismo tiempo, fortalecer aquellos 
comportamientos que constituyen la identidad y tangibilizan los 
valores corporativos". ☑ 

 

*** 
Ítem número 39 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 

 
 
Contexto 

A  continuación LX_[...]_ un  apartado  de  texto  que  versa  sobre  los  cinco 
componentes de la inteligencia emocional en el trabajo: 

 
< FUENT_INCOHINDEB_ FUENT_IRRELTEM_ "La (1)   (espacio 
en blanco) incluye la comprensión de los valores y objetivos individuales. 
Alguien que tiene (2) (espacio en blanco) de sí mismo sabe 



 hacia dónde se dirige y por qué. Será capaz, por ejemplo, de rechazar LX_[...]_ 
con convicción LX_[...]_ una oferta laboral tentadora en lo económico, pero 
que no encaja con sus principios u objetivos de largo plazo."> 

 
Enunciado 

En el contexto dado, hacen falta 2 conceptos clave para encontrar el sentido 
del párrafo. Debe seleccionar la opción correcta para cada uno de los 
conceptos que faltan. 

 

Distractores 

● orgullo 

● motivación 

● autorregulación 

 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) autoconciencia (2) conciencia 
 

"La autoconciencia incluye la comprensión de los valores y objetivos 
individuales. Alguien que tiene conciencia de sí mismo sabe hacia 
dónde se dirige y por qué. Será capaz, por ejemplo, de rechazar con 
convicción una oferta laboral tentadora en lo económico, pero que no 
encaja con sus principios u objetivos de largo plazo." ☑ 

 

*** 
Ítem número 40 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 

 
 
 
 

Contexto 

El contexto LX_[...]_    que se  LX_ORT_   peresenta a continuación, versa sobre 
los cinco componentes de la inteligencia emocional en el trabajo. 

 
Según     Goleman     < FUENT_IRRELTEM_    FUENT_INCOHINDEB_       "La     (1) 
   (espacio en blanco) no significa sensiblerías del tipo “yo estoy 
bien, tú estás bien”. Para un (2) (espacio en blanco), no es 
cuestión de adoptar las emociones de los demás como propias y tratar de 
complacer a todo el mundo. Eso sería una pesadilla. Imposibilitaría la acción. 
Más bien, aquella significa tener en consideración los sentimientos de los 
empleados, junto con otros factores, en el proceso de (3)     
(espacio en blanco) de forma inteligente."> 

 
Enunciado 

En el contexto dado, hacen falta 3 conceptos clave para encontrar el sentido 
del párrafo. Debe seleccionar la opción correcta para cada uno de los 
conceptos que faltan. 

 
 
Distractores 

● empleado 

● proponer 



 ● autoconciencia 

 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) empatía (2) líder (3) decidir 
 

Según Goleman"La empatía no significa sensiblerías del tipo “yo estoy 
bien, tú estás bien”. Para un líder, no es cuestión de adoptar las 
emociones de los demás como propias y tratar de complacer a todo el 
mundo. Eso sería una pesadilla. Imposibilitaría la acción. Más bien, 
aquella significa tener en consideración los sentimientos de los 
empleados, junto con otros factores, en el proceso de decidir de forma 
inteligente." ☑ 

 

*** 
Ítem número 41 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Habilidades humanas 

 
Contexto 
FUENT_INCOHINDE… 

Martha Alles LX_[...]_ en su texto < FUENT_INCOHINDEB_ FUENT_IRRELTEM_ 

FUENT_IRRELCAL_ “Desarrollo del talento humano basado en competencias” 
LX_[...]_ >  hace  referencia  a  varios  conceptos,  todos  relacionados  con  las 

técnicas del autodesarrollo de competencias. 

 
Enunciado 

Relacione cada uno de los conceptos listados con las características que se 
presentan. A cada concepto LX_[...]_ le corresponde solo una característica de 
las listadas. 

 
 
 
 
 
Distractores 

● Acciones con las que se alcanza la madurez 
deseada en función de un puesto de 
trabajo. 

 
 
Autodesarrollo dirigido 

Codesarrollo 

Intencionalidad 

Coaching 

● La organización decide qué competencias 
van a desarrollar las personas para alcanzar 
el éxito en su puesto de trabajo. 

● Tomar conciencia de que LX_[...]_ a través 
de  una  actividad LX_REG_ se pueden 
lograr ciertos objetivos. 

● < LX_GRAM_ Entrenamientos intensivos a 
una o varias personas, por otra.> 

Clave de respuesta 
RESP_CLAVØ_ 

Acciones con las que se alcanza la madurez deseada en función de un 
puesto de trabajo. → Codesarrollo 



 
 

*** 
Ítem número 42 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Habilidades humanas 

 
 
Contexto 

[ LX_INSUM_       Carro     Suárez     y     colaboradores,     en     su     texto     < 
FUENT_INCOHINDEB_     “La   cultura   organizacional   y   su   inRuencia   en  la 
sustentabilidad   empresarial” LX_[...]_   >   explican   un   modelo   de   cultura 
organizacional, a partir de 4 cuadrantes: involucramiento, adaptabilidad, 
misión y consistencia LX_[...]_   ; y cada uno cuenta con unas subdivisiones. 

 
Enunciado 

Relacione cada uno de los 4 cuadrantes listados con las subdivisiones que se 
presentan. A cada cuadrante le corresponde solo una subdivisión de las 
listadas. 

 
 
 
Distractores 

● Empoderamiento, orientación al equipo y 
desarrollo de capacidades LX_[...]_ . 

Misión 

Involucramiento 

Adaptabilidad 

Consistencia 

● Aprendizaje organizacional, enfoque al cliente 
y creación de cambio LX_[...]_ . 

● Dirección e intención estratégica, metas y 
objetivos LX_[...]_ . 

● Coordinación e integración, acuerdos y valores 
centrales LX_[...]_ . 

 
 
 
Clave de respuesta 

Empoderamiento, orientación al equipo y desarrollo de capacidades. 
→ Involucramiento 
Aprendizaje organizacional, enfoque al cliente y creación de cambio. 
→ Adaptabilidad 
Dirección e intención estratégica, metas y objetivos. → Misión 
Coordinación e integración, acuerdos y valores centrales. → 
Consistencia ☑ 

 
*** 

Ítem número 79 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 

La organización decide qué competencias van a desarrollar las personas 
para alcanzar el éxito en su puesto de trabajo. → Autodesarrollo 
dirigido 
Tomar conciencia de que a través de una actividad se pueden lograr 
ciertos objetivos. → Intencionalidad 
Entrenamientos intensivos a una o varias personas, por otra.> 
→ Coaching ☑ 



 
 
Contexto 

< FUENT_IRRELCAL_    LX_INSUM_     “Existe  un  tipo  de  argumento  deductivo 
que tiene una importancia especial desde el punto de vista retórico LX_[...]_   … 
Lo que se pretende es poner al adversario en una situación desventajosa, 
aceptando una afirmación que lo perjudica o le resulta desfavorable, que 
LX_[...]_    de otra manera LX_[...]_    no estaría dispuesto a aceptar LX_[...]_   ”> 
(Bonorino R. y Peña J., Argumentación judicial, 2008, p. 72). 

 
 
 

Enunciado 

A partir del texto enunciado, identifique la opción que complementa la 
siguiente afirmación: 

 
“En       (1)   (espacio      en      blanco)      se      emplea 
(2) (espacio en blanco) cuando se obliga al rival a escoger 
entre dos alternativas y, luego, se demuestra que, no importa cuál sea la 
elección      que      haga,      la      conclusión      que      se      deriva      es 
(3)  (espacio en blanco) que resulta inaceptable para él 
LX_[...]_   ” (Bonorino R. y Peña J., Argumentación judicial, 2008, p. 72). 

Distractores ● un argumento 

 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) un debate (2) un dilema (3) una afirmación 
 

“En un debate se emplea un dilema cuando se obliga al rival a escoger 
entre dos alternativas y, luego, se demuestra que, no importa cuál sea la 
elección que haga, la conclusión que se deriva es una afirmación que 
resulta inaceptable para él” (Bonorino R. y Peña J., Argumentación 
judicial, 2008, p. 72). ☑ 

 

*** 
Ítem número 80 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 

 
 
Contexto 

< FUENT_INCOHINDEB_    La decisión judicial es un acto formal LX_[...]_    donde 
un  juez  resuelve  un  caso  específico LX_[...]_     aplicando  normas  jurídicas 
pertinentes. La obligación de argumentar estas decisiones es esencial para 
garantizar su legitimidad, ya que permite LX_[...]_    a las partes y a la sociedad 
LX_[...]_      comprender   las   razones   que   sustentan   el   fallo,   asegurando 
transparencia y justicia en el proceso judicial.> 

 
 

Enunciado 

La decisión judicial implica una doble tarea, la de buscar la solución del caso 
planteado a la luz del (1) (espacio en blanco) y, al 
mismo tiempo, la de justificar la decisión adoptada ante las partes, los 
(2) (espacio en blanco) y la sociedad. En este sentido, 
justificar quiere decir dar las razones por las cuales se decidió de una manera 
determinada y no de otra. Por lo tanto, en todo proceso de aplicación del 
derecho   se   desarrollan   ambas   tareas,   la   de   elaboración   y   la   de 



 (3) (espacio en blanco), la de búsqueda y (4) 
  (espacio en blanco). 

 
 
Distractores 

● < RESP_INVAL.LX_DISTR_ ordenamiento jurídica> 

● tribunales superiores 

● justificación de la decisión 

● exposición de la decisión 

 
 
 
 

Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) < LX_GRAM_ ordenamiento jurídica> (2) tribunales superiores (3) 
exposición de la decisión (4) justificación de la decisión 

La decisión judicial implica una doble tarea, la de buscar la solución 
del caso planteado a la luz del < LX_GRAM_ ordenamiento jurídica> 
y, al mismo tiempo, la de justificar la decisión adoptada ante las partes, 
los tribunales superiores y la sociedad. En este sentido, justificar 
quiere decir dar las razones por las cuales se decidió de una manera 
determinada y no de otra. Por lo tanto, en todo proceso de aplicación 
del derecho se desarrollan ambas tareas, la de elaboración y la de 
exposición de la decisión, la de búsqueda y justificación de la 
decisión. ☑ 

 

*** 
Ítem número 81 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 

Contexto 
De acuerdo con la Sentencia SU 611 de 2017, la Corte Constitucional 
organizó las causales de procedibilidad especiales. 

Enunciado Relacione cada causal con la circunstancia o situación que la describe. 
LX_ORT_ cada causal aplica para sólo una circunstancia o situación. 

 
 
 
 

Distractores 

● < LX_GRAM_ Se origina cuando el juez 
actuó> completamente al margen del 
procedimiento establecido. 

 
 
Defecto fáctico 

Defecto orgánico 

Defecto procedimental 
absoluto 

● Surge cuando el juez carece del apoyo 
probatorio que permita la aplicación del 
supuesto legal en el que se sustenta la 
decisión. 

● Se presenta cuando el funcionario judicial 
que profirió la providencia impugnada, 
carece, absolutamente, de competencia 
para ello. 



 
 
 
Clave de respuesta 

Se origina cuando el juez actuó completamente al margen del 
procedimiento establecido. → Defecto procedimental absoluto 
Surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la 
aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 
→ Defecto fáctico 
Se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia 
impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 
→ Defecto orgánico ☑ 

 

*** 
Ítem número 82 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 

Contexto De acuerdo con la Sentencia SU 611 de 2017, la Corte Constitucional 
organizó las causales de procedibilidad especiales. 

Enunciado Relacione cada causal con la circunstancia o situación que la describe. 
LX_ORT_ cada causal aplica para sólo una circunstancia o situación. 

 ● Implica el incumplimiento de los servidores 
judiciales de dar cuenta de los fundamentos 
fácticos y jurídicos de sus decisiones en el 
entendido        que LX_[...]_         precisamente 
LX_[...]_      en    esa    motivación    reposa    la 
legitimidad de su órbita funcional. 

 
 
 
 
Decisión sin 
motivación ● Se presenta cuando el juez o tribunal fue 

víctima de un engaño por parte de terceros y 
ese engaño lo condujo a la toma de una 
decisión que afecta < LX_GRAM_ derechos 
fundamentales.> 

Distractores Defecto material o 
sustantivo 

 
Error inducido 

● Son los casos en que se decide con base en 
normas inexistentes o inconstitucionales 
LX_[...]_     o  que  presentan  una  evidente  y  < 
LX_REG_ grosera contradicción> entre los 
fundamentos LX_[...]_    y la decisión. 

 
 
 

Clave de respuesta 

Implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de 
los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido 
que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita 
funcional. → Decisión sin motivación 
Se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por 
parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que 
afecta derechos fundamentales. → Error inducido 
Son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o 
inconstitucionales   o   que   presentan   una   evidente   y   grosera 



 contradicción entre los fundamentos y la decisión. → Defecto material 
o sustantivo ☑ 

 

*** 
Ítem número 83 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 

 
 
 
 
 
 
 
Contexto 

< FUENT_INCOHINDEB_    El  uso  de un precedente significa la aplicación de la 
norma que subyace a la decisión del precedente. El derecho del precedente es 
LX_[...]_    también LX_[...]_    un derecho de normas. La cuestión es qué debe 
considerarse como una norma, contemplado desde el punto de vista del 
precedente. A este propósito, se han construido numerosas teorías para 
distinguir entre la Ratio Dissidenti y Obiter Dictum. El planteamiento 
limitado que aquí se sigue permite, en lugar de entrar en una discusión de 
estas teorías, señalar únicamente dos cosas. La posibilidad del distinguishing y 
del overruling. La técnica del distinguishing sirve para interpretar LX_[...]_    de 
forma estricta LX_[...]_    la norma que hay que considerar desde la perspectiva 
del precedente, por ejemplo, mediante la introducción de una característica 
del supuesto derecho no existente en el caso a decidir, de manera que no sea 
aplicable  al  caso. Con esto, el precedente LX_[...]_    como tal LX_[...]_    sigue 
siendo respetado. La técnica overruling, por el contrario, consiste en el rechazo 
del precedente. Aquí solo interesa una cosa. Tanto el distinguishing LX_[...]_ 
como el overruling LX_[...]_    tienen que ser fundamentados.> 

Enunciado Conforme al anterior texto LX_[...]_ asocie las características señaladas con su 
correspondiente concepto. 

 
 
 
Distractores 

● Consiste 
LX_[...]_ 

 
. 

en el rechazo del precedente  
 
Distinguishing 

Overruling 

● El   precedente LX_[...]_ como   tal LX_[...]_ 
sigue siendo respetado LX_[...]_ . 

● Permite     interpretar LX_[...]_       de     forma 
LX_[...]_    estricta la norma introduciendo una 
característica del supuesto derecho no 
existente en el caso a decidir. 

 
Clave de respuesta 

Consiste en el rechazo del precedente. → Overruling 
El precedente como tal sigue siendo respetado. → Distinguishing ☑ 

Permite interpretar de forma estricta la norma introduciendo una 
característica del supuesto derecho no existente en el caso a decidir. → 
Distinguishing 

 
*** 

Ítem número 84 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Interpretación judicial y estructura de la sentencia 



 
Contexto 

< FUENT_INCOHINDEB_ Las  distintas  escuelas  del  pensamiento  jurídico  han 
hecho propuestas, entre otros temas, sobre el origen del LX_ORT_ Derecho y 
la forma de interpretarlo. 

 
Enunciado 

A   continuación LX_[...]_     encontrará   afirmaciones   que   corresponden   a 
postulados de diversas escuelas y cada afirmación debe relacionarla con la 
escuela correspondiente. Cada afirmación aplica para una sola escuela y 
viceversa. 

 ● La norma debe estar creada con un fin que 
ayude a la sociedad. 

 
Escuela LX_ORT_ 
Teleológica ● El  derecho LX_[...]_     como lenguaje LX_[...]_ 

se crea espontánea, constante e 
imperceptiblemente en un determinado 
pueblo. 

 
 
Distractores 

Escuela LX_ORT_ 
Exegética 

● La ley se independiza de su autor para vivir su 
propia vida, es decir, una ley debe ir 
evolucionando de acuerdo a las necesidades de 
la sociedad y en el tiempo en que se encuentre. 

 

 Escuela LX_ORT_ 
Histórica 

 ● La LX_ORT_ Interpretación jurídica debe 
necesariamente consistir en la consulta de la 
ley como fuente única y exclusiva del 
LX_ORT_ Derecho. 

Escuela LX_ORT_ 
Histórica 
LX_ORT_ Evolutiva 

 La norma debe estar creada con un fin que ayude a la sociedad. → 
 Escuela Teleológica 
 El derecho como lenguaje se crea espontánea, constante e 
 imperceptiblemente en un determinado pueblo. → Escuela Histórica 

Clave de respuesta 
RESP_CLAVØ_ 

La ley se independiza de su autor para vivir su propia vida, es decir, 
una ley debe ir evolucionando de acuerdo a las necesidades de la 
sociedad y en el tiempo en que se encuentre. → Escuela Histórica 

 Evolutiva ☑ 
 La Interpretación jurídica debe necesariamente consistir en la consulta 
 de la ley como fuente única y exclusiva del Derecho. → Escuela 
 Exegétic 

 
 
 

1. Jornada de la tarde del 19 de mayo de 2024: Taller 
*** 

 
Ítem número 37 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Justicia transicional y justicia restaurativa 



 
 
 
 
 
 
Contexto 

[ LX_INSUM_ FUENT_INCOHINDEB_ La  Justicia  Restaurativa  desempeña  un 
papel fundamental en el Sistema de Responsabilidad Penal para LX_ORT_ 
Adolescentes,  ya que promueve la reparación del daño causado, la 
reintegración  del  adolescente  infractor LX_[...]_ y  la  participación  de  la 
víctima y la comunidad en el proceso. 

Por proceso (1)    (espacio en blanco) LX_[...]_ se entiende todo 
proceso en que la víctima, el delincuente y, cuando proceda, < LX_GRAM_ 
LX_ORT_ cualesquiera otras personas> o miembros de la (2)       
(espacio en blanco) afectados por un delito, participen conjuntamente 
LX_[...]_ de forma activa LX_[...]_ en la resolución de cuestiones derivadas 
del  (3)      (espacio  en  blanco),  por  lo  general LX_[...]_  con  la 
ayuda  de  un  facilitador.  Entre  los procesos restaurativos LX_[...]_ se puede 
incluir la mediación, la conciliación, la celebración de conversaciones y las 
reuniones para decidir sentencias.] 



Enunciado Seleccione las palabras o conceptos clave que, de manera coherente, completan 
el párrafo. 

 
 
 
Distractores 

● tipo penal 

● transicional 

● retributivo 

● sociedad 

 
 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_DISTR???_ 

(1) restaurativo (2) comunidad (3) delito 
 

Por proceso restaurativo se entiende todo proceso en que la víctima, 
el delincuente y, cuando proceda, cualesquiera otras personas> o 
miembros de la comunidad afectados por un delito, participen 
conjuntamente de forma activa en la resolución de cuestiones 
derivadas del delito, por lo general con la ayuda de un facilitador. 
Entre los procesos restaurativos se puede incluir la mediación, la 
conciliación, la celebración de conversaciones y las reuniones para 
decidir sentencias. ☑ 

 

*** 
Ítem número 38 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Justicia transicional y justicia restaurativa 

 
 
 
 
 
 
 
Contexto 
FUENT_INCOHINDE… 

[ LX_INSUM_     La  justicia  restaurativa  ofrece  un  enfoque  innovador  para 
abordar los conRictos sociales y la delincuencia, buscando la reparación del 
daño causado y la restauración de las relaciones afectadas. A diferencia de los 
mecanismos judiciales tradicionales, la justicia restaurativa se centra en la 
participación de las víctimas, los ofensores y la comunidad en el proceso de 
resolución del conRicto. 

 
De tal manera, poner en práctica un enfoque restaurativo en el desarrollo del 
proceso  penal LX_[...]_   ,  implica,  < LX_GRAM_    por  una parte, comprender 
que la (1) (espacio en blanco), principalmente la prisión, no 
puede ser la única ni la más importante respuesta del (2)     
(espacio en blanco) para abordar y resolver los conRictos sociales y, en 
segundo lugar, que las alternativas> dirigidas a contar con instrumentos más 
eficaces y adecuados para superar la conRictividad LX_[...]_    y restablecer los 
derechos o bienes afectados o < LX_REG_ destruidos con la conducta> 
antijurídica no se encuentran en los mecanismos judiciales tradicionales, sino 
que debe incorporar herramientas que LX_[...]_    desde el ámbito comunitario 



 LX_[...]_    se han venido decantando históricamente para superar la situación 
irregular y tratar de recuperar el nexo social deshecho, para garantía de los 
derechos y expectativas de los implicados, y con el objetivo de hacer del (3) 
  (espacio en blanco) y su adecuada resolución un instrumento 
básico en el fortalecimiento de la colectividad.] 

Enunciado Seleccione las palabras o conceptos clave que, de manera coherente, completan 
el párrafo. 

 
 
Distractores 

● gobierno 

● entuerto 

● <  LX_ORT_ carcel> 

 
 
 
 
 
 
 
Clave de respuesta 

(1) sanción (2) Estado (3) conRicto 
 

De tal manera, poner en práctica un enfoque restaurativo en el 
desarrollo del proceso penal, implica, por una parte, comprender que 
la sanción, principalmente la prisión, no puede ser la única ni la más 
importante respuesta del Estado para abordar y resolver los conRictos 
sociales y, en segundo lugar, que las alternativas> dirigidas a contar 
con instrumentos más eficaces y adecuados para superar la 
conRictividad y restablecer los derechos o bienes afectados o 
destruidos con la conducta> antijurídica no se encuentran en los 
mecanismos judiciales tradicionales, sino que debe incorporar 
herramientas que desde el ámbito comunitario se han venido 
decantando históricamente para superar la situación irregular y tratar 
de recuperar el nexo social deshecho, para garantía de los derechos y 
expectativas de los implicados, y con el objetivo de hacer del conRicto 
y su adecuada resolución un instrumento básico en el fortalecimiento 
de la colectividad. ☑ 

 

*** 
Ítem número 39 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Justicia transicional y justicia restaurativa 



 
 
 
 
 
Contexto 

< LX_INSUM_    FUENT_INCOHINDEB_    La justicia restaurativa busca resolver los 
conRictos derivados de un delito, involucrando a todas las partes afectadas: 
víctima, ofensor y comunidad. Para garantizar la eficacia y legitimidad de estos 
procesos, es fundamental establecer criterios claros que regulen su aplicación y 
desarrollo. 

 
Los procesos restaurativos deben utilizarse únicamente cuando hay (1) 
   (espacio en blanco) suficientes para inculpar al delincuente, y 
con el (2)  (espacio en blanco) libre y voluntario de la 
víctima LX_[...]_    y el delincuente. La víctima y el delincuente podrán retirar 
ese   consentimiento   en   cualquier   momento   del   proceso.   Los   (3) 
   (espacio en blanco) se alcanzarán en forma voluntaria y 
sólo contendrán obligaciones razonables y proporcionadas.> 

Enunciado Seleccione las palabras o conceptos clave que, de manera coherente, completan 
el párrafo. 

 
 
Distractores 

● consenso 

● pactos 

● evidencia 

 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) pruebas (2) consentimiento (3) acuerdos 
 

Los procesos restaurativos deben utilizarse únicamente cuando hay 
pruebas suficientes para inculpar al delincuente, y con el 
consentimiento libre y voluntario de la víctima y el delincuente. La 
víctima y el delincuente podrán retirar ese consentimiento en 
cualquier momento del proceso. Los acuerdos se alcanzarán en forma 
voluntaria y sólo contendrán obligaciones razonables y 
proporcionadas. ☑ 

 

*** 
Ítem número 40 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Justicia transicional y justicia restaurativa 

 
 

Contexto 

< LX_INSUM_    FUENT_INCOHINDEB_      Las    comisiones    de    la    verdad    y 
reconciliación han surgido como un mecanismo alternativo para abordar 
situaciones de violaciones masivas de derechos humanos o del derecho 
humanitario. Según Uprimny Yepes y colaboradores, “Estas comisiones son 
órganos oficiales, (1) (espacio en blanco) y de constatación de 
hechos que se ocupan de investigar abusos de los derechos humanos o el 
derecho humanitario que se hayan cometido a lo largo de varios años. Aunque 



 las comisiones de la verdad no son un sustituto de la acción (2) 
    (espacio en blanco), sí ofrecen cierta posibilidad de 
explicar el (3)  (espacio en blanco), por lo que han sido 
particularmente útiles en aquellas situaciones en las que emprender el 
enjuiciamiento por crímenes masivos era imposible o poco probable, fuera por 
falta de capacidad del sistema judicial o por una amnistía de hecho o de 
derecho”. 

Enunciado Seleccione las palabras o conceptos clave que, de manera coherente, completan 
el párrafo. 

 
 
Distractores 

● permanentes 

● penal 

● presente 

 
 
 
 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) temporales (2) judicial (3) pasado 
 

Las comisiones de la verdad y reconciliación han surgido como un 
mecanismo alternativo para abordar situaciones de violaciones masivas 
de derechos humanos o del derecho humanitario. Según Uprimny 
Yepes y colaboradores, “Estas comisiones son órganos oficiales, 
temporales y de constatación de hechos que se ocupan de investigar 
abusos de los derechos humanos o el derecho humanitario que se 
hayan cometido a lo largo de varios años. Aunque las comisiones de la 
verdad no son un sustituto de la acción judicial, sí ofrecen cierta 
posibilidad de explicar el pasado, por lo que han sido particularmente 
útiles en aquellas situaciones en las que emprender el enjuiciamiento 
por crímenes masivos era imposible o poco probable, fuera por falta de 
capacidad del sistema judicial o por una amnistía de hecho o de 
derecho. ☑ 

 

*** 
Ítem número 41 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Justicia transicional y justicia restaurativa 

Contexto ??? 

 
Enunciado 

< LX_INSUM_ Asocie  lógicamente  la  definición,  criterio  o  concepto  de  la 
columna derecha con las opciones o criterios presentados en la columna 
izquierda. 

Distractores ● El conocimiento por un pueblo LX_[...]_ de la 
historia  de  su opresión LX_[...]_ forma parte 

Derecho a la verdad 



 de su patrimonio y por ello se debe conservar 
adoptando medidas adecuadas en aras del 
deber de recordar que incumbe al Estado 
LX_[...]_      para   preservar   archivos   y   otras 
pruebas  de  violaciones de derechos LX_[...]_   . 
humanos. 

Garantías de no 
repetición 

 
Derecho a la 
reparación 

 
Derecho a la justicia ● Derogación de las leyes que contribuyan a la 

violación de  LX_ORT_ Derechos LX_ORT_ 
Humanos. 

● Diseñar programas basados en medidas 
legislativas o administrativas financiados por 
fuentes nacionales e internacionales, dirigidos 
a individuos o comunidades. 

● Los estados emprenderán investigaciones 
rápidas, minuciosas, independientes e 
imparciales de las violaciones de LX_ORT_ 
Derechos LX_ORT_ Humanos. 

 
 
 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

El conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión forma 
parte de su patrimonio y por ello se debe conservar adoptando 
medidas adecuadas en aras del deber de recordar que incumbe al 
Estado para preservar archivos y otras pruebas de violaciones de 
derechos. humanos. → Derecho a la verdad 
Derogación de las leyes que contribuyan a la violación de Derechos 
Humanos. → Garantías de no repetición 
Diseñar programas basados en medidas legislativas o administrativas 
financiados por fuentes nacionales e internacionales, dirigidos a 
individuos o comunidades. → Derecho a la reparación 
Los estados emprenderán investigaciones rápidas, minuciosas, 
independientes e imparciales de las violaciones de Derechos Humanos. 
→ Derecho a la justicia ☑ 

 

*** 
Ítem número 42 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Justicia transicional y justicia restaurativa 

Contexto ??? 

 
Enunciado 

< LX_INSUM_ Asocie  lógicamente  la  definición,  criterio  o  concepto  de  la 
columna derecha con las opciones o criterios presentados en la columna 
izquierda.> 

 
Distractores 

● Daños causados con conducta criminal 
LX_[...]_ . 

 
Alternatividad 



 ● Suspensión de la ejecución de la pena y su 
reemplazo por otra LX_[...]_ . 

Incidente de 
reparación integral 

Desmovilización 

Víctima 

● Dejación de armas LX_[...]_ . 

● Persona que ha sufrido daños LX_[...]_ . 

 
 
Clave de respuesta 
RESP_DISTR???_ 

Daños causados con conducta criminal. → Incidente de reparación 
integral 
Suspensión de la ejecución de la pena y su reemplazo por otra. → 
Alternatividad 
Dejación de armas. → Desmovilización 
Persona que ha sufrido daños. → Víctima ☑ 

 

*** 
Ítem número 79 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Argumentación judicial y valoración probatoria 

 
 
 
 
 
 
Contexto 

< FUENT_INCOHINDEB_    LX_INSUM_     En  el  ámbito  judicial,  la  función  del 
perito es fundamental para garantizar la justicia y equidad en el proceso. El 
perito debe actuar con integridad y mantener un enfoque imparcial, 
asegurando   que   su   evaluación   considere LX_[...]_      tanto   los   aspectos 
favorables LX_[...]_    como los desfavorables para las partes involucradas. Este 
principio está establecido en el LX_ORT_ artículo 235 del Código General del 
Proceso (CGP), destacando la importancia de la integridad profesional en la 
práctica pericial. Según Bejarano Guzmán “en el caso particular de quien obre 
como perito ha de desempeñar su labor “con (1)  (espacio en 
blanco) e imparcialidad, y deberá tener en (2) (espacio en 
blanco) LX_[...]_     tanto  lo  que  pueda  favorecer LX_[...]_     como  lo  que  sea 
susceptible de causar (3) (espacio en blanco) a cualquiera de las 
partes”, según las voces del LX_ORT_ artículo 235 del CGP” (Bejarano 
Guzmán, Una mirada a la prueba pericial del código general del proceso, p. 
326) LX_[...]_ > 

Enunciado En el texto enunciado, arrastre las palabras al lugar correcto. 

Distractores 
RESP_DIST… 

● lealtad 



 
 
 
 
 
 
Clave de respuesta 

(1) objetividad (2) perjuicio (3) consideración 
 

En el ámbito judicial, la función del perito es fundamental para 
garantizar la justicia y equidad en el proceso. El perito debe actuar con 
integridad y mantener un enfoque imparcial, asegurando que su 
evaluación considere tanto los aspectos favorables como los 
desfavorables para las partes involucradas. Este principio está 
establecido en el artículo 235 del Código General del Proceso (CGP), 
destacando la importancia de la integridad profesional en la práctica 
pericial. Según Bejarano Guzmán “en el caso particular de quien obre 
como perito ha de desempeñar su labor “con objetividad e 
imparcialidad, y deberá tener en consideración tanto lo que pueda 
favorecer como lo que sea susceptible de causar perjuicio a cualquiera 
de las partes”, según las voces del artículo 235 del CGP” (Bejarano 
Guzmán, Una mirada a la prueba pericial del código general del 
proceso, p. 326) ☑ 

 

*** 
Ítem número 80 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Argumentación judicial y valoración probatoria 

 
 
 
 
 
 
 
 
Contexto 

< FUENT_INCOHINDEB_    LX_INSUM_     En  el  proceso  judicial,  la  valoración 
probatoria es crucial y depende significativamente de la participación de los 
actores involucrados. Cada parte, desde el demandante hasta el juez, tiene un 
rol esencial en la presentación y evaluación de las pruebas, especialmente 
cuando se trata de dictámenes periciales. La normativa establece claras 
responsabilidades y momentos oportunos para la intervención de estos 
actores, asegurando así un proceso justo y equitativo. 

 
Según Bejarano Guzmán “(...), la regla general es la de que el demandante, (1) 
   (espacio en blanco) o el tercero que tenga necesidad de 
demostrar hechos LX_[...]_    a través de un dictamen pericial LX_[...]_    deberá 
aportarlo en la oportunidad respectiva para pedir pruebas, esto es la demanda, 
la contestación de la demanda o la presentación de la intervención del (2) 
   (espacio en blanco). No obstante, el sistema de dictamen de 
parte no es absoluto, pues el propio estatuto general del proceso ha autorizado 
que sea el (3)  (espacio en blanco) quien decrete su práctica 
en los siguientes eventos: a. Sustitución de inspección judicial por prueba 
pericial” (Bejarano Guzmán, Una mirada a la prueba pericial del código 
general del proceso, p. 328).> 



Enunciado En el texto enunciado, arrastre las palabras al lugar correcto LX_[...]_ 

Distractores ● demandante 

 
 
 
 
 
 
 
 
Clave de respuesta 

(1) demandado (2) tercero (3) juez 
 

En el proceso judicial, la valoración probatoria es crucial y depende 
significativamente de la participación de los actores involucrados. 
Cada parte, desde el demandante hasta el juez, tiene un rol esencial en 
la presentación y evaluación de las pruebas, especialmente cuando se 
trata de dictámenes periciales. La normativa establece claras 
responsabilidades y momentos oportunos para la intervención de estos 
actores, asegurando así un proceso justo y equitativo. 

Según Bejarano Guzmán “(...), la regla general es la de que el 
demandante, demandado o el tercero que tenga necesidad de 
demostrar hechos a través de un dictamen pericial deberá aportarlo en 
la oportunidad respectiva para pedir pruebas, esto es la demanda, la 
contestación de la demanda o la presentación de la intervención del 
tercero. No obstante, el sistema de dictamen de parte no es absoluto, 
pues el propio estatuto general del proceso ha autorizado que sea el 
juez quien decrete su práctica en los siguientes eventos: a. Sustitución 
de inspección judicial por prueba pericial” (Bejarano Guzmán, Una 
mirada a la prueba pericial del código general del proceso, p. 328). ☑ 

 

*** 
Ítem número 81 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa:Argumentación judicial y valoración probatoria 

 
 
 
 
 
Contexto 

< LX_INSUM_    En  el  proceso  judicial, el juez actúa como director y tiene la 
responsabilidad de evaluar la admisibilidad y relevancia de las pruebas 
presentadas por las partes. Este papel es especialmente importante en relación 
con los dictámenes periciales, donde el juez debe asegurar que se cumplan los 
requisitos legales sin intervenir en la autonomía de los peritos. 

 
Según Bejarano Guzmán “El (1)  (espacio en blanco) aportado 
por una de las partes no está sujeto al (2)   (espacio en blanco) de 
un (3) (espacio en blanco) del juez con base en el cual lo tenga 
como prueba, como así se desprende del silencio al respecto del LX_ORT_ 
artículo 227 del CGP” (Bejarano Guzmán, Una mirada a la prueba pericial del 
código general del proceso, p. 332) LX_[...]_ > 



Enunciado En el texto enunciado, arrastre las palabras al lugar correcto LX_[...]_ 

Distractores ● perito 

 
 
Clave de respuesta 

(1) dictamen (2) control (3) auto 
 

Según Bejarano Guzmán “El dictamen aportado por una de las partes 
no está sujeto al control de un auto del juez con base en el cual lo 
tenga como prueba, como así se desprende del silencio al respecto del 
artículo 227 del CGP” (Bejarano Guzmán, Una mirada a la prueba 
pericial del código general del proceso, p. 332) ☑ 

 

*** 
Ítem número 82 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa:Argumentación judicial y estructura de la sentencia 

 
 
 
 
 
Contexto 

< LX_INSUM_    En las decisiones judiciales, la argumentación es esencial para 
justificar la razonabilidad de las sentencias y persuadir al auditorio de su 
plausibilidad. Más allá de establecer verdades absolutas o pruebas 
concluyentes, los argumentos retóricos deben mostrar coherencia y lógica 
dentro del marco legal, lo que es fundamental para la legitimidad del fallo 
judicial.   LX_ORT_   según  Atienza LX_[...]_     “Los  argumentos  retóricos  no 
tratan de establecer verdades (1)  (espacio en blanco), 
pruebas (2) (espacio en blanco), sino de mostrar < 
LX_GRAM_ el carácter razonable, plausible,> de una determinada decisión u 
opinión. Por eso, en la (3) (espacio en blanco) es 
fundamental la referencia a un auditorio al que se trata de persuadir” 
(Atienza, Las razones del derecho, 2005, p. 48).> 

Enunciado En el texto enunciado, arrastre las palabras al lugar correcto LX_[...]_ 

Distractores ● LX_ORT_ Interpretación 

 
 
 

Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) evidentes (2) demostrativas (3) argumentación 
 

En las decisiones judiciales, la argumentación es esencial para justificar 
la razonabilidad de las sentencias y persuadir al auditorio de su 
plausibilidad. Más allá de establecer verdades absolutas o pruebas 
concluyentes, los argumentos retóricos deben mostrar coherencia y 
lógica dentro del marco legal, lo que es fundamental para la 
legitimidad del fallo judicial. según Atienza “Los argumentos retóricos 
no tratan de establecer < LX_GRAM_ verdades evidentes, pruebas 
demostrativas,> sino de mostrar el carácter razonable, plausible, de 



 una determinada decisión u opinión. Por eso, en la argumentación es 
fundamental la referencia a un auditorio al que se trata de persuadir” 
(Atienza, Las razones del derecho, 2005, p. 48). ☑ 

 

*** 
Ítem número 83 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Argumentación judicial y valoración probatoria 

 
 
 
 
 
Contexto 

< LX_INSUM_    En el ámbito judicial, la motivación de las decisiones es crucial 
para asegurar que el poder se ejerza de manera racional y dentro de los límites 
establecidos por el derecho. Este mecanismo es fundamental para la 
transparencia y legitimidad de la función judicial, como señala Rivera 
Morales. “El instrumento jurídico erguido a garantizar que el poder actúe 
racionalmente y dentro de unos límites es la (1)  (espacio en 
blanco), que indudablemente representa, como dice Calamandrei, el signo 
más importante y típico de (2) (espacio en blanco) de la 
función judicial. La motivación tiene dos funciones básicas: una, de carácter 
político  garantista LX_[...]_   ;  y, la otra, de carácter procesal interna y de (3) 
     (espacio   en   blanco)   privada” (Rivera Morales R., 
Construcción y valoración racional del indicio, 2011, pp. 635-636).> 

Enunciado En el texto enunciado, arrastre las palabras al lugar correcto. 

Distractores ● justificación 

 
 
 
 
 
Clave de respuesta 

(1) motivación (2) racionalización (3) dimensión 
 

En el ámbito judicial, la motivación de las decisiones es crucial para 
asegurar que el poder se ejerza de manera racional y dentro de los 
límites establecidos por el derecho. Este mecanismo es fundamental 
para la transparencia y legitimidad de la función judicial, como señala 
Rivera Morales. “El instrumento jurídico erguido a garantizar que el 
poder actúe racionalmente y dentro de unos límites es la motivación, 
El signo más importante y típico de racionalización de la función 
judicial; y, la otra, de carácter procesal interna y de dimensión 
privada” (Rivera Morales R., Construcción y valoración racional del 
indicio, 2011, pp. 635-636). ☑ 

 
*** 

Ítem número 84 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Argumentación judicial y valoración probatoria 

Contexto < LX_INSUM_ “También LX_[...]_ la Corte Suprema de Justicia LX_[...]_ , se 
pronunció al respecto, para señalar que: “Esos desarrollos han dado lugar a 



 nuevos conceptos, como el de “(1) (espacio en blanco)”, 
que según autorizada doctrina, “participa de una naturaleza jurídica escrita o 
no   escrita,   mueble   y   probatoria LX_[...]_   ...   La   naturaleza   escrita   del 
documento electrónico LX_[...]_    tal como lo entendemos, es decir, como (2) 
   (espacio  en  blanco) LX_[...]_   ,  es  innegable,  ya  sea  en  su 
forma denominada (3) (espacio en blanco), es decir, legible y 
entendible, o en su forma ‘encriptada’, es decir, con posibilidad de ser leído y 
entendido mediante un procedimiento tecnológico normalizado LX_[...]_   ...” 
( LX_ORT_  citado en: López Martínez A., Desarrollo de la prueba por mensaje 
de datos y nuevas tecnologías, p. 798).> 

Enunciado En el texto enunciado, arrastre las palabras al lugar correcto LX_[...]_ 

Distractores ● documento inmodificable 

 
 
 
 
 
Clave de respuesta 

(1) documento electrónico (2) mensaje de datos (3) texto en claro 
 

“También la Corte Suprema de Justicia, se pronunció al respecto, para 
señalar que: “Esos desarrollos han dado lugar a nuevos conceptos, 
como el de “documento electrónico”, que según autorizada doctrina, 
“participa de una naturaleza jurídica escrita o no escrita, mueble y 
probatoria... La naturaleza escrita del documento electrónico tal como 
lo entendemos, es decir, como mensaje de datos, es innegable, ya sea 
en su forma denominada texto en claro, es decir, legible y entendible, 
o en su forma ‘encriptada’, es decir, con posibilidad de ser leído y 
entendido mediante un procedimiento tecnológico normalizado...” 
(citado en: López Martínez A., Desarrollo de la prueba por mensaje de 
datos y nuevas tecnologías, p. 798). ☑ 

 



 

2. Jornada de la mañana del 2 de junio de 2024: Taller 
 

*** 
Ítem número 37 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Ética, independencia y autonomía judicial 

 
 
 

Contexto 
FUENT_IRRELTEM_ 

< LX_INSUM_    En  el  Art.  1  de la Constitución Nacional hacen falta cuatro 
conceptos que le dan sentido a dicho texto.> 

 
Art. 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con (1) (espacio en blanco) 
de sus entidades territoriales, democrática, participativa y (2)     
(espacio en blanco) LX_[...]_    fundada en el respeto de la (3)                    
(espacio en blanco) humana, en el trabajo y la (4)  (espacio en 
blanco) de las personas que la integran LX_[...]_    y en la prevalencia del interés 
general. 

Enunciado Considerando el texto anterior, arrastre la palabra correcta en el espacio 
correspondiente. 

 
 
 
Distractores 

● garantía 

● derecho 

● respeto 

● cuidado 

 
 
Clave de respuesta 
RESP_DISTR???_ 

(1) autonomía (2) pluralista (3) dignidad (4) solidaridad 
 

Art. 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma 
de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista fundada 
en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de 
las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. ☑ 

 
*** 

Ítem número 38 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Ética, independencia y autonomía judicial 

Contexto 
FUENT_IRRELTEM_ 

< LX_INSUM_ El   Art.   228   de   la   Constitución   Nacional   ordena:   “La 
Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son (1) 
   (espacio en blanco). Las actuaciones serán (2) 

    (espacio en blanco) y permanentes con las excepciones que 



 establezca  la  ley  y LX_[...]_     en  ellas LX_[...]_     prevalecerá  el  derecho  (3) 
   (espacio en blanco). Los términos procesales se observarán 
con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será 
desconcentrado y autónomo. LX_[...]_   > 

Enunciado Seleccione las palabras correctas que faltan y dan sentido al fragmento anterior 
LX_[...]_ 

 
 
Distractores 

● objetivas 

● procesal 

● reconocidas 

 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_DISTR???_ 

(1) independientes (2) públicas (3) sustancial 
 

El Art. 228 de la Constitución Nacional ordena: “La Administración 
de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 
actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que 
establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los 
términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento 
será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo. 
☑ 

 

*** 
Ítem número 39 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Ética, independencia y autonomía judicial 

 
 
Contexto 

FUENT_IRRELTEM_ 

< LX_INSUM_     El  Art.  230  de  la  Constitución  Nacional  estableció:  “Los 
jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al (1) (espacio 
en blanco) de la ley. 

 
La equidad, la jurisprudencia, los (2) (espacio en blanco) 
generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad (3) 
  (espacio en blanco) LX_[...]_ ”.> 

 
Enunciado 

En el texto transcrito LX_[...]_ hacen falta tres palabras que le dan sentido a 
dicho mandato. De las siguientes opciones, marque aquellas que faltan en el 
documento anterior LX_[...]_ 

 
 
Distractores 

● mandatos 

● postulados 

● individual 



 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) imperio (2) principios (3) judicial 
 

El Art. 230 de la Constitución Nacional estableció: “Los jueces, en sus 
providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. 

La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la 
doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial”. ☑ 

 

*** 
Ítem número 40 Programa: Ética, independencia y autonomía judicial 

 
 
Contexto 

< LX_INSUM_    La obligación de motivar las decisiones se orienta a asegurar la 
(1) (espacio en blanco) del juez, el buen funcionamiento de un 
sistema de (2)  (espacio en blanco) procesales, el adecuado 
control del poder del que los jueces son titulares y, en último término, la 
justicia de las (3)  (espacio en blanco) judiciales. (Código 
Iberoamericano de Ética Judicial, 2014) LX_[...]_   > 

Enunciado Seleccione las palabras correctas que faltan y dan sentido al fragmento citado 
LX_[...]_ 

 
 
Distractores 

● prevalencia 

● principios 

● autoridad 

 
 
Clave de respuesta 
RESP_DISTR???_ 

(1) legitimidad (2) impugnaciones (3) resoluciones 
 

La obligación de motivar las decisiones se orienta a asegurar la 
legitimidad del juez, el buen funcionamiento de un sistema de 
impugnaciones procesales, el adecuado control del poder del que los 
jueces son titulares y, en último término, la justicia de las resoluciones 
judiciales. (Código Iberoamericano de Ética Judicial, 2014) ☑ 

 
*** 

Ítem número 41 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Ética, independencia y autonomía judicial 

 
Contexto 
FUENT_INCOHINDE… 

[ PRAGM_MAXCANT_     PRAGM_MAXMAN_      < LX_GRAM_    En módulo de ética 
judicial> LX_[...]_     se  establece  la  diferencia  entre  ética  y  moral,  faltan  3 
conceptos clave sin los cuales se pierde el sentido: 



 La diferencia LX_[...]_ entonces LX_[...]_ radicaría en que LX_[...]_ 
mientras la (1)   (espacio en blanco) es una guía racional, 
crítica y reRexiva de las actitudes y acciones con base en el (2) 
   (espacio en blanco), la (3) (espacio en 
blanco) es la internalización de factores familiares, culturales, sociales, 
religiosos,  sectarios LX_[...]_     o  ideológicos  que  inRuyen  y  determinan  las 
actitudes personales. (Módulo de Ética, 2020, p. 21) LX_[...]_   ] 

Enunciado Seleccione las palabras correctas que faltan y dan sentido al fragmento de la 
sentencia: 

 
 
Distractores 

● deber ser 

● ética 

● moral 

 
 
Clave de respuesta 
RESP_DISTR???_ 

(1) ética (2) deber ser (3) moral 
 

La diferencia entonces radicaría en que mientras la ética es una guía 
racional, crítica y reRexiva de las actitudes y acciones con base en el 
deber ser, la moral es la internalización de factores familiares, 
culturales, sociales, religiosos, sectarios o ideológicos que inRuyen y 
determinan las actitudes personales. (Módulo de Ética, 2020, p. 21) ☑ 

 

*** 
Ítem número 42 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Ética, independencia y autonomía judicial 

Contexto 
<   PRAGM_MAXCANT_ En el texto "Sobre el concepto de ética judicial" 
LX_[...]_ Federico  De  Fazio  desarrolla  conceptos  centrales  para  la  ética 

judicial. 
FUENT_INCOHINDE… 

Enunciado Empareje los conceptos con su respectiva definición. 

 ● < LX_DISPINFORM_    LX_ORT_   ordena  que  sea 
el propio juez el que tome las decisiones o, en 
un sentido lógicamente inverso, prohíbe 
LX_[...]_   . 
que el juez falle cediendo ante la presión 
ejercida por parte de otros individuos, grupos 
de individuos LX_[...]_ o instituciones 
públicas o privadas> 

 
 
independencia 

Distractores deontologismo 

 
imparcialidad 



 ●  LX_ORT_ ordena que el juez tome 
decisiones desprovisto de un interés 
arbitrario vinculado 
con el resultado del proceso. 

 

●  LX_ORT_ significa, < LX_REG_ lisa y 
llanamente>, que existe un conjunto de 
normas morales que pueden restringir la 
persecución de lo bueno. 

 
 
 
 

Clave de respuesta 

significa, lisa y llanamente, que existe un conjunto de normas morales 
que pueden restringir la persecución de lo bueno. → deontologismo 

 
ordena que sea el propio juez el que tome las decisiones o, en un 
sentido lógicamente inverso, prohíbe. 
que el juez falle cediendo ante la presión ejercida por parte de otros 
individuos, grupos de individuos o instituciones públicas o privadas 
→ independencia 

 
ordena que el juez tome decisiones desprovisto de un interés arbitrario 
vinculado con el resultado del proceso. → imparcialidad ☑ 

 

*** 
Ítem número 79 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa:Derechos humanos y género 

 
 
 
 
 
 
 

Contexto 

[ LX_INSUM_    FUENT_INCOHINDEB_    < LX_DISPINFORM_   En el contexto dado, 
faltan 3 palabras clave para encontrar el sentido del párrafo. Deberá 
seleccionarlas de las opciones presentadas.> 

 
A la luz de la complejidad en el contexto entre el derecho y el feminismo, se 
identifica la adopción de la distinción entre sexo y género, que LX_[...]_    como 
todas LX_[...]_    no es dada sino construida, fue producto de consideraciones 
tanto teóricas como (1)  (espacio en blanco). Teóricamente, 
su introducción respondió a la constatación de que el tratamiento que un 
individuo recibe socialmente depende de la (2) (espacio en 
blanco) que socialmente se tiene de él y esta percepción responde a lo que se 
espera  de  él  según  su  sexo.  En  este  sentido,  se hizo notar que LX_[...]_    en 
últimas LX_[...]_     lo  importante  socialmente  no  es  el  sexo,  sino  el  género. 
Distinguir entre sexo y género también se mostró como importante frente a 
las teorías (3) (espacio en blanco) que pretendían reducir el 
asunto de los comportamientos sociales de hombres y mujeres a variables 
biológicas, como si la biología fuera una condena. 



 Tomado  de  la  lectura. LX_[...]_ La  crítica  feminista  al  derecho,  de  Isabel 
Cristina Jaramillo] 

Enunciado ??? 

 
 
Distractores 

● sociales 

● técnicas 

● consideración 

 
 
 
 
 
 
Clave de respuesta 

RESP_CLAV+2_ 

(1) políticas (2) percepción (3) socio-biológicas 
 

A la luz de la complejidad en el contexto entre el derecho y el 
feminismo, se identifica la adopción de la distinción entre sexo y 
género, que como todas no es dada sino construida, fue producto de 
consideraciones tanto teóricas como políticas. Teóricamente, su 
introducción respondió a la constatación de que el tratamiento que un 
individuo recibe socialmente depende de la percepción que 
socialmente se tiene de él y esta percepción responde a lo que se espera 
de él según su sexo. En este sentido, se hizo notar que en últimas lo 
importante socialmente no es el sexo, sino el género. Distinguir entre 
sexo y género también se mostró como importante frente a las teorías 
socio-biológicas que pretendían reducir el asunto de los 
comportamientos sociales de hombres y mujeres a variables biológicas, 
como si la biología fuera una condena. ☑ 

 

*** 
Ítem número 80 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Derechos humanos y género 

 
 
 
 
Contexto 
FUENT_INCOHINDE… 

[< LX_INSUM_    Los esfuerzos de las feministas liberales clásicas se dirigieron 
LX_[...]_    principalmente LX_[...]_    contra las (1)     (espacio 
en blanco) jurídicas que excluían a las mujeres como destinatarias de ciertos 
derechos. Sus críticas se encaminaron, pues, contra las reglas que preveían el 
derecho al voto sólo para los varones, contra las que establecían la potestad 
marital < LX_GRAM_ y contra las restricciones en la educación superior que 
impedían a las mujeres entrar a las universidades de los hombres, y contra las 
normas laborales que impedían a las mujeres (2)  (espacio en 
blanco) a ciertos empleos u horarios>. En general, sus críticas fueron exitosas. 
Las normas jurídicas fueron (3) (espacio en blanco) para 
proveer LX_[...]_      formalmente LX_[...]_      iguales   derechos   a   hombres   y 



 mujeres.   < LX_DISPINFORM_ Tomado   de   la   lectura. LX_[...]_ La   crítica 
feminista al derecho, de Isabel Cristina Jaramillo.>] 

Enunciado < LX_DISPINFORM_ Complete  el  párrafo  seleccionando  las palabras correctas 
LX_[...]_ > 

 
 
Distractores 

● relevadas 

● argumentaciones 

● llegar 

 
 
 
 
 

Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) normas (2) acceder (3) transformadas 
 

Los esfuerzos de las feministas liberales clásicas se dirigieron 
principalmente contra las normas jurídicas que excluían a las mujeres 
como destinatarias de ciertos derechos. Sus críticas se encaminaron, 
pues, contra las reglas que preveían el derecho al voto sólo para los 
varones, contra las que establecían la potestad marital y contra las 
restricciones en la educación superior que impedían a las mujeres 
entrar a las universidades de los hombres, y contra las normas laborales 
que impedían a las mujeres acceder a ciertos empleos u horarios. En 
general, sus críticas fueron exitosas. Las normas jurídicas fueron 
transformadas para proveer formalmente iguales derechos a hombres 
y mujeres. Tomado de la lectura. La crítica feminista al derecho, de 
Isabel Cristina Jaramillo. ☑ 

 

*** 
Ítem número 81 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Derechos humanos y género 

 
 
 

Contexto 
FUENT_INCOHINDE… 

[ LX_INSUM_    La principal crítica que se esgrime contra el feminismo cultural, 
que ya ha logrado (1) (espacio en blanco) la teoría política, 
jurídica, científica y la práctica política, es la de que LX_[...]_    al reivindicar lo 
(2) (espacio en blanco) como lo femenino, y esto como algo 
valioso, se olvida de que lo femenino ha sido construido socialmente y que las 
sociedades en las que nos encontramos son sociedades patriarcales. Lo 
construido hasta ahora como femenino, entonces, sería el (3)    
(espacio en blanco) de la opresión y por eso no podría ser asumido 
acríticamente.  < LX_DISPINFORM_   Tomado  de la lectura. LX_[...]_    La crítica 
feminista al derecho, de Isabel Cristina Jaramillo.>] 

Enunciado < LX_DISPINFORM_ Complete  el  párrafo  seleccionando  las palabras correctas 
LX_[...]_ > 



 
 
Distractores 

● controlar 

● análisis 

● público 

 
 
 
 

Clave de respuesta 

(1) permear (2) privado (3) producto 
 

La principal crítica que se esgrime contra el feminismo cultural, que ya 
ha logrado permear la teoría política, jurídica, científica y la práctica 
política, es la de que al reivindicar lo privado como lo femenino, y esto 
como algo valioso, se olvida de que lo femenino ha sido construido 
socialmente y que las sociedades en las que nos encontramos son 
sociedades patriarcales. Lo construido hasta ahora como femenino, 
entonces, sería el producto de la opresión y por eso no podría ser 
asumido acríticamente. Tomado de la lectura. La crítica feminista al 
derecho, de Isabel Cristina Jaramillo. ☑ 

 

*** 
Ítem número 82 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Derechos humanos y género 

Contexto 
FUENT_INCOHINDE… 

[ LX_INSUM_ De   acuerdo   con   el   texto  < LX_ORT_ HERRAMIENTAS 
PARA LA APLICACIÓN DEL ENFOQUE DE GÉNERO EN LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA>, ] 

Enunciado empareje cada ejemplo de exclusión con su descripción correspondiente. 

 
● Mujeres pobres aliadas con hombres 

situaciones de trabajo precarias. LX_[...]_ 
en 

ConRicto en la lucha 
contra la violencia 
doméstica. LX_[...]_ 

 
Distractores 

 
● Mujeres adineradas luchando por igualdad 

salarial y oportunidades de ascenso. LX_[...]_ 

Fragmentación 
basada en la clase 
social. LX_[...]_ 

 ● Mujeres negras oponiéndose a medidas que 
recrudecen el castigo a agresores debido < 
LX_GRAM_ a sesgo racial> en el sistema penal. 
LX_[...]_ 

Diferencias en 
intereses laborales. 

 LX_[...]_ 

 
Clave de respuesta 

Mujeres pobres aliadas con hombres en situaciones de trabajo 
precarias. → Fragmentación basada en la clase social. 
Mujeres adineradas luchando por igualdad salarial y oportunidades de 
ascenso. → Diferencias en intereses laborales. 



 Mujeres negras oponiéndose a medidas que recrudecen el castigo a 
agresores debido a sesgo racial en el sistema penal. → ConRicto en la 
lucha contra la violencia doméstica. ☑ 

 

*** 
Ítem número 83 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Derechos humanos y género 

Contexto PRAGM_MAXCANT_ ??? 

Enunciado Empareje cada ejemplo de restricción a la libertad reproductiva con su 
descripción correspondiente. 

 
 
 
 
Distractores 

 
● Maltrato obstétrico durante y después del 

parto. LX_ORT_ 

Cobertura de salud 
insuficiente. 
LX_ORT_ 

 

Deficiencias en la 
atención sanitaria. 
LX_ORT_ 

 

Prácticas abusivas en 
el sistema de salud. 
LX_ORT_ 

● Barreras para acceder a abortos legales y 
seguros. LX_ORT_ 

 
● Falta de cobertura en salud para tratamientos 

de fertilidad. LX_ORT_ 

 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

Maltrato obstétrico durante y después del parto. → Prácticas abusivas 
en el sistema de salud. 
Barreras para acceder a abortos legales y seguros. → Deficiencias en la 
atención sanitaria. 
Falta de cobertura en salud para tratamientos de fertilidad. → 
Cobertura de salud insuficiente. ☑ 

 
*** 

Ítem número 84 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Derechos humanos y género 

Contexto 
 

PRAGM_MAXCANT_ ??? 
 

Enunciado Empareje cada uno de los enunciados con la opción correcta según el Artículo 
4 del Pacto de San José sobre el LX_ORT_ Derecho a la vida. 

 
 
Distractores 

● La pena de muerte no se aplicará mientras la 
solicitud de esté pendiente de 
decisión ante la autoridad competente. 

concepción 

dieciocho 

amnistía 
● Toda persona tiene derecho a que se respete su 

vida, y este derecho estará protegido por la ley, 



 < LX_GRAM_ en general>, a partir del 
momento de la . 

 

● No se impondrá la pena de muerte a personas 
que, en el momento de la comisión del delito, 
tuvieren menos de años de edad 
o más de setenta. 

 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_DISTR???_ 

La pena de muerte no se aplicará mientras la solicitud de amnistía esté 
pendiente de decisión ante la autoridad competente. → amnistía 
Toda persona tiene derecho a que se respete su vida, y este derecho 
estará protegido por la ley, en general, a partir del momento de la 
concepción. → concepción 
No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de 
la comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o 
más de setenta. → dieciocho ☑ 

 

 
 

3. Jornada de la tarde del 2 de junio de 2024: Taller 
 

*** 
Ítem número 37 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Gestión judicial y TIC 

 
 
 
 
Contexto 

< LX_INSUM_    En el Plan  LX_ORT_   estratégico de  LX_ORT_   transformación 
de la Rama Judicial PETD 2021-2025, se lee: “a lo largo de los últimos años, la 
Rama Judicial ha (1)  (espacio en blanco), desde distintas 
aristas, hacia la (2) (espacio en blanco) interna de la gestión 
judicial, la generación y análisis de información estadística para la toma de 
decisiones, < LX_GRAM_   así como del acceso y servicio al ciudadano>, a 
partir del uso de la tecnología. Así las cosas, < LX_GRAM_ a hoy> contamos 
con importantes avances e insumos, que servirán para seguir materializando el 
objetivo de alcanzar una justicia moderna y (3) (espacio en 
blanco)". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, Pág 6)> 



Enunciado En  el  contexto LX_[...]_ hacen falta 3 conceptos clave. Seleccione la opción 
correcta para encontrar el sentido del párrafo. 

 
 
Distractores 

● desarrollado 

● equitativa 

● mejora 

 
 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_CLAV+2_ 

(1) avanzado (2) optimización (3) transparente 
 

En el Plan estratégico de transformación de la Rama Judicial PETD 
2021-2025, se lee: “a lo largo de los últimos años, la Rama Judicial ha 
avanzado, desde distintas aristas, hacia la optimización interna de la 
gestión judicial, la generación y análisis de información estadística para 
la toma de decisiones, así como del acceso y servicio al ciudadano, a 
partir del uso de la tecnología. Así las cosas, a hoy contamos con 
importantes avances e insumos, que servirán para seguir 
materializando el objetivo de alcanzar una justicia moderna y 
transparente". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, Pág 6) ☑ 

 

*** 
Ítem número 38 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Gestión judicial y TIC 

 
 
 
 
 
Contexto 

< LX_INSUM_    En el Plan  LX_ORT_   estratégico de  LX_ORT_   transformación 
de la Rama Judicial PETD 2021-2025, se lee: "este pilar estratégico 
comprende el conjunto de proyectos dirigidos a fortalecer y mejorar el servicio 
de la administración de justicia en el país, a través del impulso de la (1) 
   (espacio en blanco), el uso de la tecnología y la (2) 
   (espacio en blanco) de datos < LX_GRAM_ por medio de 
herramientas disruptivas>. En ese sentido, este pilar LX_[...]_   , es considerado 
como un componente que, con fundamento en la generación de valor público, 
busca resolver necesidades reales en materia de justicia, como herramienta para 
hacer más (3)  (espacio en blanco), moderno y transparente 
el servicio, siendo una de sus orientaciones el desarrollo del expediente 
electrónico". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, LX_ORT_ Pág. 13) 
LX_[...]_   > 

Enunciado En  el  contexto LX_[...]_ hacen falta 3 conceptos clave. Seleccione la opción 
correcta para encontrar el sentido del párrafo. 

 Distractores ● transparente 



 ● modernización 

● gestión 

 (1) innovación (2) ciencia (3) eficiente 

 
 
 
Clave de respuesta 

RESP_DISTR???_ 
RESP_CLAV+2_ 

En el Plan estratégico de transformación de la Rama Judicial PETD 
2021-2025, se lee: "este pilar estratégico comprende el conjunto de 
proyectos dirigidos a fortalecer y mejorar el servicio de la 
administración de justicia en el país, a través del impulso de la 
innovación, el uso de la tecnología y la ciencia de datos por medio de 
herramientas disruptivas. En ese sentido, este pilar, es considerado 
como un componente que, con fundamento en la generación de valor 
público, busca resolver necesidades reales en materia de justicia, como 
herramienta para hacer más eficiente, moderno y transparente el 
servicio, siendo una de sus orientaciones el desarrollo del expediente 
electrónico". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, Pág. 13) ☑ 

 

*** 
Ítem número 39 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Gestión judicial y TIC 

 
 
 
 
 
Contexto 

< LX_INSUM_    En el Plan  LX_ORT_   estratégico de  LX_ORT_   transformación 
de la Rama Judicial PETD 2021-2025, se lee: "al Consejo Superior de la 
Judicatura le corresponde la planeación (1) (espacio en 
blanco), la coordinación y decisión en materia de política de justicia digital en 
la Rama Judicial, así como impulsar la incorporación escalonada, uso y 
apropiación de tecnologías en el servicio de la administración de justicia, en el 
marco  del  proceso  de  (2)     (espacio  en  blanco) LX_[...]_   , 
teniendo en cuenta las mejores prácticas, estándares y lineamientos en la 
materia < LX_GRAM_ y, sin perjuicio de la coordinación y colaboración 
armónica entre ramas del poder público y entidades del (3)     
(espacio en blanco)">. (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, LX_ORT_ 
Pág. 6) LX_[...]_   > 

Enunciado En el contexto LX_REG_ hacen falta 3 conceptos clave. Seleccione la opción 
correcta para encontrar el sentido del párrafo. 

 
 
Distractores 

● cambio 

● operativa 

● sector 



 
 
 
 
Clave de respuesta 
RESP_DISTR???_ 
RESP_CLAV+2_ 

(1) estratégica (2) modernización (3) Estado 
 

En el Plan estratégico de transformación de la Rama Judicial PETD 
2021-2025, se lee: "al Consejo Superior de la Judicatura le corresponde 
la planeación estratégica, la coordinación y decisión en materia de 
política de justicia digital en la Rama Judicial, así como impulsar la 
incorporación escalonada, uso y apropiación de tecnologías en el 
servicio de la administración de justicia, en el marco del proceso de 
modernización, teniendo en cuenta las mejores prácticas, estándares y 
lineamientos en la materia y, sin perjuicio de la coordinación y 
colaboración armónica entre ramas del poder público y entidades del 
Estado". (Consejo Superior de la Judicatura, 2020, Pág. 6) ☑ 

 

*** 
Ítem número 40 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Gestión judicial y TIC 

 
Contexto 

< LX_INSUM_    El Proyecto de Transformación Digital de la Rama Judicial está 
integrado por cuatro componentes, que responden a los pilares y objetivos 
establecidos para el Plan Estratégico de LX_ORT_ transformación Digital de 
la Rama Judicial - PETD 2021 – 2025. 

 
Enunciado 

Relacione cada uno de los componentes listados con las características que se 
presentan. A cada componente LX_ORT_ le corresponde solo una 
característica de las listadas.> 

 ● Optimización de mecanismos que promuevan 
el control, la prevención de riesgos [ 
LX_GRAM_ < LX_REG_ y información> 
abierta]. LX_[...]_ 

Control y 
transparencia en la 
gestión judicial 

 
 
Distractores 

● Gobernanza del proceso, formación digital y 
fortalecimiento de la capacidad institucional. 
LX_[...]_ 

Fortaleza y 
capacidades de la 
Rama Judicial 

● Incidencia en la transformación del modelo de 
servicios de operación. LX_[...]_ 

 Gestión judicial 
eficiente 

 ● Interacción con los ciudadanos < LX_GRAM_ 
y en la experiencia en el uso de los servicios de 
justicia>. LX_[...]_ 

Servicios de justicia 
centrados en el 
ciudadano 

 
Clave de respuesta 

Optimización de mecanismos que promuevan el control, la prevención 
de riesgos y información abierta. → Control y transparencia en la 
gestión judicial 



 Gobernanza del proceso, formación digital y fortalecimiento de la 
capacidad institucional. → Fortaleza y capacidades de la Rama Judicial 
Incidencia en la transformación del modelo de servicios de operación. 
→ Gestión judicial eficiente 
Interacción con los ciudadanos y en la experiencia en el uso de los 
servicios de justicia. → Servicios de justicia centrados en el ciudadano 
☑ 

 

*** 
Ítem número 41 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Programa: Gestión judicial y TIC 

Contexto < LX_INSUM_ A partir del texto < FUENT_INCOHINDEB_ Batelli, E. (2021)>, 

 
Enunciado 

relacione   cada   uno   de   los   conceptos   listados < LX_GRAM_ con las 
definiciones que aporta el autor que aquí se presentan>. A cada concepto 
LX_[...]_ le corresponde solo una definición de las listadas.> 

 
 
 
 
 
 
Distractores 

● Sistema de aprendizaje que elabora grandes 
sets de datos y conduce a un resultado 
semejante al que podría alcanzar el hombre. 
LX_[...]_ 

 
 
 
Machine Learning 

Big Data 

Algoritmo 

Deep Learning 

● Varios mecanismos que permiten a una 
máquina inteligente mejorar las propias 
capacidades y rendimientos en el tiempo. 
LX_[...]_ 

● Capacidad de procesar enormes cantidades de 
datos y conocimientos mediante inteligencia 
artificial. LX_[...]_ 

● Capacidad de una máquina de correlacionar 
grandes cantidades de información y de datos, 
según una fórmula determinada. LX_[...]_ 

 
 
 
 
Clave de respuesta 

Sistema de aprendizaje que elabora grandes sets de datos y conduce a 
un resultado semejante al que podría alcanzar el hombre. → Deep 
Learning 
Varios mecanismos que permiten a una máquina inteligente mejorar 
las propias capacidades y rendimientos en el tiempo. → Machine 
Learning 
Capacidad de una máquina de correlacionar grandes cantidades de 
información y de datos, según una fórmula determinada. → 
Algoritmo 
Capacidad de procesar enormes cantidades de datos y conocimientos 
mediante inteligencia artificial. → Big Data ☑ 



 

*** 
Ítem número 42 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Gestión judicial y TIC 

Contexto < LX_INSUM_ Del  Plan  Estratégico  de  Transformación  Digital de la Rama 
Judicial PETD 2021-2025, hacen parte diversos conceptos. 

 
Enunciado 

Relacione cada uno de los conceptos listados con las características que se 
presentan LX_[...]_ ,  recuerde  que LX_[...]_ a  cada  concepto LX_[...]_ le 
corresponde solo una características de las listadas. 

 
 
 
 
 
 
 
 
Distractores 

● ReReja la arquitectura tecnológica que debe ser 
alcanzada para poder soportar LX_[...]_ 
efectivamente LX_[...]_ procesos  mejorados y 
más eficientes operativamente. 

 
Proyecto de 
transformación 
digital 

 
Plan estratégico de 
tecnologías de la 
información 

 
Arquitectura 
tecnológica y 
organizacional 

 
Proyecto de 
inversión de 
transformación 
digital 

● Está integrado por cuatro componentes: i) 
LX_ORT_ Servicios de justicia centrados en el 
ciudadano, ii) LX_ORT_ Gestión judicial 
eficiente, iii) LX_ORT_  Control   y 
transparencia en la gestión judicial, iv) 
LX_ORT_ Fortaleza y capacidades de la Rama 
Judicial. 

● Su objetivo es dotar a la Rama Judicial de 
nuevas capacidades digitales, tecnológicas y 
organizacionales que le permitan innovar y 
ofrecer servicios más eficientes, expeditos, 
LX_ORT_  trasparentes y de fácil acceso. 

● Asegura la alineación entre la tecnología y los 
objetivos de la empresa; su énfasis está en 
mejorar procesos y eficiencia operativa. 

 
 
 
 

Clave de respuesta 

ReReja la arquitectura tecnológica que debe ser alcanzada para poder 
soportar efectivamente procesos mejorados y más eficientes 
operativamente. → Plan estratégico de tecnologías de la información 
Está integrado por cuatro componentes: i) Servicios de justicia 
centrados en el ciudadano, ii) Gestión judicial eficiente, iii) Control y 
transparencia en la gestión judicial, iv) Fortaleza y capacidades de la 
Rama Judicial. → Proyecto de transformación digital 
Su objetivo es dotar a la Rama Judicial de nuevas capacidades digitales, 
tecnológicas y organizacionales que le permitan innovar y ofrecer 
servicios más eficientes, expeditos, trasparentes y de fácil acceso. → 
Proyecto de inversión de transformación digital 



 Asegura la alineación entre la tecnología y los objetivos de la empresa; 
su énfasis está en mejorar procesos y eficiencia operativa. → 
Arquitectura tecnológica y organizacional ☑ 

 

*** 
Ítem número 79 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Filosofía del derecho e interpretación constitucional 

 
 
 
 
 
Contexto 

< LX_INSUM_     “Ante  comprensiones  diferentes  de  una  misma  disposición 
LX_[...]_    el intérprete debe (1)   (espacio en blanco) una de 
ellas para ser aplicada en casos concretos. Sin embargo, si esta tarea es asumida 
en el marco del control de constitucionalidad, el (2)  (espacio 
en blanco) de escogencia es la vigencia de la Constitución, por lo que la Corte, 
a partir de la función directiva de la Carta Política, define qué comprensiones 
de las normas resultan compatibles con la supremacía constitucional, 
proscribiendo aquellas que no cumplan con esa condición. A su vez, en caso 
de que ninguna de ellas esté (3)  (espacio en blanco) a la 
Constitución, se infiere la inexequibilidad del enunciado normativo y su 
consecuente expulsión del orden jurídico”. Tomado de la Sentencia C-054/16 
LX_[...]_   > 

Enunciado En el contexto dado, faltan 3 palabras clave para encontrar el sentido del 
párrafo. Deberá seleccionarlas de las opciones presentadas. 

 
 
Distractores 

● concordante 

● decidir 

● criterio 

 
 
 
 
 
Clave de respuesta 

RESP_CLAV+2_ 
RESP_DISTR???_ 

(1) escoger (2) parámetro (3) conforme 
 

“Ante comprensiones diferentes de una misma disposición el 
intérprete debe escoger una de ellas para ser aplicada en casos 
concretos. Sin embargo, si esta tarea es asumida en el marco del control 
de constitucionalidad, el parámetro de escogencia es la vigencia de la 
Constitución, por lo que la Corte, a partir de la función directiva de la 
Carta Política, define qué comprensiones de las normas resultan 
compatibles con la supremacía constitucional, proscribiendo aquellas 
que no cumplan con esa condición. A su vez, en caso de que ninguna 
de ellas esté conforme a la Constitución, se infiere la inexequibilidad 
del enunciado normativo y su consecuente expulsión del orden 
jurídico”. Tomado de la Sentencia C-054/16 ☑ 



*** 
Ítem número 80 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa:Filosofía del derecho e interpretación constitucional 

 
 
 
 
Contexto 

< LX_INSUM_     “Los  principios  en  comento  son  el  fin  último  de  la  (1) 
   (espacio en blanco) del derecho y la interpretación jurídica 
subyacente. Las normas jurídicas, así comprendidas, deben actuar coordinada 
y unívocamente, a fin de mantener la vigencia de los principios 
constitucionales. < LX_GRAM_   De lo que se trata, en últimas, es que> la (2) 
   (espacio en blanco) de las normas responda a una suerte de 
coherencia interna del orden jurídico en su conjunto, vinculado a la 
realización de los principios (3) (espacio en blanco) del Estado 
Social y Democrático de Derecho”. Tomado de la Sentencia C-054/16 
LX_[...]_   > 

Enunciado En el contexto dado, faltan 3 palabras clave para encontrar el sentido del 
párrafo. Deberá seleccionarlas de las opciones presentadas. 

 
 
Distractores 

● consolidación 

● finalidad 

● sociales 

 
 
 
 
Clave de respuesta 

RESP_CLAV+2_ 

(1) aplicación (2) interpretación (3) centrales 
 

“Los principios en comento son el fin último de la aplicación del 
derecho y la interpretación jurídica subyacente. Las normas jurídicas, 
así comprendidas, deben actuar coordinada y unívocamente, a fin de 
mantener la vigencia de los principios constitucionales. De lo que se 
trata, en últimas, es que la interpretación de las normas responda a 
una suerte de coherencia interna del orden jurídico en su conjunto, 
vinculado a la realización de los principios centrales del Estado Social 
y Democrático de Derecho”. Tomado de la Sentencia C-054/16 ☑ 

 
*** 

Ítem número 81 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Filosofía del derecho e interpretación constitucional 

 
 
Contexto 

< LX_INSUM_     “La  doctrina  coincide  en  considerar  que  las  normas  que 
reconocen (1) (espacio en blanco) son de naturaleza abstracta e 
inconcreta; para algunos LX_[...]_    son normas que orientan la producción e 
interpretación de las demás normas, y que en tal condición fijan (2) 
   (espacio en blanco) de contenido para otras normas; para 



 otros,  las  normas  que  reconocen  valores LX_[...]_     al  igual  que  las  que 
consagran principios, (3) (espacio en blanco) el contenido de 
otras normas, y aquéllas sólo se diferencian de éstas por su menor eficacia 
directa, aplicándose estrictamente en el momento de la interpretación. Lo 
cierto es que LX_[...]_    en todas las anteriores formulaciones LX_[...]_    subyace 
la idea de que las normas que reconocen valores condicionan las demás 
normas, y tienen un contenido abstracto y abierto, es decir, están formuladas 
como cláusulas generales que determinan criterios interpretativos del resto del 
ordenamiento”. Tomado de la Sentencia C-1287/01 LX_[...]_   > 

Enunciado En el contexto dado, faltan 3 palabras clave para encontrar el sentido del 
párrafo. Deberá seleccionarlas de las opciones presentadas LX_[...]_ 

 
 
Distractores 

● fundamentan 

● principios 

● parámetros 

 
 
 
 
 
 
Clave de respuesta 

RESP_CLAV+2_ 

(1) valores (2) criterios (3) determinan 
 

“La doctrina coincide en considerar que las normas que reconocen 
valores son de naturaleza abstracta e inconcreta; para algunos son 
normas que orientan la producción e interpretación de las demás 
normas, y que en tal condición fijan criterios de contenido para otras 
normas; para otros, las normas que reconocen valores al igual que las 
que consagran principios, determinan el contenido de otras normas, y 
aquéllas sólo se diferencian de éstas por su menor eficacia directa, 
aplicándose estrictamente en el momento de la interpretación. Lo 
cierto es que en todas las anteriores formulaciones subyace la idea de 
que las normas que reconocen valores condicionan las demás normas, 
y tienen un contenido abstracto y abierto, es decir, están formuladas 
como cláusulas generales que determinan criterios interpretativos del 
resto del ordenamiento”. Tomado de la Sentencia C-1287/01 ☑ 

 

*** 
Ítem número 82 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa:Filosofía del derecho e interpretación constitucional 

 
 
Contexto 

< LX_INSUM_    “La supremacía constitucional también encuentra una función 
directiva, derivada de la regla de interpretación contenida en el artículo 4º C.P. 
Como es bien sabido, de una misma disposición jurídica, esto es, del texto de 
la regla correspondiente, pueden derivarse diferentes contenidos normativos 
que pueden tener significados diversos e incluso divergentes. Esto debido a 



 que el derecho es expresado en lenguaje natural y, por lo mismo, está 
caracterizado por la ambigüedad y la (1) (espacio en 
blanco) de sus formulaciones idiomáticas. A su vez, desde un punto de vista 
más general y basado en la filosofía del lenguaje, la definición específica de 
cualquier expresión y, entre ellas LX_[...]_    el lenguaje jurídico, está delimitada 
y condicionada por el (2) (espacio en blanco) en que esta se 
encuentra y que es utilizado por los intérpretes del texto escrito, bien sea que 
tome la forma de derecho legislado o de precedente judicial. 
Es bajo esta perspectiva que autores como Robert Alexy diferencian entre dos 
estadios definidos de la interpretación jurídica: la tarea psíquica de 
descubrimiento del significado de la norma y la labor (3)    
(espacio en blanco) de justificación”. Tomado de la Sentencia C-054/16 
LX_[...]_   > 

Enunciado En el contexto dado, faltan 3 palabras clave para encontrar el sentido del 
párrafo. Deberá seleccionarlas de las opciones presentadas. 

 
 
Distractores 

● lenguaje 

● expresión 

● analítica 

 
 
 
 
 
 
 
 
Clave de respuesta 

(1) vaguedad (2) contexto (3) argumentativa 
 

La supremacía constitucional también encuentra una función 
directiva, derivada de la regla de interpretación contenida en el 
artículo 4º C.P. Como es bien sabido, de una misma disposición 
jurídica, esto es, del texto de la regla correspondiente, pueden derivarse 
diferentes contenidos normativos que pueden tener significados 
diversos e incluso divergentes. Esto debido a que el derecho es 
expresado en lenguaje natural y, por lo mismo, está caracterizado por 
la ambigüedad y la vaguedad de sus formulaciones idiomáticas. A su 
vez, desde un punto de vista más general y basado en la filosofía del 
lenguaje, la definición específica de cualquier expresión y, entre ellas el 
lenguaje jurídico, está delimitada y condicionada por el contexto en 
que esta se encuentra y que es utilizado por los intérpretes del texto 
escrito, bien sea que tome la forma de derecho legislado o de 
precedente judicial. 
Es bajo esta perspectiva que autores como Robert Alexy diferencian 
entre dos estadios definidos de la interpretación jurídica: la tarea 
psíquica de descubrimiento del significado de la norma y la labor 

 



 argumentativa de justificación”. Tomado de la Sentencia C-054/16 
☑ 

 

*** 
Ítem número 83 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Filosofía del derecho e interpretación constitucional 

 
 
Contexto 

< FUENT_IRRELCAL_    LX_INSUM_    Según la teoría de Hart, “los jueces deben 
decidir las cuestiones controvertidas tomando en cuenta pautas valorativas, no 
necesariamente  morales,  aunque  pueden  serlo,  y LX_[...]_     en  dichos  casos 
LX_[...]_    las normas jurídicas delimitan su elección pero no la determinan” 
(Bonorino y Peña, Filosofía del derecho, 2006, p. 53) LX_[...]_   > 

 
 
Enunciado 

A partir del texto anterior, arrastre las palabras al lugar correcto < 
LX_DISPINFORM_      LX_[...]_     “en  el  resto  de  las  cuestiones  los  jueces  solo 
aplican las (1)  (espacio en blanco) sin necesidad de 
realizar (2) (espacio en blanco) ni (3)     
(espacio en blanco)” (Bonorino y Peña, Filosofía del derecho, 2006, p. 53).> 

Distractores ● interpretaciones 

 
 
Clave de respuesta 

RESP_CLAV+2_ 

(1) normas jurídicas (2) valoraciones (3) elecciones discrecionales 
 

“en el resto de las cuestiones los jueces solo aplican las normas 
jurídicas sin necesidad de realizar valoraciones ni elecciones 
discrecionales” (Bonorino y Peña, Filosofía del derecho, 2006, p. 53). 
☑ 

 
*** 

Ítem número 84 
NIVCOG_RECOR_ 

Programa: Filosofía del derecho e interpretación constitucional 

 
Contexto 

< FUENT_IRRELCAL_    LX_INSUM_    “La idea central de Dworkin es que, además 
de las reglas, entendidas como pautas relativamente específicas de conducta, el 
derecho está formado por otro tipo de pautas a las que denomina “principios”. 
(Bonorino y Peña, Filosofía del derecho, 2006, p. 55) LX_[...]_   > 

 
 
 

Enunciado 

A partir del texto enunciado, arrastre las palabras al lugar correcto LX_[...]_ 
 
LX_ORT_   para  Dworkin LX_[...]_     “los  principios  jurídicos constituyen (1) 

  (espacio en blanco) que poseen un fundamento en actos de 
autoridades    oficiales    del    pasado    (como    textos    jurídicos    o    (2) 
   (espacio en blanco)). Constituyen principios morales, 
pero no pertenecen a (3) (espacio en blanco) que los jueces 
encargados de aplicarlos consideren correcta. Se encuentran implícitos en los 
actos oficiales ocurridos en el pasado, pero no se identifican con ninguno de 



 ellos en particular” (Bonorino y Peña  LX_[...]_ (Filosofía del derecho, 2006, 
p. 55). 

Distractores ● interpretaciones 

 
 
 
 
Clave de respuesta 

(1) proposiciones morales (2) decisiones judiciales (3) la moral crítica 
 

para Dworkin “los principios jurídicos constituyen proposiciones 
morales que poseen un fundamento en actos de autoridades oficiales 
del pasado (como textos jurídicos o decisiones judiciales. Constituyen 
principios morales, pero no pertenecen a la moral crítica que los 
jueces encargados de aplicarlos consideren correcta. Se encuentran 
implícitos en los actos oficiales ocurridos en el pasado, pero no se 
identifican con ninguno de ellos en particular” (Bonorino y Peña 
(Filosofía del derecho, 2006, p. 55). ☑ 
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